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Objeto y límites 
 
 Este trabajo analiza la evolución de las medidas restrictivas de la Unión Europea 
(UE) contra individuos y entidades, que es al mismo tiempo un reflejo del desarrollo de 
la práctica internacional en materia de sanciones. Las medidas coercitivas unilaterales 
han sido un instrumento propio del derecho internacional clásico1. La presión ejercida por 
los Estados o por un grupo de Estados más poderosos contra otros más débiles, como 
herramienta propia de las relaciones internacionales, no es fruto de la modernidad. Las 
sanciones han evolucionado en paralelo a las necesidades y exigencias de la comunidad 
internacional, de modo particular en lo relativo a la compatibilidad con la garantía de los 
derechos humanos2. La protección de los derechos humanos ocupa actualmente un lugar 
central en el Derecho internacional público como se pone de manifiesto en numerosos 
instrumentos internacionales. Al respecto, cabe citar la Declaración del Milenio,3 donde 
la Asamblea General de las Naciones Unidas reafirmó su compromiso con la protección 
y promoción de los derechos humanos sin escatimar “esfuerzo alguno por promover la 
democracia y fortalecer el imperio del derecho y el respeto de todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales internacionalmente reconocidos […]”.4  
 
1 Asamblea General de las Naciones Unidas, Informe del Relator Especial sobre las repercusiones negativas 
de las medidas coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos humanos, Idriss Jazairy. Agosto de 
2015. A/HRC/30/45, p.7. 
2 PORTELA, Clara, “How the EU learned to love sanctions”, en LEONARD, Mark (eds), Connectivity 
Wars, European Council on Foreign Relations, 2016, p.39. 
3 Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración del Milenio, 13 de septiembre de 2000, 
A/RES/55/2, p.24.  
4 Es necesario tener presente la importancia que en Derecho internacional público ha ido cobrando la 
protección del individuo. Se puso de manifiesto en la Segunda Conferencia Mundial de Derechos Humanos 
celebrada en Viena en 1993, cuyo preámbulo establecía lo siguiente: “la promoción y protección de los 
derechos humanos es una cuestión prioritaria para la comunidad internacional”. Conferencia Mundial de 
María Vallés González 
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Durante la década de 1990, conocida como década de las sanciones, el recurso a 
medidas coercitivas unilaterales experimentó un notable incremento, evolucionado hacia 
el concepto de sanción inteligente5. Se produjo una transición desde los regímenes de 
sanciones generales6 hacia sanciones selectivas, más respetuosas de los derechos 
humanos y menos lesivas para el conjunto de la población7. La adopción de medidas 
restrictivas contra individuos y entidades, una modalidad de sanción inteligente, también 
suscita problemas jurídicos. El presente trabajo se centra en las controversias que plantea 
la eventual violación de derechos humanos de los destinatarios de las medidas restrictivas, 
como consecuencia de la opacidad del procedimiento seguido para la inclusión en las 
“listas negras” y la ausencia de una tutela judicial para los afectados8. En el caso de la 
UE, la evolución del control de los regímenes de sanciones en relación al respeto de los 
 
Derechos Humanos, Declaración y Programa de Acción de Viena aprobados por la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos, Viena, 25 de junio de 1993. A/conf. 157/23, p.2. Además, destacan otros 
instrumentos anteriores que reafirman la importancia que la protección de los derechos humanos ha ido 
adquiriendo progresivamente, desde la Carta de las Naciones Unidas cuyo artículo 1, párrafo 3, fija la 
responsabilidad de las Naciones Unidas en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a 
las libertades fundamentales de todos, pasando por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en 1966. El preámbulo de ambos 
instrumentos establece “con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse 
el ideal del ser humano libre en el disfrute de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la 
miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y 
políticos, tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales”. Se observa, como el 
reconocimiento de los derechos humanos, ha llevado consigo la obligación y responsabilidad no solo de su 
protección, sino también de su promoción. 
5 TOSTENSEN, Arne y BULL, Beate, “Are Smart Sanctions Feasible?”, World Politics, núm. 54, 2002, p. 
373. 
6 Dentro de la lucha antiterrorista la Resolución 1333 (2000) relativa a la situación de Afganistán fue la 
primera que empleaba las sanciones inteligentes como medio para combatir el terrorismo internacional. En 
la misma se imponían medidas restrictivas contra los talibanes, así como se instaba a todos los gobiernos a 
congelar los recursos económicos de Bin Laden y las personas asociadas con él. Tras los atentados de Nueva 
York las Resoluciones 1368 (2001) de Condena de los atentados cometidos el 11 de septiembre contra los 
Estados Unidos; 1373 (2001) de creación del Comité contra el Terrorismo, y 1390 (2002) relativa a las 
medidas impuestas contra la organización al Qaida, talibanes y otras personas. Véase: PALOMO 
GARRIDO, Aleksandro, “La lucha antiterrorista y el nuevo sistema de seguridad internacional tras el 11 
de septiembre: ¿una consecuencia lógica?, Foro Internacional 226, 2016, núm.4, p. 954.  
7 BERMEJO, Romualdo, “Algunos comentarios sobre las sanciones del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas y la protección de derechos humanos: luces y sombras”, Revista Electrónica 
Iberoamericana, vol. 7, núm. 2, 2013, p. 17.  
8 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE: evolución y consolidación 
como instrumento de la política exterior”, en Cesáreo GUTIÉRREZ y María José CERVELL (dir.), La 
Unión Europea como actor global de las relaciones internacionales. Retos y problemas seleccionados, 
Tirant lo Blanch, 2016, p.353. 
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derechos humanos es interesante por su condición de organización internacional de 
integración, con cierta dimensión supranacional, y por contar con un órgano 
jurisdiccional con competencias para controlar la adopción de sanciones. El Tribunal de 
Justicia de la UE se ha postulado como garante de los derechos fundamentales en la UE, 
dotando de contenido y límites al poder sancionador y a los derechos fundamentales 
afectados9.  
Las organizaciones internacionales de carácter regional no han sido ajenas a la 
evolución descrita en materia de sanciones. En el seno de la Unión Europea, las medidas 
restrictivas selectivas se han convertido en los últimos quince años en una de las piezas 
fundamentales de la Política Exterior y Seguridad Común (PESC). Actualmente, 
centenares de sujetos y entidades de más de 34 países están siendo objeto de estas 
sanciones10. La transformación y el proceso de integración gradual experimentado por la 
UE en las últimas décadas ha tenido su reflejo en la potestad sancionadora de la 
organización. Con la adopción del Tratado de Lisboa se pasó a contar con una sólida base 
legal constituida por los artículos 75 y 215 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFUE). Estas disposiciones incorporan la práctica comunitaria en materia de 
sanciones bajo los Tratados constitutivos y el Tratado de Maastricht, pero asumen una 
función adicional de legitimación11. Además, ambos artículos hacen referencia expresa al 
respeto de los derechos fundamentales de los sancionados, estableciéndose que “los actos 
contemplados en el presente artículo [medidas restrictivas] incluirán las disposiciones 
necesarias en materia de garantías jurídicas”. Asimismo, los Estados miembros han 
coadyuvado al desarrollo y consolidación de los regímenes sancionadores. Durante las 
 
9 HEUPEL, Monika, “EU Sanctions Policy and the Protection of Due Process Rights: Judicial Lawmaking 
by the Court of Justice of the EU”, en HEUPEL, Monika y ZÜRN, Michael (eds.), Protecting the Individual 
from International Authority: Human Rights in International Organizations, Cambridge University Press, 
2017, p.148.  
10 EU Sanctions Map. Disponible online: sanctionsmap.eu 
11 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE…”, op.cit., p.381. 
María Vallés González 
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últimas tres décadas la política de sanciones de la UE es un área en la que los Estados 
miembros han estado colaborando intensamente para aumentar su eficiencia, 
posibilitando posturas unitarias respecto a ciertos regímenes de sanciones pese a los 
intereses particulares de los Estados miembros. En este sentido, el Consejo Europeo 
alcanzó su decisión sobre las sanciones autónomas contra Siria, Irán o Rusia, con una 
velocidad y unanimidad sin precedentes en años anteriores12. 
Esta tesis analiza la práctica de la UE, tanto de sus instituciones como la de sus 
Estados miembros, con el fin de comprender el fenómeno de las medidas restrictivas en 
el ámbito de la UE. Se centra en el debate sobre el alcance del control judicial en materia 
PESC, sus repercusiones en cuanto a la eficacia de las medidas restrictivas y su 
compatibilidad con la Carta de las Naciones Unidas. Dentro del elenco de medidas 
restrictivas adoptadas por la UE contra diferentes regímenes y organizaciones, la 
investigación se centra en las relativas a la República Islámica de Irán, que han sido 
consideradas como uno de los regímenes sancionadores más severos13 y completos 
establecidos por la comunidad internacional14. Las sanciones a Irán han sido adoptadas 
por diferentes países y organizaciones, destacando la labor sancionadora y diplomática 
de la ONU, Estados Unidos y la UE. Cada actor ha establecido distintas prioridades y ha 
recurrido a diversas herramientas para intentar convencer a Irán de que aceptase las 
restricciones iniciales sobre su programa nuclear y negociase su futuro15.  
El régimen de medidas restrictivas contra Irán es el ejemplo más ilustrativo para 
el estudio del poder sancionador de la UE en relación con el disfrute de los derechos 
 
12 MORET, Erica y POTHIER, Fabrice, “Sanctions …”, op.cit., p.181. 
13 En este sentido la declaración de la representante de Estados Unidos ante el Consejo de Seguridad, S. 
Power, tras la adopción de la resolución 2231 (2015), Naciones Unidas, Documentos Oficiales del Consejo 
de Seguridad, S/PV.7488, 7488 sesión, 10 de julio de 2015, p. 3. 
14 SAMORE, Gary, “Sanctions against Iran. A Guide to Targets, Terms, and Timetables. Addendum to: 
Decoding the Iran Nuclear Deal”, Belfer Center for Science and International Affairs, 2015, p. 1. 
15 FAHIMIRAD, Melody, “The Iran Deal: How the Legal Implementation of the Deal puts the United States 
at a Disadvantage both Economically and in Influencing the Future of Iran’s Business Transactions”, 
Northwestern Journal of International Law & Business, núm. 37, 2017, p. 320. 
Las medidas restrictivas de la Unión Europea y su incidencia en los Derechos Humanos 
 Estudio del caso de Irán 
 19  
humanos de los sancionados16. En primer lugar, porque en el caso iraní se encuentran 
tanto sanciones adoptadas universalmente por la ONU y ejecutadas en el ámbito 
comunitario, como sanciones aprobadas unilateralmente por la UE17. En segundo lugar, 
porque las sanciones afectan a muchos ámbitos y son de una tipología muy variada, 
abarcando la exportación de armas y otro material armamentístico, la congelación de 
fondos, el embargo de bienes de doble uso, las restricciones de viajes, de ciertos bienes 
como material eléctrico y de telecomunicaciones, etc.18 En tercer lugar, debido a que las 
sanciones contra Irán revisten un particular interés desde el punto de vista político y de 
las relaciones internacionales.  
La imposición de sanciones crea costes no solo para el país receptor sino también 
para los países que las imponen. Cuando las sanciones se dilatan en el tiempo, el apoyo 
público e internacional puede disminuir19, por este motivo, fijar objetivos precisos 
coadyuva a mermar estos efectos adversos y contribuye a mejorar su efectividad20. En la 
misma línea, la falta de determinación de un período temporal para su expiración puede 
comprometer un resultado satisfactorio de los objetivos que generaron las medidas21. En 
la aplicación de medidas restrictivas existe intrínsecamente una afectación de los 
derechos fundamentales de los receptores de las sanciones22. Los derechos que pueden 
verse conculcados son tanto de carácter procesal (el derecho de defensa y a la tutela 
 
16 POLI, Sara, “Protecting Human Rights in the European Union’s External Relations: Setting the Scene”, 
en POLI, Sara (ed.), Protecting Human Rights in the European Union’s External Relations, Centre for the 
Law of EU External Relations, 2016, p. 12. 
17 ADEBAHR, Cornelius, “Easing EU Sanctions on Iran”, Atlantic Council Iran Task Force, 2014, p.2.   
18 European Council/ Council of the European Union, EU restrictive measures against Iran, 2019. 
19 ÁLVAREZ ZÁRATE, José Manuel, “Las sanciones económicas internacionales”, Contexto (artículos 
sobre economía), 1998, p.56. 
20 PORTELA, Clara, “EU Targeted Sanctions: Evaluating effectiveness”, CEPS Working Documents, 
núm.391, 2014, p. 7.  
21 Orientaciones sobre sanciones, Versión de 4 de mayo de 2018. 5664/18, Consejo de la Unión Europea, 
pár. 34. 
22 HEUPEL, Monika, “EU Sanctions Policy and the Protection of Due Process Rights: Judicial Lawmaking 
by the Court of Justice of the EU”, en HEUPEL, Monika y ZÜRN, Michael (eds.), Protecting the Individual 
from International Authority: Human Rights in International Organizations, Cambridge University Press, 
2017, p.137-139.  
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judicial efectiva, afectándose a la obligación de motivación, el derecho a ser oído, a recibir 
pruebas, acceso a los documentos y la utilización de pruebas secretas y confidenciales) 
como de carácter sustantivo (derecho al honor, derecho de reparación, derecho de 
propiedad y al libre ejercicio de una actividad profesional).  
El análisis de la jurisprudencia del TJUE realizado en la presente investigación 
pone de manifiesto las diferencias de apreciación del Tribunal General (TG) y el Tribunal 
de Justicia (TJ) a tenor de los diferentes sectores objeto de la sanción. Los sectores más 
afectados por medidas restrictivas y que han ocasionado una mayor respuesta por parte 
del TJUE son el sector bancario y el sector energético, gasístico y petrolero. En el caso 
iraní el sector energético es clave por la importancia que reviste en la economía del país 
islámico y en las relaciones internacionales y geoestratégicas, su elección no ha sido 
casual. Irán, cuyo socio comercial más importante es la UE, está interesado en los 
conocimientos técnicos y la tecnología europea y, a su vez, necesita de inversiones 
europeas cada vez mayores, de manera obvia en el sector de la energía23. Por ello, la 
investigación profundiza en estos sectores particularmente sensibles donde la UE e Irán 
comparten intereses importantes24. A lo largo del trabajo se pondrá de manifiesto cómo 
algunas medidas restrictivas fueron adoptadas sobre la base de conceptos jurídicos 
indeterminados, volátiles y, por tanto, altamente manipulables y maleables que podrían 




23 JONSSON, Jonas, “Irán y la UE: ¿una relación estratégica?”, en Ministerio de Defensa, Irán, potencia 
emergente en Oriente medio. Implicaciones en la estabilidad del mediterráneo, Cuadernos de estrategia, 
2007, núm.137, p. 165. 
24 RODRÍGUEZ MORAL, Javier, “La política exterior de la Unión Europea y el programa nuclear de Irán”, 
Análisis GESI, 2014, p. 4.  
25 MARTINÓN QUINTERO, Ruth, “El Tribunal de Justicia de la Unión Europea y los problemas de 
legitimidad del proceso de integración”, Anales de la Facultad de Derecho, núm. 35, 2018, p. 18.   
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El trabajo se estructura en tres partes. La primera parte tiene un carácter preliminar 
y pretende realizar una aproximación al concepto de medida restrictiva, sintetizando en 
el Capítulo I los debates acerca de la nomenclatura, procediendo a su distinción de figuras 
afines, y analizando los sujetos y órganos competentes a nivel internacional y regional 
para la adopción de las mismas. El Capítulo II analiza la evolución y el marco jurídico de 
las medidas restrictivas de la UE contra personas y entidades, desde el Tratado de Roma, 
hasta la actualidad, con el Tratado de Lisboa y con una UE como un auténtico ente 
integrado, dotado de personalidad jurídica propia. De este modo, se efectúa un análisis 
del marco normativo actual de las medidas restrictivas, el artículo 75 del TFUE, insertado 
en el Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia, y el artículo 215 del TFUE, incardinado 
en la Acción Exterior. Finalmente, se estudia el control judicial en atención a los derechos 
fundamentales realizado por el TJUE en la aplicación de las mismas, distinguiéndose 
entre los pronunciamientos de primera y segunda instancia, así como entre los sectores 
receptores de las medidas restrictivas. 
La segunda parte aborda el contexto en la adopción de las medidas restrictivas 
contra la República Islámica de Irán. Por un lado, el Capítulo III estudia las relaciones 
políticas y comerciales entre ambas partes, puesto que no es posible comprender las 
características del régimen sancionador europeo contra Irán, sin entender las dinámicas y 
las negociaciones entre ambos. Por otro lado, el Capítulo IV se adentra en el régimen de 
sanciones adoptado en el marco de la lucha antiterrorista, hecho que motivó las primeras 
decisiones del TJUE que confirieron un valor preponderante al respeto de los derechos de 
los sancionados. El Capítulo V, por último, analiza el contexto de las medidas restrictivas 
dirigidas contra la proliferación nuclear, ofreciendo una breve evolución histórica del 
fenómeno, los diferentes actores implicados y las medidas adoptadas que afectaron, 
particularmente, al sector financiero, petrolero y gasístico.  
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Finalmente, la tercera parte revisa la jurisprudencia del TJUE relativa a la 
incidencia de las medidas restrictivas en el disfrute de los derechos fundamentales. El 
Capítulo VI se ocupa de los límites procesales en la adopción de las medidas restrictivas, 
poniendo de manifiesto las diferencias que pueden existir en la notificación de la adopción 
y el mantenimiento de las medidas restrictivas, en el derecho a ser oído, recibir pruebas, 
el acceso a los documentos y la utilización de pruebas secretas y confidenciales. En él, se 
presta especial atención a la obligación de motivación, el elemento que ha generado en 
mayor medida el levantamiento de sanciones por parte del TJUE. Por último, el Capítulo 
VII atiende a los aspectos sustantivos procediendo a un análisis de la jurisprudencia sobre 
el examen de la proporcionalidad de las medidas y la afectación de los derechos al honor, 
a la propiedad y al libre ejercicio de una actividad, así como el funcionamiento del 
derecho de reparación en el ámbito sancionador. 
La presente investigación se encuadra dentro de la disciplina del derecho 
internacional público, 26 y adopta un enfoque predominantemente inductivo. La aparición 
de la Sociedad de Naciones y las innumerables actas de conferencias internacionales y la 
superproducción normativa de las organizaciones internacionales y regionales,27 por no 
hablar de la multitud de decisiones sobre derecho internacional por parte de tribunales 
internacionales y nacionales, ofrecieron la posibilidad de dotar al derecho internacional 
de un enfoque diferente al tradicional basado en la interpretación deductiva28. Esta 
interpretación requiere de la existencia de una disposición positiva que no comprende 
 
26 La metodología en ciencias sociales es entendida como el estudio de la dirección e implicaciones de la 
investigación empírica, así como la idoneidad de las técnicas empleadas en ella. WATKINS, Dawn, y 
BURTON, Mandy, “Research Methods in Law”, Routledge, 2013, p.2.  
27 Hay que tener presente que un riesgo inherente a la proliferación normativa que se ha producido en las 
últimas décadas en el ámbito internacional ha sido la existencia de conflictos normativos y la tendencia a 
la fragmentación del derecho internacional en múltiples subsistemas con una lógica propia y sus fines 
específicos. DO AMARAL JÚNIOR, Alberto, “El «diálogo» de las fuentes: fragmentación y coherencia en 
el derecho internacional contemporáneo”, Revista Española de Derecho Internacional, 2010, p.62. 
28 SCHWARZENBERGER, Georg, “The Inductive Approach to International Law”, Harvard Law Review 
Association, núm.60, 1947, p. 544 
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exactamente, pero sí genéricamente, el caso concreto para el cual debe de aplicarse la 
norma29. En el presente estudio es la práctica de la Unión Europea en la concepción, 
adopción, aplicación y control de las medidas restrictivas, y, por tanto, los artículos 75 y 
215 del TFUE los que se analizarán a la luz de esta interpretación. Resulta de especial 
interés el análisis de la parte de ambas disposiciones que establece que “los actos 
contemplados en el presente artículo incluirán las disposiciones necesarias en materia de 
garantías jurídicas”. Asimismo, el empleo del proceso inductivo se justifica por la 
jerarquía de las normas y la armonía de la legislación. Por ende, cada disposición se 
constituye como una parte armónica que se integra dentro de un todo común30. 
No obstante, el empleo de un enfoque metodológico inductivo cuenta con 
limitaciones y no implica una renuncia completa a los métodos deductivos, puesto que un 
uso excesivo de un método basado en la casuística tiende a oscurecer la unidad sistemática 
del derecho internacional. Esta situación implicaría reducir la ley internacional a un orden 
inferior, una especie de historia diplomática31. 
Para la elaboración de la presente tesis doctoral se ha recurrido a fuentes primarias 
y a fuentes secundarias. Las primeras están conformadas por los Tratados Internacionales 
auspiciados por las Organización de Naciones Unidas, así como los que conforman las 
bases de la Unión Europea. No pueden dejar de citarse la normativa dimanante de la ONU, 
puesto que, las resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas constituyen 
una fuente autónoma de derecho internacional tal y como se establece en el artículo 25 de 
la Carta de Naciones Unidas32. Al mismo tiempo, se insertan dentro de esta categoría la 
 
29 DE LA FUENTE CANDAMO, José Agustín, “El método inductivo y la interpretación legal”, Derecho 
PUCP, núm.4, 1945, p.295.  
30 Ibíd., p.296.  
31 SCHWARZENBERGER, Georg, “The Inductive Approach to International Law”, Harvard Law Review 
Association, núm.60, 1947, p. 566-570. 
32 MONROY CABRA, Marco Gerardo, “Aproximación al concepto de fuentes del derecho internacional”, 
Estudios Socio-Jurídicos, 2005, p. 86. 
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normativa comunitaria conformada por Directivas, Decisiones y Reglamentos, así como 
informes procedentes del Organismo Internacional de Energía Atómica, la Comisión 
Europea, etc. Una parte sustancial de la investigación la constituye el análisis y estudio 
de la jurisprudencia como fuente primaria de conocimiento. Especialmente la proveniente 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en los asuntos donde se cuestionaba la 
legalidad de las medidas restrictivas que se impusieron a individuos y a entidades Irán 
por la proliferación nuclear y en el contexto de la lucha antiterrorista, y del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, como garante del respeto del derecho comunitario a los 
Derechos Humanos. 
Entre las fuentes secundarias se encuentra la doctrina, donde destacan no solo los 
textos y artículos académicos empleados, sino también las investigaciones e informes de 
think tanks, organizaciones no gubernamentales y medios generalistas, que entre otros 
analizan la actualidad internacional. 
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PRIMERA PARTE. MARCO JURÍDICO EUROPEO DE LAS MEDIDAS 
RESTRICTIVAS 
 
La primera parte de la tesis analiza el marco jurídico europeo de las medidas 
restrictivas. El concepto de medida restrictiva reviste de interés por diversas causas. A los 
problemas analíticos que plantea la inexistencia de definición de sanción en el Derecho 
internacional público33, cabe añadir las peculiares características de las sanciones en el 
Derecho de la UE. Igualmente, el paso de las sanciones de alcance general a las medidas 
restrictivas como instrumentos de ámbito más limitado ha tenido amplias repercusiones 
en el derecho internacional. Finalmente, dentro del ámbito de la UE, las medidas 
restrictivas han adquirido importancia como instrumento de la acción exterior. La 
comprensión de las medidas restrictivas es esencial para sistematizar el modo en que se 
han interpretado, desarrollado y regulado dentro de la evolución normativa de la UE. 
Durante este proceso el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (anteriormente el 
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas) en su jurisprudencia ha desempeñado 
un papel importante en la construcción constitucional de la UE y en la defensa de los 
derechos fundamentales de los sancionados34.  
El estudio del concepto y la evolución de su régimen jurídico devienen esenciales 
para poder comprender el régimen sancionador de Irán y para establecer los límites en el 
disfrute de los derechos fundamentales que pueden ocasionar las medidas restrictivas.  
A nivel metodológico, para el estudio del concepto y características de las medidas 
restrictivas se analiza la doctrina y los instrumentos de la UE que regulan esta figura. Para 
 
33 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE…”, op.cit., p.351. 
34 GORDILLO PÉREZ, Luis I, “Hacia la consolidación de un constitucionalismo interordinamental”, 
Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, 2014, pp. 327-328. 
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la evolución normativa se han analizado las disposiciones de los diversos tratados que 
contenían competencia para adoptar sanciones contra terceros estados y los avances que 
permitieron la adopción de medidas contra particulares.  
Esta primera parte consta de dos capítulos, el primero aborda los aspectos 
terminológicos para determinar sus particularidades como régimen sancionador 
autónomo, sus características y las tipologías que pueden revestir; el segundo capítulo, la 
evolución de la regulación de las medidas restrictivas desde el Tratado de Roma hasta la 
actualidad con el Tratado de Lisboa, con especial énfasis a la protección de las garantías 
jurídicas.
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Capítulo I. Aspectos terminológicos: noción y clasificación de las 
medidas restrictivas impuestas por la Unión Europea 
 
Este primer capítulo aborda el concepto de medida restrictiva, su uso se 
circunscribe al ámbito europeo, ofreciendo una definición de la misma analizando sus 
elementos. En el ámbito del Derecho internacional público es más común el empleo de la 
noción de “sanción”. Este término resulta controvertido porque no constituye un concepto 
jurídico preciso35, su significado se deduce de la práctica de los Estados36. Tras estudiar 
los diferentes elementos de las sanciones, se establecen los regímenes de medidas 
restrictivas, a saber: las medidas restrictivas adoptadas por la UE en cumplimiento de las 
resoluciones del CSNU, los regímenes de sanciones autónomos, los regímenes mixtos de 
sanciones y las medidas restrictivas contra países terceros con los que la UE mantiene 
relaciones particulares. 
El capítulo profundiza en las diferentes modalidades que pueden revestir las 
medidas restrictivas, entre los que destacan: la congelación de activos, la prohibición de 
visados y el embargo de armas37. En último lugar, se examinan los elementos 
concernientes a su ámbito subjetivo, es decir, el procedimiento de identificación de 
aquellos que van a ser objeto de las medidas restrictivas y los problemas que comporta. 
De la designación e identificación depende en gran medida el respeto de los derechos 
humanos de los sancionados38.  
 
35 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE…”, op.cit., p.351. 
36 PORTELA, Clara, “EU Sanctions. Evolution, legal framework and policy”, en European Union 
Sanctions and Foreign Policy: When and Why Do They Work? Routledge, Londres, 2010, p. 21 
37 RUSSELL, Martin, “EU sanctions: A key foreign and security policy instrument”, European 
Parliamentary Research Service, 2018, p.4. 
38 CHACHKO, Elena, “Foreign Affairs in Court: Lessons from CJEU Targeted Sanctions Jurisprudence”, 
Yale Journal of International Law, núm.44, 2019, p.40. 
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1.1 La sanción en Derecho internacional público. Definición y delimitación de figuras 
afines 
  
 El concepto de sanción sigue siendo materia de debate en el ámbito de la doctrina 
del Derecho internacional. Para algunos autores el principal problema radica en su 
indeterminación. Su ambigüedad proviene de que la noción de sanción es empleada con 
significados muy variados y no estrictamente en el ámbito jurídico39. Otros autores 
subrayan que su peculiaridad deriva del propio sistema general de Derecho internacional, 
caracterizado por la ausencia de un régimen centralizado de sanciones40, al no existir una 
autoridad ejecutiva que centralice la actividad coactiva. La institucionalización en la 
aplicación de las sanciones con la creación de las Naciones Unidas y otras organizaciones 
internacionales, como la Unión Europea, no ha desplazado por completo a las medidas de 
autotutela de los Estados como técnica sancionadora del Derecho internacional41. Entre 
otras razones porque en el ámbito de la ONU, el veto de los miembros permanentes del 
Consejo de Seguridad paraliza la imposición de sanciones a determinados países.  
 Las sanciones son una manifestación de la aplicación coactiva del Derecho 
internacional, es decir, suponen la intervención de un Estado, una Organización o uno de 
sus órganos a fin de compeler al cumplimiento de una norma u obligación internacional 
a un sujeto que la ha infringido y volver al estado anterior a la comisión del ilícito. Existe 
 
39 TAYLOR, Brendan, “Sanctions as Grand Strategy”, The International Institute for Strategic Studies, 
2010, p.12 
40 De hecho, la Carta de Naciones Unidas no contiene a lo largo de su articulado el concepto “sanción”, 
solo se refiere a medidas que pueden adoptarse en respuesta para identificar amenazas a la paz, violaciones 
a la misma y actos de agresión. ANTHONY, Ian, “Sanctions applied by the European Union and the United 
Nations”, en SIPRI (eds.), SIPRI Yearbook 2002, Armaments, Disarmament and International Security, 
Oxford University Press, 2002, p.204 
41 REMIRO BROTÓNS, Antonio, “Invocación de responsabilidad y aplicación coactiva del derecho 
internacional”, en REMIRO BROTÓNS, Antonio (dir.), Derecho Internacional. Curso General, Tirant lo 
Blanch, 2010, p. 442. 
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un conjunto de normas generales de carácter consuetudinario sobre la aplicación coactiva 
del Derecho internacional que conlleva, en la mayoría de los casos, una aplicación 
descentralizada que opera tanto en el ámbito de las relaciones bilaterales como en los 
tratados internacionales constitutivos de regímenes y organizaciones internacionales. En 
la comunidad internacional actual coexisten dos dimensiones en la aplicación coactiva 
del Derecho internacional, una descentralizada y otra institucional. Esta última está 
adquiriendo relevancia debido al aumento de los marcos jurídicos de regulación 
específicos, es decir, los regímenes internacionales o autónomos42. Aunque para autores 
como Antonio REMIRO BROTÓNS, las sanciones se insertan dentro de las reacciones 
institucionales de una organización, a su juicio, “la Comisión de Derecho Internacional 
(CDI)43 se inclinó por circunscribir las sanciones a las reacciones institucionales en el 
marco de una Organización Internacional, poniendo como ejemplo las medidas que se 
adoptan bajo la autoridad del Consejo de Seguridad conforme al Capítulo VII de la 
Carta”44. 
 Ante la ausencia de una definición legal de sanción en textos jurídicos, la doctrina 
ha avanzado diversas definiciones45. En un sentido general, es entendida como el 
“procedimiento encaminado a garantizar el respeto del derecho y reprimir sus 
violaciones”46. Desde esta perspectiva, y circunscribiéndolas al ámbito económico, las 
define Tanguy DE WILDE D’ESTMAEL al precisarlas como el uso de instrumentos 
 
42 REMIRO BROTÓNS, Antonio, “Invocación de responsabilidad …”, op. cit, pp. 440-443. 
43 En el comentario al artículo 30 del Proyecto se establece que “la Comisión ha tenido en cuenta la 
tendencia que se manifiesta en el derecho internacional contemporáneo a reservar la aplicación de la palabra 
“sanción” para las medidas de reacción aplicadas en virtud de una decisión tomada por una organización 
internacional a consecuencia de una violación de una obligación internacional que tiene graves 
consecuencias para toda la comunidad internacional, especialmente ciertas medidas que las Naciones 
Unidas están autorizadas a adoptar, dentro del marco del sistema previsto por la Carta, con miras al 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales”. Naciones Unidas, Informe de la Comisión a la 
Asamblea General sobre la labor realizada en su trigésimo primer período de sesiones, Anuario de la 
Comisión de Derecho Internacional, A/CN.4/SERA/1979/Add.l (Part 2), 1980, p.145.  
44 REMIRO BROTÓNS, Antonio, “Invocación de responsabilidad …”, op. cit., p.447. 
45 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE…”, op.cit., p. 351. 
46 SCELLE, George: citado por LEBEN, Charles, “Les contre-mesures inter-étatiques et les réactions à 
l'illicite dans la société internationale”, Annuaire Français de Droit International, 1982, pp. 9-77, p.17.  
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económicos para ejercer presión sobre un tercer Estado con el objetivo de provocar un 
cambio en su comportamiento47. En la misma línea, Brendan TAYLOR define las 
sanciones como instrumentos económicos empleados por uno o varios actores 
internacionales frente a otros, con el fin de influir en su comportamiento dentro del ámbito 
de su política exterior y/o de seguridad48. Más concretamente las conceptualiza Richard 
NEPHEW al establecer que consisten en aquella constelación de leyes, autoridades y 
obligaciones establecidas en una legislación, una resolución de la ONU o un documento 
similar que restringe o prohíbe lo que normalmente es una conducta permitida. Para este 
autor el concepto “régimen de sanciones” actúa como un sinónimo de sanción. En este 
marco, la “imposición de sanciones” debe interpretarse como la creación de un conjunto 
de reglas sistémicas y generales de comportamiento. Por consiguiente, las violaciones de 
las sanciones también serían contrarias al régimen general de sanciones porque son una 
ruptura de las reglas y los términos específicos que estas establecían49. Habitualmente, se 
emplea el concepto sanción adjetivado con la tipología de sanciones que se van a llevar a 
cabo, por ejemplo: comerciales, financieras, militares, etc.50  
 Las sanciones comprenden dos tipos de medidas, las retorsiones y las 
contramedidas51. Las retorsiones consisten en el ejercicio riguroso de un derecho como 
 
47 DE WILDE D’ESTMAEL, Tanguy, “The use of economic tools in support of foreign policy goals: the 
linkage between EC and CFSP in the European Union Framework”, Discussion Paper, ECSA’s Fifth 
Biennial International Conference, 1997, p.15. 
48 El autor se basa en la noción de sanción que emplea David BALDWIN en su estudio de 1985 “Economic 
Statecraft”.  Para este autor, en primer lugar, es necesario que el tipo de instrumento empleado debe ser 
económico. En lo que respecta a las sanciones, generalmente se supone que están involucradas medidas de 
carácter comerciales y /o financiero. En segundo lugar, la sanción repercute sobre uno o más actores 
internacionales. Si bien el estado todavía se consideraba como la principal unidad de análisis en la política 
internacional cuando Baldwin desarrolló por primera vez su teoría. Actualmente es aceptado que 
importantes actores no estatales puedan ser el objetivo de las sanciones. En tercer lugar, el alcance de la 
influencia deberá abarcar alguna dimensión del comportamiento del actor receptor de la sanción. TAYLOR, 
Brendan, “Sanctions as Grand Strategy”, The International Institute for Strategic Studies, 2010, p.12 
49 NEPHEW, Richard, “The Art of Sanctions. A View from the Field”, Center of Global Energy Policy 
Series, 2018, p.8 
50 BERMEJO, Romualdo, “Algunos comentarios …”, op. cit., p. 2.  
51 Actualmente se emplea el término contramedida en sustitución del de represalia puesto que el término 
represalia ha perdido el favor de los medios jurídicos por sus connotaciones negativas asociadas al uso de 
la fuerza armada. El concepto de contramedidas es de acuñación reciente en la literatura jurídica y en la 
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medio para constreñir a otro Estado a poner fin a una situación perjudicial52. Son medidas 
inamistosas, aunque legales ya que no infringen ninguna obligación internacional. Se 
circunscriben al ámbito de la actividad discrecional de los sujetos que no se encuentra 
reglamentada por el Derecho internacional53. Las retorsiones se ejercen por vía 
administrativa o legislativa, por lo que pertenecen al ámbito de la política54. En la práctica, 
los Estados emplean habitualmente medidas de retorsión, aunque suelen evitar definirlas 
como tales, prefiriendo otras denominaciones menos comprometidas inspiradas en la idea 
de reciprocidad55.  
 Las medidas de retorsión suelen implicar la ruptura de las relaciones diplomáticas 
o la expulsión de personal diplomático o consular. Se puede citar a modo de ejemplo, las 
medidas adoptadas en 1979 por Estados Unidos contra Irán a consecuencia de la 
ocupación de la Embajada americana en Teherán por estudiantes islámicos, apoyados por 
el gobierno del ayatolá Jomeini. Las retorsiones tuvieron un contenido diverso y 
consistieron en una ruptura de las relaciones diplomáticas entre ambos países, la revisión 
 
jurisprudencia (Naulilaa; Cysne; Acuerdo de los Servicios Aéreos entre Francia y Estados Unidos; 
Personal Diplomático y Consular de los Estados Unidos en Teherán, Actividades Militares y Paramilitares 
en Nicaragua y en contra de ella; etc.). La primera vez que se emplea en un laudo arbitral fue en el caso de 
los “Servicios Aéreos”, el 9 de diciembre de 1978. En la doctrina previa solo se distinguía entre retorsión 
y represalia. Las represalias eran definidas como actos contrarios en sí mismos al Derecho internacional 
por los que un Estado responde frente a los actos contrarios al Derecho internacional cometidos contra él 
por otro Estado, a fin de constreñirle a cesar en su actividad perjudicial y reparar el daño causado”. Con la 
evolución de la jurisprudencia internacional citada y, sobre todo, de la labor de la CDI se llega a la situación 
actual donde las represalias han sido sustituidas terminológicamente por contramedidas. En esta línea se 
expresó el Relator Especial Gaetano ARANGIO-RUIZ en el Tercer informe sobre la responsabilidad de los 
Estados cuando estableció: “Las razones por las cuales quizás sean preferibles otros términos estriban, bien 
en la mayor generalidad de éstos (como ocurre en especial con las voces “medidas” o “contramedidas”), o 
bien en la frecuente asociación de los actos de represalia con la idea de medidas que implican el uso de la 
fuerza”. Asamblea General de las Naciones Unidas, Tercer informe sobre la responsabilidad de los Estados, 
del Sr. Gaetano Arangio-Ruiz, Relator Especial. Agosto de 1991. AyCN.4/440 y Add.l, p.12; BASTID, 
Paul, “Cours de Droit International Public”, Les Cours de Droit, Paris, 1967, p. 470-471; JUSTE RUIZ, 
José, “¿Derecho Internacional Público?, Punto y Coma, Valencia, 1991, p.86-87; AKEHURST, Michael, 
“Introducción al Derecho internacional”, Alianza Editorial, Madrid, 1972, p. 18-19;  
52 JUSTE RUIZ, José; CASTILLO DAUDÍ, Mireya; y BOU FRANCH, Valentín, Lecciones de Derecho 
Internacional Público, Tirant lo Blanch, Valencia, 2018, p.512. 
53 REMIRO BROTÓNS, Antonio, “Invocación de responsabilidad …”, op. cit., p.444-445. 
54 VILLAGRÁN, Francisco, “Retorsión y represalias por violaciones a los derechos humanos”, en H. Gros 
Espiell (comp.), Amicorum Liber: persona humana y derecho internacional, 1997, pp. 1771-1772. 
Recuperado de www.corteidh.or.cr/tablas/a12170.pdf 
55 JUSTE RUIZ, José; CASTILLO DAUDÍ, Mireya; y BOU FRANCH, Valentín, Lecciones de Derecho 
…, op. cit., p.512. 
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de la situación legal de los ciudadanos iraníes residentes en Estados Unidos, la 
interrupción de las importaciones desde Irán de petróleo, la congelación de activos iraníes 
y la restricción de las ventas de alimentos a Irán56. 
 Las contramedidas son las reacciones de un Estado lesionado que infringen una 
obligación internacional. Por tanto, constituyen actos ilícitos, es decir, contrarios al 
Derecho internacional, cuya ilicitud queda excluida por ser una reacción a un ilícito 
previo57. En el artículo 22 del Proyecto sobre Responsabilidad Internacional de los 
Estados, aprobado por la CDI de las Naciones Unidas, titulado “Contramedidas en razón 
de un hecho internacionalmente ilícitos”, se establece el eximente de la ilicitud. Su tenor 
literal dispone:  
 
“La ilicitud de un hecho de un Estado que no esté en conformidad con una 
obligación internacional suya para con otro Estado queda excluida en el caso y en 
la medida en que este hecho constituya una contramedida tomada contra ese otro 
Estado […]” 58. 
 
 Las contramedidas son reacciones unilaterales de los Estados ante hechos ilícitos 
que afectan a los Estados y los lesionan. Por ende, el sujeto facultado para su adopción 
es, a tenor del artículo 42 del proyecto de la CDI, el Estado lesionado por la infracción. 
Excepcionalmente otros sujetos podrían reaccionar. Esta cuestión se recoge, pero no se 
resuelve, en los artículos 48 y 54 del Proyecto sobre la Responsabilidad de los Estados de 
la CDI. En estos artículos la CDI reconoce un interés jurídico a todos los Estados en el 
cumplimiento de las obligaciones erga omnes, sin embargo, no establece hasta qué punto 
 
56 JUSTE RUIZ, José; CASTILLO DAUDÍ, Mireya; y BOU FRANCH, Valentín, Lecciones de Derecho 
…, op. cit., pp.512-513. 
57 REMIRO BROTÓNS, Antonio, “Invocación de responsabilidad …”, op. cit., p.444. 
58 Proyecto de Artículos sobre la Responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, 
Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 2001. A/RES/56/83. 
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se pueden hacer valer este derecho. Además, emplea el término “medidas lícitas” y no el 
de “contramedidas”59. 
 Estas medidas deben de cumplir con determinados requisitos de legitimidad. Para 
su admisibilidad la jurisprudencia internacional y el Proyecto de artículos sobre 
Responsabilidad de los Estados por hechos ilícitos han establecido una serie de 
condiciones y límites. La primera condición es que las contramedidas deben estar 
dirigidas exclusivamente contra el Estado autor del hecho ilícito frente al que se 
reacciona, sin perjuicio de que puedan existir perjuicios colaterales razonables en terceros 
Estados60. La segunda condición implica que su finalidad es inducir o compeler a los 
Estados a restablecer el derecho violado. Con la contramedida se pretende inducir, 
constreñir, presionar, forzar y coaccionar a los Estados responsables para que cesen las 
violaciones, procedan a la reparación, y otorguen la seguridad y garantía de no 
repetición61. La contramedida debe ser temporal y reversible y suspenderse si cesa la 
violación y el Estado responsable cumple con sus obligaciones62. Conforme a la tercera 
condición, previamente a la adopción de las contramedidas, el Estado lesionado debe 
invitar a cesar dicho comportamiento o satisfacer una reparación por el perjuicio causado, 
así como ofrecer la posibilidad de realizar consultas al respecto63. La cuarta condición 
exige que los efectos deben ser proporcionales64 a los daños causados, teniendo en cuenta 
la gravedad del hecho ilícito y los derechos implicados65. 
 
59 DIEZ DE VELASCO, Manuel, Instituciones de Derecho Internacional Público, Tecnos, Madrid, 2009, 
p.1028 
60 DIEZ DE VELASCO, Manuel, Instituciones de Derecho …, op.cit., p.1029. 
61 VILLAGRÁN KRAMER, Francisco, “Retorsión y represalias por violaciones a los derechos humanos”, 
en GROS ESPIELL, Héctor (comp.), Amicorum Liber: persona humana y derecho internacional, 1997, p. 
1769. Recuperado de www.corteidh.or.cr/tablas/a12170.pdf 
62 JUSTE RUIZ, José; CASTILLO DAUDÍ, Mireya; y BOU FRANCH, Valentín, Lecciones de Derecho 
…, op. cit., pp.512-513. 
63 DIEZ DE VELASCO, Manuel, Instituciones de Derecho …, op.cit., p.1029. 
64 Véase: CANNIZZARO, Enzo, “The Role of Proportionality in the Law of International 
Countermeasures”, European Journal of International Law, 2001, pp. 889-916. 
65 JUSTE RUIZ, José; CASTILLO DAUDÍ, Mireya; y BOU FRANCH, Valentín, Lecciones de Derecho 
…, op. cit., pp.512-513. 
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 En cuanto a los límites para la licitud de las contramedidas destaca la prohibición 
de que las contramedidas violen obligaciones de ius cogens. Por ello, salvo en caso de 
ejercicio de legitima defensa de acuerdo con la Carta de la ONU, las contramedidas no 
pueden implicar el uso o la amenaza de la fuerza armada66. Tampoco pueden suponer la 
derogación de obligaciones establecidas para la protección de los derechos humanos 
fundamentales ni la derogación de obligaciones de carácter humanitario67. 
 La eficacia en la aplicación de contramedidas depende en gran medida de la 
capacidad de presión del Estado que las adopta y las circunstancias concurrentes. Porque 
entraña el riesgo de ocasionar una réplica y provocar una acentuación progresiva que 
agrave el conflicto. Por esta razón, las decisiones sobre posibles contramedidas conviene 
que estén orientadas por la prudencia política y reservadas a los órganos responsables de 
la política exterior68.  
Más allá de las categorías de retorsión y contramedida, en la práctica internacional 
surgió el concepto de sanciones inteligentes (en la doctrina pueden encontrarse bajo 
diversas denominaciones como: smart sanction, targeted sanction, designer sanctions)69. 
Estos instrumentos se encuadran dentro de un nuevo modo de entender las sanciones a 
nivel internacional. El concepto se fraguó como reacción ante la crisis humanitaria que 
tuvo lugar en Irak tras la imposición en los años 90 de un régimen de sanciones amplias 
(comprehensive trade sanctions) adoptadas tras la invasión de Kuwait por Irak70. Las 
 
66 JUSTE RUIZ, José; CASTILLO DAUDÍ, Mireya; y BOU FRANCH, Valentín, Lecciones de Derecho 
…, op. cit., pp.512-513. 
67 DIEZ DE VELASCO, Manuel, Instituciones de Derecho …, op.cit., p.1029. 
68 DIEZ DE VELASCO, Manuel, Instituciones de Derecho …, op.cit., p.1027. 
69 En este sentido, véase: CORTRIGHT, David, y LÓPEZ (ed.), A., “Smart Sanctions. Targeting Economic 
Statecraft”, Rowman & Littlefield  Publishers, 2002.  
70 Las sanciones contra Irak (por el desarrollo de armas de destrucción masiva) fueron en términos de costes 
las más completas de la historia, ejemplos de ello lo encontramos en que el precio del suministro de 
alimentos de una familia durante un mes se multiplicó por 250 durante los primeros 5 años del régimen de 
sanciones; hay estimaciones de la mortalidad infantil entre un mínimo de 100.000 y hasta 227.000 muertes 
en el período comprendido entre agosto de 1991 y marzo de 1998. DREZNER, Daniel W., “Sanctions 
Sometimes Smart: Targeted Sanctions in Theory and Practice”, International Studies Review, vol. 13, 2011, 
p. 97.  
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sanciones contra Irak comportaron un embargo general en el país, salvo los suministros 
médicos y determinados suministros con fines humanitarios, lo que ocasionó altos costes 
para la población iraquí. Entre otras consecuencias aumentó la tasa de mortalidad 
infantil71 y la falta de seguridad nutricional en el pueblo iraquí72. Algunas de las medidas 
adoptadas por las Naciones Unidas para paliar esta situación, como el Programa “Petróleo 
por Alimentos” en 199673, establecido en virtud de la Resolución 986 (1991) del Consejo 
de Seguridad74, resultaron ineficaces, y agravaron las repercusiones de las sanciones en 
la población civil. Una primera manifestación de sanciones inteligentes surgió con motivo 
de la grave crisis que sufrió Haití como consecuencia del golpe de Estado que motivó la 
 
71 Algunos autores cuantifican en 500.000 muertes infantiles. WALLENSTEEN, Peter; STAIBANO, 
Carina y ERIKSSON, Mikael, “The 2004 Roundtable on UN Sanctions against Iraq: Lessons Learned”, 
Department of Peace and Conflict Research of Uppsala University, 2005, p. 18.  
72 Especialmente aguda en los menores de 5 años llegando incluso a documentarse casos de desnutrición. 
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, Informe presentado por el Secretario general en cumplimiento 
del párrafo 7 de la Resolución 1143 (1997), S/1998/90, p. 8.  
73 El programa “Petróleo por Alimentos” (Oil-for-Food) comenzó a diseñarse en 1991 con la adopción de 
la Resolución 706 (1991) del Consejo de Seguridad del 15 de agosto y la Resolución 712 (1991) del Consejo 
de Seguridad de 19 de septiembre de 1991. Pero, no fue hasta el 20 de mayo de 2996 cuando se firmó un 
memorando entre la ONU e Irak, que permitiría a este país vender cantidades limitadas de petróleo. En un 
primer momento, se concibió como un modo de paliar la falta de alimentos, medicinas y artículos 
humanitarios generada por el embargo de petróleo iraquí. De este modo, se trataba de un programa basado 
en ventas autorizadas y supervisadas de dos mil millones de dólares de petróleo iraquí cada seis meses. La 
ONU controlaba todos los ingresos de las ventas de petróleo y los contratos dentro del programa estaban 
sujetos a supervisión. El programa estableció un complejo mecanismo para mantener las sanciones, pero al 
mismo tiempo abría la puerta a la posibilidad de adquirir bienes humanitarios en el exterior. Las ganancias 
se utilizan para tres propósitos a tenor de las siguientes proporciones: 50% del uso por parte del gobierno 
iraquí para la adquisición de suministros humanitarios para todo Irak, excepto las tres provincias kurdas 
fuera del control iraquí; 15% del uso por parte de la ONU para proporcionar suministros humanitarios para 
las tres provincias kurdas de Arbil, Dahouk y Suleimaniyeh; y, 5% para los gastos de la administración 
generados por la ONU. Además, el programa establecía que mil millones de dólares cada seis meses se 
pondrían a disposición del gobierno iraquí para suministros humanitarios que deberían gastarse según lo 
especificado en el plan de adquisiciones aprobado por el Comité de Sanciones de la ONU.  
El mencionado programa generó posteriormente una gran controversia ya que la ONU estimó que Irak 
requería casi 4 mil millones de dólares por año solo en alimentos y medicamentos, sin contar las cantidades 
necesarias para la reconstrucción del país y de estimulación de la economía. Es decir, más del doble de la 
cantidad asignada a las necesidades humanitarias en virtud del Programa. NORMAND, Roger, “A Human 
Rights Assessment of Sanctions: The Case of Iraq, 1990-1997”, en VAN GENUGTEN, Willen J.M, y DE 
GROOT, Gerard A. “United Nations Sanctions. Effectiveness and Effects, Especially in the Field of Human 
Rights. A Multi-disciplinary Approach”, Intersentia, 1999Intersentia, 1999, p.20-23.  
Existe una dilatada bibliografía, se puede consultar títulos como: BELL, Dawn, “International Control of 
Iraqi Oil: How the Oil-for-Food Program Fits in, and Implications for the Future”, Richmond Journal of 
Global Law and Business, 2004, 4, pp.129-146; MÉNDEZ SILVA, Ricardo, “El Humanitarismo cruel: el 
programa Petróleo por Alimentos para Iraq”, Revista Direitos Culturais, 2008, 3, pp.189-228; MÉNDEZ 
SILVA, Ricardo, “El Programa Petróleo por Alimentos para Iraq: impericias y trasiegos”, Comercio 
exterior, 2009, 59, pp. 306-318; JEONG, Yujin y WEINER, Robert J., “Who bribes? Evidence from the 
United Nations' oil‐for‐food program”, Strategic Management Journal, 2012, 33, pp.1363-1383; etc. 
74 Resolución 986 (1991) del Consejo de Seguridad, de 14 de abril de 1995. 
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adopción de la Resolución del Consejo de Seguridad 917 en 199475, donde se recoge en 
el párrafo 3 por primera vez una lista de individuos contra los que aplicar un régimen de 
sanciones. Posteriormente esta práctica derivó en los regímenes de sanciones contra 
individuos y entidades de Angola76 y Sierra Leona77 y dentro de la lucha antiterrorista 
tras los atentados de 11 de septiembre de 200178. La finalidad de estas medidas era evitar 
los efectos perniciosos que las sanciones amplias ocasionaban sobre la población civil 
que era la que en última instancia sufría las repercusiones negativas de las sanciones. De 
igual manera, las sanciones inteligentes cumplían con un claro objetivo de focalizarse en 
los verdaderos responsables de las violaciones del derecho internacional. Procediendo de 
este modo se consiguía una mayor efectividad de las mismas, puesto que suponían una 
aplicación más discriminada, selectiva y específica del acto sancionador79. En este 
sentido, ha subrayado Jonathan KIRSHNER que las sanciones financieras (como un 
ejemplo de sanción inteligente) son más propensas a presionar a los partidarios claves del 
régimen objetivo que las sanciones comerciales de base amplia80. Las sanciones 
inteligentes se diseñaron para dirigir las acciones directamente contra aquellos que daban 
apoyo a las élites de los regímenes contra los que se imponían las sanciones.  
 Dentro de la evolución de la práctica comunitaria, las primeras medidas que se 
adoptaron por parte de la Comunidad Europea, tanto en Rodesia, en 1965, como en 
 
75 Resolución 917 (1994) del Consejo de Seguridad, de 6 de mayo de 1994, sobre el mantenimiento de las 
sanciones hasta el pleno restablecimiento de la democracia y regreso del Presidente democrático 
legítimamente electo a Haití. 
76 Resolución 864 (1993) del Consejo de Seguridad, de 15 de septiembre de 1993, relativa a la situación en 
Angola. En virtud de la misma el Consejo de Seguridad impuso un embargo de armas y sanciones en el 
sector del petróleo contra la Unión Nacional para la Independencia Total de Angola (UNITA).  
77 Resolución 1132 (1997) del Consejo de Seguridad, de 8 de octubre de 1997, relativa a la situación en 
Sierra Leona. La adopción de esta resolución implicó la ejecución de diversas medidas como el embargo 
de armas y petróleo, la prohibición de viajes aéreos a los militares golpistas, etc.  
78 BERMEJO, Romualdo, “Algunos comentarios …”, op.cit., p. 17. 
79 JANER TORRENS, Joan David, “La tutela de los derechos fundamentales en la adopción de medidas 
sancionadoras por la Unión Europea”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, núm. 43, 2012, p. 774.  
80 KIRSHNER, Jonathan, “The microfoundations of Economic Sanctions”, Security Studies, vol. 6, 1997, 
pp. 32-64, en DREZNER, Daniel W., “Sanctions Sometimes Smart: Targeted Sanctions in Theory and 
Practice”, International Studies Review, núm. 13, 2011, p. 99.  
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Sudáfrica, en 1977, eran sanciones económicas de corte clásico que implicaban embargos 
generales. Actualmente, se han abandonado estas acciones para adoptar regímenes de 
medidas restrictivas discriminados. En el ámbito comunitario se dio respuesta a los 
problemas asociados a las sanciones que afectaban al país en su totalidad, donde los 
efectos adversos recaían sobre la población produciéndose una doble victimización de la 
población civil81.  
 Para los efectos de esta investigación se utiliza esencialmente el término “medidas 
restrictivas”, por ser el término empleado por la Unión Europea (UE) en su legislación. 
De hecho, este es el nombre que recibe el Título IV del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea (TFUE), así como el artículo 215 del mismo texto legal. En la misma 
línea, se expresa el artículo 75 del TFUE que habla de “medidas administrativas”. Sin 
embargo, la UE en su labor dentro de la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) 
utiliza indistintamente ambas, el Servicio Europeo de Acción Exterior dispone que las 
sanciones son conocidas también como medidas restrictivas82. Para algunos autores, la 
UE emplea la noción de medidas restrictivas en sus actos normativos con vistas a evitar 
el problema de la indeterminación de la falta de definición de sanción en el derecho 
internacional83. Respecto a su naturaleza, mientras algunos autores afirman que las 
medidas restrictivas adoptadas por la Unión Europea podrían clasificarse tanto como 
actos de retorsión como contramedidas84. En cambio, otros abogan que sería preferible 
utilizar la tradicional distinción entre medidas de retorsión y contramedidas85. 
 
81 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos de 
derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, p.120. 
82 “Sanctions – also referred to as restrictive measures – against third countries, individuals or entities, are 
an essential EU foreign policy tool”. European Union External Action, Common Foreign and Security 
Policy (CFSP). Recuperado de eeas.europa.eu/cfsp/sanctions/index_en.htm 
83 PORTELA, Clara, “EU Sanctions…”, op. cit., p. 21. 
84 GAZZINI, Tarcisio y HERLIN-KARNELL, Ester, “Restrictive Measures Adopted by the European 
Union from the Standpoint of International and EU Law”, European Law Review, núm. 6, 2011, p. 800.  
85 EHLERMANN, Claus-Dieter, “Communautés Européennes et sanctions internationales- Une réponse a 
J. Verhoeven”, Revue Belge de Droit International, núm. 1, 1984/1985, p. 98. 
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 Una definición particularmente útil es la propuesta por GAZZINI y HERLIN-
KARNELL según la cual las medidas restrictivas son: 
 
Measures intended to affect negatively the interests of (1) third states, their political 
or military leaderships, their territorial subdivision, or person and entities 
associated or controlled by their government; (2) terrorists and groups of terrorists; 
(3) former political and military leaders: and (4) persons convicted or indicted by 
the International Criminal Tribunal for former Yugoslavia86.   
  
 El mérito de la anterior definición es la amplitud del concepto de medidas 
restrictivas. Dentro de la UE las medidas restrictivas se definen como un instrumento 
esencial de la PESC y son empleadas dentro de un planteamiento político integrado y 
global que comprende el diálogo político, las acciones complementarias y el recurso a 
otros instrumentos disponibles87, por ello, es necesario la adopción de una definición 
amplía y general de las medidas restrictivas. En contrapartida, esta definición se centra 
básicamente en el aspecto subjetivo de las medidas, es decir, contra quienes se pueden 
establecer las medidas restrictivas y, por ende, sufrirán los perjuicios que se deriven de 
ella. Otras cuestiones como en qué pueden consistir, quién las aplica, cómo se articulan y 
los objetivos perseguidos no obtienen respuesta en esta definición.  
 Las medidas restrictivas tienen como finalidad provocar un cambio en la política 
o la conducta de aquellos contra los que van dirigidas, con vistas a fomentar los objetivos 
de la PESC. Las sanciones pueden usarse para la consecución de una amplia gama de 
objetivos de política exterior, enumerados en el artículo 21 del TUE, como poner fin o 
rechazar una agresión militar y evitar actuaciones de desestabilización de gobiernos, la 
 
86 GAZZINI, Tarcisio y HERLIN-KARNELL, Ester, “Restrictive Measures Adopted…”, op.cit., p. 799.  
87 Consejo de la Unión Europea, Sanciones: cómo y cuándo adopta la UE medidas restrictivas. Recuperado 
de www.consilium.europa.eu/es/policies/sanctions/  
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protección de los derechos humanos, la lucha contra el terrorismo internacional y contra 
la proliferación nuclear, entre otros88.  
 Las sanciones están concebidas para producir efectos políticos en terceros países, 
aunque solo se aplican dentro de la jurisdicción de la UE. Es decir, dentro del territorio 
de la UE; a los nacionales de la UE, con independencia de que se hallen o no en territorio 
comunitario; a las empresas y organizaciones constituidas a la luz de la legislación de un 
Estado miembro (en este caso se encuentran las sucursales de empresas europeas en 
terceros países); a las transacciones comerciales realizadas total o parcialmente en la UE; 
a bordo de aeronaves o buques bajo la jurisdicción de un Estado miembro89. En este 
sentido, las medidas restrictivas pueden estar dirigidas tanto a gobiernos de países no 
pertenecientes a la UE como a entidades (en su mayoría empresas), grupos u 
organizaciones y personas que apoyan las políticas objeto de las medidas90. Las medidas 
restrictivas, por lo tanto, tienen un alcance extraterritorial. Sin embargo, la UE se abstiene 
de adoptar instrumentos legislativos que gocen de una aplicación extraterritorial91 que 
 
88 ALÌ, Antonino, “The Challenges of a Sanctions Machine: Some Reflections on the Legal Issues of EU 
Restrictive Measures in the Field of Common Foreign Security Policy”, en ANTONIOLLI, Luisa; 
BONATTI, Luigi; y RUZZA, Carlo (eds.), Highs and Lows of European Integration. Sixty Years After the 
Treaty of Rome, Springer, 2019, p. 49.  
89 Consejo de la Unión Europea, Medidas restrictivas de la UE, 2014. Recuperado de 
www.consilium.europa.eu/media/24491/142428.pdf 
90 Consejo de la Unión Europea, Sanciones: cómo y cuándo adopta la UE medidas restrictivas. Recuperado 
de www.consilium.europa.eu/es/policies/sanctions/  
91 La aplicación extraterritorial implica el uso unilateral de medidas tomadas bajo la soberanía de un Estado 
para desplegar efectos en un territorio fuera de su jurisdicción y sobre las actividades de entidades y/o 
nacionales de otros países. Un ejemplo de una ley que conlleva una aplicación extraterritorial es la ley 
estadounidense para la libertad de Cuba y la solidaridad democrática, del 12 de marzo de 1996 (Cuban 
Liberty and Democratic Solidarity (Libertad) Act), más conocida como ley Helms-Burton. Esta disposición 
implica una mezcla de sanciones económicas estadounidenses contra Cuba anteriores a 1996 con nuevos 
elementos. Mediante esta Ley, Estados Unidos impone su embargo económico sobre Cuba a terceros países. 
La comunidad internacional ha expresado fuerte desaprobación de este tipo de sanciones extraterritoriales. 
La ONU adoptó una serie de resoluciones que criticaban la aplicación extraterritorial de medidas coercitivas 
unilaterales como un medio de compulsión política y económica. Las resoluciones exigen la derogación 
inmediata de las leyes unilaterales extraterritoriales que imponen sanciones a las empresas y nacionales de 
otros Estados. Además, las resoluciones alentan a los Estados a no reconocer o aplicar las medidas 
unilaterales económicas impuestas por cualquier Estado, que sean contrarias a los principios reconocidos 
de derecho internacional. La Asamblea General de la ONU expresó particular preocupación por el impacto 
negativo de la coerción coercitiva extraterritorial impuesta unilateralmente en medidas económicas sobre 
comercio y cooperación financiera y económica, incluso a nivel regional, porque son contrarios a los 
principios del derecho internacional y plantean serios obstáculos a la libertad de comercio y libre circulación 
de capitales a nivel regional e internacional. Eliminación de las medidas económicas coercitivas unilaterales 
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implicaría una violación del Derecho internacional. En las Orientaciones sobre 
sanciones92 la UE condena como violación del Derecho internacional la aplicación 
extraterritorial de la legislación de un tercer país que impone medidas que afectan a las 
actividades de personas físicas y jurídicas sometidas a la jurisdicción de los Estados 
miembros de la UE93. 
 La UE concibe las medidas restrictivas contra terceros países, entidades o 
individuos como un instrumento esencial de la política exterior de la UE para alcanzar 
sus objetivos con arreglo a los principios de la PESC para producir un cambio en la 
política o la actividad del país, la parte de un país, el gobierno, las entidades o los 
individuos que son objeto de las medidas. Por tanto, se conciben como sanciones 
selectivas dirigidas a las personas identificadas como responsables de los actos 
motivadores de las medidas, con el objetivo de reducir al máximo las consecuencias 
adversas para los que no son responsables y para aquellas actividades legítimas con el 
país en cuestión o dentro de él94. De este modo, con las medidas restrictivas, en sintonía 
con el concepto de sanción inteligente, se produce una aplicación discriminada y más 
respetuosa con los criterios de índole humanitaria. 
Las medidas restrictivas no tienen una naturaleza punitiva, sino preventiva y 
reactiva. Su finalidad es producir un cambio en la política o en la actividad del destinatario 
de la medida95. Con ellas se pretende evitar la abstracción propia de las medidas con un 
 
extraterritoriales utilizadas como instrumento de coacción política y económica. Resolución de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, A/RES/57/5, de 1 de noviembre de 2002; CLARK, Harry L., y WANG, 
Lisa W., “Foreign Sanctions Countermeasures and Other Responses to U.S. Extraterritorial Sanctions”, 
Dewey Ballantine LLP, 2007, pp. 6-7; LÓPEZ-JURADO ROMERO DE LA CRUZ, Carmen, “La 
controversia entre la Unión Europea y Estados Unidos relativa a la Ley Helms-Burton”, Revista de Derecho 
Comunitario Europeo, 1997, pp. 581-582.  
92 Consejo de la Unión Europea, Orientaciones sobre sanciones, actualización de mayo de 2018. 5664/18. 
Apartado 52.  
93 JIMÉNEZ GARCÍA, Francisco, “Medidas restrictivas en la Unión Europea: Entre las sanciones y el 
unilateralismo europeo”, en MARTÍNEZ CAPDEVILA, Carmen y MARTÍNEZ PÉREZ, Enrique J. (eds.), 
Retos para la Acción Exterior de la Unión Europea, Tirant lo Blanch, 2017, p.517. 
94 JIMÉNEZ GARCÍA, Francisco, “Medidas restrictivas en la Unión Europea …”, op. cit., p.514-515. 
95 JIMÉNEZ GARCÍA, Francisco, “Medidas restrictivas en la Unión Europea …”, op. cit., p. 514. 
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alcance general, pues no se causa ningún daño colateral en aquellos que no participan en 
las actividades censurables por los principios del derecho internacional96. Además, con la 
individualización de la responsabilidad se pretende aumentar la efectividad de las 
medidas97. Tienen carácter administrativo, en ningún caso penal98. 
 Para superar las limitaciones de la definición de GAZZINI y HERLIN-
KARNELL, se debe tener presentes una pluralidad de elementos. En primer lugar, la 
delimitación del ámbito de las competencias comunitarias donde se inscriben las medidas 
restrictivas, es decir, la PESC. Este elemento delimita su marco jurídico. Ahora bien, esta 
definición excluiría de facto las medidas administrativas establecidas en el artículo 75 del 
TFUE que están incluidas dentro de las disposiciones del Espacio de Libertad, Seguridad 
y Justicia (ELSJ). Este hecho no tendrá importantes consecuencias a nivel práctico o 
regulatorio. En segundo lugar, se encuentra la finalidad que persiguen las medidas. Se 
busca el constreñimiento de aquellos contra quienes van dirigidas las sanciones para 
conseguir un cambio político o de conducta. En tercer lugar, el ámbito subjetivo, es decir, 
las medidas pueden dirigirse contra élites políticas de terceros países, empresas, grupos u 
organizaciones o cualquiera que participe o de apoyo a los anteriores. En cuarto lugar, se 
 
96 STENHAMMAR, Fredrik, “UN Smart Sanctions. Political Reality and International Law”, en 
AMNÉUS, Diana, y SVANBERG-TORPMAN (eds.), Peace and Security. Current Challenges in 
International Law, Studentlitteratur, 2004, p. 145.  
97 TOSTENSEN, Arne y BULL, Beate, “Are Smart Sanctions…”, op. cit., p. 386. Excede los límites del 
presente trabajo el estudio de temas de efectividad, para ello, véase autores como Francesco GIUMELLI y 
Clara PORTELA. Véase, por ejemplo: GIUMELLI, Francesco, “The Success of Sanctions. Lessons 
Learned from the EU Experience”, Routledge, 2013; GIUMELLI, Francesco, “Bringing Effectiveness into 
the Debate: A Guideline to Evaluating the Success of EU Targeted Sanctions”, Central European Journal 
of International and Security Studies, 2010, pp.81-100; GIUMELLI, Francesco, y IVAN, Paul, “The 
effectiveness of EU sanctions. An analysis of Iran, Belarus, Syria and Myanmar (Burma)”, European Policy 
Centre, núm.76, 2013; PORTELA, Clara, “EU Targeted Sanctions: Evaluating effectiveness”, CEPS 
Working Documents, núm.391, 2014; JONES, Lee, y PORTELA, Clara, “Evaluating the “Success” of 
International Economic Sanctions: Multiple Goals, Interpretive Methods and Critique”, Centre for the 
Study of Global Security and Development working paper, núm. 3, 2014. 
98 Esta calificación es criticada por autores como J. Bengoetxea quien defiende que las decisiones de 
congelar fondos se califican de “administrativas” cuando deberían ser consideradas como “penales” en el 
sentido del artículo 6.1 del CEDH. Puesto que en virtud de ese mismo se exige un proceso justo en los 
procesos civiles, pero se aplica este criterio a los contenciosos administrativos. BENGOETXEA, 
Joxerramon, “Las listas negras: un agujero negro en la Europa de los Derechos Fundamentales”, Revista 
Vasca de Administración Pública RVAP, núm. 82, 2008, p. 44.  
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examina el ámbito objetivo. Las medidas restrictivas pueden tener contenido diversos, 
desde la interrupción de las relaciones financieras hasta la prohibición de viajar, pasando 
por la congelación de cuentas bancarias99.  
 Integrando todos estos aspectos, se definen las medidas restrictivas como aquel 
instrumento de la política exterior y de seguridad común que persiguen el cese de 
actividades que se consideran contrarias a los principios que persigue la UE y al Derecho 
internacional. Pueden tener un contenido muy diverso, desde la interrupción o la 
reducción, total o parcial, de las relaciones económicas y financieras, hasta la 
inmovilización de fondos, activos financieros o beneficios económicos, cuya propiedad 
o tenencia esté en manos de personas físicas o entidades. Las medidas se adoptan contra 
personas naturales y jurídicas con independencia de que estos sean líderes políticos o 
militares, una subdivisión territorial, o persona y entidades asociadas o controladas por 
su gobierno; los terroristas y grupos de terroristas; y exlíderes políticos y militares.  
 
1.2 Los regímenes de medidas restrictivas de la Unión Europea 
 
 Las medidas restrictivas pueden revestir tres grandes modalidades en función de 
su relación con la actividad sancionadora del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas (CSNU). La UE puede adoptar medidas restrictivas para aplicar aquellas 
sanciones impuestas por el CSNU, o para reforzar las sanciones mediante la aplicación 
de medidas más estrictas y adicionales, e incluso puede imponer sanciones autónomas e 
independientes. Algunos autores señalan que la UE se ha convertido en un foro alternativo 
y poderoso en la formación de políticas sancionadoras, dado que los miembros de la UE 
comparten una visión más cercana de la política exterior y de seguridad que los miembros 
 
99 ECKES, Christina, “EU restrictive measures against natural and legal persons: from counterterrorist to 
third country sanctions”, Common Market Law Review, 2014, núm. 51, p.873. 
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permanentes del Consejo de Seguridad. En el año 2018, de los 35 regímenes de sanciones 
de la UE, el 17% era en aplicación de resoluciones del CSNU, el 25% eran regímenes 
mixtos de sanciones y el 51% restante eran regímenes autónomos de la UE100. 
Respecto de las medidas autónomas, desde el fin de la Guerra Fría el uso de las 
sanciones autónomas por parte de la UE ha proliferado rápidamente. Se observa que la 
UE ha expandido el uso de las sanciones para cubrir nuevas áreas y hacer frente a nuevas 
amenazas a la seguridad regional, como, por ejemplo, el terrorismo101. En el presente 
epígrafe se analizan de manera diferenciada los regímenes de medidas restrictivas 
adoptados por la UE en cumplimiento de las resoluciones del CSNU; los regímenes de 
sanciones autónomos de la UE, haciendo hincapié en su relación con las resoluciones del 
Consejo de Seguridad de la ONU, los regímenes mixtos de sanciones, y, por último, se 
menciona la posibilidad de adoptar medidas restrictivas contra aquellos países terceros 
con los que la UE tienen relaciones particulares.  
 
1.2.1 La adopción de sanciones en la UE en cumplimiento de resoluciones del 
Consejo de Seguridad de la ONU 
 
El Consejo de Seguridad de la ONU puede imponer sanciones en virtud del 
Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas 102. El artículo 41 de la Carta establece 
que el C.S puede adoptar medidas para mantener o restablecer la paz y la seguridad 
internacionales de conformidad con el Capítulo VII de la Carta de la ONU. En virtud de 
esta disposición, las sanciones comprenden una amplia gama de opciones coercitivas que 
 
100 MORET, Erica y POTHIER, Fabrice, “Sanctions …”, op.cit., p.181. 
101 MORET, Erica, Written Evidence (BSP0008), Houses of Parliament, 2017. Disponible online: 
data.parliament.uk/writtenevidence/committeeevidence.svc/evidencedocument/eu-external-affairs-
subcommittee/brexit-sanctions-policy/written/70456.pdf  
102 JAYAKODY, Nadeshda, “Refining United Nations Security Council Targeted Sanctions, 
‘Proportionality’ as a Way Forward for Human Rights Protection”, Security and Human Rights, 2018, p.91. 
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no impliquen el uso de la fuerza armada103. En los regímenes de sanciones de Naciones 
Unidas participan dos órganos principales: el Consejo de Seguridad y el Comité de 
Sanciones. En ocasiones, pueden ayudarse de algunos instrumentos adicionales con 
funciones específicas como son los paneles de expertos. El Consejo de Seguridad es el 
órgano jerárquicamente superior encargado de establecer los regímenes de sanciones a 
través de sus resoluciones, adoptadas en virtud del Capítulo VII de la Carta. 
Proporcionando el marco de actuación para el resto de los órganos al poder crear órganos 
subsidiarios y transferirles competencias para la adopción de decisiones104. 
 El Comité de Sanciones constituye el principal órgano subsidiario creado por el 
C.S para la implementación de los regímenes de sanciones105. Se trata de un órgano 
político compuesto por los representantes de los quince estados miembros del C.S. La 
reunión y la deliberación de la lista de sancionados se realiza a puerta cerrada106. 
Generalmente deciden por escrito mediante el procedimiento de consenso mediante 
correo electrónico, con un plazo de objeción (normalmente de tres a cinco días), que se 
presenta por escrito107. De este modo, los miembros del Comité disponen de facto de un 
 
103 Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, Sanciones, 2019. Disponible online:  
www.un.org/securitycouncil/es/sanctions/information  
104 DÖRFLER, Thomas; GEHRING, Thomas, y BECKER Manuel, “Complex Governance Structures and 
Rule-based Decision-making within the UN Security Council”, Deutsche Stiftung Friedensforschung 
(DSF), 2017, p.13. 
105 Los Comités de Sanciones se establecen en virtud del artículo 29 de la Carta de Naciones Unidas: “El 
Consejo de Seguridad podrá establecer los organismos subsidiarios que estime necesarios para el 
desempeño de sus funciones”.  Además, del artículo 28 del Reglamento Provisional del Consejo de 
Seguridad: “El Consejo de Seguridad podrá nombrar una comisión, un comité o un relator para una cuestión 
determinada”. Reglamento Provisional del Consejo de Seguridad, Nueva York, 1983. S/96/Rev.7. 
FORBERG RYAN, Astrid, “Sanctions Implementation and the UN Security Council: The Case for Greater 
Transparency”, International Peace Institute, 2014, p.2. 
106 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos de 
derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, p. 121. 
107 VV. AA, “Best Practices Guide for Chairs and Members of United Nations Sanctions Committees”, 
Compliance & Capacity Skills International, 2018, p.4. 
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derecho para bloquear cualquier decisión. Sus decisiones gozan de fuerza vinculante para 
todos los estados miembros de la ONU108.  
 Además, los regímenes de sanciones del CSNU pueden incluir otros órganos 
subsidiarios como paneles de expertos, tratándose de órganos consultivos compuestos de 
cuatro a diez expertos109. El C.S otorga a los paneles de expertos breves mandatos, 
generalmente de un año, para la elaboración de informes individuales110. Entre sus 
funciones destacan la supervisión de la implementación de las sanciones, la asistencia en 
la toma de decisiones, la recomendación de medidas para mejorar el régimen de 
sanciones, la investigación e informar sobre la implementación y el cumplimiento de las 
sanciones. Sin embargo, a pesar de que los paneles son el único medio para determinar si 
las sanciones son implementadas globalmente, se presta poca atención a su trabajo111. 
De acuerdo con la Carta de la Naciones Unidas todos los Estados miembros tienen 
la obligación de implementar las sanciones que el CSNU adopta en sus resoluciones. Esta 
obligación dimana de las disposiciones de la Carta, particularmente de los artículos 25 y 
103112. El tenor literal del artículo 25 dispone “Los Miembros de las Naciones Unidas 
convienen en aceptar y cumplir las decisiones del Consejo de Seguridad de acuerdo con 
esta Carta”. De igual manera, el artículo 103 establece la primacía de las obligaciones 
emanadas en virtud de la Carta, estableciendo:  
 
 
108 DÖRFLER, Thomas; GEHRING, Thomas, y BECKER Manuel, “Complex Governance Structures and 
Rule-based Decision-making within the UN Security Council”, Deutsche Stiftung Friedensforschung 
(DSF), 2017, pp.13-14. 
109 DÖRFLER, Thomas; GEHRING, Thomas, y BECKER Manuel, “Complex Governance Structures and 
Rule-based Decision-making within the UN Security Council”, Deutsche Stiftung Friedensforschung 
(DSF), 2017, p. 14. 
110 AITKEN, Harry, “Policing the police: Security Council monitoring of states’ sanctions implementation 
obligations”, New York University International Law and Politics, 2019, p.726. 
111 AITKEN, Harry, “Policing the police: Security Council monitoring of states’ sanctions implementation 
obligations”, New York University International Law and Politics, 2019, pp. 708-709.  
112 PEIHANI, Maziar, “From Kadi to Bank Mellat: Iran Sanctions and the Revival of the Due Process 
Dilemma”, Harvard International Law Journal, núm.58, 2017, p.51. 
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En caso de conflicto entre las obligaciones contraídas por los Miembros de las 
Naciones Unidas en virtud de la presente Carta y sus obligaciones contraídas en 
virtud de cualquier otro convenio internacional, prevalecerán las obligaciones 
impuestas por la presente Carta. 
 
Para cumplir con esta obligación, la UE ha dispuesto que se debe adoptar la normativa 
necesaria para dar efecto a las resoluciones del CSNU sin demora y a más tardar en un 
plazo de 30 días a partir de la adopción de dicha resolución. De igual manera, las 
modificaciones de los actos jurídicos de la UE necesarios para la actualización de las 
listas de personas y entidades designadas con objeto de aplicar nuevas designaciones 
deben adoptarse a la mayor brevedad posible113. 
A tenor de las anteriores disposiciones la primacía de las decisiones de la CSNU 
parece indiscutible bajo el derecho internacional, aunque la aplicación de las sanciones 
impuestas por el C.S en el ámbito comunitario ha generado un gran debate en los 
supuestos en los que las sanciones se han dirigido contra particulares y entidades y se ha 
producido una afectación de sus derechos fundamentales114. En estos casos, los 
sancionados han iniciado acciones judiciales por la vulneración de sus derechos en foros 
nacionales y/o regionales, como es el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) 
puesto que no pueden llevar a cabo acciones ante un cuerpo judicial independiente a nivel 
de la ONU115. Uno de los primeros casos en el que se planteó este problema fue el asunto 
Kadi contra el Consejo y la Comisión116, en el cual se alegaba una vulneración de 
derechos fundamentales por parte de la UE que había actuado en cumplimiento de una 
resolución del CSNU. La cuestión radicaba en determinar los límites del Tribunal de 
 
113 Orientaciones sobre sanciones, Versión de 4 de mayo de 2018. 5664/18, Consejo de la Unión Europea, 
pár. 38. 
114 GORDILLO PÉREZ, Luis I, “Hacia la consolidación de un constitucionalismo interordinamental”, 
Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, 2014, pp. 307-308. 
115 PEIHANI, Maziar, “From Kadi to Bank Mellat …”, op. cit., p. 51. 
116 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332. 
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Justicia en la valoración de la legalidad de un acto que había emanado del CSNU al que 
desde instancias europeas se habían limitado a darle efecto en el ámbito comunitario. Este 
caso resultó especialmente relevante al declarar el TJ que las obligaciones impuestas por 
un acuerdo internacional no pueden menoscabar los principios constitucionales de la UE 
entre los que se encuentra el respeto a los derechos fundamentales, y que el respeto de 
esos derechos constituye un requisito de legalidad de dichos actos117.  
 
1.2.2 Los regímenes de medidas restrictivas adoptados autónomamente por la 
Unión Europea 
 
 El Consejo de la UE puede imponer sanciones por propia iniciativa, en este caso 
se habla de regímenes de sanciones autónomas118. La UE adopta medidas restrictivas 
mediante una decisión PESC basada en el artículo 29 del Tratado de la Unión Europea 
(TUE) y en los artículos 75 y 215 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
(TFUE). Las medidas fundamentadas en el artículo 75 TFUE, que, a diferencia de las 
anteriores, se orientan a la prevención y lucha contra el terrorismo, divergen en que no se 
enmarcan en la PESC sino en otras políticas de la UE. Respecto de su relación con las 
sanciones dimanantes de la ONU, es indudable que las medidas europeas deben de ser 
compatibles con el sistema de seguridad colectiva de la ONU y el conjunto del Derecho 
internacional general por el que la UE está vinculado a la luz de los artículos 3.5 y 21 del 
TUE119. 
 
117 Sentencia del Tribunal de Justicia Comisión y otros contra Kadi, C-402/05 P, EU:C:2008:461, p. 284. 
118 Consejo Europeo/Consejo de la Unión Europea, Sanciones: cómo y cuándo adopta la UE medidas 
restrictivas, Diferentes tipos de sanciones, 2020. Disponible online: 
www.consilium.europa.eu/es/policies/sanctions/different-types/  
119 PASTOR PALOMAR, Antonio, “Las sanciones o medidas restrictivas de la UE y sus efectos 
internacionales: especial referencia a Irán”, en PASTOR PALOMAR, Antonio (ed.), Fuentes de Energía y 
Derecho Internacional. Conflictos, principios, sanciones y seguridad, Dykinson, 2015, pp.108-113 
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 La legitimación para la adopción de sanciones autónomas es cuestionada por un 
sector de la doctrina que considera que existe una interferencia competencial entre la 
ONU y las organizaciones de carácter regional. En virtud del capítulo VII de la Carta de 
Naciones Unidas, el monopolio para la adopción de medidas coercitivas corresponde al 
Consejo de Seguridad, la cuestión que puede suscitarse es si una organización 
internacional de carácter regional, como la Unión Europea, estaría legitimada para la 
adopción sanciones independientes de la ONU120.  En respuesta a esta cuestión se deben 
establecer los fundamentos jurídicos y las disposiciones legales que determinen la 
legitimación para la adopción de sanciones, su competencia y límites. Por un lado, las 
sanciones se adoptan a nivel universal en virtud del capítulo VII de la Carta de las 
Naciones Unidas, relativo a la acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de 
la paz o actos de agresión. Por otro lado, el artículo 103 de la Carta determina que “en 
caso de conflicto entre las obligaciones contraídas por los Miembros de las Naciones 
Unidas en virtud de la presente Carta y sus obligaciones contraídas en virtud de cualquier 
otro convenio internacional, prevalecerán las obligaciones impuestas por la presente 
Carta”. En consecuencia, las disposiciones de la Carta prevalecen frente a las obligaciones 
de los Estados miembros bajo los instrumentos constitutivos de la UE. 
 Los organismos regionales no tienen prohibida la adopción de medidas de presión 
contra un Estado para obligarle a cumplir con sus obligaciones o restablecer la paz y la 
seguridad internacionales121. El capítulo VIII de la Carta, relativo a los Acuerdos 
Regionales, tiene como objetivo integrar a las organizaciones regionales dentro del 
 
120 ORAKHELASHVILI, Alexander, “The Impact of Unilateral EU …”, op.cit., pp. 7-8. 
121 CARDONA, Jorge, “El mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales”, en DIEZ DE 
VELASCO, Manuel, Las Organizaciones Internacionales, Tecnos, 2003, pp. 254-255. Citado por 
PEZZANO, Luciano, “La adopción de medidas coercitivas por los organismos regionales: un análisis del 
artículo 53 de la Carta de las Naciones Unidas a la luz de la práctica de la OEA”, Anuario Mexicano de 
Derecho Internacional, núm. XII, 2012, pp. 259-300.  
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sistema de seguridad colectiva de la ONU. Una organización regional puede de manera 
independiente adoptar medidas siempre que no impliquen el uso de la fuerza.  
 El Relator Especial sobre las repercusiones negativas de las medidas coercitivas 
unilaterales en el disfrute de los derechos humanos, Idriss JAZAIRY, afirma que solo las 
sanciones multilaterales aprobadas por el Consejo de Seguridad se ajustan a la letra y el 
espíritu de la Carta de las Naciones Unidas122. Se trata de una posición que se aleja de la 
práctica mayoritaria. En el Informe sobre las repercusiones negativas de las medidas 
coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos humanos concluye que para 
legitimar las medidas coercitivas se debe aplicar el régimen jurídico de las contramedidas, 
como se deriva del artículo 22 del proyecto de artículos de la Comisión de Derecho 
Internacional sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente 
ilícitos123. En virtud de esta disposición es ilícita la actuación de un Estado que no sea 
conforme a una obligación internacional suya con otro Estado, como puede ocurrir con 
las medidas coercitivas unilaterales, siempre y cuando ese hecho no constituya una 
contramedida tomada contra ese otro Estado. Por ello, en los casos en los que una 
organización regional, como la UE, aplica medidas unilaterales fuera del procedimiento 
del Consejo de Seguridad es necesario tener presente el Proyecto de artículos sobre la 
responsabilidad de las organizaciones internacionales124 (Proyecto de 2011)125. En virtud 
de esta línea conceptual las contramedidas de la UE se ajustarían a los artículos 49 a 54 
del Proyecto de artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos 
 
122 JAZAIRY, Idriss, Informe del Relator Especial sobre las repercusiones negativas de las medidas 
coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos humanos, 2015. A/HRC/30/45. Párrafo 59.  
123 Véase: Naciones Unidas, Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo quinto período 
de sesiones, Suplemento núm. 10 (A/56/10). 
124 Proyecto de artículos sobre la responsabilidad de las organizaciones internacionales, Anuario de la 
Comisión de Derecho Internacional, 2011. 
125 JAZAIRY, Idriss, Informe del Relator Especial sobre las repercusiones negativas de las medidas 
coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos humanos, 2015. A/HRC/30/45. Párrafo 39. 
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internacionalmente ilícitos de 2001 (Proyecto de 2001)126 porque el Proyecto de 2011 
solo regula las contramedidas decididas por una Organización internacional frente a otra 
Organización internacional127. 
 El Relator Especial establece que para determinar si las medidas adoptadas por 
organizaciones regionales son legítimas cuando el Consejo de Seguridad ya hubiese 
adoptado sanciones anteriormente hay que observar dos perspectivas. Desde el punto de 
vista jurídico, las organizaciones regionales como la UE no estarían legitimadas para 
adoptar medidas coercitivas, puesto que se entiende que el monopolio para la adopción 
de las mismas corresponde en exclusiva al CSNU. Mientras que el resto de los Estados 
se convierten así en meros agentes de ejecución de estas sanciones, excluyéndose 
cualquier competencia para adoptar dichas medidas. En el informe se afirma:  
 
[…] Los Estados en cuestión no deben adoptar contramedidas colectivas tras el 
pronunciamiento de sanciones imperativas sino solo las medidas que sean necesarias y 
suficientes para aplicar dichas sanciones imperativas. En una palabra, a menos que el 
Consejo invite a los Estados a ir más allá de sus propias medidas –caso raro en la práctica– 
la activación del Capítulo VII pone término a la facultad de los Estados no lesionados 
individualmente de reaccionar como les plazca a nivel individual128.  
  
 No obstante, considera que la respuesta debe abandonar el plano jurídico para 
convertirse en un debate político entre los países sancionadores y los países sancionados. 
Desde esta perspectiva más política y pragmática, la discusión se centra en elementos 
como la posibilidad de alcanzar rápidamente los objetivos de la medida aplicada, es decir, 
en términos de eficacia y eficiencia. Actuando como único límite a la legitimidad de las 
 
126 Proyecto de artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, Anuario 
de la Comisión de Derecho Internacional, A/RES/56/83, 2001, p.26. Disponible en: 
legal.un.org/ilc/publications/yearbooks/spanish/ilc_2001_v2_p2.pdf 
127 PASTOR PALOMAR, Antonio, “Las sanciones o medidas restrictivas …”, op. cit., p.114. 
128 JAZAIRY, Idriss, Informe del Relator Especial sobre las repercusiones negativas de las medidas 
coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos humanos, 2015. A/HRC/30/45. Párrafo 60.  
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mismas la grave violación de derechos fundamentales. Desde este plano los Estados y 
organizaciones internacionales serían competentes más allá de la actuación de las 
Naciones Unidas. Las relaciones entre las sanciones y los derechos humanos muestran 
los estrechos vínculos que existen entre el marco jurídico del Consejo de Seguridad y el 
derecho comunitario y son determinantes para analizar esta cuestión129. El Relator 
Especial observa que la actuación independiente de la UE genera una situación ventajosa 
para el cumplimiento de los principios que persiguen el derecho internacional130.  
 Aunque no todos los autores comparten esta visión, se encuentran voces críticas a 
esta actuación independiente de la UE. Esta corriente defiende que la esencia del 
mecanismo de coerción de la seguridad colectiva implica que no se use por un grupo de 
Estados contra otros, sino que debe activarse solo cuando todos los grupos importantes 
de Estados se unen a través del CSNU. Actuando todos de manera unitaria tanto en cuanto 
a los objetivos a alcanzar como a las medidas a aplicar, porque solo el CSNU está en la 
posición de determinar la causa, la necesidad y la proporcionalidad de las medidas a 
adoptar. De lo contrario, una actuación independiente de la UE ocasionaría una falta de 
uniformidad en la visión de la comunidad internacional131. Esta situación se produce 
especialmente con la práctica autónoma de la UE de los últimos años y las decisiones del 
TJUE, por ejemplo, el caso Kadi rompería con la legalidad internacional puesto que se 
construye un “nuevo orden legal”132.   
 
129 GALLO COBÍAN, Virginia, GAUCHÉ MARCHETTI, Ximena y HUERTAS JIMÉNEZ, María José, 
“Las sanciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y los Derechos Humanos. Relaciones 
peligrosas”, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. VIII, 2008, p.146 
130 JAZAIRY, Idriss, Informe del Relator Especial sobre las repercusiones negativas de las medidas 
coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos humanos, 2015. A/HRC/30/45. Párrafo 61.  
131 ORAKHELASHVILI, Alexander, “The Impact of Unilateral EU Economic Sanctions on the UN 
Collective Security Framework: The Cases of Iran and Syria”, en Ali Z. MAROSSI y Marisa R. BASSETT, 
(eds.), Economic Sanctions under International Law. Unilateralism, Multilateralism, Legitimacy, and 
Consequences, Springer, 2015, p. 20. 
132 ORAKHELASHVILI, Alexander, “The Impact of Unilateral EU …”, op.cit., p. 13-14. 
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 En el marco jurídico de Naciones Unidas, dentro del Capítulo VII, por un lado, el 
artículo 39 de la Carta establece que es necesario que el CSNU determine la existencia de 
la amenaza a la paz, el quebrantamiento de la paz o acto de agresión que motive la 
adopción de la medida en cuestión133. Por otro lado, el artículo 41 determina que “el 
Consejo de Seguridad podrá decidir qué medidas que no impliquen el uso de la fuerza 
armada han de emplearse para hacer efectivas sus decisiones, y podrá instar a los 
Miembros de las Naciones Unidas a que apliquen dichas medidas […]”134. En este 
supuesto se establece la posibilidad, pero en ningún caso se fija como una obligación135. 
Por todo ello, se puede concluir que es necesario que se dé una amenaza para la paz. No 
siendo imprescindible una manifestación expresa por parte del CSNU, sino que podría 
admitirse que de manera clara e inequívoca exista dicha amenaza partiendo de la práctica 
anterior del mismo órgano136. Esta situación sería suficiente para que una organización 
regional, en este caso la UE, actúe estableciendo su propio régimen de sanciones. Siempre 
y cuando se cumplan los deberes de información frente al CSNU derivados del artículo 
54 de la Carta137.  
 Las medidas coercitivas unilaterales pueden aplicarse como alternativa o 
anteriormente al uso de la fuerza. Pero en ningún caso implican el uso de la fuerza, por 
ello, se puede completar el análisis de la relación entre la ONU y la UE con el estudio del 
artículo 53.1 de la Carta. El artículo establece: 
 
 
133 Examen del artículo 39 de la Carta de Naciones Unidas, véase: Naciones Unidas, Capítulo XI. Examen 
de las disposiciones del Capítulo VII de la Carta, 2007, pp. 1020-1036. Disponible en: 
www.un.org/es/sc/repertoire/89_92/89-92_11.pdf 
134 Examen del artículo 41 de la Carta de Naciones Unidas, véase: Naciones Unidas, Capítulo XI. Examen 
de las disposiciones del Capítulo VII de la Carta, 2007, pp. 1048-1077. Disponible en: 
www.un.org/es/sc/repertoire/89_92/89-92_11.pdf 
135 CARDONA LLORENS, Jorge, “Universalismo y regionalismo en el mantenimiento de la paz a inicios 
del siglo XXI”, XXXVI Curso de Derecho Internacional, 2010, p. 58. 
136 ELGEBEILY, Sherif, “The Rule of Law in the United Nations Security Council Decision-Making 
Process: Turning the Focus Inwards”, Taylor & Francis, Nueva York, 2017, pp.63-64. 
137 CARDONA LLORENS, Jorge, “Universalismo y regionalismo en el mantenimiento de la paz a inicios 
del siglo XXI”, XXXVI Curso de Derecho Internacional, 2010, p.73. 
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El Consejo de Seguridad utilizará dichos acuerdos u organismos regionales, si a ello 
hubiere lugar, para aplicar medidas coercitivas bajo su autoridad. Sin embargo, no se 
aplicarán medidas coercitivas en virtud de acuerdos regionales o por organismos 
regionales sin autorización del Consejo de Seguridad […]. 
 
 Las organizaciones regionales necesitan de la autorización del CSNU para la 
adopción de medidas coercitivas. Acto seguido se debe establecer si las medidas 
restrictivas que impone la UE se pueden calificar como medidas coercitivas del artículo 
53 de la Carta138. Ni el presente artículo ni el texto íntegro de la Carta realizan una 
delimitación de la coerción y de las medidas coercitivas –se emplea el término en varios 
artículos, como, por ejemplo, el artículo 2.5, 2.7, 5, 45 y 50 aunque en ninguno de los 
casos se definen139–. Ahora bien, el artículo 45 de la Carta parece dar una respuesta a este 
problema pues establece una “acción coercitiva internacional” haciendo referencia 
exclusivamente a acciones militares puesto que el ámbito objetivo de esta disposición es 
la adopción de “medidas militares urgentes”. Por ello, se deduciría que las acciones y 
medidas coercitivas a las que hace referencia el espíritu de la Carta son exclusivamente 
aquellas que impliquen el uso de la fuerza140. Así las medidas restrictivas de la UE, al 
implicar acciones diferentes al uso de la fuerza armada, no deberían requerir de ninguna 
autorización del CSNU.  
Desde una interpretación alternativa, más amplia, se ha sugerido que toda sanción 
regional, con independencia de su naturaleza (diplomática, política, comercial, financiera, 
económica), debería estar subordinada a la autorización del CSNU. Por tanto, el término 
 
138 Estudio del artículo 53 de la Carta de Naciones Unidas, véase: GÓMEZ ROBLEDO, Antonio, “Medidas 
coercitivas”, en GÓMEZ ROBLEDO, Antonio, Las Naciones Unidas y el sistema interamericano: 
conflictos jurisdiccionales, Colegio de México, México, 1974, pp. 57-88. 
139 ORAKHELASHVILI, Alexander, “The Impact of Unilateral EU …”, op.cit., p. 12.  
140 PEZZANO, Luciano, “La adopción de medidas coercitivas por los organismos regionales: un análisis 
del artículo 53 de la Carta de las Naciones Unidas a la luz de la práctica de la OEA”, Anuario Mexicano de 
Derecho Internacional, 2012, pp.262-263.  
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“enforcement” incluiría tanto las medidas que impliquen el uso de la fuerza armada como 
medidas de otra naturaleza141. No obstante, parecería más adecuada la interpretación que 
se ha señalado previamente. En virtud del artículo 31 de la Convención de Viena sobre el 
derecho de los tratados un tratado se interpreta también a la luz de su objeto y su finalidad. 
Entonces debería apreciarse que la finalidad de esa disposición es permitir al CSNU que 
controle solo las medidas coercitivas que impliquen la fuerza armada de las 
organizaciones regionales mediante su autorización. La autorización del CSNU solo sería 
necesaria para permitir una acción que, en ausencia de tal autorización, estaría prohibida. 
Es decir, el propósito y la función de la autorización son, por lo tanto, la eliminación de 
una prohibición. Por ello, y partiendo del fin que justifica esta autorización, solo las 
medidas que implican el uso (o la amenaza) de la fuerza armada son las que están 
subordinadas a la autorización del CSNU142.  
 El elemento de mayor importancia para entender la evolución de las relaciones 
entre las sanciones dimanantes de la ONU y las medidas restrictivas son las garantías 
procesales y las repercusiones sobre los derechos humanos. Desde la ONU, actualmente, 
las únicas garantías que se ofrecen son, por un lado, la posibilidad de acceso al 
denominado “Punto Focal”, y, por otro lado, la Oficina del Ombudsman. En primer lugar, 
el Punto Focal para las Solicitudes de Supresión de Nombres de las Listas se estableció 
en virtud de la resolución del Consejo de Seguridad 1730 (2006), de 19 de diciembre143. 
El Punto Focal se incardina dentro de la Secretaría en la Subdivisión de Órganos 
 
141 VILLANI, Ugo, “The Security Council’s Authorization of Enforcement Action by Regional 
Organizations”, en L. A. FROWEIN y R. WOLFRUM R. (eds.), Max Planck Yearbook of United Nations 
Law, Kluwer Law International, núm. 6, 2002, p. 538.  
142 VILLANI, Ugo, “The Security Council’s Authorization of Enforcement Action by Regional 
Organizations”, en L. A. FROWEIN y R. WOLFRUM R. (eds.), Max Planck Yearbook of United Nations 
Law, Kluwer Law International, núm. 6, 2002, p. 539. 
143 Posteriormente, el CSNU amplió sus competencias en relación con los incluidos en la Lista de Sanciones 
contra el EIIL (Daesh) y Al-Qaida, en virtud de la Resolución 2083 (2012), de 17 de diciembre; la 
Resolución 2161 (2014), de 17 de junio; y la Resolución 2255 (2015), de 21 de diciembre. Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas, Sanciones, Punto focal para la supresión de nombres de las listas de 
sanciones. Disponible online: www.un.org/securitycouncil/es/sanctions/delisting 
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Subsidiarios del Consejo de Seguridad144. Se trata de un órgano administrativo, de 
carácter puramente procesal, que garantiza que las solicitudes relativas a las supresiones 
de las listas de sancionados vayan al gobierno pertinente y se realicen las notificaciones 
oportunas. No obstante, no lleva a cabo una revisión independiente del caso ni tiene 
ningún poder de decisión145. Por el contrario, es el gobierno que lleva a cabo la revisión 
el que realiza una recomendación para la eliminación o mantenimiento del solicitante en 
la Lista en cuestión. El Punto Focal se configura tan solo como un intermediario146.  
 En segundo lugar, se creó la Oficina del Ombudsman147 a través del Comité del 
Consejo de Seguridad contra el EIIL (Daesh) y Al-Qaida148. La Oficina del Ombudsman 
tiene su competencia limitada a la revisión de los sancionados por el mencionado Comité, 
mientras que el resto de sancionados solo podrán acudir al Punto Focal149. La creación de 
esta figura ha implicado una mejora en las garantías de los afectados por las listas de 
sanciones. Sin embargo, no se trata de un órgano judicial y además adolece de varias 
deficiencias entre las que destaca que el proceso es muy reservado y carece de la 
transparencia debida150. Como ha señalado el TJ el procedimiento ante el Comité de 
Sanciones sigue siendo eminentemente de naturaleza diplomática e interestatal, los 
interesados no tienen una auténtica posibilidad de defender sus derechos. Asimismo, el 
 
144 Resolución 1730 (2006) del Consejo de Seguridad, de 19 de diciembre de 2006.  
145 SAURA-ESTAPÀ, Jaume, “The UN Security Council Ombudsperson: an original institution still under 
construction”, Revista Catalana de Dret Públic, núm. 54, 2017, p. 191. 
146 PEIHANI, Maziar, “From Kadi to Bank Mellat …”, op. cit., p.56. 
147 La creación de esta oficina en 2006 se produjo en las Directrices del Comité 1267 el cual preveía un 
procedimiento de exclusión de la lista. Hasta la mencionada solo los Estados podían solicitar la salida de la 
lista, la única opción que tenían las personas y entidades afectadas por las sanciones consistía en solicitar 
gobierno de su país de residencia o nacionalidad que iniciase la revisión de su caso. HINOJOSA 
MARTÍNEZ, Luis M., “Las sanciones del Consejo de Seguridad contra al Qaeda y los talibanes: ¿son 
realmente inteligentes?”, R.E.D.I., vol. 58, núm.2, 2006, p.746.  
148 Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de las resoluciones 1267 (1999), 1989 (2011) y 
2253 (2015) relativas al EIIL (Daesh), Al-Qaida y las personas, grupos, empresas y entidades asociadas. 
149 SAURA-ESTAPÀ. Jaume, “The UN Security Council Ombudsperson: an original institution still under 
construction”, Revista Catalana de Dret Públic, núm. 54, 2017, p. 190-191. 
150 PROST, Kimberly, “Remarks”, 49th meeting of the Committee of Legal Advisors on Public International 
Law (CAHDI), Estrasburgo, 2015. Recuperado de 
www.un.org/sc/suborg/sites/www.un.org.sc.suborg/files/cahdi.pdf 
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Comité adopta sus decisiones por consenso, disponiendo todos sus miembros de un 
derecho de veto151. Resulta evidente que el procedimiento ante el Comité de Sanciones 
goza de un importante componente político, y su resultado depende de la confianza entre 
el gobierno del imputado y el gobierno del país que propone la designación152. 
 En el caso de las sanciones contra Irán, los afectados por las sanciones de 
Naciones Unidas solo pueden acudir al Punto Focal puesto que la Oficina del Ombudsman 
tiene limitada su competencia. No obstante, el mecanismo del Punto Focal apenas ha sido 
utilizado en el caso iraní. De hecho, solo se han registrado dos solicitudes de dos entidades 
para ser excluidas de las listas de sancionados de la ONU, y ninguna de las dos ha visto 
modificado su estatus153. En cambio, en el ámbito de la UE los sancionados tienen la 
posibilidad de solicitar la revisión judicial por parte del Tribunal de Justicia Europeo de 
las medidas restrictivas que afectan el disfrute de sus derechos fundamentales. Es decir, 
se ha vertebrado un verdadero procedimiento jurisdiccional de reparación de daños154.  
 
1.2.3 Los regímenes mixtos de medidas restrictivas comunitarias   
 
Las medidas restrictivas mixtas son aquellas que la UE adopta como 
complementarias a las que se adoptan por el CSNU. Un ejemplo de régimen mixto es el 
de las medidas restrictivas contra la República Islámica de Irán por la proliferación 
 
151 Sentencia del Tribunal de Justicia Kadi y Al Barakaat International Foundation contra Consejo y 
Comisón, C-402/05P y C-415/05P, EU:C:2008:461, apartado 323.  
152 HINOJOSA MARTÍNEZ, Luis M., “Las sanciones del Consejo de Seguridad contra al Qaeda y los 
talibanes: ¿son realmente inteligentes?”, R.E.D.I., vol. 58, núm.2, 2006, p.747.  
153 La actualización más reciente de las estadísticas es de 25 de junio de 2019. Lista disponible en: United 
Nations Security Council, Focal Point for De-listing, De-listing Requests. Disponible online: 
www.un.org/securitycouncil/sanctions/delisting/de-listing-request-stats  
154 ECKES, Christina, “Test Case for the Resilience of the EU’s Constitutional Foundations International 
Sanctions against Individuals: A Test Case for the Resilience of the European Union’s Constitutional 
Foundations”, European Public Law, 2009, p. 378. 
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nuclear. En este caso particular, las medidas restrictivas se impusieron en virtud de una 
Resolución del CSNU que se implementó en el ámbito comunitario a través de la Posición 
Común 2007/140/PESC155 que aplicaba la Resolución del CSNU 1737 (2006), de 23 de 
diciembre156. Posteriormente se fueron renovado y complementando las medidas 
restrictivas por el Consejo de Seguridad Naciones Unidas, a través de la Resolución del 
CSNU 1747 (2007)157, la Resolución del CSNU 1803 (2008)158 y la Resolución CSNU 
1929 (2010)159 que se implementaron sobre la base de una Decisión PESC del Consejo 
de la Unión Europea160. Este régimen de medidas tuvo como objetivo la implementación 
de las resoluciones del CSNU con ciertas particularidades dentro del ámbito comunitario. 
Por un lado, algunas de las medidas restrictivas de la UE contra Irán excedían ratione 
personae a las listas elaboradas en el marco de las Naciones Unidas, es decir, la UE las 
complementó, agregando unilateralmente personas y entidades a la lista de objetivos161. 
Por otro lado, la labor comunitaria también amplió el alcance material de las medidas y 
los ámbitos a los que afectan162. 
 
1.2.4  Los regímenes de medidas restrictivas contra países terceros con los 
que la UE tiene relaciones particulares 
 
 
155 Posición Común 2007/140/PESC del Consejo de 27 de febrero de 2007 relativa a la adopción de medidas 
restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº61 de 28 de febrero de 2007, p.49. 
156 Resolución 1737 (2006) del Consejo de Seguridad, de 23 de diciembre de 2006. 
157 Resolución 1747 (2007) del Consejo de Seguridad, de 24 de marzo de 2007. 
158 Resolución 1803 (2008) del Consejo de Seguridad, de 3 de marzo de 2008. 
159 Resolución 1929 (2010) del Consejo de Seguridad, de 9 de junio de 2010. 
160 PASTOR PALOMAR, Antonio, “Las sanciones o medidas restrictivas …”, op. cit., p.112 
161 Mientras más de 200 empresas e individuos vinculados a los programas militares y de misiles de Irán, 
están designados por la UE y, por ende, están sujetas a restricciones financieras y prohibiciones de viaje 
(en el caso de individuos); un número menor, menos de 100, sigue siendo designado por las Naciones 
Unidas. Información de enero de 2019. Disponible online: www.iranwatch.org/sanctions  
162 BEAUCILLON, Charlotte, “Comment Choisir ses mesures restrictives? Guide pratique des sanctions 
de l’UE”, Institut d’Études de Sécurité de l’Union européenne, 2012, pp.13-14. 
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La UE puede adoptar medidas restrictivas contra aquellos países terceros con los 
que tiene relaciones particulares. Destacan las medidas contra aquellos países que se 
encuentran dentro del Acuerdo de Cotonú y de la Asociación Euromediterránea 
(Euromed)163. 
En primer lugar, el Acuerdo de Cotonú164 constituye el marco general para las 
relaciones de la UE con los Estados del África, Caribe y Pacífico (ACP). Se trata de un 
instrumento con vistas a la consecución de la cooperación internacional para el desarrollo, 
la cooperación económica y comercial y, además, goza de una dimensión política165. El 
Acuerdo se fundamenta en el reconocimiento de los derechos humanos, los principios 
democráticos y el Estado de Derecho como elementos esenciales para el desarrollo a largo 
plazo de los países. Ambas partes del Acuerdo se comprometen para la protección y 
promoción de estos ámbitos166. A efectos de garantizar el cumplimiento de estos 
compromisos el texto prevé en su artículo 96 tanto un proceso de consultas como la 
posibilidad de adopción de medidas restrictivas. Se trata de un procedimiento altamente 
institucionalizado porque cuando una de las partes del Acuerdo considera que la 
contraparte no está cumpliendo sus obligaciones en materia de derechos humanos, 
principios democráticos o Estado de Derecho debe, en primer lugar, intentar solucionar 
el problema a través del diálogo político. En caso de que la vía del diálogo político resulte 
infructuosa, las partes podrán poner en marcha el procedimiento de consulta previsto en 
 
163 BEAUCILLON, Charlotte, “Comment Choisir …”, op. cit., p. 17. 
164 El Acuerdo de Cotonú fue adoptado en el año 2000 en sustitución de los diversos Convenio de Lomé de 
1975. Durante el período 1975 y 1990 se firmaron cuatro Tratados de Lomé. Estos Convenios de Lomé 
eran una serie de tratados que encarnan la relación privilegiada entre la UE y las antiguas colonias de 
algunos de sus estados miembros ubicados en las regiones de África, Pacífico y Caribe. De este modo, 
constituyeron la base jurídica para otorgarles ayuda al desarrollo y ciertas preferencias comerciales en el 
período comprendido de 1975 a 2000. 
165 Consejo de la Unión Europea/ Consejo de la Unión Europea, Acuerdo de Cotonú. Disponible online: 
www.consilium.europa.eu/es/policies/cotonou-agreement/  
166 PORTELA, Clara, “Political Dialogue and Human Rights in the Cotonou Agreement”, Research 
Collection School of Social Sciences, Paper 1684, 2007, p.8. 
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el artículo 96167. En estos casos, la decisión de invocar el artículo 96 está siempre 
precedida por una discusión bajo las disposiciones PESC en el correspondiente grupo de 
trabajo del Consejo168 especializado por áreas geográficas169. Las consultas previstas en 
el artículo 96 se llevan a cabo a nivel gubernamental. La UE está representada por la 
Presidencia del Consejo y la Comisión Europea. A nivel procedimental, el Consejo toma 
la decisión de iniciar las consultas sobre una propuesta presentada por la Comisión. El 
período de las consultas da inicio con una reunión en Bruselas, entre la troika de la UE 
(conformada por la Comisión Europea (CE), el Banco Central Europeo (BCE) y el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) y el país ACP, asistidos por una serie de países ACP de 
su elección, representantes de organizaciones regionales, como la Unión Africana, y la 
Secretaría de la ACP. 
Durante las consultas, el objetivo de la UE es lograr una solución aceptable para 
ambas partes. Los participantes definen una hoja de ruta con las medidas que deberán 
adoptar para volver a tener una relación normal. Esa hoja de ruta se refleja en una decisión 
que adopta el Consejo de la UE. Con la finalización de las consultas, la UE evalúa el 
progreso realizado en el cumplimiento de los compromisos adquiridos, y posteriormente 
se puede decidir sobre la adopción de “medidas apropiadas”. Estas medidas pueden 
conllevar, pero no es necesario, la suspensión de la cooperación para el desarrollo. En el 
supuesto de una suspensión total, se requiere la unanimidad en el Consejo, en cambio, si 
 
167 Existen unos pocos casos excepcionales en los que puede iniciarse un procedimiento de consulta sin 
diálogo político previo: casos de urgencia especial que requieran una reacción inmediata, incumplimiento 
persistente de los compromisos contraídos durante un diálogo anterior, e incapacidad de entablar un diálogo 
de buena fe. 
168 Los grupos de trabajo por región geográfica del Consejo de la UE son: COEST (Europa Oriental y Asia 
Central), COWEB (Región de los Balcanes Occidentales, es decir, Albania, Bosnia y Herzegovina, la 
Antigua República Yugoslava de Macedonia y Kosovo), COMOG (Oriente Medio), MAMA (Machrek y 
Magreb), COAFR (África), COASI (Asia y Oceanía), COLAC (América Latina y Caribe) y COTRA 
(Relaciones Transatlánticas). DELREUX, Tom, y KEUKELEIRE, Stephan, “The EU’s Foreign Policy 
System: Actors”, en DELREUX, Tom, y KEUKELEIRE, Stephan, The Foreign Policy of the European 
Union, Macmillan International Higher Education, 2014, p.71 
169 PORTELA, Clara, “Political Dialogue and Human Rights in the Cotonou Agreement”, Research 
Collection School of Social Sciences, Paper 1684, 2007, p.8. 
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la suspensión es parcial, se requiere una mayoría cualificada. No obstante, en la práctica, 
las propuestas se adoptan por unanimidad. Además, estas medidas también pueden 
consistir en medidas positivas, como la liberación de nuevos fondos o la redirección de 
la ayuda170. 
En caso de inexistencia de un acuerdo al término de las consultas, la parte que 
haya iniciado el procedimiento puede adoptar las medidas que considere pertinentes. Esas 
medidas deben ser proporcionales a la violación a la que tratan de dar respuesta, dirigirse 
a los responsables del incumplimiento de los elementos esenciales de la asociación, 
asimismo y conllevar el menor efecto negativo sobre la población. Las medidas pueden 
estar constituidas tanto por medidas preventivas que afecten a programas y proyectos de 
cooperación que se encuentran en curso como la suspensión de proyectos, programas y 
otras formas de ayuda. Como último recurso, se puede suspender la plena aplicación de 
la ayuda al desarrollo existente en virtud del Acuerdo171. En la siguiente tabla se puede 
observar una relación de regímenes de medidas restrictivas que se han adoptado contra 
países del ACP172.  
País 
Medida dentro del 
Acuerdo Cotonú 
Motivo de la consulta Periodo temporal 
República 
Centroafricana 
Suspensión parcial Golpe de Estado 2003-2005 
Costa de Marfil Suspensión parcial Elecciones fraudulentas 2000-2002 
Fiyi Suspensión parcial Golpe de Estado 2001-2003 
Haití Casi una suspensión total Elecciones fraudulentas 2001 
Guinea-Bissau Sin suspensión Golpe de Estado  
Guinea Conakry Suspensión parcial Golpe de Estado 2003 
 
170 PORTELA, Clara, “Political Dialogue and Human Rights in the Cotonou Agreement”, Research 
Collection School of Social Sciences, Paper 1684, 2007, p.8. 
171 Consejo Europeo/ Consejo de la Unión Europea, Acuerdo de Cotonú, Procedimiento de consulta 
(artículo 96). Disponible online:  www.consilium.europa.eu/es/policies/cotonou-agreement/article-96-
cotonou-agreement/  
172 Se puede ampliar la información sobre este ámbito en artículos como: PORTELA, Clara, “Aid 
Suspensions as Coercive Tools? The European Union’s Experience in the African-Caribbean-Pacific 
(ACP)”, Review of European and Russian Affairs, 3(2), 2007.   
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Liberia Suspensión parcial 
Violaciones de derechos 
humanos en Sierra Leona 
2001 
Mauritania Sin suspensión Golpe de Estado  
Sudán Suspensión total 




Casi una suspensión total 
Reactivación 




Zimbabue Suspensión parcial 
Elecciones fraudulentas, 




Tabla nº 1. Medidas restrictivas adoptadas dentro del Acuerdo de Cotonú  
Fuente: adaptación de Clara Portela (2007) 
 
Las medidas disponibles en este Acuerdo para dar respuesta a violaciones de 
derechos humanos son, por una parte, las medidas previstas en caso de incumplimiento 
de las consultas del artículo 96 y, por otro lado, la adopción de sanciones específicas 
adicionales si no hay cambios en el comportamiento173. Un ejemplo representativo de este 
tipo de sanción es el régimen de sanciones contra Zimbabue (Decisión 2002/148/CE)174. 
En segundo lugar, destaca Asociación Euromediterránea (Euromed), la cual fue 
creada en 1995 con el objetivo de fomentar la estabilidad y el crecimiento en la región 
mediterránea que cubría la cooperación política, económica y social. En 2008, Euromed 
se vio reforzada con la creación de la Unión por el Mediterráneo (UpM)175. Dando lugar 
al inicio de nuevos proyectos regionales en áreas como la economía, el medio ambiente, 
la energía y la migración. Además, estos países participan en la Política de Vecindad de 
la Unión Europea (PEV), que se basa principalmente en la definición de estrategias 
 
173 BEAUCILLON, Charlotte, “Comment Choisir …”, op. cit., p.17. 
174 PORTELA, Clara, “Political Dialogue and Human Rights in the Cotonou Agreement”, Research 
Collection School of Social Sciences, Paper 1684, 2007, p.9 
175 La UpM está formada por los veintiocho países de la UE, así como por quince países socios: Albania, 
Argelia, la Autoridad Nacional Palestina, Bosnia y Herzegovina, Egipto, Israel, Jordania, Líbano, 
Marruecos, Mauritania, Mónaco, Montenegro, Siria, Túnez y Turquía. Véase: GRANELL TRIAS, 
Francesc, “La Unión por el Mediterráneo como Organismo Internacional y como catalizadora de 
Cooperación Europea”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, 2013, pp. 1033-1059 
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comunes, y en la que la Unión y sus vecinos aseguran el respeto de ciertos valores 
comunes. Debido a esta relación privilegiada, la UE generalmente adopta una actitud 
cautelosa antes de la adopción de cualquier medida restrictiva para garantizar la 
proporcionalidad y la necesidad de su reacción coercitiva176. Del mismo modo, cuando 
se adoptan sanciones selectivas la UE ha adquirido el compromiso de mantener y reforzar 
su apoyo a la sociedad civil. Por ello, se mantienen canales de diálogo abierto con los 
Gobiernos, la sociedad civil y otras partes interesadas, aunque la UE se asegura de que 
sus recursos se utilizan en apoyo de los objetivos centrales de la PEV177. 
También existen acuerdos bilaterales menos institucionalizados, como los 
aplicables a Egipto y Túnez, donde la adopción de medidas no está sujeta a ningún 
procedimiento previo178. 
 
1.3 La clasificación de las medidas restrictivas de la Unión Europea 
 
 Las medidas que impone la UE pueden clasificarse atendiendo a diferentes 
criterios como: la autoridad que decide las personas y entidades a sancionar, el espacio 
geográfico de aplicación de las medidas restrictivas y los motivos por la inclusión a la 
lista de sancionados179. 
 Uno de los criterios más importantes es el de la autoridad que decide la lista de 
personas y entidades sancionadas por las consecuencias que se derivan del mismo, como 
la articulación de las reformas en los regímenes de sanciones, las posibilidades de los 
tribunales de la UE para acceder a la información pertinente y ofrecer protección judicial 
 
176 BEAUCILLON, Charlotte, “Comment Choisir …”, op. cit., pp.18 y 21. 
177 Alta Representante de la Unión Europea para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, Comunicación 
conjunta al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las 
Regiones. Una nueva respuesta a una vecindad cambiante, 2011, p.3. Disponible: eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52011DC0303&from=ES 
178 BEAUCILLON, Charlotte, “Comment Choisir …”, op. cit., pp.18-19. 
179 ECKES, Christina, “EU restrictive measures …”, op. cit., pp. 873- 875. 
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a los sancionados, etc. En virtud de este criterio, se puede distinguir entre medidas 
adoptadas autónomamente por la UE, medidas que dan efecto a resoluciones del Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas o los denominados regímenes mixtos, es decir, la 
ampliación por parte de la UE de sanciones previamente establecidas por el CSNU180.  
 Un segundo criterio es el espacio geográfico de aplicación de las medidas que 
implica que las medidas sean geográficamente delimitadas o no delimitadas. Las 
sanciones contra los regímenes de terceros países indican una región geográfica, 
generalmente un país, mientras las sanciones antiterroristas no están sujetas a esta 
limitación e incluso pueden, en principio, dirigirse a los ciudadanos de la UE. Esta 
distinción es importante porque el criterio geográfico ofrece una manera óptima de 
confinar el objetivo del régimen de sanciones y el grupo potencial de personas 
sancionables181. La proximidad geográfica suele influir en el proceso político de adopción 
de las sanciones, aunque los casos de China y Rusia han ilustrado que, si las relaciones 
son lo suficientemente importantes, no se toman sanciones severas, independientemente 
de la distancia geográfica182. A tenor de la proximidad geográfica se distinguen tres 
ámbitos de interés de los regímenes de sanciones de la UE: los países vecinos de Europa 
del Este, los países del sur del Mediterráneo y los países restantes183.  
 El tercer criterio de clasificación son los motivos que generan la inclusión de los 
sancionados. La normativa europea hace referencia a dos categorías básicas: la de 
personas específicas y la de países sujetos a restricción. En la primera se incluyen a los 
líderes o miembros del gobierno del tercer país en cuestión. En la segunda a cualquier 
persona asociada y entidad u organismo controlado por los gobernantes. Varios regímenes 
 
180 ECKES, Christina, “EU restrictive measures …”, op. cit., pp. 873-874.  
181 ECKES, Christina, “EU restrictive measures …”, op. cit., p. 874. 
182 LEENDERS, Leander, “EU Sanctions: A Relevant Foreign Policy Tool?”, EU Diplomacy Papers-
College of Europe, 2014, p.27.  
183 HÖRBELT, Christian, “A comparative study: where and why does the EU impose sanctions”, UNISCI 
Journal, 2017, p.62.  
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adoptados contra terceros países identifican, además, un tercer grupo de personas, que 
también están sujetos a sanciones económicas y financieras, y son los que violan las 
disposiciones del régimen de sanciones184. Un ejemplo representativo de este supuesto se 
encuentra en el asunto Europäisch-Iranische Handelsbank AG contra el Consejo185. En 
este caso se impusieron medidas restrictivas a la entidad bancaria Europäisch-Iranische 
Handelsbank AG por ofrecer ayuda a entidades designadas para permitirles eludir las 
medidas restrictivas o infringirlas. Esta última categoría debe distinguirse de las sanciones 
secundarias nacionales impuestas a cualquier persona que participa en la elusión de las 
prohibiciones del régimen de sanciones. Las sanciones secundarias pueden ser de 
naturaleza penal, pero de facto no dan lugar a una inclusión en las listas186. 
 Las modalidades que adoptan o pueden adoptar las sanciones son diversas a tenor 
de la regulación de las medidas restrictivas en la normativa europea. En primer lugar, el 
artículo 75 TFUE se circunscribe al ámbito de las “medidas administrativas sobre 
movimiento de capitales y pago” y, a continuación, realiza una ejemplificación de ellas, 
a saber: la inmovilización de fondos, activos financieros o beneficios económicos. Se 
trata de una enumeración abierta que puede contener otras medidas más allá de la 
inmovilización de activos. En términos más vagos y abiertos está redactado el artículo 
215 TFUE que tan solo habla de “medidas necesarias”.  
 Entre las sanciones más comunes se pueden citar: las sanciones diplomáticas (que 
comprenden, por ejemplo, la expulsión de personal diplomático, la ruptura de relaciones 
diplomáticas y la suspensión de visitas oficiales)187, la suspensión de la cooperación con 
 
184 Sanciones basadas en resoluciones de UN: Afganistán, Al Qaida, República Democrática del Congo, 
Eritrea, Guinea-Bissau, Irán, Corea del Norte, Líbano, Liberia, Libia, Somalia, Sudán. Sanciones 
autónomas de UE: Bielorrusia, Bosnia Herzegovina, China, Egipto, Myanmar, entre otras.  
185 Sentencia del Tribunal de Justicia Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo, C-585/13 P, 
EU:C:2015:145. 
186 ECKES, Christina, “EU restrictive measures …”, op. cit., pp. 873-875.  
187 Este tipo de sanción fue usualmente utilizada en el marco del Capítulo VII de la Carta en la última 
década del siglo XX. Sin embargo, en la actualidad ha dejado de emplearse puesto que se considera que es 
necesario mantener abiertas las vías diplomáticas con los sancionados y se debe evitar agravar la tensión 
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terceros países, boicots a eventos culturales o deportivos, sanciones comerciales (pueden 
tener carácter general o específico y consistir en embargo de armas188), sanciones 
financieras (congelación de fondos o recursos económicos, prohibición de transacciones 
financieras y restricciones a créditos de exportación o a la inversión), prohibición de 
visado o de viaje189. También se han realizado en el ámbito europeo prohibiciones 
sectoriales para impedir la utilización indebida de equipos, tecnología o programas 
informáticos, así como se ha procedido a la interceptación de internet u otras formas de 
comunicación190.  
 En los últimos años la UE ha aplicado mayoritariamente medidas restrictivas en 
forma de embargo de armas191; restricciones económicas y financieras como la 
congelación de activos192; prohibiciones de visado y de viaje193; y la prohibición de 
 
existente. DEL MAR GARCÍA RICO, ELENA, “Las sanciones internacionales del Consejo de Seguridad”, 
en PASTOR PALOMAR, Antonio (ed.), Fuentes de Energía y Derecho Internacional. Conflictos, 
principios, sanciones y seguridad, Dykinson, 2015, p.91 
188 Al respecto véase la Lista Común Militar de la UE más reciente de 9 de febrero de 2015. En lo referente 
al control de los Productos de doble uso, véase el anexo I del Reglamento 428/2009, y su modificación por 
el reglamento 1232/2011. 
189 RELEX, European Commission, Restrictive measures, 2008. Recuperado de 
eeas.europa.eu/archives/docs/cfsp/sanctions/docs/index_en.pdf. 
190 Orientaciones sobre la aplicación y evaluación de las medidas restrictivas (sanciones) en el marco de la 
Política Exterior y de Seguridad Común de la UE. Secretaría General del Consejo de la Unión Europea. 
Versión de junio de 2012. 11205/12, p. 6. 
191 Ejemplos de embargos de arma: Decisión del Consejo 2013/184/PESC del 22 de abril de 2013 relativa 
a medidas restrictivas contra Myanmar/Birmania y por la que se deroga la Decisión 2010/232/PESC –
artículo 1–, Diario Oficial L nº 111 de 23 de abril de 2013, p.111; Reglamento (UE) n° 204/2001 del 
Consejo de 2 de marzo de 2011 relativo a las medidas restrictivas habida cuenta de la situación en Libia -
artículo 4-, Diario Oficial L nº 58 de 3 de marzo de 2011, pp.1-13.  
192 Ejemplos de congelación de activos: Reglamento (UE) n° 753/2011 del Consejo de 1 de agosto de 2011 
relativo a medidas restrictivas contra determinadas personas, grupos, empresas y entidades, habida cuenta 
de la situación en Afganistán –artículo 3–, Diario Oficial L nº 199 de 2 de agosto de 2011, pp.1-22; Decisión 
del Consejo 2011/173/PESC del 21 de marzo de 2011 relativa a la adopción de medidas restrictivas en vista 
de la situación existente en Bosnia y Herzegovina -artículo 2-, Diario Oficial L 76 de 22 de marzo de 2011, 
pp.68-70; Reglamento (UE) n° 224/2014 del Consejo del 10 de marzo de 2014 relativo a la adopción de 
medidas restrictivas habida cuenta de la situación en la República Centroafricana -artículo 5-, Diario Oficial 
L70 de 11 de marzo de 2014, p.1.  
193 Ejemplos: Posición Común 2005/888/PESC del Consejo del 12 de diciembre de 2005 relativa a la 
adopción de medidas restrictivas específicas contra determinadas personas sospechosas de haber 
participado en el asesinato de Rafiq Hariri, antiguo primer ministro del Líbano- artículo 1-, Diario Oficial 
L327 de 14 de diciembre de 2005, pp.26-27; Posición Común 2008/109/PESC del Consejo de 12 de febrero 
de 2008 relativa a las medidas restrictivas impuestas contra Liberia -artículo 3-, Diario Oficial L38 de 13 
de febrero de 2008, pp. 26-27. 
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exportación de equipos destinados a la represión interna de un país194. Son precisamente 
las restricciones económicas y financieras las medidas que más controversia han 
ocasionado a nivel judicial por la afectación que pueden ocasionar en los derechos 
fundamentales. En la siguiente gráfica se puede observar el número y la tipología de 
medidas restrictivas que hasta abril de 2018 se había adoptado en el seno de la UE. Se 
puede constatar que las medidas más usuales son la congelación de activos, la prohibición 
de visados y el embargo de armas. 
 
Gráfico nº 1. Número y tipología de sanciones aplicadas por la Unión Europea. Año 2018 




194 Ejemplos de esta medida: Reglamento (UE) n° 588/2011 del Consejo del 20 de junio de 2011 por el que 
se modifica el Reglamento (CE) n° 765/2006 del Consejo relativo a la adopción de medidas restrictivas 
contra el Presidente Lukashenko y determinados funcionarios de Belarús -artículo 1 bis-, Diario Oficial L 
nº 161 de 21 de junio de 2011, pp.1-6; Reglamento (CE) n° 174/2005 del Consejo del 31 de enero de 2005 
por el que se imponen restricciones al suministro de asistencia a Costa de Marfil en relación con actividades 
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1.3.1 Sanciones económicas o financieras 
 
Las sanciones económicas o de carácter financiero implican la ruptura de las 
relaciones financieras habituales con terceros países o entidades con fines de política 
exterior y de seguridad. Esta tipología de sanciones está destinada a disminuir la 
capacidad financiera de los sancionados porque la reducción de la entrada de capital 
extranjero en el país afectado provoca problemas económicos que afectan a la sociedad 
en su conjunto y a los intereses económicos y comerciales más generales. De este modo, 
se ejerce una presión sobre los líderes195 con el fin de que cumplan las demandas del 
régimen de sanciones196. 
Dentro de este tipo de sanciones destacan la congelación de activos, las 
restricciones de capital y las reducciones de ayuda externa. La primera subcategoría son 
aquellas medidas restrictivas que implican la inmovilización de fondos económicos y de 
los recursos económicos en territorio europeo, es decir, constituye una inmovilización 
administrativa. Estas medidas permiten impedir cualquier utilización de los activos y 
recursos económicos embargados. Así como la conversión o movimiento por parte de una 
persona, grupo o entidad designados por una autoridad competente. Estas 
inmovilizaciones inciden en los fondos y en los recursos económicos, 
independientemente de si estos son poseídos o controlados por las personas o entidades 
designadas. Las inmovilizaciones también implican una prohibición de suministrar 
recursos a personas o entidades específicas. Paralelamente, este hecho crea una 
obligación en los ciudadanos y empresas europeas de no efectuar pagos ni suministrar 
 
195 El perjuicio directo causado a las élites políticas y económicas a través de medidas dirigidas a sus 
economías se considera que es una herramienta más efectiva ante la focalización más precisa de las 
sanciones financieras. TOSTENSEN, Arne y BULL, Beate, “Are Smart Sanctions…”, op. cit., p. 386. 
196 TOSTENSEN, Arne y BULL, Beate, “Are Smart Sanctions…”, op. cit., p. 385. 
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bienes y otros activos197. Para que la restricción no resulte desproporcionada las medidas 
articulan un sistema de excepciones y exenciones con el fin de cubrir las necesidades 
básicas de los sancionados198. No cabe confundir esta figura con la confiscación, que 
implica la existencia de una sentencia previa aprobada por un tribunal, mientras la 
congelación de activos es tan solo una medida preventiva. Los dos procesos están 
estrechamente vinculados, ya que se supone que la confiscación es el resultado de una 
medida previa de congelación de activos199.  
 La inmovilización administrativa se diferencia de otras figuras como son el 
embargo, la incautación y el decomiso administrativo y judicial. Estas últimas no se 
pueden imponer en el ámbito de las medidas restrictivas porque solo tienen cabida a nivel 
nacional. Por ejemplo, el embargo judicial puede considerarse un acto preparatorio del 
decomiso que se inserta dentro de un procedimiento penal en un Estado miembro, pero 
está excluido del ámbito de las medidas restrictivas de la UE. No obstante, puede dictarse 
una orden de embargo judicial respecto de aquellos bienes sometidos a inmovilización 
administrativa, y dicha orden puede basarse en pruebas obtenidas durante el mencionado 
proceso administrativo. Al mismo tiempo, las legislaciones nacionales de los Estados 
miembros pueden prever que la congelación preventiva, la incautación y la confiscación 
pueden aplicarse como una sanción por infracción de medidas restrictivas200.  
 
197 Consejo de la Unión Europea, Medidas restrictivas de la UE, 2014. Recuperado de 
www.consilium.europa.eu/media/24491/142428.pdf  
198 En las Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas restrictivas de abril de 
2008, se entiende por “excepción” cualquier utilización de los fondos y recursos económicos que los 
reglamentos no prohíban; y por “exención” cualquier utilización que esté prohibida salvo que la autorice 
una autoridad competente.  
199 CHAMPIGNY, Simon; POUSIN, Elise y ROUGEVIN-BAVILLE, Laure, “Asset freeze measures in the 
fight against terrorism”, The European Judicial Training Network (EJTN), 2016, p. 2. Recuperado de 
www.ejtn.eu/About/THEMIS11/THEMIS-2016/THEMIS-2016-Semi-final-A/  
200 Consejo de la Unión Europea, Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas 
restrictivas. 15530/16. Bruselas, febrero de 2016, párrafo 28 y 29. Consejo de la Unión Europea, Prácticas 
recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas restrictivas. 10254/15. Bruselas, junio de 2015. 
párrafos 28 y 29. 
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 Si se realiza un análisis de las medidas de inmovilización administrativa en el 
contexto de los Reglamentos que establecen listas de sancionados, el Grupo de 
Consejeros de Relaciones Exteriores (RELEX) ha entendido que se diferencian dos 
supuestos: la congelación de los fondos y recursos económicos de las personas y entidades 
designadas y la prohibición de poner a disposición de dichas personas y entidades fondos 
y recursos económicos201. La inmovilización afectará a la totalidad de los fondos y de los 
recursos económicos que pertenezcan o sean propiedad de las personas y entidades 
designadas, así como a los que tengan en su poder o controlen dichas personas.  
 Por ello, la definición y contenido de las expresiones “tener en su poder” o 
“controlar” resultan esenciales. Implican cualquier situación en que una persona o entidad 
designada, sin disponer de título de propiedad, pueda disponer legalmente de activos o 
recursos económicos que no le pertenezcan, o enajenarlos, sin que se requiera la 
autorización previa del propietario legal, como por ejemplo tener en su poder papel 
moneda o títulos de créditos emitidos al portador202. Las cuestiones relativas a la 
propiedad y el control han sido una de las cuestiones más controvertidas en el TJUE en 
el proceso sancionador de Irán.  
 
1.3.2  Prohibición de visado o de viaje 
 
 Estas medidas implican que las personas objeto de la prohibición están sujetas a 
restricciones de admisión y, por consiguiente, no pueden entrar al territorio de la UE a 
través de sus fronteras exteriores. En el caso de que se requiera de un visado para acceder 
 
201 Consejo de la Unión Europea, Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas 
restrictivas. 8519/18. Bruselas, mayo de 2018, párrafo 30. 
202 Consejo de la Unión Europea, Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas 
restrictivas. 15530/16. Bruselas, marzo de 2016, párrafos 34 y 35.  
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a la UE no se concederá203. En el momento de la adopción de la sanción se introducen los 
datos en el Sistema de Información Schengen (SIS)204. Dándose cumplimiento a las 
exigencias del artículo 25 del Reglamento (UE) 2018/1861 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 28 de noviembre de 2018, relativo al establecimiento, funcionamiento y 
utilización del Sistema de Información de Schengen (SIS) en el ámbito de las 
inspecciones fronterizas205. Esta disposición recoge las condiciones aplicables a la 
introducción de las descripciones sobre nacionales de terceros países sujetos a medidas 
restrictivas. Los datos mínimos que tiene que contener la descripción son a la luz de los 
artículos 20 y 22 del Reglamento (UE) 2018/1861: apellidos, fecha de nacimiento, 
referencia a la decisión que da lugar a la introducción de la descripción, medidas que 
deben tomarse en caso de respuesta positiva y los motivos en virtud de los cuales se basa 
la decisión de denegación de entrada y estancia206. Las descripciones serán introducidas, 
actualizadas y suprimidas por la autoridad competente del Estado miembro que ejerza la 
Presidencia del Consejo de la Unión Europea en el momento de la adopción de la medida.  
 Estas sanciones no obligan a un Estado miembro a denegar la entrada a sus propios 
nacionales si estos fueran objeto de una medida restrictiva. En estas situaciones en las que 
un ciudadano comunitario está sujeto a una prohibición de viajar, su país de origen debe 
admitirle con arreglo a su derecho interno. Asimismo, los Estados miembros pueden 
 
203 European Union Committe, “The legality of EU sanctions”, House of Lords, 2017, p. 7. 
204 Orientaciones sobre sanciones, Versión de 4 de mayo de 2018. 5664/18, Consejo de la Unión Europea, 
p.23. 
205 Reglamento (UE) nº 2018/1861 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de noviembre de 2018, 
relativo al establecimiento, funcionamiento y utilización del Sistema de Información de Schengen (SIS) en 
el ámbito de las inspecciones fronterizas, por el que se modifica el Convenio de aplicación del Acuerdo de 
Schengen y se modifica y deroga el Reglamento (CE) n.° 1987/2006, pp.14-55. 
206 Los motivos que pueden dar lugar a la denegación de entrada y estancia son los siguientes: una condena 
por la comisión de un delito cuando el nacional de un tercer país haya sido condenado en un Estado miembro 
por un delito sancionado con una pena privativa de libertad de un año como mínimo; (artículo 24, apartado 
2, letra a) del mencionado Reglamento); una amenaza grave para la seguridad debido a que existen motivos 
fundados para creer que el nacional de un tercer país ha cometido un delito grave, en particular un delito de 
terrorismo, o indicios claros de su intención de cometer un delito de este tipo en el territorio de un Estado 
miembro (artículo 24, apartado 2, letra b); la elusión del Derecho nacional o de la Unión en materia de 
entrada y estancia (artículo 24, apartado 2, letra c); una prohibición de entrada (artículo 24, apartado 1, letra 
b); y una medida restrictiva (artículo 25).  
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conceder excepciones a estas prohibiciones cuando acogen en su territorio a una 
Organización Intergubernamental Internacional, a una conferencia de las Naciones 
Unidas o a la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE)207.  
 
1.3.3 Embargo de armas 
 
 Los embargos de armas implican una restricción a la venta, suministro y transporte 
de los bienes incluidos en la Lista Común Militar de la UE208. Además, se incluye la 
prohibición de asistencia técnica y financiera relativa a armamento. Dependiendo del 
régimen de sanciones y los hechos que lo motiven puede incluirse en la prohibición la 
exportación de equipo utilizado para la represión interna209.  
 En el ámbito armamentístico hay que tener presente el Código de Conducta de la 
UE en materia de exportaciones de armas adoptado en 1998. El Código de Conducta fue 
el primer código que se estableció sobre comercio de armas a nivel internacional y es uno 
de los más extensos210. No se trataba de un documento jurídicamente vinculante, sino que 
es un acuerdo político entre los diferentes Estados miembros sobre las condiciones por 
las que se regirá la autorización para exportar armas a terceros países211. A partir de 
diciembre de 2008, pasó a ser una Posición Común sobre Exportaciones de Tecnología 
Militar y Equipamientos212, siendo un texto jurídicamente vinculante. La Posición Común 
 
207 Consejo de la Unión Europea, Medidas restrictivas de la UE, 2014. Recuperado de 
www.consilium.europa.eu/media/24491/142428.pdf  
208 Lista Común Militar de la Unión Europea adoptada por el Consejo el 26 de febrero de 2018 (equipo 
contemplado en la Posición Común 2008/944/PESC del Consejo por la que se definen las normas comunes 
que rigen el control de las exportaciones de tecnología y equipos militares) 
209 European Union Committe, “The legality of EU sanctions”, House of Lords, 2017, pp. 6-7. 
210 MURO MARTÍNEZ, Ramón, “El control del comercio exterior de material de defensa y de doble uso. 
El tratado sobre el comercio de armas”, Cuadernos de estrategia, 2014, p.117. 
211 NIBLETT, Robin,” Estados Unidos, la Unión Europea y el levantamiento del embargo de armas a 
China”, Real Instituto Elcano, 2004, p.2. 
212 Posición Común 2008/944/PESC del Consejo, de 8 de diciembre de 2008, por la que se definen las 
normas comunes que rigen el control de las exportaciones de tecnología y equipos militares. Diario Oficial 
L nº 35 de 13 de diciembre de 2008, pp. 99-103. 
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adopta prácticamente los mismos criterios que el Código de Conducta, aunque añade la 
responsabilidad del país exportador de proceder a la verificación del destino final de las 
armas y la comprobación de que el país receptor respeta el Derecho Internacional 
Humanitario213.  
 Mención aparte merecen los bienes de doble uso, es decir, aquellos, incluido el 
soporte lógico (software) y la tecnología, que por su naturaleza pueden ser utilizados tanto 
para fines civiles como para fines militares. Son ejemplos de bienes de doble: materiales 
y equipos nucleares, combustibles especiales, equipos de comunicaciones, láseres, 
equipos de visión nocturna, sustancias químicas, plantas de producción y componentes 
específicos, etc.214 Su exportación no está prohibida, sino que son objeto de un control 
restrictivo, que suele implicar la obligación de obtener una licencia. En relación con los 
bienes de doble uso caben dos categorías de sanciones. Un primer grupo son las sanciones 
formales adoptadas en el marco de la PESC, a través de una Decisión del Consejo, y 
seguida de un Reglamento. Dentro de las restricciones formales, la actuación de la UE se 
caracteriza por aplicar las resoluciones del Consejo de Seguridad en el ámbito de la 
Unión. Un segundo grupo, de carácter informal, son las sanciones adoptadas fuera de la 
PESC, con carácter mayoritariamente diplomático, político o financiero215.  
 Los controles de exportación de doble uso, como parte de la Política Comercial 
Común (PCC) de la UE, son competencia exclusiva de la Unión Europea. La entrada en 
vigor del Tratado de Lisboa fortaleció el papel del Parlamento Europeo en el campo del 
control de exportaciones al convertirlo en un actor clave en la adopción de la legislación 
 
213 MURO MARTÍNEZ, Ramón, “El control del comercio exterior…”, op. cit., p.117. 
214 MURO MARTÍNEZ, Ramón, “El control del comercio exterior de material de defensa y de doble uso. 
El tratado sobre el comercio de armas”, Cuadernos de estrategia, 2014, p.116. 
215 COLUSSI, Ilaria, “International Trade Sanctions related to Dual-Use Goods and Technologies”, Athens 
Journal of Law, 2016, vol. 2, núm. 4, p.248. 
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de la UE en el área216. El marco jurídico sobre control de exportaciones en la Unión 
Europea está conformado por dos instrumentos esenciales: el Reglamento (CE) nº 
428/2009 del Consejo, de 5 de mayo de 2009, por el que se establece un régimen 
comunitario de control de las exportaciones, la transferencia, el corretaje y el tránsito de 
productos de doble uso217; y el Código Aduanero Comunitario. 
 El Reglamento (CE) nº 428/2009 define los distintos tipos de licencia de 
exportación y establece una relación de bienes afectados. Con carácter general, los 
controles se aplican a todas las exportaciones a territorios extracomunitarios, salvo 
algunos bienes muy sensibles recogidos en una lista específica que figura como anexo al 
reglamento. Esta lista parte de los bienes de doble uso contemplados en otros foros e 
instrumentos218 como: el Arreglo de Wassenaar (AW)219, el GSN (Grupo de 
Suministradores Nucleares)220, el RCTM (Régimen de Control de Tecnología de 
Misiles)221, el Grupo Australia (contra la proliferación de armas biológicas y químicas)222, 
 
216 SEVINI, Filippo, JANSSENS, Willem, MACLEAN, Finlay, TIMMERMANS, Peter, “Export control 
on dual use goods in the European Union”, ESARDA 33rd annual meeting - Symposium on safeguards and 
nuclear material management, 2011, p.2.  
217 Reglamento (CE) nº 428/2009 del Consejo, de 5 de mayo de 2009, por el que se establece un régimen 
comunitario de control de las exportaciones, la transferencia, el corretaje y el tránsito de productos de doble 
uso. Diario Oficial L nº134, de 29 de mayo de 2009, pp. 1-269.  
218 MURO MARTÍNEZ, Ramón, “El control del comercio exterior…”, op. cit., p.140. 
219 El Arreglo de Wassenaar es el primer acuerdo global multilateral sobre control de exportaciones de 
armas convencionales y bienes y tecnología de doble uso. Recibió su aprobación final por 33 países 
cofundadores en julio de 1996 y empezó a aplicarse en septiembre de 1996. Wassenaar, Arreglo de 
Wassenaar. Disponible online: www.wassenaar.org/es/about-us/ 
220 El Grupo de Suministradores Nucleares establecido en 1974 es un grupo de países proveedores nucleares 
que se coordina para contribuir a la no proliferación de las armas nucleares a través de la implementación 
de directrices reguladores de las exportaciones nucleares y las exportaciones relacionadas con tecnologías 
nucleares. Nuclear Suppliers Group, Sobre el GSN. Disponible online: 
www.nuclearsuppliersgroup.org/es/sobre-el-gsn 
221 El Régimen de Control de Tecnología de Misiles, creado 1987, está constituido por 34 Estados. Su 
principal misión es el control de las exportaciones de materiales y tecnologías destinados a la producción 
de ciertos sistemas de misiles, y su objetivo es impedir la proliferación de misiles de largo alcance y gran 
capacidad de carga. Missile Technology Control Regime, MTCR. Disponible online: mtcr.info 
222 El Grupo de Australia, conformado por 42 Estados, para el control de exportaciones de material sensible 
y tecnología de doble uso. Su objetivo es intercambiar información y coordinar la adopción de medidas 
reguladoras de la exportación de determinadas sustancias químicas, agentes biológicos, y elementos y 
equipos para la fabricación de sustancias químicas y biológicas de doble uso, para garantizar que las 
exportaciones de estos productos sensibles que realizan sus miembros no contribuyan a la proliferación de 
armas biológicas y químicas. The Australia Group, El Grupo Australia: Introducción. Disponible online: 
australiagroup.net/es/introduccion.html 
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la Convención sobre las Armas Químicas223, la Resolución del Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas 1540 (2004)224, la Convención sobre las Armas Biológicas y 
Toxínicas225 y el Tratado de No Proliferación Nuclear226. 
 La aplicación del Código Aduanero Comunitario aprobado por el Reglamento 
(UE) nº 952/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de octubre de 2013227, es 
responsabilidad directa de los Estados miembros y las excepciones de seguridad nacional 
se permiten caso por caso.  
 Algunos Reglamentos del Consejo en materia de medidas restrictivas pueden 
contener listas de artículos de doble uso adicionales a las establecidas en el Reglamento 
428/2009228. Por ejemplo, el Reglamento (UE) nº 267/2012 del Consejo, de 23 de marzo 
de 2012 relativo a medidas restrictivas contra Irán229 comprende restricciones adicionales 
 
223 La Convención sobre las Armas Químicas, que entró en vigor en 1997, es un tratado internacional en 
virtud del cual se prohíbe el desarrollo, la producción, el almacenamiento, la transferencia y el empleo de 
armas químicas. Además, establece la destrucción de estas armas en un plazo de tiempo específico. OPCW, 
Convención sobre las Armas Químicas. Disponible online: www.opcw.org/es/convencion-sobre-las-armas-
quimicas  
224 En la Resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de 28 de abril de 2004, 
el Consejo de Seguridad decidió que todos los Estados deben abstenerse de suministrar cualquier apoyo a 
los agentes no estatales que traten de desarrollar, adquirir, fabricar, poseer, transportar, transferir o emplear 
armas nucleares, químicas o biológicas y sus sistemas vectores. La resolución obliga a todos los Estados a 
adoptar y aplicar leyes eficaces, así como otras medidas eficaces para prevenir la proliferación de estas 
armas y sus sistemas vectores. Naciones Unidas, Resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas. Disponible online: www.un.org/disarmament/es/adm/resolucion-1540-2004-del-
consejo-de-seguridad-de-las-naciones-unidas/ 
225 Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas 
Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre su Destrucción. Es el primer tratado multilateral sobre 
desarme que prohíbe el desarrollo, la producción y el almacenamiento de toda una categoría de armas de 
destrucción masiva, quedó abierto a la firma el 10 de abril de 1972. Entró en vigor el 26 de marzo de 1975. 
Naciones Unidas, Armas biológicas. Disponible online: www.un.org/disarmament/es/adm/armas-
biologicas/ 
226 El Tratado sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares (TNP) tiene como fin prevenir que las 
armas nucleares se sigan desarrollando, fomentando los usos pacíficos de la energía nuclear y promoviendo 
el desarme nuclear. El TNP entró en vigor en 1970. Con más de 190 partes, es el tratado del ámbito de la 
no proliferación y el desarme con mayor número de adhesiones. Organismo Internacional de Energía 
Atómica, Tratado sobre la No Proliferación. Disponible online: www.iaea.org/es/temas/tratado-sobre-la-
no-proliferacion 
227 Reglamento (UE) nº 952/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de octubre de 2013, por el 
que se establece el código aduanero de la Unión. Diario Oficial L nº 269, de 10 de octubre de 2013, pp.1-
101. 
228 SEVINI, Filippo, JANSSENS, Willem, MACLEAN, Finlay, TIMMERMANS, Peter, “Export control 
on dual use goods in the European Union”, ESARDA 33rd annual meeting - Symposium on safeguards and 
nuclear material management, 2011, p.5. 
229 Ejemplo de ello, es la Decisión 2011/235/PESC del Consejo del 12 de abril de 2011, relativa a medidas 
restrictivas dirigidas contra determinadas personas y entidades habida cuenta de la situación de Irán, 
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sobre el comercio de bienes y tecnología de doble uso, y sobre equipos y tecnología clave 
que en Irán pueden emplear en la industria petroquímica. En virtud del mismo se prohíbe 
adicionalmente el comercio de oro, metales preciosos y diamantes230. Igualmente, las 
medidas restrictivas que se adoptaron contra Siria en la Decisión 2011/782/PESC del 
Consejo de 1 de diciembre de 2011 contienen restricciones adicionales a las prohibiciones 
de exportaciones de los bienes de doble uso. En virtud de esta Decisión se prohibía la 
exportación de ciertos artículos de doble uso relacionados con telecomunicaciones o con 
el control de Internet o elementos de intercepción y tecnología231. También cabe citar el 
Reglamento (UE) nº 509/2012 del Consejo, de 15 de junio de 2012, relativo a las medidas 
restrictivas habida cuenta de la situación en Siria232, donde se establecen productos 
químicos de doble uso adicionales; o el Reglamento (UE) nº 2016/682, de 29 de abril de 
2016, sobre la aplicación de medidas restrictivas contra la República Popular 
Democrática de Corea233, el cual hace referencia a ADM y artículos prohibidos de doble 
uso234.  
 El control del comercio de los bienes de doble uso desempeña un papel 
fundamental en la lucha contra la proliferación de ADM, contribuyendo en gran medida 
 
Diario Oficial L100/51 de 14 de abril de 2011; y el Reglamento (UE) n.° 267/2012 del Consejo del 23 de 
marzo de 2012 relativo a medidas restrictivas contra Irán y por el que se deroga el Reglamento (UE) n.° 
961/2010, Diario Oficial L88/1 de 24 de marzo de 2012. Así como la Decisión 2010/413/PESC del Consejo 
del 26 de julio del 2010 relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán y que deroga la Posición 
Común 2007/140/PESC, Diario Oficial L195 de 27 de julio de 2010. 
230 Considerando 3 del Reglamento (UE) nº 267/2012 del Consejo, de 23 de marzo de 2012, relativo a 
medidas restrictivas contra Irán y por el que se deroga el Reglamento (UE) n ° 961/2010, Diario Oficial L 
88 de 24 de marzo de 2012, p. 1–112. 
231 Decisión del Consejo 2011/782/PESC del Consejo, de 1 de diciembre de 2011, relativa a la adopción de 
medidas restrictivas contra Siria y por la que se deroga la Decisión 2011/273/PESC. Diario Oficial L nº319 
de 2 de diciembre de 2011, pp. 56-70, artículo 3.  
232 Reglamento (UE) n° 509/2012 del Consejo, de 15 de junio de 2012, por el que se modifica el Reglamento 
(UE) n° 36/2012 relativo a las medidas restrictivas habida cuenta de la situación en Siria. Diario Oficial L 
nº 156 de 16 de junio de 2012, pp. 10-37. 
233 Reglamento (UE) 2016/682 del Consejo, de 29 de abril de 2016, por el que se modifica el Reglamento 
(CE) n.° 329/2007 sobre la aplicación de medidas restrictivas contra la República Popular Democrática de 
Corea. Diario Oficial L nº117 de 3 de mayo de 2016, pp. 1-27. 
234 COLUSSI, Ilaria, “International Trade Sanctions related to Dual-Use Goods and Technologies”, Athens 
Journal of Law, 2016, vol. 2, núm. 4, p. 248. 
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a la seguridad y la estabilidad regional e internacional235. Por ello, es clave en el caso iraní 
al suponer una barrera significativa contra la proliferación nuclear. 
 
1.3.4 Sanciones comerciales 
 
 Las sanciones comerciales son aquellas restricciones al comercio impuestas por 
un país o grupo de países contra otro país o grupos de países. Estas sanciones deben ser 
respetuosas con los compromisos internacionales de la UE y sus Estados miembros, 
concretamente con los acuerdos de la Organización Mundial del Comercio (OMC), los 
Acuerdos Generales sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT), así como los 
Acuerdos sobre el Comercio de Servicios (AGCS)236. Las sanciones más frecuentes son 
los embargos de armas, las prohibiciones de exportar productos de particular importancia 
económica para la región destinataria de la medida, las prohibiciones de importar 
productos necesarios para ciertas industrias, etc. 
 Dentro de este apartado también se considera como sanciones la aplicabilidad de 
la denominada “cláusula de condicionalidad” que implica que se condiciona la ayuda al 
desarrollo al respeto de los principios democráticos y de los derechos fundamentales; en 
la financiación de actividades de promoción de los derechos fundamentales en terceros 
Estados; o en la imposición de sanciones o medidas restrictivas; etc.237 La 
condicionalidad democrática entra en la definición de una categoría de sanciones llamada 
de “vinculación positiva” o de “vinculación negativa”. Se trata de una política de 
amenazas o incentivos (carrots or sticks), donde la vinculación negativa (sticks) a 
menudo toma la forma de un embargo y la vinculación positiva (carrots) tiende a 
 
235 MURO MARTÍNEZ, Ramón, “El control del comercio exterior…”, op. cit., p.140. 
236 Orientaciones sobre sanciones, Versión de 4 de mayo de 2018. 5664/18, Consejo de la Unión Europea, 
p.11. 
237 BOU FRANCH, Valentín, “La Unión Europea y los Derechos Fundamentales: desafíos actuales”, 
Revista Europea de Derechos Fundamentales, 2014, p.20 
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recompensar al Estado destinatario de la medida con el otorgamiento de una ventaja 
comercial o financiera en caso de realizar un cambio positivo en su política exterior o 
nacional, un ejemplo de ello es el sistema de preferencias generalizadas (SPG)238. Dentro 
de la rama de las sanciones, la condicionalidad democrática le otorga un nuevo rostro y 
perspectiva a la política exterior de la UE. 
 
1.3.5 Prohibición de inversiones 
 
 La prohibición de inversiones en los países sujetos a las sanciones es una 
modalidad de medida restrictiva que se puede adoptar dentro de los regímenes 
sancionatorios de la UE. La prohibición puede afectar a diversos ámbitos, como el sector 
financiero, la industria petroquímica y de la producción de electricidad,239 el sector 
inmobiliario, en empresas y títulos240, así como implicar una prohibición total a la 
inversión241. 
 
238 El actual sistema de preferencias generalizadas (SPG) está regulado en el Reglamento (UE) n.º 978/2012. 
Se trata de un es un instrumento comercial clave de la política comunitaria de ayuda al desarrollo. En virtud 
del SPG la UE proporciona un acceso preferencial no recíproco al mercado comunitario de productos 
originarios en países y territorios en desarrollo a través de la exoneración total o parcial de los derechos 
arancelarios. El objetivo de este sistema es la reducción la pobreza en los países en vías de desarrollo con 
la generación de ingresos adicionales a través de sus exportaciones, garantizar los derechos humanos y 
laborales fundamentales y promover el desarrollo sostenible y la gobernanza. Ministerio Industria, 
Comercio y Turismo, Medidas Arancelarias.  
239 Ejemplo de ello es el caso de las sanciones contra Siria, Decisión 2013/255/PESC del Consejo de 31 de 
mayo de 2013, relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Siria -artículo 20-, Diario Oficial L 
147/17 de 1 de junio de 2013; y el Reglamento (UE) nº 36/2012 del Consejo de 18 de enero de 2012, 
relativo a las medidas restrictivas habida cuenta de la situación en Siria -artículo 23-, Diario Oficial L 
16/8 de 19 de enero de 2012.  
240 Por ejemplo, el caso de medidas restrictivas a Rusia por la invasión de Crimea y Sebastopol, Reglamento 
(UE) nº 833/2014 del Consejo, de 31 de julio de 2014, relativo a medidas restrictivas motivadas por 
acciones de Rusia que desestabilizan la situación en Ucrania -artículo 5-. Diario Oficial L 229 de 31 de 
julio de 2014.  
241 Un ejemplo de prohibición total es la llevada a cabo contra Corea del Norte en el Reglamento (UE) 
2017/658 del Consejo de 6 de abril de 2017 por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 329/2007 relativo 
a la adopción de medidas restrictivas contra la República Popular Democrática de Corea, Diario Oficial 
L 94/3 de 7 de abril de 2017.  
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 Estas prohibiciones suelen afectar mayoritariamente al Banco Europeo de 
Inversiones (BEI)242 que en algunos de los casos no puede efectuar desembolsos o pagos 
celebrados por los estados sancionados o cualquiera de sus autoridades y el BEI. Por 
ejemplo, a consecuencia del no reconocimiento de la UE de la anexión ilegal de Crimea 
y Sebastopol por parte de Rusia, el Consejo solicitó al BEI que suspendiese la 
financiación de operaciones en Rusia, e invitó a la Comisión a reevaluar e incluso 
suspender, los programas de cooperación bilateral y regional entre la UE y Rusia243.  
 
1.3.6 Prohibiciones en el sector de los transportes  
 
 Existe la posibilidad de adoptar medidas que afecten al sector de los transportes. 
En estos casos se acuerdan acciones como la denegación del acceso a los aeropuertos de 
la UE de vuelos de transporte de mercancías, prohibiciones del mantenimiento y la 
revisión de aeronaves o buques de transporte de mercancías que transporten material o 
productos prohibidos. Entre las prohibiciones de vuelos en el espacio aéreo y los puertos 
europeo a aviones y barcos destacan los regímenes de sanciones adoptados contra Corea 
del Norte y Siria244. El artículo 25, apartado 1 de la Decisión 2013/255/PESC del Consejo, 
de 31 de mayo de 2013, relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Siria 
establece:  
 
“Los Estados miembros, de conformidad con su legislación nacional y en 
consonancia con el Derecho internacional, en particular los acuerdos 
 
242 El Banco Europeo de Inversiones (BEI) es la institución financiera de la Unión Europea que participa 
activamente en todos los sectores económicos, tanto en los países miembros de la UE como en otros 150 
países no miembros. Folleto Informativo Nº1: El Banco Europeo de Inversiones: el poder invisible dentro 
de la Unión Europea.  
243 BORLINI, Leonardo, y SILINGARDI, Stefano, “Defining Elements and Emerging Legal Issues of EU 
'Sanctions'”, The Italian Yearbook of International Law, 2018, p.40. 
244 RUSSELL, Martin, “EU sanctions: A key foreign …”, op. cit., p.4. 
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internacionales pertinentes sobre aviación civil adoptarán las medidas necesarias 
para impedir el acceso a los aeropuertos bajo su jurisdicción de todos los vuelos 
exclusivamente de carga explotados por compañías de transporte aéreo sirias y de 
todos los vuelos de Syrian Arab Airlines” 245. 
 
1.4 Las medidas restrictivas selectivas: procedimiento de designación e identificación 
de los destinatarios de las sanciones 
  
 Una de las características y elementos originales de las medidas restrictivas es su 
selectividad. La designación e identificación de aquellos que van a estar incluidos en las 
denominadas “listas negras”, que van a sufrir sus consecuencias negativas, es uno de los 
elementos más importantes del proceso de adopción de las mismas porque implica no 
solo la designación de los afectados, sino porque de ello también va a depender realizar 
una correcta notificación246, esencial para el disfrute de los derechos fundamentales, 
especialmente los de índole procesal. La debida protección de los derechos de los 
sancionados se ha convertido en un elemento clave para las instituciones comunitarias, 
especialmente el TJUE247.  
 En primer lugar, respecto de la identificación y la designación de las personas 
físicas, para evitar cualquier problema de identificación y de respeto a los derechos del 
designado, conviene disponer del máximo número posible de identificadores entre los 
que cabe citar: apellidos, nombres, apodos, sexo, fecha y lugar de nacimiento, 
nacionalidad, domicilio, número de documento de identidad o pasaporte248. Sin embargo, 
cuando se está ante sanciones contra regímenes de terceros países, reiterada 
 
245 Decisión 2013/255/PESC del Consejo, de 31 de mayo de 2013, relativa a la adopción de medidas 
restrictivas contra Siria, Diario Oficial L 147, de 1 de junio de 2013. 
246 Un ejemplo de notificación puede consultarse en el ADENDA VI. Ejemplo de notificación 
247 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial de la ejecución de las sanciones antiterroristas del Consejo 
de Seguridad en la Unión Europea”, Revista Electrónica De Estudios Internacionales, núm. 15, 2008, p.22. 
248 Consejo de la Unión Europea, Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas 
restrictivas. 15530/16. Bruselas, marzo de 2016, párrafo 4.  
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jurisprudencia del TJUE incluye a los dirigentes de países terceros y a los individuos y a 
las entidades asociadas con dichos dirigentes, bajo su control directo o indirecto, sin que 
sea necesario aportar más datos debido a que su identificación va intrínsecamente unida 
al cargo que desempeñan249.   
 En segundo lugar, respecto de las entidades, el RELEX establece que la 
información debería incluir en lo posible la denominación completa, centro de 
operaciones principal, domicilio social, fecha y número de registro250.  En la interposición 
de un recurso de anulación, que supone la eliminación del nombre en el anexo del 
Reglamento en virtud del cual se adoptan las medidas, se plantea la cuestión de si la 
inclusión en la lista de una sociedad matriz comporta la inclusión de todas sus filiales. 
Una respuesta afirmativa entrañaría que cuando se interpone un recurso de anulación solo 
debe plantearse respecto de la matriz. Por el contrario, si se entiende que la inclusión se 
predica de cada entidad de manera individual sin que se diferencie entre matriz y filial y 
el recurso de anulación se debe realizar únicamente por la entidad mencionada.  
 La cuestión se suscitó en el asunto Safa Nicu Sepahan Company251. En un primer 
momento la demandante alegó que la motivación de la sanción contra la entidad 
identificada como “Safa Nicu” se refería además a varias de sus “sociedades filiales”. En 
consecuencia, solicitó la anulación de la inclusión del nombre de dichas sociedades. En 
cambio, el Tribunal, siguiendo los argumentos del Consejo, entendió que se mencionaban 
nombres distintos al de “Safa Nicu” para indicar otra denominación de la demandante, y 
no para designar a personas distintas de esta. Se trataba de un problema de identificación 
y asignación pues apoyaron su argumentación en el hecho de que la motivación se 
 
249 Sentencia del Tribunal General Georgias y otros contra Consejo y Comisión, T-168/12, EU: T:2014:781, 
apartado 52. Ratificado por el Auto del Tribunal de Justicia Georgias y otros contra Consejo y Comisión. 
C-545/14P, EU:C:2015:791, apartado 47.  
250 Consejo de la Unión Europea, Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas 
restrictivas. 15530/16. Bruselas, marzo de 2016, párrafo 4.  
251 Sentencia del Tribunal General Safa Nicu Sepahan Co. contra Consejo, T-384/11, EU: T:2014:986.  
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encontraba redactada en singular, lo que implicaba que se refería a una única entidad. A 
tenor de lo dispuesto, el Tribunal declaró la inadmisibilidad de la pretensión de anulación 







































252 Sentencia del Tribunal General Safa Nicu Sepahan Co. contra Consejo, T-384/11, EU: T:2014:986, 
párrafo 43-44. 
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Capítulo II. Evolución del marco jurídico de las medidas restrictivas 
 
La legislación reguladora de las medidas restrictivas ha experimentado una 
notable evolución en el derecho comunitario. Las primeras medidas que se adoptaron en 
el marco de la Comunidad Económica Europea (CEE) fueron implementadas bajo bases 
jurídicas que requirieron de amplias interpretaciones por parte del Consejo de la UE y 
que fueron en repetidas ocasiones cuestionadas ante el Tribunal de Primera Instancia 
(TPI). Su validez y adecuación al derecho comunitario fueron aceptadas por el TPI. A 
partir de 1993, con el Tratado de Maastricht se contó con un procedimiento específico 
para la imposición e implementación de las medidas restrictivas, con una base jurídica en 
materia sancionadora radicada en las provisiones referentes a la Política Exterior y de 
Seguridad Común (PESC)253.  
En el presente capítulo se analiza el modo en que fueron llevadas a la práctica las 
primeras sanciones y los escollos tuvieron que superar para que su aplicación fuera acorde 
al derecho internacional público. Acto seguido, se estudia la evolución que las distintas 
bases jurídicas han sufrido con los cambios normativos en la UE. Finalmente, se aborda 
el actual marco jurídico bajo las disposiciones del Tratado de Lisboa. En virtud del cual, 
las sanciones se han convertido en un elemento central de la PESC, con un aumento 
constante del número de países sujetos a las sanciones, pues de solo seis regímenes de 
sanciones en 1991 se ha pasado a casi treinta en la actualidad. Entre 1980 y 2014, las 
medidas restrictivas de la UE representaban el 36% de las sanciones mundiales no 
 
253 GIUMELLI, Francesco, e IVAN, Paul, “The effectiveness of EU sanctions. An analysis of Iran, Belarus, 
Syria and Myanmar (Burma)”, European Policy Centre, núm.76, 2013, p.11. 
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relacionadas con las Naciones Unidas, lo que convertía a la UE en el segundo actor más 
activo tras los Estados Unidos (36,9%)254. 
 
2.1  La imposición de sanciones con anterioridad al Tratado de Maastricht: entre la 
intergubernamentalidad y la actuación comunitaria   
 
Desde los inicios de la construcción europea con la creación de la Comunidad 
Europea del Carbón y del Acero (CECA), la Comunidad Económica Europea (CEE) y la 
Comunidad Europea de la Energía Atómica (Euratom), muchas fueron las modificaciones 
que sufrió el proyecto europeo255. Cada modificación fue acompañada de un aumento 
gradual de las competencias de la institución. A continuación, se estudian las distintas 
disposiciones que constituyeron la base jurídica para la adopción de medidas restrictivas 
en los inicios de la Comunidad Económica Europea.  
 
2.1.1  La regulación en el Tratado Constitutivo de la Comunidad Económica 
Europea 
 
El Tratado de Roma de 1957256 no establecía provisiones especiales para la 
imposición de sanciones de carácter económico ni disposiciones para la implementación 
de las decisiones tomadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. En la 
práctica los Estados miembros de la Comunidad Económica Europea se encontraron ante 
 
254 RUSSELL, Martin, “EU sanctions: A key foreign …”, op. cit., p.2. 
255 Hasta el Tratado de Maastricht las modificaciones de los Tratados de Roma fueron: el Tratado de Fusión 
(Tratado de Bruselas), firmado el 8 de abril de 1965 y el Acta Única Europea, firmada el 17 de febrero de 
1986 en Luxemburgo y el 28 de febrero de 1986 en La Haya. 
256 Tratado de Roma constitutivo de la Comunidad Económica Europea firmado el 25 de marzo de 1957. 
En esta fecha se firmó el Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea (CEE) y el Tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (CEEA o Euratom). Entró en vigor el 1 de 
enero de 1958.  
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la situación de tener que dar cumplimiento a las sanciones impuestas por el CSNU no 
siendo parte en la Carta de las Naciones Unidas. Se plantearon las primeras controversias 
que afectaban en esencia a la decisión de la autoridad competente para la aplicación de 
las sanciones. La cuestión residía en la determinación de la autoridad competente para la 
aplicación de las sanciones, es decir, si se trataba de una materia interna de los Estados 
miembros o estaba incluida en las competencias de la Comunidad. La principal disyuntiva 
consistía en resolver el papel apropiado de la CEE en relación con las sanciones, o, dicho 
de otro modo, si la CEE era simplemente un órgano de coordinación de las medidas 
nacionales adoptadas por sus Estados miembros cuando aplicaban las sanciones de la 
ONU257. El debate a nivel doctrinal se situaba entre el recurso a la intergubernamentalidad 
o a la vía comunitaria. Mientras los primeros defensores apostaban por una estricta 
separación entre las competencias comunitarias y las disposiciones en el ámbito de la 
Cooperación Política Europea (CPE). Los partidarios de la vía comunitaria defendían una 
actuación dentro de la Política Comercial Común (PCC) con vistas a la uniformidad y 
rapidez en la aplicación de las sanciones. Bajo esta postura se articuló un mecanismo cuya 
decisión inicial para la adopción de sanciones era intergubernamental y, posteriormente, 
se recurría a un instrumento comunitario para facilitar la aplicación de las sanciones258. 
A este escenario se sumaba el hecho de que la CEE no era parte en la Carta de las 
Naciones Unidas, y habría dudas de si la CEE podría aplicar sanciones mediante medidas 
legislativas259.  La cuestión era si correspondía a la CEE aplicar las sanciones cuando el 
Consejo de Seguridad aprobaba resoluciones que implicaban obligaciones a los Estados 
miembros para la adopción de sanciones económicas260. 
 
257 LOWE, A. V., y WARBRICK, Colin, “Current Developments: Public International Law”, International 
and Comparative Law Quarterly, 1993, p. 951.  
258 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p. 356. 
259 LOWE, A. V., y WARBRICK, Colin, “Current Developments: Public International Law”, International 
and Comparative Law Quarterly, 1993, p. 951.  
260 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p. 360. 
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A partir de esta premisa se examina, en primer lugar, los fundamentos jurídicos 
que se utilizaron para la adopción de sanciones económicas durante este período y, en 
segundo lugar, y partiendo de los mismos, la práctica de la CEE.  
 
A. Fundamentos jurídicos para la imposición de sanciones en el TCEE 
 
El artículo 57 del Tratado de Roma restringía la capacidad de la CCEE para la 
imposición de sanciones económicas, ya que se consideró que estas violaban las 
regulaciones del libre mercado261. Los Estados miembros de la CCEE se vieron obligados 
al cumplimiento de las sanciones del CSNU, sin contar con ninguna disposición en la que 
se regulase un mecanismo ad hoc de aplicación de sanciones en el ordenamiento jurídico 
comunitario buscando las bases jurídicas de materias conexas que hubiesen sido 
conferidas a las instituciones comunitarias262. Se encontraba cierta base legal en la 
excepción contenida en el artículo 297 del Tratado CCE263 que establecía: 
 
Los Estados miembros se consultarán a fin de adoptar de común acuerdo las 
disposiciones necesarias para evitar que el funcionamiento del mercado común 
resulte afectado por las medidas que un Estado miembro pueda verse obligado a 
adoptar en caso de graves disturbios internos que alteren el orden público, en caso 
de guerra o de grave tensión internacional que constituya una amenaza de guerra, 
o para hacer frente a las obligaciones contraídas por el mismo para el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacional. 
 
 
261 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime: The Case of Iran”, The 
Korean Journal of Defense Analysis, vol. 3, núm. 26, 2014, p. 373. 
262 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento por la Unión Europea de las Sanciones decididas por el 
Consejo de Seguridad”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, vol. 8, núm. 4, 2000, p. 455. 
263 La anterior enumeración de esta disposición correspondía al artículo 224 TCEE. Actualmente es el 
artículo 347 TFUE.  
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Esta disposición versaba sobre medidas adoptabas por cada Estado miembro con 
carácter individual, es decir, no se trataba de una cuestión a abordar desde la perspectiva 
comunitaria. Si bien se establecía un mecanismo de consulta. Los Estados miembros 
actuaban desde bases jurídicas individuales y, en consonancia, no existía uniformidad en 
la aplicación de las sanciones. Este artículo se configuraba como una cláusula de 
salvaguarda, puesto que el ámbito de actuación de la CEE se limitaba únicamente a las 
posibles interferencias en el funcionamiento del mercado común ocasionadas por un 
Estado miembro. Adicionalmente persigue que el Estado destinatario de una sanción 
pueda eludir las medidas adoptadas en su contra aprovechándose de la existencia de un 
espacio económico integrado264. El artículo 296 del Tratado265 establecía límites a la 
actuación de la Comunidad Europea (CE): 
 
1. Las disposiciones del presente Tratado no obstarán a las normas siguientes: 
a) Ningún Estado miembro estará obligado a facilitar información cuya 
divulgación considere contraria a los intereses esenciales de su seguridad;  
b) Todo Estado miembro podrá adoptar las medidas que estime necesarias para la 
protección de los intereses esenciales de su seguridad y que se refieran a la 
producción o al comercio de armas, municiones y material de guerra; estas medidas 
no deberán alterar las condiciones de competencia en el mercado común respecto 
de los productos que no estén destinados a fines específicamente militares. 
 
Esta disposición era especialmente relevante puesto que establecía el marco jurídico 
de la producción y comercialización de material de defensa266. En virtud de este artículo, 
 
264 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p. 359. 
265 La anterior enumeración de esta disposición correspondía al artículo 223 TCEE. Actualmente es el 
artículo 346 TFUE.  
266 La aplicación de la mencionada disposición ha sido objeto de litigio en repetidas ocasiones ante el 
Tribunal de Justicia que llevó a la publicación por parte de la Comisión Europea de la “Comunicación 
interpretativa sobre la aplicación del artículo 296 del Tratado en el ámbito de los contratos públicos de 
defensa”. La Comunicación tiene como objetivo disipar las dudas relativas al ámbito de aplicación del 
artículo 296, es decir, analiza las condiciones para la aplicación de la excepción que contiene esta 
disposición de acuerdo a la jurisprudencia del TJUE. AVENTIN FONTANA, Vanesa, “Actualización del 
“test de aplicabilidad” del artículo 346 del TFUE en el contexto normativo y jurisprudencial actual”, en 
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la producción y el comercio de armas, municiones y material de guerra se encontraba 
fuera del ámbito de aplicación del Tratado. Sin embargo, la exportación de material 
militar no estaba excluida de las competencias comunitarias, aunque los Estados podían 
llevar a cabo excepciones a la aplicación de las disposiciones del TCE. Tanto es así, que 
acabo configurándose como una materia situada dentro del ámbito de discrecionalidad de 
los ordenamientos internos. Solo la producción y el comercio de armas, con la excepción 
de los bienes de doble uso, constituía una materia intergubernamental al quedar excluida 
del ámbito de aplicación del TCE267. De este modo, la adopción de sanciones o la 
aplicación de embargos de bienes de carácter militar se abordaban como una competencia 
interna de los Estados miembros268. No obstante, el artículo 298269 del Tratado confería 
ciertas competencias a la CE: 
 
Si algunas de las medidas adoptadas en los casos previstos en los artículos 296 y 
297 tuvieren por efecto falsear las condiciones de competencia en el mercado 
común, la Comisión examinará con el Estado interesado las condiciones con 
arreglo a las cuales dichas medidas podrán adaptarse a las normas establecidas en 
el presente Tratado. No obstante, el procedimiento previsto en los artículos 226 y 
227, la Comisión o cualquier Estado miembro podrán recurrir directamente al 
Tribunal de Justicia si considera que otro Estado miembro abusa de las facultades 
previstas en los artículos 296 y 297. El Tribunal de Justicia resolverá a puerta 
cerrada. 
 
De acuerdo con esta disposición se proporcionaba un margen limitado de actuación 
tanto a la Comisión como al Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea (TJCE) que 
 
CESEDEN, La Contratación del Artículo 346 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 
Instituto Español de Estudios Estratégicos, 2017, p. 72. 
267 FERRER LLORET, Jaume, “La aplicación de medidas de embargo de armas adoptadas por la Unión 
Europea”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, 1999, p. 283-284 
268 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.360.  
269 La anterior enumeración de esta disposición correspondía al artículo 225 TCEE. Actualmente es el 
artículo 348 TFUE.  
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podían actuar siempre y cuando las medidas adoptadas afectaran al mercado común270. 
El TJCE no entraba a valorar el fondo de la sanción sino solamente la aplicabilidad de los 
artículos 296 y 297 TCEE. Para incoar una acción frente al TJCE gozaba de legitimidad 
un Estado tercero que considerase que existía una intromisión en las condiciones de 
mercado y no el Estado que padecía la sanción o sobre quien recaía la medida en cuestión. 
Este hecho evidencia que las sanciones eran entendidas como medidas de carácter político 
y no legislativo. No siendo necesaria la participación del Tribunal de Justicia como 
garante de los derechos ni la legalidad de las actuaciones.  
En virtud de estos artículos, 296 y 297 TCEE, la competencia en materia de 
sanciones correspondía con carácter general a los Estados miembros mediante la vía de 
la intergubernamentalidad. Otras disposiciones conferían cierta competencia a la CEE 
siendo esta competencia más amplia cuando se situaba en el ámbito de las políticas del 
mercado común. En este sentido, el artículo 113 TCEE271 establece: 
  
1. La política comercial común se basará en principios uniformes, particularmente 
por lo que se refiere a las modificaciones arancelarias, la celebración de acuerdos 
arancelarios y comerciales, la consecución de la uniformidad de las medidas de 
liberalización, la política de exportación, así como las medidas de protección 
comercial, y, entre ellas, las que deban adoptarse en caso de dumping y 
subvenciones. 
2. Para la ejecución de esta política comercial común, la Comisión presentará 
propuestas al Consejo. 
 
En cuanto sanciones económicas, estas medidas invariablemente requerían la 
suspensión de las relaciones comerciales entre la Comunidad y el Estado objeto de la 
sanción. Normalmente la aplicación de las medidas se circunscribía a la política comercial 
 
270 BETHLEHEM, Daniel, “The European Union”, Vera GOWLLAN-DEBBAS y Djacoba Liva 
TEHINDRAZANARIVELO, (eds.), National Implementation of United Nations Sanctions: A Comparative 
Study, Leiden, Brill, 2004, p.134. 
271 La enumeración cambió al artículo 133. 
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común (PCC) y, por tanto, se trataba de una materia de competencia comunitaria. Las 
competencias de los Estados miembros en materia de política comercial se transferían a 
la CEE. Dentro del ámbito de aplicación de este artículo la cuestión fue discernir el 
alcance de la PCC. En diversos pronunciamientos judiciales, fuera del contexto de la 
imposición de medidas restrictivas, el Tribunal, defendió una interpretación amplia del 
concepto de PCC ya que una política comercial basada en principios comunes implicaba 
una regulación de intercambios exteriores desde una perspectiva abierta, es decir, no 
limitada a la gestión de determinados sistemas, como aduanas y las restricciones 
cuantitativas. Por este motivo, aunque un producto revistiese de importancia desde una 
perspectiva de seguridad no se le podía excluir del ámbito de la PCC. Sin embargo, 
cuando las sanciones económicas afectaban a servicios e inversiones se encontraban fuera 
de las competencias comunitarias del artículo 113 TCC, y, por tanto, las medidas debían 
aplicarse por los Estados miembros a nivel nacional272. 
Además, era posible encontrar otras medidas que se podían adoptar en sede 
comunitaria cuyo fundamento residía en las disposiciones del Tratado de Roma. Así, por 
ejemplo, se puede citar el artículo 71 del Tratado273 que señalaba: “el Consejo, […] 
establecerá: a) normas comunes aplicables a los transportes internacionales efectuados 
desde el territorio de un Estado miembro o con destino al mismo o a través del territorio 
de uno o varios Estados miembros”274. Finalmente, se podría acudir al artículo 308 del 
Tratado275 que constituía una base de carácter excepcional para la consecución de los 
objetivos de la Comunidad. En virtud del mismo:  
 
272 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., pp. 357-358.  
273 La anterior enumeración de esta disposición correspondía al artículo 75 TCEE. 
274 BETHLEHEM, Daniel, “The European Union”, GOWLLAN-DEBBAS, Vera, y 
TEHINDRAZANARIVELO, Djacoba Liva (eds.), National Implementation of United Nations Sanctions: 
A Comparative Study, Leiden, Brill, 2004, p.136. 
275 La anterior enumeración de esta disposición correspondía al artículo 235 TCEE. Actualmente es el 
artículo 352 TFUE. 
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Cuando una acción de la Comunidad resulte necesaria para lograr, en el 
funcionamiento del mercado común, uno de los objetivos de la Comunidad, sin que 
el presente Tratado haya previsto los poderes de acción necesarios al respecto, el 
Consejo, por unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa consulta al 
Parlamento Europeo, adoptará las disposiciones pertinentes. 
 
Esta cláusula de imprevisión o flexibilidad desempeñará una particular función en 
la evolución de la interpretación de las competencias comunitarias para adoptar medidas 
restrictivas contra particulares276. 
 
B. Aplicación de sanciones económicas en el Tratado de Roma  
 
En el periodo de vigencia del Tratado de Roma varios fueron los regímenes de 
sanciones que la Comunidad Europea adoptó, si bien únicamente consistían en la 
implementación de decisiones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Se 
distinguen los siguientes casos en los que el debate se situó entre la aplicabilidad del 
artículo 297 y del artículo 113 del TCE, es decir, si consistía en una cuestión interna de 
los Estados miembros o comunitaria.  
a) El régimen de sanciones contra Rodesia del Sur. La aparición de la “Doctrina 
Rodesia” en la elección de la base jurídica 
 
Las sanciones contra Rodesia, actual Zimbabue, evidenciaron por primera vez el 
problema competencial entre la CEE y los Estados miembros cuando aplicaban las 
sanciones adoptadas por Naciones Unidas277. Este régimen de sanciones se estableció 
 
276 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p. 361. 
277 El Consejo de Seguridad de Naciones Unidas adoptó medidas con carácter recomendatorio contra 
Rodesia del Sur en la Resolución 217 (1965) del Consejo de Seguridad, de 20 de noviembre de 1965, y en 
la Resolución 221 (1966) del Consejo de Seguridad, de 9 de abril de 1966. Posteriormente con la Resolución 
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como respuesta a la declaración de independencia de Rodesia del Sur y estuvo vigente 
desde 1965 hasta 1979278. Los Estados miembros decidieron actuar independientemente 
de la CEE, acudiendo al artículo 297 del TCEE y descartando la aplicación del artículo 
113 del TCEE debido a que “aunque se aplican a la esfera comercial, las medidas 
decididas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas […] se tomaron con el 
propósito de mantener la paz y la seguridad internacionales y, por tanto, no entran dentro 
del ámbito del artículo 113”279. Este razonamiento se conoce como la “Doctrina Rodesia 
del Sur”280, en virtud del cual las sanciones eran una competencia de los Estados 
miembros y no de la CEE, sobre todo, al tratarse de una decisión del Consejo de 
Seguridad, a pesar de que la esfera económica o comercial se viese afectada. Existía una 
profunda preocupación por parte de los Estados miembros para no poner en peligro su 
libertad para determinar sus políticas exteriores281. 
Además, durante los primeros pasos de este régimen de sanciones, la Comunidad 
Europea no era miembro de Naciones Unidas y se encontraba en un período de transición 
previsto en el TCEE con anterioridad a que la política comercial común se convirtiera en 
competencia exclusiva comunitaria en 1970282. Posteriormente la normativa de 
liberalización comercial de la CEE con Rodesia y la retirada de las sanciones se hizo bajo 
 
232 (1966) del Consejo de Seguridad, de 16 de diciembre de 1966, se adoptaron medidas de carácter 
vinculante, consistentes en la prohibición a la: importación de determinados bienes, la exportación de 
armas, equipamiento militar y de equipamientos y materiales para la fabricación de vehículos y aviones. 
Adicionalmente se adoptó la Resolución 253 (1968) del Consejo de Seguridad, de 29 de mayo de 1968, que 
establecía una prohibición general de cualquier actividad comercial con Rodesia, salvo aquellas con 
carácter humanitario.  
278 PORTELA, Clara, “EU Sanctions…”, op. cit., p.23.  
279 Answer to written question Nº. 526/75 by Mr Patijn to the Council of EC dated 17 Mars 1976. Diario 
Oficial C89/6, del 16 de abril de 1976. Citado en LOWE, A. V., y WARBRICK, Colin, “Current 
Developments: Public International Law”, International and Comparative Law Quarterly, 1993, p. 952.  
280 DE WILDE D’ESTMAEL, Tanguy, “L’elaboration du droit des sanctions économiques 
communautaires: enjeux et normativité politiques du processus”, Droit et Societé, núm.49, 2001, p. 736.  
281 PORTELA, Clara, “EU Sanctions…”, op. cit., p.23.  
282 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.364.  
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las disposiciones de Política Comercial Común del TCCE en virtud del artículo 113 del 
TCCE283. 
 
b) El régimen de sanciones contra Sudáfrica 
 
El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas adoptó medidas284 en 1977 
contra Sudáfrica consistente en un embargo de material militar. De acuerdo con el artículo 
296 TCEE, las medidas relativas a la producción o el comercio de armas, municiones y 
material de guerra constituían en una competencia exclusiva de los Estados Miembros. 
Por ello, la Comunidad no tomó ninguna medida para la implementación de la Resolución 
del CS.  
El debate sobre la competencia de la Comunidad en el campo de las sanciones 
económicas continuó durante los años ochenta.285 De este modo, la cuestión surgió con 
más fuerza cuando la CE adoptó sanciones contra Sudáfrica en 1985 con vistas a ejercer 
presión internacional contra el régimen del apartheid. Los líderes de la Comunidad 
compartían su condena al apartheid, y por ello, los ministros de Asuntos Exteriores de la 
CE acordaron una Política Común en septiembre de 1985. Sin embargo, se encontraban 
divididos acerca de la acción más eficaz para mantener presión sobre el país286. 
Finalmente, las sanciones que se adoptaron contra Sudáfrica se ampararon dentro de la 
competencia exclusiva de los Estados miembros287 a tenor del artículo 296 TCE. Las 
 
283 BETHLEHEM, Daniel, “The European Union”, GOWLLAN-DEBBAS, Vera, y 
TEHINDRAZANARIVELO, Djacoba Liva (eds.), National Implementation of United Nations Sanctions: 
A Comparative Study, Leiden, Brill, 2004, p.137. 
284 El Consejo de Seguridad de Naciones Unidas adoptó la Resolución 418 (1977), del 4 de noviembre de 
1977.  
285 BETHLEHEM, Daniel, “The European Union” …, op. cit., pp.137-138. 
286 SMITH, Susanna, “The role and responsibilities of the European Community”, en SMITH, Susanna, 
Front Line Africa: The Right to a Future, Oxfam, 1990, p.306 
287 Los países europeos que adoptaron sanciones contra el régimen de Sudáfrica fueron: Italia, Dinamarca, 
Suecia, Francia, Portugal, España, Países Bajos, Austria e Irlanda.  
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sanciones consistieron en medidas comerciales y económicas, eminentemente en 
embargos de material militar288. 
 
c) El régimen de sanciones contra Argentina a consecuencia de la invasión de las 
Malvinas. La aparición de la “Doctrina Malvinas” en la elección de la base jurídica 
 
Como se ha visto en los dos casos anteriores, la CEE implementaba las sanciones 
de Naciones Unidas289 a través de los ordenamientos internos en aplicación del artículo 
297 TCE. Esta tendencia empezó a cambiar a raíz de la reacción ante la crisis de las 
Malvinas en abril de 1982290. El Gobierno británico adoptó una serie de medidas con 
carácter unilateral contra Argentina y otros Estados miembros empezaron a discutir, a 
través del artículo 297 TCE, que requería una consulta previa dentro del ámbito de la 
Cooperación Política Europea291 (CPE)292, si ésta era la base jurídica más adecuada. El 
Consejo adoptó un Reglamento tomando como base el artículo 113 TCE, basándose en la 
necesidad de “tomar medidas urgentes y uniformes”293. Las sanciones contenidas en el 
mencionado Reglamento implicaban sanciones de carácter comercial consistente en 
 
288 MARGARITIS, Konstantinos, “An outline of the Europe – South Africa relations. During and post the 
apartheid era”, CES Working Paper, 2002, p. 762. 
289 A raíz de la Crisis de las Malvinas, el Consejo de Seguridad adoptó la Resolución 502 (1982) del Consejo 
de Seguridad, de 3 de abril de 1982. 
290 La crisis de las Malvinas, que desembocó en la Guerra de las Malvinas, fue un conflicto histórico por 
la soberanía de las islas entre Gran Bretaña y Argentina, que se dilató en el tiempo y se encrudeció desde 
finales de 1981. Y finalmente la noche del 1 al 2 de abril de 1982 las tropas militares argentinas ocuparon 
las islas. KAPLAN, Marcos, “La Guerra de las Malvinas. Aspectos políticos y jurídicos”, Boletín Mexicano 
de Derecho Comparado, 1984, núm. 49, p.121 
291 El origen de la CPE se encuentra en 1970, en la Cumbre de Luxemburgo, dentro del conocido como el 
“Informe Davignon I” donde se establecía una vinculación entre el avance de la construcción europea y la 
coordinación de las políticas exteriores. Posteriormente fue institucionalizada por el Acta Única Europea 
(AUE) en 1987. La CPE suponía únicamente la consulta entre los Estados miembros sobre las cuestiones 
importantes de política exterior. Se mantenían dos veces al año reuniones ministeriales y un Comité Político 
se reunía cuatro veces al año. La presidencia de estas reuniones y la del Comité estaba vinculada a la 
Presidencia Comunitaria, como la secretaría de la cooperación política y la organización de las reuniones. 
DE CASTRO SÁNCHEZ, Claribel, “De la Cooperación Política Europea a la Política Exterior y de 
Seguridad Común”, Boletín de la Facultad de Derecho, UNED, 2000, p. 239-245.  
292 PORTELA, Clara, “EU Sanctions…”, op. cit., p.23. 
293 Reglamento (CEE) nº 877/82 del Consejo, de 16 de abril de 1982, por el que se suspende la importación 
de todos los productos originarios de Argentina. Diario Oficial L nº 102/1 del 16 de abril de 1982, p.1. 
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embargos a productos argentinos. La práctica de la Comunidad y los Estados miembros 
en la crisis de las Malvinas puso en evidencia que el artículo 113 TCEE no podía 
constituir un fundamento autónomo para la adopción de sanciones económicas dado el 
componente político de la decisión que requería de una actuación previa en el marco de 
la CPE. La decisión de aplicar sanciones económicas y recurrir a instrumentos 
comunitarios para su ejecución se adoptaba en el marco de la intergubernamentalidad de 
la CPE294. 
Durante este período las sanciones en la CEE se concibieron como un proceso de 
dos etapas: la primera, con una decisión de la CPE que proporcionaba la dirección 
política, y la segunda etapa consistente en la implementación por los propios Estados 
miembros y/o por la Comunidad de las medidas según la materia de la sanción295. La CEE 
realizó una interpretación jurídica de las disposiciones que le permitieron asumir sus 
competencias en la esfera internacional sobre la base de la CPE296. 
 
2.1.2  La regulación en el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea 
del Carbón y del Acero 
 
Dentro de la práctica en el ámbito del Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea del Carbón y del Acero (TCECA), los Estados miembros, al carecer de bases 
jurídicas para fundamentar la aplicación de medidas sancionatorias relativas al carbón y 
al acero, adoptaban las sanciones mediante la decisión de los representantes de los 
Gobiernos de los Estados miembros reunidos en el seno del Consejo tras un acuerdo en 
la Cooperación Política Europea (CPE). De dicha técnica jurídica destacaba que poseía 
 
294 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.364.  
295 CREMONA, Marise, “EC Competence, “Smart Sanctions”, and the Kadi Case”, Yearbook of European 
Law, núm. 28, p. 564. 
296 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., pp.370-371.  
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al mismo tiempo características del Derecho internacional público y del ordenamiento 
jurídico comunitario, si bien la jurisprudencia del TJCE excluyó el control de legalidad 
de dichas decisiones297.  
 
2.1.3  La regulación bajo el Acta Única Europea  
 
 El Acta Única Europea (AUE), adoptada en 1987, es un tratado que contiene 
enmiendas a los tratados originales de París y Roma. Con el AUE se modificaron las 
normas de funcionamiento de las instituciones europeas y se ampliaron las competencias 
de la Comunidad Europea en diversos ámbitos políticos, a saber: medio ambiente, política 
social, investigación y desarrollo tecnológico, capacidad monetaria, etc.298 Hasta ese 
momento, la competencia en materia sancionadora correspondía a los Estados miembros 
y exclusivamente en cuestiones comerciales pertenecía a la Comunidad Europea. Es por 
ello, que cuando Estados Unidos le solicitó que se uniera a sus sanciones contra Libia e 
Irán, la Comunidad fue incapaz de llegar a ninguna decisión299.  
 Las sanciones de los Estados Unidos contra Libia comenzaron en 1978 con la 
prohibición de la venta de equipos militares a Libia al incluirse al país en la lista de 
estados que patrocinan el terrorismo internacional prohibiéndose la mayoría de la 
asistencia económica, préstamos y apoyo internacional y a la exportación de artículos de 
doble uso300. Los Estados miembros aprobaron dentro de la CPE una Declaración el 27 
de enero de 1986 por la que se establecía un embargo de armamento y de cualquier 
 
297 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., p. 458.  
298 ALDECOA LUZARRAGA, Francisco, “El Acta Única Europea. Primer paso incierto en la 
profundización comunitaria hacia la Unión Europea”, Revista de Estudios Internacionales, 1986, p. 554. 
299 KREUTZ, Joakim, “Hard Measures by a Soft Power? Sanctions policy of the European Union 1981—
2004”, Bonn International Center for Conversion, 2005, p.9. 
300 DOXEY, Margaret P., “International Sanctions in Contemporary Perspective”, Palgrave Macmillan, 
1996, p. 43. 
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material militar hacia Libia. En abril se aprobó una nueva Declaración301 en la que 
trataron de presentar una postura unánime que apostaba por una solución política a la 
crisis libia302. Se establecían nuevas sanciones internacionales contra Libia con la 
restricción de la libertad de movimientos del personal diplomático libio, la reducción de 
personal en las misiones diplomáticas y el endurecimiento de las condiciones para la 
concesión de visados303. No obstante, la mayoría de los Estados europeos y la Comunidad 
Europea rechazaron la imposición de sanciones comerciales, aunque se comprometían a 
no obtener redito del embargo comercial adoptado por Estados Unidos304. 
El régimen de sanciones estadounidense contra Irán se impuso en 1979 a 
consecuencia de la crisis de la toma de rehenes de la embajada de Estados Unidos en 
Teherán. En el caso iraní, las divergencias entre la Comisión y el Consejo devinieron más 
palpables que en los supuestos anteriores como el de Rodesia del Sur. Cuando el Tribunal 
de Justicia tuvo la ocasión de pronunciarse, no identificó la disposición que debía 
emplearse para la adopción de una sanción económica. En su pronunciamiento no se 
invocaron ni criterios instrumentales ni puramente teleológicos para definir el alcance de 
la Política Comercial Común. El TJCE abrió una tercera vía introduciendo el concepto 
“objeto esencial” como una solución de corte salomónico que otorgaba competencias 
tanto a la Comisión como al Consejo. La Comisión defendió el uso del artículo 113 TCEE 
siempre y cuando hubiese unanimidad por parte de los Estados miembros en su 
utilización. Sin embargo, ante la falta de acuerdo entre los Estados, fue invocado el 
 
301 Political Cooperation Presidency, European Political Cooperation Presidency, La Haya, 14 de abril de 
1986. Disponible online: www.sipri.org/sites/default/files/2016-03/European-Politcal-Cooperation-
Presidency.pdf 
302 URUBURU COLSA, Juan Manuel, “Las relaciones entre la Unión Europea y Libia”, Revista de Derecho 
Comunitario Europeo, 2008, p. 421. 
303 FERRER LLORET, Jaume, “La Unión Europea ante la crisis libia: ¿Derecho Internacional, Democracia 
y Derechos Humanos en las relaciones euromediterráneas?, Revista de Derecho Comunitario Europeo, 
2012, p. 16. 
304 URUBURU COLSA, Juan Manuel, “Las relaciones entre la Unión Europea y Libia”, Revista de Derecho 
Comunitario Europeo, 2008, p.422. 
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artículo 297 TCEE insertado en una declaración de la CPE que preveía la implementación 
de medidas económicas nacionales pero decididas de manera conjunta305. Actuando de 
este modo, la Comunidad Europea decidió mejorar su capacidad para autorizar 
sanciones306.  
En materia sancionadora, la firma del Acta Única Europea implicó la 
cristalización del proceso de integración y de incremento de las competencias de la 
Comunidad. El AUE supuso un gran desarrollo y la afirmación de sus competencias en 
materia de Política Comercial Común. El AUE consagró jurídicamente la CPE307 e 
incluyó por primera vez en un Tratado la regulación de la CPE en materia de política 
exterior conforme a un régimen ordinario de derecho internacional. El artículo 30 del 
AUE establecía las disposiciones sobre la Cooperación Europea en materia de Política 
Exterior308. La Comisión Europea se convirtió en la entidad responsable de implementar 
la CPE, así como las sanciones de la ONU309. Todas las sanciones que la Comunidad 
Europea adoptó en la década de los noventa se insertaron dentro de la Política Comercial 
Común, es decir, se decidieron en virtud del artículo 113 del TCE. Las medidas de 
embargo afectaban sustancialmente el desempeño de las competencias de la PCC de la 
Comunidad. Al mismo tiempo que la participación de la Comunidad en el proceso de 
implementación de las medidas implicaba consideraciones políticas. Por ello, era 
necesaria una decisión en el marco de CPE, solo después de eso, se podía activar el 
mecanismo legislativo ordinario de la CE, cuyo resultado era la adopción de reglamentos 
 
305 DE WILDE D’ESTMAEL, Tanguy, “L’elaboration du droit des sanctions économiques 
communautaires: enjeux et normativité politiques du processus”, Droit et Societé, núm.49, 2001, p. 737-
738. 
306 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 373. 
307 RIPOL CARULLA, Santiago, “La protección de los derechos humanos fundamentales en la Unión 
Europea”, en LÓPEZ BARRERO, Esther y RIPOL CARULLA, Santiago (eds.), Derecho de la Unión 
Europea, Centro de Estudios Financieros, 2017, p. 360. 
308 MANGAS MARTÍN, Araceli, “El proceso histórico de la integración europea”, en MANGAS 
MARTÍN, Araceli y LIÑÁN NOGUERAS, Diego (eds.), Instituciones y Derecho de la Unión Europea. 
Tecnos, 2012, p. 38. 
309 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 374. 
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basados en el artículo 113 del TCE. En otras palabras, la decisión dentro de la CPE era 
un requisito del proceso de implementación de las medidas dentro de la Comunidad 
Económica310.  
Con el Acta Única Europea, los Estados dentro de la CPE se consultaban para 
adoptar declaraciones en las que se manifestaban las posiciones comunes, acordadas por 
unanimidad. Los actos normativos para poder llevar a cabo acciones comunes con el fin 
de cumplir con las sanciones decididas por el CSNU que no implicasen materias 
comunitarias debían ser acatados por los Estados a través de sus ordenamientos internos. 
En este sentido, cabe citar la práctica de dos regímenes sancionadores: Liberia311 y 
Somalia312, ejecutados por los Estados miembros de manera individual, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 297 TCEE313.  
A partir de la década de 1990, conocida como la década de las sanciones, las 
sanciones adoptadas descartaron definitivamente la vía del artículo 297 TCEE y se optó 
por la vía del artículo 113 TCE referente a la política comercial común. Acudir a la vía 
del artículo 113 TCEE implicaba una mayor seguridad jurídica al llevarse a cabo a través 
de los actos normativos adoptados por las instituciones comunitarias. Se garantizaba una 
aplicación más uniforme por parte de todos los Estados miembros y, en definitiva, se 
conseguía una mayor eficacia en la aplicación de las sanciones decretadas por la ONU. 
No obstante, utilizar esta vía implicaba una interpretación forzada de este artículo, lo que 
fue criticado por la doctrina, ya que generaba inseguridad jurídica y confusión. Ahora 
bien, ante la falta de una disposición expresa, acudir al artículo 113 TCEE era la única 
 
310 PAVONI, Riccardo, “UN Sanctions in EU and National Law: The Centro-Com Case”, International 
and Comparative Law Quarterly, 1999, 48, p. 588 
311 El Consejo de Seguridad adoptó la Resolución 788 (1992) del Consejo de Seguridad, de 19 de noviembre 
de 1992, que establecía un embargo general y completo de envíos de armas y equipo militar. 
312 El Consejo de Seguridad adoptó dada la situación en Somalia la Resolución 733 (1992) del Consejo de 
Seguridad, de 23 de enero de 1992, en virtud de la cual se acordaba un embargo general y completo de 
todos los suministros de armas y equipo militar.  
313 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., pp. 458-489.  
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alternativa posible para aplicar las sanciones decididas por el CSNU314. De igual manera, 
en aquellos supuestos donde la medida quedaba fuera del ámbito competencial del 
artículo 113 TCE empezó a recurrirse a la aplicación del artículo 308 TCE315. Se 
adoptaron sanciones contra Irak, la Antigua Yugoslavia (Serbia y Montenegro), Libia, 
Haití y Angola. A continuación, se destacan los elementos esenciales de cada uno de los 
regímenes.  
 
a) Sanciones contra Irak 
 
Con motivo de la invasión de Kuwait por parte de Irak en 1990, la CEE actuó en 
dos dimensiones. Por un lado, la CEE y sus Estados miembros se adelantaron a la 
actuación del C.S al aprobar una Declaración CPE mediante la que imponían sanciones 
contra Irak316. Las sanciones implicaban un embargo a las importaciones de petróleo de 
Iraq y Kuwait, y suspendían el Sistema De Preferencias Generalizadas a Irak317. Por otro 
lado, adoptó una Declaración con sus Estados miembros el 4 de agosto de 1990 en el 
marco de la CPE y aprobó varios reglamentos318 sobre la base jurídica del artículo 113 
TCE dando cumplimiento las sanciones impuestas por el CSNU mediante la Resolución 
661, de 6 de agosto319. 
 
314 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., p. 461.  
315 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., p. 457.  
316 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., p. 460. 
317 BOHR, Sebastian, “Sanctions by the United Nations Security Council and the European Community”, 
European Journal of International Law, 1993, p.258. 
318 Los reglamentos aprobados fueron, por un lado, el Reglamento (CEE) nº 2340/90 del Consejo, de 8 de 
agosto de 1990, por el que se impiden los intercambios de la Comunidad relativos a Irak y Kuwait, Diario 
Oficial 213 del de 9 de agosto de 1990, p.1; y, por otro lado, el Reglamento (CEE) nº 3155/90 del Consejo, 
de 29 de octubre de 1990, que amplia y modifica el Reglamento (CEE) nº 2340/90 por el que se impiden 
los intercambios de la Comunidad relativos a Irak y Kuwait, Diario Oficial L304 de 1 de noviembre de 
1990, p.1. 
319 Resolución 661 (2990) del Consejo de Seguridad, de 6 de agosto de 1990. 
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En el caso iraquí se adoptaron varios Reglamentos en virtud del artículo 308 TCE. 
Las medidas no podía ser objeto de una regulación mediante el artículo 113 TCE, pero sí 
se situaba dentro de los objetivos de la CEE320. En este sentido, el Reglamento CEE nº 
3541/92 establecía que “Considerando que [dicha] aplicación uniforme resulta esencial 
para lograr los objetivos del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea 
y, en particular, para evitar distorsiones de la competencia” y “Considerando que el 
Tratado no prevé, para la adopción del presente Reglamento, más poderes de acción que 
los del artículo 235 [posteriormente el 308 TCE]”321. 
 
b) Sanciones contra la Antigua Yugoslavia - Serbia y Montenegro 
 
La desmembración de la antigua Yugoslavia se produjo a través de una serie de 
conflictos bélicos. Este hecho se presentó como una oportunidad para la Comunidad y los 
Estados miembros de llevar a cabo una actuación relevante en el ámbito de la política 
exterior322. La reacción comunitaria323 fue anterior a la del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas. Los Estados miembros, actuando dentro de la Cooperación Política 
Europea, adoptaron una Declaración el 5 de julio de 1991, en virtud de la cual aprobaron 
un embargo de armamento y material bélico324. El Consejo de Seguridad no se pronunció 
hasta más tarde, la primera actuación fue la Resolución 713 (1991), que data de 25 de 
septiembre de 1991325. En esta resolución el Consejo de Seguridad mostraba su 
 
320 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., p. 456. 
321 Reglamento (CEE) nº 3541/92 del Consejo, de 7 de diciembre de 1992, por el que se prohíbe satisfacer 
las reclamaciones iraquíes relativas a contratos y transacciones afectados por la Resolución 661 (1990) del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y por resoluciones conexas, Diario Oficial L nº 361 de 10 de 
diciembre de 1992, pp.1-3. 
322 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.375. 
323 Véase: DE VRIES, Anthonius W., European sanctions against the Federal Republic of Yugoslavia 
from 1998 to 2000. A Special Exercise in Targeting, en CORTRIGHT, David, y LOPEZ, George A. 
(eds.), Smart Sanctions: Targeting Economic Statecraft, Rowman & Littlefield, 2002, pp.87-108.  
324 Declaración Común de la Comunidad y de sus Estados miembros de 5 de julio de 1991. 
325 Resolución 713 (1991) del Consejo de Seguridad, de 25 de septiembre de 1991.  
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preocupación por la prolongación de la situación que representaba un reto para la paz y 
seguridad internacionales, además, imponía un embargo militar.  
Lo mismo sucedió con la adopción de sanciones comerciales, la Comunidad 
Europea y sus Estados miembros, en una reunión ministerial extraordinaria en el seno de 
la CPE, adoptaron sanciones el 8 de noviembre de 1991, entre las cuales se 
encontraban326: la suspensión inmediata de la aplicación del acuerdo de cooperación y de 
comercio con Yugoslavia y su denuncia327; restricciones sobre el comercio de textiles, la 
exclusión de Yugoslavia de los beneficiarios del Sistema de Preferencias Generalizadas, 
y la suspensión formal del programa PHARE328.  Mientras que el Consejo de Seguridad 
de Naciones Unidas decidió su régimen de sanciones con la Resolución 757 (1992)329 y 
la Resolución 762 (1992) 330, en mayo y junio de 1992, respectivamente331. En 
cumplimiento de estas resoluciones, que imponían un embargo económico332, la 
 
326 OLESTI RAYO, Andreu “Algunas cuestiones sobre la adopción de sanciones económicas por la 
Comunidad Europea contra la República Federativa de Yugoslavia (Comentario a las Sentencias del TJCE 
del 30 de julio de 1996, asunto Bosphorus, y del 14 de enero de 1997, asunto Centro-Com)”, Revista de 
Derecho Comunitario Europeo, núm. 1, 1997, p.198. 
327 Se acordó que únicamente se renovaría el Acuerdo Comercial con las nuevas Repúblicas yugoslavas que 
respetasen o aceptasen los planes de paz. CHECA HIDALGO, Diego, “La acción exterior de la Unión 
Europea hacia los países de la antigua Yugoslavia”, Cuadernos constitucionales de la Cátedra Fadrique 
Furió Ceriol, 2004, p. 25. 
328 El programa PHARE (siglas en inglés de Asistencia para la Reconstrucción de Polonia y Hungría) se 
puso en marcha tras la firma entre las Comunidades Europeas y Yugoslavia el 17 de diciembre de 1990 del 
Acuerdo Marco que preveía la cooperación para llevar a cabo reformas económicas y sociales en el 
territorio. El programa descansaba en la idea de vertebrar un proceso de transición hacia una democracia 
liberal y una economía de mercado. De este modo, se promovía una estabilidad económica, social y política 
en la zona. CHECA HIDALGO, Diego, “La acción exterior de la Unión Europea hacia los países de la 
antigua Yugoslavia”, Cuadernos constitucionales de la Cátedra Fadrique Furió Ceriol, 2004, p.33; y 
Reglamento (CEE) nº 3906/89 del Consejo, de 18 de diciembre de 1989, relativo a la ayuda económica a 
favor de la República de Hungría y de la República Popular de Polonia, Diario Oficial L nº 375 de 23 de 
diciembre de 1989, p. 11-12. 
329 Resolución 757 (1992) del Consejo de Seguridad, el 30 de mayo de 1992. 
330 Resolución 762 (1992) del Consejo de Seguridad, el 30 de junio de 1992. 
331 LÓPEZ JIMÉNEZ, José Ángel, “La Política Exterior y de Seguridad Común de la Unión Europea en la 
Europa Oriental: crónica de una inacción anunciada”, Cuadernos constitucionales de la Cátedra Fadrique 
Furió Ceriol, 2004, p.93. 
332 OLESTI RAYO, Andreu, “Algunas cuestiones sobre la adopción de sanciones económicas por la 
Comunidad Europea contra la República Federativa de Yugoslavia (Comentario a las Sentencias del TJCE 
del 30 de julio de 1996, asunto Bosphorus, y del 14 de enero de 1997, asunto Centro-Com)”, Revista de 
Derecho Comunitario Europeo, núm. 1, 1997, pp. 198-199. 
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Comunidad aprobó diversos Reglamentos: el Reglamento CEE nº 1432/92333, 
Reglamento CEE nº 990/93334, Reglamento CEE nº 2471/94335, entre otros. La base 
jurídica sobre la que se adoptaron los Reglamentos fue una vez más el artículo 113 TCE, 
puesto que era un modo de “garantizar una aplicación uniforme en toda la Comunidad de 
algunas de estas medidas”336. 
Estas sanciones revisten un interés particular porque fueron objeto de diversos 
pronunciamientos del TJCE. En primer lugar, en el asunto Bosphorus del 31 de julio de 
1996337, el TJCE estableció que ya se había superado los problemas asociados al uso de 
instrumentos comunitarios sobre la base del artículo 113 TCEE y los objetivos de política 
exterior establecidos en el marco de la CPE, con la finalidad de dar cumplimiento a las 
resoluciones del CSNU338. Además, el TJCE realizó un análisis de la interpretación del 
Reglamento comunitario a la luz de las resoluciones del CSNU. A su juicio la 
interpretación del Reglamento y de la Resolución del Consejo de Seguridad debía estar 
guiada por la finalidad de garantizar que el refuerzo de las sanciones a Serbia y 
Montenegro fuese eficaz339. En último lugar, el demandante alegó la vulneración de sus 
derechos fundamentales y del principio de proporcionalidad, concretamente del derecho 
 
333 Reglamento (CEE) n° 1432/92 del Consejo, de 1 de junio de 1992, por el que se prohíbe el comercio 
entre la Comunidad Económica Europea y las Repúblicas de Serbia y de Montenegro, Diario Oficial L 151 
de 3 de junio de 1992, p. 4-6.  
334 Reglamento (CEE) nº 990/93 del Consejo, de 26 de abril de 1993, relativo al comercio entre la 
Comunidad Económica Europea y la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro), Diario 
Oficial L 102 de 28 de abril de 1993, pp. 14-16.  
335 Reglamento (CE) nº 2471/94 del Consejo, de 10 de octubre de 1994, por el que se introduce una nueva 
interrupción de las relaciones económicas y financieras entre la Comunidad Europea y las zonas de Bosnia 
y Herzegovina que se encuentran bajo control de las fuerzas serbobosnias, Diario Oficial L 266 de 15 de 
octubre de1994, pp. 1-7. 
336 Considerando del Reglamento (CEE) nº 1432/92 y del Reglamento (CEE) nº 990/93 el Consejo, de 26 
de abril de 1993. 
337 Sentencia del Tribunal de Bosphorus Hava Yollari Turizm ve Ticaret AS contra Minister for Transport, 
Energy and Communications y otros, C-84/95, ECLI:EU:C:1996:312.  
338 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.377.  
339 OLESTI RAYO, Andreu, “Algunas cuestiones sobre la adopción de sanciones económicas por la 
Comunidad Europea contra la República Federativa de Yugoslavia (Comentario a las Sentencias del TJCE 
del 30 de julio de 1996, asunto Bosphorus, y del 14 de enero de 1997, asunto Centro-Com)”, Revista de 
Derecho Comunitario Europeo, núm. 1, 1997, p. 209. 
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de propiedad y al libre ejercicio de una actividad comercial. Al respecto el TJCE 
consideró que los derechos no constituyen prerrogativas absolutas y que su ejercicio 
puede ser objeto de restricciones justificadas por objetivos de interés general perseguidos 
por la Comunidad, como, en este caso, era poner fin al estado de guerra en la región y a 
las violaciones masivas de derechos humanos340. El TJCE sostiene una postura muy 
cautelosa341 que constituyó la línea jurisprudencial con los que el TJUE sigue dando 
respuesta a los asuntos relacionados con medidas restrictivas342. 
El segundo asunto tratado por el TJCE fue el caso Centro-Com, en la sentencia 
del 14 de enero de 1997343. Este caso ponía de manifiesto el conflicto entre tres niveles 
normativos: las Resoluciones del CSNU, los Reglamentos de las CEE y las medidas 
nacionales de los Estados miembros. El Tribunal sintetiza la práctica comunitaria al 
establecer los principios reguladores de las relaciones entre la Política Comercial Común, 
competencia exclusiva de la CEE, y las competencias de los Estados miembros en materia 
de política exterior ejercidas a través de la CPE344. La sentencia concluyó que la actuación 
en el ámbito de la PESC, y anteriormente en el seno de la CPE345, requería de la utilización 
de instrumentos comunitarios para poder llevar a la práctica una decisión en el ámbito de 
la política exterior346. Ello implicaba la supeditación de la actuación de la Comunidad a 
lo previamente diseñado por los Estados miembros. El Tribunal consideró que la 
 
340 OLESTI RAYO, Andreu, “Algunas cuestiones sobre la adopción de sanciones económicas por la 
Comunidad Europea contra la República Federativa de Yugoslavia (Comentario a las Sentencias del TJCE 
del 30 de julio de 1996, asunto Bosphorus, y del 14 de enero de 1997, asunto Centro-Com)”, Revista de 
Derecho Comunitario Europeo, núm. 1, 1997, p. 209. 
341 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos de 
derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, p. 116. 
342 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.378.  
343 Sentencia del Tribunal de Justicia The Queen, ex parte Centro-Com contra HM Treasury y Bank of 
England, C-124/95, ECLI:EU:C:1997:8. 
344 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.378. 
345 Los conflictos de Eslovenia y de Croacia tuvieron lugar en el proceso de transición de la CPE a la PESC. 
LÓPEZ JIMÉNEZ, José Ángel, “La Política Exterior y de Seguridad Común de la Unión Europea en la 
Europa Oriental: crónica de una inacción anunciada”, Cuadernos constitucionales de la Cátedra Fadrique 
Furió Ceriol, 2004, p.93. 
346 Sentencia del Tribunal de Justicia The Queen, ex parte Centro-Com contra HM Treasury y Bank of 
England, C-124/95, ECLI:EU:C:1997:8, apartados 29-30. 
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adopción de la normativa comunitaria actuaba como límite a la autonomía de los Estados 
miembros en el ámbito de su política exterior347. 
 
c) Sanciones contra Libia, Haití y Angola 
 
En los casos de Libia348, Haití349 y Angola350 las Comunidades Europeas 
procedieron de forma heterogénea. Al mismo tiempo que se daba cumplimiento a 
Resoluciones del CSNU con el artículo 113 TCEE como base jurídica, se procedió 
adoptando otras medidas aplicadas por los Estados miembros a través de sus respectivos 
ordenamientos internos351. 
 
2.2  El Tratado de Maastricht: hacia una política de sanciones comunitaria  
 
 El Tratado de la Unión Europea (TUE) firmado en Maastricht en 1992 constituye 
un hito respecto a las “medidas restrictivas”, no solo por el aumento de las competencias 
de la Unión en materia sancionadora352. Por primera vez se contará con una base 
 
347 OLESTI RAYO, Andreu, “Algunas cuestiones sobre la adopción de sanciones económicas por la 
Comunidad Europea contra la República Federativa de Yugoslavia (Comentario a las Sentencias del TJCE 
del 30 de julio de 1996, asunto Bosphorus, y del 14 de enero de 1997, asunto Centro-Com)”, Revista de 
Derecho Comunitario Europeo, núm. 1, 1997, p. 205. 
348 En el caso de Libia, el Reglamento (CEE) nº 945/92 del Consejo, de 14 de abril de 1992, por el que se 
impide el suministro de determinados productos y servicios a Libia (Diario Oficial L nº101, de 15 de abril 
de 1992, p.53) daba cumplimiento a la Resolución 748 (1992) del Consejo de Seguridad, de 31 de marzo 
de 1992. 
349 Ante la situación en Haití, se adoptó el Reglamento (CEE) nº 1608/93 del Consejo por el que se impone 
un embargo contra Haití sobre petróleo y determinados productos derivados del petróleo (Diario Oficial L 
155, de 26 de junio de1993, pp.2-4), aprobado para dar cumplimiento a la Resolución 843 (1993) del 
Consejo de Seguridad, de 18 de junio de 1993. 
350 Para dar respuesta a los hechos acontecidos en Angola en la CEE se adoptó el Reglamento (CEE) nº 
2967/93 del Consejo, de 25 de octubre de 1993, por el que se prohíbe el suministro de determinados 
productos a la Unión Nacional para la Independencia Total de Angola -UNITA - (Diario Oficial L 268, de 
29 de octubre de1993, pp. 1-4) en cumplimiento de la Resolución 864 del Consejo de Seguridad, de 15 de 
septiembre de 1993. 
351 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., p. 457. 
352 Las provisiones referentes a PESC fueron modificadas por el Tratado de Ámsterdam, del 2 de octubre 
de 1997, en vigor desde el 1 de mayo de 1999.  
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legislativa cuya interpretación va a permitir la imposición de las denominadas “sanciones 
inteligentes”, es decir, la imposición de medidas restrictivas dirigidas directamente contra 
individuos y entidades no estatales353.  
 El Tratado de Maastricht incorpora la PESC354, es decir, la Política Exterior y de 
Seguridad Común a la UE, que constituyó el denominado “segundo pilar”355. Este pilar 
aúna lo que eran las Relaciones Exteriores de las Comunidades Europeas y la 
Cooperación Política Europea. El desarrollo de la PESC es posterior al de otras áreas de 
la acción exterior comunitaria. Se sitúo al margen de los mecanismos comunitarios ya 
que su elaboración y ejecución se realizaban mediante mecanismos de cooperación 
intergubernamental356. Las sanciones se insertaron en el ámbito de la PESC. El 
antecedente directo de la PESC fue la CPE, por ello, las decisiones de la PESC se basaban 
en decisiones intergubernamentales que se reflejaban en la adopción de posiciones y 
acciones comunes357. El artículo 11 TUE358 establecía los objetivos que dicha política 
debía perseguir, entre los que se encontraban el desarrollo y consolidación de la 
democracia, el Estado de derecho y el respeto de los derechos humanos y libertades 
fundamentales. Asimismo, en materia de protección de derechos fundamentales, el 
 
353 PAVONI, Riccardo, “UN Sanctions in EU and National Law: The Centro-Com Case”, International 
and Comparative Law Quarterly, 1999, 48, p. 593. 
354 La PESC fue modificándose con las reformas del Tratado de Ámsterdam (1997) y de Niza (2001), así 
como mediante la práctica del Consejo Europeo y del Consejo. POZO SERRANO, Pilar, “La Política 
Exterior y de Seguridad Común”, en BOU FRANCH, Valentín Enrique (coord.), Introducción al derecho 
de la Unión Europea, Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, p.444. 
355 El Tratado de Maastricht crea la Unión Europea abracando tres aspectos diferentes (los denominados 
pilares), a saber: el primer pilar son las Comunidades Europeas; el segundo pilar lo constituye una política 
exterior y de seguridad común, y el tercer pilar es el relativo a la cooperación entre los gobiernos de la UE 
en el ámbito de la justicia y los asuntos de interior. 
356 POZO SERRANO, Pilar, “La Política Exterior y de Seguridad Común”, en BOU FRANCH, Valentín 
Enrique (coord.), Introducción al derecho de la Unión Europea, Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, p.443. 
357 RIPOL CARULLA, Santiago, “La protección de los derechos humanos fundamentales en la Unión 
Europea”, en LÓPEZ BARRERO, Esther y RIPOL CARULLA, Santiago (eds.), Derecho de la Unión 
Europea, Centro de Estudios Financieros, 2017, pp. 360-361. 
358 Actual artículo 24 del Tratado de la Unión Europea firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992. 
Versión consolidada 2010.  
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Tratado de Maastricht implicó un gran avance porque los incluye explícitamente como 
principios generales del derecho comunitario359. 
 
2.2.1 Fundamentos jurídicos para la imposición de sanciones 
 
 Para la consecución de los objetivos de la PESC se hacía uso de los medios que 
se describían en el artículo 12 del TUE360: estrategias comunes361, acciones comunes, y 
posiciones comunes.  
 Las acciones comunes, reguladas en el artículo 13 TUE, como instrumento de 
gobernanza en el ámbito PESC, no fueron mecanismos para establecer restricciones o 
sanciones, sino que contenían un carácter proactivo para alcanzar alguno de los objetivos 
PESC. Consistían en actos PESC dirigidos a situaciones específicas en las que se 
consideraba necesaria una acción de la Unión, fijándose los objetivos, el alcance, los 
medios que haya que facilitar a la Unión, las condiciones de su ejecución y su duración362. 
Destaca, por ejemplo, la acción común del caso de Montenegro con la finalidad de “[…] 
prestar, con carácter excepcional, una rápida ayuda a corto plazo al nuevo Gobierno de 
Montenegro. El objetivo de la asistencia de la Unión consiste en ayudar al Gobierno de 
Montenegro a continuar su programa de reforma económica y política”363. En cambio, las 
 
359 Artículo F del Tratado de la Unión Europea firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992: “La Unión 
respetará los derechos fundamentales tal y como se garantizan en el Convenio Europeo para la Protección 
de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950, 
y tal y como resultan de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros como principios 
generales del Derecho comunitario”. BOU FRANCH, Valentín, “La Unión Europea y los Derechos 
Fundamentales: Desafíos Actuales”, Revista Europea de Derechos Fundamentales, 2014, p.31. 
360 Actual artículo 25 del Tratado de la Unión Europea firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992. 
Versión consolidada 2010.  
361 Las extintas “estrategias comunes” consistían en aquellos actos que adoptaba el Consejo Europeo 
aplicables en aquellos ámbitos en los que los Estados miembros tuviesen importantes intereses en común 
(artículos 13.1 y 2 del TUE). Se llevaban a cabo a través de acciones y posiciones comunes.  
362 Europea, Unión, Política Exterior y de Seguridad Común (PESC), 2013. Recuperado de europa. 
eu/pol/cfsp/index_es. htm. 
363 Algunas acciones comunes que se dictaron en la UE como la Acción Común 98/301/PESC del 30 de 
abril de 1998 adoptada por el Consejo sobre la base del artículo J.3 del Tratado de la Unión Europea, en 
apoyo al Gobierno de Montenegro - Diario Oficial n.° L 138 de 09/05/1998, p. 0001 - 0002-; Acción común 
98/117/PESC del 2 de febrero de 1998 adoptada por el Consejo sobre la base del artículo J.3 del Tratado 
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posiciones comunes, recogidas en los artículos 15 y 34 del TUE364, implicaban la 
posibilidad de tomar medidas contra terceros países. Se trataba de actos adoptados por el 
Consejo que definían el enfoque de la Unión sobre un asunto concreto de carácter 
geográfico o temático365. Este instrumento permitía la adopción de las decisiones relativas 
a la imposición de embargo de armas, la reducción de relaciones económicas y 
financieras, las restricciones de visado y la suspensión de cooperación para el desarrollo.  
 El Tratado de Maastricht codificó la práctica anterior y la incorporó al artículo 
301 TCE366. A partir de este momento, el artículo 113 TCEE dejo de emplearse como 
base legal para la adopción de sanciones económicas367. La Unión Europea adoptó 
sanciones sobre la base de los artículos 301 TCE368 y 60 TCE369. El Consejo de la 
Comunidad Europea entendía que ambas disposiciones eran una base jurídica adecuada 
para la adopción de medidas restrictivas contra personas y entidades no gubernamentales, 
siempre y cuando existiese una vinculación explícita con el territorio y el régimen 
gobernante de un país tercero. Si se analiza el tenor de estos artículos, el artículo 301 TCE 
dispone: 
 
“Cuando una posición común o una acción común, adoptadas con arreglo a las 
disposiciones del Tratado de la Unión Europea relativas a la política exterior y de 
seguridad común, impliquen una acción de la Comunidad para interrumpir o reducir 
parcialmente o en su totalidad las relaciones económicas con uno o varios terceros países, 
 
de la Unión Europea en apoyo al proceso de paz en Bosnia -Diario Oficial n.° L 035 de 09/02/1998, p. 0001 
- 0002-, Acción Común 96/656/PESC del 11 de noviembre de 1996 adoptada por el Consejo sobre la base 
del artículo J.3 del Tratado de la Unión Europea, relativa al respaldo del proceso de transición democrática 
en el Zaire -Diario Oficial n.° L 300 de 25/11/1996, p.1-3.  
364 Actualmente corresponde con el artículo 29 del TUE, mientras que el artículo 34 se derogó.  
365 Unión Europea, Política Exterior y de Seguridad Común (PESC), 2013. Recuperado de europa. 
eu/pol/cfsp/index_es. htm. 
366 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.380. 
367 CREMONA, Marise, “EC Competence, “Smart Sanctions”, and the Kadi Case”, Yearbook of European 
Law, p.564. 
368 Anteriormente correspondía al artículo 228 A TCE. 
369 Anteriormente correspondía al artículo 73.1 G TCE. 
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el Consejo adoptará las medidas urgentes necesarias. El Consejo decidirá por mayoría 
cualificada a propuesta de la Comisión”. 
 
 De conformidad con este artículo, la imposición de sanciones, es decir, la 
interrupción o reducción de las relaciones económicas con uno o más terceros países 
debe ser decidida por el Consejo, actuando por mayoría cualificada sobre una 
propuesta de la Comisión. Se establece como condición previa que las sanciones se 
hayan decidido en una Posición Común o en una acción común en el ámbito de la 
PESC. De este modo, se preserva el procedimiento existente hasta el momento de dos 
etapas y se vincula explícitamente a la PESC y a los poderes comunitarios. Además, 
el TUE introdujo el artículo 60 TCE como base legal específica vinculada para 
sanciones que implican la inmovilización de capitales370. Esta disposición se expresa 
en los siguientes términos:  
“1. Si, en los casos contemplados en el artículo 301, se considerare necesaria una 
acción de la Comunidad, el Consejo, con arreglo al procedimiento previsto en 
el artículo 301, podrá tomar las medidas urgentes que sean necesarias sobre 
movimiento de capitales y sobre pagos respecto de los terceros países de que se 
trate. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 297 y hasta tanto el Consejo no haya 
tomado medidas con arreglo al apartado 1, un Estado miembro podrá, por razones 
políticas graves y por motivos de urgencia, tomar medidas unilaterales contra un 
tercer país en lo relativo a los movimientos de capitales y a los pagos. La Comisión 
y los demás Estados miembros deberán ser informados de dichas medidas a más 
tardar en la fecha de entrada en vigor de las mismas. 
El Consejo, por mayoría cualificada y a propuesta de la Comisión, podrá acordar 
que el Estado miembro de que se trate deba modificar o suprimir tales medidas. El 




370 CREMONA, Marise, “EC Competence, “Smart Sanctions”, and the Kadi Case”, Yearbook of European 
Law, p.564. 
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 La aplicación de ambos artículos en el ámbito comunitario implicaba la existencia 
de una posición o acción común previa cuya ejecución se realizaba en el marco del TCE. 
Es decir, se daba una iniciativa de naturaleza intergubernamental en el marco de la PESC 
y un instrumento comunitario para la aplicación de las sanciones regulado en el TCE y 
TUE371. Bajo esta nueva regulación, el Consejo era quien tomaba las “medidas urgentes 
necesarias” por mayoría cualificada, a propuesta de la Comisión. Esta propuesta era una 
condición indispensable para la adopción de las medidas, aunque el Consejo podía 
modificarlas por unanimidad372. El Consejo era el encargado de velar por la unidad, 
coherencia y eficacia de la acción de la Unión en este ámbito, constituyéndo el órgano en 
el que se discutían las posiciones de los Estados miembros. Ante la ausencia de 
competencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas para proceder al 
control de los actos PESC, el Consejo asumía las competencias de control de la legalidad 
e interpretación de los mismos. Tampoco se preveía ninguna consulta al Parlamento 
Europeo, marcándose una vez más el carácter intergubernamental que revestía este 
procedimiento373.  
 Los artículos 301 y 60 TCE no regulan específicamente la ejecución de las 
sanciones decididas por el CSNU, disponen de un ámbito de aplicación más amplio, pues 
amparan la adopción de medidas sancionadoras hayan sido o no decididas con 
anterioridad por el CSNU. Estos artículos cubrirían tanto las medidas decididas por una 
organización internacional en el marco de su tratado constitutivo contra alguno de sus 
Estados miembros como las medidas descentralizadas adoptadas frente a terceros Estados 
en el marco del derecho internacional general374.  
 
371 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.381. 
372 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., p. 465.  
373 FINK-HOOIJER, Florika, “The Common Foreign and Security Policy of the European Union”, 
European Journal of International Law, 1994, pp.177-178.  
374 FERRER LLORET, Jaume, “El cumplimiento …”, op. cit., p. 465.  
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 En definitiva, la aplicación de los artículos 301 y 60 TCE venía condicionada por 
la adopción de una posición común o una acción común. Los procedimientos que se 
adoptaron sobre la base jurídica de estos preceptos presentaban dos importantes ventajas. 
Por un lado, estas medidas se implementaban directamente y suponían un alto grado de 
efectividad y uniformidad. Por otro lado, los órganos judiciales europeos podían examinar 
la legalidad de la normativa tanto en el derecho internacional como en el derecho de la 
UE y controlar el cumplimiento y la ejecución de los actos adoptados por las instituciones 
europeas en los ordenamientos jurídicos nacionales de los Estados miembros375. 
 
2.2.2 El paso de las “sanciones” a las “medidas restrictivas” en la práctica 
comunitaria  
 
La nueva regulación del Tratado de Maastricht tuvo que hacer frente al reto de 
aplicar sanciones selectivas adoptadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas. Estas medidas tenían por destinatarios individuos y entidades particulares. La 
primera vez que se planteó el problema fue con la Resolución 1267 (1999), de 15 de 
octubre, y la Resolución 1333 (2000), de 19 de diciembre, que contienen la obligación de 
congelar fondos y otros activos financieros del régimen Talibán, de Osama bin Laden y 
de las personas y entidades con él asociadas, incluidos los de la organización Al-Qaeda; 
un embargo militar completo en el territorio afgano bajo control talibán y una prohibición 
de vuelos destinados o procedentes de dicho territorio376. El contenido de los artículos 
301 y 60 TCE no contenía elemento alguno que permitiese excluir la adopción de medidas 
restrictivas dirigidas directamente contra individuos u organizaciones, siempre que tales 
medidas pretendiesen efectivamente reducir, parcialmente o en su totalidad, las relaciones 
 
375 GAZZINI, Tarcisio y HERLIN-KARNELL, Ester, “Restrictive Measures Adopted…”, op.cit., p. 802. 
376 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., pp. 384-385. 
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económicas con uno o varios países terceros377. El Consejo se sirvió de estos artículos 
para adoptar medidas restrictivas contra entidades o personas que dominasen físicamente 
una parte del territorio de un país tercero, contra entidades o personas que controlasen 
efectivamente el aparato gubernamental de un país tercero y contra personas y entidades 
asociadas a estas últimas y que les proporcionasen apoyo económico. Esta interpretación 
no contradecía el tenor literal de estos artículos y se justificaba tanto por razones de 
eficacia como por consideraciones de índole humanitario378. El artículo 60 TCE fijaba 
que el Consejo podrá tomas las medidas urgentes que fuesen necesarias sobre 
movimientos de capitales y sobre pago respecto de los terceros países de que se tratase, y 
el artículo 301 TCE capacitaba para la adopción de acciones con el objetivo de 
interrumpir o reducir, parcialmente o en su totalidad, las relaciones económicas con uno 
o varios terceros países379. Un elemento vital para que la adopción de estas medidas 
estuviese amparada en estos artículos era la existencia de un vínculo efectivo entre los 
destinatarios y el país en cuestión, con respecto al territorio como al régimen gobernante 
del país. De este modo, las sanciones contra el régimen Talibán y personas y entidades 
asociadas se adoptaron y renovaron sobre la base de los artículos 60 y 301 TCE380. En los 
supuestos contemplados en los artículos 301 y 60 TCE se trataba de adoptar con carácter 
unánime381 unas Posiciones Comunes que eran vinculantes para los Estados miembros y 
delimitaban la posición de la Unión con respecto a terceros países. Ahora bien, no 
consistían en actos a los efectos del artículo 230 TCE, por lo que el Tribunal de Justicia 
 
377 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332, apartado 
89. 
378 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332, apartados 
90 y 91.  
379 ECKES, Christina, “International Sanctions Against Individuals: A Test Case for the Resilience of the 
European Union’s Constitutional Foundations”, European Public Law, núm. 15, 2009, pp. 357-359.  
380 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.386. 
381 A excepción de lo establecido en el artículo 23.2 TUE, actual artículo 31, es decir, que se basasen en 
una estrategia común.  
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Europeo no podía revisar su legalidad. Esta base legal no estaba exenta de problemas 
legales cuando las medidas se imponían a individuos o entidades no estatales. 
Con la caída del régimen Talibán y la firma del Acuerdo de Bonn382, los talibanes 
habían dejado de ser el gobierno de facto de Afganistán. Por tanto, dejó de existir el 
vinculo efectivo entre los destinatarios de las sanciones y el tercer Estado383. La falta del 
vínculo efectivo entre las sanciones y el territorio o el régimen gobernante de un país 
determinó que el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas concluyese en el 
asunto Kadi, donde se solicitaba la anulación de las sanciones aplicadas a personas 
acusadas de tener relaciones con la red Al Qaida, que el Reglamento adoptado sobre esta 
base jurídica no fuese válido respecto de las personas y entidades que no se encontraban 
en Afganistán en el momento de su adopción. El Tribunal apreció que los individuos o 
entidades no podían seguir siendo objeto de sanciones cuando el régimen gobernante del 
país tercero de que se trate hubiese desaparecido, puesto que ya no existía un vínculo 
suficiente entre los individuos o entidades y el país tercero384. En conclusión, era 
necesario un vínculo ente las sanciones impuestas y el territorio o el régimen gobernante 
de un país tercero para poder adoptar las medidas restrictivas contra los individuos o 
entidades a la luz de estos dos artículos. 
 La ausencia de una disposición en el Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea que contemplase expresamente la adopción de medidas cuando no existiese el 
mencionado vínculo entre las sanciones y el territorio o el régimen gobernante, provocó 
 
382 Acuerdo de Bonn sobre las disposiciones provisionales en Afganistán n espera del restablecimiento de 
las instituciones permanentes de gobierno, de 5 de diciembre de 2001, adoptado en el marco de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Afganistán. 
383 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.386. 
384 Sentencia del Tribunal de General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332, 
apartados 89- 91, 93-94 y 96.  
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que el Consejo invocase el artículo 308385 del TCE, es decir, la llamada cláusula de 
flexibilidad386, cuyo tenor literal establece: 
 
“Cuando una acción de la Comunidad resulte necesaria para lograr, en el 
funcionamiento del mercado común, uno de los objetivos de la Comunidad, sin que 
el presente Tratado haya previsto los poderes de acción necesarios al respecto, el 
Consejo, por unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa consulta al 
Parlamento Europeo, adoptará las disposiciones pertinentes”. 
 
 El Consejo y la Comisión habían tenido que resolver este problema con carácter 
previo al debatir la adopción de las medidas previstas en la Resolución 1373 (2001), de 
28 de septiembre de 2001, del Consejo de Seguridad. El Consejo adoptó el Reglamento 
(CE) nº 2580/2001, de 27 diciembre387, sobre los artículos 60, 301 y 308 TCE. Siguiendo 
este precedente, el Reglamento (CE) nº 881/2002, de 27 de mayo388, para aplicar las 
medidas contenidas en la Resolución 1390 (2002) contra Bin Laden, Al-Qaeda y los 
Talibanes389 invoca los artículos 60, 301 y 308 TCE como base jurídica390. El Tribunal 
de Justicia en el asunto Kadi estimó que el artículo 308 TCE no constituía por sí solo una 
base jurídica adecuada para la adopción de un Reglamento debido a la lógica interna de 
dicho artículo. La utilización de este artículo como base jurídica de un acto solo se 
 
385 Actual artículo 352 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea firmado en Roma el 25 de marzo 
de 1957. Versión consolidada 2002.  
386 Con los cambios normativos operados por el Tratado de Lisboa, en la actualidad la cláusula de 
flexibilidad, recogida en el artículo 352.4 TFUE, en consonancia con el fallo del Tribunal en el asunto Kadi, 
establece explícitamente que esta base jurídica no puede ser utilizada para conseguir objetivos PESC, y que 
debe respetar los límites fijados por el artículo 40 TUE. 
387 Reglamento (CE) nº 2580/2001 del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, sobre medidas restrictivas 
específicas dirigidas a determinadas personas y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo. Diario 
Oficial L nº 344 de 28 de diciembre de 2001, pp. 70-75.  
388 Reglamento (CE) n° 881/2002 del Consejo de 27 de mayo de 2002 por el que se imponen determinadas 
medidas restrictivas específicas dirigidas contra determinadas personas y entidades asociadas con Usamah 
bin Ladin, la red Al-Qaida y los talibanes y por el que se deroga el Reglamento (CE) n° 467/2001 del 
Consejo por el que se prohíbe la exportación de determinadas mercancías y servicios a Afganistán, se 
refuerza la prohibición de vuelos y se amplía la congelación de capitales y otros recursos financieros de los 
talibanes de Afganistán. Diario Oficial L nº 139 de 29 de mayo de 2002, p.9.  
389 Resolución 1390 (2002) del Consejo de Seguridad, de 16 de enero de 2002. 
390 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p.387. 
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justifica si ninguna disposición del Tratado confiere a las instituciones comunitarias la 
competencia necesaria para adoptar dicho acto. Siendo necesaria la concurrencia de dos 
requisitos. El primero exige que ninguna disposición del Tratado contemple la adopción 
de las medidas adoptadas. La condición se cumple puesto que estas medidas de lucha 
contra el terrorismo consistentes en imposición de sanciones económicas y financieras, 
como la congelación de fondos, a individuos y entidades de quienes se sospecha que 
contribuyen a financiarlo, sin establecer vínculo alguno con el territorio o el régimen 
gobernante de un país tercero, no tienen cobertura en ninguna de las disposiciones del 
Tratado Constitutivo de las Comunidades Europeas391.  
 El segundo requisito requiere que exista una vinculación con los objetivos de la 
Comunidad. Las medidas impuestas tienen que vincularse a alguno de los objetivos de la 
Comunidad fijados por el Tratado. El Tribunal entendió que las medidas no estaban 
dirigidas a los objetivos del Tratado expresamente formulados en los artículos 2392 y 3 
TCE393. 
 El Tribunal en el asunto Kadi concluyó que el artículo 308 en combinación con 
los artículos 60 y 301 TCE constituían una base legal apropiada para la adopción de estas 
medidas económicas y financieras pues permitía alcanzar el objetivo perseguido por la 
Unión y por sus Estados miembros en el ámbito de la PESC, formulado en una posición 
común o en una acción común, aunque el Tratado no hubiera atribuido expresamente la 
facultad de imponer sanciones económicas y financieras a individuos o entidades que no 
 
391 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332, apartado 
103. 
392 Los objetivos que establece el artículo 2 son la promoción, mediante el establecimiento de un mercado 
común y de una unión económica y monetaria y mediante la realización de las políticas o acciones comunes, 
un desarrollo armonioso, equilibrado y sostenible de las actividades económicas, un alto nivel de empleo y 
de protección social, la igualdad entre el hombre y la mujer, un crecimiento sostenible y no inflacionista, 
un alto grado de competitividad y de convergencia de los resultados económicos, un alto nivel de protección 
y de mejora de la calidad del medio ambiente, la elevación del nivel y de la calidad de vida, la cohesión 
económica y social y la solidaridad entre los Estados miembros. 
393 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332, apartado 
103. 
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presentasen una vinculación suficiente con un país tercero394.  Su razonamiento derivaba, 
por un lado, del hecho de que, si los Estados miembros debían imponer medidas 
unilaterales en la lucha contra el terrorismo, la práctica podría dar lugar a distorsiones de 
la competencia y obstaculizar la libre circulación de capitales395. Por otro lado, los 
Estados no pueden seguir siendo considerados la única fuente de amenazas para la paz y 
la seguridad internacional396. La incorporación del artículo 308 TCE a la base jurídica de 
un Reglamento controvertido permitía que el Parlamento Europeo participase en el 
proceso de toma de decisiones relativo a las medidas, añadiendo una garantía que por el 
contrario no hacían los artículos 301 y 60 TCE397. 
Anteriormente a la entrada en vigor el Tratado de Lisboa se invocó el artículo 308 
fue utilizado TCE como base jurídica para la adopción de medidas restrictivas contra 
individuos y entidades no vinculados con un régimen de gobierno o un país. De igual 
manera que en las sanciones contra Estados, el Consejo de la Unión Europea adoptaba 
una Posición o Acción común y, posteriormente, el Consejo aprobaba un instrumento, 
usualmente un reglamento, para aplicar las medidas. No obstante, el incremento del uso 
de medidas sancionadoras y la ausencia de garantías judiciales conllevó con los afectados 
recurriesen su estatus de sancionados frente al TJCE398. 
 
2.3 El marco jurídico de las medidas restrictivas establecido en el Tratado de Lisboa  
 
 
394 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332, apartado 
130.  
395 GAZZINI, Tarcisio y HERLIN-KARNELL, Ester, “Restrictive Measures Adopted…”, op.cit., pp. 803-
804. 
396 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332, apartado 
133 
397 Sentencia del Tribunal de Justicia Kadi y Al Barakaat International Foundation contra Consejo y 
Comisón, C-402/05P y C-415/05P, EU:C:2008:461, apartado 235. 
398 POZO SERRANO, Pilar, “La adopción de sanciones económicas por la UE …”, op. cit., p. 387-388. 
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La entrada en vigor del Tratado de Lisboa supuso el cierre de un convulso proceso 
de integración de la UE, poniéndose fin a un periodo lleno de reformas constitucionales 
a nivel comunitario. El Tratado de Lisboa dotó a la UE de un nuevo marco jurídico con 
el cual afrontar de un modo efectivo su actuación y proyección en el futuro399. Se 
introdujeron nuevas normas y procedimientos jurídicos para fortalecer la coherencia, 
consistencia y unidad de la acción exterior de la UE400. Este proceso se hace visible, sobre 
todo, en el ámbito de las medidas restrictivas puesto que el legislador comunitario 
solucionó los problemas derivados de la imposición de medidas restrictivas contra 
particulares no vinculados con un régimen de gobierno o país y estableció un marco 
jurídico sólido que se abordan y analizan con detalle. De igual manera se estudian las 
consecuencias de la nueva regulación, siendo uno de los elementos más importantes la 
labor del TJUE en la aplicación y revisión de las medidas restrictivas.  
 
2.3.1 Las consecuencias de las nuevas disposiciones en el Tratado de Lisboa 
 
 Con el Tratado de Lisboa401 se operaron muchos cambios en el ámbito europeo y 
en particular en el área de las sanciones. Por primera vez se incorporan disposiciones 
explícitas que aportan una base jurídica sólida para la adopción de medidas restrictivas 
contra individuos y entidades. Los artículos 75 y 215 del TFUE recogieron la práctica 
anterior introduciendo modificaciones y novedades. El Tratado de Lisboa incluyó nuevas 
disposiciones de carácter sustantivo y procesal para mejorar la coherencia y la 
 
399 MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, José, “La entrada en vigor del Tratado de Lisboa: un nuevo 
marco jurídico estable para el desarrollo de la Unión Europea”, en MARTÍN, José y URREA CORRES, 
Mariola (eds.), Tratado de Lisboa. Textos consolidados del Tratado de la Unión Europea y del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, Marcial Pons, 2010, p. 17.  
400 MARTÍNEZ CAPDEVILA, Carmen e BLÁZQUEZ NAVARRO, Irene, “La incidencia del artículo 40 
TUE en la Acción Exterior de la UE”, RJUAM, núm. 28, 2013, p. 203. 
401 Tratado de Lisboa por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado constitutivo de 
la Comunidad Europea, firmado en Lisboa el 13 de diciembre de 2007.  
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consistencia de la Acción Exterior de la UE en vías a una completa integración de la 
Unión. Entre las innovaciones institucionales cabe citar la creación del Alto 
Representante de la Unión Europea para Asuntos Exteriores y Seguridad Común (en 
adelante, Alto Representante) y el Servicio Europeo de Acción Exterior (SEAE) para 
superar el carácter dualista que presentaban las relaciones exteriores de la Unión Europea. 
De igual manera, se abole, en virtud del artículo 1 del TUE, la estructura de pilares por la 
que se caracterizaba la anterior regulación comunitaria. Se atribuyó expresamente 
personalidad jurídica a la Unión, a la luz del artículo 47 del TUE, y se reorganizaban las 
competencias exteriores de la UE, así como se dota de un conjunto único de objetivos que 
persigue la política exterior de la UE, enumerados en el artículo 21 del TUE. Con todo 
ello se crea la impresión de una acción exterior totalmente integrada402.  
 Algunos elementos son herencia de la regulación anterior ya que el Tratado de 
Lisboa, pese a la abolición de la estructura de pilares, mantiene la doble dimensión 
institucional, así como el lenguaje de la separación en el artículo 40 TUE403. No resuelve 
la dicotomía existente entre las acciones enmarcadas en la PESC y las que se encuentran 
fuera de este ámbito404. Es más, independientemente de que la PESC se mantenga dentro 
de la UE, lo hace con unos mecanismos decisorios y una consideración conceptual que 
implica que está basada en el método de cooperación y no en el de integración que inspira 
al resto de las competencias de la Unión405. También, subsiste el procedimiento básico de 
 
402 VAN ELSUWEGE, Peter, “EU External Action after the collapse of the pillar structure: in search of a 
new balance between delimitation and consistency”, Common Market Law Review, núm. 47, 2010, p. 988. 
403 MARTÍNEZ CAPDEVILA, Carmen, y BLÁZQUEZ NAVARRO, Irene, “La incidencia del artículo 40 
TUE en la Acción Exterior de la UE”, RJUAM, núm. 28, 2013, p. 198.  
404 Es cierto que el artículo 40 del TUE introduce una nueva regla de delimitación al distinguir entre las 
acciones exteriores insertadas dentro del ámbito PESC y las que se encuentran fuera de la PESC de la 
Unión. No obstante, este artículo 40 del TUE solo establece que la aplicación de la PESC no afectará a la 
aplicación de las demás competencias de la UE y viceversa. Para ampliar las repercusiones y el estudio de 
esta nueva disposición se recomienda la lectura de: VAN ELSUWEGE, Peter, “The Adoption of ‘Targeted 
Sanctions’ and the Potential for Inter- institutional Litigation after Lisbon”, Journal of Contemporary 
European Research, núm.7, 2011, pp. 494- 495.  
405 MARTÍN, José, Estudio Preliminar, Real Instituto el Cano, 2007, p. 18.  
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adopción y aplicación de las medidas restrictivas, donde los Estados miembros siguen 
siendo los principales responsables de la formulación de decisiones en relación con ellas 
y el principio de unanimidad para la toma de decisiones se mantiene prácticamente sin 
cambios406.  
 Una de las cuestiones que se planteó a consecuencia de este desarrollo normativo 
fue el “régimen de transición” entre los reglamentos adoptados en virtud de las 
disposiciones del Tratado Constitutivo de las Comunidades Europeas y las 
modificaciones posteriores de estos reglamentos adoptados en virtud del Tratado de 
Lisboa. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su jurisprudencia ocupó de la 
relación existente entre los artículos 60 TCE, 301 TCE y 308 TCE y los nuevos artículos 
75 TFUE y 215 TFUE, entre la cual se destacan las conclusiones del asunto Parlamento 
contra el Consejo, asunto sanciones, sentencia de 19 de julio de 2012407.  
 En esta sentencia el Tribunal establece que el contenido del artículo 60 TCE en el 
que se regulaban las medidas restrictivas referentes al movimiento de capitales y a los 
pagos, y del artículo 301 TCE en el que se establecía la interrupción o la reducción, total 
o parcial, de las relaciones económicas con uno o varios Estados terceros, se encuadran 
actualmente en el artículo 215 TFUE408. A juicio del Tribunal el artículo 215 TFUE, en 
su apartado segundo, permite adoptar medidas restrictivas contra personas físicas o 
jurídicas, grupos o entidades no estatales, que bajo la regulación anterior era necesario 
aducir como base jurídica el artículo 308 TCE409. Ahora bien, el contenido del artículo 
75 TFUE es inédito pues tanto su contexto como contenido se diferencia del de los 
artículos 60 TCE y 301 TCE. En este sentido, el artículo 75 TFUE tiene por objeto definir 
un marco de medidas administrativas sobre movimientos de capitales y pagos, 
 
406 GAZZINI, Tarcisio y HERLIN-KARNELL, Ester, “Restrictive Measures Adopted…”, op.cit., p. 803. 
407 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472. 
408 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 52. 
409 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 53. 
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encuadradas dentro de las medidas de prevención y lucha contra el terrorismo para la 
consecución de los objetivos del artículo 67 TFUE410. En el asunto sanciones el Tribunal, 
en aras de proteger la integridad de la PESC, realizó un análisis conjunto de los objetivos 
de la PESC y los del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia (ELSJ). Aunque las 
medidas restrictivas tengan como objetivo la lucha contra el terrorismo y su financiación, 
y este es uno de los objetivos del ELSJ, el Tribunal subraya que lo verdaderamente 
importante era su finalidad última, es decir, el mantenimiento de la paz y seguridad 
internacionales, materia PESC411. 
 En el Tratado de Lisboa el antiguo artículo 308 TCE paso a ser el artículo 352 
TFUE, que se modifica para codificar un aspecto de la sentencia Kadi. El artículo 352.4 
TFUE establece que esta disposición no puede utilizarse “de base para alcanzar objetivos 
del ámbito de la política exterior y de seguridad común […]” porque los actos adoptados 
en virtud de esta disposición deben respetar los límites establecidos en el artículo 40.2 
TUE, es decir, no deben afectar los poderes de la PESC412. 
 
2.3.2 El nuevo marco jurídico en el Tratado de Lisboa: el reforzamiento de 
la UE como actor sancionador y el papel de los Derechos Humanos  
 
 En el Tratado de Lisboa se establece un nuevo y sólido marco jurídico en virtud 
del cual se adoptan y llevan a cabo los regímenes de medidas restrictivas. La adopción de 
medidas restrictivas se regula en los artículos 75 y 215 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea (TFUE)413 que son totalmente independientes entre sí. Por un lado, 
 
410 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 54. 
411 RIVAS SANTIAGO, Victoria, “El refuerzo del papel del TJUE en materia PESC”, ELSA Spain Law 
Review, 2018, p.161.  
412 CREMONA, Marise, “EC Competence, “Smart Sanctions”, and the Kadi Case”, Yearbook of European 
Law, p.592. 
413 Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Versión consolidada de 2010.  
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afectan a dos ámbitos competenciales de la UE totalmente diferentes, el Espacio de 
Libertad, Seguridad y Justicia (ELSJ) y la Política Exterior y de Seguridad Común 
(PESC). Por otro lado, implican procedimientos de adopción diferentes. Además, con 
carácter excepcional las medidas restrictivas pueden estar basadas en el artículo 291.2 
TFUE, es decir, se adoptarán amparadas en competencias de ejecución.  
 
A. El artículo 75 del TFUE: medidas restrictivas insertan en el Espacio de 
Libertad, Seguridad y Justicia. La lucha contra la prevención y el 
terrorismo 
 
El artículo 75 del TFUE constituye el fundamento para la adopción de medidas 
restrictivas dentro de las materias del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia, es decir, 
para la prevención y la lucha contra el terrorismo y las actividades vinculadas al mismo414. 
El tenor literal del artículo 75 TFUE establece lo siguiente: 
 
Cuando sea necesario para lograr los objetivos enunciados en el artículo 67, en lo 
que se refiere a la prevención y lucha contra el terrorismo y las actividades con él 
relacionadas, el Parlamento Europeo y el Consejo definirán mediante reglamentos, 
con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, un marco de medidas 
administrativas sobre movimiento de capitales y pagos, tales como la 
inmovilización de fondos, activos financieros o beneficios económicos cuya 
propiedad, posesión o tenencia ostenten personas físicas o jurídicas, grupos o 
entidades no estatales.  
El Consejo adoptará, a propuesta de la Comisión, medidas para aplicar el marco 
mencionado en el párrafo primero.  
Los actos contemplados en el presente artículo incluirán las disposiciones necesarias en 
materia de garantías jurídicas. 
 
 
414 BORLINI, Leonardo, y SILINGARDI, Stefano, “Defining Elements and Emerging Legal Issues of EU 
'Sanctions'”, The Italian Yearbook of International Law, 2018, p.38.  
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 El artículo 75 TFUE no requiere de una decisión anterior en el marco PESC, sino 
que el Consejo y el Parlamento actúan mediante el procedimiento legislativo ordinario. 
La implementación se realiza mediante un acto del Consejo a propuesta de la Comisión, 
sin la participación del Parlamento Europeo415. Por tanto, no existe una vinculación 
directa entre el ámbito de la PESC y el contenido del artículo 75 TFUE.  
 Esta disposición resulta de aplicación para la consecución de los objetivos 
previstos en el artículo 67 TFUE, es decir, la realización de un espacio de libertad, 
seguridad y justicia y, específicamente, la prevención y lucha contra el terrorismo y las 
actividades con él relacionadas. No se puede descartar en aras de la interpretación y 
aplicación de las medidas adoptadas con base en este artículo la perspectiva del derecho 
penal en el seno de la legislación comunitaria. La competencia para adoptar medidas 
restrictivas contra individuos en la lucha antiterrorista podría necesitar ser vista a la luz 
de las disposiciones de competencia en materia de derecho penal introducidas en el 
Tratado de Lisboa. El artículo 83 del TFUE se ocupa de la competencia legislativa para 
armonizar la legislación penal, e incluye las luchas contra el terrorismo como una 
competencia de la UE en el ámbito del derecho penal. Parece como si la línea divisoria 
entre las medidas restrictivas o sanciones penales para reprimir el terrorismo en la Unión 
Europea se difuminase416. En opinión de Ester HERLIN-KARNELL, habría que discernir 
sobre qué casos relativos a la lucha contra el terrorismo deberían considerarse incluidos 
en el ámbito de aplicación del artículo 75 del TFUE y cuáles en el artículo 83 del TFUE, 
donde se realiza una enumeración de los ámbitos delictivos encuadrados en el ámbito 
competencial en materia penal de la UE y donde el primer supuesto es el terrorismo. Otra 
 
415 BORLINI, Leonardo, y SILINGARDI, Stefano, “Defining Elements and Emerging Legal Issues of EU 
'Sanctions'”, The Italian Yearbook of International Law, 2018, p.38.  
416 HERLIN-KARNELL, Ester, “Is administrative law still relevant? How the battle of sanctions has shaped 
EU criminal law”, Jean Monnet Working Paper, núm.25, 2014, p. 8. 
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alternativa reside en entender que estos artículos están destinados a complementarse entre 
sí417.   
 Esta situación se vuelve más compleja porque el artículo 75 del TFUE no solo 
estipula la adopción de estas medidas “cuando sea necesario para alcanzar los objetivos 
establecidos en el artículo 67 del TFUE”, sino que también se refiere a la posible 
armonización de aquellas “actividades con él relacionadas”. La cuestión que se plantea 
es la determinación de las actividades que encajarían dentro de este supuesto. Es cierto 
que tanto el artículo 67 como 75 del TFUE confieren a la Unión un objetivo más general 
de luchar contra la delincuencia y proteger la seguridad dentro de la Unión, aunque el 
tercer pilar también enfatizó la importancia de crear una UE genuinamente libre de 
crímenes con una agenda de prevención del crimen a nivel supranacional. Por 
consiguiente, la referencia del artículo 67.2 del TFUE a “medidas de prevención de la 
delincuencia […] y, si es necesario, mediante la aproximación de las legislaciones 
penales” aunque redactada en términos muy amplios, constituye un esbozo de la relación 
entre ambas disposiciones418. Sin embargo, las sanciones penales adoptadas bajo los 
auspicios del artículo 83 del TFUE, los Estados miembros tienen la posibilidad de activar 
un “freno de emergencia” en el caso que una ley penal propuesta fuera considerada como 
demasiado sensible para su sistema nacional419. Esta posibilidad no existe respecto de las 
medidas restrictivas adoptadas en virtud del artículo 75 TFUE, lo que podría tener 
implicaciones importantes para la elección de la base jurídica para ciertas medidas en el 
futuro420.  
 
417 HERLIN-KARNELL, Ester, “Is administrative law still relevant? How the battle of sanctions has shaped 
EU criminal law”, Jean Monnet Working Paper, núm.25, 2014, p. 8. 
418 HERLIN-KARNELL, Ester, “The Constitutional Dimension of European Criminal Law”, Hart 
Publishing, 2012, p.64. 
419 El artículo 83.3 TFUE establece que: “Cuando un miembro del Consejo considere que un proyecto de 
directiva contemplada en los apartados 1 o 2 afecta a aspectos fundamentales de su sistema de justicia penal, 
podrá solicitar que el asunto se remita al Consejo Europeo, en cuyo caso quedará suspendido el 
procedimiento legislativo ordinario (…)”. 
420 GAZZINI, Tarcisio y HERLIN-KARNELL, Ester, “Restrictive Measures Adopted…”, op.cit., p. 804.  
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B. El artículo 215 del TFUE: las medidas restrictivas como parte de la 
Acción Exterior de la Unión Europea 
 
El artículo 215 del TFUE establece el fundamento jurídico de las medidas 
restrictivas adoptadas como una herramienta de la Acción Exterior de la UE. Esta 
disposición constituye el único artículo del Título IV denominada “medidas restrictivas”, 
de la Quinta Parte, Acción Exterior de la Unión. El artículo 215 del TFUE dispone: 
 
1. Cuando una decisión adoptada de conformidad con el capítulo 2 del título V del 
Tratado de la Unión Europea prevea la interrupción o la reducción, total o parcial, 
de las relaciones económicas y financieras con uno o varios terceros países, el 
Consejo adoptará por mayoría cualificada, a propuesta conjunta del Alto 
Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad y de la 
Comisión, las medidas necesarias. Informará de ello al Parlamento Europeo.  
2. Cuando una decisión adoptada de conformidad con el capítulo 2 del título V del 
Tratado de la Unión Europea así lo prevea, el Consejo podrá adoptar por el 
procedimiento establecido en el apartado 1 medidas restrictivas contra personas 
físicas o jurídicas, grupos o entidades no estatales.  
3. Los actos contemplados en el presente artículo incluirán las disposiciones 
necesarias en materia de garantías jurídicas. 
 
 Se establecen dos tipos de sanciones económicas y financieras: el primer párrafo 
comprende las medidas restrictivas consistentes en una interrupción o reducción, total o 
parcial, de las relaciones económicas y financieras contra uno o varios países; y el 
segundo párrafo se refiere específicamente a las medidas restrictivas adoptadas contra 
personas físicas, jurídicas y entidades no estatales421. La distinción entre ambos apartados 
consiste en que el primero abarca los embargos contra terceros Estados, mientras que el 
segundo debe entenderse para cubrir todas las medidas restrictivas contra personas físicas 
 
421 BORLINI, Leonardo, y SILINGARDI, Stefano, “Defining Elements and Emerging Legal Issues of EU 
'Sanctions'”, The Italian Yearbook of International Law, 2018, p.38. 
María Vallés González 
 124
y jurídicas422. Esta diferencia tendrá consecuencias ante la posibilidad de someter las 
medidas restrictivas a revisión judicial porque en virtud del artículo 275.2 TFUE el TJUE 
tiene competencia para controlar las medidas restrictivas frente a personas físicas o 
jurídicas. Las sanciones contra las personas y entidades vinculadas a los regímenes de 
terceros países que entran en el ámbito del artículo 215.2 TFUE se insertan firmemente 
dentro del alcance del artículo 275, párrafo segundo del TFUE y, por ende, no resulta de 
aplicación la regla de la exclusión de competencia del Tribunal de Justicia para actos 
PESC423.  
 En este sentido, el TG en el caso Iran Liquefied Natural Gas Co424 distinguió 
entre dispositivos personalizados (personalised device) y dispositivos objetivos 
(objective device). Los primeros hacen referencia a la congelación de fondos y recursos 
económicos pertenecientes a las personas y entidades enumeradas en las listas de 
sancionados. Los segundos consisten en el embargo sobre los principales equipos y 
tecnología para la industria del petróleo y el gas natural. Bajo esta perspectiva la 
naturaleza individual de las medidas, de acuerdo con el artículo 275.2 TFUE, permitió el 
acceso al Tribunal de Justicia de la Unión Europea. La clasificación de dispositivos 
personalizados y dispositivos objetivos de un régimen de sanciones funciona como una 
base viable para la distinción entre las medidas que se insertan en el artículo 215.1 y 2 
 
422 ECKES, Christina, “EU restrictive measures …”, op. cit., pp. 882- 883. 
423 Cuando el artículo 275.1 del TFUE excluye la competencia del Tribunal de Justicia “para pronunciarse 
sobre las disposiciones relativas a la política exterior y de seguridad común ni sobre los actos adoptados 
sobre la base de éstas”, se está refiriendo a actos exclusivamente PESC y no a los actos adoptados sobre la 
base del artículo 215 (sometidos al régimen general de control jurisdiccional). Sostener que la exclusión de 
principio contenida en el artículo 275 alcanzaría a todos los actos, PESC y no PESC, adoptados sobre la 
base de una previa disposición PESC, llevaría a una mayor restricción del control jurisdiccional por parte 
del Tribunal de Justicia en un contexto general de mayor apertura de dicho control sobre la actividad de la 
Unión establecida para los casos del segundo párrafo del artículo 215 del TFUE. Véase: ALONSO 
GARCÍA, Ricardo, “Lisboa y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea”, WP IDEIR, núm. 1, 2010, p. 
11.  
424 Auto de medidas provisionales ante el presidente del Tribunal General del caso Iran Liquefied Natural 
Gas contra Consejo, T-5/13 R, EU: T:2013:395. 
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TFUE, respectivamente425. Aunque normalmente, los instrumentos jurídicos que 
establecen sanciones a terceros países no especifican en qué párrafos se basan, por lo 
general contienen elementos basados en ambos párrafos426.  
 El Tribunal de Justicia ha entendido que el artículo 215 TFUE creó una pasarela 
entre las acciones de la Comunidad por las que se adoptaban medidas económicas en 
virtud de los artículos 60 TCE y 301 TCE y los objetivos en materia de relaciones 
exteriores del TUE (incluyendo por tanto la PESC) en su versión anterior al Tratado de 
Lisboa. El artículo 215 TFUE prevé dicha pasarela de manera expresa427.  
 Esta disposición se encuadra dentro de la quinta parte del TFUE referente a la 
Acción Exterior de la Unión Europea y no hace mención expresa a la lucha contra el 
terrorismo ni se limita a las medidas sobre movimientos de capitales y pagos. Las medidas 
adoptadas contra personas físicas o jurídicas, grupos o entidades no estatales para 
combatir el terrorismo y su financiación pueden subsumirse en las medidas previstas en 
el segundo párrafo del artículo 215 TFUE si existe una decisión previa adoptada en el 
ámbito de la PESC que prevea la adopción de medidas restrictivas contra personas físicas 
o jurídicas, grupos o entidades no estatales428.  El Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
 
425 Auto de medidas provisionales ante el presidente del Tribunal General del caso Iran Liquefied Natural 
Gas contra Consejo, T-5/13 R, EU: T:2013:395, apartado 5 y 6.  
426 ECKES, Christina, “EU restrictive measures …”, op. cit., pp. 882- 883. 
427 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 59. 
En este caso el Tribunal se basa en una resolución anterior –caso Kadi–, punto 197 del asunto acumulado 
C-402/05P y C-415/05P, y establece: “En efecto, si bien es correcto considerar, como hizo el Tribunal de 
Primera Instancia, que se ha creado una pasarela entre las acciones de la Comunidad por las que se adoptan 
medidas económicas en virtud de los artículos 60 CE y 301 CE y los objetivos del Tratado UE en materia 
de relaciones exteriores, lo que incluye la PESC, ni el tenor de las disposiciones del Tratado CE ni la 
estructura del mismo respaldan la concepción según la cual dicha pasarela se extiende a otras disposiciones 
del Tratado CE, y en particular al artículo 308 CE”. 
428 El Tribunal de Justicia –párrafo 109 del asunto C-130/10– entiende, como señala previamente el 
Abogado General Yves Bot en las conclusiones –párrafo 102–, que el hecho de que en materia de PESC el 
TUE ya no establezca la adopción de Posiciones Comunes, sino de Decisiones no tiene por efecto que dejen 
de existir las Posiciones Comunes adoptadas antes de la entrada en vigor del Tratado de Lisboa. Por ello, 
aunque el contexto jurídico de ambas categorías de actos jurídicos no es idéntico, las posiciones comunes 
que no hayan sido derogadas, anuladas o modificadas tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa pueden 
equipararse, a efectos de la aplicación del artículo 215 TFUE, a las decisiones adoptadas de conformidad 
con el capítulo 2 del título V del TUE a que se refiere dicho artículo.  
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concluyó y aclaró que el artículo 215.2 TFUE está destinado a constituir la base jurídica 
de medidas restrictivas, incluidas las que tienen por objeto la lucha contra el terrorismo, 
adoptadas por la Unión contra personas físicas o jurídicas, grupos o entidades no estatales, 
cuando la decisión de su adopción corresponde al ámbito de acción de la Unión en el 
marco de la PESC429.  Así, el artículo 215.2 TFUE debería ser la base jurídica apropiada 
para adoptar, contra personas y entidades no estatales, las siguientes medidas restrictivas:  
a) Medidas restrictivas contra personas y entidades vinculadas a organizaciones 
terroristas como complemento de una acción adoptada por la Unión en el marco 
de la PESC que tengan por objeto respaldar la acción de terceros Estados para 
combatir el terrorismo en sus territorios430. Conforme al espíritu de lo establecido 
en el artículo 43.1 TFUE tales medidas actúan como complemento de diversas 
misiones civiles y militares, que la Unión puede llevar a cabo en el marco de la 
Política de Seguridad y Defensa Común (PSDC) y que permitirían apoyar la 
actuación de terceros Estados para combatir el terrorismo en su territorio. Dado 
que estas medidas formarían parte de una acción de la Unión en el marco de la 
PESC, deberían estar basadas por tanto en el artículo 215.2 TFUE. De forma más 
general, pueden poner fin a la violación de los derechos humanos en dichos 
Estados, medidas que corresponden igualmente al ámbito PESC431.  
b) Medidas adoptadas contra personas y entidades expresamente designadas por el 
Consejo de Seguridad o por un Comité de sanciones creado por él432.  
 
429 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 65.  
430 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 81. 
431 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 74. 
432 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 81. 
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c) Medidas acordadas por el Consejo de Seguridad y respecto de las que la 
designación de las personas y entidades afectadas se deja a la apreciación de los 
Estados miembros. En este supuesto, la elección del artículo 215.2 TFUE debería 
primar en la medida en que se requiera de una acción de la Unión llevando a cabo 
una resolución del Consejo de Seguridad, y, por ende, contribuye a la inclusión 
de esta acción en el ámbito de la PESC433.  
 En los ámbitos ajenos a la PESC en los que la Unión dispone de plena libertad, 
tanto para establecer el ELSJ como para el desarrollo de la cooperación policial o judicial 
con terceros Estados o para completar por propia iniciativa listas establecidas por el 
Comité de sanciones que considere incompletas, la Unión debería actuar basándose en el 
artículo 75 TFUE434. 
 A nivel procedimental, el artículo 215 TFUE establece que el Consejo decide, por 
mayoría cualificada, a propuesta conjunta del AR y la Comisión, la adopción de las 
medidas necesarias para aplicar dicha decisión. El Parlamento Europeo, está excluido de 
ese procedimiento, puesto que solo debe ser informado una vez que se hayan adoptado 
las medidas. Este procedimiento proporciona una simplificación significativa en 
comparación con la práctica anterior basada en la aplicación conjunta de los artículos 301, 
60 y 308 TCE que requería de un largo proceso basado en dos pasos que a menudo 
conllevó notables retrasos en la adopción de las sanciones. La redacción del artículo 215 
establece que se adoptaran las “medidas necesarias”, esto permite a las instituciones 
recurrir a todo tipo de actos jurídicos previstos en el artículo 288 TFUE, aunque 
generalmente se emplean los reglamentos. Al ser directamente aplicables en todos los 
 
433 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 81. 
434 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 82. 
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estados miembros los convierte en la herramienta más segura para garantizar, sin demora, 
la uniformidad en la aplicación de medidas restrictivas435. 
 
C. El artículo 291.2 del TFUE: medidas restrictivas basadas en 
competencias de ejecución  
 
 El Consejo de la Unión Europea y la Comisión pueden emplear con carácter 
excepcional el artículo 291.2 TFUE como base jurídica de un Reglamento que establece 
medidas restrictivas. Las medidas restrictivas estarán basadas en competencias de 
ejecución. Esta disposición se inserta dentro del Capítulo II, Actos jurídicos de la Unión, 
procedimientos de adopción y otras disposiciones y el Título I, Disposiciones 
institucionales y de la Sexta Parte del TFUE, Disposiciones institucionales y financieras. 
Esta disposición establece:  
 
Cuando se requieran condiciones uniformes de ejecución de los actos 
jurídicamente vinculantes de la Unión, éstos conferirán competencias de ejecución 
a la Comisión o, en casos específicos debidamente justificados y en los previstos 
en los artículos 24 y 26 del Tratado de la Unión Europea, al Consejo.  
 
 El artículo 291 TFUE no define el concepto de acto de ejecución, solo el apartado 
segundo establece que se requiere que la Comisión o, en casos específicos, el Consejo, 
adopte tal acto para asegurar que los actos jurídicamente vinculantes de la Unión se 
ejecuten de manera uniforme436. La jurisprudencia entiende que el concepto “ejecución” 
cubre tanto la elaboración de normas de aplicación como la aplicación de normas a casos 
particulares mediante actos de alcance individual. Se utiliza el término “ejecución” sin 
 
435 BORLINI, Leonardo, y SILINGARDI, Stefano, “Defining Elements and Emerging Legal Issues of EU 
'Sanctions'”, The Italian Yearbook of International Law, 2018, p.38. 
436 CASTILLO DE LA TORRE, Fernando, “La Comisión Europea y los cambios en el poder ejecutivo de 
la Unión Europea”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, 2015, p.95. 
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restringir su alcance mediante una precisión adicional. Por tanto, no puede concluirse que 
se estén excluyendo los actos individuales437. 
 El Consejo podrá adoptar medidas restrictivas en forma de actos de ejecución 
siempre y cuando se cumplan las condiciones previamente establecidas, a saber: en casos 
específicos debidamente justificados y respecto de materias referentes a la política 
exterior y de seguridad común. La Comisión gozará de la competencia de ejecución en 
aras de la necesidad de coherencia, coordinación y rapidez en la adopción de los actos. 
Asimismo, ninguna disposición del TFUE establece que las disposiciones institucionales 
y financieras no sean aplicables en materia de medidas restrictivas. De hecho, este sistema 
sería el que mejor se ajusta con las posiciones del Consejo y de la Comisión en el ámbito 
de la PESC, donde la Comisión tiene un papel subordinado al del Consejo438.  
 El artículo 291 TFUE exige una justificación de la competencia de ejecución que 
se reserva el Consejo. La jurisprudencia del TJUE ha establecido que en estos casos el 
Consejo debe motivar de manera circunstanciada la decisión por la que se reserva el 
ejercicio de competencias de ejecución. De igual manera, tiene la obligación de justificar 
la naturaleza y el contenido del acto de base que se procede a aplicar o modificar y, en 
principio, la competencia correspondería a la Comisión439. Esta exigencia de que el acto 
legislativo que confiere la delegación delimite de forma expresa los objetivos, el 
contenido, el alcance y la duración de la delegación de poderes se justifica en que la 
atribución de un poder delegado tiene como objeto la adopción de normas que se 
encuadran dentro del marco reglamentario definido por el acto legislativo de base. Sin 
 
437 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, C-440/14P, 
EU:C:2016:128, apartado 36. Completado con la sentencia del Tribunal de Justicia Comisión contra 
Consejo, C-16/88, EU:C:1989:397, apartado 11. 
438 Conclusiones del Abogado General en el asunto National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, 
EU:C:2015:545, apartado 115.  
439 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, C-440/14P, 
EU:C:2016:128, apartado 49-50. 
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embargo, cuando se confiere un poder de ejecución a la Comisión sobre la base del 
artículo 291.2 TFUE, ésta debe precisar el contenido de un acto legislativo, para asegurar 
su aplicación en condiciones uniformes en todos los Estados miembros440. En el contexto 
de las medidas restrictivas la justificación de asignar competencias de ejecución al 
Consejo deriva del hecho de que la inclusión de designaciones tiene una incidencia 
negativa sobre las libertades y derechos fundamentales de los mismos. El sometimiento 
a un régimen sancionador implica un profundo trastorno de la vida personal y profesional 
de los sancionados con graves incidencias en el disfrute de sus derechos fundamentales. 
 Más allá de la sensibilidad de la materia, la atribución competencial del Consejo 
se explica porque esta institución es la competente de la adopción de decisiones en el 
marco de la Política Exterior y de Seguridad Común441. Por esta razón, el Abogado 
General Pedro CRUZ VILLALÓN en el asunto National Iranian Oil Company justifica 
que la competencia ejecutiva atribuida se refiere a una disposición adoptada en el ámbito 
de la PESC, la institución habilitada para ejercerla había de ser el Consejo, siendo 
innecesaria la “debida justificación”, que en otro caso fuera de la PESC habría necesitado 
de la mencionada atribución al Consejo442. Estas decisiones insertas en el ámbito PESC 
solo podrán ser aplicadas en el seno de la Unión si existe un reglamento posterior en el 
marco del TFUE. De este modo, en aras de garantizar la coherencia en los procedimientos 
y la designación e inscripción de los sancionados es justificable recurrir a competencias 
de ejecución, y más teniendo presente que todo el procedimiento se realiza en plazos muy 
breves443. En conclusión, la necesidad de coherencia, coordinación y rapidez justifican en 
 
440 CASTILLO DE LA TORRE, Fernando, “La Comisión Europea y los cambios en el poder ejecutivo de 
la Unión Europea”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, 2015, p.95. 
441 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, C-440/14P, 
EU:C:2016:128, apartado 53. 
442 Conclusiones del Abogado General en el asunto National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, 
EU:C:2015:545, apartado 116. 
443 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, C-440/14P, 
EU:C:2016:128, apartado 54 a 57. 
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estas circunstancias la utilización de competencias de ejecución al Consejo, entendidas 
como “carácter específico” en sentido del artículo 291.2 TFUE. 
 En el al ámbito de las medidas restrictivas, el TJ establece en el caso National 
Iranian Oil Company que: 
 
[…] del artículo 215 TFUE, apartado 2, no se deduce que las medidas restrictivas 
individuales adoptadas contra personas físicas o jurídicas, grupos o entidades no 
estatales deban ser adoptadas necesariamente con arreglo al procedimiento previsto 
en el artículo 215 TFUE, apartado 1, y no puedan serlo sobre la base del artículo 
291 TFUE, apartado 2444.  
 
 Por consiguiente, el TJ subraya la posibilidad de adoptar medidas restrictivas 
sobre la base jurídica del artículo 291.2 del TFUE. Las conclusiones del Abogado General 
Pedro CRUZ VILLALÓN en el asunto National Iranian Oil Company habían resaltado 
la diferencia entre, por un lado, el establecimiento de las medidas y la delimitación de las 
personas y entidades sometidas a las mencionadas medidas y, por otro lado, la concreción 
de las personas y entidades a las que de manera efectiva se le van a aplicar las medidas 
en cuestión. En el primer supuesto solo es posible que las medidas restrictivas se adopten 
sobre la base del artículo 215 TFUE. En cambio, en el segundo supuesto, puede 
concebirse como un acto exclusivamente ejecutivo, y en ese caso, en opinión del Abogado 
General, es posible recurrir al artículo 291.2 del TFUE445. Según el TJ se podría plantear 
si del empleo de las competencias de ejecución se puede derivar una violación del 
principio de igualdad de trato, es decir, si se respetan las garantías de los sancionados del 
mismo modo cuando se aplica el procedimiento ordinario del artículo 215 TFUE que 
cuando se emplea el artículo 291.2 TFUE como base jurídica. Basándose en reiterada 
 
444 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, C-440/14P, 
EU:C:2016:128, apartado 34. 
445 Conclusiones del Abogado General en el asunto National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, 
EU:C:2015:545, apartado 104.   
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jurisprudencia del TJUE y atendiendo a la existencia de una incidencia negativa 
considerable en las libertades y los derechos fundamentales de la persona o entidad 
afectada  
 
[…] toda inscripción en una lista de personas o entidades contempladas por 
medidas restrictivas, esté basada en el artículo 215 TFUE o en el artículo 291 
TFUE, apartado 2, permite a dicha persona o entidad, por cuanto le es equiparable 
a una decisión individual, acceder al juez de la Unión, conforme al artículo 263 
TFUE, párrafo cuarto, con el fin de que se compruebe, en particular, si dicha 
decisión individual es conforme con los criterios generales de inscripción 
enunciados en el acto de base446.  
 
 Por tanto, los afectados disfrutan del derecho de acceso al juez comunitario con 
independencia de la base jurídica empleada. La anterior jurisprudencia se circunscribe 
exclusivamente al acceso judicial respecto de los criterios de la inscripción, en ningún 
caso el juez comunitario la hace extensible a posibles vulneraciones de derecho, de 
carácter procesal o material, como, por ejemplo, la violación del derecho a ser oído o del 
derecho de propiedad.  
 Respecto a la diferencia entre el procedimiento previsto en el artículo 215 TFUE 
y el establecido en el artículo 291. 2 TFUE, señala el TJ: 
 
[…] responde a la voluntad de establecer una distinción, con arreglo a criterios 
objetivos, entre el acto de base y un acto de ejecución en el ámbito de las medidas 
restrictivas. En este contexto, la exigencia establecida en el artículo 215 TFUE, 
apartado 1, relativa a una propuesta conjunta del Alto Representante de la Unión 
para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad y de la Comisión constituye un 
requisito inherente al procedimiento previsto en dicha disposición, y no una 
garantía de procedimiento que deba ser reconocida, de modo general, a toda 
persona o entidad que sea objeto de una inscripción en una lista relativa a medidas 
 
446 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, C-440/14P, 
EU:C:2016:128, apartado 44.  
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restrictivas, con independencia de la base sobre la que se lleve a cabo. Por tanto, el 
hecho de que, en el marco del ejercicio de una competencia de ejecución basada en 
el artículo 291 TFUE, apartado 2, la adopción de medidas restrictivas no esté 
supeditada, contrariamente a lo que sucede en el marco del procedimiento previsto 
en el artículo 215 TFUE, apartado 1, a la presentación de tal propuesta conjunta no 
puede considerarse una violación del principio de igualdad de trato en materia de 
inscripción en una lista447.  
 
 Por tanto, tal y como habría indicado el Abogado General, se estaría ante un 
desequilibrio entre las instituciones de la Unión, donde la diversidad de los 
procedimientos implica una diferencia en las posiciones del Consejo, la Comisión y el 
Alto Representante para asuntos exteriores, pero en ningún caso resultarían 
consecuencias desde el punto de vista de las garantías de los derechos individuales448. 
 
2.3.3 La coordinación entre el artículo 75 TFUE y el 215 TFUE: ¿bases 
jurídicas excluyentes o complementarias? 
 
 Los artículos 75 y 215 TFUE contienen diferencias procesales en la adopción de 
las sanciones. El Tratado de Lisboa diferencia entre las materias PESC y las materias no 
incluidas en este ámbito. El artículo 24 TUE establece que la “la política exterior y de 
seguridad común se regirá por reglas y procedimientos específicos”.  
 Las medidas adoptadas a la luz del artículo 75 TFUE se encuentran dentro del 
ámbito del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia, e implica el uso del procedimiento 
legislativo ordinario449, que exige el voto por mayoría cualificada en el Consejo. Las 
 
447 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, C-440/14P, 
EU:C:2016:128, apartado 45.  
448 Conclusiones del Abogado General en el asunto National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, 
EU:C:2015:545, apartado 62  
449 El procedimiento legislativo ordinario se encuentra regulado en el artículo 294 TFUE y básicamente 
supone que el Consejo y el Parlamento Europeo codeciden las medidas a propuesta de la Comisión.  
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medidas adoptadas en virtud del artículo 215.2 TFUE, es decir, dentro del ámbito PESC, 
supone la aplicación de procedimientos específicos e implica que el Consejo se pronuncia 
por mayoría cualificada sobre la propuesta conjunta del Alto Representante y la 
Comisión, en estos casos el Parlamento únicamente es informado. El artículo 215 TFUE 
solo preceptúa que debe existir una propuesta conjunta de la Comisión y del Alto 
Representante, sin que sea necesario que este último presente una exposición de motivos 
separada o complete la exposición de motivos de la propuesta de la Comisión450. 
 El papel que desempeña el Parlamento Europeo es diferente en cada una de las 
disposiciones, a saber, la codecisión con el Consejo en el contexto del artículo 75 del 
TFUE y solo un derecho de información en virtud del artículo 215 del TFUE. La 
participación del Parlamento en el proceso legislativo es sin duda consecuencia del reflejo 
de un principio democrático fundamental según el cual los pueblos participan en el 
ejercicio del poder a través de una asamblea representativa. La diferencia existente entre 
ambos artículos en lo que atañe a la participación del Parlamento obedece a que los 
autores del Tratado de Lisboa decidieron atribuir al Parlamento un papel más limitado 
respecto de la acción de la Unión en el marco de la PESC,451. En materia de política 
exterior la pugna entre políticas eficaces y un mayor control democrático se ha resuelto 
de manera asimétrica en favor de políticas eficaces, mientras que el control democrático 
ha quedado en un segundo plano452. La idea de que una mayor implicación del Parlamento 
podría suponer problemas para la eficacia y la coherencia de la política exterior forma 
 
450 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 105. 
451 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 81 
y 82. 
452 BARBÉ, Esther y HERRANZ, Anna, “¿Qué legitimidad para la política exterior europea?”, en BARBÉ, 
Esther, y HERRANZ, Anna (eds.), Política Exterior y Parlamento Europeo: Hacia el equilibrio entre 
eficacia y democracia, Oficina del Parlamento Europeo en Barcelona, 2007, p. 5. 
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parte del imaginario colectivo debido a que en este campo se requiere de un alto grado de 
secretismo y rapidez453.  
 La posición del Parlamento en el ámbito de la PESC no es desdeñable puesto que 
el Alto Representante tiene que cumplir con una serie de obligaciones con el Parlamento, 
que permiten en cierta medida compensar la inaplicación del procedimiento legislativo 
ordinario454. El artículo 36 TUE establece que el Alto Representante consultará 
periódicamente al Parlamento Europeo sobre los principales aspectos y opciones de la 
política exterior y de seguridad común y de la política común de seguridad y defensa, le 
informará de su evolución y velará por que se tengan en cuenta sus opiniones. Además, 
el Parlamento Europeo puede dirigir preguntas o formular recomendaciones al Consejo y 
al Alto Representante. Aunque no existe una participación del Parlamento Europeo, los 
derechos fundamentales estarían garantizados. Algunos autores han considerado que 
tratándose de incidencias en los derechos fundamentales estas consideraciones o la 
existencia de ciertas prerrogativas (soft accountability powers) no serían suficientes. De 
igual modo se manifestó el Parlamento Europeo en su informe de 2005455 donde 
argumentaba que la participación del Parlamento no debería circunscribirse al control a 
posteriori de la política exterior europea, sino que debería participar en su formulación456. 
En alguna ocasión el Parlamento Europeo ha sostenido que sería contrario al Derecho de 
la Unión que, mediante un procedimiento que excluye la participación del Parlamento, se 
puedan adoptar medidas que tengan incidencia directa en los derechos fundamentales de 
 
453 BARBÉ, Esther y HERRANZ, Anna, “¿Qué legitimidad para la política exterior europea?”, en BARBÉ, 
Esther y HERRANZ, Anna (eds.), Política Exterior y Parlamento Europeo: Hacia el equilibrio entre 
eficacia y democracia, Oficina del Parlamento Europeo en Barcelona, 2007, p. 9. 
454 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 71.  
455 Informe sobre el informe anual del Consejo al Parlamento Europeo sobre los principales aspectos y las 
opciones fundamentales de la PESC, incluidas sus implicaciones financieras para el presupuesto general de 
las Comunidades Europeas – 2003 (8412/2004 – 2004/2172(INI)). Comisión de Asuntos Exteriores 21 de 
marzo de 2005. Puntos 1-3.  
456 BARBÉ, Esther y HERRANZ SURRALLÉS, Anna (eds.), Política exterior y Parlamento Europeo: hacia 
el equilibrio entre eficacia y democracia, Oficina d'Informació del Parlament Europeu, 2007, p. 8 
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los particulares y de los grupos. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha subrayado 
que la obligación de respetar los derechos fundamentales está dirigida, de conformidad 
con el artículo 51.1 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, a 
todas las instituciones, los órganos y los organismos de la Unión. Tanto el artículo 75.3 
TFUE como el artículo 215.2 TFUE señala que los actos contemplados en ambos artículos 
incluirán las disposiciones necesarias en materia de garantías jurídicas457.  
 La coordinación entre los artículos 75 y 215 TFUE que puede servir como base 
jurídica para adoptar las medidas restrictivas fue abordada por el Tribunal de Justicia de 
la UE en el asunto Parlamento contra el Consejo, asunto sanciones458. La interconexión 
entre el terrorismo y la seguridad, es decir, entre las dimensiones interna y externa de la 
seguridad provoca que ciertos regímenes de sanciones puedan perseguir los objetivos del 
ELSJ y de la PESC, como fue el caso de las sanciones contra las personas vinculadas con 
Osama bin Laden, Al Qaeda y los talibanes. Este hecho hacia cuestionarse la posibilidad 
de acudir a una base jurídica dual459. Considerándose que se podría estar ante una solución 
adecuada para dar respuesta a este tipo de situaciones donde ambas dimensiones parecen 
ser igualmente importantes y en la práctica no pueden separarse460.  El Tribunal de Justicia 
señaló que la elección de la base jurídica de un acto de la Unión debe fundarse en 
elementos objetivos susceptibles de control jurisdiccional. Cuando una medida persigue 
un doble objetivo o tiene un componente doble, y uno de ellos es principal, respecto del 
otro, que es accesorio, esta medida debe fundarse en una sola base jurídica que será la 
exigida por el elemento principal. En casos excepcionales, cuando la medida está 
 
457 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 83 
y 84. 
458 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472. 
459 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, pár. 49 y 74. 
460 VAN ELSUWEGE, Peter, “The Adoption of ‘Targeted Sanctions’ …”, op. cit., p. 497. 
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compuesta por varios componentes vinculados inseparablemente es admisible que una 
medida se haya adoptado recurriendo a distintas bases jurídicas461.  
 La jurisprudencia hace depender la utilización combinada de dos bases jurídicas 
de la compatibilidad de los procedimientos previstos en cada una de las disposiciones y 
del respeto de las prerrogativas del Parlamento Europeo462. Según ha establecido el 
Tribunal de Justicia no se pueden adoptar regímenes de sanciones basados en los artículos 
75 y 215 TFUE conjuntamente463 porque los procedimientos que establecen cada uno 
resultan incompatibles464. El artículo 75 TFUE supone la aplicación del procedimiento 
legislativo ordinario que implica el voto por mayoría cualificada en el Consejo y la 
participación del Parlamento en el procedimiento. El artículo 215.2 TFUE solo exige que 
se informe al Parlamento y requiere la existencia previa de una decisión adoptada 
unánimemente por el Consejo en el ámbito de la PESC465. Aunque las diferentes 
funciones del Parlamento Europeo en el proceso de toma de decisiones podrían no ser 
problemáticas. En varias ocasiones, el Tribunal ha confirmado que una base legal que 
establece un papel limitado o incluso no formal para el Parlamento es compatible con el 
procedimiento de codecisión466.  
 Sin embargo, autores como Peter Van ELSUWEGE defienden que esta conclusión 
amparada reiteradamente por el TJUE no toma en consideración el inusual artículo 40 del 
 
461 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-155/07, EU:C:2008:605, párr. 83-84. 
462 MARTÍNEZ CAPDEVILA, Carmen e BLÁZQUEZ NAVARRO, Irene, “La incidencia del artículo 40 
TUE en la Acción Exterior de la UE”, RJUAM, núm. 28, 2013, p.211. 
463 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 49. 
464 Así lo ha declarado el Tribunal de Justicia en el párrafo 48 del asunto C-130/10. Ahora bien, llega a esta 
conclusión basándose en lo declarado por el Tribunal de Justicia, en los apartados 17 a 21 del caso “Dióxido 
de titanio”, C-300/89, que fija que no cabe acudir a una base jurídica doble cuando los procedimientos 
previstos para una y otra base son incompatibles. Y esta incompatibilidad derivaba del hecho de que el 
procedimiento contemplado en una de las bases jurídicas era el de cooperación y el voto por unanimidad. 
Si bien en otras resoluciones el Tribunal siguió con la misma posición en el contexto del procedimiento de 
codecisión. Finalmente, este enfoque sigue siendo válido, tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, en 
el contexto del procedimiento legislativo ordinario.  
465 MARTÍNEZ CAPDEVILA, Carmen e BLÁZQUEZ NAVARRO, Irene, “La incidencia del artículo 40 
TUE en la Acción Exterior de la UE”, RJUAM, núm. 28, 2013, p.212. 
466 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-155/07, EU:C:2008:605, apartado 79. 
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TUE467. Esta disposición establece un equilibrio entre las características institucionales y 
de procedimiento de la PESC y las competencias externas ajenas a la PESC, así como el 
deber de coherencia, establecido en el artículo 7 del TFUE. Por tanto, una solución 
conciliatoria basada en una base jurídica doble, incluidas las disposiciones PESC y no 
PESC parece, en su opinión, excluida por definición. Este compromiso respetaría, por 
una parte, las competencias externas del Parlamento Europeo y, por otra, confirmaría el 
principio de toma de decisiones por unanimidad del Consejo468.  
 No pudiéndose adoptar regímenes de sanciones basados en los artículos 75 y 215 
TFUE conjuntamente, resulta necesario hacer una distinción entre el ámbito PESC y el 
ámbito ELSJ con vistas a determinar la apropiada base jurídica. En la realización de esta 
labor se vuelve a poner de manifiesto la paradoja de que la lucha contra el terrorismo no 
solo involucra a la acción exterior de la UE, también se refiere directamente a los 
objetivos relacionados con el ELSJ. En la práctica ambas dimensiones se presentan 
igualmente importantes y difícilmente separables469. Para realizar la diferenciación entre 
ambas bases legales, se pueden tomar en consideración distintos criterios. Un primer 
criterio sería recurrir a la aplicación de la norma más general (lex generalis) cuando no 
sea posible el empleo de la norma específica (lex specialis)470. Sin embargo, la 
determinación de la base legal que constituiría la norma general y de la que constituiría 
la específica tampoco resulta de fácil solución. El alcance del artículo 75 TFUE estaría 
más definido, al circunscribirse a los movimientos de capital y los pagos, y restringirse a 
los particulares, mientras que el artículo 215 TFUE establece todo tipo de medidas 
 
467 Para conocer más sobre el impacto del artículo 40 del TUE, se recomienda la lectura de: MARTÍNEZ 
CAPDEVILA, Carmen e BLÁZQUEZ NAVARRO, Irene, “La incidencia del artículo 40 TUE en la Acción 
Exterior de la UE”, RJUAM, núm. 28, 2013, pp. 197-219.  
468 VAN ELSUWEGE, Peter, “The Adoption of ‘Targeted Sanctions’ …”, op. cit., p. 497. 
469 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 16. 
470 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 69. 
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restrictivas y también medidas contra terceros países. Por lo tanto, podría argumentarse 
que el artículo 75 es una lex specialis en lo que respecta a las sanciones financieras 
relacionadas con otras sanciones individualizadas incluidas en el artículo 215471.   
 Un segundo elemento de distinción es el ámbito rationae materiae de ambos 
artículos, es decir, el encuadre de la medida dentro de la política antiterrorista de la UE 
en el ELSJ o de la PESC472. Este criterio implicaría la utilización del artículo 75 del TFUE 
para las sanciones antiterroristas y el artículo 215 del TFUE cuando las medidas 
restrictivas estén relacionadas con la situación política en un tercer país. De este modo, el 
artículo 75 del TFUE serviría de base jurídica para las sanciones adoptadas en el contexto 
de la estrategia autónoma de lucha contra el terrorismo de la UE, limitándose su uso a las 
sanciones financieras autónomas contra los terroristas que actúan dentro de las fronteras 
de la UE473.  Mientras que el artículo 215 TFUE se aplicaría para implementar sanciones 
financieras basadas en las listas de las Naciones Unidas. Sin embargo, la redacción del 
artículo 215 del TFUE no restringe su aplicación a la implementación de las resoluciones 
del Consejo de Seguridad de la ONU. Siendo perfectamente posible adoptar sanciones 
autónomas basándose en esta base legal, ya que la única condición contemplada en el 
TFUE es la adopción previa de una decisión PESC. Además, si se entienden dentro de la 
PESC todas las áreas de política exterior y todas las cuestiones relacionadas con la 
seguridad de la Unión, un vínculo con las resoluciones del Consejo de Seguridad de la 
ONU puede considerarse en sí mismo suficiente para activar la aplicación del artículo 
215 del TFUE. De igual manera, las acciones autónomas de la UE contra los terroristas 
que operan fuera de las fronteras de la UE tienen automáticamente un vínculo de política 
 
471 CREMONA, Marise, “EC Competence, “Smart Sanctions”, and the Kadi Case”, Yearbook of European 
Law, p.591.  
472 CREMONA, Marise, “EC Competence, “Smart Sanctions”, and the Kadi Case”, Yearbook of European 
Law, p.591. 
473 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 67. 
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exterior que los sitúa al menos potencialmente dentro del ámbito del artículo 215 del 
TFUE. 
 De este modo, mientras el artículo 215.2 del TFUE establece una regla general 
aplicable respecto de un área geográfica bien definida fuera del territorio de la UE, el 
artículo 75 del TFUE permitiría la adopción de sanciones financieras contra las personas 
implicadas en actividades terroristas que puedan afectar a la seguridad interior de la UE, 
independientemente de si la Unión las adopta de forma autónoma o si aplica las 
Resoluciones del Consejo de Seguridad474. Sin embargo, la aplicación del artículo 75 del 
TFUE se dirige a los objetivos de seguridad interior de la UE establecidos en el artículo 
67 del TFUE. Una definición amplia de las competencias de la UE contra el terrorismo 
podría incluir también sanciones contra personas que operan fuera de las fronteras de la 
UE sin afectar a las competencias de la PESC protegidas por el artículo 40.2 del TUE475. 
Si el ELSJ y la PESC representan las políticas de seguridad interna y externa de la UE, 
puede argumentarse que el artículo 215 TFUE, como parte de la acción exterior de la UE, 
se utiliza como base jurídica para sanciones contra terceros Estados y personas que se 
dedican a actividades fuera de las fronteras de la UE, mientras que el artículo 75 del TFUE 
puede utilizarse exclusivamente para adoptar medidas contra personas que están activas 
dentro de la UE. Esta distinción reflejaría la antigua diferenciación entre las sanciones 
adoptadas en el segundo y el tercer pilar, respectivamente. En la práctica, parece muy 
difícil, si no imposible, distinguir entre los aspectos internos y externos de la seguridad. 
Las organizaciones terroristas no se detienen en las fronteras de la Unión o sus Estados 
miembros y, a menudo, tienen vínculos en todo el mundo476. Por tanto, proceder de este 
 
474 VAN ELSUWEGE, Peter, “The Adoption of ‘Targeted Sanctions’ …”, op. cit., pp. 496-497. 
475 VAN ELSUWEGE, Peter, “The Adoption of ‘Targeted Sanctions’ …”, op. cit., p. 496. 
476 VAN ELSUWEGE, Peter, “The Adoption of ‘Targeted Sanctions’ …”, op. cit., p. 496. 
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modo resultaría ineficaz al establecer fronteras artificiales entre ambas bases jurídicas que 
se encuentran interconectadas. 
 En el asunto sanciones, el Tribunal de Justicia, siguiendo la postura defendida por 
el Parlamento, dejó sin validez la tesis que había aplicado hasta el momento el Consejo 
según la cual la delimitación entre los respectivos ámbitos de aplicación debía basarse en 
una distinción entre los terroristas llamados “internos”, los terroristas “externos” y los 
terroristas “internacionales”. A juicio del TJ esta distinción resultaba ilógica puesto que 
el terrorismo supone un ataque a los valores comunes y a los fundamentos del Estado de 
derecho y, por ende, al de toda la comunidad internacional resultando irrelevante el 
alcance geográfico de la amenaza que la inseguridad jurídica que provoca la distinción 
expuesta es contraria a una lucha eficaz contra el terrorismo477. El terrorismo no conoce 
fronteras y es un fenómeno revestido de tal complejidad que catalogarlo de interno, 
externo o internacional es prácticamente imposible. Aun cuando el objetivo de una 
organización pueda limitarse a primera visa a una determinada zona geográfica, esta 
organización tendrá a menudo ramificaciones internacionales sobre todo en lo relativo a 
su financiación478. Determinar unas fronteras entre ambos supuestos es altamente 
complejo por todas las implicaciones y obstáculos que a nivel fáctico existen. Se tratará 
en todo caso de barreras artificiales e interpretaciones forzadas por parte del Consejo a la 
hora de determinar la adecuada base legal.  
 Similar es la opinión del Abogado General Yves BOT en las Conclusiones del 
asunto sanciones479, pues considera que los artículos 75 TFUE y 215.2 TFUE no deben 
analizarse como contrapuestos sino como complementarios. Entiende que el artículo 75 
 
477 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472, apartado 16 
y 74-75. 
478 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 75 y 76. En conjunción con la Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-
130/10, EU:C:2012:472, apartado 74.  
479 Sentencia del Tribunal de Justicia Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:472. 
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TFUE constituye la base jurídica adecuada para que la Unión adopte, de forma autónoma 
y con independencia de cualquier iniciativa en el ámbito de la PESC, medidas de 
congelación de fondos y recursos económicos contra personas y entidades no estatales 
que lleven a cabo actividades terroristas o conexas, sin que sea preciso clasificar a los 
destinatarios de dichas medidas como terroristas. La complementariedad debe permitir 
responder a la preocupación en materia de terrorismo de que el sistema no presente ningún 
fallo que pueda comprometer la finalidad de proteger a las democracias de acciones que 
pretenden destruirlas480. 
 En conclusión, el artículo 75 TFUE y el artículo 215.2 TFUE, se amparan en dos 
ámbitos distintos, pero no excluyentes ni separados; mientas el primero se encuadra en el 
ELSJ, el segundo se inserta en el ámbito PESC. No existe entre ellos una relación de 
especialidad sino de complementariedad. Aunque el artículo 75 TFUE centre su objetivo 
en la lucha antiterrorista no impide que para luchar contra el terrorismo se puedan adoptar 
medidas restrictivas al amparo del artículo 215.2 TFUE481.  El debate podría residir en las 
consecuencias sobre las garantías jurídicas de los sancionados en la elección de una u otra 
base jurídica, más teniendo presente que en virtud de ambas disposiciones se deben 
garantizar las necesarias salvaguardas de los derechos fundamentales. La conclusión a la 
que conduce esta discusión es que el objetivo perseguido por el Reglamento en cuestión 
implicará su encuadre legal, y, este a su vez, que la toma de decisiones se realice por uno 
de los diferentes procedimientos.  
 
 
480 Conclusiones del Abogado General en el asunto Parlamento contra Consejo, C-130/10, EU:C:2012:50, 
apartado 69, 79 y 80. 
481 VAN ELSUWEGE, Peter, “The Adoption of ‘Targeted Sanctions’ …”, op. cit., pp.497. 
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2.3.4 El procedimiento de adopción, implementación y revisión de las 
medidas restrictivas 
 
El régimen de sanciones de la UE no fue modificado a nivel procedimental durante 
unos diez años pese a los debates sobre la aplicación efectiva de las sanciones. En 
diciembre de 2003 se anunciaron las denominadas “Orientaciones sobre la aplicación y 
evaluación de las medidas restrictivas (sanciones) en el marco de la Política Exterior y de 
Seguridad Común de la UE”482, que se actualizaron en los años 2005, 2009, 2012 y 2018. 
Actualmente, las orientaciones constituyen el marco de acción de la UE que contiene 
definiciones y directrices sobre el diseño y la implementación de las medidas restrictivas, 
así como información importante sobre los diferentes tipos de restricciones que se pueden 
imponer483. En 2004, la UE publicó los “Principios básicos sobre la aplicación de medidas 
restrictivas (sanciones)”. En este documento se observa que la intención de la UE es la 
utilización de las sanciones como una herramienta importante de la política exterior de la 
Unión, así se establece:  
 
“We are committed to the effective use of sanctions as an important way to 
maintain and restore international peace and security in accordance with the 
principles of the UN Charter and of our common foreign and security policy”484.  
 
 Ambos instrumentos marcaron un nuevo período para el régimen de sanciones de 
la UE, en el que se institucionalizaron tanto el poder de la UE como la tendencia a aplicar 
sanciones de carácter económico485. En 2008, se aprobaron las “Prácticas recomendadas 
 
482 Consejo de la Unión Europea, Orientaciones sobre la aplicación y evaluación de las medidas restrictivas 
(sanciones) en el marco de la Política Exterior y de Seguridad Común de la UE, 4 de mayo de 2018. 
5664/18. 
483 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 374. 
484 Consejo de la Unión Europea, Basic Principles on the Use of Restrictive Measures (Sanctions), 7 de 
junio de 2004, 10198/1/04 REV 1, p.2. 
485 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 375.  
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para la aplicación eficaz de medidas restrictivas”, que ulteriormente, serían modificadas 
en 2016, 2018 y 2019486. Este documento incluye recomendaciones para la 
implementación efectiva de medidas restrictivas de conformidad con la legislación 
aplicable de la Unión y la legislación nacional de los Estados miembros. Estas prácticas 
no son vinculantes legalmente. Constituyen un documento vivo y se prevé que continuará 
desarrollándose a medida que el Consejo vaya examinando otras recomendaciones y 
mejores prácticas en todos los aspectos relativos a la implementación de las sanciones487. 
La UE mantiene una visión crítica y de continuo crecimiento y desarrollo de las medidas 
restrictivas con aras a una correcta aplicación y protección de los derechos fundamentales 
de los sancionados.  
 
2.3.4.1 Las instituciones participantes en la adopción de medidas restrictivas. 
El papel del Alto Representante, el Servicio Europeo de Acción Exterior y los 
grupos de trabajo 
 
 Con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa se enmendó en gran medida la 
Política Exterior y de Seguridad Europea. Se dotó a la UE de una serie de instrumentos y 
herramientas para poder alcanzar no solo sus objetivos prioritarios de manera más eficaz, 
sino también para fortalecer su posición y ser tomado en consideración como un actor de 
gran relevancia y un socio creíble en el campo de las relaciones internacionales y 
enfrentarse a los nuevos retos relativos a la seguridad488. La piedra angular de estos 
 
486 Consejo de la Unión Europea, “Medidas restrictivas (sanciones) -Actualización de las prácticas 
recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas restrictivas”, 6 de diciembre de 2019, 8519/18.  
487 GESTRI, Marco, “Sanctions Imposed by the European Union: Legal and Institutional Aspects”, en 
RONZITTI, Natalino, Coercive Diplomacy, Sanctions and International Law, Brill Nijhoff, Leiden, 2016, 
pp.72-73. 
488 DÁVILA PÉREZ, Consuelo y TRUJILLO JUÁREZ, Ana Luisa, “La acción exterior de la Unión 
Europea y el Servicio Europeo de Acción Exterior”, Revista de Relaciones Internacionales de la UNAM, 
núm. 130, 2018, p. 80, 
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instrumentos la constituyen la figura reforzada del Alto Representante de la Unión para 
Asuntos Exteriores y Política de Seguridad (AR) y el Servicio Europeo de Acción 
Exterior (SEAE). Con el Tratado de Lisboa se configuró un marco institucional original 
e innovador489.  
 El papel de la oficina del Alto Representante y del Servicio Europeo de Acción 
Exterior es de vital importancia en el ámbito de la Acción Exterior de la UE. Por un lado, 
el Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad sufrió 
transcendentales modificaciones de naturaleza con el Tratado de Lisboa, regulándose en 
los artículos 18 y 27 del TUE. La figura había sido regulada en el Tratado de Ámsterdam 
en 1999 y en el Tratado de Niza en 2001, en las modificaciones que operó sobre el Tratado 
de la Comunidad Europea (TCE)490. La figura se institucionalizó en la regulación del 
Tratado de Ámsterdam tratándose de dar solución a la necesidad de incrementar la 
visibilidad de la PESC y la de reforzar los aspectos relativos a la seguridad y defensa491. 
Durante este período, las responsabilidades en los asuntos de política exterior se 
compartían con la Comisaria europea de Relaciones Exteriores492. Además, la función de 
Alto Representante era ejercida por el Secretario General del Consejo, en virtud del 
artículo J.8.3, que establecía: “La Presidencia contará con la asistencia del Secretario 
General del Consejo, que ejercerá las funciones de Alto Representante de la política 
exterior y de seguridad común”. 
 Las nuevas competencias del Alto Representante con el Tratado de Lisboa 
exceden del ámbito de asuntos exteriores, puesto que también se ocupa de las políticas de 
 
489 GONZÁLEZ ALONSO, Luis Norberto, “Le service européen pour l’action extérieure à l’heure de son 
épreuve: une contribution renforcée de l’UE au maintien de la paix?”, Paix et Securité Internationales, 
2014, núm.2, p.13. 
490 CEBADA ROMERO, Alicia, “La Alta Representante de la Unión Europea: la Primera Ministra Integral 
de Acción Exterior”, Instituto Español de Estudios Estratégicos (IEEE), 2010, p. 1. 
491 CEBADA ROMERO, Alicia, y PÉREZ GONZÁLEZ, Carmen, “El Alto Representante de la PESC y la 
nueva política europea de Seguridad y Defensa”, Dykinson, Madrid, 2003, p.18. 
492 Unión Europea, Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, 2015. 
Disponible online: eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM%3Aai0009  
María Vallés González 
 146
seguridad y defensa que tradicionalmente habían correspondido a otros ministerios dentro 
de los gobiernos nacionales. Además, asume funciones respecto de los elementos 
exteriores del ámbito del ELSJ. El AR se configura no tanto como un organismo de 
coordinación, sino que goza de competencia plena para la formulación de propuestas, así 
como para el ejercicio de poderes de carácter ejecutivo493. 
 Dentro del ámbito de la política exterior el AR dispone de poder de iniciativa y 
capacidad para ejecutar políticas sobre la base del mandato del Consejo. Este poder de 
iniciativa se circunscribe a la PESC, como se desprende de la lectura de los artículos 22 
y 30 del TUE, ya que en las demás áreas de la acción exterior se otorga la capacidad para 
presentar propuestas exclusivamente a la Comisión. El AR y la Comisión pueden 
presentar propuestas conjuntas en cualquiera de las áreas. Como ocurre en el ámbito 
sancionador, el artículo 215 TFUE hace mención expresa a esta propuesta conjunta al 
establecer: “[…] el Consejo adoptará por mayoría cualificada, a propuesta conjunta del 
Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Políticas de Seguridad y la 
Comisión […]”494.  
 El AR se apoya en su labor en el Servicio Europeo de Acción Exterior, regulado 
en el artículo 27.3 TUE, cuyo tenor literal determina: “En el ejercicio de su mandato, el 
Alto Representante se apoyará en un servicio europeo de acción exterior. […]”. Este 
órgano tiene sus antecedentes en el fallido Tratado por el que se establece una 
Constitución para Europa en 2004495. Con el Tratado de Lisboa el SEAE obtiene entidad 
y personalidad al establecerse la puesta en marcha de un aparato que sirva a la política 
exterior. El 25 de marzo de 2010, el AR remitió al Consejo de la UE la propuesta de 
 
493 CEBADA ROMERO, Alicia, “La Alta Representante de la Unión Europea: la Primera Ministra Integral 
de Acción Exterior”, Instituto Español de Estudios Estratégicos (IEEE), 2010, p: 4. 
494 CEBADA ROMERO, Alicia, “La Alta Representante de la Unión Europea: la Primera Ministra Integral 
de Acción Exterior”, Instituto Español de Estudios Estratégicos (IEEE), 2010, pp: 4-5. 
495 FERNÁNDEZ SOLA, Natividad, “La evolución normativa del Servicio de Acción Exterior”, Real 
Instituto El Cano-Working Papers, 2008, pp. 2-3.  
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creación del Servicio Europeo de Acción Exterior que fue discutida y aprobada el 8 de 
julio de 2010. Tras el proceso legislativo correspondiente, el SEAE se estableció en virtud 
de la Decisión del Consejo de 26 de julio de 2010496 por la que se establece la 
organización y el funcionamiento del Servicio Europeo de Acción Exterior497. Entrado en 
funciones el 1 de enero de 2011498. Como establece el artículo 27.3 del TUE, el SEAE 
trabaja en colaboración con los servicios diplomáticos y consulares de los Estados 
miembros y está compuesto tanto por funcionarios de los servicios competentes de la UE 
como por personal de los servicios diplomáticos nacionales. Esta estrategia responde al 
concepto de “diplomacia común europea” que había expuesto el Parlamento europeo en 
el año 2000499. En aquel momento el Parlamento ya defendió que el SEAE tuviese una 
composición híbrida, ya que tiene tanto carácter comunitario como nacional, al estar 
conformado también por personal de los Estados miembros. Asimismo, implica una 
estrecha cooperación entre esta diplomacia común y los servicios diplomáticos 
nacionales500. Esta definición se defiende en la “Recomendación del Parlamento Europeo, 
de 13 de junio de 2013, a la Alta Representante de la UE para Asuntos Exteriores y 
Política de Seguridad y vicepresidenta de la Comisión, al Consejo y a la Comisión sobre 
la revisión de 2013 relativa a la organización y el funcionamiento del SEAE” al afirmar: 
 
496 Decisión 2010/427/UE, de 26 de julio de 2010, del Consejo por la que se establece la organización y el 
funcionamiento del Servicio Europeo de Acción Exterior. Diario Oficial L nº 201 de 3 de agosto de 2010, 
pp. 30-40. 
497 Para un análisis de la Decisión, véase: BLOCKMANS, Steven y HILLION, Christophe, “EEAS 2.0: A 
Legal Commentary on Council Decision 2010/427/EU Establishing the Organisation and Functioning of 
the European External Action Service”, Academy of European Law, 2013.  
498 DÁVILA PÉREZ, Consuelo y TRUJILLO JUÁREZ, Ana Luisa, “La acción exterior de la Unión 
Europea y el Servicio Europeo de Acción Exterior”, Revista de Relaciones Internacionales de la UNAM, 
2018, p. 79-80.  
499 Resolución del Parlamento Europeo sobre el establecimiento de una diplomacia común para la 
Comunidad Europea (2000/2006(INI) 
500 GUTIÉRREZ ESPADA, Cesáreo, “El Servicio Europeo de Acción Exterior: ¿solo una hermosa fachada 
para la inanidad?, Cuaderno Europeos de Deusto, 2011, p.65.  
María Vallés González 
 148
“Considerando que el SEAE es un nuevo órgano de naturaleza híbrida, basado en fuentes 
comunitarias e intergubernamentales, sin precedente en la UE […]”501.  
 Su inclusión dentro del Tratado de la Unión Europea tuvo que sortear las 
reticencias de Estados miembros puesto que se tenía miedo a que el SEAE afectara las 
competencias de las misiones diplomáticas nacionales. Una declaración anexa al Tratado 
de Lisboa establece que el SEAE no afecta a las responsabilidades y las competencias de 
los Estados miembros relativas a la definición y desarrollo de su política exterior, ni a sus 
relaciones con terceros países y su participación en Organizaciones Internacionales502. 
 El Servicio Europeo de Acción Exterior está constituido como un órgano 
funcionalmente autónomo503, no siendo ni una institución, ni una agencia ni un organismo 
adscrito al Consejo o a la Comisión. El SEAE ha sido calificado como un “servicio sui 
generis” dependiente del Alto Representante504. De hecho, el Tratado de Lisboa no 
específica las funciones del SEAE, tanto su constitución como su régimen de 
funcionamiento se realizó posteriormente505 mediante la Decisión 2010/427/UE del 
Consejo, de 26 de julio de 2010506. Esta compleja naturaleza implica que la delimitación 
de competencias y la coordinación entre el SEAE y la Comisión Europea sea 
problemática. Se trata de un problema estructural derivado del Tratado que el SEAE no 
puede resolver por sí mismo. Este problema competencial también se hace evidente en 
 
501 Parlamento Europeo, Recomendación del Parlamento Europeo, de 13 de junio de 2013, a la Alta 
Representante de la UE para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad y vicepresidenta de la Comisión, 
al Consejo y a la Comisión sobre la revisión de 2013 relativa a la organización y el funcionamiento del 
SEAE.  
502 POZO SERRANO, Pilar, “Las relaciones exteriores de la Unión Europea”, en BOU FRANCH, Valentín 
Enrique (coord.), Introducción al derecho de la Unión Europea, Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, p. 422. 
503 FERNÁNDEZ SOLA, Natividad, “La evolución normativa del Servicio de Acción Exterior”, Real 
Instituto El Cano-Working Papers, 2008, p.17. 
504 GUTIÉRREZ ESPADA, Cesáreo, “El Servicio Europeo de Acción Exterior: ¿solo una hermosa fachada 
para la inanidad?”, Cuaderno Europeos de Deusto, 2011, p.67. 
505 POZO SERRANO, Pilar, “Las relaciones exteriores de la Unión Europea”, en BOU FRANCH, Valentín 
Enrique (coord.), Introducción al derecho de la Unión Europea, Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, p. 423. 
506 Decisión 2010/427/UE del Consejo, de 26 de julio de 2010, por la que se establece la organización y el 
funcionamiento del Servicio Europeo de Acción Exterior, Diario Oficial L 201, 3 de agosto de 2010, p. 30–
40. 
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materia sancionadora porque cuando la acción PESC tiene como objetivo la imposición 
de sanciones, en el procedimiento de decisión son competentes y participan tanto el 
equipo de sanciones de la Comisión como el SEAE507. El responsable del desarrollo, la 
implementación y el seguimiento de las sanciones de la UE es el Servicio Europeo de 
Acción Exterior508.  
 Las modificaciones y novedades a nivel institucional que se han experimentado 
en lo referente a la acción exterior europea han tratado de dotarla de coherencia, 
consistencia, unidad y eficacia. Se trata de una estructura de gobernanza novedosa que 
responde a un enfoque integral de la acción exterior. El Alto Representante internaliza e 
integra la lógica supranacional y la de cooperación intergubernamental y el Servicio 
Europeo de Acción Exterior es el marco en el que se insertan aquellas unidades que ya se 
venían trabajando en temas idénticos, pero desde lógicas diferenciadas509. Desde la 
perspectiva de la eficacia, resulta constatable que el SEAE se configura como una pieza 
clave para lograr la armonía de las posiciones de la UE a nivel internacional y es capaz 
de dar una respuesta más rápida a una crisis internacional510. En materia de medidas 
restrictivas, con el SEAE se completó la infraestructura para un régimen de sanciones de 
la UE coherente, autorizado y respetuoso con los derechos fundamentales de los 
sancionados511. 
 Dentro de esta estructura institucional las sanciones son tratadas por el Servicio 
de Instrumentos de Política Exterior (FPI) dentro de la Comisión Europea. El FPI 
 
507 FERNÁNDEZ SOLA, Natividad, “La reforma pendiente del Servicio Europeo de Acción Exterior y sus 
implicaciones en la Política de Seguridad de la Unión Europea”, Revista del Instituto Español de Estudios 
Estratégicos, 2013, pp. 21 y 24. 
508 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 375.  
509 CEBADA ROMERO, Alicia, “La Alta Representante de la Unión Europea: la Primera Ministra Integral 
de Acción Exterior”, Instituto Español de Estudios Estratégicos (IEEE), 2010, p. 4. 
510 DÁVILA PÉREZ, Consuelo y TRUJILLO JUÁREZ, Ana Luisa, “La acción exterior de la Unión 
Europea y el Servicio Europeo de Acción Exterior”, Revista de Relaciones Internacionales de la UNAM, 
2018, p. 96. 
511 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 375.  
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representa a la Comisión Europea en las discusiones relativas a las medidas restrictivas 
con los Estados miembros en el Grupo de Trabajo de Consejeros de Relaciones Exteriores 
(consejeros de RELEX). También es el responsable de preparar las propuestas para el 
Reglamento de sanciones que posteriormente es adoptado por el Consejo de la Unión 
Europea. Una vez adoptadas las sanciones, el FPI trabaja para facilitar su implementación 
en la UE y aborda las cuestiones de interpretación que los operadores económicos pueden 
plantear512. 
 Otro órgano con gran importancia dentro de la adopción de las medidas 
restrictivas es el Grupo de Consejeros de Relaciones Exteriores (RELEX). Este Grupo se 
creó en julio de 2000, a consecuencia de la fusión de del grupo de trabajo comunitario 
con el grupo de consejeros PESC513. Actualmente son responsables de las siguientes áreas 
de trabajo: Desarrollo, Ampliación y Política Europea de Vecindad, Cooperación 
Internacional y Desarrollo, Comercio y Asuntos económicos y monetarios514. Además, el 
RELEX es competente de los aspectos jurídicos, financieros e institucionales de la PESC, 
y entre sus funciones prioritarias se encuentran las sanciones. En 2004 se creó en el marco 
del Grupo RELEX una nueva formación denominada “Sanciones” cuya labor se basa en 
el intercambio de prácticas idóneas y en la revisión y aplicación las directrices comunes 




512 Comisión Europea, Service for Foreign Policy Instruments (FPI). Disponible online: 
ec.europa.eu/fpi/what-we-do/sanctions_en  
513 CARRIÓN RAMÍREZ, Berta, “Aspectos institucionales de la gestión de crisis”, en Retos a la 
consolidación de la Unión Europea, Ministerio de Defensa, Centro Superior de Estudios de la Defensa 
Nacional, 2002, p.102. 
514 HELWIG, Niklas; IVAN, Paul, and KOSTANYAN, Hrant, “The new EU foreign policy architecture. 
Reviewing the first two years of the EEAS”, Centre for European Policy Studies (CEPS), 2013, p. 34. 
515 Consejo Europeo/ Consejo de la Unión Europea, Grupo de Consejeros de Relaciones Exteriores 
("RELEX"). Disponible online: www.consilium.europa.eu/es/council-eu/preparatory-bodies/working-
party-foreign-relations-counsellors/ 
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2.3.4.2 El procedimiento de adopción, implementación y revisión de las 
medidas restrictivas en el seno de la UE 
 
 El procedimiento de adopción de las medidas restrictivas en la UE puede contener 
particularidades a tenor de la autoridad que ha adoptado el régimen sancionador, es decir, 
según se trate de la aplicación de sanciones de la ONU o de la adopción de sanciones 
autónomas de la UE. Las sanciones adoptadas por la ONU son de implementación 
obligatoria por la UE y los Estados miembros de la organización516. La UE debe aplicar 
las sanciones de las Naciones Unidas lo más rápidamente posible, a más tardar en un 
plazo de 30 días a partir de la adopción de la resolución del CSNU517. La imposición de 
sanciones autónomas adoptadas por la UE cae bajo el dominio de la PESC y el proceso 
está regulado por los artículos 30 y 31 TUE518. El procedimiento de adopción y de 
revisión de las sanciones de la UE está influenciado por el papel que desempeñan las 
instituciones, los documentos vistos anteriormente y la base jurídica establecida en los 
artículos 75 y 215 del TFUE. 
 La adopción de medidas restrictivas requiere de una Decisión del Consejo en 
materia de Política Exterior y de Seguridad Común. El Alto Representante de la Unión 
para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad formula una propuesta con medidas 
específicas en relación a un país, una situación o a un conflicto. Una vez formulada la 
propuesta se anuncia en términos generales en el Consejo y las analizan sus órganos 
preparatorios. El Consejo es asistido por más de 150 grupos de trabajo y comités 
altamente especializados: 
 
516 MORET, Erica y POTHIER, Fabrice, “Sanctions …”, op.cit., p.182. 
517 Consejo de la Unión Europea, Orientaciones sobre sanciones, actualización de mayo de 2018. 5664/18, 
apartado 38. 
518 GIUMELLI, Francesco, “How EU sanctions work: a new narrative”, Institut d’Études de Sécurité de 
l’Union européenne, 2013, p.10 
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a) el Grupo responsable de la región geográfica a la que pertenece el país afectado: 
COAFR (África), COMOG (Oriente Medio), COASI (Asia y Oceanía), MAMA 
(Machrek y Magreb) y COEST (Europa Oriental y Asia Central) 
b) el Grupo de Consejeros de Relaciones Exteriores (RELEX) 
c) el Comité Político y de Seguridad (COPS)519 
d) el Comité de Representantes Permanentes de los Estados miembros (Coreper II)520 
 En esta etapa, la propuesta es examinada por el grupo de trabajo del Consejo 
responsable de la región geográfica a la que pertenece el país objeto de las medidas 
restrictiva y el COPS. Una vez que estos grupos han decidido por consenso sobre las 
medidas que se impondrán521, se da traslado al grupo RELEX que son los encargados de 
elaborar la Decisión PESC, y cuando corresponda, el Reglamento del Consejo. Entre las 
labores del RELEX se encuentra el debate de la forma jurídica más adecuada que debe 
revestir el acto, la resolución de cuestiones técnicas, etc. No formando parte de su 
cometido los extremos relativos a las designaciones de las personas y entidades ni los 
bienes y servicios que conforman el régimen sancionador. Del mismo modo, en esta etapa 
los representantes de los Estados miembros negocian los términos específicos y concretos 
de cada medida restrictiva522.  
 
519 El COPS está encargado del seguimiento de la situación internacional de los asuntos relativos a la PESC 
y contribuye a la definición de la política mediante la emisión de dictámenes dirigidos al Consejo. Los 
dictámenes se emiten a instancias del Consejo, a iniciativa propia o a iniciativa del AR. De igual manera, 
el COPS supervisa la ejecución de las políticas acordadas y ejerce, bajo la responsabilidad del Consejo y 
del AR, el control político y la dirección estratégica de las operaciones de gestión de crisis. VILLALBA 
FERNÁNDEZ, Aníbal “El Tratado de Lisboa y la Política Común de Seguridad y Defensa”, en 
MINISTERIO DE DEFENSA e INSTITUTO ESPAÑOL DE ESTUDIOS ESTRATÉGICOS (eds.), 
Panorama Estratégico 2009/2010, 2010, p.163. 
520 Comité compuesto por los representantes permanentes de los Estados miembros se encarga de preparar 
los trabajos del Consejo y de realizar las tareas que le deleguen. VILLALBA FERNÁNDEZ, Aníbal “El 
Tratado de Lisboa y la Política Común de Seguridad y Defensa”, en MINISTERIO DE DEFENSA e 
INSTITUTO ESPAÑOL DE ESTUDIOS ESTRATÉGICOS (eds.), Panorama Estratégico 2009/2010, 
2010, p.162 
521 GORDON, Richard; SMYTH, Michael; y CORNELL, Tom, “Sanctions Law”, Bloomsbury, 2019, 
p.40. 
522 GORDON, Richard; SMYTH, Michael; y CORNELL, Tom, “Sanctions Law”, Bloomsbury, 2019, 
p.40  
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 Una vez los términos de las medidas restrictivas son acordados se someten a la 
aprobación del Comité de Representantes Permanentes II (Coreper II)523. Constituyendo 
la etapa final antes de la aprobación del Consejo, donde los representantes intentan llegar 
a un acuerdo antes de pasar sus propuestas al Consejo para su aprobación524. El Consejo 
debe adoptar la Decisión por unanimidad, a la luz del artículo 31 TUE, debido a que tiene 
la máxima autoridad sobre la imposición de sanciones. La Decisión puede tomarse o bien 
en Bruselas o a través de la red de correspondencia COREU525. La negociación en este 
foro es escasa, pero generalmente el proceso se ha iniciado a través de una discusión 
política en los estadios previos y tras varios niveles de conversaciones. El SEAE es el 
responsable de la redacción de los actos legales que dan efecto a la Decisión del Consejo, 
representándose de este modo el compromiso político para implementar las sanciones. El 
borrador producido por el SEAE se finaliza después de que se realicen las modificaciones 
tras las negociaciones con los Estados miembros526. Posteriormente, la Decisión del 
Consejo entra en vigor con la publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea 
(DOUE). Acto seguido, el Consejo informa al Parlamento Europeo sobre la adopción de 
la Decisión527. 
 En el estudio de la implementación de las medidas restrictivas de la UE se 
diferencia entre las aquellas que son competencias de la UE y las que son de los Estados 
miembros. Las competencias de la UE se circunscriben a las sanciones de carácter 
 
523 PASTOR PALOMAR, Antonio, “Las sanciones o medidas restrictivas …”, op. cit., p.126. 
524 GORDON, Richard; SMYTH, Michael; y CORNELL, Tom, “Sanctions Law”, Bloomsbury, 2019, 
p.40. 
525 El COREU es una red de comunicación de la UE entre los Estados miembros para la cooperación en los 
ámbitos de la Política Exterior. Está gestionado por la red de Corresponsables europeos, compuesta por los 
jefes de los Departamentos de PESC de los Estados miembros. VILLALBA FERNÁNDEZ, Aníbal “El 
Tratado de Lisboa y la Política Común de Seguridad y Defensa”, en MINISTERIO DE DEFENSA e 
INSTITUTO ESPAÑOL DE ESTUDIOS ESTRATÉGICOS (eds.), Panorama Estratégico 2009/2010, 
2010, p.163. 
526 MORET, Erica y POTHIER, Fabrice, “Sanctions …”, op.cit., p.182. 
527 GORDON, Richard; SMYTH, Michael; y CORNELL, Tom, “Sanctions Law”, Bloomsbury, 2019, 
p.40. 
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comercial y financiero. Cuando se incluyen inmovilizaciones de activos u otros tipos de 
sanciones de carácter económico o financiero, estas medidas deben ser llevadas a cabo en 
un Reglamento del Consejo. El Alto Representante y la Comisión presentan una 
propuesta conjunta de Reglamento. Esta propuesta conjunta es examinada por el RELEX, 
que a su vez la remite al Coreper y al Consejo para su adopción. El Consejo informa al 
Parlamento Europeo de la adopción del Reglamento del Consejo, dando cumplimiento a 
la obligación de información528. El Consejo es el actor central, ya que es el foro donde se 
toman las decisiones. Con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa se acentuó el papel 
del Consejo al haber asumido el poder de ejecución que correspondía previamente a la 
Comisión. Es precisamente el Consejo quien en última instancia decide y aprueba el 
Reglamento529. 
 Los Reglamentos son actos jurídicos de aplicación general y, por ello, vincula a 
cualquier persona o entidad (operadores económicos, autoridades, etc.) dentro de la UE. 
El Reglamento establece el alcance preciso de las medidas y los detalles para su 
aplicación (tipos de medidas a aplicar, excepciones, procedimiento de información, 
personas y entidades sancionadas, etc.). La Decisión PESC del Consejo y el Reglamento 
del Consejo se adoptan conjuntamente para que ambos actos jurídicos produzcan sus 
efectos al mismo tiempo. Siendo necesario sobre todo en el caso de inmovilización de 
bienes que requiere de una gran coordinación530.  
 La competencia de los Estados miembros se predica respecto de las restantes 
medidas restrictivas, incluidos los embargos de armas y las prohibiciones de viaje, que 
deben aplicarse a nivel nacional. Las medidas serán establecidas únicamente en la 
 
528 Procedimiento de adopción regulado en el artículo 215 del TFUE. 
529 GIUMELLI, Francesco, “How EU sanctions work: a new narrative”, Institut d’Études de Sécurité de 
l’Union européenne, 2013, p.11. 
530 Consejo de la Unión Europea, Procedimiento de adopción y revisión de las sanciones de la UE. 
Recuperado de www.consilium.europa.eu/es/policies/sanctions/adoption-review-procedure/ 
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Decisión PESC y serán aplicadas por los Estados miembros. En estos casos la Comisión 
verificará que los Estados miembros están aplicando los Reglamentos de forma correcta 
y a su debido tiempo. Puesto que el Derecho de la Unión goza de primacía y efecto 
directo, siendo la responsabilidad del Estado por su incumplimiento, tal y como reza el 
artículo 4.3 TUE “los Estados miembros adoptaran todas las medidas generales o 
particulares apropiadas para asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de 
los Tratados o resultantes de los actos de las instituciones de la Unión” 531. En estos casos 
las autoridades nacionales competentes colaboran estrechamente para abordar aquellos 
desafíos comunes y participan en cuestiones relativas sobre todo al cumplimiento y a la 
expedición de autorizaciones532. 
 Las medidas restrictivas deben ser notificadas a las personas y entidades objeto de 
una inmovilización de activos o de restricciones de viajar las medidas que se han tomado 
contra ellas por el impacto sobre el disfrute de derechos fundamentales. Se puede 
proceder, o bien, individualmente por carta, si se conoce la dirección, o bien, por medio 
de un anuncio publicado por el Consejo en la serie C del DOUE533.  
 Todas las medidas restrictivas en vigor se revisan periódicamente para que se 
adapten al nuevo contexto y puedan alcanzar sus objetivos. Los responsables de la 
revisión son los grupos de trabajo y el Grupo RELEX que correspondan, asistidos por el 
SEAE, la Comisión y los Jefes de Misión534. Las medidas restrictivas adoptadas en 
ejecución de las Resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas no tienen 
una fecha de terminación. Su modificación o levantamiento se realiza en virtud de una 
decisión de las Naciones Unidas. Cuando se trate de regímenes mixtos de sanciones, el 
 
531 PASTOR PALOMAR, Antonio, “Las sanciones o medidas restrictivas …”, op. cit., p.129. 
532 MORET, Erica y POTHIER, Fabrice, “Sanctions …”, op.cit., p.183. 
533 Consejo de la Unión Europea, Procedimiento de adopción y revisión de las sanciones de la UE. 
Recuperado de www.consilium.europa.eu/es/policies/sanctions/adoption-review-procedure/  
534 Consejo de la Unión Europea, Orientaciones sobre sanciones, actualización de mayo de 2018. 5664/18, 
Anexo I, apartado 15. 
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tratamiento será híbrido. Las disposiciones de las Naciones Unidas serán de duración 
indefinida, mientras que las disposiciones autónomas de la UE se revisarán al menos una 
vez cada 12 meses. En el caso de las medidas restrictivas autónomas, hay que distinguir 
entre las Decisiones del Consejo y los Reglamentos. Las primeras son aplicables 
generalmente durante 12 meses, mientras que los Reglamentos del Consejo tienen 
duración indefinida. Por lo que respecta a las prórrogas o posibles modificaciones, el 
Consejo revisará las medidas restrictivas antes de decidir prorrogar la Decisión. 
Asimismo, dependiendo de la evolución de la situación, el Consejo puede decidir en 



























Ilustración nº 1. Procedimiento de adopción e implementación de las medidas restrictivas 
Fuente: GORDON, Richard; SMYTH, Michael; y CORNELL, Tom, Sanctions Law 
 
535 Consejo de la Unión Europea, Procedimiento de adopción y revisión de las sanciones de la UE. 
Recuperado de www.consilium.europa.eu/es/policies/sanctions/adoption-review-procedure/  
PROPUESTA 







Propuesta presentada por un Estado miembro 
o por un Alto Representante de la Unión para 
Asuntos Exteriores y Política de Seguridad o 
SEAE 
Propuesta anunciada en el Consejo de 
Asuntos Exteriores y discutida en detalle por 
el COPS. Propuesta examinada por los grupos 
de trabajo del Consejo 
Términos de la Decisión (y del Reglamento) 
negociados por los representantes de los 
Estados miembros 
Escrutinio preliminar de la Decisión (y del 
Reglamento) 
Aprobación final de la Decisión (y del 
Reglamento) 
En caso necesario, el Reglamento de la UE, 
impuesto por el Consejo de conformidad con 







Las medidas restrictivas de la Unión Europea y su incidencia en los Derechos Humanos 
 Estudio del caso de Irán 
 157  
 Mención aparte merecen las denominadas “medidas informales”, es decir, 
aquellas sanciones que son decididas por el Consejo o por el Consejo Europeo fuera del 
marco formal de la PESC. Estas medidas se incardinan en las Conclusiones del Consejo 
o en las declaraciones presidenciales y no en documentos jurídicamente vinculantes536. 
La adopción de las mismas se lleva a cabo sin pasar por el procedimiento formal. Por ello, 
en algunas ocasiones las medidas informales se configuran como una alternativa útil ante 
el complejo procedimiento de la PESC. Así, gozan de una gran flexibilidad debido a la 
ausencia de marco jurídico que permite una rápida adopción. Al mismo tiempo, este 
hecho también otorga cierta flexibilidad en el levantamiento del régimen537. La 
informalidad de las medidas no afecta a su tipología puesto que pueden consistir en los 
mismos tipos de sanciones que las que se adoptan en virtud del procedimiento PESC538. 
El uso de medidas informales puede devenir útil en aquellos supuestos donde los Estados 
miembros no quieren estar vinculados por decisiones legales, o si el desacuerdo impide a 
la UE aportar una respuesta. Sin embargo, su práctica no es adecuada para ofrecer una 
estrategia de sanciones efectiva y coherente. De su naturaleza indefinida se derivan 
problemas en términos de cumplimiento y control de las medidas. La ausencia de un 
procedimiento formal en el levantamiento de las medidas informales conlleva al mismo 
tiempo la falta de un calendario de renovación. Este hecho tiene una incidencia directa en 
el respeto a los derechos fundamentales de los sancionados, por ejemplo, una duración 
 
536 PORTELA, Clara, “Sanctions of the European Union: When and why do they work?”, 2012, p.2. 
Disponible online: theseus.uni-
koeln.de/fileadmin/Clara_Portela_Sanctions_of_the_European_Union_2012.pdf  
537 PORTELA, Clara, “European Union Sanctions and Foreign Policy. When and Why do they Work?”, 
Routledge, 2010, pp. 22-23.  
538 Ejemplos de estas sanciones informales son las restricciones a los contactos diplomáticos y a la ayuda 
al desarrollo para Honduras que el Consejo anunció en 2009 -al respecto puede consultarse la nota de prensa 
de 15 de septiembre de 2009 (13028/09), p.11, Disponible online: 
www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/en/gena/110129.pdf-; la suspensión de las 
visitas oficiales de altos oficiales militares de Myanmar/Birmania a países de la UE que el Consejo llevo a 
cabo en octubre de 2017 -nota de prensa de 16 de octubre de 2017 (578/17), Disponible online: 
www.consilium.europa.eu/en/press/press-releases/2017/10/16/myanmar-burma-conclusions/pdf 
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ilimitada o indeterminada en una congelación de activos financieros puede provocar una 
violación del derecho de propiedad539. 
 
2.4 El control del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de las medidas 
restrictivas impuestas a particulares 
 
La principal dificultad a la que se enfrenta la UE en su práctica sancionadora es que 
sus designaciones suelen ser impugnadas ante los tribunales europeos y con altos 
porcentajes de éxito. Según un análisis reciente la tasa de éxito se sitúa del 65% al 35% a 
favor de los demandantes540. La protección de los derechos fundamentales de los 
sancionados a consecuencia de la imposición de medidas restrictivas ha motivado que el 
TJUE haya anulado un gran número de designaciones. El JUE ha desarrollado una 
jurisprudencia donde establece el equilibrio entre sanciones eficaces, las obligaciones de 
la UE respecto de las sanciones procedentes de Naciones Unidas y la protección de los 
sancionados. Sin embargo, en sus inicios el derecho comunitario no hizo hincapié en lo 
relativo a la protección de los derechos fundamentales, al entender que estaban 
suficientemente protegidos por los ordenamientos internos de los Estados miembros. Este 
vacío fue suplido paulatinamente por la actuación del TJCE que desarrolló una doctrina 
jurisprudencial que fundamentaba la protección de los derechos fundamentales en el 
ordenamiento comunitario recurriendo a la noción de principios generales de derecho 
comunitario541. Esta etapa se inició con la sentencia del asunto Stauder542 donde el TJCE 
 
539 PORTELA, Clara, “EU Sanctions…”, op. cit., pp. 23-24.  
540 PORTELA, Clara, Written Evidence (BSP0003), Houses of Parliament, 2017. Disponible online: 
data.parliament.uk/writtenevidence/committeeevidence.svc/evidencedocument/eu-external-affairs-
subcommittee/brexit-sanctions-policy/written/69280.pd  
541 RIPOL CARULLA, Santiago, “La protección de los derechos humanos fundamentales en la Unión 
Europea”, en LÓPEZ BARRERO, Esther y RIPOL CARULLA, Santiago (eds.), Derecho de la Unión 
Europea, Centro de Estudios Financieros, 2017, p. 312. 
542 Sentencia del Tribunal de Justicia Erich Stauder contra Stadt Ulm - Sozialamt. Petición de decisión 
prejudicial: Verwaltungsgericht Stuttgart – Alemania, C-29-69, ECLI:EU:C:1969:57. 
Las medidas restrictivas de la Unión Europea y su incidencia en los Derechos Humanos 
 Estudio del caso de Irán 
 159  
afirmó que los derechos fundamentales de la persona formaban parte de los principios 
generales del Derecho comunitario y el Tribunal debía asegurar su respeto543. La 
consolidación de esta línea jurisprudencial se produjo con el caso Internationale 
Handelsgesellschaft544, en la que el Tribunal afirma la existencia de los principios 
generales comunitarios tendentes a la protección de los derechos fundamentales. En ese 
proceso, el TJCE actúa con flexibilidad buscando un equilibrio entre el poder de una 
administración eficaz que actúa por el interés general y las garantías del administrado545. 
En el Tratado de la Unión Europea se codifica esta construcción jurisprudencial al 
afirmar en el artículo F.2, “La Unión respetará los derechos fundamentales tal y como se 
garantizan en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950, y tal y como 
resultan de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros como 
principios generales del Derecho comunitario”. La obligación de la Unión de respetar los 
derechos fundamentales se convierte en un principio rector de las instituciones546. 
En el ámbito sancionador, a pesar de la existencia de una línea jurisprudencial 
tendente a la mayor protección de los derechos fundamentales y su evolución garantista, 




543 AMEZÚA, Luis Carlos, “Los derechos fundamentales en la Unión Europea”, Revista De Derecho 
(Valdivia), 2004, p.111. 
544 Sentencia del Tribunal de Justicia Internationale Handelsgesellschaft mbH contra Einfuhr- und 
Vorratsstelle für Getreide und Futtermittel. Petición de decisión prejudicial: Verwaltungsgericht Frankfurt 
am Main – Alemania, C-11-70, ECLI:EU:C:1970:114. 
545 AMEZÚA, Luis Carlos, “Los derechos fundamentales en la Unión Europea”, Revista De Derecho 
(Valdivia), 2004, pp.111-112. 
546 ROLDAN BARBERO, Javier, “Derecho comunitario y principios fundamentales del derecho interno 
(Comentario a las Sentencias del TJCE van Schijndel y Peterbroeck de 14 de diciembre de 1995), 1996, 
Revista de Instituciones Europeas, p.803. 
547 JIMÉNEZ GARCÍA, Francisco, “Medidas restrictivas en la Unión Europea …”, op. cit., p. 530 
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2.4.1 Evolución de la competencia y labor del TJUE en materia de medidas 
restrictivas a través de sus pronunciamientos 
 
 Desde la entrada en vigor del TUE con el Tratado de Maastricht hasta la entrada 
en vigor del Tratado de Lisboa la competencia del Tribunal de Justicia sobre el ámbito 
PESC estaba excluida en virtud del artículo 46 TUE. Sin embargo, el TPI y el TJ se 
pronunciaron en diversos asuntos en los que, de forma directa, o indirecta, se abordaba el 
control judicial de la política exterior de la UE. Este control se pudo llevar a cabo gracias 
a la aplicación del artículo 47 TUE y a las pasarelas entre la PESC y el TCE reguladas 
expresamente en los artículos 60 y 301 TCE548. El camino hasta alcanzar un verdadero 
control judicial por parte de los jueces de la Unión en el ámbito de las medidas restrictivas 
fue largo. El primer problema al respecto se suscitó en los asuntos Segi y Gestoras Pro-
Amnistía549, a raíz de la lucha antiterrorista en la Unión Europea, el cumplimiento de las 
resoluciones del CSNU y la creación de las listas negras. En este caso, la inclusión de los 
nombres en las listas de sanciones se realizó en virtud de un acto jurídico basado en los 
artículos 15 y 34 del TUE550. El mencionado acto se situaba dentro del ámbito PESC y 
del tercer pilar. La inclusión de los demandantes en las listas se realizó en virtud del 
artículo 4 de la Posición Común 2001/931551, que sirvió de marco para la aplicación de 
las medidas restrictivas específicas contra personas, grupos y entidades físicas y jurídicas 
designados en la lista de organizaciones terroristas552. 
 
548 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos de 
derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, p.103. 
549 Sentencia del Tribunal de Justicia Gestoras Pro Amnistía y otros contra Consejo, C-354/04P, 
EU:C:2007:115; y Sentencia del Tribunal de Justicia Segi y otros contra Consejo, C-355/04P, 
EU:C:2007:116. 
550 La numeración corresponde al Tratado de la Unión Europea firmado en Maastricht en 1992. Con la 
numeración actual el artículo 15 equivale al artículo 29, mientras el artículo 34 se derogó por el Tratado de 
Lisboa. 
551 Posición común 2001/931/PESC del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, relativa a la aplicación de 
medidas específicas con el fin de luchar contra el terrorismo. Diario Oficial n° L 344 de 28 de diciembre 
de 2001, pp. 93-96. 
552 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., p. 4. 
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 Los recurrentes solicitaron ante el TPI una indemnización por daños derivados de 
su inclusión en la lista e impugnaron la legalidad de ciertas disposiciones de la Posición 
Común. Tras declararse incompetente respecto de la primera pretensión, el TPI consideró 
ser competente para el examen de contenido de la Posición Común controvertida a la luz 
del artículo 47 TUE553 que legitimaba al TPI a la revisión indirecta de las medidas 
adoptadas en los pilares intergubernamentales con el fin de controlar el respeto a la 
delimitación de las competencias entre los pilares. El TPI declaró que el Consejo, 
actuando en el ámbito del tercer pilar, no se había entrometido en las competencias de la 
CE. El Parlamento Europeo criticó la elección de la base jurídica para la elaboración de 
la lista de organizaciones terroristas, pero el TPI rechazó la crítica al afirmar que se trataba 
de una decisión política ajena al margen del control judicial. Los asuntos Segi y Gestoras 
Pro-Amnistía pusieron de manifiesto las lagunas en la protección de los derechos 
fundamentales, especialmente, el relativo a la tutela judicial efectiva, en el marco del 
tercer pilar de la UE554. El pronunciamiento del TPI respondía a las limitaciones del marco 
jurídico de la CEE.  
 Esta no fue la lógica a la que respondieron los pronunciamientos de los siguientes 
asuntos que tuvo que dilucidar el TPI, relativos a sanciones adoptadas en cumplimiento 
de resoluciones del Consejo de Seguridad y en cuyo proceso de adopción los sujetos 
afectados no habían tenido ni conocimiento de los motivos ni la posibilidad de presentar 
alegaciones. Estas fueron las alegaciones en los asuntos Kadi y Yusuf/Al Barakaat555, 
Hassan556 y Ayadi557. Estos casos se han convertido en un auténtico referente y punto de 
inflexión en cuanto a la protección de los derechos fundamentales de los sancionados. 
 
553 La numeración corresponde al Tratado de la Unión Europea firmado en Maastricht en 1992. Con el 
Tratado de Lisboa el artículo se desplazó al actual artículo 40 TUE.  
554 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., pp. 4-5. 
555 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332.  
556 Sentencia del Tribunal General Hassan contra Consejo y Comisión, T-49/04, EU: T:2006:201. 
557 Sentencia del Tribunal General Ayadi contra Consejo, T-253/02, EU: T:2006:200. 
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Los asuntos Yusuf y Kadi tienen por objeto un recurso de anulación ante el TPI por su 
inclusión en las listas de sancionados por dar apoyo a Al-Qaeda. Se procedió al control 
judicial de las medidas restrictivas contra los demandantes puesto que las medidas se 
habían adoptaro mediante actos comunitarios y cumplían con el requisito de poseer un 
alcance directo e individual558. En primera instancia, el TPI no dudó en sacrificar los 
derechos de los demandantes con el único fin de respetar las obligaciones derivadas de 
las resoluciones del CSNU y, especialmente, en aras del mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales559. El TPI fundamentó su posición en dos aspectos, por un lado, 
que las obligaciones que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados miembros 
tienen primacía respecto a las obligaciones derivadas de su pertenencia a la UE, en virtud 
del artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas. Por otro lado, la esencia del artículo 
297 TCE radicaba en permitir a los Estados miembros el cumplimiento de los 
compromisos derivados de la Carta de las Naciones Unidas. Tanto en virtud del derecho 
internacional general como del orden comunitario, los Estados miembros debían dejar de 
aplicar el derecho comunitario que pudiese obstruir el cumplimiento de las obligaciones 
derivadas de la Carta, aunque las mismas fuesen relativas a la protección de los derechos 
fundamentales de particulares. El TPI consideró que no disponía de margen de 
apreciación autónomo al ejecutar las sanciones selectivas emanadas del orden de 
Naciones Unidas560. El TPI defendió una postura favorable a la defensa de la primacía de 
la Carta de la ONU y al cumplimiento de las obligaciones por parte de los Estados 
miembros de la UE. Se trató de una posición caracterizada por la autocontención del 
control judicial de la normativa comunitaria que ejecutaba las sanciones dimanantes del 
 
558 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., p. 6. 
559 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., p. 6. 
560 Sentencia del Tribunal General Kadi contra Consejo y Comisión, T-315/01, EU: T:2005:332, par. 214. 
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CS.561 Para algunos autores, esta interpretación era difícilmente compatible con el 
principio de que todos los actos de las instituciones están sometidos al control judicial en 
relación con los principios fundamentales del ordenamiento comunitario562. 
 El TPI procedió al análisis de los derechos fundamentales de los sancionados bajo 
este régimen sancionador. Examinó si el Consejo de Seguridad había respetado el ius 
cogens, en particular ciertos derechos fundamentales563. Los derechos fundamentales se 
integran dentro del ius cogens actuando como límite a la obligatoriedad de las 
resoluciones del Consejo de Seguridad. No obstante, el TPI no observó que existiese una 
vulneración de las normas de protección de los derechos fundamentales de ius cogens 
atendiendo a la existencia de un sistema de excepciones y limitaciones en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos. Además, alegó que los sancionados disponen de la 
posibilidad de dirigirse al Comité de Sanciones de Naciones Unidas para obtener la 
revisión del caso individual a través del Estado del que se es nacional o se reside564. Esta 
postura resultaba preocupante a consecuencia de que se daba una mayor importancia a la 
preservación de las obligaciones internacionales de la UE, en detrimento de la protección 
de los derechos humanos.  
 EL análisis del TPI era criticable, por un lado, desde la óptica europea por la falta 
de un enfoque “europeo”, puesto que en Europa los derechos humanos gozan de un alto 
nivel de protección. Se podría haber llegado a sostener la existencia de un ius cogens 
europeo, derivado del ius cogens general, en el área de protección de los derechos 
humanos. El hecho de que dos de los Estados miembros de la UE sean miembros 
 
561 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos 
de derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, p. 125. 
562 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., pp. 6-8. 
563 KOKOTT, Juliane, y SOBOTTA, Christoph, “The Kadi Case- Constitutional Core Values and 
International Law- Finding the Balance?”. The European Journal of International Law, vol. 23, núm. 4, 
2012, p.1016. 
564 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., p. 8. 
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permanentes del Consejo de Seguridad, podría haber conllevado la exigencia al mismo 
de una actuación de acuerdo con los umbrales de protección europeos565. El deber de 
cooperación entre organizaciones funciona en ambas direcciones y resulta aplicable no 
solo a la UE y a los Estados miembros, sino también al Consejo de Seguridad566. Por otro 
lado, la interpretación que realizó el Tribunal del concepto de ius cogens fue incorrecta 
debido a que equipara este concepto a una obligación de respeto de los derechos humanos 
en general. Como afirma Santiago RIPOL: 
 
“La noción de ius cogens, al igual que la de obligaciones erga omnes, es expresiva 
de la tendencia progresiva del Derecho internacional público hacia la 
comunitarización o superación del relativismo entre Estados, lo que supone desde 
un punto de vista normativo la aceptación de la existencia de que los Estados (y las 
Organizaciones internacionales) tienen obligaciones para con la comunidad 
internacional en su conjunto, obligaciones erga omnes, correlativas a unos 
derechos subjetivos públicos o sin titular determinado, y cuyo cumplimiento podría 
ser por tanto exigido por cualquier Estado”.567 
  
 En el asunto Kadi el Tribunal habría hecho un uso poco preciso tanto de la noción 
de ius cogens como de derechos humanos de carácter fundamental. El TPI realiza una 
equiparación con la obligación de respeto de los derechos humanos en general, mientras 
que las normas de ius cogens establecen obligaciones concretas referentes a la protección 
de los intereses esenciales de la comunidad internacional568.  
 Esta situación de indefensión de los sancionados se revirtió con el 
pronunciamiento en segunda instancia, el cual estuvo muy influenciado por la opinión del 
Abogado General POIARES MADURO, aunque pueden encontrarse divergencias en 
 
565 CEBADA, Alicia, “La Unión Europea: ¿Una Acción Exterior Inteligente?”, Iustel, 2008, pp.122-123. 
566 CEBADA, Alicia, “La Unión Europea: ¿Una Acción Exterior Inteligente?”, Iustel, 2008, p. 126. 
567 RIPOL CARULA, Santiago, “Los asuntos Kadi, Yusuf y Chafiq Ayadi: cuestiones de derecho 
internacional”, Revista Vasca de Administración Pública RVAP, 82, 2008, pp.267-268. 
568 RIPOL CARULA, Santiago, “Los asuntos Kadi, Yusuf y Chafiq Ayadi: cuestiones de derecho 
internacional”, Revista Vasca de Administración Pública RVAP, 82, 2008, pp.272-273. 
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ciertas consideraciones569. El AG abordó las relaciones entre el ordenamiento jurídico 
comunitario y el ordenamiento jurídico internacional desde un prisma constitucional. En 
su opinión, el afán primordial del Tribunal de Justicia debía ser la preservación del marco 
constitucional creado por el Tribunal570. Subrayó que en el Tratado no existe ninguna 
disposición de la que se pueda deducir lógicamente que las medidas adoptadas para la 
aplicación de las Resoluciones del Consejo de Seguridad tengan un estatus supranacional 
y, por ende, estén exentas de control judicial571.  
 El TJUE dictó una sentencia con un razonamiento fuertemente dualista, 
enfatizando la separación y autonomía de la CE de otros sistemas legales y del orden legal 
internacional y la prioridad que debe darse a las propias reglas fundamentales de la CE572. 
Aunque en el asunto Kadi el TJCE no distinguió expresamente entre los principios básicos 
del derecho comunitario que prevalecen sobre el derecho internacional, incluida la Carta 
de las Naciones Unidas, trató todos los “derechos fundamentales” reconocidos por la CE 
como pertenecientes a una categoría normativamente superior573. El Tribunal de Justicia 
estableció que:  
 
[…] al controlar las medidas restrictivas, los tribunales deben garantizar un control, 
en principio, completo de la legalidad de todos los actos de la Unión desde el punto 
de vista de los derechos fundamentales que forman parte integrante de los 
principios generales del Derecho de la Unión574.  
 
 
569 DE BDIRCA, Grainne, “The European Court of Justice and the International Legal Order After Kadi”, 
Harvard International Law Journal, núm. 51, 2010, p. 22.  
570 CEBADA, Alicia, “La Unión Europea: ¿Una Acción Exterior Inteligente?”, Iustel, 2008, p. 122. 
571 Conclusiones del Abogado General de la Sentencia del Tribunal de Justicia Kadi y Al Barakaat 
International Foundation/Consejo y Comisión, C-402/05 P, EU:C:2008:11, párrafo 28. 
572 DE BDIRCA, Grainne, “The European Court of Justice and the International Legal Order After Kadi”, 
Harvard International Law Journal, núm. 51, 2010, p. 23. 
573 DE BDIRCA, Grainne, “The European Court of Justice and the International Legal Order After Kadi”, 
Harvard International Law Journal, núm. 51, 2010, p. 25. 
574 Sentencia del Tribunal de Justicia Kadi y Al Barakaat International Foundation contra Consejo y 
Comisón, C-402/05P y C-415/05P, EU:C:2008:461, p.326. 
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 La sentencia señaló que tanto el derecho de defensa como el derecho a una tutela 
judicial efectiva forman parte de los derechos fundamentales y, por tanto, son esenciales 
para la realización del mencionado control judicial575. Esta argumentación ha sido 
criticada por parte de la doctrina al considerar que este razonamiento contiene una 
contradicción. El TJ declaró su respeto al cumplimiento de las Resoluciones del CS y su 
incompetencia para valorar jurídicamente las Resoluciones y al mismo tiempo se atribuyó 
competencia para controlar judicialmente la normativa comunitaria que las ejecuta. A su 
juicio, hubiese sido posible optar por una valoración integradora y coherente de la 
normativa internacional basada en el cumplimiento de las normas de ius cogens y en el 
respeto de los principios y propósitos de la Carta de la ONU, incluida la protección de los 
derechos humanos, que conforme con el artículo 24.2 de la Carta vinculan al CS. Del 
mismo modo, consideran que el TJ ha mantenido una postura fragmentadora y 
radicalmente dualista de las relaciones entre el Derecho de la UE y la Carta de la ONU. 
Esta posición implica un riesgo para la unidad y coherencia del ordenamiento 
internacional576 al basarse en una visión estanca de las relaciones entre el Derecho 
Internacional y los sistemas regionales577. 
 
575 Sentencia del Tribunal de Justicia Comisión y otros contra Kadi (Kadi II), C-584/10 P, EU:C:2013:518, 
apartados 97 y 98. 
576 En opinión de estos autores hubiese sido más adecuado mantener una postura monista y moderada. En 
la línea de la adoptada en el asunto Racke (Sentencia del Tribunal de Justicia Racke contra Hauptzollamt 
Mainz, C-162/96, ECLI:EU:C:1998:293) donde el TJ defiende que, aunque siempre ha mantenido una 
concepción monista del ordenamiento y el respeto escrupuloso del Derecho internacional, sin plantearse su 
control de validez. A medida que la UE ha evolucionado hasta convertirse en un poder público 
supranacional, empezaron a aparecer matices a las posturas anteriores ya que no es posible permitir los 
efectos de una norma origen internacional que pueda afectar a los derechos fundamentales que se ha 
comprometido a defender. De este modo, el TJ reconoce la obligación que tiene la UE de respetar el 
Derecho internacional, pero establece la condición de que ese Derecho internacional ha de respetar los 
principios constitucionales de los Tratados, particularmente en lo que respecta a los derechos 
fundamentales. GORDILLO PÉREZ, Luis Ignacio, “El TJUE y el Derecho Internacional: la defensa de su 
propia autonomía como principio constitucional básico”, Cuadernos de Derecho Transnacional, 2017, p. 
354. 
577 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos de 
derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, pp. 131-133. 
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 El Tribunal creó su propia doctrina Solange578 con una importante salvaguardia 
contra la violación de los derechos humanos fundamentales. El Tribunal de Justicia 
entiende que la revisión llevada a cabo por el juez comunitario de las medidas 
comunitarias puede considerarse eficaz solo si se refiere, de manera indirecta, a las 
apreciaciones de fondo del propio Comité de Sanciones. Desde una perspectiva protectora 
de los derechos humanos y ante la falta de seguridad jurídica cuando el Consejo de 
Seguridad actúa es difícil no estar de acuerdo con la necesidad de este enfoque579.  
 Es indudable la importancia que las sentencias del TJCE y TJUE tuvieron y han 
tenido en la Unión Europea para aplicar las resoluciones del Consejo de Seguridad. Se ha 
llevado a cabo una interpretación conciliadora para canalizar los efectos de las 
resoluciones del Consejo de Seguridad. Para modular sus efectos se han empleado 
técnicas como la búsqueda de un equilibrio entre, por un lado, los derechos de los 
demandantes y la continuidad de los mecanismos de sanción y, por otro lado, los efectos 
temporales de la anulación. Por ello, las autoridades competentes europeas disponen de 
margen de actuación al respecto580.  
 Recientemente, el TJ dio un paso adicional en la afirmación de la autonomía del 
orden legal europeo en el asunto Bank Mellat581. El TJ no insistió, como había hecho 
previamente en Kadi, en que su pronunciamiento no tenía la intención de desafiar la 
 
578 Este concepto fue desarrollado por el Tribunal Constitucional alemán (Bundesverfassungsgericht) y 
aplicado posteriormente por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. El Tribunal Constitucional 
consideró que el nivel de protección de los derechos fundamentales disponible a nivel comunitario era 
menor que a nivel nacional, por ello, decidió reservarse el derecho de revisar la acción de la Unión de 
conformidad con los derechos fundamentales nacionales siempre y cuando no haya suficiente protección 
en el ámbito comunitario. El TEDH siguió un razonamiento comparable en su decisión del caso 
Bosphorus/Ireland, donde optó por abstenerse de ejercer control con respecto a actos de la UE. El Abogado 
General propone una solución Solange en el párrafo 54 de sus Conclusiones. No obstante, como se indica 
el TJUE opta por una solución matizada. Para ampliar sobre este punto se recomienda la siguiente lectura: 
KOKOTT, Juliane y SOBOTTA, Christoph, “The Kadi Case- Constitutional Core Values and International 
Law- Finding the Balance?”. The European Journal of International Law, vol. 23, núm. 4, 2012.  
579 GAZZINI, Tarcisio y HERLIN-KARNELL, Ester, “Restrictive Measures Adopted…”, op.cit., p. 811. 
580 BERMEJO, Romualdo, “Algunos comentarios …”, op.cit., p. 24. 
581 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134. 
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primacía del orden onusiano o que no estaba sustituyendo el punto de vista sobre el 
programa nuclear de Irán del CSNU por el suyo582.   
 
2.4.2 Los fundamentos jurídicos de la competencia del TJUE en el Tratado 
de Lisboa 
 
 El control judicial de las medidas antiterroristas por parte de los tribunales 
comunitarios puso de manifiesto las debilidades de la protección de los derechos 
fundamentales, particularmente de la tutela judicial efectiva en el ámbito de la Política 
Exterior y de Seguridad Común. Aunque los tribunales comunitarios llevaron a cabo 
enormes esfuerzos interpretativos para colmar las lagunas existentes, los jueces no 
podrían sustituir a los Estados miembros en la reforma de los Tratados583. 
 
2.4.2.1. Fundamentos jurídicos del control judicial de las medidas restrictivas 
en el Tratado de Lisboa 
 
 Esta situación reflejada influyó en las modificaciones operadas por el Tratado de 
Lisboa. En 2007 el Tratado introdujo grandes novedades para la de protección de los 
derechos fundamentales en la UE. La nueva redacción del artículo 6 del TUE otorga un 
carácter vinculante a la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, así 
como permite la adhesión de la UE al Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH). 
Este hecho implica una mejor y mayor coherencia y coordinación entre las 
jurisprudencias del TEDH y el TJUE584. 
 
582 PEIHANI, Maziar, “From Kadi to Bank Mellat …”, op. cit., p.53. 
583 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., p. 2. 
584 RIPOL CARULLA, Santiago, “La protección de los derechos humanos fundamentales en la Unión 
Europea”, en LÓPEZ BARRERO, Esther y RIPOL CARULLA, Santiago (eds.), Derecho de la Unión 
Europea, Centro de Estudios Financieros, 2017, p. 336. 
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 El Tratado de Lisboa representa un hito al establecer el control judicial de las 
sanciones contra personas físicas y jurídicas. Durante la Convención585 se plantearon 
propuestas para ampliar la competencia del TJ en el ámbito de la PESC. Hubo consenso 
en la modificación de los artículos 60 y 301 del TCE para la inclusión de la aplicación de 
medidas restrictivas contra particulares y la posibilidad de interponer un recurso de 
anulación frente al TJ586. Sin embargo, no se pudo avanzar más a consecuencia de la 
reticencia a otras propuestas más ambiciosas587. Estos debates condujeron a la actual 
redacción del artículo 275 TFUE, constituyendo una de las grandes novedades que 
incorpora el Tratado de Lisboa: 
 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea no será competente para pronunciarse 
sobre las disposiciones relativas a la política exterior y de seguridad común ni 
sobre los actos adoptados sobre la base de éstas. 
 
No obstante, el Tribunal de Justicia será competente para controlar el respeto del 
artículo 40 del Tratado de la Unión Europea y para pronunciarse sobre los recursos 
impuestos en las condiciones contempladas en el párrafo cuatro del artículo 263 
del presente Tratado y relativos al control de legalidad de las decisiones adoptadas 
por el Consejo en virtud del capítulo 2 del título V del Tratado de la Unión Europea 
por las que se establezcan medidas restrictivas frente a personas físicas o jurídicas. 
 
 
585 La Convención europea es una especie de Asamblea cuasiparlamentaria compuesta por representantes 
de los Parlamentos nacionales, los Jefes de Estado y de Gobierno de la UE, el Parlamento Europeo y la 
Comisión. La Convención es responsable de examinar las propuestas de revisión de los tratados de la UE, 
adoptando sus decisiones por consenso. Cuando se trate de modificaciones de menor importancia, el 
Consejo puede decidir previa aprobación del PE no convocar la Convención. La Convención europea 
funciona bajo pautas muy diferentes a las de las Conferencias Intergubernamentales (CIG) con total 
apertura, transparencia y alcanzando sus decisiones por consenso. Antes de la entrada en vigor del Tratado 
de Lisboa en 2009, las CIG eran el único procedimiento para la revisión de los Tratados. EUR-Lex, Revisión 
de los tratados de la UE, 2015. Disponible online: eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM:ai0013; ALDECOA LUZÁRRAGA, FRANCISCO; y GUINEA 
LLORENTE, MERCEDES (eds.), “La Europa que viene: el Tratado de Lisboa”, Marcial Pons, Madrid, 
2010, p. 26; Consejo Europeo/ Consejo de la Unión Europea, Conferencias intergubernamentales, 2019.  
Disponible online: www.consilium.europa.eu/es/documents-publications/intergovernmental-conferences/ 
586 Informe complementario sobre la cuestión del control judicial de la política exterior y de seguridad 
común, CONV 689/1/03, de 16 de abril de 2003 y Anexo, apartado 7 a) y 7 d).  
587 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos de 
derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, p.146. 
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 La importancia del control judicial de las medidas restrictivas también se pone en 
evidencia en la Declaración 25 adjunta al Tratado de Lisboa sobre los artículos 75 y 215 
del TFUE588, donde se subraya la importancia del debido proceso:  
 
La Conferencia recuerda que el respeto de los derechos y libertades fundamentales 
implica, en particular, que se preste la debida atención a la protección y al respeto 
del derecho de las personas físicas o de las entidades de que se trate a disfrutar de 
las garantías previstas en la ley. Para ello, y con objeto de garantizar un control 
jurisdiccional estricto de las decisiones por las que se impongan medidas 
restrictivas a una persona física o a una entidad, dichas decisiones deberán basarse 
en unos criterios claros y precisos. Estos criterios deberían ajustarse a la 
especificidad de cada una de las medidas restrictivas. 
 
 De la lectura de este artículo y la Declaración 25 se desprende, por un lado, una 
excepción en el papel que el Tribunal de Justicia desempeña dentro de la Acción Exterior 
de la Unión. En el ámbito de la PESC no es posible adoptar actos legislativos, a la luz del 
artículo 24 TUE y 31 TUE. La aplicación de la PESC se basa en directrices no legislativas 
y decisiones que, en principio, se encuentran excluidas de la jurisdicción del Tribunal de 
Justicia. Es cierto que la jurisprudencia del Tribunal sugiere que solo los actos que por su 
naturaleza son capaces de tener efectos jurídicos pueden conllevar a la aplicación del 
artículo 40 TUE. Sin embargo, que la adopción de la PESC actúe sobre la base de un 
procedimiento no legislativo no implica que estos actos no sean capaces de tener efectos 
jurídicos, de ahí que el apartado segundo le otorgue al TJUE competencia para conocer 
de estos actos589. Por otro lado, el artículo 75 del TFUE se encuentra radicado en el 
capítulo relativo al Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia, el cual no estaría excluido 
de la jurisdicción del Tribunal de Justicia en virtud del artículo 276 TFUE puesto que el 
 
588 Declaraciones anejas al Acta Final de la Conferencia Intergubernamental que ha adoptado el Tratado de 
Lisboa, 13 de diciembre de 2007.  
589 VAN ELSUWEGE, Peter, “The Adoption of ‘Targeted Sanctions’ …”, op. cit., p. 999.  
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mismo solo establece la incompetencia para comprobar la validez o proporcionalidad 
respecto de las disposiciones de los capítulos 4 y 5 del título V de la tercera parte. En 
cambio, el artículo 75 TFUE se sitúa en el capítulo I relativo a las disposiciones generales.  
 Además, los actos que contienen las medidas restrictivas en virtud de los artículos 
75 y 215 TFUE deben incluir las oportunas garantías jurídicas que se proyectan tanto en 
el proceso de adopción de dichas medidas como en los mecanismos de control, es decir, 
en su control judicial590. Admitiéndose el control judicial por parte del Tribunal de 
Justicia en este ámbito se está permitiendo que una persona física o jurídica interponga 
un recurso de anulación contra el acto siempre y cuando se cumplan con los requisitos 
previstos en el artículo 263.4 TFUE, a saber: 
a) Actos legislativos, los actos del Consejo, de la Comisión y del Banco Central 
Europeo –que no sean recomendaciones o dictámenes–, y los actos del Parlamento 
Europeo y del Consejo Europeo destinados a producir efectos jurídicos frente a 
terceros. 
b) De actos de los órganos u organismos de la Unión destinados a producir efectos 
jurídicos frente a terceros.  
c) De recursos por incompetencia, vicios sustanciales de forma, violación de los 
Tratados o de cualquier norma jurídica relativa a su ejecución, o desviación de 
poder, interpuestos por un Estado miembro, el Parlamento Europeo, el Consejo o 
la Comisión.  
            Contra la decisión dimanante del Tribunal General es posible la interposición de 
un recurso de apelación ante el Tribunal de Justicia, que constituye la segunda 
instancia591. Además, son posibles otras vías más allá del control judicial directo, es decir, 
 
590 PURSIAINEN, Aleksi, “Targeted EU Sanctions and Fundamental Rights”, Solid Plan. Consulting, 
Ministry for Foreign Affairs of Finland, 2017, p.17.  
591 El artículo 263 del TFUE el procedimiento debe iniciarse en el plazo de dos meses a partir de la 
publicación de la medida o de su notificación al denunciado o, sino del día en que llegó a su conocimiento. 
María Vallés González 
 172
la competencia de revisión de la legalidad de las decisiones que contienen medidas 
sancionadoras. Por un lado, se encuentra la impugnación indirecta con carácter 
prejudicial por un tribunal nacional a la luz del artículo 267 del TFUE. Esta vía se acciona 
cuando el tribunal doméstico solicita la interpretación de la legislación sobre sanciones 
de la Unión592. La interpretación que realice el TJUE será vinculante para el juez y, en 
principio, también para los tribunales nacionales. Un órgano jurisdiccional nacional no 
puede declarar un acto de la UE inválido, puesto que consiste en una prerrogativa del 
TJUE593. Por otro lado, en virtud de los artículos 258 y 259 del TFUE la Comisión puede 
interponer las acciones de infracción contra los Estados miembros, aunque son menos 
probables en el ámbito sancionador594. La articulación de estos mecanismos no ha 
solucionado todos los problemas relativos a la tutela jurisdiccional efectiva de los 
derechos de los particulares afectados por actos normativos de la PESC al excluirse el 
recurso por responsabilidad extracontractual595.  
 En virtud del artículo 263 TFUE disfrutan del ius standi ante el Tribunal de 
Justicia las personas físicas y jurídicas afectadas por la decisión adoptada en el ámbito de 
la política exterior de la Unión596. Los derechos fundamentales de la CDFUE son en su 
mayoría derechos universales dirigidos a “todos”, por tanto, su titularidad corresponde 
tanto a personas físicas y jurídicas. En el ámbito del CEDH, en virtud del artículo 34, se 
afirma el acceso a los tribunales de “cualquier persona física, organización no 
 
592 Asamblea General de las Naciones Unidas, Informe del Relator Especial sobre las repercusiones 
negativas de las medidas coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos humanos, Idriss Jazairy. 
Agosto de 2016. A/HRC/33/48. Apartado 54.  
593 CIENFUEGOS MATEO, Manuel, “Cuestiones prejudiciales en la unión europea y consultas 
prejudiciales en la comunidad andina: similitudes, diferencias e influencias”, Revista Electrónica De 
Estudios Internacionales, 2013, pp. 19-20. 
594 ROSAS, Allan, “Terrorist Listing and The Rule of Law. The Role of the EU Courts”, EUI Working 
Papers, núm.31, 2011, p.6 
595 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos de 
derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, p. 153. 
596 JANER TORRENS, Joan David, “La tutela de los derechos fundamentales en la adopción de medidas 
sancionadoras por la Unión Europea”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, núm. 43, 2012, pp. 773-
806. 
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gubernamental o grupo de particulares que se considere víctima de una violación […] de 
los derechos reconocidos en el Convenio o sus Protocolos”. La mayoría de los derechos 
se refieren a personas físicas, ya que incluyen términos como “cualquier persona tiene 
derecho” y “nadie hará”597, por ejemplo, en el respeto al derecho a un proceso equitativo, 
la inviolabilidad del domicilio o el derecho a un recurso equitativo, reconocidos en virtud 
del artículo 6, 8 y 13 del CEDH, respectivamente. No obstante, no ha sido y no es 
considerado como un impedimento para el reconocimiento de derechos fundamentales a 
personas jurídicas598. Siempre estuvo latente la intención de incluir entidades y otras 
personas no naturales dentro del ámbito del CEDH puesto que en la constante 
jurisprudencia del TEDH se ha enfatizado y reiterando en múltiples ocasiones que la 
Convención es un instrumento vivo que debe interpretarse a la luz de las condiciones 
actuales permitiéndose la posibilidad de ampliar la protección de las personas jurídicas, 
en particular las empresas, en virtud de la Convención599.  
 Más problemática resultaría para las autoridades o entidades públicas, el TJUE ha 
dictaminado que las autoridades pueden invocar los derechos de la CDFUE por analogía, 
es decir, invocando la protección de los principios generales del derecho de la UE. Por el 
momento la invocación de las disposiciones de la CDFUE se ha reservado para personas 
físicas y personas jurídicas privadas600. Respecto a las entidades públicas hay que 
diferenciar dos estadios, en primer lugar, en el relativo al ámbito del TEDH donde las 
organizaciones gubernamentales no pueden, en virtud del mencionado artículo 34 CEDH, 
 
597 VAN KEMPEN, Piet Hein, “Human Rights and Criminal Justice Applied to Legal Persons. Protection 
and Liability of Private and Public Juristic Entities under the ICCPR, ECHR, ACHR”. Journal of 
Comparative Law, 14.3, 2010, p. 3.  
598 En el ámbito del TEDH muchos son los casos que se han suscitado respeto a la protección de personas 
jurídicas y el disfrute de sus derechos fundamentales, entre ellos: Sovtransavto Holding c. Ucrania, Hutten-
Czapska c. Polonia, Comingersoll SA c. Portugal, Sociétés Colas Est y otros c. Francia, entre otros.  
599 BINDER, Christina, “El Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el Derecho de los Tratados. 
¿Fragmentación o Unidad?”, Anuario Español de Derecho Internacional, 2015, pp. 307-308. 
600 JULICHER, Manon; HENRIQUES, Marina; AMAT BLAI, Aina; y POLICASTRO, Pasquale, 
“Protection of the EU Charter for Private Legal Entities and Public Authorities? The Personal Scope of 
Fundamental Rights within Europe Compared”, Utrecht Law Review, 2019, p.12. 
María Vallés González 
 174
presentar demandas individuales, ni se les aplican los derechos y libertades consagrados 
en la CEDH y los Protocolos. No obstante, no siempre es evidente si una persona jurídica 
debe ser calificada como una organización gubernamental o no gubernamental. Entidades 
de derecho público pueden ser concebidas como una organización no gubernamental en 
la medida en que no ejerce poderes gubernamentales, es decir, no se establecieron con los 
fines predicables a las administraciones públicas y son completamente independientes del 
Estado. En cambio, se puede producir la situación inversa en la que personas jurídicas 
privadas, como las empresas públicas que participan en el ejercicio de poderes públicos 
o que dirigen un servicio público bajo el control del gobierno, en estos casos se entendería 
que se está ante organizaciones gubernamentales601. En este punto cobran especial 
relevancia aquellos casos peculiares como son las universidades y los entes 
radiotelevisivos, por ejemplo, en el caso iraní destacan las sanciones que se interpusieron 
a la Sharif University of Technology602. Estos casos están revestidos de mayor dificultad 
porque con carácter general estos entes públicos han sido ajenos a la regla clásica de falta 
de titularidad de derechos fundamentales por los mismos. En reciente jurisprudencia del 
TEDH se ha venido considerando que pueden gozar de autonomía respecto de los Estados 
y, por ende, no estar excluidos del artículo 34 CEDH603. 
En segundo lugar, en el ámbito del TJUE, en diversas resoluciones, ha declarado 
que no existe ni en la Carta de los Derechos Fundamentales ni en el Derecho primario de 
la UE una norma que impida a las personas jurídicas que son organizaciones 
gubernamentales invocar en su favor la protección y las garantías vinculadas a los 
 
601 VAN KEMPEN, Piet Hein, “Human Rights and Criminal Justice Applied to Legal Persons. Protection 
and Liability of Private and Public Juristic Entities under the ICCPR, ECHR, ACHR”. Journal of 
Comparative Law, 14.3, 2010, p. 4. 
602 Sentencia del Tribunal de Justicia Sharif University of Technology contra Consejo, C-385/16 P, 
EU:C:2017:258. 
603 TORRES MURO, Ignacio, “Entes públicos y derechos fundamentales”, Foro, Nueva época, vol. 17, 
núm. 2, 2014, pp. 362-363. 
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derechos fundamentales. Por tanto, esos mismos derechos pueden ser alegados siempre 
que sean compatibles con su condición de persona jurídica604.  
La invocación del artículo 34 del CEDH establece la inadmisibilidad de los recursos 
presentados ante el TEDH por organizaciones gubernamentales, como viene defendiendo 
el TJUE esta disposición procesal no es aplicable a los procedimientos incoados frente al 
juez de la Unión, puesto que según la jurisprudencia del TEDH la finalidad de esta 
disposición es evitar que un Estado parte en el CEDH sea al mismo tiempo demandante 
y demandado ante el TEDH. No obstante, esta situación no puede producirse en los 
asuntos frente al TJUE debido a que el demandante siempre es el Consejo de la Unión 
Europea, es decir, el adoptante de los Reglamentos. Asimismo, en algunas ocasiones el 
Consejo y la Comisión han alegado que el artículo 34 CEDH encuentra también su 
justificación en el hecho de que un Estado es garante del respeto de los derechos 
fundamentales en su territorio, pero en ningún caso podría reivindicar estos derechos 
como propios. No obstante, el TJUE ha entendido que la circunstancia de que un Estado 
sea el garante del respeto de los derechos fundamentales en su propio territorio es 
irrelevante a efectos del alcance de los derechos que pueden ejercer personas jurídicas 
que son emanaciones de ese mismo Estado en el territorio de Estados terceros605.   
 
2.4.2.2. El alcance del control judicial y la doctrina del margen de apreciación 
 
 La efectividad del control jurisdiccional garantizado en el artículo 47 de la Carta 
exige que el juez de la Unión se asegure de que la decisión dispone de unos fundamentos 
de hecho suficientemente sólidos. Los hechos alegados en el resumen de motivos en que 
 
604 Sentencia del Tribunal de General Central Bank of Iran contra Consejo, T-563/12, EU: T:2015:187, 
apartado 49. 
605 Sentencia del Tribunal General Bank Melli Iran contra Consejo, T-35/10 y T-7/11, EU: T:2013:397, 
apartados 65 a 69.  
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se basa tal decisión se verifican garantizando que el control jurisdiccional no queda 
limitado a una apreciación de la verosimilitud abstracta de los motivos alegados. Se 
examina si los motivos están o no respaldados por hechos. Siendo suficiente que uno de 
ellos por sí solo fundamente la decisión606. Para proceder al examen, el juez solicita a la 
autoridad competente de la Unión que presente los datos o pruebas, confidenciales o no, 
pertinentes para proceder al mencionado examen. La carga de la prueba recae sobre la 
autoridad competente de la Unión quien debe acreditar, en caso de impugnación, que los 
motivos invocados contra la persona afectada son fundados607. En ningún caso, el 
recurrente debe aportar la prueba negativa de la carencia de fundamento de tales 
motivos608. 
 Esta autoridad no tiene la obligación de presentar ante el juez la totalidad de datos 
y pruebas inherentes a los motivos expuestos en el acto impugnado, solo es necesario 
aportar los datos o pruebas que respalden los motivos invocados. En el supuesto de que a 
la autoridad competente de la Unión le resulte imposible acceder a lo solicitado por el 
juez de la Unión, debe basarse únicamente en los datos que le han sido comunicados, es 
decir, en la motivación del acto impugnado, las observaciones y las pruebas de descargo 
que haya podido presentar la persona afectada y la respuesta de la autoridad competente 
de la Unión a tales observaciones, si existiesen. Si estos datos no permiten constatar que 
un motivo es fundado, el juez de la Unión no toma en consideración el motivo como base 
de la decisión de inclusión o de mantenimiento en la lista de la persona afectada. Por el 
contrario, si la autoridad competente de la Unión presenta datos o pruebas pertinentes, el 
 
606 Sentencia del Tribunal de Justicia Comisión y otros contra Kadi (Kadi II), C-584/10 P, EU:C:2013:518, 
apartados 119. 
607 CASTILLO DE LA TORRE, Fernando, y NEMECKOVA, Petra, “Crónica de Jurisprudencia del 
Tribunal De Justicia de la Unión Europea. Mayo – Agosto 2013”, Revista de Derecho Comunitario 
Europeo, 2013, p.1219. 
608 CASTILLO DE LA TORRE, Fernando, y NEMECKOVA, Petra, “Crónica de Jurisprudencia del 
Tribunal De Justicia de la Unión Europea. Mayo – Agosto 2013”, Revista de Derecho Comunitario 
Europeo, 2013, p.1219 
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juez de la Unión deberá verificar la exactitud material de los hechos alegados a la vista 
de tales datos o pruebas, y evaluar la fuerza probatoria de estos últimos en función de las 
circunstancias del caso y teniendo en cuenta las eventuales observaciones presentadas 
sobre los mismos por la persona afectada609. 
 Un elemento para tomar en consideración al analizar el alcance del control del 
TJUE en el análisis de asuntos que afectan a decisiones de política exterior y la protección 
de derechos fundamentales es la “doctrina del margen de apreciación”. La idea 
subyacente de la doctrina es que pueden existir diferentes definiciones de los derechos 
fundamentales y de sus limitaciones. Sin embargo, debe existir un estándar mínimo 
compartido y uniforme de protección de los derechos fundamentales expresa la idea de 
los derechos humanos universales, que necesitan ser reconocidos y protegidos en toda 
Europa610. La jurisprudencia del TJUE establece que para valorar la existencia de una 
violación es determinante tomar en consideración el margen de apreciación del que 
disponía la institución en cuestión. Cuando la institución solo dispone de un margen de 
apreciación considerablemente reducido o incluso inexistente, la mera infracción del 
derecho comunitario puede bastar para demostrar la existencia de una violación 
suficientemente caracterizada. Sin embargo, no se ha establecido ninguna relación 
automática entre la inexistencia de facultad de apreciación de la institución y la 
calificación de la infracción como violación suficientemente caracterizada del derecho 
comunitario611. Por tanto, el margen de apreciación no constituye un criterio exclusivo.  
 Esta jurisprudencia del TJUE ha confirmado la procedencia del examen de la 
complejidad de las situaciones que deben ser reguladas para apreciar si la violación del 
 
609 Sentencia del Tribunal de Justicia Comisión y otros contra Kadi (Kadi II), C-584/10 P, EU:C:2013:518, 
apartados 120-124. 
610 GERARDS, Janneke, “Margin of Appreciation and Incrementalism in the Case Law of the European 
Court of Human Rights”, Human Rights Law Review, 2018, p. 498. 
611 Una violación suficientemente caracterizada implica una inobservancia manifiesta y grave por parte de 
la Institución comunitaria de los límites a su facultad de apreciación.  
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derecho comunitario alegada era suficientemente caracterizada. Únicamente la 
comprobación de una irregularidad que, en circunstancias análogas, no habría cometido 
una administración normalmente prudente y diligente. Corresponde a los órganos 
jurisdiccionales de la Unión, tras haber determinado, en primer lugar, si la institución 
disponía de un margen de apreciación, deberá tomar en consideración, asimismo, la 
complejidad de la situación que debe ser regulada, las dificultades de aplicación o de 
interpretación de los textos legales, el grado de claridad y de precisión de la norma 
vulnerada y el carácter intencionado o inexcusable del error cometido612. En el ámbito 
PESC el Consejo disfruta de un amplio margen de discrecionalidad debido a que las 
motivaciones políticas ocupan un papel protagonista, restringiéndose su control 
judicial613. 
 En conclusión, las medidas restrictivas de la UE están sujetas a un control judicial 
pleno, tanto en primera instancia, frente al Tribunal General (TG), como en segunda 
instancia, frente al Tribunal de Justicia (TJ). Este control es predicable tanto de las 
medidas adoptadas dando aplicación a las resoluciones del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas y las medidas autónomas de la Unión Europea614. La gran novedad y 
avance en materia de derechos humanos es la posibilidad de control judicial de estas 
medidas por parte del Tribunal de Justicia de la Unión en los extremos que se examinaran 
en los siguientes capítulos, lo que supone una protección y seguridad jurídica de los 
“sancionados” que no existía con anterioridad y es del todo necesario dado los bienes 
jurídicos que se pueden conculcar y se limitan en estos procedimientos. Con la posibilidad 
del control judicial y la postura que ha defendido el TJUE en sus pronunciamientos se 
 
612 Sentencia del Tribunal General Sison contra Consejo, T‑341/07, EU: T:2011:687, apartados 35-40. 
613 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos de 
derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, p. 108. 
614 Asamblea General de las Naciones Unidas, Informe del Relator Especial sobre las repercusiones 
negativas de las medidas coercitivas unilaterales en el disfrute de los derechos humanos, Idriss Jazairy. 
Agosto de 2016. A/HRC/33/48. Apartado 51.  
Las medidas restrictivas de la Unión Europea y su incidencia en los Derechos Humanos 
 Estudio del caso de Irán 
 179  
puede afirmar cómo la protección de los derechos de los sancionados es un elemento vital 
en el vertebramiento de las medidas restrictivas comunitarias. 
 
2.4.3 La reincorporación en la lista de sancionados tras una previa 
anulación por parte del TJUE 
 
 La reincorporación en las listas de sanciones de sujetos y entidades cuyas 
sanciones habían sido previamente anuladas por el TJUE es una cuestión que se ha 
suscitado recientemente frente al TJUE. Actuando de este modo se pretende evitar el 
cumplimiento de la decisión del Tribunal, si bien el Consejo a menudo ha vuelto a 
sancionar al mismo sujeto basándose en razones diferentes. El problema es mayor cuando 
el motivo de la anulación es la falta de pruebas y el Consejo sanciona de nuevo realizando 
solo pequeñas modificaciones de la anterior exposición de motivos615. El Consejo no está 
obligado a demostrar que el nuevo listado se basa en nuevos hechos relevantes o 
recientemente descubiertos. Tampoco tiene que explicar específicamente la razón por la 
cual la persona se vuelve a incluir o faltaba la información en la lista original616. De esta 
práctica se podría derivar la conclusión de que, en última instancia, las decisiones del 
TJUE carecen de efectividad617. Las reincorporaciones son los medios que el Consejo ha 
desplegado para evitar que las anulaciones del TJUE interfieran con los objetivos 
políticos de estas sanciones. Esta interpretación se ve confirmada porque normalmente el 
TJUE mantiene los efectos de las decisiones anuladas durante un período de transición, 
 
615 ALÌ, Antonino, “The Challenges of a Sanctions Machine…”, op. cit., p. 58.  
616 ECKES, Christina, “The Law and Practice of EU Sanctions”, Amsterdam Law School Research Paper, 
2018, pp.16-17. 
617 LESTER, Maya, Written evidence, EUS0001, Q13 en European Union Committe, “The legality of EU 
sanctions”, House of Lords, 2017, p.18. 
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presumiblemente con el objetivo de permitir que el Consejo vuelva a incorporar a los 
objetivos de las sanciones anuladas618. 
 Una nueva inclusión en la lista debe efectuarse exclusivamente cuando se haya 
evidenciado un nuevo hecho o exista una prueba que sea nueva y relevante619. Los nuevos 
listados de sancionados se realizan sobre la base de nuevos criterios. Un ejemplo 
ilustrativo de esta práctica es el régimen sancionador contra Irán, donde los listados 
iniciales fueron motivados por la participación en el programa de proliferación nuclear, 
si bien muchas de las incorporaciones fueron difíciles de probar y fueron anuladas por el 
TJUE. Posteriormente, en 2012, el Consejo decidió ampliar el alcance de esas medidas y 
amplió el criterio de incorporación y estableció el de “proporcionar apoyo al Gobierno de 
Irán”. La mayoría de las reincorporaciones posteriores a esta fecha se efectuaron sobre la 
base de este segundo criterio620.  
 El caso National Iranian Tanker Company (NITC) contra Consejo de la Unión 
Europea621 resulta reseñable porque el TJ tuvo que hacer frente a un problema inédito 
generado por la nueva inclusión de esta entidad por parte del Consejo aplicando el mismo 
criterio de designación, sin que existiese un cambio relevante en la situación de hecho. 
De este modo, NITC622 se incluyó en la lista de sancionados con medidas restrictivas 
alegando la siguiente motivación: “Bajo el control de facto de la Administración de Irán. 
Facilita apoyo financiero a la Administración de Irán por mediación de sus accionistas 
 
618 ECKES, Christina, “The Law and Practice of EU Sanctions”, Amsterdam Law School Research Paper, 
2018, p.17. 
619 ALÌ, Antonino, “The Challenges of a Sanctions Machine…”, op. cit., p. 58.  
620 LESTER, Maya, Written evidence, EUS0001, Q13 en European Union Committe, “The legality of EU 
sanctions”, House of Lords, 2017, p.33. 
621 Análisis de la sentencias y casos similares en: LESTER, Maya, “NITC loses re-listing challenge”, 29 de 
septiembre de 2016, European Sanctions Blog. Disponible online: 
www.europeansanctions.com/2016/09/nitc-loses-re-listing-challenge/ y LESTER, Maya, “EU Court 
upholds EU re-listings where no factual change – NITC and Tejarat”, 10 de diciembre de 2018, European 
Sanctions Blog. Disponible online: www.europeansanctions.com/2018/12/eu-court-upholds-eu-re-listings-
where-no-factual-change-nitc-and-tejarat/ 
622 NITC es una empresa iraní especializada en el transporte de petróleo y gas. 
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que están vinculados a la Administración”623. Como consecuencia de la interposición de 
un recurso de anulación el TG anuló la primera inclusión al considerar que no se contenía 
la más mínima prueba que probase la inclusión624. Un mes después de la anulación se 
procedió a una segunda inclusión empleando el mismo criterio de designación si bien 
esgrimiendo las siguientes razones:  
 
“La National Iranian Tanker Company presta ayuda financiera al Gobierno iraní 
mediante sus accionistas: el Fondo de Pensiones de Jubilación del Estado Iraní, el 
Organismo de la Seguridad Social Iraní, y el Fondo de Ahorros y Pensiones de los 
Empleados de la Industria Petrolera, todos los cuales están controlados por el 
Estado iraní. Además, la NITC es una de las mayores compañías explotadoras de 
petroleros del mundo y una de las grandes transportistas de crudo iraní. 
Consecuentemente, NITC facilita apoyo logístico al Estado de Irán mediante el 
transporte de petrolero iraní”625.  
 
 Como concluye el TJ es posible que se de esta situación de incluirlo con el mismo 
motivo siempre y cuando este fundamente motivado y probado:  
 
[…], el principio de tutela judicial efectiva no puede impedir al Consejo volver a incluir 
a una persona o entidad en las listas de personas y entidades cuyos fondos se inmovilizan, 
sobre la base de motivos distintos de aquellos en los que se basó la inclusión inicial o de 
un motivo idéntico basado en otros elementos de prueba. En efecto, dicho principio está 
 
623 Criterio de designación establecido en el artículo 20.1 c) de la Decisión 2012/413/UE de la Comisión, 
de 19 de julio de 2012, sobre el establecimiento de las listas anuales de prioridades para el desarrollo de 
códigos de red y de directrices en 2013. Diario Oficial L nº 192 de 20 de julio de 2012, pp. 32-34; y el 
artículo 23.2 d) del Reglamento nº 267/2012 del Consejo, de 23 de marzo de 2012, relativo a medidas 
restrictivas contra Irán y por el que se deroga el Reglamento (UE) n ° 961/2010. Diario Oficial L nº 88 de 
24 de marzo de 2012, pp. 1-112. 
624 Sentencia del Tribunal General National Iranian Tanker Company contra Consejo, T-207/15, 
EU:T:2016:471, apartado 61. 
625 Reglamento de Ejecución (UE) nº 2015/230 del Consejo, de 12 de febrero de 2015, por el que se aplica 
el Reglamento (UE) n ° 267/2012 relativo a medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 39 de 14 
de febrero de 2015, pp. 3-4. 
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dirigido a garantizar que un acto lesivo pueda impugnarse ante el juez y no a que no pueda 
adoptarse un nuevo acto lesivo, basado en motivos o elementos de prueba diferentes626. 
  
 En nuevos casos, los tribunales han otorgado al Consejo un período de tiempo 
para remediar la ilegalidad de la lista con una nueva declaración de motivos o una 
modificación de la realizada627. 
 
2.5 El impacto del Brexit en la adopción, aplicación y revisión judicial de las 
medidas restrictivas 
 
 En junio de 2016 se celebró en Reino Unido el Referéndum sobre su permanencia 
en la Unión Europea. Se adoptó la decisión de abandonar la UE, dándose lugar al proceso 
conocido como Brexit, en virtud del cual se articula el abandono de la UE de Reino Unido. 
Esta decisión tiene implicaciones en todos los ámbitos del proyecto europeo, 
especialmente incide en el proceso sancionador. Antes de proceder al estudio del impacto 
del Brexit en este ámbito se estudiará el modo en el que Reino Unido ha articulado su 
salida en relación con las medidas restrictivas. En Reino Unido hay actualmente alrededor 
de 35 regímenes de sanciones que de conformidad con la legislación de la UE628. 
 Reino Unido necesita una nueva base legal para adoptar sus regímenes de 
sanciones independientes, que es la Sanctions and Anti-Money Laundering Act 2018629. 
Hasta el momento, como miembro de la UE, Reino Unido no implementaba su propio 
 
626 Sentencia del Tribunal de Justicia, National Iranian Tanker Company contra el Consejo, C‑600/16 P, 
EU:C:2018:966, p.54. 
627 ALÌ, Antonino, “The Challenges of a Sanctions Machine…”, op. cit., p. 58.  
628 Foreign & Commonwealth Office, Explanatory Memorandum to the Iran (Sanctions) (Nuclear) (EU 
Exit) Regulations 2019 No. 461. 
629 Los regímenes de sanciones pueden estar ya en vigor o entrarán en vigor a partir de las 23.00 horas del 
31 de diciembre de 2020. Government United Kingdom, UK sanctions regimes under the Sanctions Act, 
2020. Disponible online: www.gov.uk/government/collections/uk-sanctions-regimes-under-the-sanctions-
act 
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régimen de sanciones, sino que adoptaba las procedentes de Naciones Unidas y las que 
de manera autónoma establecía la UE. Estas últimas sanciones se imponían en virtud de 
los poderes que la European Communities Act 1972 había otorgado a la UE630. Tras el 
referéndum del Brexit y la decisión de derogarla, Reino Unido necesita nuevos poderes 
para ejercer la potestad sancionadora. La Sanctions and Anti-Money Laundering Act 2018 
prevé la creación de regímenes de sanciones independientes a los de UE. Para la 
consecución de este fin, el Reino Unido ha establecido la Sanctions (Amendment) (EU 
Exit) (No 2) Regulations 2019631 que entró en vigor el 31 de enero de 2020, cuando el 
Reino Unido abandonó la Unión Europea. Estas regulaciones son modificaciones a los 
regímenes de sanciones que actualmente se imponen en el seno de la UE. Además, de 
acuerdo con lo estipulado en la Sanctions and Anti-Money Laundering Act 2018, cuando 
un régimen de sanciones no se haya regulado expresamente, su regulación se 
circunscribirá al derecho comunitario tal y como viene establecido en la European Union 
(Withdrawal) Act 2018. Este hecho garantiza que no habrá vacíos en la implementación 
de los regímenes de sanciones existentes en el país anglosajón actualmente632. Estos 
regímenes no se establecen en virtud de la Sanctions and Anti-Money Laundering Act 
2018, sino que se utilizan los poderes del Gobierno derivados de la sección 8 (1) de la 
European Union (Withdrawal) Act 2018 para abordar las posibles fallas de la ley para así 
operar de modo efectivo y evitar otras deficiencias que surjan a consecuencia del 
Brexit633. 
 
630 Con la European Communities Act 1972 Reino Unido se convirtió en miembro de la Comunidad 
Económica Europea (CEE). Esta disposición otorgaba a la legislación de la UE supremacía sobre la 
legislación nacional del Reino Unido. La ley fue derogada por la EU Withdrawal Act 2018. Disponible 
online: www.instituteforgovernment.org.uk/explainers/european-communities-act-1972 
631 The Sanctions (Amendment) (EU Exit) (No 2) Regulations 2019, SI 2019/380.  
632 Foreign & Commonwealth Office, Guidance Sanctions policy if there’s no Brexit deal. 
633 LESTER, Maya, “UK Sanctions (Amendment) (EU Exit) (No 2) Regulations 2019”, European 
Sanctions Blog, 6 de marzo de 2019. Disponible online: www.europeansanctions.com/2019/03/uk-
sanctions-amendment-eu-exit-no-2-regulations-2019/  
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 El Reino Unido ha manifestado su voluntad de apoyar incondicionalmente la 
defensa y seguridad europea, existiendo un claro deseo de colaboración en este sentido 
por parte de Reino Unido. Cualquier mecanismo de consulta que se establezca para la 
coordinación de las sanciones del Reino Unido y la UE, así como relativo a otra política 
exterior, coadyuvará a determinar el grado de cualquier influencia que el Reino Unido 
tenga sobre la política de sanciones de la UE634. En relación con la República Islámica de 
Irán, Reino Unido ya ha aprobado dos regímenes propios de sanciones. Por un lado, The 
Iran (Sanctions) (Human Rights) (EU Exit) Regulations 2019635, como consecuencia de 
la situación de los derechos humanos en Irán, consistente eminentemente en acciones 
como la congelación de depósitos bancarios, sanciones comerciales y sanciones 
migratorias636. Por otro lado, The Iran (Sanctions) (Nuclear) (EU Exit) Regulations 
2019637 como respuesta a la proliferación nuclear. En virtud de esta normativa se imponen 
sanciones financieras, que constan en la congelación de fondos y recursos económicos 
(activos no monetarios, como propiedades o vehículos) y en la obligación de asegurar que 
los fondos y recursos económicos no estén disponibles para los sancionados, ya sea 
directa o indirectamente; sanciones migratorias; y sanciones comerciales, las cuales 
incluyen restricciones sobre el comercio de ciertos bienes y tecnología638, y en los 
servicios relacionados con ciertos barcos y aeronaves639. 
 La salida del Reino Unido de la UE determina el fin de la jurisdicción del TJUE 
sobre la revisión de la legalidad de las sanciones que pasará a ser examinada por los 
 
634 SMITH, Ben, “The future of sanctions”, Commons Library Briefing, 2018, p.5. 
635 The Iran (Sanctions) (Human Rights) (EU Exit) Regulations 2019, SI 2019/134. 
636 Foreign & Commonwealth Office, Statutory guidance Iran human rights sanctions: guidance. 
637 The Iran (Sanctions) (Nuclear) (EU Exit) Regulations 2019, SI 2019/461. 
638 Se incluyen bienes y tecnología militar, bienes y tecnología relacionados con misiles, bienes y tecnología 
nuclear, grafito y metales y software de planificación de recursos empresariales. Además, se establecen 
prohibiciones sobre la extracción de uranio o ciertos bienes restringidos y tecnología. Foreign & 
Commonwealth Office, Explanatory Memorandum to the Iran (Sanctions) (Nuclear) (EU Exit) Regulations 
2019 No. 461, punto 7.11. 
639  Foreign & Commonwealth Office, Explanatory Memorandum to the Iran (Sanctions) (Nuclear) (EU 
Exit) Regulations 2019 No. 461, punto 7.9 y 7.10. 
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tribunales internos ingleses640. Los tribunales del Reino Unido serán cruciales en la 
configuración de la nueva política sancionadora. Se estima que habrá un gran aumento de 
los litigios bajo el nuevo sistema sancionador inglés641. Para adaptarse a este nuevo 
contexto Reino Unido ha emitido Civil Procedure (Amendment) (EU Exit) Rules 2019642 
que modifica la Parte 79 de las Normas de Procedimiento Civil de 1998643. Esta parte 
regula aquellos procedimientos que emplean material confidencial, adaptándose a los 
desafíos judiciales que ocasionarán las listas de sanciones644. Existe el temor a que la 
ausencia de la labor de los tribunales de la UE en el proceso de revisión tenga un impacto 
significativo en el mecanismo de control judicial de las medidas restrictivas ante una 
posible alineación con la política sancionadora de Estados Unidos645. Por el momento, la 
Sanctions and Anti-Money Laundering Act 2018 presenta una regulación más laxa desde 
el punto de vista de las garantías de los sancionados que la normativa europea. Por 
ejemplo, la Cláusula 24.4 de la ley reduce la frecuencia de las revisiones de las 
designaciones a una cada tres años, mientras que las designaciones de sanciones 
autónomas de la UE se revisan anualmente; y la Cláusula 39.2 elimina el poder de los 
tribunales ingleses para otorgar una indemnización por daños, a menos que la decisión 
impugnada se haya tomado de mala fe o negligencia646. 
 Sin lugar a dudas, el Brexit va a tener un impacto sobre la adopción, 
implementación y el control de las medidas restrictivas europeas puesto que, hasta el 
momento, el Reino Unido ha sido el Estado miembro más activo en esta materia no solo 
 
640 ALÌ, Antonino, “The Challenges of a Sanctions Machine…”, op. cit., p. 60. 
641 SMITH, Ben, “The future of sanctions”, Commons Library Briefing, 2018, p.3. 
642 The Civil Procedure (Amendment) (EU Exit), SI 2019/147. 
643 Ministry of Justice, Part 79 - Proceedings under the counter-terrorism Act 2008 and Part 1 of the Terrorist 
asset-freezing etc. Act 2010.  
644 LESTER, Maya, UK closed material procedure rules to cover Sanctions Act challenges, European 
Sanctions Blog, 15 de febrero de 2019. Disponible online: www.europeansanctions.com/2019/02/uk-
closed-material-procedure-rules-to-cover-sanctions-act-challenges/  
645 ALÌ, Antonino, “The Challenges of a Sanctions Machine…”, op. cit., p. 60. 
646 BORLINI, Leonardo, y SILINGARDI, Stefano, “Defining Elements and Emerging Legal Issues of EU 
'Sanctions'”, The Italian Yearbook of International Law, 2018, p. 52.  
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proponiendo a los sancionados sino también en materia de política sancionadora647. De 
hecho, el Reino Unido ha obtenido apoyo para aproximadamente el 80% de sus sanciones 
propuestas a través de la UE. De igual manera, ha sido uno de los Estados más activos en 
el régimen de sanciones contra la República Islámica de Irán648. El Reino Unido ha 
desempeñado un papel importante en el fortalecimiento del peso de las medidas 
restrictivas de la UE. Entre las contribuciones que ha realizado se incluyen la función de 
intercambio de inteligencia del Reino Unido, particularmente, en relación con las 
sanciones financieras; la obtención y el mantenimiento del consenso entre los Estados 
miembros; sus contribuciones al diseño e implementación de medidas, así como su 
aportación de expertos y capacidad institucional a la UE649. El Reino Unido a menudo ha 
presionado por una sólida política de sanciones dentro de la UE, después de Brexit existe 
la posibilidad de que la UE se muestre menos entusiasta con respecto a la imposición de 














647 British Institute of International and Comparative Law, The Sanctions and Anti-Money Laundering Act 
2018, by Maya Lester QC, Brick Court Chambers, minuto 20:57. Disponible online: 
www.biicl.org/newsitems/16361/podcast-the-sanctions-and-anti-money-laundering-act-2018 
648 PORTELA, Clara, Written Evidence (BSP0003), Houses of Parliament, 2017. Disponible online: 
data.parliament.uk/writtenevidence/committeeevidence.svc/evidencedocument/eu-external-affairs-
subcommittee/brexit-sanctions-policy/written/69280.pd 
649 MORET, Erica, Post-Brexit sanctions in a changing Europe, The UK in a changing Europe. Disponible 
online:  ukandeu.ac.uk/post-brexit-sanctions-in-a-changing-europe/  
650 British Institute of International and Comparative Law, The Sanctions and Anti-Money Laundering Act 
2018, by Maya Lester QC, Brick Court Chambers, minuto 21:04. Disponible online: 
www.biicl.org/newsitems/16361/podcast-the-sanctions-and-anti-money-laundering-act-2018 
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SEGUNDA PARTE. EL RÉGIMEN DE MEDIDAS RESTRICTIVAS CONTRA 
LA REPÚBLICA ISLÁMICA DE IRÁN 
 
 El estudio del régimen sancionador en contra de personas y/o entidades iraníes 
resulta de relevancia desde el punto de vista del derecho internacional y los derechos 
humanos por diversas causas. En primer lugar, las sanciones en contra de objetivos iraníes 
presentan una gran complejidad desde la perspectiva de las relaciones internacionales. 
Por un lado, la República Islámica de Irán es un país donde la Unión Europa tiene muchos 
intereses en juego a nivel comercial, sobre todo de carácter energético651. Por otro lado, 
la búsqueda de un equilibrio entre las medidas restrictivas contra el país persa y las 
aspiraciones de la UE han conllevado un gran esfuerzo a nivel diplomático con la 
celebración de múltiples diálogos y negociaciones652. Además, existen razones de índole 
normativo que hacen de este régimen sancionador un objeto de estudio de particular 
interés. El número de actores implicados en la producción de normas y en el 
establecimiento de las medidas por parte de la ONU y de Estados Unidos, ha provocado 
una normativa basada en la acción y reacción con un efecto inmediato en el ámbito 
comunitario. 
En segundo lugar, se trata de uno de los regímenes de sanciones mas longevos653, 
las primeras sanciones que se adoptaron fueron con la regulación anterior al Tratado de 
Lisboa, por ello, el marco jurídico comunitario no contaba con una base jurídica sólida, 
existían muchas cuestiones sin resolver como los límites del control judicial por parte del 
 
651 FATHOLLAH-NEJAD, Ali, “Europe and the Future of Iran Policy: Dealing with a Dual Crisis”, 
Brookings Institution, 2018, p.2.   
652 FIEDLER, Radosław, “European Union and the Islamic Republic of Iran- opportunities and challenges”, 
en OŻAROWSKIP, Rafał y GRABOWSKI, Wojciech, Political Dilemmas of the Arab and Muslim World, 
Rambler Press, 2017, p. 13.  
653 MACALUSO, Agnese, “The Apparent Success of Iran Sanctions”, The Hague Institute for Global 
Justice-Working Paper, 2014, p.3. 
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Tribunal de Justicia, la protección de los derechos fundamentales, la relación con el 
ordenamiento jurídico dimanante de las Naciones Unidas, etc. Todas estas cuestiones 
fueron resueltas por el TJUE, siendo uno de los mayores hitos jurisprudenciales la 
sentencia del asunto Organización Muyahidín del Pueblo de Irán (OMPI) contra el 
Consejo de la UE654, que marcó una tendencia en lo relativo al acceso a los tribunales, el 
control judicial y el alcance de la protección de los derechos fundamentales de los 
sancionados.  
 Mientras las primeras sanciones se incardinaban en la lucha antiterrorista, que 
serán estudiadas en el capítulo IV. Las sanciones más recientes adoptadas contra personas 
y entidades de la República Islámica de Irán se conciben como un instrumento de lucha 
en contra de la proliferación nuclear655. Se han dirigido eminentemente contra la industria 
del petróleo, intentando cortar el acceso de Irán al sistema financiero internacional y a 
dificultar la inversión extranjera en la industria petroquímica, el segundo pilar de la 
economía iraní. En el capítulo V se estudiará el contexto en el que se dieron las mismas 
y la jurisprudencia del TJUE relativa al sector financiero y petroquímico, así como sus 
particularidades.  
 








654 Sentencia de la Organisation des Modjahedines du peuple d'Iran contra Consejo, T-228/02, EU: 
T:2006:384.  
655 SAINZ DE LA PEÑA, José Antonio, “Las negociaciones con Irán sobre la cuestión nuclear”, UNISCI 
Discussion Papers, núm. 29, 2012, p. 218.  
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Capítulo III. Contexto de las relaciones entre la Unión Europea y la 
República Islámica de Irán. ¿Condenados a entenderse?  
 
La UE siempre ha considerado a la República Islámica de Irán como una potencia 
regional y un socio comercial atractivo; Irán no es solo un proveedor seguro de petróleo, 
con aproximadamente el 7% de las reservas de minerales del planeta656, sino que además 
cuenta con una fuente razonable y sofisticada de investigadores de primera categoría657. 
La relevancia del país persa excede del ámbito estrictamente comercial y energético. La 
importancia geoestratégica es clave dentro de Asia porque constituye un elemento 
esencial en cuestiones de primer orden como el proceso de paz y la estabilidad en Oriente 
Medio, y, sobre todo, respecto de Afganistán y el Líbano658. Además, Irán está jugando 
un papel activo en la región, a través de su identidad religiosa en la geopolítica chiita. El 
país persa ha empleado el chiismo dentro de una estrategia combinada de acuerdo con los 
intereses del país y creando una esfera de influencia en los países de la región659. De igual 
modo esta estrategia ha contribuido al conflicto y a la tensión en las relaciones con los 
países de la región, especialmente con Arabia Saudí660. Por tanto, su enclave es un punto 
estratégico crítico, situado justo en el centro de Asia Central, la cuenca del mar Caspio y 
el Medio Oriente. No solo por su posición geográfica sino también por su identidad 
 
656 Central Intelligence Agency, The World Factbook. 
657 FIEDLER, Radosław, “European Union and the Islamic Republic of Iran- opportunities and challenges”, 
en OŻAROWSKIP, Rafał y GRABOWSKI, Wojciech, Political Dilemmas of the Arab and Muslim World, 
Rambler Press 2017, p.17. 
658 POSCH, Walter, “The European Union and Iran: What Next?”, The International Spectator, 2007, núm. 
42, p.543. 
659 ARSLAN, İbrahim, “Iran’s Middle East Policy”, Pamukkale Üniversitesi Sosyal Bilimler Enstitüsü 
Dergisi, núm. 26, 2017, p. 237. 
660 En este sentido: MOHSENI, Payam (ed.), “Iran and the Arab World after the Nuclear Deal Rivalry and 
Engagement in a New Era”, Belfer Center for Science and International Affairs, 2015; AL-RASHEED, 
Madawi, y ABDOLMOHAMMADI, Pejman, “Saudi Arabia and Iran: Beyond Conflict and Coexistence?”, 
LSE Middle East Centre Report, 2018; MOYA MENA, Sergio I., “Irán y Arabia Saudí, rivalidades 
geopolíticas y escenarios de confrontación”, OASIS, 2018, p. 47-66. 
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religiosa, Irán se identifica como un estado fundamental en el Medio Oriente y en sus 













Ilustración nº 2. Mapa de la República Islámica de Irán 
Fuente: Map No. 3891 Rev. 1. Organización de Naciones Unidas. Enero de 2004 
 
A nivel económico, Irán es la segunda economía de la región MENA (Medio 
Oriente y norte de África) solo por detrás de Arabia Saudí. Adicionalmente Irán es el 
segundo país en términos de población con aproximadamente 78,5 millones de habitantes, 
constituyendo una población joven y formada en la que un 65% está por debajo de los 35 
años y con un número de graduados en ingenierías que lo sitúan en el tercer puesto a nivel 
mundial662. Por estas razones, Irán se configura como un potencial socio de la UE y un 
país a considerar en el desarrollo de su acción exterior.  
 
661 MAHDIAN, Hassan, “Middle East Scenarios and Iran importance”, Strategic Analysis, 2017, p.1. 
662 HIDALGO GARCÍA, María del Mar, “El levantamiento de las sanciones de Irán. Economía y 
seguridad”, bie3: Boletín I.E.E.E., 2016, p. 5. 
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En el estudio de las relaciones entre Irán y la UE se debe tener presente que las 
relaciones internacionales pueden tratar cuestiones de diversa índole, por ejemplo, de tipo 
político, económico, jurídico, cultural, militar y así un largo etcétera. En el caso iraní, la 
UE ha propuesto un enfoque desde el multilateralismo efectivo, queriendo consolidar su 
papel como actor en las relaciones internacionales. El multilateralismo para la UE es el 
enfoque natural y al mismo tiempo inevitable de un actor que tiene un compromiso 
multilateral663. Particularmente, en relación con las medidas restrictivas contra individuos 
y entidades iraníes a causa de la proliferación nuclear, la UE ha tratado de mantener su 
propia postura y alejarse de los planteamientos más estrictos de Estados Unidos664. Es, 
por ello, que la UE ha sido uno de los principales impulsores del Plan de Acción Integral 
Conjunto (PAIC), un acuerdo en virtud del cual se establecían restricciones materiales a 
las actividades iraníes y la obligación de transparencia y verificación, a cambio del 
levantamiento progresivo de las sanciones665. La UE ha mostrado un gran compromiso 
en la viabilidad y el éxito del PAIC, así como en la consolidación de los avances 
diplomáticos con Irán. En este sentido, se han desarrollado instrumentos para garantizar 
el futuro del PAIC, como son el Estatuto del Bloqueo e INSTEX666. Desde principios de 
los años 90 cuatro son las áreas que ocupan las relaciones entre UE e Irán, a saber: el 
Diálogo sobre política energética entre Irán y la Unión Europea; el Grupo de Trabajo 
Europeo-iraní sobre Comercio e Inversión; el Diálogo sobre derechos humanos entre Irán 
y la Unión Europea; y la proliferación de armas nucleares667. Estas cuatro áreas sintetizan 
los intereses y las preocupaciones entre ambas partes y vertebran toda la labor exterior de 
 
663 CRONBERG, Tarja, “Nuclear Multilateralism and Iran. Inside EU Negotiations”, Routledge, 2017. p.5. 
664 ADEBAHR, Cornelius, “Europe and Iran. The Nuclear Deal and Beyond”, Routledge, 2017, pp.76 y 77. 
665 POZO SERRANO, Pilar, “La retirada de Estados Unidos del Plan de Acción Integral Conjunto y la 
reimposición de sanciones a Irán: aspectos jurídicos y políticos”, Anuario español de derecho 
internacional, 2019, núm. 35, p. 223. 
666 European External Action Service, Statement by High Representative/Vice-President Federica 
Mogherini on the creation of INSTEX, Instrument for Supporting Trade Exchanges, 2019.  
667 RAKEL, Eva, “Factional Rivalries and Iran-European Union Relations” en The Iranian political elite, 
state and society relations, and foreign relations since the Islamic Revolution, 2008, UvA-DARE, p. 187. 
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la UE. Sin embargo, desde el año 2003 la cuestión nuclear ha marcado y dominado la 
agenda bilateral entre ambas partes, desarrollando su propia dinámica e incluso 
cambiando la forma de colaboración entre ambos668. 
Las relaciones entre la UE y la República Islámica de Irán han sido constantes y 
aunque exista una manifiesta voluntad de llegar a un entendimiento por parte de la 
diplomacia, este hecho no ha impedido la imposición del conjunto europeo de medidas 
restrictivas contra personas físicas y jurídicas de Irán.  
 
3.1 Las relaciones políticas entre la Unión Europea y la República Islámica de Irán. 
Del Diálogo Crítico al Diálogo Político: construyendo un nuevo modelo de relaciones 
 
Las relaciones entre la UE y la República Islámica de Irán no han sido estables en 
el tiempo desde la revolución islámica. Este hecho deriva de la propia configuración de 
la UE, cuando no contaba con una política exterior común los intereses particulares de 
algunos países miembros prevalecieron sobre la posibilidad de mantener una política 
común669.  
En las relaciones políticas entre ambos se pueden diferenciar cinco etapas. La 
primera etapa, la era del ayatolá Jomeini (1979–1989), se inicia con la Revolución 
Islámica de 1979670. La Revolución de 1979 implicó un profundo cambio en el panorama 
regional y global de Irán. Hasta ese momento su política exterior se ceñía exclusivamente 
a las relaciones estratégicas con Estados Unidos y Europa, no siendo considerado Oriente 
 
668 POSCH, Walter, “The European Union and Iran: What Next?”, The International Spectator, 2007, núm. 
42, p.537. 
669 ZACCÁRA, Luciano, “La comunidad internacional ante la cuestión iraní”, Estudios de Política Exterior, 
núm. 109, 2006, p. 137. 
670 Sobre la Revolución Islámica de 1979 véase: ZACCÁRA, Luciano, “Los enigmas de Irán: sociedad y 
política en la República Islámica”, Capital Intelectual, 2006. 
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Medio como un escenario estratégico671. En esta década se produjo la crisis de los rehenes 
estadounidenses, derivándose el colapso de las relaciones diplomáticas entre Estados 
Unidos e Irán. Además, tuvo lugar la guerra entre Irak e Irán (1980-1988), resintiéndose 
aún más las relaciones entre ambos672. No obstante, Teherán y Bruselas trataron de 
establecer relaciones de cooperación después de la guerra entre Irán e Irak. Estos 
esfuerzos se vieron obstaculizados por varios hechos como la fatwa673 contra el escritor 
Salman Rushdie674 y las denuncias de participación de Irán en actividades terroristas675. 
La segunda etapa (1989-1997) se identifica con la presidencia de Hashemi 
Rafsanjani que se caracterizó por su enfoque pragmático. En este segundo período se 
produce un nuevo acercamiento entre la UE e Irán676, en el que la diplomacia europea 
abogó por el empleo de una nueva estrategia el denominado “Diálogo Crítico”. Desde la 
UE no se concretaron las modalidades que este tipo de diálogo podía adoptar, 
normalmente tenía lugar al nivel de reunión ministerial. La especificidad de su marco y 
de su contenido explicaba la elección en cada ocasión de las modalidades que resultaban 
más apropiadas677. Su objetivo era mejorar la actuación de Irán y, a largo plazo, reintegrar 
 
671 SARIOLGHALAM, Mahmood, “La posición Geopolítica de Irán en Oriente Medio”, Anuario 
Internacional CIDOB, 2015, p.209 
672 FIEDLER, Radosław, “European Union and the Islamic Republic of Iran- opportunities and challenges”, 
en OŻAROWSKIP, Rafał y GRABOWSKI, Wojciech, Political Dilemmas of the Arab and Muslim World, 
Rambler Press 2017, p.13 
673 La fatwa es un edicto o fallo religioso que consiste en una orden de matar. En el mundo musulmán las 
fatwas no fueron simplemente de carácter instrumental para dar forma a la ley musulmana, sino que también 
jugaron un papel fundamental en la representación y configuración de la sociedad musulmana. Esto fue así 
debido a la naturaleza misma de las fatwas porque son un compromiso tanto discursivo como dialógico 
entre el público musulmán y sus especialistas religiosos, y estas características son importantes para el 
cambio social. AWASS, Omer, “Fatwa: the evolution of an islamic legal practice and its influence on 
muslim society”, Temple University, 2014, pp.447-448.  
674 Salman Rushdie es un escritor británico autor de la obra “Los versos satánicos”, el cual fue calificado 
como blasfemia por parte de ayatolá Jomeini. Se emitió el edicto religioso en el que instaba a los 
musulmanes a acabar con la vida de Rushdie que tuvo que permanecer oculto hasta que en 1998 el Gobierno 
de Irán retiró su apoyo a la fatwa. 
675 BLOCKMANS, Steven, EHTESHAMI, Anoushiravan y BAHGAT, Gawdat, “EU-Iran relations after 
the nuclear deal”, CEPS, 2016, p.6.  
676 Comisión Europea, Declaración de la Unión Europea sobre las relaciones UE-Irán, 25 de noviembre de 
1996, PESC/96/104. Disponible online: ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/es/PESC_96_104 
677 GONZÁLEZ SÁNCHEZ, Enrique, “El diálogo político de la Unión Europea con países terceros”, 1997, 
Revista de Derecho Comunitario Europeo, p.89. 
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al país tanto a nivel nacional como internacional. La base de esta política era que un país 
tan importante como Irán no podía mantenerse aislado en la región. Antes de poder ser 
aceptado como socio político y económico era necesario que se adhiriese a las normas 
internacionalmente aceptadas678.  
 La tercera etapa (1997-2005) está asociada con el proyecto del presidente 
Mohammad Jatami para reformar la República. Su acercamiento con Occidente se 
realizaría a través de su iniciativa “Diálogo entre Civilizaciones”679, presentada en 
septiembre de 1998680, que implicaba un alejamiento del llamado espíritu revolucionario. 
En su opinión los valores que representaban la Revolución de 1979 no estaban 
beneficiando ni a su política interior ni exterior681. El proyecto de Jatami fue bloqueado 
por el establecimiento de un gobierno más conservador682. A pesar de ello, fue 
precisamente en esta etapa cuando se produjo una mayor aproximación entre la UE e Irán. 
En 1998, ambas partes decidieron buscar formas de formalizar y mejorar su relación ante 
el interés compartido en materia comercial y política. Con vistas a la consecución de este 
objetivo, en 2001, el Consejo adoptó un mandato para negociar un acuerdo comercial y 
de cooperación integral, así como un acuerdo de diálogo político con Irán. Este mandato 
 
678 STRUWE, Matthias, “The policy of "critical dialogue": an analysis of European human rights policy 
towards Iran from 1992 to 1997.', Working Paper. University of Durham, Centre for Middle Eastern and 
Islamic Studies, Durham, 1998, p. 14 
679 Esta iniciativa fue presentada por el presidente de Irán frente a la Asamblea General de Naciones Unidas 
bajo dos fundamentos: las enseñanzas del islamismo y las exigencias de la razón. El objetivo de este diálogo 
era alcanzar un nuevo estilo de vida promovido por las inspiraciones y atributos divinos y por la razón y 
los derechos humanos. SORIANO GONZÁLEZ, María Luisa, “Del Diálogo de Civilizaciones a la Alianza 
de Civilizaciones. Continuidad y contrastes de dos iniciativas de Naciones Unidas”, Revista Internacional 
de Pensamiento Político, 2011, p.90; PETITO, Fabio, “Khatami’ Dialogue among Civilizations as 
International Political Theory”, Humanities, 2004, pp. 11-29; PETITO, Fabio, “The Global Political 
Discourse of Dialogue among Civilizations: Mohammad Khatami and Václav Havel”, Global Change, 
Peace & Security, 2007, pp. 103-126. 
680 MASEGOSA, José Luis, “Irán y el Acuerdo Nuclear de 2015. Una explicación desde el Realismo 
Neoclásico”, Revista de Estudios en Seguridad Internacional, 2016, p.42.  
681 NAKANISHI, Hisae, “The Construction of the Sanctions Regime Against Iran: Political Dimensions of 
Unilateralism”, en Ali Z. MAROSSI y Marisa R. BASSETT, (eds.), Economic Sanctions under 
International Law. Unilateralism, Multilateralism, Legitimacy, and Consequences, Springer, 2015, pp. 3-
21.  
682 FIEDLER, Radosław, “European Union and the Islamic Republic of Iran- opportunities and challenges”, 
en OŻAROWSKIP, Rafał y GRABOWSKI, Wojciech, Political Dilemmas of the Arab and Muslim World, 
Rambler Press, 2017, p.32. 
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implicaba negociaciones en ambos ámbitos a partir del año 2002 hasta 2005. En este 
deseo de la UE de profundizar sus relaciones con Irán, se esperaba observar un progreso 
de las autoridades iraníes en cuatro áreas: la postura de Irán frente al proceso de paz en 
Oriente Medio, la situación de los derechos humanos en Irán, su apoyo a movimientos 
terroristas y, por último, la no proliferación de armas de destrucción masiva (ADM), 
incluidas las nucleares. Durante este período se llevó a cabo un diálogo sobre derechos 
humanos, hasta que Irán se negó a participar después del año 2004683.  
La cuarta etapa (2005-2013) corresponde con la presidencia de Mahmud 
Ahmedinejad. En este período en Irán se hizo uso de una retórica nacionalista y se inició 
una escalada de tensiones producida por la crisis nuclear. En último lugar, la quinta etapa 
(2013-actualidad) se produce con el presidente Hassan Rouhani y se está caracterizando 
por un enfoque pragmático y por sus esfuerzos para mitigar las consecuencias de la crisis 
nuclear y eliminar las sanciones impuestas a Irán. 
Durante todas las anteriores etapas, las relaciones entre Irán y la UE siempre han 
estado marcadas en gran medida por la posición de Estados Unidos. Si bien es cierto, que 
mientras Estados Unidos ha optado en sus relaciones con el país por llevar a cabo políticas 
de aislamiento y contención, la UE ha tratado de influir en las políticas internas y externas 
iraníes involucrando a Irán en relaciones de carácter comercial y diplomático. En cambio, 
los dos enfoques convergieron cuando Bruselas siguió el liderazgo de Washington al 
imponer estrictas sanciones económicas a Irán y suspender la mayoría de las formas de 
cooperación684.  
El régimen de sanciones de la UE se fue integrado cada vez más en las sanciones 
que los Estados Unidos habían llevado a cabo desde 1996. La Ley de sanciones contra 
 
683 Unión Europea, Factsheet. The European Union and Iran. 5555/2/12 REV 2, p.3.  
684 BLOCKMANS, Steven, EHTESHAMI, Anoushiravan y BAHGAT, Gawdat, “EU-Iran relations after 
the nuclear deal”, CEPS, 2016, p.5. 
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Irán-Libia de 1996 (Iran and Libya Sanction Act 1994, conocida como ILSA)685, que se 
convirtió en la Ley de sanciones contra Irán de 2006 (Iran Sanctions Act 2006, ISA)686 
establece sanciones financieras para aquellas organizaciones y personas radicadas fuera 
de los EE.UU, que realicen intercambios comerciales con intereses energéticos iraníes. 
Estas amplias disposiciones americanas afectaban a las empresas europeas y a la UE de 
manera desproporcionada puesto que la UE había sido el principal socio comercial de 
Irán durante los últimos quince años. La ISA se extendió mediante, por un lado, la Ley 
Integral de Sanciones, Rendición de Cuentas y Desinversión contra Irán de 2010 
(CISADA, Comprehensive Iran Sanctions, Accountability and Divestment Act 2010687) 
que obligaba a investigar cualquier información de inteligencia que sugiriera que existía 
un incumplimiento de la ISA y, posteriormente, a tomar medidas. Por otro lado, la Orden 
Ejecutiva 13590 en 2011688 que imponía sanciones respecto a la prestación de bienes, 
servicios, tecnología o apoyo a la energía de irán y a los sectores petroquímicos, situaba 
a muchas empresas petroleras multinacionales bajo sus disposiciones. La administración 
estadounidense no podía optar por ignorar las transgresiones de los socios estratégicos, 
lo que situaba a los gobiernos europeos en una posición complicada, puesto que o se 
situaban en la línea de Estados Unidos o en su contra689. Finalmente, la UE adoptó su 
propio régimen de sanciones para proceder al embargo petrolero de Irán que entró en 
vigor el 1 de julio 2012690. 
 
685 Iran and Libya Sanction Act 1994. Disponible online: www.govinfo.gov/content/pkg/STATUTE-
110/pdf/STATUTE-110-Pg1541.pdf  
686 Ley de Sanciones contra Irán (ISA) de 1996, modificada el 15 de diciembre de 2016. Disponible online: 
www.treasury.gov/resource-center/sanctions/Programs/Documents/isa_1996.pdf 
687 Ley de sanciones, rendición de cuentas y desinversión de Irán comprensivas de 2010, modificada el 2 
de enero de 2013. Disponible online: www.treasury.gov/resource-center/sanctions/Documents/hr2194.pdf 
688 Orden Ejecutiva 13590 de 20 de noviembre de 2011. Disponible online: www.treasury.gov/resource-
center/sanctions/Documents/13590.pdf 
689 European Union Center of North Carolina, “The EU and Iran”, EU Briefings, 2012, p.4. 
690 El País, “Las sanciones que pesan sobre Teherán”, El País, 3 de octubre de 2012.  
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La existencia de presiones por parte de Estados Unidos con miras a conseguir una 
determinada actuación por parte de los Estados miembros o la UE quedó constatada en la 
sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat691, donde unos cables de 
Wikileaks ponían de manifiesto la presión a la que los Estados miembros, y en particular 
el Reino Unido, se vieron sometidos por parte del Gobierno de Estados Unidos para que 
se adoptaran medidas restrictivas contra entidades iraníes692. El régimen de sanciones de 
Estados Unidos contra Irán ha sido extenso desde 1996. Los europeos se han movido 
gradualmente hacia la posición estadounidense porque la actuación iraní se ha vuelto más 
intransigente y la respuesta de Estados Unidos cada vez más dura. La convergencia entre 
los regímenes de sanciones de los Estados Unidos y la UE era en 2012 casi total, lo que 
generó una gran presión sobre el régimen iraní693. 
 
3.1.1 El empleo del Diálogo Político como herramienta de la Acción 
Exterior europea 
 
La estrategia seguida por Estados Unidos fue la del aislamiento iraní, mientras que 
la Unión Europea defendió el empleo del diálogo. La postura europea reflejaba la idea de 
la utilidad del soft power como un instrumento más eficaz para superar los problemas 
surgidos en relación con la República Islámica de Irán. El empleo del Diálogo Político 
implica el establecimiento de un marco específico de diálogo de carácter político con 
países o grupos de países terceros, que dentro del seno de la UE revistan de especiales 
características694.   
 
691 Sentencia del Tribunal de Justicia Bank Mellat contra Consejo de la Unión Europea, T-496/10, 
EU:T:2013:39, párrafo 98 y 103. 
692 Véase: BEHRENS, Paul, “Diplomatic Law in a New Millennium”, Oxford University Press, 2017.  
693 European Union Center of North Carolina, “The EU and Iran”, EU Briefings, 2012, p.6. 
694 GONZÁLEZ SÁNCHEZ, Enrique, “El diálogo político de la Unión Europea con países terceros”, 
Revista de Derecho Comunitario Europeo, 1997, p.69. 
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Debido a su importancia estratégica el diálogo con Irán necesitaba de un 
tratamiento especial. La primera iniciativa que se realizó en esta línea fue la puesta en 
marcha del Diálogo Crítico, aprobado en 1992 por el Consejo Europeo en la cumbre de 
la Unión Europea en Edimburgo. Este instrumento ponía de manifiesto la convicción de 
que Irán era demasiado importante para optar exclusivamente por la vía del aislamiento 
regional y una profunda preocupación por sus políticas internas y externas. En el Diálogo 
Crítico con Irán se puede vislumbrar una perspectiva doble de esta estrategia, por un lado, 
el mantenimiento de un diálogo con un país de importancia estratégica en la región; por 
otro lado, se le otorgaba un contenido crítico a tenor de la política del país695. El empleo 
de este recurso surge de la necesidad de compatibilizar dos tendencias antagónicas, 
mientras el Parlamento Europeo reforzaba sus continuas críticas a los abusos de los 
derechos humanos en Irán, la UE buscaba una cooperación económica y política más 
estrecha con el país696. 
Los elementos sobre los que se basaron este diálogo fueron, en primer lugar, las 
violaciones de derechos humanos que continuaban sufriendo las mujeres en Irán, se 
consideraba que sus velos eran insuficientes, y la persecución de la comunidad bahá'í que 
se encontraba en uno de los momentos más cruentos697. En segundo lugar, a pesar de 
algunas declaraciones débiles, la fatwa contra el escritor Salman Rushdie se reafirmó y el 
presidente Rafsanjani parecía incapaz de contrarrestar a Bonyad-e Panzdeh Khordad, una 
organización privada que ofreció una recompensa de un millón de dólares por Rushdie. 
En tercer lugar, el conocido como caso Mykonos698 determinó en gran medida las 
 
695 GONZÁLEZ SÁNCHEZ, Enrique, “El diálogo político de la Unión Europea con países terceros”, 
Revista de Derecho Comunitario Europeo, 1997, p.88-89. 
696 STRUWE, M. V., “The policy of "critical dialogue": an analysis of European human rights policy 
towards Iran from 1992 to 1997”, Working Paper. University of Durham, Centre for Middle Eastern and 
Islamic Studies, Durham, 1998, p.14. 
697 Landinfo, “Iran: The situation of the Bahá’í community”, Landinfo, 2017, p. 13.  
698 En ese sentido: HAKAKIAN, Roya, “The verdict that shook Iran and Europe”, Reuters Blog, 25 de 
septiembre de 2012. Disponible online: blogs.reuters.com/great-debate/2012/09/25/the-verdict-that-shook-
iran-and-europe/ 
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relaciones entre la UE e Irán. Los hechos acontecieron en septiembre de 1992 cuando 
fueron asesinados tres líderes kurdo-iraníes en Berlín en un restaurante griego llamado 
Mykonos699. En abril de 1997, un tribunal alemán consideró como responsables de 
participar directamente en el asesinato de los miembros de la oposición a la élite política 
iraní, incluido el presidente Rafsanjani. El tribunal concluyó: 
 
“Iran’s political leadership made the decision [...] to liquidate KDPI [Kurdish 
Democratic Party of Iran]. The final decision on such operations lies with the 
‘Committee for Secret Operations’ which lies outside the constitution and 
whose members include the state president, [...] the top official responsible for 
foreign policy [and] the ‘religious leader’ [who] is a political leader [rather] 
than the spiritual head of the Muslims”700. 
 
Como resultado de esta sentencia se retiró de Irán a todos los embajadores de la 
Unión en 1997 y se procedió a la suspensión del Diálogo Crítico ese mismo año701. El 29 
de abril el Consejo permitió en la Declaración del Consejo de la Unión Europea sobre 
Irán702 que los embajadores de los Estados miembros volviesen a Teherán. Sin embargo, 
Irán no autorizo la entrada del embajador alemán al país, por lo que ningún Estado 
miembro envío a sus embajadores de nuevo703. No fue hasta seis meses después con el 
cambio de gobierno en Irán que, en noviembre de 1997, la UE decidió enviar de nuevo a 
sus embajadores con la salvedad de Reino Unido y Alemania704. 
 
699 ZACCÁRA, Luciano, “La comunidad internacional ante la cuestión iraní”, Estudios de Política Exterior, 
núm. 109, 2006, p. 137. 
700 Citado en RAKEL, Eva, “Factional Rivalries and Iran-European Union Relations” en The Iranian 
political elite, state and society relations, and foreign relations since the Islamic Revolution, 2008, UvA-
DARE, p. 193. 
701 RAKEL, Eva, “Factional Rivalries and Iran-European Union Relations” en The Iranian political elite, 
state and society relations, and foreign relations since the Islamic Revolution, 2008, UvA-DARE, p. 193. 
702 Declaration by the Council of the European Union on Iran, Luxembourg, 29 April 1997. 7569/97 
703 HILL, Christopher, y SMITH, Karen E., “European Foreign Policy: Key Documents”, Routledge, 
Londres, 2000, p.317. 
704 RAKEL, Eva, “Factional Rivalries and Iran-European Union Relations” en The Iranian political elite, 
state and society relations, and foreign relations since the Islamic Revolution, 2008, UvA-DARE, p. 193. 
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En cuarto lugar, la anexión por parte de Irán de las islas de Abu Musa y Tunb705, 
ubicadas en el Golfo Pérsico, causó fricciones con los estados del Golfo, especialmente 
con los Emiratos Árabes Unidos, y obstaculizó gravemente las perspectivas de los iraníes 
para entrar en un acuerdo de seguridad regional integrado.  
En quinto lugar, la oposición iraní al proceso de paz árabe-israelí y el apoyo a 
Hamas contradecían directamente la intensificación del apoyo de la Comunidad Europea 
a una solución pacífica. Hamas abrió una oficina en Teherán en 1992 y en octubre una 
delegación fue invitada a Teherán reuniéndose con el líder religioso Ayatolá Sayyid Ali 
Kham ene’i y el Ministro de Relaciones Exteriores Ali Akbar Velayati.  
En sexto lugar, entre los fundamentos del diálogo se encontraban las denuncias 
por proliferación nuclear que acusaban a Irán de estar intentando construir armas 
nucleares y reacondicionando a su ejército con armamento convencional ofensivo706.  
Pocos fueron los resultados concretos que surgieron de este compromiso adoptado 
con el Diálogo Crítico, aunque los intercambios fueron útiles para permitir a los 
funcionarios europeos e iraníes establecer posiciones y permitir el diálogo en temas 
importantes para ambas partes707. Las relaciones de los Estados miembros con Irán 
mejoraron notable y paulatinamente. El diálogo y los intercambios de puntos de vista en 
los grupos de trabajo técnicos y en las reuniones de expertos contribuyeron a esta mejora 
y pusieron de manifiesto la conveniencia de una mayor cooperación. Sin embargo, se 
hacía evidente que la falta de un marco contractual limitaba el desarrollo de esta 
 
705 Tras el retiro británico en la zona. Para Irán era necesario hacerse con el control de las islas de entrada 
al Estrecho para así ejercer mayor control y fortalecer su presencia en el área, sin embargo, la presencia 
británica contenía sus aspiraciones territoriales. Diciembre de 1971. Se puede consultar: GUMUCIO, Juan 
Carlos, “La ocupación iraní de la isla de Abu Musa inquieta a los países ribereños del Golfo”, El País, 13 
de septiembre de 1992.  
706 STRUWE, M. V., “The policy of "critical dialogue": an analysis of European human rights policy 
towards Iran from 1992 to 1997”, Working Paper. University of Durham, Centre for Middle Eastern and 
Islamic Studies, Durham, 1998, p.17-18. 
707 GERANMAYEH, Ellie, “Engaging with Iran: a European Agenda”, European Council on Foreign 
Relations, 2015, p.6. 
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cooperación. Así, tras la elección en 1997 del presidente Mohammad Khatami, la UE e 
Irán iniciaron una nueva fase en sus relaciones. La UE respaldó un Diálogo Integral con 
Irán. Este nuevo diálogo obligó a un amplio compromiso en diversos temas como el 
terrorismo, las armas nucleares, Afganistán y el proceso de paz en Oriente Medio, los 
derechos humanos, el comercio y la energía. En 2002, se iniciaron negociaciones formales 
entre Irán y la UE para normalizar los lazos a través de un pacto de cooperación comercial 
y energética, así como un acuerdo de diálogo político. Tanto estas negociaciones como el 
Diálogo Integral se detuvieron después de la elección de Ahmadinejad como presidente. 
A partir de ese momento, la cuestión de la proliferación nuclear centró todo el discurso 
sobre Irán708.  
Con las preocupaciones derivadas de la proliferación nuclear se inició una tercera 
fase en las relaciones europeas. El Alto Representante de la UE y el E3, a saber, Reino 
Unido, Francia y Alemania, encabezó una nueva fórmula para el diálogo con Irán centrada 
en la no proliferación, dándose paso al E3+3709. Durante los próximos años, los estados 
miembros mantuvieron en diversos grados sus vínculos bilaterales con Irán. No obstante, 
las relaciones estuvieron marcadas por las conversaciones nucleares y el marco de las 
sanciones. Esta actuación se insertó dentro del denominado “multilateralismo efectivo”, 
como se describe en la Estrategia de Seguridad Europea (ESS) de 2003710. El 
multilateralismo efectivo se presentó como una alternativa sólida al unilateralismo e 
implicaba la necesidad de combinar en su política exterior la legalidad y la legitimidad 
con eficacia, así como reafirmar la importancia de la UE como actor internacional711. A 
estos efectos la ESS estableció:  
 
708 GERANMAYEH, Ellie, “Engaging with Iran …”, op. cit., p.6. 
709 Este conjunto estaba conformado por Reino Unido, Francia, Alemania, Estados Unidos, China y Rusia.  
710 GERANMAYEH, Ellie, “Engaging with Iran …”, op. cit., p.6. 
711 Consideraciones sobre el multilateralismo efectivo y la gobernanza global como conceptos guía de la 
Estrategia Global Europea, p.1 y 2. Véase: BARBÉ IZUEL, Esther, “Multilateralismo: adaptación a un 
mundo con potencias emergentes”, REDI, 2010, pp. 21-50. 
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En un mundo de amenazas, mercados y medios de comunicación globales, nuestra 
seguridad y nuestra prosperidad dependen cada vez más de la existencia de un 
sistema multilateral eficaz. Nuestro objetivo es el desarrollo de una sociedad 
internacional más fuerte, con instituciones internacionales que funcionen 
adecuadamente, y de un orden internacional basado en el Derecho712. 
 
Dentro de estas negociaciones, en materia nuclear se logró que el gobierno iraní 
firmase en 2003 los protocolos adicionales exigidos por el OIEA y se suspendiese 
temporalmente las actividades de investigación y desarrollo nuclear. Con la llegada a la 
presidencia de Ahmadinejad en 2005 los precintos que garantizaban la paralización de las 
actividades fueron retirados. La mediación que había llevado a cabo el E-3 dio paso a la 
remisión del expediente nuclear iraní al Consejo de Seguridad de la ONU por parte de la 
Junta de Gobernadores del OIEA en 2006713. Se suspendieron prácticamente todos los 
canales de contacto con Irán y con ello las opciones que la UE necesitaba para abordar 
otras áreas de importancia estratégica714. 
 Recientemente, las relaciones entre la UE e Irán han mejorado considerablemente 
tras el levantamiento de las últimas sanciones. Dentro del diálogo entre ambos destaca, 
por un lado, la celebración de la tercera reunión del Diálogo Político de Alto Nivel que 
tuvo lugar en Teherán el 20 de noviembre de 2017715. Por otro lado, la cuarta reunión del 
Diálogo Político que se llevó a cabo el 26 de noviembre de 2018 en Bruselas. La agenda 
se centró en temas bilaterales tales como: comercio, energía, transporte, medio ambiente, 
 
712 Consejo de la Unión Europea, “Estrategia Europea de Seguridad. Una Europa segura en un mundo 
mejor”, Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, 2009, p.36. 
713 ZACCÁRA, Luciano, “La comunidad internacional ante la cuestión iraní”, Estudios de Política Exterior, 
núm. 109, 2006, p. 139. 
714 GERANMAYEH, Ellie, “Engaging with Iran …”, op. cit., p.6. 
715 European Union External Action, EU and Iran held the third meeting of the High-level Political 
Dialogue on 20 November, 2017. Disponible online: eeas.europa.eu/headquarters/headquarters-
homepage/35892/eu-and-iran-held-third-meeting-high-level-political-dialogue-20-november_en  
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migración, asistencia humanitaria, política de drogas, educación, cultura, investigación, 
así como temas antiterroristas y regionales716.   
 
3.1.2 El Diálogo sobre Derechos Humanos entre la República Islámica de 
Irán y la Unión Europea 
 
El diálogo en materia de derechos Humanos entre la República Islámica de Irán y 
la Unión Europea se celebró de manera independiente al diálogo político, aunque bien es 
cierto que las materias y las preocupaciones se entremezclaban. Sin embargo, la 
importancia de la situación de los derechos humanos en el país merece un tratamiento 
aislado. Los diálogos sobre derechos humanos son usuales dentro de las relaciones de la 
UE con terceros países, y toman como referencia las “Directrices de la Unión Europea 
sobre el diálogo en materia de derechos humanos con países de fuera de la Unión 
Europea” de diciembre de 2001717. Estos diálogos persiguen diversos objetivos políticos, 
entre los que destacan: la intensificación de la cooperación en cuestiones de derechos 
humanos a nivel multilateral, por ejemplo, dentro del marco de las Naciones Unidas; la 
expresión de la preocupación de la UE por la situación de los derechos humanos en el 
país en cuestión; el intento de recopilar información sobre la situación de los derechos 
humanos y mejorarla, etc.718 
 
716 European Union External Action, EU and Iran hold High Level Political Dialogue, 2018. Disponible 
online: eeas.europa.eu/headquarters/headquarters-homepage/54494/eu-and-iran-hold-high-level-political-
dialogue_en  
717 Council of the European Union, EU guidelines on human rights dialogues, 2001, 14469/01.  
718 WÜRTH, Anna y SEIDENSTICKER, Frauke Lisa, “Indices, Benchmarks, and Indicators: Planning 
and Evaluating Human Rights Dialogues”, German Institute for Human Rights, 2008, p.19. 
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Este diálogo entre la UE e Irán versó sobre diferentes temas de derechos humanos, 
celebrándose dos veces al año e incluyó, excepto en las reuniones restringidas a 
funcionarios gubernamentales, a miembros de sociedad civil en Europa e Irán719. 
 
3.1.2.1  Períodos de negociaciones y las rondas de sesiones en los Diálogos 
sobre Derechos Humanos entre la República Islámica de Irán y la Unión 
Europea 
 
El diálogo con la República Islámica de Irán acerca de la situación de los derechos 
humanos se inició en 2002. Cada parte podría optar por terminar el diálogo en cualquier 
momento720. En 2003, la UE discutió con Irán sobre los derechos humanos en tres foros: 
en el marco del Diálogo Integral, en el Diálogo sobre Derechos Humanos y como parte 
de las negociaciones del Acuerdo Comercial y de Cooperación Global (ACC), donde se 
incluyó una cláusula de derechos humanos. De este modo, la UE se convirtió en un 
importante promotor de los derechos humanos en Irán721. 
Durante este período la situación de los derechos humanos en el país fue muy 
preocupante y, por ello, se mantuvo en la agenda europea. La comunidad internacional 
mostró especial inquietud en la tercera sesión del diálogo722 por el disfrute de derechos 
fundamentales, como la libertad de expresión. De igual manera se encontraba alarmada 
ante la falta de avances significativos con respecto a la pena de muerte y otros tratos 
 
719 KIENZLE, Benjamin, “Between Human Rights and Non-Proliferation: norm competition in the EU’s 
Iran policy”, UNISCI Discussion Papers, 2012, p.86. 
720 RAKEL, Eva, The Iranian political elite, state and society relations, and foreign relations since the 
Islamic Revolution, UvA-DARE, 2008, p.216. 
721 KIENZLE, Benjamin, “Between Human Rights and Non-Proliferation: norm competition in the EU’s 
Iran policy”, UNISCI Discussion Papers, 2012, p.86. 
722 La tercera sesión de Diálogo sobre Derechos Humanos tuvo lugar en Bruselas los días 8 y 9 de octubre 
de 2003. FIDH (International Federation for Human Rights), The European Union/Iran dialogue: an 
unconvincing process, 13 de octure de 2003. Disponible online: www.fidh.org/en/region/asia/iran/eu-
iran/The-European-Union-Iran-dialogue 
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inhumanos y degradantes, el estatus de las minorías étnicas y religiosas, los juicios 
injustos, la represión de defensores de derechos humanos, abogados y periodistas, así 
como los derechos de las mujeres. Las actuaciones en contra de periodistas fueron 
especialmente cruentas. Más de 100 periódicos fueron cerrados durante el periodo 2001-
2003, a consecuencia de la violación de la Ley de prensa y de la Constitución iraní. Esos 
cierres fueron el resultado de decisiones administrativas basadas en una ley de 1960 sobre 
criminales reincidentes que permitía el cierre de su establecimiento. Si hay un caso 
representativo de la represión en contra de los periodistas es el caso de la conocida 
periodista canadiense de origen iraní Zahra Kazemi, la cual murió en prisión el 11 de julio 
de 2003 en circunstancias no aclaradas723. Esta fue arrestada en Irán el 23 de junio acusada 
de espionaje724. En enero de 2004, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la 
libertad de opinión y expresión denunció la falta de transparencia en los sucesos después 
de la investigación725. 
Otro caso que también revistió de importancia a nivel internacional fue el del 
periodista y escritor iraní Akbar Ganji. Ganji fue detenido en el año 2000 junto a otros 
periodistas e intelectuales iraníes tras la celebración de una conferencia en Berlín, que 
tenía como objeto la discusión de reformas en el país persa. En un primer momento le 
impusieron una pena de 10 años cárcel, reducida a seis meses en apelación. Las 
acusaciones a las que tuvo que hacer frente fueron las de tomar parte en una ofensiva 
contra la seguridad nacional y la realización de propaganda contra el sistema islámico. 
En julio de 2001, fue juzgado de nuevo acusado de reunir documentos de Estado 
confidenciales con el objetivo de poner en peligro la seguridad del Estado, así como por 
 
723 RAKEL, Eva, The Iranian political elite …, op. cit., p.216. 
724 FIDH (International Federation for Human Rights), EU/Iran human rights dialogue – third session, 15 
de septiembre de 2003. Disponible online: www.fidh.org/IMG/pdf/ir1509a.pdf 
725 International Federation of Human Rights, Ligue Iranienne de Défense des Droits de l'Homme, 
Appraisal of the EU Human Rights Dialogues: Assessment of the Human Rights situation in Iran, 2004. 
Disponible online: www.refworld.org/docid/46f146690.html 
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la difusión de propaganda. Por estos hechos fue condenado a seis años de prisión. 
Finalmente, fue liberado de la prisión en el año 2006, tras seis años en prisión726. Akbar 
Ganji no fue el único intelectual que se tuvo que enfrentar a graves consecuencias tras su 
participación en la conferencia de Berlín. Los quince intelectuales que participaron en la 
mencionada conferencia fueron condenados a penas severas el 10 de mayo de 2003 por 
el Tribunal Revolucionario de Teherán. Fueron arrestados en marzo y abril de 2001, y en 
la mayoría de los casos sufrieron detenciones ininterrumpidas de entre 8 y 14 meses y 
luego liberados bajo fianza. Estas detenciones fueron calificadas como arbitrarias por el 
Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria de la ONU727.  
Otro hecho preocupante desde el punto de vista de los derechos humanos fue la 
represión violenta de las protestas de junio de 2003. Se trataba de protestas pacíficas en 
favor de las reformas democráticas en Irán las cuales fueron reprimidas violentamente 
por grupos armados vinculados a Hezbolá con la complicidad de las fuerzas armadas 
iraníes728. 
Hasta diciembre de 2007, se habían celebrado cuatro rondas del Diálogo sobre 
Derechos Humanos, la última de ellas en junio de 2004. A pesar los esfuerzos e iniciativas 
de la UE, como la visita de la UE a Teherán los días 14 y 15 de junio de 2004 y la 
propuesta de la UE para la celebración de una quinta ronda de negociaciones, los 
resultados habían sido bastante decepcionantes. En sus conclusiones del 7 de noviembre 
de 2005, el Consejo Europeo ya mostró su decepción porque el Diálogo de los Derechos 
Humanos con Irán se hubiese detenido729. El gobierno iraní no había acordado otra ronda 
 
726 Europa Press, Irán- El periodista iraní Akbar Ganji es puesto en libertad, tras seis años en prisión,18 
de marzo de 2006. 
727 FIDH (International Federation for Human Rights), EU/Iran human rights dialogue – third session, 15 
de septiembre de 2003. Disponible online: www.fidh.org/IMG/pdf/ir1509a.pdf 
728 FIDH (International Federation for Human Rights), EU/Iran human rights dialogue – third session, 15 
de septiembre de 2003. Disponible online: www.fidh.org/IMG/pdf/ir1509a.pdf 
729 RAKEL, Eva, The Iranian political elite …, op. cit., p.217. 
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para continuar con el diálogo tal y como consta en la Declaración del Consejo de la Unión 
Europea de 20 de diciembre de 2005730. 
Para la UE la situación de los derechos humanos en Irán desde la elección de 
Ahmadinejad como presidente era alarmante. Ante la falta de voluntad política del 
gobierno iraní de continuar con las reuniones, la UE se replanteó su estrategia. A partir 
de ese momento, se mostraba un compromiso con los activistas de derechos humanos. La 
aparición de figuras políticas europeas en la radio, televisión e Internet iraníes 
constituyeron un paso en esa dirección731. De forma progresiva los derechos humanos han 
vuelto a ponerse sobre el tablero de negociación puesto que aun hay muchas cuestiones 
preocupantes732. El Diálogo sobre Derechos Humanos se ha incardinado dentro del 
diálogo político, así paralelamente al diálogo político se ha discutido con Irán sobre temas 
de derechos humanos. Cabe citar el Diálogo en Derechos Humanos que tuvo lugar como 
parte integral del diálogo político entre la UE e Irán y como una continuación de los 
intercambios regulares celebrados en noviembre 2016733.  
 
3.1.2.2 El régimen de medidas restrictivas contra Irán por violaciones de 
derechos humanos 
 
Desde 2011, la UE también ha adoptado medidas restrictivas como respuesta a las 
violaciones de los derechos humanos que se estaban perpetrando en Irán. Las continúas 
discriminaciones a las minorías étnicas y religiosas presentes en el país, a las mujeres, las 
 
730 Consejo de la Unión Europea, Declaración de la Presidencia en nombre de la Unión Europea a 
propósito del diálogo sobre los derechos humanos con Irán, 20 de diciembre de 2005, 15927/05 (Presse 
364). Disponible online: europa.eu/rapid/press-release_PESC-05-150_es.htm  
731 RAKEL, Eva, The Iranian political elite …, op. cit., p.217. 
732 FIDH (International Federation for Human Rights), Briefing paper for the EU-Iran human rights 
dialogue, 2017. Disponible online: www.fidh.org/IMG/pdf/20171117_iran_eu_dialogue_bp_en.pdf  
733 European Union External Action, EU and Iran held the third meeting of the High-level Political 
Dialogue on 20 November, 2017. Disponible online: eeas.europa.eu/headquarters/headquarters-
homepage/35892/eu-and-iran-held-third-meeting-high-level-political-dialogue-20-november_en  
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restricciones a la libertad de expresión y reunión, torturas y tratos inhumanos y 
degradantes a disidentes políticos, etc. han justificado su adopción734. Estas medidas se 
dirigen contra las personas implicadas o los responsables de la dirección o ejecución de 
estas violaciones graves de los derechos humanos735. Para dar respuesta a estos hechos se 
adoptó la Decisión del Consejo 2011/235/PESC del 12 de abril de 2011 relativa a medidas 
restrictivas dirigidas contra determinadas personas y entidades habida cuenta de la 
situación en Irán736 donde el Consejo muestra su preocupación por el deterioro de la 
situación de los derechos humanos en Irán: 
 
“El Consejo destacó, en particular, el dramático aumento de las ejecuciones en 
los últimos meses y la represión sistemática de los ciudadanos iraníes, que sufren 
persecución y detenciones por ejercitar sus legítimos derechos de libertad de 
expresión y reunión pacífica. La Unión reiteró su enérgica condena del uso de la 
tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes”737. 
 
Acto seguido se adoptó el Reglamento (UE) nº 359/2011 del Consejo738, que 
establece medidas restrictivas para las personas responsables de violaciones graves de los 
derechos humanos en Irán739 y el Reglamento de Ejecución (UE) n° 2016/556 del 
 
734 PASTOR PALOMAR, Antonio, “Las sanciones o medidas restrictivas …”, op. cit., pp.130-131. 
735 Decisión 2011/235/PESC del Consejo de 12 de abril de 2011 relativa a medidas restrictivas dirigidas 
contra determinadas personas y entidades habida cuenta de la situación en Irán. Diario Oficial L nº 100 de 
14 de abril de 2011, considerando 4.  
736 Decisión 2011/235/PESC del Consejo de 12 de abril de 2011 relativa a medidas restrictivas dirigidas 
contra determinadas personas y entidades habida cuenta de la situación en Irán. Diario Oficial L nº 100 de 
14 de abril de 2011, p.51. 
737 Decisión 2011/235/PESC del Consejo de 12 de abril de 2011 relativa a medidas restrictivas dirigidas 
contra determinadas personas y entidades habida cuenta de la situación en Irán, Diario Oficial L nº 100 de 
14 de abril de 2011, considerando 2.  
738 Reglamento (UE) n° 264/2012 del Consejo, de 23 de marzo de 2012, por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n° 359/2011 relativo a las medidas restrictivas dirigidas contra determinadas personas, 
entidades y organismos habida cuenta de la situación en Irán. Diario Oficial L nº 87 de 24 de marzo de 
2012, pp. 26-36. 
739 JAN KUIJPER, Pieter, WOUTERS, Jan, HOFFMEISTER, Frank, DE BAERE, Geert, y 
RAMOPOULOS, Thomas, “EU sanctions and countersanctions” en The Law of EU External Relations. 
Cases, Materials, and Commentary on the EU as an International Legal Actor, Oxford University Press, 
2015, p. 257. 
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Consejo740. En este último reglamento se incluyen diversas acciones tales como: 
congelación de activos y prohibiciones de visado para individuos y entidades 
responsables de violaciones graves de derechos humanos; prohibición de las 
exportaciones a Irán de equipos que podrían utilizarse para la represión interna y de 
equipos para monitorear las telecomunicaciones. La última actualización se realizó el 8 
de abril de 2019 y en virtud de la misma se extendió hasta el 13 de abril de 2020741. 
 
3.1.3 El Plan de Acción Integral Conjunto (PAIC): el compromiso político 
por una solución multilateral al problema iraní 
 
El Plan de Acción Integral Conjunto (PAIC)742 constituye el mayor avance en el 
diálogo con Irán en materia sancionadora. Las negociaciones se iniciaron para dar 
respuesta a las consecuencias económicas y financieras generadas por las sanciones a Irán 
que venían aplicándose desde el año 2006743. El PAIC fue concluido entre Irán y el Grupo 
E3/UE+3, es decir, Estados Unidos, Rusia, China, Reino Unido, Francia, Alemania y el 
Alto Representante de la Unión Europea para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. 
El OIEA no es parte en el Plan, aunque sí tiene un papel activo al asumir muchos de los 
compromisos de verificación y vigilancia enunciados en el Plan de Acción744.  
 
740 Reglamento de Ejecución (UE) nº 2016/556 del Consejo, de 11 de abril de 2016, por el que se aplica el 
Reglamento (UE) n° 359/2011 relativo a las medidas restrictivas dirigidas contra determinadas personas, 
entidades y organismos habida cuenta de la situación en Irán. Diario Oficial L nº 96 de 12 de abril de 2016, 
pp. 3-7. 
741 European Council/ Council of the European Union, EU restrictive measures against Iran. Disponible 
online: www.consilium.europa.eu/en/policies/sanctions/iran/  
742 Joint Comprehensive Plan of Action, Viena. 14 de julio de 2015. 
743 ANTÓN ZUNZUNEGUI, Santiago, “Vigilancia y límites al programa nuclear de Irán: el Plan de Acción 
Integral Conjunto (Joint Comprehensive Plan of Action, JCPOA)”, Real Instituto Elcano, 21 de octubre de 
2015.  
744 International Atomic Energy Agency (IAEA), “El Irán y el OIEA: verificación y vigilancia en virtud del 
PAIC”, IAEA Bulletin, 2016. Disponible online: www.iaea.org/sites/default/files/5722627_es.pdf  
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El acuerdo provisional del PAIC, aprobado el 24 de noviembre de 2013, tenía 
como finalidad alcanzar una solución integral a largo plazo que garantizase que el 
programa nuclear de Irán fuese exclusivamente pacífico. El levantamiento del régimen 
de sanciones relacionadas con la proliferación nuclear se produce a cambio del 
compromiso de Irán de no desarrollar armas nucleares. Para evitar el riesgo de 
militarización del programa requiere hasta 2030 por parte de Irán el mantenimiento de 
sus actividades de enriquecimiento de uranio por debajo del nivel de 3,67% y un stock 
total de uranio inferior a 300 kilogramos, así como la reducción del stock total de uranio 
enriquecido a un 98%. Las actividades de enriquecimiento de uranio se limitan a las 
instalaciones de Natanz y dos tercios de las centrifugadoras de Natanz han sido 
desmanteladas745.  
El primer plazo límite para el siguiente paso en la realización y adopción del PAIC 
se fijó en julio de 2014, siendo prorrogado dos veces. El plazo para la adopción de un 
acuerdo marco se fijó en marzo del 2015, fue finalmente adoptado el 2 de abril, y el 30 
de junio se estableció el plazo para la adopción del acuerdo final746. El PAIC se concluyó 
y se hizo público el 14 de julio de 2015, ratificándose en el CSNU por unanimidad 
mediante la Resolución 2231747, de 20 de julio748. La adopción de la resolución del CSNU 
era necesaria para garantizar la operatividad del PAIC porque los compromisos derivados 
del mismo eran incompatibles con el régimen de sanciones impuesto a Irán previamente 
por el CSNU. Para que el PAIC pudiese desplegar sus efectos se requería por parte del 
 
745 FIEDLER, Radosław, “Iran and the European Union after the Nuclear Deal”, CES Working Papers, 
2018, p. 257. 
746 CRONBERG, Tarja, “Nuclear Multilateralism and Iran. Inside EU Negotiations”, Routledge, 2017. 
p.27-28. 
747 Resolución 2231(2015) del Consejo de Seguridad, de 20 de julio de 2015, relativa a la cuestión nuclear 
del Irán. 
748 MASEGOSA, José Luis, “Irán y el Acuerdo Nuclear de 2015. Una explicación desde el Realismo 
Neoclásico”, Revista de Estudios en Seguridad Internacional, 2016, p.32 
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CSNU el levantamiento de las sanciones establecidas contra el programa nuclear iraní749. 
En cuanto al período temporal, se estableció un plazo de como máximo cinco años para 
todas aquellas sanciones vinculadas al programa nuclear y el embargo de armas 
convencionales, y un máximo de ocho años para las sanciones sobre tecnología para 
misiles balísticos750. El 15 de enero de 2016 fue una de las fechas más relevantes del Plan 
de Acción al darse la verificación por parte de la OIEA de la aplicación por parte de Irán 
de varias medidas acordadas751. 
El PAIC es un acuerdo político de una gran visión porque no es un documento 
represivo con la fijación exclusiva de unos límites, sino que va más allá y establece una 
clara estrategia a medio-largo plazo para que el programa nuclear de Irán tenga realmente 
un carácter comercial y pacífico. En el PAIC se crea un sistema de incentivos necesarios 
para que Irán cumpla con los acuerdos fijados. Desde el punto de vista técnico se está 
ante un acuerdo sólido, muy detallado y con alto nivel de garantías752. Sin embargo, desde 
el punto de vista de la verificación, el régimen del Plan es muy estricto, puesto que excede 
los estándares del OIEA. Irán se ha comprometido a aplicar provisionalmente el Protocolo 
Adicional del OIEA que implica un aumento de la capacidad de este organismo para 
verificar que todo el material nuclear se destina a fines pacíficos. Además, se han 
sometido de manera voluntaria a “medidas de transparencia” con el fin de que coadyuven 
 
749 POZO SERRANO, Pilar, “La retirada de Estados Unidos del Plan de Acción Integral Conjunto y la 
reimposición de sanciones a Irán: aspectos jurídicos y políticos”, Anuario español de derecho 
internacional, 2019, núm. 35, p. 231.  
750 ANTÓN ZUNZUNEGUI, Santiago, “Vigilancia y límites al programa nuclear de Irán: el Plan de Acción 
Integral Conjunto (Joint Comprehensive Plan of Action, JCPOA)”, Real Instituto Elcano, 21 de octubre de 
2015. 
751 MOUSAVIAN, Seyed Hossein, “Irán en la agenda internacional: perspectivas de futuro”, Anuario 
Internacional CIDOB, 2015, p.202. 
752 ANTÓN ZUNZUNEGUI, Santiago, “Vigilancia y límites al programa nuclear de Irán: el Plan de Acción 
Integral Conjunto (Joint Comprehensive Plan of Action, JCPOA)”, Real Instituto Elcano, 21 de octubre de 
2015. 
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a entender mejor las actividades nucleares iraníes753. No obstante, no supone un régimen 
de acceso total, a cualquier lugar y en cualquier momento.  
El PAIC adolece de varias debilidades que podrían amenazar su durabilidad. La 
primera debilidad es que el acuerdo no incluye el programa de misiles iraníes y no dio 
inicio a un diálogo más amplio con Teherán sobre su política regional en el Medio 
Oriente. La segunda debilidad es que el acuerdo no ha cambiado la situación política 
interna de Irán y no ha iniciado reformas políticas para dar respuesta a las violaciones de 
derechos humamos. La tercera debilidad es que el acuerdo es visto por las autoridades 
iraníes como una decepción debido al mayor alcance de las inspecciones y la reducción 
significativa del enriquecimiento del uranio754. 
Paralelamente a la adopción del PAIC, el Parlamento Europeo adoptó la 
“Estrategia de la UE en relación con Irán tras el acuerdo nuclear” basada en un diálogo 
político de alcance global, cooperativo en los ámbitos en los que Irán y la Unión cuentan 
con intereses mutuos, crítico, abierto y franco en los ámbitos en los que existen 
discrepancias entre ambas partes y se busca un punto común, y constructivo755. Se 
condicionaba el desarrollo de las relaciones entre UE e Irán a la implementación continua 
y plena del PAIC756. 
Como consecuencia de la aplicación del PAIC, el 19 de enero de 2016 la UE757, 
la ONU y los Estados Unidos levantaron las sanciones contra Irán cuando la OIEA 
 
753 International Atomic Energy Agency (IAEA), “El Irán y el OIEA: verificación y vigilancia en virtud del 
PAIC”, IAEA Bulletin, 2016.  
754 FIEDLER, Radosław, “Iran and the European Union after the Nuclear Deal”, CES Working Papers, 
2018, p. 298. 
755 Resolución del Parlamento Europeo, de 25 de octubre de 2016, sobre la estrategia de la UE en relación 
con Irán tras el acuerdo nuclear (2015/2274(INI)), apartado 4. 
756 ADEBAHR, Cornelius, “Europe and Iran: The Economic and Commercial Dimensions of a Strained 
Relationship”, Istituto Affari Internazionali Papers, 2018,  
757 El levantamiento de las sanciones por parte de la UE ha tenido su impacto en la labor del TJUE. Los 
tribunales europeos siguen revisando los casos, aunque las sanciones ya no estén en vigor, porque tal y 
como han manifestado recientemente en su jurisprudencia, las personas y entidades designadas tienen 
interés en una decisión sobre la legalidad de su designación y con el fin de que los Tribunales de la Unión 
Europea reconozcan que nunca debería haber sido incluido en la lista o que no debería haber sido incluido 
en el procedimiento que fue adoptado por las instituciones de la UE, incluso aunque no estén sujetas a 
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certificó que Irán había enviado el 98% de sus stocks de uranio enriquecido a Rusia y 
había desactivado cerca de 12.000 centrifugadoras. Por su parte la OIEA ya había 
archivado en diciembre de 2015 la posible dimensión militar del programa nuclear. De 
esta forma, el PAIC resolvía trece años de conflicto entre Occidente e Irán en torno a la 
naturaleza del programa nuclear iraní758.  
No obstante, el PAIC no aportaba la paz al conflicto puesto que con el cambio de 
administración en Estados Unidos y la llegada a la presidencia de Donald Trump se ha 
producido un cambio de la política del país respecto a Irán. El 8 mayo de 2018, Estados 
Unidos decidió abandonar el Plan de Acción y volvió a imponer duras sanciones al país 
persa759. El restablecimiento de las sanciones estadounidenses entró en vigor después de 
un período transitorio de 90 días: el 6 de agosto de 2018, para determinadas sanciones, o 
tras un período de 180 días, el 4 de noviembre de 2018 para otras. Irán y la Unión Europea 
han manifestado su voluntad de continuar con el cumplimiento del acuerdo, la UE ha 
tenido que actuar paralelamente para adecuarse a la nueva situación como se analizará en 
los siguientes puntos. El Reino Unido, tras su salida de la UE, y como uno de los 
principales iniciadores del PAIC, ha declarado que es vital para su seguridad y ha 
reiterado su compromiso con el mismo760. No obstante, el futuro del PAIC podría ser 
incierto puesto que Irán anunció la suspensión de algunos de sus compromisos ante la 
 
sanciones. Por lo tanto, aunque en un primer momento la implementación del PAIC no pareció afectar el 
razonamiento de los tribunales. Sí afectó a los datos sobre el número de reincorporaciones en las listas de 
sancionados después de la firma en julio de 2015 del PAIC. Porque la opción de volver a incorporar en las 
listas de sanciones en la mayoría de esos casos se volvió discutible porque las sanciones en cuestión se 
levantaron o estaban a punto de levantarse cuando los tribunales dictaron su decisión sobre las decisiones. 
CHACHKO, Elena, “Foreign Affairs in Court: Lessons from CJEU Targeted Sanctions Jurisprudence”, 
Yale Journal of International Law, núm.44, 2019, p.22. 
758 MASEGOSA, José Luis, “Irán y el Acuerdo Nuclear de 2015. Una explicación desde el Realismo 
Neoclásico”, Revista de Estudios en Seguridad Internacional, 2016, p.32. 
759 LANDLER, Mark, “Trump Abandons Iran Nuclear Deal He Long Scorned”, The New York Times, 8 de 
mayo de 2018.  
760 GIESBERS, Anne, “The Iran Nuclear Deal and the EU: A Strategic Awakening?”, CLINGENDAEL, 1 
de noviembre de 2017.  
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actuación estadounidense761, y actualmente, la situación está en un nivel de ebullición que 
se acerca muy rápidamente a un punto de no retorno762. 
Ante está nueva situación la UE ha empleado dos vías de actuación que se van a 
analizar, por un lado, el denominado Estatuto del bloqueo, y, por otro lado, un nuevo 
mecanismo para permitir el comercio legítimo con Irán denominado INSTEX.  
 
3.1.3.1. Estatuto del bloqueo  
 
El gobierno de Trump ha adoptado sanciones secundarias (Secondary Sanctions) 
contra la República Islámica de Irán, que se aplican extraterritorialmente a cualquiera con 
independencia de que la persona física o jurídica extranjera y la operación en la que 
participa tengan vinculación con Estados Unidos763. Esto permite a Estados Unidos 
amenazar con sanciones contra aquellas empresas y negocios extranjeros que operan con 
Irán. En la práctica estas sanciones les obligan a elegir entre hacer negocios con Irán o 
Estados Unidos764. Como reacción a estas sanciones, el 18 de mayo de 2018, la Comisión 
europea adoptó medidas con el fin de preservar los intereses de las empresas europeas 
con inversiones en Irán, así como permitir al Banco Europeo de Inversiones (BEI) 
financiar actividades. El 6 de julio se celebró en Viena una reunión ministerial de la 
Comisión Conjunta del PAIC con la participación de la UE, el grupo E3 (a saber, Francia, 
Alemania y el Reino Unido), Rusia, China e Irán, para poder continuar con los esfuerzos 
 
761 O'KANE, Michael, “EU concern about Iran & JCPOA, European Sanctions Blog, 10 de mayo de 2019.  
762 NÚÑEZ VILLAVERDE, Jesús A., “Irán a punto de ebullición”, Real Instituto Elcano, 13 de mayo de 
2019.  
763 IRIARTE ÁNGEL, José Luis, “La Ley Helms-Burton y la respuesta europea a sus efectos 
extraterritoriales”, Cuadernos Europeos de Deusto, 2020, pp.83-84. 
764 FIEDLER, Radosław, “Iran and the European Union after the Nuclear Deal”, CES Working Papers, 
2018, p.301. 
Las medidas restrictivas de la Unión Europea y su incidencia en los Derechos Humanos 
 Estudio del caso de Irán 
 215  
de dar cumplimiento del PAIC y normalizar las relaciones económicas y comerciales con 
Irán765.  
Entre estas medidas destaca la actualización del estatuto de bloqueo. Este 
instrumento es una norma, o conjunto de normas, que tiene por objeto contrarrestar los 
efectos ilícitos de las sanciones extraterritoriales de terceros países en las personas físicas 
y jurídicas a las que protege766. El Estatuto de bloqueo fue introducido por primera vez 
por la UE en 1996 como respuesta a la legislación sobre sanciones extraterritoriales de 
los Estados Unidos relativa a Cuba, Irán y Libia a través del Reglamento (CE) nº 2271/96 
del Consejo, de 22 de noviembre de 1996, relativo a la protección contra los efectos de la 
aplicación extraterritorial de la legislación adoptada por un tercer país, y contra las 
acciones basadas en ella o derivadas de ella767. El 6 de junio de 2018 la Comisión puso 
en marcha el proceso de actualización del estatuto de bloqueo para incluir en su ámbito 
de aplicación las sanciones extraterritoriales que los Estados Unidos ha restablecido 
contra Irán768. De este modo, el Reglamento (CE) nº2271/96 fue actualizado y modificado 
por el Reglamento Delegado (UE) nº 2018/1100 de la Comisión, de 6 de junio de 2018, 
y por el Reglamento de Ejecución (UE) nº 2018/1101 de la Comisión, de 3 de agosto de 
2018769. El Estatuto de bloqueo se aplica a la legislación extraterritorial recogida en su 
 
765 European Union External Action, Share Statement from the Joint Commission of the Joint 
Comprehensive Plan of Action, 2018.  
766 IRIARTE ÁNGEL, José Luis, “La Ley Helms-Burton y la respuesta europea a sus efectos 
extraterritoriales”, Cuadernos Europeos de Deusto, 2020, p.96 
767 Reglamento (CE) nº 2271/96 del Consejo de 22 de noviembre de 1996 relativo a la protección contra 
los efectos de la aplicación extraterritorial de la legislación adoptada por un tercer país, y contra las acciones 
basadas en ella o derivadas de ella. Diario Oficial L nº 309 de 29 de noviembre de 1996, pp. 1–6.  
768 Comisión Europea, Entra en vigor el estatuto de bloqueo actualizado en apoyo del acuerdo nuclear con 
Irán, 6 de agosto de 2018.  
769 Reglamento Delegado (UE) nº 2018/1100 de la Comisión de la Comisión, de 6 de junio de 2018, por el 
que se modifica el anexo del Reglamento (CE) n° 2271/96 del Consejo, relativo a la protección contra los 
efectos de la aplicación extraterritorial de la legislación adoptada por un tercer país, y contra las acciones 
basadas en ella o derivadas de ella (C/2018/3572. Diario Oficial L nº199I de 7 de agosto de 2018, pp. 1-6). 
Este Reglamento Delegado modificó el anexo del Reglamento (CE) nº 2271/96 del Consejo, de 22 de 
noviembre de 1996, relativo a la protección contra los efectos de la aplicación extraterritorial de la 
legislación adoptada por un tercer país, y contra las acciones basadas en ella o derivadas de ella (Diario 
Oficial L nº 309 de 29 de noviembre de 1996, pp. 1-6). Además, la UE ha realizado una Nota de orientación 
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anexo, que en la actualidad consiste en las medidas estadounidenses relativas a Cuba e 
Irán770. 
Los sujetos protegidos por el estatuto del bloqueo son los denominados 
“operadores de la UE” enumerados en el artículo 11 del Reglamento (CE) nº2271/96. En 
ciertos supuestos otros sujetos que no están enumerados en este artículo 11 pueden verse 
protegidos por estas disposiciones771. Son considerados operadores de la UE a efectos de 
este instrumento, en primer lugar, toda persona física residente en la UE y nacional de un 
Estado miembro, aunque residan fuera de la Unión Europea. En segundo lugar, toda 
persona constituida en sociedad en la UE. En el supuesto de las filiales de empresas 
norteamericanas en la UE y de las filiales de empresas europeas en Estados Unidos se 
contemplan tres posibles situaciones. El primer supuesto es el de las filiales de empresas 
norteamericanas constituidas de acuerdo con la legislación de un Estado miembro y con 
su domicilio social, administración central o centro principal de actividad en el territorio 
de la Unión. Estas empresas son consideradas operadores de la UE. El segundo supuesto 
es el de las sucursales de empresas norteamericanas en la UE que al no tener personalidad 
jurídica propia distinta de la sociedad matriz se encuentran al margen del estatuto de 
bloqueo. Y, la tercera situación es la de las filiales de empresas de la UE en Estados 
Unidos que están sometidas a la legislación en virtud de la cual se hayan constituido. Por 
tanto, no son operadores de la UE y no se les aplica el estatuto de bloqueo europeo772. En 
tercer lugar, cualquier naviera establecida fuera de la Unión, pero controlada por 
nacionales de un Estado miembro cuando los buques estén registrados en ese Estado 
 
con preguntas y respuestas respecto de la adopción de la actualización del estatuto de bloqueo (2018/C 277 
I/03).  
770 Comisión Europea, Nota de orientación. Preguntas y respuestas: adopción de la actualización del estatuto 
de bloqueo (2018/C 277 I/03).  
771 IRIARTE ÁNGEL, José Luis, “La Ley Helms-Burton y la respuesta europea a sus efectos 
extraterritoriales”, Cuadernos Europeos de Deusto, 2020, p.99 
772 IRIARTE ÁNGEL, José Luis, “La Ley Helms-Burton y la respuesta europea a sus efectos 
extraterritoriales”, Cuadernos Europeos de Deusto, 2020, pp.100-101.  
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miembro con arreglo a su legislación. En cuarto lugar, cualquier otra persona física 
residente en la UE, a menos que se encuentre en el país del que es nacional. Y, en quinto 
lugar, cualquier otra persona física que se encuentre en la UE, incluidos sus aguas 
territoriales y el espacio aéreo, y en toda aeronave o buque sujetos a la jurisdicción o 
simplemente al control de un Estado miembro, que actúen profesionalmente773. 
El objetivo principal del estatuto del bloqueo es la protección de los operadores 
de la UE que ejercen actividades internacionales legales de comercio o circulación de 
capitales y actividades comerciales conexas con terceros países774. Por tanto, permite a 
los operadores de la UE reclamar una compensación por daños y perjuicios como 
consecuencia de las sanciones extraterritoriales de los Estados Unidos y anula el efecto 
en la UE de las resoluciones extranjeras basadas en ellas. Asimismo, prohíbe a los 
ciudadanos europeos cumplir esas sanciones, salvo si la Comisión las autoriza con 
carácter excepcional si su incumplimiento atenta gravemente a los intereses de dichas 
personas o de los intereses de la Unión775. 
 
3.1.3.2. INSTEX (Instrument for Supporting Trade Exchanges) 
 
Para hacer efectivos los compromisos del PAIC, se ha creado el INSTEX 
(Instrument for Supporting Trade Exchanges)776. Un instrumento de pagos paralelos 
creado por los gobiernos de Reino Unido, Francia y Alemania (que constituyen el grupo 
 
773 Reglamento (CE) nº 2271/96 del Consejo de 22 de noviembre de 1996 relativo a la protección contra 
los efectos de la aplicación extraterritorial de la legislación adoptada por un tercer país, y contra las acciones 
basadas en ella o derivadas de ella. Diario Oficial L nº 309 de 29 de noviembre de 1996, artículo 11, 
apartado 4 y 5.  
774 IRIARTE ÁNGEL, José Luis, “La Ley Helms-Burton y la respuesta europea a sus efectos 
extraterritoriales”, Cuadernos Europeos de Deusto, 2020, p.96 
775 Comisión Europea, Entra en vigor el estatuto de bloqueo actualizado en apoyo del acuerdo nuclear con 
Irán, 6 de agosto de 2018.  
776 Joint statement on the creation of INSTEX, the special purpose vehicle aimed at facilitating legitimate 
trade with Iran in the framework of the efforts to preserve the Joint Comprehensive Plan of Action 
(JCPOA), 31 de enero de 2019.  
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E3/EU3) para respaldar las transacciones comerciales entre Irán y Europa y, en 
consecuencia, eludir las sanciones estadounidenses sobre Irán tras su reimposición777. Las 
nuevas sanciones de Estados Unidos tienen objetivos amplios, se centran tanto en las 
industrias petroleras y navieras, como en el Banco Central de Irán778. Con ellas, se 
pretende paralizar las exportaciones de petróleo y gas natural del país779.  
Se configura como un Vehículo de Propósito Especial (SPV/ VPE), es decir, se 
trata de una sociedad que desarrolla, ejecuta, administra y opera el fin en virtud del cual 
se ha constituido. Constituyéndose una red contractual que gira en torno al SPV, donde 
cada parte establece contratos con él por un período específico. Todos los acuerdos 
legales y financieros con las partes interesadas se acuerdan con el SPV780. Esta sociedad 
asume todos los riesgos financieros y cargas contractuales del proyecto. Se recurre a esta 
figura para para asegurar el pago de proveedores, inversores, la continuidad del proyecto 
y con ello no afectar el capital personal de los participantes en el mismo781. Este nuevo 
sistema se configura como un canal de comercio alternativo al sistema SWIFT. Además, 
como INSTEX cuenta con una licencia bancaria, el SPV también puede proporcionar 
préstamos a la exportación y otros servicios financieros, así como equilibrar los pagos a 
lo largo del tiempo y entre diferentes socios comerciales782. 
A nivel operativo, el mecanismo está registrado y ubicado en París (su dirección 
es la del Ministerio de Finanzas francés), constituido con 3.000 euros iniciales de 
 
777 GKToday, “INSTEX: Iran Trade Promotion Plan”, GKToday, 2 de febrero de 2019.  
778 TANCHUM, Micha’el, “France’s Iran policy indicates INSTEX will not undermine sanctions”, Real 
Instituto Elcano, 25 de abril de 2019.  
779 PEEL, Michael, “Can Europe’s new financial channel save the Iran nuclear deal?”, Financial Times, 4 
de febrero de 2019.  
780 CHOWDHURY, Abu Naser y CHEN, Po-Han, “Special Purpose Vehicle (SPV) of Public Private 
Partnership Projects in Asia and Mediterranean Middle East: Trends and Techniques”, International 
Journal of Institutions and Economies, núm.2, 2010, pp.64-65. 
781 LI OJEDA, Jaime Alfieri, “Project Finance: Elementos básicos”, Vox Juris, 2014, p.36.  
782 ADEBAHR, Cornelius, “Europe and Iran: The Economic and Commercial Dimensions of a Strained 
Relationship”, Istituto Affari Internazionali Papers, 2018, p.12. 
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capital783; y los encargados de supervisar las actividades de la sociedad serán los 
representantes de los Ministerios de Relaciones Exteriores de Alemania, Francia y el 
Reino Unido. En el futuro, INSTEX también se abrirá a terceros países que quieran 
comerciar con Irán. Va a ser necesario que Irán establezca una estructura paralela propia, 
es decir, su propio equivalente de INSTEX. Este proceso podría enfrentarse a obstáculos 
logísticos y políticos. A estos efectos, el 15 de marzo de 2018, el jefe del Banco Central 
de Irán anunció la creación del Instituto Especial de Comercio y Finanzas (Special Trade 
and Finance Institute, STFI)784. En su funcionamiento INSTEX está supeditado al 
progreso de las negociaciones sobre el programa de misiles de Irán y a que Irán se una al 
Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI)785. El modo de operar de INSTEX 
implica que este mecanismo recibirá los pagos de aquellas empresas que desean 
comerciar con Irán, ya sea recibiendo exenciones para las importaciones de petróleo o por 
el comercio de bienes permitidos, como alimentos y medicamentos. No produciéndose 
una transferencia directa de fondos entre Irán y las empresas europeas786. Por ende, si un 
comerciante europeo de petróleo compra petróleo iraní se asimila a un fabricante europeo 
que vende su maquinaria a una empresa iraní, el comprador europeo de petróleo no 
pagaría directamente al vendedor iraní, sino que enviaría su pago al fabricante europeo. 
Al mismo tiempo, en Irán, el comprador de maquinaria iraní no pagaría al vendedor 
europeo, sino que enviaría su dinero al vendedor de petróleo iraní787. 
 
783 GKToday, “INSTEX: Iran Trade Promotion Plan”, GKToday, 2 de febrero de 2019.  
784 TANCHUM, Micha’el, “France’s Iran policy indicates INSTEX will not undermine sanctions”, Real 
Instituto Elcano, 25 de abril de 2019. 
785 GAFI está diseñado para la detención del lavado de dinero y el financiamiento del terrorismo. Sus 
objetivos son el establecimiento de estándares y la promoción de la implementación efectiva de medidas 
legales, reglamentarias y operativas para combatir el lavado de dinero, el financiamiento del terrorismo y 
otras amenazas relacionadas con la integridad del sistema financiero internacional. 
786 GKToday, “INSTEX: Iran Trade Promotion Plan”, GKToday, 2 de febrero de 2019.  
787 PEEL, Michael, “Can Europe’s new financial channel save the Iran nuclear deal?”, Financial Times, 4 
de febrero de 2019. 
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La figura presenta una gran complejidad a nivel burocrático puesto que deben 
cumplirse con obligaciones contables. En primer lugar, el exportador europeo con un 
pedido de un importador iraní tiene la obligación de proporcionar a INSTEX la 
documentación pertinente sobre la transacción. Entre esta documentación se incluye la 
prueba de que el importador ha actuado con la diligencia debida en relación con el usuario 
final. En segundo lugar y cumplidas con estas obligaciones, INSTEX aprueba la venta y 
la registrará en un libro de contabilidad. INSTEX tiene que encontrar el modo de 
equilibrar los pagos tanto dentro del flujo comercial general como a nivel operativo, así 
los pagos podrán liquidarse dentro del período de 60 días. La nueva empresa no es un 
banco, aunque poseerá un papel preponderante en la coordinación de los pagos 
relacionados con el comercio con Irán788. 
Los sectores en los que inicialmente se centrará la presente estructura son los 
considerados más esenciales para la población iraní, como los productos farmacéuticos, 
dispositivos médicos y productos agroalimentarios789. En la siguiente imagen se puede 
observar de manera sintética el funcionamiento del indicado mecanismo: 
 
788 GERANMAYEH, Ellie y BATMANGHELID, Esfandyar, “Trading with Iran via the special purpose 
vehicle: How it can work”, European Council on Foreign Relations, 7 de febrero de 2019.  
789 Joint statement on the creation of INSTEX, the special purpose vehicle aimed at facilitating legitimate 
trade with Iran in the framework of the efforts to preserve the Joint Comprehensive Plan of Action 
(JCPOA), 31 de enero de 2019. 
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Ilustración n º3. Funcionamiento del sistema INSTEX 
Fuente: Elaboración propia 
 
En teoría, este mecanismo está diseñado para aislar a las empresas de las sanciones 
de los Estados Unidos. Sin embargo, las grandes multinacionales con una exposición 
significativa al mercado estadounidense pueden temer que aún puedan ser sancionadas 
por las autoridades estadounidenses por mantener relaciones comerciales con Irán a través 
del SPV. El instrumento será más efectivo en pequeñas y medianas empresas con poca 
exposición a la presión de Estados Unidos para no permanecer en el mercado iraní790. En 
la práctica este mecanismo no está obteniendo los resultados esperados porque las 
acciones que se están llevando a cabo indican que la implementación de INSTEX no se 
utilizará para controlar la política de los Estados Unidos hacia Irán791. A pesar de ello, la 
creación y el diseño de este instrumento es una demostración significativa del 
compromiso de la UE en la preservación el acuerdo nuclear de Irán792. 
 
790 ADEBAHR, Cornelius, “Europe and Iran: The Economic and Commercial Dimensions of a Strained 
Relationship”, Istituto Affari Internazionali Papers, 2018, p.12. 
791 TANCHUM, Micha’el, “France’s Iran policy indicates INSTEX will not undermine sanctions”, Real 
Instituto Elcano, 25 de abril de 2019. 
792 GERANMAYEH, Ellie y BATMANGHELID, Esfandyar, “Trading with Iran via the special purpose 
vehicle: How it can work”, European Council on Foreign Relations, 7 de febrero de 2019. 
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3.2 Las relaciones comerciales entre Irán y la Unión Europea: una relación entre 
impares 
 
Irán es un país determinante para la UE tanto a nivel económico como 
geoestratégico, situado en el centro de Eurasia. Aproximadamente cuenta con el 7% de 
las reservas de minerales del planeta, estando clasificado dentro de los 15 países más ricos 
del mundo en recursos minerales. Siendo el cuarto país del mundo respecto a reservas 
probadas de petróleo crudo y el segundo país del mundo con más reservas de gas 
natural793. En otros recursos naturales también destaca, en primera posición a nivel 
mundial respecto al zinc, en segunda posición en reservas de cobre, en novena posición 
en hierro, en décima en uranio y en undécima en plomo794. Además, dispone minas de 
manganeso, níquel, oro, plata, azufre, aluminio, sal y carbón795. 
La UE ha considerado a Irán como una potencia regional y un socio comercial 
muy atractivo por su importancia sobre todo en el área de la energía y de la investigación. 
La UE es altamente dependiente a nivel energético de recursos procedentes de terceros 
países. En el año 2016, la tasa de dependencia fue del 54%, lo cual implica que más de la 
mitad de las necesidades energéticas de la UE fueron cubiertas por importaciones netas796. 
Se importaron un gran número de recursos energéticos, siendo el principal producto 
importado el petróleo, que representó casi dos tercios de las importaciones de energía en 
 
793 Central Intelligence Agency, The World Factbook.  
794 MONTOYA CERIO, Fernando, “Irán y su estratégico acuerdo nuclear”, Instituto Español de Estudios 
de Defensa (IEEE), 2016, p.2.  
795 Oficina Económica y Comercial de Teherán, Guía País Irán, ICEX, 2015, p.6.  
796 Últimos datos disponibles en Eurostat. A nivel metodológico hay que señalar que la tasa de dependencia 
muestra el nivel de dependencia de una economía de las importaciones para la satisfacción de sus 
necesidades energéticas. Se mide por la participación de las importaciones netas (importaciones - 
exportaciones) en el consumo bruto de energía interior (es decir, la suma de la energía producida y las 
importaciones netas).  
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la UE, seguido del gas (24%) y los combustibles sólidos (9%)797. Todas estas razones 
provocaron que la UE e Irán mantuviesen negociaciones en el ámbito del comercio, con 
el Acuerdo Comercial y de Cooperación Global (ACC), y de la energía. 
Durante un gran período de tiempo la UE fue el principal socio comercial de Irán 
debido a que exportaba una gran parte de su petróleo y productos derivados del petróleo 
a los mercados europeos. Por su parte la UE exportaba al país persa maquinaria, equipos 
de transporte y productos químicos798. Con el régimen de sanciones, aunque la UE seguía 
siendo uno de los principales socios comerciales de Irán, ha perdido su importancia en 
favor de China y los Emiratos Árabes Unidos. Por un lado, en el año 2017, la UE exportó 
más de 10.800 millones de euros en bienes a Irán. Las exportaciones de la UE a Irán son 
principalmente maquinaria y equipos de transporte (constituyen el 50,9% de total de las 
exportaciones con un valor de 5.500 millones de euros), productos químicos (que 
representan el 18,1% y su valor llega a los 1.900 millones de euros,) y productos 
manufacturados (8.9% de las exportaciones y un valor de 0,9 mil millones de euros). Por 
otro lado, la UE importó más de 10,1 mil millones de euros en bienes procedentes de Irán 
en 2017. La mayoría de las importaciones de la UE desde Irán están relacionadas con la 
energía (los combustibles minerales representan 88,7% de las importaciones de la UE 
desde Irán y con un valor de 8,9 mil millones de euros), seguidas por los productos 
manufacturados (6,4% de las importaciones con un valor de 0,6 mil millones de euros), y 
finalmente, alimentos (suponen el 3,3% de las importaciones de un valor de 0,3 mil 
millones de euros). En el 2017, las importaciones de la UE desde Irán aumentaron un 
83,9% y las exportaciones de la UE aumentaron un 31,5%799. 
 
797 Eurostat, “Shedding light on energy in the EU. A guided tour of energy statistics”, 2018. Disponible 
online: ec.europa.eu/eurostat/cache/infographs/energy/bloc-2c.html  
798 Unión European, “Factsheet. The European Union and Iran”, 5555/2/12 REV 2, p.6. 
799 European Comission, Iran. Disponible online: ec.europa.eu/trade/policy/countries-and-
regions/countries/iran/  
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3.2.1 El Acuerdo Comercial y de Cooperación Global (ACC): los esfuerzos 
por una mayor colaboración entre la UE y la República Islámica de Irán 
 
El fomento de las relaciones económicas bilaterales entre la UE e Irán mediante 
la negociación de un acuerdo comercial y de cooperación se estableció con una 
comunicación adoptada el 7 de febrero de 2001 por la Comisión Europea800. En el 
documento se señalaban las limitaciones del dialogo global respecto a los ámbitos de las 
relaciones comerciales y económicas801. Las negociaciones del Acuerdo Comercial y de 
Cooperación Global (ACC) se iniciaron en 2002 conjuntamente al Diálogo Político.  
Con anterioridad al ACC, durante el período comprendido entre 1998 y 2000, 
cuando se inició la propuesta de negociación con vistas a obtener un acuerdo, la 
Comunidad Europea no tenía ni relación contractual ni cooperación financiera con Irán. 
Los intercambios entre ambos se limitaban al diálogo global iniciado en 1998, en forma 
de reuniones celebradas cada seis meses, y a la cooperación con grupos de trabajo sobre 
energía, comercio e inversiones, así como a encuentros de expertos en materia de 
refugiados y de tráfico de drogas802. 
El ACC estaba concebido como un acuerdo comercial no preferencial centrado en 
la cooperación económica y financiera y en una mayor liberalización comercial entre la 
UE e Irán. Este Acuerdo se reforzaba con el objetivo de Irán de adherirse a la 
Organización Mundial del Comercio (OMC), puesto que el Acuerdo apoyaba la 
 
800 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo relaciones, De la UE con la República 
Islámica de Irán. COM/2001/0071.  
801 JONSSON, Jonas, “Irán y la UE: ¿una relación estratégica?, Cuadernos de estrategia, 2007, núm. 137, 
p.179. 
802 Comisión Europea, La Comisión expone las perspectivas del reforzamiento de las relaciones entre la 
Unión Europea e Irán, 7 de febrero de 2001. 
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adaptación de Irán a las reglas de la OMC803. El Acuerdo debía allanar el camino para 
una cooperación más estrecha en temas tan importantes para la UE como: energía, 
transporte, medio ambiente, control de drogas, asilo y migración. La aproximación de las 
relaciones económicas y comerciales entre la UE e Irán fueron acompañadas de 
exigencias en el progreso de otros aspectos de la relación de la UE con Irán. Por ello, las 
negociaciones del ACC se llevaron a cabo en paralelo con el diálogo político a 
consecuencia de que son dos elementos interdependientes y que se refuerzan 
mutuamente804.  
Estas negociaciones se interrumpieron en junio de 2003 debido a la cuestión 
nuclear. Después de la firma del “Acuerdo de París”, el 15 noviembre de 2004805, Irán se 
comprometió a suspender las actividades relativas al enriquecimiento y reprocesado para 
permitir la apertura de negociaciones en los ámbitos nuclear, político y de seguridad y 
económico806. Por ello, la negociación del ACC se reanudó807. Este proceso se 
interrumpió en 2005 a causa de las actividades nucleares clandestinas de Irán y el rechazo 
del país a cooperar plenamente con el OIEA808. 
 
3.2.2 El diálogo entre la Unión Europea e Irán sobre política energética  
 
 
803 El Grupo de Trabajo sobre la Adhesión del Irán se estableció el 26 de mayo de 2005 y todavía no se ha 
reunido ni se ha nombrado presidente de la misma. Si bien es cierto que el 22 de septiembre de 2016 la 
División de Adhesiones se reunió con una delegación de la Cámara de Comercio del Irán donde se inició 
un activo debate sobre la adhesión del Irán a la OMC en el que se abordaron cuestiones relativas al proceso. 
OMC- Boletín de noticias sobre adhesiones de la OMC, 2018, núm.8, p.2.  
804 Comisión Europea, EU/Iran Negotiations for Trade & Cooperation Agreement to restart on 12 January, 
11 de enero de 2005.  
805 Acuerdo celebrado en París el 15 de noviembre de 2004 entre la República Islámica de Irán y el Reino 
Unido, Francia y Alemania (E3). 
806 JONSSON, Jonas, “Irán y la UE: ¿una relación estratégica?, Cuadernos de estrategia, 2007, núm. 137, 
p.185. 
807 JONSSON, Jonas, “Irán y la UE: ¿una relación estratégica?, Cuadernos de estrategia, 2007, núm. 137, 
pp.180-181. 
808 Resolución del Parlamento Europeo, de 3 de abril de 2014, sobre la estrategia de la Unión Europea 
respecto de Irán (2014/2625(RSP)). 
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Las cuestiones energéticas están intrínsecamente vinculadas con el comercio. La 
seguridad en el abastecimiento de energía es de gran interés para todos los principales 
actores de la escena política internacional809. La UE ha mostrado una gran preocupación 
por el futuro de la seguridad del suministro de energía, necesitando de una estrategia a 
largo plazo para la seguridad del suministro a precios razonables. Para que se alcance este 
objetivo es necesario que diferentes productores compitan en el mercado europeo. 
Actualmente, Irán no desempeña un papel importante como proveedor de petróleo y gas 
en la UE, pero podría convertirse en un proveedor importante en el futuro810. 
Respecto a la relación con Irán en esta materia, el problema de la seguridad 
energética se ha visto claramente eclipsado por otros desafíos, consecuentemente los 
esfuerzos para desarrollar vínculos contractuales y compromisos en el ámbito energético 
han sido comprometidos. La UE ha adoptado una postura cada vez más dura hacia la no 
proliferación a pesar de la importancia potencial del país como proveedor de energía. Pese 
a la necesidad de contar con un proveedor de gas y petróleo, no se puede pagar un alto 
coste político a cambio de asegurar su seguridad energética811. En esta línea de actuación, 
los incentivos ofrecidos a Irán a cambio de abandonar su programa nuclear han incluido 
la asistencia tecnológica europea en el sector energético. A pesar de la impresionante 
unidad europea en relación a las ADM, los intereses de los Estados miembros han 
prevalecido sobre la política energética europea hacia el país persa. Entre algunos 
ejemplos, se puede citar el apoyo que el gobierno francés ofreció a la petrolera Total para 
invertir en Irán (aunque este apoyo se retiró bajo la presidencia de Nicolás Sarkozy quien 
 
809 RAKEL, Eva, The Iranian political elite …, op. cit., p.209. 
810 International Institute for Asian Studies, “The energy policy of Iran towards the EU and China”, The 
Focus: Energy Security EU/Asia, 2009.  
811 POSCH, Walter, “The European Union and Iran: What Next?”, The International Spectator, 2007, núm. 
42, p.542. 
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se posicionó más en la línea sancionadora de Estados Unidos)812; Italia y otros estados 
dieron abiertamente su respaldado al proyecto del gasoducto Nabucco como un medio 
para llevar el gas iraní a los mercados de la UE813. La viabilidad y la conveniencia de 
integrar a Irán en una comunidad energética regional liderada por la UE son cuestionadas 
en el seno de la UE, mientras que la dirección actual de la política exterior iraní 
difícilmente lo hace más propicio814.  
A nivel convencional destaca, por un lado, una declaración conjunta sobre energía 
del 16 de abril de 2016, en virtud de la cual se establecía un Diálogo de alto nivel sobre 
energía entre la UE e Irán, que definía el alcance y los objetivos de la cooperación en 
combustibles fósiles, electricidad, energía renovable y eficiencia energética. Por otro 
lado, en abril de 2017 se celebró en Teherán el primer Foro Empresarial Irán-UE sobre 
Energía Sostenible, que reunió a más de 50 empresas y asociaciones empresariales 
europeas y unas 40 empresas energéticas iraníes para permitir las relaciones comerciales 
y las asociaciones entre Irán y la UE y sentar las bases para una mayor cooperación en el 
sector energético. Además, se proporcionaba una plataforma para que los inversores y las 
empresas buscaran oportunidades de inversión en energía limpia, energías renovables, 
eficiencia energética y acciones de conservación de energía en Irán815. 
 
 
812 HENNION, Cécile y NOUGAYRÈDE, Natalie, “Le président iranien Mahmoud Ahmadinejad écrit à 
Nicolas Sarkozy”, Le Monde, 16 de noviembre de 2007.  
813 Este proyecto fue finalmente cancelado en 2013. El gasoducto Nabucco es un nuevo gasoducto (56 in) 
propuesto para la construcción en toda Europa a través de Bulgaria, Rumania y Hungría para transportar 
gas desde Turquía (Erzurum) a través de Europa hasta Austria (Baumgarten an der March). El nuevo 
gasoducto se presentó como una alternativa a la mayor dependencia de Europa de gas proveniente de 
fuentes rusas. Suministrará gas desde la región del Caspio, Oriente Medio y Egipto, y ampliará el alcance 
del suministro de suministros de gas a países como Irán, Kazajstán, Egipto, Turkmenistán, Siria y 
Azerbaiyán. Véase: Hydrocarbons Technology, “Nabucco Gas Pipeline, Europe”. Disponible online: 
www.hydrocarbons-technology.com/projects/nabuccopipeline/  
814 YOUNGS, Richard, “Europe's External Energy Policy: Between Geopolitics and the Market”, CEPS 
Working Documents, 2007, núm. 278, p.9. 
815  European External Action Service, Cooperation between the EU and Iran.  
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3.2.3 La afectación de las medidas restrictivas a la economía y a la población 
iraní 
 
La imposición de medidas restrictivas de calado como las que se han interpuesto 
a Irán tiene un gran impacto sobre sus relaciones comerciales y, por ende, sobre su 
economía. No obstante, dentro de un mundo cada vez más globalizado, la economía de 
Irán no es interdependiente con relación al resto del mundo. Se trata eminentemente de 
una economía de trueque en la que el petróleo se intercambia por bienes y servicios816. 
La economía iraní es altamente dependiente del petróleo, esta falta de diversificación 
provoca una mayor afectación de las medidas restrictivas que recaen sobre este sector 
produciéndose grandes mermas en el PIB del país817.  
En el frente económico, la UE ha perdido en gran medida la influencia comercial 
que tenía antes de imponer las sanciones bancarias y petroleras unilaterales a Irán. De ser 
el mayor socio comercial de Irán se ha convertido en el sexto más grande818. En 
contrapartida, Irán ha perdido su posición de socio más importante de la UE sobre todo 
en materia energética. Actualmente, Rusia es el principal proveedor de petróleo crudo, 
gas natural y combustibles sólidos de la UE. La estabilidad del suministro de energía de 
la UE puede verse amenazada si una alta proporción de las importaciones se concentra 
entre relativamente pocos socios externos. En 2016, casi dos tercios de las importaciones 
de petróleo crudo provinieron de Rusia (32%), Noruega (12%), Nigeria y Arabia Saudita 
(ambas 8%) y Kazajstán (7%)819. Hasta el año 2012, Irán era el segundo exportador de 
 
816 SARIOLGHALAM, Mahmood, “La posición geopolítica de Irán en Oriente Medio”, Anuario 
Internacional CIDOB, 2015, p.212. 
817 KESHAVARZIAN, Arang, “Iran”, en PENNER ANGRIST, Michele, Politics and Society in the 
Contemporary Middle East, Lynne Rienner Publishers, 2010, p.245. Para un análisis en profundidad de la 
economía iraní se recomienda la lectura de: GHEISSARI, Ali, “Contemporary Iran: Economy, Society, 
Politics”, Oxford University Press, 2009.  
818 GERANMAYEH, Ellie, “Engaging with Iran …”, op. cit., p.5. 
819 Eurostat, “Shedding light on energy in the EU. A guided tour of energy statistics”, 2018. Disponible 
online: ec.europa.eu/eurostat/cache/infographs/energy/bloc-2c.html 
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petróleo de la Organización de Países Exportadores de Petróleo y el cuarto a nivel 
mundial. El petróleo es el principal motor de su economía puesto que aportaba en ese 
período cerca del 27% a su PIB. La economía del país persa se encuentra muy centrada 
en los hidrocarburos, aunque su grado de diversificación es de los más altos en la región. 
Su peso dentro de los mercados de hidrocarburos ha caído desde los años 1970, debido a 
causas diversas como: la guerra con Irak, inversiones insuficientes en infraestructuras y 
las sanciones. En el 2008 las exportaciones de petróleo y gas representaron el 60% de los 
ingresos del estado, un 80% del total de exportaciones del país y cerca del 40% del PIB820. 
En cambio, desde que se implementaron las sanciones, su peso en el PIB se redujo a un 
escaso 17%. Durante el ejercicio económico 2012-2013, con el endurecimiento de las 
sanciones de la UE, las exportaciones de gas y de petróleo cayeron cerca del 50%. Uno 
de los principales indicadores de la afectación de las sanciones se observa en el PIB, antes 
de las sanciones el país experimentaba un crecimiento notable: año 2010 (del 5,7%), año 
2011 (del 3,1%) y el año 2012 (del 7,7%). Sin embargo, a partir del año 2012 el país entró 
en una profunda recesión. El embargo de los hidrocarburos iraníes provocó una reducción 
drástica de las exportaciones de petróleo y el desplome de los precios ha impedido a Irán 
aprovecharse del levantamiento parcial y definitivo de las sanciones en 2013 y en enero 
de 2016 respectivamente, aunque en este último se año se observo un crecimiento del PIB 
del 12,5%821. Esto se puede observar en el gráfico número dos de la ADENDA I. Datos 
macroeconómicos de la República Islámica de Irán. Esta situación de inestabilidad y 
recesión se ha acrecentado tras la última oleada de sanciones capitaneadas por Estados 
Unidos. De este modo, el PIB del país descendió 3,9% en el año 2018, y la expectativa es 
 
820 ZÁCCARA, Luciano, “Irán: política interior, economía y sociedad”, Anuario Internacional CIDOB, 
2015. Disponible online:  anuariocidob.org/iran-perfil-de-pais-politica-interior-economia-y-sociedad/  
821 MASEGOSA, José Luis, “Irán y el Acuerdo Nuclear de 2015. Una explicación desde el Realismo 
Neoclásico”, Revista de Estudios en Seguridad Internacional, 2016, p.37. 
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822 KERR, Simeon; ENGLAND, Andrew; y BOZORGMEHR, Najmeh, “Iran’s economy slumps as US 
sanctions pile on the pain”, Financial Times, 29 de abril de 2019. 
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Capítulo IV. El régimen de sanciones contra la República Islámica de 
Irán en la lucha antiterrorista 
 
Tras los actos terroristas del 11 de septiembre del 2001 y en respuesta a las nuevas 
formas de terrorismo internacional se adoptó un amplio número de medidas tanto a nivel 
internacional como europeo y nacional. La adopción de acciones de lucha contra el 
terrorismo contaba con un fuerte respaldo político, sin embargo, implicaban restricciones 
a largo plazo sobre los derechos humanos de los receptores de las medidas823.   
A raíz de la aplicación de las medidas antiterroristas por parte de las instituciones 
europeas que respondían a la nueva política antiterrorista que se estaba adoptando por el 
Consejo de Seguridad de las Naciones, se produjeron una gran cantidad de asuntos ante 
el TJCE, como son: Organización de los Modjahedines del Pueblo de Irán contra el 
Consejo824, Gestoras pro-Amnistía y otros contra Consejo825 y Segi y otros contra 
Consejo826. Estos casos presentaban rasgos distintivos que los diferencian de la 
jurisprudencia anterior en materia de sanciones puesto que otorgaba a los demandantes 
 
823 ECKES, Christina, “EU Counter-Terrorist Policies and Fundamental Rights: The Case of Individual 
Sanctions”, Oxford University Press, 2009, p. 12.  
824 Sentencia del Tribunal de Justicia Organisation des Modjahedines du peuple d'Iran contra Consejo, T-
228/02, EU: T:2006:384.  
825 Sentencia del Tribunal de Justicia Gestoras Pro Amnistía y otros/Consejo, C-354/04 P, 
ECLI:EU:C:2007:115. La demandante, Gestoras Pro Amnistía, figuraba en el anexo de la Posición común 
2001/931 y, por tanto, le eran de aplicación las medidas restrictivas de lucha contra el terrorismo. Ante esta 
situación se incoó un recurso ante el Tribunal de Primera Instancia, el cual fue desestimado en su totalidad 
infundado, en la medida en que se basaba en la invasión de las competencias de la Comunidad en la 
sentencia T-333/02. Ante esta resolución se interpuso recurso de casación, el cual fue desestimado en la 
sentencia C‑354/04 P. Sentencia del Tribunal de Justicia Gestoras Pro Amnistía contra Consejo, C-354/04P, 
ECLI:EU:C:2007:115.  
826 El asunto tiene como objeto la anulación de la inclusión de Segi en la lista de personas, grupos y 
entidades contemplados en el artículo 1 de la Posición común 2001/931/PESC del Consejo, de 27 de 
diciembre de 2001, sobre la aplicación de medidas específicas de lucha contra el terrorismo. El mencionado 
recurso fue desestimado, en la sentencia T-338/02, por infundado ya que se consideró que se trataba de una 
invasión de las competencias de la Comunidad. Ante esta decisión se interpuso un recurso de casación que 
fue nuevamente desestimado al no considerarse fundamentados los motivos alegados en la sentencia C-
355/04P. Sentencia del Tribunal de Justicia Segi y otros contra Consejo, C-355/04 P, ECLI:EU:C:2007:116. 
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un tratamiento más acorde con las garantías propias del derecho de defensa y a la tutela 
judicial efectiva.   
Uno de los principales problemas a las que tuvo que hacer frente tempranamente 
el TJCE fue el relativo a la necesidad de encontrar un equilibrio entre la eficacia de las 
medidas antiterroristas y el respeto de los derechos humanos de los acusados por delito 
de terrorismo. Sin lugar a duda, el asunto Organización Muyahidín del Pueblo de Irán 
(OMPI) contra el Consejo de la UE827 está inspirado por estas consideraciones. Tras los 
atentados terroristas del 11 de septiembre y la superproducción de normas en materia de 
lucha antiterrorista, la UE se encontró ante un punto de reflexión generado por el debate 
de la renuncia de los derechos civiles a cambio de seguridad. La cuestión se situaba entre 
el sacrificio de determinados derechos fundamentales de los ciudadanos en aras de luchar 
contra la amenaza terrorista828. Desde el TJUE se ha buscado encontrar un equilibrio, una 
respuesta que sea sensible con el respeto a los derechos humanos y compatible con la 
salvaguardia de la seguridad. 
En materia de lucha antiterrorista se hace muy patente la existencia de dos planos 
competenciales de actuación: el nacional y el comunitario. Esta situación es aún más 
relevante porque las sanciones en materia antiterrorista se adoptaron en virtud de los 
artículos 60 y 301 del TCE donde la competencia era nacional y se convirtió en 
comunitaria acudiendo a la cláusula de flexibilidad del artículo 308 del TCE. Con la nueva 
regulación del Tratado de Lisboa, la lucha antiterrorista en el ámbito sancionador queda 
 
827 La Organización de los Modjahedines del Pueblo de Irán estaba inscrita dentro de la lista de grupos u 
entidades a sancionar, concretamente con medidas de congelación de activos, dentro del marco de la 
legislación dirigida contra organizaciones terroristas. La motivación del recurso de anulación fue la 
violación del derecho de defensa, el incumplimiento de la obligación de motivación y la vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva. Asimismo, el recurso iba acompañado de una petición de 
indemnización. Sentencia del Tribunal de Justicia Organisation des Modjahedines du peuple d'Iran contra 
Consejo, T-228/02, EU: T:2006:384. 
828 TINOCO PASTRANA, Ángel, “La lucha contra el terrorismo en la Unión Europea desde una 
perspectiva procesal”, Araucaria. Revista Iberoamericana de Filosofía, Política y Humanidades, vol. 18, 
núm. 36, 2016, p. 442. 
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regulada en el artículo 75 del TUE, donde se confía explícitamente a la Unión la tarea de 
iniciar y aplicar la legislación sobre la lucha contra la financiación del terrorismo. No 
obstante, son las autoridades de los Estados miembros las responsables de la actividad 
operativa en materia antiterrorista en Europa. La acción de la UE se ha enfocado a la 
cooperación y coordinación de estas políticas829. 
 
4.1 El marco jurídico y teórico de las medidas antiterroristas en el seno de la Unión 
Europea 
 
El terrorismo ha sido una preocupación de los Estados miembros de la UE desde 
los años setenta. Dentro de la práctica comunitaria destacan las medidas que la UE adoptó 
contra Libia después de una serie de ataques terroristas perpetrados en diversas ciudades 
de Europa a mediados de los años ochenta830. Las medidas de lucha contra el terrorismo 
que más reacciones y controversias causaron han sido las relativas al embargo preventivo 
de bienes de personas y grupos terroristas para evitar la financiación de los mismos. Pues 
privar a las organizaciones terroristas de sus recursos económicos es particularmente 
necesario cuando se lucha contra organizaciones internacionales. En estos casos, no es 
suficiente con el encarcelamiento de los perpetradores de los hechos, ya que su riqueza 
puede contribuir indirectamente a la prosperidad de la organización y al reclutamiento de 
nuevos miembros831. Para actuar sobre la financiación de las organizaciones terroristas se 
 
829 ARGOMANIZ, Javier “El proceso de institucionalización de la política antiterrorista de la Unión 
Europea”, Revista CIDOB d’afers internacionals, 2010, p.142. 
830 Véase: Decisión 93/614/PESC del Consejo, de 22 de noviembre de 1993, relativa a la posición común 
definida sobre la base del artículo J.2 del Tratado de la Unión Europea referente a la reducción de las 
relaciones económicas con Libia (93/614/PESC). Diario Oficial L nº 295 de 30 de noviembre de 1993, p.7. 
831 CHAMPIGNY, Simon; POUSIN, Elise y ROUGEVIN-BAVILLE, Laure, “Asset freeze measures in 
the fight against terrorism”, The European Judicial Training Network (EJTN), 2016, p. 2. Disponible 
online: www.ejtn.eu/About/THEMIS11/THEMIS-2016/THEMIS-2016-Semi-final-A/ 
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articular regímenes de medidas restrictivas cuyo objetivo primordial es dificultar el 
traspaso de capitales y, por ende, la financiación de estas organizaciones.  
La lucha contra el terrorismo sigue siendo principalmente un asunto nacional y, 
en gran parte, los gobiernos europeos no lo han transferido a la UE. La congelación de 
activos de individuos y organizaciones es una decisión importante que afecta 
directamente a la situación económica e incluso social y/o a la reputación de las entidades 
involucradas. A las instituciones europeas rara vez se les confían poderes tan intrusivos 
con respecto a la vida y la propiedad de las personas. En esta tipología de medidas los 
Estados miembros siguen teniendo un peso preponderante832. En el ámbito comunitario 
la estrategia terrorista se incardinó principalmente en la PESC, que se rige por las reglas 
de cooperación intergubernamental, apoyándose en su labor en la política comunitaria e 
interior y en el ELSJ, donde es destacable el rol desempañado por el Parlamento y la 
Comisión833. Las primeras medidas de este tipo en el ámbito europeo fueron adoptadas a 
la luz de la Resolución 1267 (1999) del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas834 que 
imponía un embargo aéreo limitado y la congelación de activos a los talibanes. La 
Resolución fue introducida en la normativa europea por la Posición común 
1999/727/PESC relativa a las medidas restrictivas contra los talibanes835, la cual se vio 
completada por el Reglamento (CE) nº 337/2000, en virtud del cual se establecía una lista 
de personas físicas y jurídicas receptoras de dichas medidas836. Estas medidas fueron 
 
832 HENZELIN, Marc, “Counter terrorism jurisprudence of the ECJ. Recent developments”, Academy of 
European Law, 2008, p. 4. 
833 SERRA CRISTÓBAL, Rosario, “Los derechos fundamentales en la encrucijada de la lucha contra el 
terrorismo yihadista. Lo que el constitucionalismo y el derecho de la Unión Europea pueden ofrecer en 
común”, UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 38, 2016, p. 489. 
834 Resolución 1267 (1999) del Consejo de Seguridad, de 15 de octubre de 1999.  
835 Posición común 1999/727/PESC del Consejo, de 15 de noviembre de 1999, relativa a la adopción de 
medidas restrictivas contra los Talibanes. Diario Oficial L nº 294 de 16 de noviembre de 1999, p. 1. 
836 Reglamento (CE) nº 337/2000 del Consejo, de 14 de febrero de 2000, relativo a la prohibición de vuelos 
y a la congelación de capitales y otros recursos financieros de los talibanes de Afganistán. Diario Oficial L 
nº 43 de 16 de febrero de 2000, p. 1-11. 
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reiteradas y reforzadas por la Posición común 2001/154/PESC18837 y el Reglamento (CE) 
nº 467/2001838, que derogaba el anterior Reglamento839.  
Sin embargo, fue tras los atentados del 11 de septiembre cuando la lucha contra 
el terrorismo se convirtió en una verdadera prioridad de la organización. El Consejo 
Europeo extraordinario del 21 de septiembre del 2001 estableció que el terrorismo 
constituía uno de los principales retos mundiales y su lucha se esgrimía como uno de los 
objetivos principales de la UE840. Las medidas restrictivas impuestas contra personas y 
entidades iraníes en el marco de la lucha antiterrorista europea vinieron precedidas de la 
Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de la ONU, del 28 de noviembre841, 
sobre medidas para combatir la financiación del terrorismo842. La mencionada resolución 
incluía una serie de medidas con pasos y estrategias para combatir el terrorismo, entre las 
que destacan las contenidas en el párrafo 1 c) que establecía lo siguiente: 
  
Congelen sin dilación los fondos y demás activos financieros o recursos 
económicos de las personas que cometan, o intenten cometer, actos de terrorismo 
o participen en ellos o faciliten su comisión; de las entidades de propiedad o bajo 
el control, directos o indirectos de esas personas, y de las personas y entidades que 
actúen en nombre de esas personas y entidades o bajo sus órdenes, incluidos los 
fondos obtenidos o derivados de los bienes de propiedad o bajo el control directo 
o indirecto de esas personas y de otras personas y entidades asociadas con ellos;843 
 
837 Posición común 2001/154/PESC del Consejo, de 26 de febrero de 2001, relativa a la adopción de 
medidas restrictivas adicionales contra los Talibanes y por la que se modifica la Posición común. Diario 
Oficial L nº 57 de 27 de febrero de 2001, p. 1. 
838 Reglamento (CE) n° 467/2001 del Consejo, de 6 de marzo de 2001, por el que se prohíbe la exportación 
de determinadas mercancías y servicios a Afganistán, se refuerza la prohibición de vuelos y se amplía la 
congelación de capitales y otros recursos financieros de los talibanes de Afganistán, y se deroga el 
Reglamento (CE) n° 337/2000 del Consejo. Diario Oficial L nº67 de 27 de febrero de 2001, p.1.  
839 PEIDRO CID, Vanesa, “La lucha contra el terrorismo en la Unión Europea: evolución reciente”, Revista 
de Estudios Internacionales, 2005, p. 9. 
840 AIXALÀ, Albert, “La estrategia de la UE ante el terrorismo internacional”, en BARBÉ, Esther y 
HERRANZ SURRALLÉS, Anna (eds.), Política exterior y Parlamento Europeo: hacia el equilibrio entre 
eficacia y democracia, Oficina d'Informació del Parlament Europeu, 2007, p. 53.  
841 Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad, del 28 de noviembre de 2001. 
842 SIPRI (eds.), SIPRI Yearbook 2002, Armaments, Disarmament and International Security, Oxford 
University Press, 2002, p. 225.  
843 Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad, del 28 de noviembre de 2001, párrafo 1 c).  
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Como respuesta a esta actuación, en el ámbito europeo, el Consejo de la UE 
adoptó, el 27 de diciembre de 2001, en virtud de los artículos 15 y 34 del TUE, la Posición 
común 2001/930/PESC844, relativa a la lucha contra el terrorismo, y la Posición común 
2001/931/PESC, sobre la aplicación de medidas específicas de lucha contra el 
terrorismo845. Establece los criterios para incluir personas, grupos y entidades en la lista 
y las medidas restrictivas aplicables. Estas medidas restrictivas pueden consistir en la 
congelación de fondos y otros activos financieros y medidas reforzadas relacionadas con 
la cooperación policial y judicial en materia penal846. Esta Posición común goza de una 
importancia doble, por un lado, introdujo el mecanismo de elaboración de una lista de 
personas y organizaciones terroristas. Para dar aplicación a la Posición común 
2001/931/PESC el Consejo adoptó sobre la base de los artículos 60, 301 y 308 del TCE 
el Reglamento (CE) nº 2580/2001 sobre medidas restrictivas específicas dirigidas a 
determinadas personas y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo847 impidiendo 
y prohibiendo la financiación de los actos terroristas. Conforme a la Posición común y 
mediante la Decisión 2001/927/CE del Consejo, del 27 de diciembre de 2001848, se 
confeccionaba una lista de personas, grupos y entidades cuyos fondos financieros se 
congelarían. Por otro lado, en la Posición Común 2001/931/PESC se realizaba una 
definición amplia de “acto terrorista” conceptualizado como el acto intencionado que, por 
su naturaleza o su contexto, pueda perjudicar gravemente a un país o a una organización 
 
844 Posición común 2001/930/PESC del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, relativa a la lucha contra el 
terrorismo. Diario Oficial L nº344 de 28 de diciembre de 2001, pp. 90-92. 
845 Posición común 2001/931/PESC del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, relativa a la aplicación de 
medidas específicas con el fin de luchar contra el terrorismo. Diario Oficial L nº nº344 de 28 de diciembre 
de 2001, pp. 93-96. 
846 Consejo de la Unión Europea, Lista de terroristas de la UE. Recuperado de 
www.consilium.europa.eu/es/policies/fight-against-terrorism/terrorist-list/ 
847 Reglamento (CE) nº 2580/2001 sobre medidas restrictivas específicas dirigidas a determinadas personas 
y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo. Diario Oficial L nº 344 de 28 de diciembre de 2001, 
pp. 70-75. 
848 Decisión 2001/927/CE del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, por la que se establece la lista prevista 
en el apartado 3 del artículo 2 del Reglamento (CE) n° 2580/2001 del Consejo sobre medidas restrictivas 
específicas dirigidas a determinadas personas y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo. Diario 
Oficial L nº344 de 28 de diciembre de 2001, pp. 83-84. 
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internacional tipificado como delito según el Derecho nacional, cometido con una serie 
de fines como la intimidación grave de una población, coaccionar a Gobiernos u 
organizaciones internacionales, entre otros849. Además, se entendía por “grupo terrorista” 
todo grupo estructurado de más de dos personas, establecido durante cierto tiempo, que 
actúe de manera concertada con el fin de cometer actos terroristas. Asimismo, el grupo 
no debía estar formado fortuitamente para la comisión inmediata de un acto terrorista, no 
siendo necesario que se hubiese asignado a sus miembros funciones formalmente 
definidas, ni que hubiese continuidad en la condición de miembro o una estructura 
desarrollada850.  
Será con la Decisión marco del 13 de junio del 2002851 sobre la lucha contra el 
terrorismo cuando con el objetivo de armonizar las legislaciones nacionales se estableció 
una definición común de los elementos que componen el delito de terrorismo852. Además, 
en este texto destacaba la voluntad del legislador europeo de que en las políticas de la UE 
contra el terrorismo hubiese un respeto a los derechos fundamentales, así su décimo 
considerando establece:  
 
La presente Decisión marco respeta los derechos fundamentales como están 
garantizados por el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y las Libertades Fundamentales [...] Nada de lo dispuesto en la presente 
Decisión marco podrá interpretarse como un intento de reducir u obstaculizar 
derechos o libertades fundamentales [...].  
 
 
849 Posición común 2001/931/PESC, del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, relativa a la aplicación de 
medidas específicas con el fin de luchar contra el terrorismo, artículo 1, apartado 3. 
850 Posición común 2001/931/PESC, del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, relativa a la aplicación de 
medidas específicas con el fin de luchar contra el terrorismo, artículo 1, apartado 3. 
851 Decisión marco del Consejo, de 13 de junio de 2002, sobre la lucha contra el terrorismo. Diario Oficial 
L nº 164 de 22 de junio de 2002, pp. 3-7. 
852 ARGOMANIZ, Javier “El proceso de institucionalización de la política antiterrorista de la Unión 
Europea”, Revista CIDOB d’afers internacionals, 2010, p.129. 
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Sin embargo, es la única mención expresa a los derechos fundamentales en la 
Decisión marco. Posteriormente, es en la “Estrategia de la UE de lucha contra el 
Terrorismo”, del 23 de mayo de 2012, donde se remarca la importancia de los derechos 
fundamentales en la lucha antiterrorista: “La UE debe buscar sistemáticamente el modo 
de conseguir qué prácticas y políticas respetuosas de los derechos humanos y del Estado 
de Derecho se convierte en una parte importante de los proyectos de desarrollo de 
capacidades de lucha antiterrorista [...]”853.  
Este régimen de sanciones, basado en la Posición Común 2001/931/PESC y el 
Reglamento (CE) nº 2580/2001 del Consejo, es diferente del relativo a la aplicación de la 
Resolución 1989 (2011) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas sobre la 
congelación de capitales de personas y entidades asociadas a Osama bin Laden, la red Al 
Qaeda y los talibanes (incluido el EIIL/Daesh)854. 
 
4.2 Nociones preliminares sobre terrorismo en la República Islámica de Irán  
 
La Organización Muyahidín del Pueblo de Irán (OMPI) se fundó en 1965 a partir 
de una escisión del Movimiento de Liberación de Irán (MLI)855. Se constituyó con la 
misión de instaurar un régimen democrático en el país y sustituir al régimen del Shah de 
Irán con su participación en las protestas y los enfrentamientos contra las fuerzas de la 
monarquía que cristalizó en la Revolución Islámica de 1979. Tras la revolución, se 
produjo un choque de intereses entre los muyahidines y la nueva élite del ayatola Jomeini 
 
853 Consejo de la Unión Europea, Estrategia de la UE de Lucha contra el Terrorismo. Documento de 
reflexión. 9990/12, p. 19; SERRA CRISTÓBAL, Rosario, “Los derechos fundamentales en la encrucijada 
de la lucha contra el terrorismo yihadista. Lo que el constitucionalismo y el derecho de la Unión Europea 
pueden ofrecer en común”, UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 38, 2016, p. 490. 
854 Consejo de la Unión Europea, Lista de terroristas de la UE. Recuperado de 
www.consilium.europa.eu/es/policies/fight-against-terrorism/terrorist-list/  
855 PEDDE, Nicola, “Role and Evolution of the Mojahedin E-Kalgh”, Journal of the European Society for 
Iranian Studies, 2005, p.113. 
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que originó un ambiente de tensión y desconfianza856 que desembocaría en una nueva 
confrontación armada contra el régimen de los mulá857.  
La OMPI llevó a cabo una revolución violenta contra el Estado iraní durante el 
período comprendido entre 1980-1990858. En esta década fueron varios los atentados que 
se orquestaron, intentaron asesinar al líder supremo iraní, Ali Jamenei; el 28 de junio de 
1981, lanzaron un ataque con un bomba contra de la sede central del Partido de la 
Revolución Islámica que asesinó a 120 personas, entre ellos, al ayatola Beheshti, 
considerado el segundo personaje más influyente después de Jomeini; el 30 de agosto de 
1981, detonaron una bomba en la oficina del Consejo Supremo de Defensa, ocasionando 
la muerte al primer ministro Muhammad Bahonar, al presidente Muhammad Ali Rayai, a 
otras dos personas más y dejó cerca de 14 heridos, etc.859. La OMPI renunció a la 
actividad militar en junio del 2001860. 
La entidad participó en 1981 en la fundación del Consejo Nacional de la 
Resistencia de Irán (CNRI), una organización con el objetivo de reunir en un solo 
organismo a los grupos y organizaciones que habían mostrado oposición al gobierno de 
la República Islámica de Irán861. El CNRI actúan como parlamento en el exilio teniendo 
“como objetivo el establecimiento de una república democrática en Irán, basada en la 
separación de la religión y el estado”862. Permanecieron en Francia, acogidos y 
 
856 GARDUÑO, Moisés, “La articulación de intereses de los Moyahedin-e jalq-e Irán: de la Revolución 
Islámica al Movimiento Verde”, Estudios de Asia y África, 2016, p.105. 
857 Los mulás son intérpretes de la religión y la ley islámicas. En Irán han gobernado desde 1979, es decir, 
desde la Revolución que acabó con el shah Mohammad Reza Pahleví.  
858 DUDOUET, Véronique, “Anti-Terrorism Legislation: Impediments to Conflict Transformation”, 
Berghof Conflict Research and Berghof Peace Support, 2011, p. 6. 
859 GARDUÑO, Moisés, “La articulación de intereses de los Moyahedin-e jalq-e Irán: de la Revolución 
Islámica al Movimiento Verde”, Estudios de Asia y África, 2016, p.115. 
860 DUDOUET, Véronique, “Anti-Terrorism Legislation: Impediments to Conflict Transformation”, 
Berghof Conflict Research and Berghof Peace Support, 2011, p. 6. 
861 GARDUÑO, Moisés, “La articulación de intereses de los Moyahedin-e jalq-e Irán: de la Revolución 
Islámica al Movimiento Verde”, Estudios de Asia y África, 2016, p.116. 
862 Consejo Nacional de la Resistencia Iraní (CNRI). Recuperado de www.ncr-iran.org/es/about/our-
resistance  
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financiados por el gobierno francés con el objetivo de reunir a todas las fuerzas anti-
iraníes en el exilio863. 
En el momento de la adopción de las medidas restrictivas, la OMPI estaba 
compuesta por cinco organizaciones separadas y por una sección independiente de 
carácter armado que operaban en el interior de Irán864. Inicialmente OMPI no figuraba ni 
en la lista del anexo de la Posición común 2001/931/PESC, ni en la lista de la Decisión 
2001/927/CE. Fue incluida con posterioridad865 mediante la Posición común 
2002/340/PESC866 y la Decisión 2002/334/CE, del 2 de mayo de 2002867, modificadas 
por la Posición común 2005/936/PESC868 y por las Decisiones 2002/460/CE869 y 
2005/930/CE870. La inclusión de la OMPI tuvo consecuencias directas para la 
organización y sus miembros. El gobierno iraní utilizó esta inclusión para exigir 
exacciones a sus partidarios en los medios occidentales y los gobiernos europeos 
 
863 PEDDE, Nicola, “Role and Evolution of the Mojahedin E-Kalgh”, Journal of the European Society for 
Iranian Studies, 2005, p. 114. 
864 Sentencia de la Organisation des Modjahedines du peuple d'Iran contra Consejo, T-228/02, EU: 
T:2006:384, apartado 1.  
865 BOU FRANCH, Valentín, “TPI - Sentencia De 12.12.2006, Organización Mujahedin Del Pueblo De 
Irán / Consejo, T-228/02 – PESC – Medidas Antiterrorismo Y Derechos Humanos”, Revista de Derecho 
Comunitario Europeo, núm. 26, 2007, pp. 158-159.  
866 Posición común del Consejo, de 2 de mayo de 2002, por la que se actualiza la Posición común 
2001/931/PESC sobre la aplicación de medidas específicas de lucha contra el terrorismo. Diario Oficial L 
n° 116 de 3 de mayo de 2002, pp. 75-77. 
867 Decisión del Consejo 2002/334/CE, de 2 de mayo de 2002, relativa a la aplicación del apartado 3 del 
artículo 2 del Reglamento (CE) n° 2580/2001 sobre medidas restrictivas específicas dirigidas a 
determinadas personas y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo y por la que se deroga la 
Decisión 2001/927/CE. Diario Oficial n° L 116 de 3 de mayo de 2002, pp. 33-34. 
868 Posición Común 2005/936/PESC del Consejo, de 21 de diciembre de 2005, por la que se actualiza la 
Posición Común 2001/931/PESC sobre la aplicación de medidas específicas de lucha contra el terrorismo 
y se deroga la Posición Común 2005/847/PESC. Diario Oficial L nº 340 de 23 de diciembre de 2005, pp. 
80-84. 
869 Decisión del Consejo 2002/460/CE, de 17 de junio de 2002, relativa a la aplicación del apartado 3 del 
artículo 2 del Reglamento (CE) n° 2580/2001 sobre medidas restrictivas específicas dirigidas a 
determinadas personas y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo y por la que se deroga la 
Decisión 2002/334/CE. Diario Oficial L nº160 de 18 de junio de 2002, pp. 26-27. 
870 Decisión del Consejo 2005/930/CE, de 21 de diciembre de 2005, relativa a la aplicación del artículo 2, 
apartado 3, del Reglamento (CE) nº 2580/2001 sobre medidas restrictivas específicas dirigidas a 
determinadas personas y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo y por la que se deroga la 
Decisión 2005/848/CE. Diario Oficial L nº 340 de 23 de diciembre de 2005, pp. 64-66. 
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revocaron el estatus de asilado o denegaron los visados a muchos exiliados iraníes 
acusados de ser partidarios de la organización871.  
La situación controvertida se caracterizó porque cuando la organización fue 
incluida en la lista en el año 2002, las razones nunca fueron comunicadas a la 
organización. El Consejo no había declarado explícitamente la decisión nacional que 
fundamentaba la inclusión de la OMPI en la lista de sancionados. De hecho, el Consejo y 
la Comisión incluso parecieron estar en desacuerdo durante el curso del procedimiento 
ante el Tribunal de Justicia sobre la determinación de la decisión nacional que formaba la 
base de la inclusión en las listas europeas872. La designación de la OMPI se mantuvo y 
amplió varias veces. Sin embargo, los líderes de la organización nunca fueron escuchados 
ni pudieron presentar sus argumentos ante el Consejo o la Comisión873.  
 
4.3 La jurisprudencia del TJUE respecto a las medidas restrictivas de carácter 
antiterrorista 
 
En la lucha antiterrorista el equilibrio entre los derechos fundamentales y la 
seguridad es el elemento de conflicto, por ello, el control judicial tiene un gran peso. En 
la esfera de la Unión Europea este control lo lleva a cabo el TJUE. Una de las principales 
dificultades a las que se tuvo que enfrentar fue que solo dispone de competencia indirecta 
 
871 HENZELIN, Marc, “Counter terrorism jurisprudence of the ECJ. Recent developments”, Academy of 
European Law, 2008, p. 4.  
872 Como consta en el párrafo 171 de la sentencia: “Asimismo, durante la vista, al responder a las cuestiones 
planteadas por el Tribunal de Primera Instancia, el Consejo y el Reino Unido no lograron dar una respuesta 
coherente a la cuestión de cuál es la decisión nacional sobre cuya base se adoptó la Decisión impugnada. 
Según el Consejo, se trata exclusivamente de la Decisión del Home Secretary […] Según el Reino Unido, 
la Decisión impugnada no se basa solamente en dicha Decisión, sino también en otras decisiones 
nacionales, sin más especificaciones, adoptadas por autoridades competentes en otros Estados miembros”. 
Sentencia del Tribunal de Justicia People's Mojahedin Organization of Iran/Consejo, T-228/02, 
U:T:2006:384.  
873 HENZELIN, Marc, “Counter terrorism jurisprudence of the ECJ. Recent developments”, Academy of 
European Law, 2008, p. 11.  
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y limitada sobre la PESC. Desde el 1 de diciembre de 2014 tiene plena jurisdicción sobre 
Cooperación Policial y Judicial, es decir, todo lo relativo al intercambio de información, 
la cooperación antiterrorista, etc.874 
Desde hace unos años el TJUE viene manteniendo una postura a favor de la 
promoción de los derechos en la lucha contra el terrorismo, invocando el legado común 
europeo en materia de derechos humanos, el Estado de derecho y el imperio de la ley875. 
En los regímenes de sancionados por terrorismo, los tribunales deben poder evaluar si la 
persona involucrada cumple con los criterios de inclusión relevantes para el régimen de 
sanciones. Es decir, si se apoya el terrorismo internacional, está involucrada en la 
perpetración de violaciones graves de derechos humanos, etc. Estos son los principios 
básicos establecidos por el TJUE en su jurisprudencia temprana sobre las sanciones 
inteligentes impuestas a las personas sospechosas de estar involucradas en el terrorismo 
internacional876. 
El TJUE, considerado un recién llegado en la protección de los derechos 
fundamentales, tiene en cuenta la jurisprudencia del TEDH que establece que en aquellos 
casos en los que se vea afectada la seguridad nacional, especialmente en materia de 
terrorismo, pueden darse ciertas limitaciones del derecho de defensa, con especial énfasis 
a lo relativo a la divulgación de las pruebas de cargo y el acceso a los autos. Si bien estas 
limitaciones no implicarían una vulneración del artículo 6 del CEDH. Además, el Consejo 
de Europea cuando se encuentra en el ámbito de actuaciones penales permite un gran 
número de restricciones del derecho de defensa afirmando que estas limitaciones son 
 
874 SERRA CRISTÓBAL, Rosario, “Los derechos fundamentales en la encrucijada de la lucha contra el 
terrorismo yihadista. Lo que el constitucionalismo y el derecho de la Unión Europea pueden ofrecer en 
común”, UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 38, 2016, p. 494 
875 SERRA CRISTÓBAL, Rosario, “Los derechos fundamentales en la encrucijada de la lucha contra el 
terrorismo yihadista. Lo que el constitucionalismo y el derecho de la Unión Europea pueden ofrecer en 
común”, UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 38, 2016, pp. 494-495. 
876 PANTALEO, Luca, “Sanctions Cases in the European Courts”, en HAPPOLD, Matthew, y EDEN, Paul 
(eds.), Economic Sanctions and International Law, Bloomsbury, 2016, p. 175. 
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admisibles si son estrictamente necesarias y se establecen medidas compensatorias de las 
mismas, de forma que la totalidad del proceso cumpla con las garantías del artículo 6 del 
CEDH877. 
El terrorismo internacional se ha convertido en un reto difícil para el TJUE debido 
a las características especiales de la distribución de poderes de la UE. Además, de que en 
su labor tiene que cumplir con su función de vigilancia de los derechos humanos con 
respecto a la legislación de la UE (no gozando de jurisdicción sobre todas las cuestiones), 
sin dejar de lado las normas comunes derivadas de las Constituciones de los Estados 
miembros, la jurisprudencia CEDH y los acuerdos y obligaciones internacionales de la 
UE878. 
 
4.4 La jurisprudencia del TJUE sobre las medidas restrictivas aplicadas a la 
República Islámica de Irán 
 
La sentencia Organización Muyahidín del Pueblo de Irán (OMPI) contra el 
Consejo de la UE supone un verdadero hito en lo referente a la protección de los derechos 
fundamentales debido a que el TPI procedió a anular por primera vez una decisión del 
Consejo concerniente a la congelación de los fondos de un particular, al considerarse que 
se había vulnerado el derecho de defensa, la obligación de motivación y el derecho a la 
tutela judicial efectiva de la demandante. No se les informó sobre las razones por las que 
el Consejo consideró oportuno incluirlos en la lista y, por ello, no tuvieron la oportunidad 
 
877 TINOCO PASTRANA, Ángel, “La lucha contra el terrorismo en la Unión Europea desde una 
perspectiva procesal”, Araucaria. Revista Iberoamericana de Filosofía, Política y Humanidades, vol. 18, 
núm. 36, 2016, p. 445. 
878 SERRA CRISTÓBAL, Rosario, “Los derechos fundamentales en la encrucijada de la lucha contra el 
terrorismo yihadista. Lo que el constitucionalismo y el derecho de la Unión Europea pueden ofrecer en 
común”, UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 38, 2016, p. 495.  
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de aportar su punto de vista sobre la inclusión879. Posteriormente, la UE tomó medidas 
para cumplir con el fallo y desclasificó la información relativa a las razones en virtud de 
las cuales se les sancionaba y remitió a la OMPI la justificación de su inclusión en la lista 
de terroristas de la UE880. El régimen de medidas restrictivas impuestas a la OMPI ha 
generado un gran número de resoluciones y casos en el TJUE, tanto en primera como en 
segunda instancia881. 
En el asunto el TPI882 afirma la necesidad de respetar el derecho de defensa, la 
tutela judicial efectiva, la obligación de motivación y la necesidad de audiencia respecto 
a las pruebas de cargo. Aun reconociéndose la existencia de limitaciones en el disfrute de 
estos derechos por razones de seguridad, interés general y eficacia de las sanciones en 
materia de terrorismo que pueden afectar o demorar la audiencia, pero sin excluirla883.  
 La novedad del presente caso radica en que el sistema establecido por el Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas para congelar los fondos de las personas vinculadas a 
organizaciones terroristas se alejaba de las medidas tomadas contra las personas 
vinculadas a Osama bin Laden, la red Al-Qaeda y los talibanes. En este caso, la 
Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad hacía responsables a los Estados 
miembros y a la Comunidad de la concreción de las personas y entidades cuyos fondos 
se tenían que congelar. Por tanto, los Estados miembros y la Comunidad gozaban de una 
 
879 BURES, Oldrich, EU Counterterrorism Policy: A Paper Tiger?, Routledge, London, 2016, p.207. 
880 Consejo de la Unión Europea, Follow-up to the judgment of the Court of First Instance in case T228/02 
- OMPI v. Council. Documento 5418/3/07.  
881 Sentencia del Tribunal General People's Mojahedin Organization of Iran contra Consejo, T-284/08, EU: 
T:2008:550; apelación en segunda instancia en la Sentencia del Tribunal de Justicia Francia/People's 
Mojahedin Organization of Iran, C-27/09 P, EU:C:2011:853; Sentencia del Tribunal General People's 
Mojahedin Organization of Iran contra Consejo, T-256/07, EU:T:2008:461, apelado en segunda instancia 
en el Auto del Tribunal de Justicia People's Mojahedin Organization of Iran contra Consejo, C-576/08 P, 
EU:C:2009:335.  
882 Sentencia del Tribunal de Justicia People's Mojahedin Organization of Iran/Consejo, T-228/02, 
U:T:2006:384.  
883 TINOCO PASTRANA, Ángel, “La lucha contra el terrorismo en la Unión Europea desde una 
perspectiva procesal”, Araucaria. Revista Iberoamericana de Filosofía, Política y Humanidades, vol. 18, 
núm. 36, 2016, p. 445. 
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facultad autónoma de apreciación884. Mientras en los asusntos Kadi y Yusuf/Al Barakaat 
las instituciones comunitarias no tenían margen de discrecionalidad en la ejecución de las 
sanciones del CSNU. En el asunto OMPI el Tribunal incide en el punto de cómo debe ser 
la labor de la Unión Europea y de los Estados miembros. De este hecho derivan las 
diferencias no solo en cuanto al tratamiento que los Tribunales comunitarios dieron a los 
dos casos, sino que, además, en este asunto se planteó la cuestión de la justificación del 
nivel de protección judicial de los individuos o entidades afectadas por las sanciones 
particulares, que dependían del tipo de sanciones o del marco jurídico en el que se 
adoptasen, es decir, el de Naciones Unidas o el de la Unión Europea, o del margen de 
discrecionalidad dejado a los Estados por el CSNU885.  
 Respecto a la protección de los derechos en casos de terrorismo, con el caso de 
la OMPI el TPI tuvo la oportunidad de examinar los requisitos impuestos por el derecho 
a una audiencia en un procedimiento mixto, es decir, uno que involucra tanto a las 
autoridades nacionales como a las comunitarias. Por un lado, existe una primera etapa 
donde una autoridad nacional competente toma una decisión en virtud de la cual se 
declara que existe una vinculación con actos terroristas. Esa decisión debe basarse en 
pruebas o pistas serias y creíbles. Por otro lado, en la segunda etapa, el Consejo, por 
unanimidad, decide la inclusión en la lista en función de la información precisa que 
indicase que se había adoptado una decisión nacional de ese tipo886. En este supuesto el 
TPI sostuvo que el derecho a una audiencia imparcial debe salvaguardarse principalmente 
en la primera etapa, es decir, ante la autoridad nacional. La parte interesada debe poder 
presentar sus puntos de vista sobre las pruebas de manera efectiva. Sin embargo, pueden 
existir restricciones al derecho a un juicio justo justificadas en la legislación nacional por 
 
884 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., p. 14. 
885 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial …”, op.cit., pp.16-17. 
886 TRIDIMAS, Takis, “Terrorism and the ECJ: Empowerment and democracy in the EC legal order”, 
European law review, 2009, núm. 12, p. 119.  
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razones de orden público, seguridad pública o el mantenimiento de las relaciones 
internacionales887. 
 De los asuntos OMPI se dedujeron ciertas particularidades y diferencias en el 
disfrute de los derechos fundamentales en el ámbito del terrorismo. El derecho a ser oído 
de los designados como “terroristas” fue restringido en su apreciación por el juez de la 
Unión. Asimismo, el alcance sustantivo del derecho de las partes a una audiencia 
imparcial fue restringido porque según los términos de los instrumentos pertinentes de la 
UE y la CE, las personas y las organizaciones podían ser incluidas en la lista de la CE 
solo en el caso de ser objeto de una decisión a nivel nacional. En consecuencia, el Tribunal 
consideró que las partes interesadas no debían poder debatir sobre el fondo de tal decisión, 
sino solo discutir si la decisión nacional existió888. El Tribunal lo expresó del siguiente 
modo:  
 
[...] en este contexto, el interesado solamente ha de tener ocasión de dar a conocer 
oportunamente su punto de vista sobre los requisitos legales de aplicación de la 
medida comunitaria en cuestión, a saber, si se trata de una decisión inicial de 
congelación de fondos, la existencia de informaciones concretas o elementos del 
expediente que muestren que una autoridad nacional competente adoptó en su 
contra una decisión [...] y, si se trata de una decisión subsiguiente de congelación 
de fondos, la justificación de la permanencia del interesado en la lista litigiosa889. 
 
La lucha antiterrorista ha supuesto un verdadero reto para la UE, tanto en su 
agenda política como en su vertebración como organización internacional y en su relación 
con los Estados miembros. El problema deriva de la restricción de los derechos 
fundamentales. Las primeras reacciones de la ONU, la UE y los Estados miembros 
 
887 Sentencia de la Organisation des Modjahedines du peuple d'Iran contra Consejo, T-228/02, EU: 
T:2006:384, apartado 119. 
888 HENZELIN, Marc, “Counter terrorism jurisprudence of the ECJ. Recent developments”, Academy of 
European Law, 2008, pp. 9-10.  
889 Sentencia de la Organisation des Modjahedines du peuple d'Iran contra Consejo, T-228/02, EU: 
T:2006:384, apartado 120. 
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implicaron una gran restricción de diversos derechos con la creación de listas negras de 
manera indiscriminada y sin las garantías necesarias. Ante esta situación el papel del 
TJUE ha sido crucial para encontrar el necesario balance entre las exigencias de seguridad 
y los derechos fundamentales. Para ello, el TJUE se ha basado en la labor del TEDH y en 
las tradiciones constitucionales de los Estados miembros, puesto que la protección de los 
derechos humanos, el Estado de derecho y el imperio de la ley es una piedra angular en 
la UE. Una de las primeras sentencias donde el TJUE mostró la preocupación por esta 
situación fue el caso OMPI. En este caso el TJUE marcó el precedente, en virtud del cual 
se colocó en una situación preminente los derechos fundamentales de los sancionados en 
la lucha antiterrorista. Si bien es cierto que observó un gran número de restricciones al 
tratarse de materia terrorista, derivándose una sensación de cierta injusticia o la 
inexistencia de una protección real. 
Siguiendo el precedente de la OMPI, varias organizaciones presentaron recursos 
de anulación ante el TPI contra las listas de terroristas de la UE, así se pueden citar los 
asuntos José María Sison890, Stichting Al-Aqsa891, Osman Ocalan en nombre de 
Kurdistan Workers' Party (PKK)892, Kongra-Gel y otros893, etc. En respuesta a la decisión 
de PMOI y ante la ola de nuevos casos, la UE reformó sus procedimientos de designación 
y la supresión de la lista. A consecuencia de ello el Consejo de Asuntos Generales adoptó 
una nueva política que tiene en cuenta las sentencias judiciales sobre la forma en que los 
individuos y los grupos se agregan a la lista de la Posición Común 2001/931/PESC894. 
Mientras que antes de la sentencia de la PMOI no existía ningún mecanismo para que los 
proscritos recibieran una explicación para la inclusión o acusaran esa explicación, ahora 
 
890 Sentencia del Tribunal de Justicia Jose Maria Sison contra Consejo, T-47/03, EU:T:2007:207.  
891 Sentencia del Tribunal de Justicia Stichting Al-Aqsa contra Consejo, T-327/03, EU:T:2007:211.  
892 Sentencia del Tribunal General PKK contra Consejo, T-229/02, EU:T:2008:87.  
893 Sentencia del Tribunal General Kongra-Gel y otros, T-253/04, EU:T:2008:88. 
894 Consejo de la Unión Europea, Press Release 2795th/2796th General Affairs and External Relations 
Council Meeting, Luxemburgo, 23-24 de abril de 2007. 8425/07 (Presse 80), pp.34-35 
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se establece un mecanismo para informar a los designados de las razones de su inclusión, 








895 BURES, Oldrich, EU Counterterrorism Policy: A Paper Tiger?, Routledge, London, 2016, pp.208-209. 
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Capítulo V. El proceso sancionador contra la República Islámica de 
Irán por el programa de proliferación nuclear 
 
El razonamiento detrás de la imposición de sanciones económicas para detener o 
al menos retrasar los planes de desarrollo de armas nucleares es el siguiente: las sanciones 
pueden debilitar el poder económico y aumentan el gasto en el desarrollo de las armas 
nucleares. Con el empleo de las medidas restrictivas se espera que se creen dificultades 
económicas y obligar al gobierno iraní a cambiar su política nuclear, es decir, se produce 
un entorpecimiento para que no se continúe con las actividades prohibidas. La fabricación 
de armas nucleares es muy costosa, las sanciones económicas pueden generar resultados 
positivos al aumentar sustancialmente los ya altos costes del programa nuclear. 
El programa nuclear de iraní ha provocado una gran controversia a nivel mundial. 
Las razones que justifican el análisis de las sanciones contra el programa nuclear de Irán 
son muy variadas y de diverso origen. Los temores a que Irán formase parte del club 
nuclear896 podrían provocar un desequilibrio de poder en Oriente Medio. Además, podría 
producirse un efecto de imitación y reto por parte del resto de países de la región.  
Una de las cuestiones más importantes de este longevo régimen sancionador es su 
efectividad, es decir, determinar si las medidas restrictivas han obligado al régimen iraní 
de alguna forma a cambiar su política nuclear. Los dos ámbitos que sufrieron el 
establecimiento de sanciones fueron el de la energía y el sector financiero. Dado que las 
medidas están destinadas a causar un cambio de política al infligir dificultades 
 
896 El club nuclear es la denominación de aquellos países con armas nucleares. Oficialmente poseen el 
estatus nuclear los siguientes países: Estados Unidos, Rusia, Reino Unido, Francia y China. También 
cuentan con armas nucleares, Pakistán, India, Corea de Norte e Israel. Stockholm International Peace 
Research Institute, SIPRI Yearbook 2018. Armaments, Disarmament and International Security, Oxford 
University Press, 2018, p. 235.  
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económicas, causando un verdadero daño a la economía iraní, siendo ambos ámbitos 
vitales para la economía del país. 
 
5.1 Nociones preliminares sobre el programa de proliferación nuclear iraní: el derecho 
a enriquecer uranio 
 
El programa nuclear de Irán comenzó en la década de 1950 auspiciado dentro del 
programa Átomos para la Paz y con la colaboración de los Estados Unidos. Este programa 
se basó en una negociación entre Estados Unidos y ciertos países en desarrollo, entre los 
que se encontraba Irán. El país norteamericano proporcionaba reactores de investigación, 
combustible y capacitación científica a los países en desarrollo que deseaban programas 
nucleares de carácter civil. Los Estados receptores se comprometían a utilizar la 
tecnología y la educación solo para fines pacíficos y civiles. El programa proporcionaba 
las bases necesarias para el desarrollo del programa nuclear de Irán al suministrar la 
tecnología y educación nuclear clave. Para garantizar la cooperación científica y técnica 
para el uso de la tecnología nuclear con fines civiles y pacíficos de la energía nuclear se 
creó, en 1957, el Organismo Internacional de Energía Atómica (OIEA)897, siendo una 
organización autónoma dentro del sistema de Naciones Unidas. Dentro del contexto de la 
OIEA se elaboró el Tratado de No proliferación de Armas Nucleares (TNP), del 1 de julio 
de 1968, que entró en vigor el 5 de marzo de 1970. El mismo fue firmado y ratificado por 
la República Islámica de Irán en marzo de 1970898. 
El objeto del TNP es limitar e impedir el desarrollo y la fabricación de armas 
nucleares. Dentro de este instrumento se distinguen tres grupos de estados:  
 
897 SERGI, Sabrina, “The US-Iran Relations and the Shah’s Nuclear Program (1957-1978)”, Eunomia. 
Rivista semestrale di Storia e Politica Internazionali, núm. 1, 2017, p. 145.  
898 UNODA-United Nations Office for Disarmament Affairs, 2018. Recuperado de 
disarmament.un.org/treaties/t/npt  
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a) Estados con Armamento Nuclear, corresponde con los cinco miembros 
permanentes del Consejo de Seguridad de la ONU: Estados Unidos, Rusia, 
Reino Unido, Francia y China. Estos cinco países ya habían efectuado pruebas 
nucleares con anterioridad al mencionado Tratado.  
b) Estados Sin Armamento Nuclear que se negaron a firmar y ratificar el TNP. 
Estos países se reservaron el derecho a fabricar armas nucleares, este es el caso 
de India, Pakistán e Israel.  
c) Estados Sin Armamento Nuclear que firmaron y ratificaron el TNP, por tanto, 
manifestaron su compromiso de no fabricar armas nucleares y de someterse a 
inspecciones periódicas. Irán se encuentra dentro de este grupo de estados899. 
Uno de los elementos vitales dentro del sistema del OIEA y la prevención de la 
proliferación de las armas nucleares es el relativo al sistema de salvaguardias 
(inspecciones). Las salvaguardias del OIEA forman parte de los acuerdos jurídicamente 
vinculantes acordados entre los Estados y el OIEA. Su marco jurídico está conformado 
por: el Estatuto del OIEA, las obligaciones de los Estados dimanantes del TNP y demás 
Tratados en virtud de los cuales se establece zonas libres de armas nucleares, instrumentos 
de salvaguardia (acuerdos de salvaguardias, protocolos y acuerdos subsidiarios, entre 
otros) y las decisiones del Consejo de administración del OIEA900. Aunque el OIEA no 
es parte en el TNP, ostenta las funciones y responsabilidades previstas en el TNP. Se trata 
del denominado sistema de salvaguardias establecido mediante Protocolo Adicional a los 
Acuerdos de Salvaguardias, del 15 de mayo de 1997, con el que se refuerzan los poderes 
del OIEA en materia de verificación al abarcar todo el conjunto del ciclo de producción 
nuclear (minas de uranio, materiales, residuos e instalaciones). Asimismo, se le da 
 
899 VELARDE PINACHO, Guillermo, “Proliferación de armas nucleares. Irán y Corea del Norte”, 
Cuadernos de Estrategia, núm. 153, 2011, p.49 
900 IAEA, Safeguards legal framework, 2018. Recuperado de www.iaea.org/topics/safeguards-legal-
framework 
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potestad para controlar no solo las instalaciones nucleares, sino también los centros de 
investigación o las fábricas destinadas a producir elementos relacionados con los 
programas nucleares y obtener información sobre cualquier material sensible tanto a nivel 
de la exportación como de la importación. Irán firmó el mencionado Protocolo el 18 de 
diciembre de 2003, sin embargo, todavía no lo ha ratificado, aunque se comprometió a 
aplicarlo desde la fecha de su firma901. Se puede consultar el marco jurídico en contra de 
la proliferación nuclear en Irán en la ADENDA II. Marco legal sobre la prevención de la 
proliferación nuclear iraní.  
El discurso de Irán sobre la cuestión nuclear ha girado desde la Revolución de 
1979 en torno a tres conceptos: la independencia, la justicia y la resistencia de Irán. La 
independencia concebida como el mandato de Irán para asegurar la soberanía nacional y 
buscar la independencia política y económica, sin ser influenciado ni por el sionismo ni 
el imperialismo occidental. La justicia (o la justicia social) se conectan con la noción 
anterior e implica que Irán tiene como cometido luchar contra el imperialismo y los actos 
de opresión sionistas para hacer justicia a través de la liberalización de las personas 
socialmente oprimidas. Para la consecución de este objetivo, Irán debe resistir frente al 
imperialismo y el sionismo902.  
Después de la Revolución de 1979 el programa nuclear fue abandonado, pero se 
reinició en 1989, levantando las sospechas de la comunidad internacional. Irán insistió en 
que estaba cumpliendo con las obligaciones del Tratado de No Proliferación, aunque en 
2002 comenzaron las sospechas en la comunidad internacional ante la posible existencia 
de un programa clandestino de desarrollo de armas nucleares. En ese año Irán anunció la 
 
901 BERMEJO GARCÍA, Romualdo y GUTIÉRREZ ESPADA, Cesáreo, “Del programa nuclear de la 
República Islámica de Irán y de su evolución (política y derecho)”, Anuario Español de Derecho 
Internacional, 2015, vol. 31, pp. 13-14. 
902 NAKANISHI, Hisae, “The Construction of the Sanctions Regime Against Iran: Political Dimensions of 
Unilateralism”, en Ali Z. MAROSSI y Marisa R. BASSETT, (eds.), Economic Sanctions under 
International Law. Unilateralism, Multilateralism, Legitimacy, and Consequences, Springer, 2015, pp. 23.   
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construcción de plantas nucleares como parte de su política energética ante el futuro 
agotamiento de sus reservas de combustibles fósiles903. Y, un grupo opositor al régimen 
iraní, el Comité Nacional de Resistencia Iraní (CNRI), presentó pruebas de la existencia 
de dos nuevas plantas nucleares, en Natanz y Arak, que el país no había declarado al 
OIEA904. Posteriormente, en 2003, se anunció el plan de desarrollo de reactores de energía 
nuclear completos para el reprocesamiento de uranio para su uso en reactores de energía 
nuclear. No obstante, en opinión de expertos el plan tenía poco sentido económico a la 
luz de los excedentes globales de plutonio y uranio enriquecido905.  
Ante el ocultamiento de ciertas actividades clandestinas de enriquecimiento de 
uranio y las débiles justificaciones aportadas por Irán se daba comienzo a la “crisis 
nuclear iraní”, acrecentada por la postura del gobierno iraní que reclama un derecho a 
utilizar la energía nuclear con fines pacíficos, en virtud del artículo IV del TNP. Este 
derecho implica en la práctica el derecho a controlar el ciclo combustible nuclear de forma 
completa, es decir, el enriquecimiento de uranio906.  
Actualmente, según datos de la OIEA, Irán cuenta con 18 instalaciones nucleares 
y 9 ubicaciones exteriores a las instalaciones nucleares bajo la supervisión de la OIEA907. 






903 KILE, Shannon N., “The cotroversy over Iran’s nuclear programme”, KILE, Shannon N. (eds.), Europe 
and Iran. Perspectives on Non-proliferation, SIPRI Research Report, núm.21, 2005, p.3. 
904 GARRIDO REBOLLEDO, Vicente, “El programa nuclear iraní y las dificultades para visitar a los 
amigos”, Revista Electrónica de Estudios Internacionales, 2006, p.2 
905 KILE, Shannon N., “The cotroversy over Iran’s nuclear programme”, KILE, Shannon N. (eds.), Europe 
and Iran. Perspectives on Non-proliferation, SIPRI Research Report, núm.21, 2005, p.3. 
906 GARRIDO REBOLLEDO, Vicente, “El programa nuclear iraní y las dificultades para visitar a los 
amigos”, Revista Electrónica de Estudios Internacionales, 2006, p.2 
907 OIEA, IAEA & Iran, Verification and Monitoring in Iran.  












Ilustración nº 4.  Las principales instalaciones nucleares de Irán. 2019 
Fuente: Agence France-Presse (AFP) 
 
Teherán ha afirmado en repetidas ocasiones que su programa nuclear es 
estrictamente pacífico y que además el hecho de tener capacidad para enriquecer uranio 
no conlleva necesariamente contar con capacidad suficiente como para poder fabricar 
armas nucleares, las autoridades estadounidenses y europeas siguen siendo escépticas al 
programa nuclear908. Desde entonces, el OIEA no ha aceptado estas afirmaciones de 
Teherán de que sus actividades nucleares son exclusivamente con fines pacíficos y que 
no ha tratado de desarrollar armas nucleares909. Las reacciones y la presión diplomática 
sobre Irán han sido múltiples desde el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, la 
Unión Europea y otras entidades y Estados individuales. 
 
 
908 IBÁÑEZ, Fernando, “El programa nuclear iraní: Estado de la cuestión y posibles escenarios”, Relaciones 
Internacionales, núm. 16, 2011, pp. 135-136.  
909 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 380. 
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5.2 La respuesta de la UE ante la proliferación nuclear. La imposición de un régimen 
de sanciones como instrumento de la diplomacia coercitiva  
 
El régimen de sanciones contra la República Islámica de Irán tiene o tuvo como 
objeto, por un lado, acabar con la proliferación nuclear y, por otro, dar respuesta a las 
graves violaciones de derechos humanos en el país. De este modo, se adoptaron dichas 
medidas como parte de un planteamiento político integrado910 en el que se combina tanto 
la presión como el compromiso para convencer a Irán de la necesidad de respetar sus 
obligaciones internacionales911. Esta estrategia se conceptualiza como un instrumento 
propio de la diplomacia coercitiva, la cual se caracteriza por el establecimiento de una 
demanda específica con la finalidad de que se finalice o se revierta una determinada 
situación, en este caso la proliferación nuclear; seguida de una amenaza explícita, es decir, 
el establecimiento de medidas restrictivas; y finalmente, la determinación de un elemento 
temporal que aumente la presión912.  
El análisis de la actuación de la UE no puede realizarse descontextualizado del 
resto de actores implicados, especialmente Estados Unidos, el Consejo de Seguridad y el 
OIEA, porque las conversaciones con Irán se han producido en dos planos paralelos. 
Mientras que el primero de ellos cuenta con un carácter eminentemente técnico y se 
produce entre la OIEA e Irán, el segundo basado en las conversaciones políticas entre el 
llamado Grupo 5+1 (P5+1), es decir, los cinco países miembros permanentes del Consejo 
de Seguridad más Alemania. El nexo entre ambos planos ha sido el CSNU puesto que la 
 
910 La Unión Europea con el “E3/UE+3” (conformado por Francia, Reino Unido, Alemania y la UE + EE. 
UU., Rusia y China) forma parte del conocido Plan de Acción Integral Conjunto (PAIC) que tiene como 
finalidad abordar desde el punto de vista político y de las relaciones internacional el problema iraní y el 
desafío que ha supuesto para la comunidad internacional.  
911 Consejo de la Unión Europea, Medidas restrictivas de la UE contra Irán. Recuperado de 
www.consilium.europa.eu/es/policies/sanctions/iran/  
912 SAUER, Tom, “Coercive Diplomacy by the EU: the Iranian nuclear weapons crisis”, Third World 
Quarterly, p.614. 
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dinámica consiste en el envío por parte de la OIEA de informes al CSNU, este, basándose 
en los informes, adopta resoluciones y sanciones y, finalmente, el G5+1 las aplica913. 
Se pueden identificar cuatro fases en la relación entre la UE e Irán, en primer 
lugar, la primera etapa se inició en 2002 con los rumores de que Irán estaba desarrollando 
un programa nuclear con fines militares. Si bien Irán declaró que se trataba de un 
programa con fines exclusivamente civiles, lo cierto es que tampoco había declarado las 
actividades que conforme al TNP estaba obligado914. A tal efecto la Junta de 
Gobernadores aprobó una resolución el 19 de junio de 2003 donde confirmaba que Irán 
no había declarado ciertas actividades y materiales nucleares, aunque no declaró que Irán 
no había cumplido con los Estatutos de la OIEA o el TNP. Posteriormente el 12 de 
septiembre de 2003, a través de otra resolución, estableció un ultimátum al país persa 
donde le instó a proveer información sobre su programa y a cooperar con la OIEA con 
vistas a garantizar el cumplimiento del Acuerdo de salvaguardias hasta finales de octubre 
de 2003915. 
La segunda etapa se corresponde con el período de negociaciones entre la UE e 
Irán que finalizó en agosto de 2005. Esta etapa se caracterizó por la labor diplomática de 
la UE y sus éxitos con vistas a un cumplimiento efectivo de Irán916. Durante este período 
se ofreció a Irán llevar a cabo una cooperación multinivel, incluyendo el compromiso de 
retomar el diálogo global (“comprehensive dialogue”) que había sido suspendido a causa 
de la escalada nuclear iraní917. De este modo, la diplomacia europea, Reino Unido, 
Francia y Alemania, persuadió a Irán para suspender el enriquecimiento de uranio y 
 
913 SAINZ DE LA PEÑA, José Antonio, “Las negociaciones con Irán sobre la cuestión nuclear”, UNISCI 
Discussion Papers, núm. 29, 2012, p. 218.  
914 SAUER, Tom, “Coercive Diplomacy by the EU: the Iranian nuclear weapons crisis”, Third World 
Quarterly, p.617-618. 
915 Resolución de la Junta de Gobernadores de la OIEA aprobada el 12 de septiembre de 2003, p.3 
[GOV/2003/69]. 
916 EVERTS, Steven, “Engaging Iran. A test case for EU foreign policy”, Centre for European Reform 
Working Paper, 2004, p.7. 
917 CRONBERG, Tarja, “Nuclear Multilateralism and Iran. Inside EU Negotiations”, Routledge, 2017. p.18. 
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aceptó las inspecciones de la OIEA firmando el Protocolo Adicional del TNP. En este 
contexto, la Junta de Gobernadores adoptó la resolución de noviembre de 2003 que pese 
a ser crítica con Irán le exhortaba a probar su inocencia y a cooperar con la OIEA918, en 
ningún caso declaraba que el país hubiese incumplido con el TNP. El primer contratiempo 
llegó en marzo de 2004 cuando un informe de la OIEA establecía que existían fallas en 
las declaraciones que había realizado Irán, por ende, insistían en aumentar la cooperación 
del país con la organización.  
Aunque en septiembre de este mismo año Irán empezó a convertir el uranio en 
gas uranio. Al respecto la UE fue rotunda con Teherán presentándole un ultimátum que 
le obligaba a cooperar con la OIEA antes de octubre de 2004. Irán respondió 
suspendiendo sus actividades nucleares por un par de meses. Esta situación implicó el 
auge de las negociaciones entre ambas partes, en relación con diversas temáticas, como: 
la transferencia de tecnología nuclear, comercio y cooperación y seguridad. Con el 
cambio legislativo en Irán se rompieron las negociaciones entre ambos en agosto de 
2004919. 
La tercera fase se inició con la ruptura de ambas partes y la transgresión de Irán 
con el inicio de la conversión de uranio. Lo que conllevó la adopción de la resolución de 
la Junta de Gobernadores, que contó con el apoyo de la UE, en la que se advertía a Irán 
de que la consecuencia de su incumplimiento sería la remisión del asunto al CSNU, el 
tenor literal de la resolución fijaba lo siguiente: 
 
“Considera igualmente que el historial de encubrimiento de las actividades 
nucleares de Irán, […], la naturaleza de estas actividades, las cuestiones puestas al 
descubierto durante la verificación por el Organismo de las declaraciones hechas 
 
918 EVERTS, Steven, “Engaging Iran. A test case for EU foreign policy”, Centre for European Reform 
Working Paper, 2004, p.7. 
919 SAUER, Tom, “Coercive Diplomacy by the EU: the Iranian nuclear weapons crisis”, Third World 
Quarterly, p.618-620. 
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por el Irán desde septiembre de 2002 y la consiguiente ausencia de confianza en 
que el programa nuclear de Irán está destinado exclusivamente a fines pacíficos 
han dado lugar a cuestiones que son competencia del Consejo de Seguridad, como 
órgano al que corresponde la responsabilidad primordial de mantener la paz y la 
seguridad internacionales”920. 
 
La cuarta etapa se inició con el Consejo de Seguridad y la adopción de la 
resolución 1696 (2006), del 31 de julio de 2006 donde se exhortaba a Irán a suspender su 
programa nuclear antes del 31 de agosto de ese mismo año. Esta etapa finalizaba con una 
nueva resolución del Consejo de Seguridad, la resolución 1737 (2006), del 23 de 
diciembre, que contenía por primera vez sanciones económicas contra Irán921. En su 
anexo se realizaba una enumeración de las personas y entidades que participaban en la 
proliferación nuclear y cuyos fondos y recursos económicos debían congelarse. A partir 
de este punto se inició en 2007 el procedimiento sancionador de la UE en contra de la 
República Islámica de Irán, a través de un régimen mixto de sanciones, es decir, con la 
transposición de las Resoluciones del CSNU al ordenamiento comunitarias, acompañadas 
en muchas ocasiones de medidas europeas complementarias o autónomas. Tal y como se 
observa en la ADENDA III. Marco jurídico de europeo de medidas restrictivas contra la 
República Islámica de Irán, las mencionadas Resoluciones se incorporaron al 
ordenamiento comunitario con la legislación previa al Tratado de Lisboa, a través de 
Posiciones Comunes y con el Tratado de Lisboa, por medio de Decisiones del Consejo 
de la UE. Posteriormente se adoptaron Reglamentos que regulaban los extremos de las 
medidas restrictivas e incorporaban en sus anexos las personas o entidades designadas.  
 
920 Resolución de la Junta de Gobernadores de la OIEA aprobada el 24 de septiembre de 2005, p.3 
[GOV/2005/77]. 
921 SAUER, Tom, “Coercive Diplomacy by the EU: the Iranian nuclear weapons crisis”, Third World 
Quarterly, p.621-622. 
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Dentro de la UE existieron marcadas diferencias entre los Estados miembros, que 
explican la naturaleza y el alcance de las sanciones que la organización ha impuesto 
contra Irán. Algunos miembros de la UE, como el Reino Unido y Francia, favorecieron 
la adopción de medidas más severas para responder a la crisis nuclear iraní. En octubre 
de 2007, Francia presentó una propuesta para la adopción de sanciones adicionales de la 
UE contra Irán que no contenía disposiciones que exigiesen ningún requisito previo 
derivado del mandato de la ONU. Un mes más tarde, en noviembre, el primer ministro 
británico, Gordon Brown, manifestó la voluntad de Reino Unido en liderar una iniciativa 
para impulsar sanciones adicionales contra Irán por parte de la UE y la ONU. Las 
sanciones afectarían especialmente a las industrias del petróleo y del gas, así como al 
sector financiero922.  
Por el contrario, Austria, Alemania, Italia y España mostraron una reticencia 
constante a aplicar sanciones contra Irán. Este bloque ha estado liderado por Alemania, 
en abril de 2006, el ministro de Asuntos Exteriores alemán, Frank-Walter Steinmeier, 
indicó que la UE solo debería considerar la implementación de sanciones unilaterales 
contra Irán si el Consejo de Seguridad de la ONU se encontrase realmente en un punto 
muerto completo con respecto a la situación iraní. La posición alemana estaba 
determinada en gran medida por consideraciones de índole económico y la posibilidad de 
ceder terreno a Rusia, China y otros países asiáticos ya que Alemania es el principal socio 
comercial europeo de Irán y constituye un mercado importante para los productos 
industriales y tecnológicos alemanes. A modo de ejemplo se puede citar la negativa, en 
febrero de 2008, de Alemania e Italia para que la UE actuara contra Bank Melli y Bank 
Saderat. La razón que se esgrimió fue que ninguno de los bancos había sido sometido a 
la acción previa de la ONU. Esta consideración meramente procesal es la que a lo largo 
 
922 PARKER, George, “Brown turns sanctions screw on Iran”, Financial Times, 12 de noviembre de 2006.  
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de la crisis nuclear iraní han empleado los estados miembros de la UE no favorables a la 
presión americana para oponerse al establecimiento de sanciones adicionales por parte de 
la UE923. 
Se observa que la respuesta de la EU ha venido en gran medida marcada por las 
Resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas porque las sanciones de la 
ONU tenían una naturaleza orientadora para que otros países adoptaran sus propios 
regímenes de sanciones. Mientras tanto, los Estados Unidos y la UE han impuesto 
sanciones más fuertes adicionales contra Irán, particularmente desde 2012924.  
Hay que tener presente que tanto los Estados miembros de la UE como Irán son 
partes contratantes del Tratado sobre la No Proliferación de Armas Nucleares925. Del 
artículo III de este texto se desprende la necesidad de que cada Estado acepte las 
salvaguardias estipuladas en un acuerdo previamente negociado y concertado con el 
OIEA, a efectos de verificar el cumplimiento de las obligaciones derivadas del Tratado 
para impedir que la energía nuclear se desvíe de usos pacíficos a armas u otros 
dispositivos nucleares explosivos. 
 Desde el año 2006 hasta el 2018, el Consejo de Seguridad aprobó siete 
resoluciones cuyo objetivo son los programas nucleares y de misiles balísticos de Irán. Si 
bien las sanciones tienen un alcance limitado, es decir, no imponen amplias sanciones a 
los sectores energético o financiero de Irán, sí proporcionan una justificación legal 
internacional para sanciones más amplias. En particular, la Resolución 1929 (2010), del 
19 de junio de 2010, señaló “el posible vínculo entre los ingresos de Irán derivados de su 
sector energético y la financiación de las actividades nucleares de Irán que son 
 
923 TAYLOR, Brendan, “Sanctions as Gran Strategy”, The International Institute for Strategic Studies, 
2010, p.78-79 
924 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 380. 
925 El Tratado sobre la No Proliferación de Armas Nucleares fue abierto a la firma el 1 de julio de 1968 en 
Londres, Moscú y Washington. Documento número A/RES/2373(XXII). 
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estratégicas desde el punto de vista de la proliferación […]”926. De igual manera ocurrió 
en el ámbito europeo puesto que, en opinión del Consejo, constituyen una fuerte esencial 
de ingresos del Gobierno iraní927. Las sanciones más perjudiciales contra Irán se han 
centrado en sus sectores energético y financiero. Si bien estas sanciones están 
estrechamente entrelazadas, serán abordadas en la presente tesis en epígrafes 
diferenciados. 
La UE aprobó sanciones dirigidas principalmente a sus programas de misiles 
nucleares y balísticos. Aunque las sanciones europeas más perjudiciales se centrarán en 
los sectores energético y financiero de Irán (asimismo son los dos sectores que más 
jurisprudencia han generado tanto en el TG como en el TJ). Además de un embargo total 
del petróleo en 2012, la UE congeló los activos del Banco Central iraní y cortó la conexión 
de Irán al sistema financiero internacional, el servicio de mensajería SWIFT928.  
 El procedimiento sancionador en contra de Irán está revestido de un gran interés 
porque se han dado tanto medidas restrictivas en cumplimiento de las resoluciones del 
CSNU como sanciones adoptadas de manera autónoma por la UE. Las mencionadas 
sanciones de la UE son de contenido diverso, entre las que destacan, en primer lugar, las 
restricciones al comercio, las cuales comprenden: la prohibición de exportar a Irán armas, 
productos de doble uso y productos que pudieran emplearse en actividades relacionadas 
con el enriquecimiento; prohibición de importar petróleo crudo, gas natural, productos 
petroquímicos y petrolíferos; prohibición de vender o suministrar equipos esenciales en 
el sector de la energía, oro, otros metales preciosos y diamantes, determinado 
 
926 Resolución 1929 (2010) del Consejo de Seguridad, del 19 de junio de 2010, p.3. SAMORE, Gary, 
“Sanctions Against Iran: A Guide to Targets, Terms, and Timetables. Addendum to: Decoding the Iran 
Nuclear Deal”, Belfer Center for Science and International Affairs, 2015, p. 6.  
927 Decisión 2012/635/PESC del Consejo del 15 de octubre de 2012 por la que se modifica la Decisión 
2010/413/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán, Diario Oficial L nº 282 de 16 de 
octubre de 2012, pp. 58-69, considerando número 16.  
928 SAMORE, Gary, “Sanctions Against Iran: A Guide to Targets, Terms, and Timetables. Addendum to: 
Decoding the Iran Nuclear Deal”, Belfer Center for Science and International Affairs, 2015, p. 8.  
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equipamiento naval, determinados programas informáticos, etc. Así como también se 
prohíbe exportar a Irán equipos que pudieran usarse para la represión interna y equipos 
para la vigilancia de las telecomunicaciones. Sin embargo, las restricciones al comercio 
más importantes son las que afectan al sector energético de Irán por su importancia a nivel 
estratégico, a modo de ejemplo, Irán posee el 10 % de las reservas mundiales de crudo, 
así en el período 2008-2009 los ingresos petroleros representaron el 65 % de los ingresos 
del gobierno929.  
 En segundo lugar, las restricciones en el sector financiero que supusieron la 
inmovilización de los activos del Banco Central de Irán (Bank Markazi) y de los 
principales bancos comerciales iraníes (Bank Mellat, Bank Saderat Iran, Bank Melli Iran, 
Bank Tejarat y Bank Sepah). Además, se establecieron sistemas de notificación y 
autorización para las transferencias de fondos por encima de determinadas cantidades. En 
tercer lugar, las medidas en el sector de los transportes que implican la prohibición de 
acceso a los aeropuertos de la UE de vuelos de transporte de mercancías iraníes, del 
mantenimiento y la revisión de aeronaves o buques de transporte de mercancías iraníes 
que transporten material o productos anteriormente prohibidos. En cuarto y último lugar, 
destacan las restricciones de viaje e inmovilización de activos impuestas contra otras 
personas y entidades incluidas en las listas. 
 Las personas y entidades destinatarias de las medidas restrictivas en contra de Irán 
son: los incluidos en una Resolución del CSNU, los que el Comité del Consejo de 
Seguridad de la ONU incorpore posteriormente y los que determine autónomamente la 
UE al considerar que se encuentran directamente vinculadas o prestan apoyo a las 
actividades del programa nuclear. Los listados de sancionados suelen incluir personas 
físicas con diversos perfiles, como: científicos, militares, funcionarios, ejecutivos y 
 
929 SAMORE, Gary, “Sanctions Against Iran: A Guide to Targets, Terms, and Timetables. Addendum to: 
Decoding the Iran Nuclear Deal”, Belfer Center for Science and International Affairs, 2015, p. 12.  
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operarios de empresas y asesores; así como entidades tan variadas como: grupos 
industriales, entidades públicas y departamentos ministeriales, bancos, centros de 
investigación y universidades930.  
 Como se puede observar en la ADENDA III. Marco jurídico de europeo de 
medidas restrictivas contra la República Islámica de Irán, la mayoría de las medidas 
restrictivas adoptadas por la UE contra la República Islámica de Irán se han basado en 
una resolución previa del CSNU. El Consejo Europeo en su declaración del 11 de 
diciembre de 2009931 y en la del 17 de junio de 2010932 muestran su preocupación por el 
programa nuclear de Irán y celebran la adopción de la Resolución 1929 del CSNU. Así 
como reafirman su compromiso de actuar en consecuencia, implementando los 
contenidos de la mencionada resolución y adoptando medidas de apoyo (“accompanying 
measures”)933.  
 Estas medidas también se insertan dentro de la estrategia de la UE en relación con 
la lucha contra la proliferación de Armas de Destrucción Masiva (ADM). Al respecto en 
la Estrategia de la UE contra la proliferación de armas de destrucción masiva934, se acordó 
monitorear y mejorar la implementación de la Estrategia de la UE contra la proliferación 
de ADM a través de una unidad de monitoreo encargada de recopilar información. En 
este sentido, la decisión de emplear sanciones contra Irán estaba muy relacionada con la 
política de ADM. En abril de 2012 comenzó una nueva serie de conversaciones nucleares 
 
930 PASTOR PALOMAR, Antonio, “Las sanciones o medidas restrictivas …”, op. cit., pp.125. 
931 En este sentido: “The European Council again urges Iran to comply fully and without further delay with 
its obligations under the relevant resolutions of the United Nations Security Council and the IAEA”. 
European Council, Conclusions, 10/11 December 2009, p. 15. Disponible online: 
www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/en/ec/111877.pdf  
932 El texto establece: “The European Council underlines its deepening concerns about Iran's nuclear 
programme and welcomes the adoption by the UN Security Council of Resolution 1929 introducing new 
restrictive measures against Iran”, Consejo de la Unión Europea, Conclusiones, 17 de junio de 2010, p. 13.  
933 Consejo de la Unión Europea, Conclusiones, 17 de junio de 2010, p.14. 
934 Consejo de la Unión Europea, Lucha contra la proliferación de armas de destrucción masiva. Estrategia 
de la UE contra la proliferación de armas destrucción masiva, 10 de diciembre de 2003. Doc núm. 15708/03. 
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con Irán celebrándose en Estambul (abril de 2012), Bagdad (mayo de 2012), Moscú (junio 
de 2012) y Almaty (febrero y abril de 2013), pero no se llegó a un acuerdo935.  
 
5.3 La jurisprudencia del TJUE sobre las medidas restrictivas aplicadas a la República 
Islámica de Irán 
 
El régimen de sanciones contra la República Islámica de Irán ha generado un gran 
número de pronunciamientos en el TJUE como puede observarse en la ADENDA IV. 
Evolución de los casos frente al TJUE. La jurisprudencia del Tribunal se centra 
mayoritariamente en los dos grandes sectores que sufrieron un gran número de sanciones, 
a saber: el sector financiero y el sector energético, con unas particularidades y 
características que obligan a un examen separado. Debe señalarse que, según el Tribunal 
General, el rigor de la revisión judicial de las medidas restrictivas contra el terrorismo y 
contra la proliferación nuclear debe ser el mismo a la luz de su naturaleza y gravedad, 
idénticas a las de su objetivo primordial de defender la seguridad internacional936.  
 
5.3.1 Las medidas restrictivas sobre el sector financiero iraní. Apreciaciones 
jurisprudenciales 
 
 Las medidas restrictivas que afectan al sector financiero y bancario iraní 
consistieron eminentemente en la congelación de fondos que se practicaron tanto contra 
particulares como contra empresas y entidades bancarias. Se entendía la existencia de una 
 
935 KARACASULU, Nilufer e ASKAR KARAKIR, Irem, “EU Sanctions Regime …”, op. cit., p. 381. 
936 JAN KUIJPER, Pieter, WOUTERS, Jan, HOFFMEISTER, Frank, DE BAERE, Geert, y 
RAMOPOULOS, Thomas, “EU sanctions and countersanctions” en The Law of EU External Relations. 
Cases, Materials, and Commentary on the EU as an International Legal Actor, Oxford University Press, 
2015, p. 257. 
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conexión entre los fondos económicos y el apoyo a las actividades nucleares estratégicas 
relacionadas con la proliferación y el desarrollo de vectores de armas nucleares que se 
estaban desarrollando en el país. A este respecto, la Resolución del Consejo de Seguridad 
1737 (2006) establece: 
 
[…] que todos los Estados deberán congelar los fondos, otros activos financieros y 
recursos económicos que se encuentren en su territorio en la fecha de aprobación 
de la presente resolución o en cualquier momento posterior y que sean de propiedad 
o estén bajo control de las personas o las entidades designadas en el anexo, así 
como de otras personas o entidades designadas por el Consejo de Seguridad o el 
Comité que se dedique, estén vinculadas directamente o presten apoyo a las 
actividades nucleares de […] Irán que sean estratégicas desde el punto de vista de 
la proliferación o al desarrollo de sistemas vectores de armas nucleares, o de 
personas o entidades que actúen en su nombre o bajo su dirección, o de entidades 
que sean de su propiedad o estén bajo su control, incluso por medios ilícitos […]937. 
 
 Existe un gran número de pronunciamientos del TJUE sobre las sanciones contra 
las entidades bancarias iraníes. El sector financiero iraní consta de seis grandes bancos 
públicos, a saber: Bank Melli, Bank Saderat, Bank Sepah, Bank Tajerat, Bank Mellat y 
Bank Refah Kargaran, algunos de los cuales fueron objeto de severas medidas 
restrictivas938. Para analizar la práctica del TJUE en relación con el sector financiero se 
examina la sentencia, tanto en primera como en segunda instancia, del asunto Melli Bank 
plc contra el Consejo939 porque en estos pronunciamientos el TJUE analiza los detalles 
relacionados con los conceptos de propiedad y control que son esenciales para la 
comprensión del funcionamiento de las medidas restrictivas contra el sector financiero940.  
 
937 Resolución 1737 (2006) del Consejo de Seguridad, del 23 de diciembre de 2006, apartado 12.  
938 Estas decisiones se analizan en el capítulo VI en relación con la obligación de motivación. 
939 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08, EU:T:2009:266 y Sentencia del 
Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, EU:C:2012:137. 
940 LESTER, Maya, “Listing the subsidiaries of Iranian banks: Melli Bank Plc loses in the general court”, 
European Sanctions Blog, 22 de febrero de 2013. Disponible online: 
www.europeansanctions.com/2013/02/listing-the-subsidiaries-of-iranian-banks-melli-bank-plc-loses-in-
the-general-court/ 
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 El tenor literal de la disposición comunitaria en virtud de la cual se adoptaba la 
congelación de fondos disponía lo siguiente:  
 
Se congelarán todos los fondos y recursos económicos cuya propiedad, control o 
tenencia corresponda a las personas, las entidades o los organismos enumerados en 
el anexo […] incluirá a las personas físicas y jurídicas, entidades y organismos […] 
que, […], se considere: 
a) que participan, mediante colaboración directa o prestando apoyo, en las 
actividades nucleares estratégicas de Irán relacionadas con la proliferación, o 
b) que participan, mediante colaboración directa o prestando apoyo, en el 
desarrollo de sistemas vectores de armas nucleares de Irán, o 
c) que actúan en nombre de personas, entidades u organismos contemplados en las 
letras a) o b), o bajo la dirección de dichas personas, entidades u organismos, o 
d) que son personas jurídicas, entidades u organismos que son propiedad o están 
bajo control de una persona, entidad u organismo contemplado en las letras a) o b), 
aunque sea mediante medios ilícitos941.  
 
Esta disposición es obligatoria puesto que el Consejo no dispone de ningún 
margen de apreciación al respecto. La afirmación no es incompatible con el hecho de que 
el Consejo debe apreciar las circunstancias del caso concreto para determinar las 
entidades que son propiedad o están bajo control de otras, en función sobre todo del tipo 
de propiedad o de la intensidad del control942. El Consejo debe cumplir con dos 
obligaciones, la primera es la obligación de verificar, con cierto margen de 
discrecionalidad, la condición de que la entidad es propiedad o está bajo control de otra. 
La segunda obligación es la de congelar los fondos de la entidad, sin verificar si ella 
participa en la proliferación nuclear943. Como afirma el TJUE, de la facultad de 
 
941 Reglamento (CE) nº 423/2007 del Consejo, de 19 de abril de 2007 sobre la adopción de medidas 
restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 103 de 20 de abril de 2007, p. 1, artículo 7.  
942 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08, EU:T:2009:266, apartado 63 y 
64. En relación con la Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, 
EU:C:2012:137, apartado 40. 
943 Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, EU:C:2012:137, apartado 
41. 
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apreciación no deriva que se disponga de la facultad de tener en cuenta la contribución de 
la entidad cuestionada en la proliferación nuclear a la hora de decidir la adopción de una 
medida de congelación de fondos944. Asimismo, el TG consideró que dentro de la facultad 
de apreciación del Consejo podría legítimamente dejar de aplicar una congelación de 
fondos a entidades que, a su juicio, no se ajustasen a los criterios de aplicación de esa 
disposición, aunque sean filiales de entidades que se considere que participan en la 
proliferación nuclear945.  
 El Consejo debe tomar en consideración todos los elementos pertinentes del caso 
concreto para llevar a cabo la labor de apreciación de la condición de “ser propiedad” o 
“estar bajo el control”. Los elementos de consideración que figuran en la siguiente tabla 
derivan de la casuística y jurisprudencia del tribunal946:  
 
Criterios pertinentes Criterios no pertinentes 
Nivel de la independencia operativa de la 
entidad 
Inexistencia de nexo entre su actividad y la 
proliferación nuclear 
Porcentaje de la propiedad 
Sector de la actividad de la entidad Naturaleza de la actividad 
 
Tabla nº 2. Criterios determinantes en el concepto de “propiedad” en el ámbito de las medidas 
restrictivas 
Fuente: elaboración propia 
 
 
944 Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, EU:C:2012:137, apartado 
42. 
945 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08, EU: T:2009:266, apartado 73. 
946 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08, EU:T:2009:266, apartado 69. En 
relación con la Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, EU:C:2012:137, 
apartado 39. 
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5.3.1.1. Criterios no pertinentes para apreciar la propiedad o el control entre 
entidades en las medidas restrictivas del sector financiero iraní 
 
 El primer elemento relativo a la “inexistencia en su caso de un nexo entre su 
actividad y la proliferación nuclear” obedece a que la adopción de una medida de 
congelación de fondos no está motivada por el hecho de que se participe en la 
proliferación nuclear947. Hay que tener una visión más panorámica del régimen de 
medidas restrictivas que se ha venido aplicando contra Irán. Las medidas tienen como 
objetivo ejercer presión para impedir la proliferación nuclear y, sobre todo, su 
financiación, con aras a mantener la paz y la seguridad internacionales. La motivación 
detrás de la congelación de fondos a entidades que son propiedad o se encuentran bajo el 
control de otras entidades es, sin lugar a duda, el riesgo no insignificante, en palabras 
TJUE, de que dicha entidad ejerza presión sobre estas. La congelación de fondos se 
convierte en necesaria y apropiada para asegurar la eficacia de las medidas restrictivas y 
para garantizar que no se eluden948. Por ello, partiendo de la importancia primordial del 
mantenimiento a la paz y de la seguridad internacional, las restricciones a la libertad de 
ejercer una actividad económica y el derecho de propiedad de un establecimiento 
bancario, ocasionadas por las medidas de congelación de los fondos, no son para el TJUE 
desproporcionadas en relación con los fines perseguidos949.  
 Cabría plantearse la adopción de otras medidas menos restrictivas que la 
congelación de los fondos. Las mismas podrían aplicarse, o bien, de manera alternativa, 
o bien, acumulativamente. Estas medidas podrían tener contenido diverso como medidas 
 
947 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08, EU:T:2009:266, apartado 69, 
confirmado por la Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, 
EU:C:2012:137, apartado 40. 
948 Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, EU:C:2012:137, apartado 
58. 
949 Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, EU:C:2012:137, apartado 
61. 
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de vigilancia y de control, el aumento de la exigencia de la transparencia respecto a sus 
actividades, sobre todo, con relación a los detalles de las cuentas y operaciones relevantes, 
el reforzamiento de la cooperación con autoridades nacionales de los servicios 
financieros950, la aprobación previa de las operaciones y su vigilancia por un mandatario 
independiente, etc.951 
 En lo relativo al criterio “naturaleza de la actividad”, su irrelevancia deriva de que 
se busca castigar cualquier actuación que pueda coadyuvar a la proliferación nuclear y a 
su financiación. La amplitud con la que está concebida la disposición reglamentaria es tal 
que carecería de sentido realizar un elenco de actividades952.  
 
5.3.1.2. Criterios pertinentes para apreciar la propiedad o el control entre 
entidades en las medidas restrictivas del sector financiero iraní 
 
En primer lugar, el criterio pertinente al “sector de actividad de la entidad” no fue 
mencionado por el Tribunal General sino por el Abogado General Paolo MENGOZZI en 
 
950 En la sentencia analizada se trataba de la Financial Services Authority (FSA). En Europa serían 
competentes algunas autoridades como la mencionada, entre ellas: Bundesanstal für 
Finanzdienstleistungsaufsicht (BAFIN), en Alemania; Finanzmarktaufsicht (FMA), en Austria; 
Commission bancaire, financière et des assurances (CBFA), en Bélgica; Financial Supervision 
Commission, en Bulgaria; Financial Services Supervisory Agency, en Croacia; Cyprus Securities and 
Exchange Commission, en Chipre; Finanstilsynet, en Dinamarca; Agencija za trg vrednostnih papirjev 
(ATVP), en Eslovenia; Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV), en España; 
Finantsinspektsioon, en Estonia; Finanssilvalvonta Finansinspektionen, Finlandia; Autorité des marchés 
financiers (AMF), en Francia; Capital Market Commission (CMC), en Grecia; Autoriteit Financiële 
Markten (AFM), en Holanda; Financial Supervisory Authority; en Hungría; Central Bank of Ireland, en 
Irlanda; Financial Supervisory Authority, en Islandia; Commissione Nazionale per le Societa e la Borsa 
(CONSOB), en Italia; Finansu un kapitala tirgus komisija, en Letonia; Finanzmarktaufsicht, en 
Liechtenstein; Lietuvos Respublikos centrinisbankas, en Lituania; Commission de Surveillance du Secteur 
Financier (CSSF), en Luxemburgo; Malta Financial Services Authority (MFSA), en Malta; Finanstilsynet, 
en Noruega; Komisja Nadzoru Finansowego (KNF), en Polonia; Comissäo do Mercado de Valores 
Mobiliarios (CMVM), en Portugal; Ceska Narodni Banka, en República Checa; Národná Banka Slovenska, 
en República Eslovaca; Comisia Nationala a Valorilor Mobiliare, en Rumanía; y Finansinspektionen, en 
Suecia. 
951 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08, EU:T:2009:266, apartado 110, 
confirmado por la Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, 
EU:C:2012:137, apartados 59 y 60. 
952 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08, EU:T:2009:266, apartado 69. 
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sus conclusiones. Este criterio implica que, aunque se excluya la naturaleza de la 
actividad, la consideración del sector resultaría pertinente para la determinación de la 
propiedad953.   
El segundo lugar, uno de los primeros elementos que se emplean para determinar 
la propiedad es el porcentaje de la misma. El TJ no hace referencia al porcentaje de la 
propiedad que deba darse para que se cumpla el requisito. El TJ determinó “cuando una 
entidad es propiedad al 100% de una entidad que se considera que participa en la 
proliferación nuclear, queda cumplido el requisito de propiedad”. Y este funcionaría 
automáticamente. No obstante, este punto fue objeto de discrepancia entre el TG y el TJ, 
puesto que el primero estimó necesario realizar una verificación complementaria del 
criterio. Sin embargo, el TJ consideró que al actuar de este modo no se aplicó 
correctamente el Derecho de la Unión954 puesto que entendió que cuando una entidad es 
propiedad al 100 % de una entidad que se considera participa en la proliferación nuclear, 
queda cumplido el requisito de propiedad automáticamente sin necesidad de una 
comprobación ulterior. En cambio, el AG y el TG entendieron que debía realizarse una 
lectura enriquecida y una interpretación teleológica del criterio de propiedad. En su 
opinión no sería suficiente la mera propiedad formal, ya que no todos los supuestos de 
propiedad se resumen en una participación del 100 % de la sociedad matriz en el capital 
de su filial. Para el AG existe una presunción de que la propiedad de la totalidad va de 
consuno con la capacidad de la sociedad matriz de influir en la política de toma de 
decisiones de su filial, mientras que, en el caso de participación en el capital a un menor 
nivel, dicha capacidad podría parecer menos evidente955.  
 
953 Conclusiones del Abogado General en el asunto Melli Bank contra Consejo, EU:C:2011:424, apartado 
42. 
954 Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, EU:C:2012:137, apartado 
79 y 79. 
955 Conclusiones del Abogado General en el asunto Melli Bank contra Consejo, EU:C:2011:424, apartado 
25 y 26. Así, en el asunto AEG, el Tribunal de Justicia admitió por primera vez que, en los casos en los que 
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 En la divergencia de opinión entre ambas instancias es reveladora la postura 
defendida por AG al establecer: “considero que la solución que se deriva de ello se adapta 
a la vez al contexto particular en el que se tomaron las medidas restrictivas en el presente 
caso y a la situación específica de la recurrente en cuanto a la naturaleza, alcance e 
intensidad de sus relaciones con su sociedad matriz”956. Una verificación complementaria 
por parte del TJUE es más garantista con los derechos fundamentales de los sancionados. 
Llamando la atención la diferencia de apreciación en diversas estancias, la primera realizó 
un análisis más pormenorizado de los elementos determinantes para la concurrencia del 
concepto de propiedad.  
 La cuestión se acota en la relación existente entre una sociedad filial y su matriz. 
En el ámbito comunitario no existe una definición de empresa en el Tratado de 
Funcionamiento, de forma que el Tribunal de Justicia tuvo que rellenar el vacío 
elaborando un concepto jurisprudencial a efectos del derecho de la competencia. En el 
ámbito de las medidas restrictivas el TG consideró útil inspirarse en la jurisprudencia en 
materia de derecho de la competencia, y relativa a la imputabilidad del comportamiento 
infractor de una filial a su sociedad matriz. En el contexto del derecho de la competencia 
el concepto de empresa comprende cualquier entidad que ejerza una actividad económica 
con independencia del estatuto jurídico de dicha entidad y de su modo de financiación. 
Además, debe entenderse ese concepto en el sentido de que designa una unidad 
económica, aunque, desde el punto de vista jurídico, esta unidad económica esté 
constituida por varias personas físicas o jurídicas. Para el establecimiento de la relación 
existente entre una empresa matriz y sus filiales es necesario acudir a la denominada 
 
una sociedad matriz posee el 100 % del capital de su filial, se presume que la primera ejerce efectivamente 
un control sobre la segunda, recayendo sobre la matriz la carga de desvirtuar la presunción aportando 
pruebas de la autonomía de su filial. Sentencia del Tribunal de Justicia AEG Telefunken contra Comisión, 
C-107/82, EU:C:1983:293, apartado 50.  
956 Conclusiones del Abogado General en el asunto Melli Bank contra Consejo, EU:C:2011:424, apartado 
29. 
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“doctrina de la unidad económica”. Entendiendo por unidad económica aquella parte del 
patrimonio de una sociedad que funciona como un todo, con viabilidad funcional y con 
cierto grado de autonomía. Esta doctrina está estrechamente vinculada tanto a la noción 
de propiedad como de control. De este modo, forman parte de la misma empresa todas 
las sociedades dependientes sometidas al control de una misma sociedad dominante957.  
 La jurisprudencia del TJUE, a efectos del derecho de la competencia, entiende que 
se puede imputar a la matriz responsabilidad por actuaciones de los filiales, en virtud de 
este razonamiento puesto que determina:  
 
[…] el comportamiento de una filial puede imputarse a su matriz, [aunque tenga 
personalidad jurídica separada y sin que sea necesario demostrar la implicación 
personal de esta en la infracción], cuando la primera no determina, de manera 
autónoma, su conducta en mercado, sino que aplica esencialmente las instrucciones 
que le imparte su matriz, teniendo en cuenta los vínculos económicos, 
organizativos y jurídicos que existan entre ambas entidades jurídicas958.   
 
 El comportamiento de una filial puede imputarse a su matriz cuando esta ejerce 
una influencia determinante sobre la primera. Estas nociones del derecho de competencia 
indican los primeros indicadores para determinar cuando una influencia es determinante.  
 Los elementos a priori para abordarlo son, o bien, las instrucciones dimanantes 
de la sociedad matriz, o bien, los vínculos económicos, organizativos y jurídicos. 
Respecto del primer elemento, el problema es probar la existencia de las instrucciones en 
el ámbito de las medidas restrictivas. La existencia de vínculos económicos, organizativos 
y jurídicos es una labor más compleja. Circunscribiéndose al ámbito de las medidas 
restrictivas, el Consejo de la Unión Europea entiende, por un lado, que existe propiedad 
 
957 ARMENGOL, Oriol, “La responsabilidad de las sociedades matrices por las conductas anticompetitivas 
de sus filiales”, Notas informativas Cátedra Pérez Llorca.  
958 Sentencia del Tribunal de Justicia Eni contra Comisión, C-508/11 P, EU:C:2013:289, apartado 46. 
Las medidas restrictivas de la Unión Europea y su incidencia en los Derechos Humanos 
 Estudio del caso de Irán 
 273  
si la persona jurídica o entidad es propiedad de otra persona jurídica o entidad que está 
en posesión de más del 50 % de la misma o tiene una participación mayoritaria. Si este 
criterio se cumple, se considera que la persona jurídica o entidad es propiedad de otra 
entidad o persona959. Por otro lado, los criterios que deben tenerse en cuenta al evaluar si 
una persona jurídica o entidad es controlada por otra persona o entidad, solo o en virtud 
de un acuerdo con otro accionista o tercero, son las siguientes acciones: 
a) Tener el derecho o la facultad de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros 
del órgano de administración, dirección o supervisión de dicha persona jurídica o 
entidad. 
b) Haber designado, únicamente como resultado del ejercicio de uno de los derechos 
de voto de una mayoría de los miembros del órgano de administración, de gestión o 
de supervisión de una entidad jurídica o persona que ejercieron esas funciones 
durante el año financiero en curso y el anterior. 
c) Control en exclusiva, en virtud de un acuerdo con otros accionistas o miembros de 
una persona física o jurídica, una mayoría de los derechos de voto de los accionistas 
o socios de la persona jurídica o entidad. 
d) Tener el derecho a ejercer una influencia dominante en una persona jurídica o 
entidad, en virtud de un acuerdo celebrado con esa persona jurídica o entidad, o de 
una disposición en su Memorándum o Estatutos, siempre y cuando la ley que rige 
esa persona o entidad jurídica les permite la celebración de dicho acuerdo o 
disposición. 
e) Tener la facultad de ejercer el derecho a practicar una influencia dominante 
mencionada en el punto anterior, sin ser el titular de ese derecho. 
 
959 Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas restrictivas. 8519/18. Consejo 
de la Unión Europea. Bruselas, 4 de mayo de 2018. Párrafo 62. 
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f) Tener el derecho de uso de la totalidad o parte de los activos de una persona jurídica 
o entidad. 
g) La gestión del negocio de una persona jurídica o entidad sobre una base unificada, 
publicando cuentas consolidadas. 
h) Compartiendo solidariamente los pasivos financieros o de una persona jurídica o 
entidad, o el aval ellos. 
 No obstante, si no se cumple ninguno de estos criterios, se considera que la 
persona jurídica o la entidad es controlada por otra persona o entidad, a menos que lo 
contrario se puede establecer en ese caso concreto. Esta argumentación también es 
predicable cuando el cumplimiento de los criterios anteriores de la propiedad o el control 
puede ser refutado. Los elementos enunciados anteriormente operan como una presunción 
iuris tantum960.  
 En tercer lugar, el criterio del nivel de la independencia operativa de la entidad se 
determina atendiendo a la existencia de una influencia determinante de la entidad matriz 
sobre la filial. Es decir, si la filial puede ser inducida a aplicar las instrucciones de la 
matriz en lugar de determinar con autonomía su línea de acción. La influencia para ser 
calificada como determinante debe ser hasta tal punto que resultaría indiferente si el 
comportamiento impuesto por la entidad matriz no es de la misma naturaleza que la de la 
matriz961. Se tiene que demostrar la existencia de una influencia independientemente del 
ámbito. No se tiene que demostrar influencia en materia de proliferación nuclear, solo en 
la actuación de la filial. 
 
960 Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas restrictivas. 8519/18. Consejo de 
la Unión Europea. Bruselas, 4 de mayo de 2018. Párrafo 63-65.  
961 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartado 121.  
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 Según el TJUE, el nombramiento del personal es uno de los elementos que mayor 
peso tiene para la determinación de una influencia determinante. La sociedad matriz 
puede ejercer dicha presión sobre los administradores o los empleados de la entidad 
poseída para eludir el efecto de las medidas consistentes en la congelación de sus fondos, 
incitándolas a transferir directa o indirectamente sus fondos, o bien a realizar operaciones 
que la propia entidad no puede efectuar a consecuencia de la congelación. Cuando una 
entidad es propiedad plena de otra implica que la propietaria tiene derecho a nombrar sus 
administradores y, por tanto, puede ejercer un control efectivo de la composición de la 
dirección y, en definitiva, del conjunto de su personal. Ahora bien, es una presunción iuris 
tantum, debido a que el Tribunal admite que puedan mediar circunstancias excepcionales 
que contrarresten la influencia962.  
 En cambio, el Tribunal reitera que el hecho de que la sociedad filial tenga 
personalidad jurídica y de que la matriz no intervenga en su gestión corriente carece de 
pertinencia963. Otro elemento que en opinión del Tribunal carece de pertinencia es el 
hecho de que la sociedad filial y su personal hayan respetado las medidas restrictivas, los 
regímenes de sanciones y otras reglamentaciones en vigor y no haya sido objeto de 
medidas disciplinarias o reglamentarias en el pasado964. Obviamente el problema se 
desvela en el preciso momento en virtud del cual la sociedad matriz es objeto de medidas 
restrictivas, en el pasado ella misma podía realizar todas aquellas operaciones que 
posteriormente devienen incompatibles con las medidas restrictivas. Es decir, no es hasta 
el momento de la existencia de medidas cuando hay motivos para ejercer presión y por 
tanto es irrelevante cualquier mención a la actuación pasada de la entidad. Además, la 
 
962 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartado 122 y 123. 
963 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartado 125. 
964 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartado 126. 
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posibilidad de realizar una declaración por parte de la entidad poseída o controlada en la 
que se comprometa a respetar las consecuencias de la congelación de los fondos de su 
entidad matriz no implica las suficientes garantías de que la presión de la matriz no 
pudiese devenir eficaz965.  
 El carácter disuasorio intrínseco a las sanciones que podría sufrir el personal 
tampoco tiene suficiente entidad para entender que no se lleven a cabo medidas para 
encubrir el carácter ilícito de las operaciones relevantes, llegando incluso a recurrir a 
intermediarios o vías alternativas966. Tampoco influyen en la valoración de la existencia 
de la influencia el hecho de que los administradores de la sociedad filial tengan que 
cumplir con obligaciones derivadas del derecho nacional del país donde se encuentren 
constituidos, así como puedan estar sometidos a sanciones conexas. La mera existencia 
de las mismas no garantiza que vayan a ser cumplidas. Dado que una posible infracción 
solo podría descubrirse en un momento posterior, estas obligaciones carecerían del efecto 
preventivo que sí poseen las medidas restrictivas. Un ejemplo de este tipo de obligación 
sería el de someter el nombramiento de sus futuros administradores a la aprobación de las 
autoridades nacionales competentes en la imposición o ejecución de las medidas967. En 
último lugar, según el TG la vigilancia realizada por las autoridades nacionales de los 
servicios financieros respecto de los nombramientos de los administradores y de algunos 
otros miembros del personal tampoco puede contrarrestar la influencia que la sociedad 
matriz puede ejercer968. En definitiva, según el TG los elementos a considerar para 
observar la influencia son los siguientes: 
 
965 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartado 105. 
966 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartado 126. 
967 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartado 127. 
968 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartado 128. 
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Influyentes No influyentes 
Nombramiento del personal 
El “sancionado” (filial) tiene personalidad 
jurídica y la matriz no interviene en su gestión 
corriente. 
 
Respeto de las medidas restrictivas, los 
regímenes de sanciones y otras 
reglamentaciones en vigor que no hayan sido 
objeto de medidas disciplinarias en el pasado. 
 
Existencia de obligaciones de los 
administradores derivadas del derecho de 
sociedades. 
 
Vigilancia realizada por las autoridades 
nacionales de los servicios financieros 
respecto nombramientos. 
 
Tabla nº 3. Elementos influyentes y no influyentes en la determinación de la influencia 
Fuente: elaboración propia 
   
En el examen de las sanciones contra el sector bancario, los elementos 
determinantes son los relativos a propiedad y control de las sociedades contra quienes se 
aplican las sanciones. Lo más importante radica en determinar la influencia, es decir, la 
existencia de influencia independientemente del ámbito de la misma. No se tiene que 
demostrar influencia en materia de proliferación nuclear, solo influencia en la actuación 
de la filial. El elemento que analiza el TJUE es el nombramiento del personal. Siendo 
irrelevante que la filial (la entidad sancionada) tenga personalidad jurídica y que la matriz 
no intervenga en su gestión corriente, no haber sido objeto de medidas disciplinarias en 
el pasado, la existencia de obligaciones de los administradores derivadas del derecho de 
sociedades, vigilancia realizada por las autoridades nacionales de los servicios financieros 
respecto nombramientos, entre otros. En lo relativo a la propiedad se entiende 
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automáticamente que hay control cuando exista una propiedad del 100 % de la matriz 
sobre la filial. Si bien el TJUE establece que se está ante una presunción iuris tantum.  
  En las medidas restrictivas sobre el sector financiero y bancario iraní fue 
determinante arrojar luz sobre elementos definitorios del régimen de sanciones. La 
aceptación o no de una verificación complementaria por parte del juez incide en los 
límites del derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva. A lo largo del presente 
epígrafe se ha observado cómo el TJ defiende una interpretación laxa y amplia de los 
conceptos, buscando un mayor encaje de supuestos y cubriendo un gran número de 
situaciones reales. 
 
5.3.2 Las medidas restrictivas sobre el sector petrolero y gasístico iraní 
 
Una de las razones que explican que entre los principales sectores receptores de 
las medidas restrictivas se encuentre el petrolero y gasístico es que actualmente Irán es el 
tercer mayor productor de petróleo de la Organización de Países Exportadores de Petróleo 
(OPEP)969. Las sanciones dirigidas a su sector energético necesariamente afectan 
adversamente a los precios mundiales del petróleo. La incertidumbre sobre la estabilidad 
en la región y las exportaciones de petróleo de Irán generalmente hace que los precios 
mundiales del petróleo fluctúen. Se trata de un efecto colateral de las medidas restrictivas 
que implicará a su vez que sea un sector cuyo régimen de sanciones goce de varias 
particularidades y que el juez de la Unión muestre un especial interés y preocupación en 
las decisiones que le afecten. Además, las empresas del sector se enfrentan a dificultades 
 
969 Organization of the Petroleum Exporting Countries, 2017 Annual Report, 2018, pp. 27-28.  Disponible 
online: www.opec.org/opec_web/static_files_project/media/downloads/publications/AR%202017.pdf  
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de interpretación del alcance de las medidas comerciales y financieras, aunque los actos 
jurídicos de la UE sean de aplicación y eficacia directa970. 
 Las medidas restrictivas que se adoptaron contra empresas pertenecientes al sector 
petrolero y gasístico iraní se insertaron dentro de las restricciones al comercio. La 
Resolución 1929 (2010) del 9 de junio del CSNU motivó una nueva oleada de medidas 
restrictivas, decidiéndose medidas más severas contra ciertos sectores. Sin embargo, el 
Consejo de Seguridad no adoptó ninguna decisión respecto al sector energético, 
simplemente el decimoséptimo considerando estableció: 
 
Reconociendo que el acceso a fuentes de energía diversas y fiables es decisivo para 
el crecimiento y el desarrollo sostenibles, al tiempo que observa el posible vínculo 
entre los ingresos del Irán derivados de su sector energético y la financiación de las 
actividades nucleares del Irán que son estratégicas desde el punto de vista de la 
proliferación, y observando que el equipo y los materiales para el proceso químico 
necesarios en la industria petroquímica son muy semejantes a los que se necesitan 
para determinadas actividades estratégicas relativas al ciclo del combustible 
nuclear971. 
 
Cuando se trasladó al ámbito comunitario, en primer lugar, a través de la 
declaración del Consejo Europeo del 17 de junio de 2010 se estableció: 
 
These [accompanying measures] should focus on the areas of trade, especially dual 
use goods and further restrictions on trade insurance; […] key sectors of the gas 
and oil industry with prohibition of new investment, technical assistance and 
transfers of technologies, equipment and services related to these areas, in 
particular related to refining, liquefaction and LNG technology; […]972. 
 
 
970 PASTOR PALOMAR, Antonio, “Las sanciones o medidas restrictivas …”, op. cit., p.139. 
971 Resolución 1929 (2010) del Consejo de Seguridad, del 9 de junio de 2010, p.3. 
972 Consejo de la Unión Europea, Conclusiones, 17 de junio de 2010, apartado 4.  
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En segundo lugar, se dictó la Decisión 2010/413 donde el Consejo ejecutó la 
anterior declaración y adoptó medidas restrictivas adicionales respecto a esta. En la 
misma se establece lo siguiente:  
 
La [Resolución del Consejo de Seguridad] 1929 (2010) destaca el posible vínculo entre 
los ingresos derivados del sector energético iraní y la financiación de la proliferación 
de las actividades nucleares relacionadas con la proliferación y, además, observa que 
los equipos y materiales de procesamiento químico necesarios en la industria 
petroquímica tienen mucho en común con los necesarios en determinadas actividades 
sensibles del ciclo del combustible nuclear. 
 
Con arreglo a la declaración del Consejo Europeo, los Estados miembros deben 
prohibir la venta, el suministro o el traslado a Irán de los equipos y tecnologías 
pertinentes, así como su respectiva asistencia técnica y financiera, que pudieran 
utilizarse en sectores clave de la industria del petróleo y del gas natural. Por otra parte, 
los Estados miembros prohibirán cualquier nueva inversión en dichos sectores en 
Irán973. 
 
En virtud del vínculo entre los cuantiosos ingresos del sector energético iraní y la 
financiación de la proliferación nuclear, cualquier actuación relacionada con el comercio 
del primer sector puede implicar un riesgo para la proliferación. Por ende, se insertan 
dentro del ámbito competencial de estos instrumentos y son susceptibles de ser objeto de 
medidas restrictivas las entidades que de modo alguno realicen una actuación dentro del 
mencionado sector. Un elemento clave para comprender esta normativa y el mencionado 
vínculo es el relativo a la justificación del vínculo y un concepto que gozará de especial 
importancia: “apoyo”. No obstante, debido a su impacto sobre la obligación de 





973 Decisión 2010/413/PESC del Consejo de 26 de julio de 2010 relativa a la adopción de medidas 
restrictivas contra Irán y que deroga la Posición Común 2007/140/PESC. Diario Oficial L nº 195, 27 de 
julio de 2010, p.39, considerandos 22 y 23.  
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TERCERA PARTE. EL RESPETO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
EN LAS MEDIDAS RESTRICTIVAS CONTRA LA REPÚBLICA ISLÁMICA 
DE IRÁN 
 
El respeto de los derechos fundamentales en la Unión Europea es considerado 
como un elemento esencial de toda la construcción europea, tanto es así que dicho 
principio es uno de los ejes principales de la Unión con el fin de realizar los objetivos 
comunitarios974. Desde 1974, el TJUE viene exigiendo que todo acto de la UE debe 
respetar los derechos fundamentales para ser conforme a Derecho. Esta premisa orienta 
la acción exterior de la UE puesto que en sus relaciones internacionales debe afirmar y 
promover la protección de los derechos fundamentales y es, justamente, en este ámbito 
donde se inserta la labor sancionadora con la imposición de sanciones o medidas 
restrictivas, en virtud de los artículos 215 y 75 del TFUE975. Ambas disposiciones 
codifican la exigencia de que las medidas restrictivas contengan las disposiciones 
necesarias en materia de garantías jurídicas. La adopción de medidas restrictivas 
incompatibles con el respeto de los derechos humanos puede conllevar la declaración de 
ilegalidad de los actos por parte del TJUE y, por ende, su nulidad dentro del orden 
comunitario976. 
Los Tratados constitutivos de las Comunidades no contenían disposiciones 
relativas a los derechos fundamentales, como consecuencia de que la organización solo 
 
974 A la luz del artículo 2 del TUE el cual establece que la UE se fundamenta en los valores de respeto de 
la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos. 
975 BOU FRANCH, Valentín, “La Unión Europea y los Derechos Fundamentales: desafíos actuales”, 
Revista Europea de Derechos Fundamentales, núm. 24, 2014, p. 19. 
976 En virtud de los artículos 263, 264 y 266 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Véase: 
ORTEGA SANTIAGO, Carlos, “La anulación total o parcial de los actos legislativos comunitarios por el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea”, UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 33, 2014, p.248. 
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estaba concebida como una entidad de carácter económico977, pero con el proceso de 
integración europea se fue configurando un auténtico sistema de protección de derechos. 
En el ámbito europeo el sistema de protección de los derechos fundamentales es dual: por 
un lado, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, adoptada en Niza el 7 de diciembre de 2000, con 
sus posteriores adaptaciones del 12 de diciembre de 2007 realizadas en Estrasburgo y, por 
otro lado, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Convención Europea de 
Derechos Humanos de 1950. La Carta de los Derechos Fundamentales tiene el mismo 
valor jurídico que los Tratados constitutivos, en virtud del artículo 6.1 del TUE.  
Las sanciones contra individuos y entidades han llevado a la sumisión de un gran 
número de asuntos frente al Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), que ha 
adoptado un papel esencial limitando y dotando de contenido al poder sancionador de la 
Unión Europea978. El aumento del protagonismo del TJUE es consecuencia del aumento 
en el uso de sanciones económicas de la UE como un instrumento clave de su Política 
Exterior y de Seguridad Común y del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia y de la 
percepción de que la sanción ha sido errónea, injusta o desproporcionada. Ha habido un 
claro avance desde los tiempos en que el TJUE no conocía de cuestiones relacionadas con 
el respeto de los derechos humanos, y en el Tratado solo se recogía la referencia a la no 
discriminación por razón de nacionalidad y a la no discriminación salarial por razón de 
género979. Actualmente, la fiscalización y monitorización de los regímenes de sanciones 
por el TJUE se ha convertido en un elemento esencial para la comprensión de las medidas 
restrictivas.  
 
977 BOU FRANCH, Valentín, “La Unión Europea y los Derechos Fundamentales: desafíos actuales”, 
Revista Europea de Derechos Fundamentales, núm. 24, 2014, p. 16. 
978 LESTER, Maya, “Brussels lists, Luxembourg de-lists Sanctions de-designation cases in the European 
Court”, World ECR, 2013. 
979 CEBADA, Alicia, “La Unión Europea: ¿Una Acción Exterior Inteligente?”, Iustel, 2008, p. 117. 
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Esta tercera parte se basa en el análisis de la jurisprudencia del TJUE ya que se 
trata de un sistema jurisdiccional integrado en un marco jurídico más amplio que el del 
TEDH, el cual tiene por objeto materias muy diversas, desde sociales a económicas 
pasando por acciones de la acción exterior. El ordenamiento comunitario pretende 
constituirse como un ordenamiento jurídico autónomo y no como el resultado de acuerdos 
interestatales. Por ello, la configuración relativa al reconocimiento y defensa de los 
derechos fundamentales se esgrime como un subsistema dentro de este ordenamiento, y 
está estrechamente relacionado con los objetivos y principios básicos inspiradores del 
sistema comunitario. Con el Tratado de Lisboa el sistema de protección de derechos 
cuenta una base normativa específica y el TJUE se ha convertido en un instrumento 
superior de defensa de los derechos de la Carta980.  
En el ámbito de las sanciones, para evitar la violación de los derechos 
fundamentales, la UE ha creado su propio sistema jurídico en virtud de resoluciones del 
Consejo de Seguridad de la ONU en materia de lucha contra el terrorismo y otros actos 
en el marco del Tratado constitutivo de la UE y, posteriormente, en el Tratado de 
Lisboa981. Uno de los principales objetivos de este trabajo de investigación es determinar 
las características del sistema jurídico comunitario, sobre todo en lo relativo a la 
protección de los derechos fundamentales. Para alcanzar este objetivo no se realiza 
exclusivamente un análisis de la jurisprudencia en esta materia, sino que además se 
establecen las diferencias existentes de apreciación entre el Tribunal General, en primera 
instancia, y el TJ, en segunda instancia. Las materias objeto de pronunciamiento en el 
caso iraní por parte del TJUE son altamente sensibles por su impacto en la seguridad 
 
980 LÓPEZ GUERRA, Luis, “El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, el Tribunal de Justicia de la UE 
y ‘le mouvement nécessaire des choses’”, UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 39, 2017, p. 164. 
981 ESTUPIÑAN SILVA, Rosmerlin, “Las listas negras del terrorismo y el respeto de los derechos 
fundamentales: reacciones judiciales europeas y respuesta de Naciones Unidas”, Criterio jurídico 
garantista, vol. 3, 2011, p. 143. 
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internacional y en las relaciones internacionales de la UE con otros actores. Habiéndose 
estudiado las particularidades de los procesos sancionadores que se aplicaron en la 
República Islámica de Irán, se busca una justificación a este fenómeno, es decir, se trata 
de dar respuesta a cuestiones diversas como: ¿a qué responde la diferencia de apreciación 
entre instancias? ¿Por qué hay diferencias en el disfrute de los derechos humanos a tenor 
del sector a los que afecte las medidas restrictivas? ¿Se debe a su sensibilidad? ¿Hay un 
interés de la comunidad internacional en estas diferencias de apreciaciones?  
La aplicación de medidas restrictivas implica necesariamente la restricción de 
derechos fundamentales, se parte de la premisa de que los derechos no son absolutos y 
que los conflictos entre los bienes jurídicos son inevitables. Las restricciones a los 
derechos individuales se aceptan, ya sean expresas o implícitas982. Entendiéndose por 
restricción de los derechos fundamentales “aquellas intromisiones vulneradoras prima 
facie del ámbito de protección de los derechos fundamentales, ello implica que conforman 
el supuesto de hecho del derecho fundamental, y que, por este motivo, precisan de 
justificación conforme al principio de proporcionalidad”983. Por tanto, cuando exista una 
restricción del derecho será necesario su sometimiento al cumplimiento de una serie de 
exigencias para que no tenga lugar una violación o conculcación de los mismos. Para que 
una limitación de un derecho fundamental se ajuste a derecho se necesita que se ajuste no 
solo al principio de proporcionalidad, y a una serie de exigencias tales como: previsión 
legal, consecución de un fin legítimo y necesario para una sociedad democrática984, etc. 
Los derechos fundamentales no se agotan con su inserción y configuración en un texto 
jurídico, sino que entran en una dinámica de desarrollo, interpretación y aplicación por 
 
982 PATI, Roza, “Rights and Their Limits: The Constitution for Europe in International and Comparative 
Legal Perspective”, Berkeley Journal of International Law, vol. 23, 1, 2005, p. 249. 
983 CABEZUDO BAJO, María José, “La restricción de los derechos fundamentales”, Revista de Derecho 
Político, núm. 62, 2005, p. 190. 
984 PATI, Roza, “Rights and Their Limits: The Constitution for Europe in International and Comparative 
Legal Perspective”, Berkeley Journal of International Law, vol. 23, 1, 2005, p. 251. 
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parte de legisladores y jueces que afectará tanto a su sentido como a su función985. En 
esta parte se analizan las exigencias derivadas de la práctica del TJUE y de la normativa 
europea aplicable. 
La estructura de la tercera parte consiste en dar respuesta a las preguntas 
anteriores. En el capítulo VI se analizan los límites procesales de las medidas restrictivas 
establecidos en el caso iraní por la jurisprudencia del TJUE para un verdadero disfrute 
del derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva, con especial atención a la obligación 
de motivación. Y en el capítulo VII se estudian los aspectos sustantivos de la aplicación 
de las medidas restrictivas: el derecho al honor, el derecho de propiedad y al libre ejercicio 
















985 ABA CATOIRA, Ana, “El concepto jurisprudencial de límite de los derechos fundamentales”, Anuario 
da Facultade de Dereito da Universidade da Coruña, 1998, p. 16.  
986 Los derechos que se analizaran en la tercera parte son los que se ven afectados en la adopción e 
imposición de medidas restrictivas y cuya violación ha sido denunciada con mayor frecuencia frente al 
TJUE. Para un análisis cuantitativo se puede consultar el Gráfico nº8. Evolución de los derechos 
fundamentales frente al TJUE. Período 2008-2018 de la Adenda V.  
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Capítulo VI. El derecho a la tutela judicial efectiva y a un juicio justo 
como límite procedimental a las medidas restrictivas 
 
El derecho de defensa está revestido de una gran complejidad porque se concibe 
como una recopilación de garantías procesales que son empleadas por el sujeto pasivo en 
un proceso y conforman el derecho de defensa. Su base jurídica se encuentra en el artículo 
6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH), gozando de una posición de 
preeminencia dentro de las garantías previstas en el mencionado instrumento987. Además, 
los derechos procesales encuentran su fundamento jurídico en el artículo 13 del CEDH 
donde se regula el derecho a un recurso efectivo.  
El artículo 6 CEDH establece en su apartado tercero un elenco de derechos 
instrumentales con vistas a proporcionar una garantía a los acusados para asegurar la 
preparación, desarrollo y ejecución de su defensa. El primero de estos derechos es el 
derecho a ser informado sobre el contenido y la naturaleza de la acusación y los derechos 
procesales básicos. El tenor literal del apartado a) establece: “Todo acusado tiene, como 
mínimo, […] derecho a: ser informado, en el más breve plazo, en una lengua que 
comprenda y de manera detallada, de la naturaleza y de la causa de la acusación formulada 
contra él […]”. Disponer de la información sobre los derechos procesales y sobre la 
acusación que se imputa forma parte del contenido esencial del derecho de defensa. Este 
derecho tiene especial incidencia en el ámbito sancionador respecto de dos elementos, en 
primer lugar, la notificación en la adopción y el mantenimiento de las medidas restrictivas 
y, en segundo lugar, respecto a la obligación de motivación del acto lesivo. 
 
987 MILIONE, Ciro, “El derecho a la tutela judicial efectiva entre el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, XIV Congreso de la Asociación de Constitucionalistas de 
España, Universidad de Deusto, 2016, p. 2. 
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Este derecho de información conecta con la necesidad de disponer del tiempo 
suficiente y de las facilidades necesarias para la preparación de la defensa, garantía 
consagrada en el apartado b) del artículo 6 al establecer: “Todo acusado tiene, como 
mínimo, […] derecho a: disponer del tiempo y de las facilidades necesarias para la 
preparación de su defensa”. El derecho de acceso al expediente es una facilidad necesaria 
para llevar a cabo la preparación de la defensa988.  
En relación con la satisfacción de este derecho se aborda en este capítulo la 
utilización de pruebas secretas y confidenciales. Las medidas restrictivas versan sobre 
ámbitos sensibles que requieren de la utilización de los medios de los servicios de 
inteligencia de los Estados miembros. La Comisión emplea en su adopción este material. 
Sin embargo, el TJUE debe encontrar el equilibrio necesario entre los intereses de la UE 
y sus miembros y los derechos de defensa del sancionado989. 
De igual manera, estos derechos y garantías se encuentran contemplados en los 
artículos 47 y 48 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE). 
El derecho a dicha tutela constituye uno de los principios generales del Derecho que 
resultan de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros990. 
Asimismo, dentro del ámbito de la Carta de Derechos Fundamentales se encuentra el 
derecho a una buena administración, consagrado en el artículo 41 de la Carta. Esta 
disposición incide en los derechos procesales puesto que incluye el derecho a ser oído, el 
acceso a la información y a la motivación de las decisiones, además de un derecho a 
compensación por el incumplimiento de las obligaciones públicas y un derecho a la 
correspondencia con la administración. Son elementos y garantías que conforman el 
 
988 MORENO VIDA, M. Nieves, “El derecho a un proceso equitativo en el Convenio Europeo De Derechos 
Humanos”, Temas Laborales, 2018, p.116. 
989 European Union Committe, “The legality of EU sanctions”, House of Lords, 2017, p.18.  
990 MILIONE, Ciro, “La interpretación del art. 47 CDFUE como expresión de la labor hermenéutica del 
Tribunal de Luxemburgo en la construcción de un estándar europeo de protección de los derechos”, UNED. 
Teoría y Realidad Constitucional, núm. 39, 2017, p.658. 
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derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva. El “derecho a una buena administración” 
no se agota con el elenco de derechos que se enumeran en esta disposición. Se trata de un 
derecho fundamental independiente que garantiza a cada persona una “buena 
administración”. Es decir, que los asuntos de los ciudadanos sean gestionados con 
imparcialidad, de manera justa y dentro del marco temporal establecido y en el marco de 
una administración funcional y eficaz. Aunque se hable de ciudadanos, la titularidad del 
mencionado derecho es predicable tanto a los nacionales de los Estados miembros como 
a todas las personas cuyos asuntos e intereses se encuentren afectados991. Desde el punto 
de vista subjetivo, también es predicable de los sancionados que en un alto porcentaje son 
nacionales de terceros países. Este derecho se ha consagrado como un auténtico principio 
general del Derecho, basado en la existencia de la Unión como una comunidad de 
derecho992.  
En la regulación del derecho de defensa en el ámbito del CEDH y la del artículo 
48.2 de la Carta se hace mención al “acusado”. En principio, esta referencia parece 
circunscribir el derecho exclusivamente al ámbito penal. Sin embargo, los derechos 
previstos en la Carta deben de interpretarse de conformidad con el sentido y alcance del 
CEDH, y el Convenio debe comprenderse a la luz de la jurisprudencia del TEDH. De este 
modo, el Tribunal de Estrasburgo ha considerado que los procedimientos de sanciones 
también se encuentran bajo la cobertura del artículo 6 del CEDH. Por todo ello, la persona 
sometida a un procedimiento sancionador también es sujeto de los derechos de defensa 
reconocidos en la Carta. Según jurisprudencia del TJUE, el juez comunitario está 
obligado a velar por el respeto de los derechos fundamentales, que integran los principios 
 




992 MANGAS MARTÍN, Araceli, “Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Comentario 
artículo por artículo”, Fundación BBVA, 2008, p. 908. 
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generales del Derecho inspirados en las tradiciones constitucionales comunes de los 
Estados miembros993.   
El derecho a la tutela judicial efectiva ocupa un lugar preeminente en el universo 
de los derechos fundamentales. Sin embargo, este hecho es compatible con la existencia 
de limitaciones ante la existencia de otros intereses dignos de atención que en ningún caso 
impliquen la afectación de la esencia del derecho. Como ha establecido la jurisprudencia 
del TEDH: “la eventual interferencia del poder ejecutivo en los derechos de un individuo 
debe estar sujeta a un control efectivo que normalmente corresponde a los tribunales, al 
menos en última instancia, un control judicial que proporciona las mayores garantías de 
independencia, imparcialidad y juicio justo”994. Estas ideas impregnan la regulación y el 
disfrute del derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva en la imposición y ejecución 
de las medidas restrictivas. Desde el punto de vista de las garantías, la adopción de las 
medidas restrictivas es considerada una materia altamente sensible en las relaciones 
internacionales porque se produce una restricción de ciertas garantías procesales995. No 
obstante, esta limitación no puede implicar vaciar de contenido el derecho, una falta de 
garantías procesales y una merma significante de los derechos de defensa, sino que la 
regulación debe mantener el equilibrio entre los intereses de ambas partes.  
 A nivel jurisprudencial, las primeras resoluciones del TJUE evidenciaron que los 
derechos procesales, como el de acceso a los documentos y el derecho de defensa, están 
estrechamente vinculados con el derecho a la protección judicial efectiva. El TJUE ha 
declarado en sus decisiones que las partes interesadas solo pueden hacer un uso genuino 
 
993 MUERZA ESPARZA, Julio, “Derechos de la Defensa”, en CALDERÓN CUADRADO, Mª Pía y 
IGLESIAS BUHIGUES, José Luis, “El Espacio Europeo de Libertad, Seguridad y Justicia. Avances y 
Derechos Fundamentales en Materia Procesal”, Aranzadi, 2009, pp. 161-162. 
994 JIMÉNEZ GARCÍA, Francisco, “El control de legalidad en la ejecución de las sanciones internacionales 
antiterroristas por parte de la Unión Europea ¿tutela judicial efectiva o vuelta a la doctrina de los actos 
políticos?”, Revista de Derecho de la Unión Europea, núm. 15, 2008, p. 92.  
995 MANGAS MARTÍN, Araceli, “Evolución del respeto a los derechos humanos en la Unión Europea 
(teoría y práctica ante los nuevos desafíos del terrorismo)”, Agenda Internacional, núm.26, 2008, p.33. 
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del derecho a un recurso judicial cuando se posea un conocimiento preciso del contenido 
y los motivos de la sanción996. 
A continuación, se analizan cada una de las garantías que configuran el derecho 
de defensa y a la tutela judicial efectiva. En primer lugar, la obligación de notificación de 
la adopción y el mantenimiento de las medidas restrictivas. En segundo lugar, la 
obligación de motivación, para ello, se analiza la jurisprudencia del TJUE respecto del 
caso iraní. En tercer lugar, el derecho a ser oído y a recibir pruebas, realizando especial 
énfasis en el acceso a los documentos. Finalmente, se establece el problema relativo a las 
pruebas secretas e informaciones confidenciales.  
 
6.1 El derecho a ser informado en la adopción de medidas restrictivas: la notificación 
de las medidas restrictivas de derechos 
 
El artículo 48 de la Carta se corresponde con el contenido del artículo 6.3 del 
CEDH e implica el derecho del acusado a ser informado de la acusación. El derecho a ser 
informado no solo se concibe como uno de los derechos de defensa, sino que además 
supone una garantía de la defensa. Este derecho hace factible las condiciones de 
intervención de los acusados, es decir, que se les informe tanto de la existencia del proceso 
como de las resoluciones que se van produciendo a lo largo del mismo. Existe una 
interconexión entre el derecho a ser informado y la preparación de la defensa997. Se 
estudian dos elementos del derecho a ser informado que gozan de especial relevancia y 
sufren de una serie de particularidades en la imposición de medidas restrictivas. Por un 
 
996 ECKES, Christina, “Sanctions Against Individuals - Fighting Terrorism Within the European Legal 
Order”, European Constitutional Law Review, núm. 4, 2008, p. 210. 
997 PASCUAL SERRATS, Rosa, “El derecho a ser informado de la acusación (una aproximación al mismo 
a través de la jurisprudencia del TEDH)”, en CALDERÓN CUADRADO, Mª Pía y IGLESIAS 
BUHIGUES, José Luis, “El Espacio Europeo de Libertad, Seguridad y Justicia. Avances y Derechos 
Fundamentales en Materia Procesal”, Aranzadi, 2009, p. 241. 
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lado, la notificación en la adopción y el mantenimiento de las medidas restrictivas y, por 
otro, la obligación de motivación.  
La notificación de la adopción de las medidas restrictivas es esencial para el 
correcto disfrute del derecho a estar informado, y, por ende, del derecho al proceso 
debido. La exigencia de este requisito se estableció tras el asunto Organización 
Muyahidín del Pueblo de Irán (OMPI) contra el Consejo de la UE, en virtud del cual la 
UE fijó la obligación de proporcionar a los sancionados los motivos de la inclusión. El 
Consejo solo publicaba las declaraciones de los motivos y un aviso general para las 
personas y entidades sujetas a medidas restrictivas. La UE comenzó a enviar 
notificaciones privadas e individualizadas a partir de 2009, después de que los tribunales 
de la UE empezaran a exigirlo998. Una notificación es adecuada a derecho si contiene los 
siguientes extremos: las medidas adoptadas, la posibilidad de solicitar exenciones 
humanitarias, una declaración de los motivos, el modo de solicitar a la Secretaría del 
Consejo la reconsideración de la inclusión y la posibilidad de apelación frente al Tribunal 
de Justicia999. 
Por tanto, la satisfacción del derecho a ser informado depende en gran medida del 
momento de la recepción de la información, siendo imprescindible que se comunique de 
forma oportuna puesto que, si se realiza en un momento tardío, la comunicación perdería 
su utilidad y finalidad, pudiendo producir indefensión en el interesado1000. Según las 
Orientaciones sobre la aplicación y evaluación de las medidas restrictivas (sanciones) en 
el marco de la Política Exterior y de Seguridad Común de la UE:  
 
998 Se puede consultar un ejemplo de notificación, tal y como consta en los anexos de las Orientaciones 
sobre sanciones, de 4 de mayo de 2018 [5664/18], p.55, en el ADENDA VI. 
999 ERIKSSON, Mikael, “In Search of a Due Process – Listing and Delisting Practices of the European 
Union”, Uppsala University, 2009, p.35. 
1000 PASCUAL SERRATS, Rosa, “El derecho a ser informado de la acusación (una aproximación al mismo 
a través de la jurisprudencia del TEDH)”, en CALDERÓN CUADRADO, Mª Pía y IGLESIAS 
BUHIGUES, José Luis, “El Espacio Europeo de Libertad, Seguridad y Justicia. Avances y Derechos 
Fundamentales en Materia Procesal”, Aranzadi, 2009, p. 243. 
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La notificación de la decisión y de los motivos que justifican la inclusión en la lista 
se realizará por carta, cuando convenga, o mediante la publicación en la serie C del 
Diario Oficial, en el mismo día de la publicación del acto jurídico de que se trate, 
de una nota en que se les informe que el Consejo les remitirá, si así lo solicitan, los 
motivos de su inclusión en la lista. […] La notificación comunicará a las personas, 
grupos y entidades afectados su derecho a la posibilidad de formular observaciones 
y a solicitar la revisión de la decisión adoptada por el Consejo, así como su derecho 
a impugnar la decisión del Consejo ante el Tribunal General, de conformidad con 
las disposiciones pertinentes de los Tratados de la UE. Respecto de la notificación 
debemos distinguir la regulación relativa a la decisión inicial de inclusión de un 
nombre en una “lista negra” y las decisiones posteriores de mantenimiento del 
nombre de esa persona en la mencionada lista1001.  
 
Según reiterada jurisprudencia del TJUE, el Consejo debe cumplir con su 
obligación de motivación por medio de una comunicación individual, sin que baste la 
mera publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. La práctica del Consejo al 
respeto consiste en enviar la notificación a la persona afectada únicamente a una dirección 
concreta y, en ningún caso, a una dirección estimada. Se está ante una materia 
especialmente sensible, y no se puede correr el riesgo de que sea leída por personas ajenas 
a ella1002. Sin embargo, en la mayoría de los supuestos se trata de personas y entidades 
que tienen sus domicilios fuera del territorio de la Unión y las informaciones del Consejo 
pueden ser insuficientes o incompletas. En estos supuestos el Tribunal entiende que sería 
suficiente con la publicación en el Diario Oficial puesto que el Consejo no dispone de la 
dirección del sancionado. No siéndole reprochable una vulneración del derecho de 
defensa por la omisión de una notificación individual. Según la jurisprudencia, la falta de 
notificación individual no da lugar necesariamente a la anulación de un acto si se han 
 
1001 Orientaciones sobre la aplicación y evaluación de las medidas restrictivas (sanciones) en el marco de la 
Política Exterior y de Seguridad Común de la UE. Secretaría General del Consejo de la Unión Europea. 
Versión de junio de 2012. 11205/12, apartado 11.  
1002 Sentencia del Tribunal General Hassan contra Consejo, T-572/11; EU: T:2014:682, apartado 59.  
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preservado los derechos del sancionado. Cuando el Consejo ha incumplido su obligación 
de notificar individualmente un acto, pero el demandante ha tenido conocimiento de este 
y ha interpuesto un recurso contra él dentro del plazo prescrito, su derecho de defensa no 
resultaría conculcado habiendo tenido la oportunidad de defenderse1003. 
Excepcionalmente se puede publicar en el Diario Oficial la parte dispositiva y una 
motivación general, mientras que la motivación específica y concreta se notifica 
individualmente al sujeto por cualquier otro medio adecuado. Al existir el riesgo que una 
publicación demasiado detallada pueda entrar en conflicto con consideraciones 
imperiosas de interés general relacionadas con la seguridad de la Unión y de sus Estados 
miembros, con el mantenimiento de sus relaciones internacionales o los intereses 
legítimos de los sancionados, pudiendo dañar gravemente su reputación1004. En el 
supuesto en el que se desconozca la dirección exacta del sancionado sería suficiente una 
publicación en el DOUE, aunque podría ocasionarse un conflicto entre el derecho de 
defensa y el derecho al honor. La solución más acertada sería la de velar por el derecho 
de defensa del sujeto y que conste la motivación específica. En cambio, si existe un 
conflicto entre razones imperiosas de seguridad o de mantenimiento de la paz y el derecho 
de defensa del sancionado, en este supuesto sería más adecuado que solo constase una 
motivación general, y dicha práctica estaría en todo caso amparada por el artículo 52.1 de 
la Carta.  
En las Orientaciones se distingue entre la notificación de la decisión inicial y las 
decisiones de mantenimiento. Respecto de la inscripción inicial del nombre en la lista, las 
propuestas de inclusión en la lista deben ir acompañadas de exposiciones de motivos 
 
1003 Sentencia del Tribunal General Hassan contra Consejo, T-572/11; EU: T:2014:682, apartado 60.  
1004 Sentencia del Tribunal General Fares Al-Chihabi contra Consejo, T-593/11, EU: T:2015:249, apartado 
73. 
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precisas, actualizadas y defendibles1005. Las autoridades comunitarias no tienen 
obligación de comunicar los motivos, porque la comunicación previa podría poner en 
peligro la eficacia de las medidas impuestas. Las medidas restrictivas están concebidas 
para tener un efecto sorpresa1006. Es el fenómeno ocasionado en los sujetos objeto de la 
medida restrictiva, como consecuencia de la exoneración por parte del Consejo de la 
Unión de comunicar los motivos antes de la inclusión inicial de una persona o entidad en 
la lista, con la finalidad última de evitar poner en peligro la eficacia de las medidas, así 
como maximizar el impacto de las mismas. Las medidas deben producir este efecto 
sorpresa y aplicarse con efecto inmediato. Este efecto es predicable sobre todo de las 
medidas restrictivas de carácter financiero, por ejemplo, cuando se realiza una 
congelación de fondos. En estos casos, es necesaria una rápida implementación con 
firmeza para alcanzar los objetivos perseguidos por el Reglamento en cuestión de lo 
contrario serían fácilmente eludibles estas medidas1007.  
Las razones que justifican esta exoneración de la obligación de notificar son de 
tal importancia como la lucha antiterrorista, motivos relacionadas con la seguridad, la 
gestión de las relaciones internacionales de la UE y de sus Estados miembros, etc. Estas 
razones imperiosas justifican la oposición al traslado de ciertos datos a los interesados y, 
por tanto, a que se oigan sus alegaciones al respecto. Reiterada jurisprudencia del Tribunal 
acepta esta excepción del derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva puesto que 
sirve a unos objetivos legítimos, primordiales y de trascendencia no solo para la Unión, 
sino para la comunidad internacional en su conjunto. Esta práctica del Consejo no puede 
 
1005 Orientaciones sobre la aplicación y evaluación de las medidas restrictivas (sanciones) en el marco de la 
Política Exterior y de Seguridad Común de la UE. Secretaría General del Consejo de la Unión Europea. 
Versión de junio de 2012. 11205/12, apartado 17.  
1006 El efecto sorpresa es reconocido por el TJUE en su jurisprudencia, véase: Möllendorf y Möllendorf-
Niehuus, C-117/06, EU:C:2007:596, apartado 65; sentencia Francia/People’s Mojahedin Organization of 
Iran, C‑27/09 P, EU:C:2011:853, apartados 61 y 62; sentencia Kadi y Al Barakaat International 
Foundation/Consejo y Comisión, C-402/05 P, EU:C:2008:461, apartado 340; entre otros. 
1007 ERIKSSON, Mikael, “Targeting Peace: Understanding UN and EU Targeted Sanctions”, Ashgate 
Publishing, Ltd., 2011, p. 29. 
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ser objeto de crítica ya que es una medida, con carácter cautelar, coherente y per se, que 
no tiene por qué implicar una violación del derecho de defensa, más si el Consejo entiende 
que los motivos son suficientes y de peso para tomar la decisión.  
Respecto a la notificación previa de las decisiones de mantenimiento del nombre 
de las personas y entidades, la argumentación varía. En estos casos, la autoridad 
competente de la Unión Europea está en principio obligada a comunicar al sancionado, 
previamente a la adopción de la decisión, los elementos de los que dispone para 
fundamentarla, con el fin de que pueda defender sus derechos1008. Esta obligación tiene 
su razón de ser en que el efecto sorpresa, que eximía de la obligación de notificación y 
comunicación, ya no tiene sentido, puesto que la medida ya ha desplegado sus efectos. 
Sin esta justificación es necesario llevar a cabo la notificación en cumplimiento de estas 
garantías jurídicas exigidas por la legislación comunitaria y revestida de las 
características indicadas previamente.  
En los supuestos donde se mantienen los nombres sin modificar la motivación de 
la inscripción inicial una mera declaración podría ser suficiente. En cambio, cuando el 
Consejo modifica la motivación, la comunicación de las nuevas pruebas y el derecho a 
ser oído deben quedar garantizados1009. En estos casos debe existir la notificación a las 
personas y entidades objeto de la decisión. Existen supuestos donde pese a no existir una 
notificación de la motivación, ni de la inscripción inicial ni del mantenimiento de ella, el 
Tribunal no ha estimado que haya violación del derecho de defensa y a la tutela judicial 
efectiva. En el asunto Central Bank of Irán contra el Consejo1010 el Consejo no había 
 
1008 Sentencia del Tribunal General Fares Al-Chihabi contra Consejo, T-593/11, EU: T:2015:249, apartado 
44.  
1009 Sentencia del Tribunal General Fares Al-Chihabi contra Consejo, T-593/11, EU: T:2015:249, apartados 
46 y 48. 
1010 Central Bank of Iran interpuso un recurso de anulación frente al TG alegando los siguientes cuatro 
motivos, en primer lugar, se fundamenta la existencia de un error de apreciación; en segundo lugar, se 
defendía la existencia de un incumplimiento de la obligación de motivación; en tercer lugar, la violación 
del derecho de defensa y la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva y, en cuarto lugar, la 
vulneración del principio de proporcionalidad y del derecho a la protección de ls propiedad y el honor. El 
María Vallés González 
 296
comunicado al demandante los elementos documentales en los que se basaba la 
motivación debido a que entendía que se podían presumir al ser de conocimiento público 
y estaban implícitamente en la motivación de los actos que con carácter general hacían 
referencia al apoyo que se estaba realizando al Gobierno iraní. El TG concluyó que el 
Consejo no estaba obligado a facilitar los textos que precisaban las funciones y los 
poderes del Banco Central puesto que bajo su criterio existía una exención de esta 
obligación al entender que hay una presunción de su conocimiento1011. El apoyo al 
Gobierno iraní, y por ende a la proliferación nuclear, era intrínseca a las funciones del 
Banco Central del país.  
Desde el punto de vista de los derechos fundamentales de los sancionados, las 
apreciaciones del Tribunal con respecto al efecto sorpresa y la necesaria notificación de 
las modificaciones en la motivación resultarían adecuadas y suficientemente garantes con 
el derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva. No obstante, en una materia tan 
sensible como la actual se debería huir de presunciones y entendimientos previos, porque 
se puede ocasionar un perjuicio a los sancionados dada la complejidad de la materia. La 
notificación con carácter general debe contener los motivos de la adopción de los actos 
que constituyen las medidas, siempre y cuando esta notificación sea posible desde un 
punto de vista técnico, es decir, se conozca la dirección exacta, y desde un punto de vista 
fáctico sea viable en atención a criterios de oportunidad o urgencia de la UE.  
 
recurso fue desestimado íntegramente en la sentencia T-563/12. Esta decisión fue recurrida por Central 
Bank of Iran ante el TJ mediante recurso de casación. Los motivos en los que se fundamentó fueron, por 
un lado, un error de apreciación al considerar que la demandante había proporcionado apoyo económico al 
Gobierno iraní. Por otro lado, se alegó que se había incurrido en un error de apreciación en la consideración 
de que el Consejo no había incumplido la obligación de motivación. Finalmente, se alegaba la vulneración 
del derecho de defensa, el principio de proporcionalidad, así como derechos fundamentales de carácter 
sustantivo, como el derecho de propiedad y al honor. El recurso fue desestimado en su totalidad mediante 
la sentencia C‐266/15 P al considerarse que todos los motivos eran infundados. 
Análisis de la sentencia en LESTER, Maya, “ECJ rejects Central Bank of Iran’s appeal against its re-
listing”, European Sanctions Blog, 11 de abril de 2016. Disponible online: 
www.europeansanctions.com/2016/04/ecj-rejects-central-bank-of-irans-appeal-against-its-re-listing/ 
1011 Sentencia del Tribunal General Central Bank of Iran contra Consejo, T-563/12, EU: T:2015:187, 
apartado 97. Completado en segunda instancia, en la Sentencia del Tribunal de Justicia Central Bank of 
Iran contra Consejo, C-266/15P, EU:C:2016:208, apartados 32 a 38.  
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6.2  La obligación de motivación de las medidas restrictivas  
 
El contenido y la forma de la información para satisfacer el derecho a ser 
informado conecta con la obligación de motivación. Su base legal descansa en las 
disposiciones de la CEDH, en el TFUE y en Directivas de la UE. En primer lugar, el 
artículo 6.3 a) del CEDH establece el derecho del acusado a ser informado de la naturaleza 
de la acusación formulada contra él. La disposición exige que la información sea 
detallada. Según la jurisprudencia del TEDH este adjetivo debe entenderse como aquella 
información suministrada que sea precisa y concreta, considerando que una información 
excesivamente genérica, imprecisa o que no contiene una descripción circunstanciada de 
los elementos esenciales de la acusación puede afectar al contenido del derecho a ser 
informado y a la efectividad de la defensa1012. El TEDH contempla la posibilidad de que 
medien excepciones y limitaciones al alcance del derecho a ser informado. Se requiere de 
una justificación razonable que sea estrictamente necesaria para dar prevalencia a otros 
intereses por ser considerados más dignos de protección, como la preservación de 
derechos fundamentales de otro individuo o la salvaguarda de un interés público de 
importancia. Para la observancia de excepciones es necesario aplicar el principio de 
proporcionalidad y condicionarse a la concurrencia de determinadas circunstancias1013.  
En segundo lugar, el derecho a una resolución administrativa motivada obedece a 
la exigencia del párrafo tercero del artículo 41.2 de la Carta, cuyo tenor literal establece: 
 
1012 PASCUAL SERRATS, Rosa, “El derecho a ser informado de la acusación (una aproximación al mismo 
a través de la jurisprudencia del TEDH)”, en CALDERÓN CUADRADO, Mª Pía y IGLESIAS 
BUHIGUES, José Luis, “El Espacio Europeo de Libertad, Seguridad y Justicia. Avances y Derechos 
Fundamentales en Materia Procesal”, Aranzadi, 2009, p. 25.  
1013 PASCUAL SERRATS, Rosa, “El derecho a ser informado de la acusación (una aproximación al mismo 
a través de la jurisprudencia del TEDH)”, en CALDERÓN CUADRADO, Mª Pía y IGLESIAS 
BUHIGUES, José Luis, “El Espacio Europeo de Libertad, Seguridad y Justicia. Avances y Derechos 
Fundamentales en Materia Procesal”, Aranzadi, 2009, pp. 252-254. 
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“la obligación que incumbe a la administración de motivar sus decisiones”. Su 
configuración se realiza como un deber de la Administración en lugar de un derecho del 
interesado. Esta disposición persigue la finalidad de que los interesados puedan conocer 
las razones de la medida adoptada con el fin de defender sus derechos y de que el Tribunal 
de Justicia pueda ejercer su control. Este derecho de los particulares y la obligación de la 
Administración conecta con los derechos de defensa1014. Dentro del ámbito del derecho a 
una buena administración también se exige la obligación de motivación. La obligación de 
motivar un acto lesivo no solo es una exigencia establecida en el artículo 296 TFUE, sino 
que además constituye un corolario del principio del respeto del derecho de defensa. Esta 
obligación presenta una doble finalidad, por un lado, proporciona al interesado una 
indicación sobre si el acto está bien fundado o si eventualmente adolece de algún vicio 
que permita impugnar su validez ante el juez de la Unión, y, por otro lado, permite al 
Tribunal el control de legalidad. La motivación del artículo 296 TFUE debe mostrar de 
manera clara e inequívoca el razonamiento de la institución de la que emane el acto, para 
que el interesado pueda conocer las razones de las medidas y el órgano jurisdiccional 
competente para ejercer su control. La motivación debe ser “suficiente”, “clara”, 
“inequívoca” e identificar las razones específicas y concretas de la adopción del acto1015. 
En tercer lugar, hay que tener presente el artículo 6 de la Directiva 2012/13/UE, 
del 22 de mayo de 20121016, relativa al derecho a la información en los procesos penales, 
la cual establece el derecho a recibir información sobre la acusación. En virtud de esta 
disposición, la persona acusada o sospechosa debe recibir información sobre la infracción 
que se sospecha ha cometido o de la que viene acusado. Esta información debe ser 
 
1014 TOMÁS MALLÉN, Beatriz, “El derecho fundamental a una buena administración”, Instituto Nacional 
de Administración Pública, 2004, p. 199. 
1015 FUENTETAJA PASTOR, Jesús Ángel, “Del «derecho a la buena administración» al derecho de la 
Administración europea”, Cuadernos de Deusto, 2014, pp.23-24. 
1016 Directiva 2012/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2012, relativa al 
derecho a la información en los procesos penales. Diario Oficial L nº 42 de 1 de junio de 2012, pp. 1-10. 
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facilitada con prontitud y de forma detallada, debiendo incluir también la naturaleza, 
tipificación jurídica y la participación de la persona acusada. En este sentido, las 
informaciones estereotipadas o genéricas resultarán contrarias a la norma 
internacional1017.  
En síntesis, de la normativa se desprende que la motivación debe ser “suficiente”, 
“clara”, “inequívoca”, tiene que identificar las razones específicas y concretas de la 
adopción del acto, adaptándose al contexto donde opera. No exigiéndose que la 
motivación especifique todos los elementos de hecho y de derecho pertinentes. El carácter 
suficiente de la motivación debe apreciarse en relación con su tenor literal, con su 
contexto y con el conjunto de normas jurídicas que regulan la materia de que se trate. El 
mayor problema respecto a la obligación de motivación reside en determinar cuándo se 
entiende que la motivación del Consejo reviste de las características de precisión, detalle, 
suficiencia, ser inequívoca, etc., o de lo contrario se está ante alegaciones vagas e 
imprecisas. Para dar contenido a estos caracteres hay que contextualizar dónde se 
producen las motivaciones. La exigencia debe apreciarse necesariamente en función de 
las circunstancias de cada caso, el contenido del acto, la naturaleza de los motivos 
invocados y el interés que los destinatarios u otras personas afectadas directa e 
individualmente por dicho acto puedan tener en recibir explicaciones. 
En el ámbito de las medidas restrictivas que son adoptadas en el contexto de la 
política exterior y de seguridad común la persona o entidad afectada no goza de un 
derecho de audiencia previa a la adopción de una decisión inicial de congelación de 
fondos y de recursos económicos. El respeto de la obligación de motivación es tanto más 
importante por cuanto constituye la única garantía que permite al interesado utilizar 
oportunamente las vías de recurso a su alcance para impugnar la validez de dicha decisión, 
 
1017 Asociación Pro-Derechos Humanos y Observatorio Criminal, “Una aproximación al derecho de defensa 
del detenido y sospechoso. Las Directivas 2010/64, 2012/13 y 2013/48 de la Unión Europea”, 2015.  
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al menos después de la adopción de la decisión1018. Resulta de una reiterada 
jurisprudencia que para cumplir en la forma debida la obligación de motivación de un 
acto que impone medidas restrictivas, el Consejo debe mencionar los elementos de hecho 
y de derecho de los que se desprende la justificación legal de las medidas y las 
consideraciones que llevan a adoptarlas. La motivación del acto no solo debe referirse a 
los requisitos legales de aplicación de las medidas restrictivas, sino también a las razones 
específicas y concretas por las que el Consejo considera en el ejercicio de su facultad de 
apreciación, que la persona interesada tiene que ser objeto de la medida1019. Respecto a 
los elementos de derecho, la obligación de indicar la base jurídica deriva de la obligación 
de motivación y de la exigencia de seguridad jurídica que debe dimanar todo acto 
destinado a crear efectos jurídicos. En opinión del Abogado General Pedro CRUZ 
VILLALÓN no sería necesario que la motivación de los elementos de derecho se realice 
de manera explícita, puesto que implícitamente se puede cumplir con la obligación de 
motivación establecida por el artículo 296 TFUE1020. 
Otro elemento que analizar dentro de la presente obligación de motivación es si 
forma parte de esta exigencia la expresa referencia a la forma jurídica del acto, como fue 
discutido en el caso National Iranian Oil Company. En este asunto el TJUE concluyó que 
la mención de la forma jurídica no es necesariamente exigible al estar indicada la base 
jurídica de dicho acto. Además, numerosas disposiciones de los Tratados que conforman 
bases jurídicas no mencionan la forma de los actos jurídicos que pueden ser adoptados. 
El propio artículo 296 del TFUE establece: “cuando los Tratados no establezcan el tipo 
de acto que deba adoptarse, las instituciones decidirán en cada caso conforme a los 
 
1018 Sentencia del Tribunal General Hassan contra Consejo, T-572/11; EU: T:2014:682, apartado 69.  
1019 Sentencia del Tribunal General Fares Al-Chihabi contra Consejo, T-593/11, EU: T:2015:249, apartado 
66. 
1020 Conclusiones del Abogado General en el asunto National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, 
EU:C:2015:545, apartado 95.  
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procedimientos aplicables y al principio de proporcionalidad”. Por ende, se prevé 
expresamente la posibilidad de que las disposiciones del Tratado no precisen la forma de 
los actos que pueden adoptarse y no formaría parte del contenido de la mencionada 
obligación esta exigencia1021.  
Además, según la jurisprudencia en el ámbito de las medidas restrictivas “un acto 
lesivo está suficientemente motivado cuando recae en un contexto conocido por el 
interesado, permitiéndole comprender el alcance de la medida adoptada respecto a él”1022. 
Por lo que respecta al conocimiento por el demandante del contexto general en que se 
adoptaron las medidas restrictivas, el Tribunal entiende que, si se trata de una 
personalidad importante de la sociedad, el contexto necesariamente es conocido por él y 
este hecho exoneraría de la obligación de motivar la medida1023.  
En conclusión, para que en el ámbito de las medidas restrictivas se respete la 
obligación de motivación no se pueden emplear fórmulas genéricas estereotipadas 
prescindiendo de los elementos de hecho y de derecho justificativos de la adopción del 
acto, puesto que debe emplear argumentos “suficientes”, “claros” e “inequívocos”. A 
continuación, se analizan un elenco de pronunciamientos del TJUE que han sido objeto 
de recurso en segunda instancia y, por ende, han sido problemáticos donde se analiza el 
contenido de la motivación y su contexto. Estos pronunciamientos pertenecen a los 
ámbitos financiero y energético puesto que son los sectores que mayor número de 
recursos frente al TJUE han generado en el último período1024. De toda la labor del TJUE 
 
1021 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company (NIOC) contra Consejo, C-440/14P, 
EU:C:2016:128, apartados 18 y 19. 
1022 Sentencia del Tribunal de General Central Bank of Iran contra Consejo, T-563/12, EU: T:2015:187, 
apartado 57 y 58.  
1023 Sentencia del Tribunal General Fares Al-Chihabi contra Consejo, T-593/11, EU: T:2015:249, apartado 
71.  
1024 En ese sentido, el estudio empírico realizado por Elena CHACHKO en “Foreign Affairs in Court: 
Lessons from CJEU Targeted Sanctions Jurisprudence”, Yale Journal of International Law, núm.44, 2019. 
La autora elabora una base de datos que comprende 204 casos de recurrentes iraníes frente al TG entre el 9 
de julio de 2009 y 22 de marzo de 2017. Según la autora la mayoría de los recurrentes pertenecen al ámbito 
de la energía (28% de los casos) y al financiero/bancario (18% de los asuntos).  
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se subraya la utilidad del examen concreto de las situaciones de los recursos en procesos 
que son cuantitativamente considerables y jurídicamente de una gran complejidad1025. Por 
un lado, se realiza un examen jurisprudencial de la obligación del sector financiero y, por 
otro, en el sector petrolero y gasístico.  
 
6.2.1. Análisis jurisprudencial de la obligación de motivación en el régimen 
sancionador contra el sector financiero iraní 
 
En el examen de los motivos se observa la complejidad deriva sobre todo de la 
ampliación de los criterios de designación y de la motivación a aquellas personas o 
entidades que, aunque no tengan ningún vínculo directo o indirecto con la proliferación 
nuclear, puedan favorecerla al facilitar al Gobierno de Irán recursos o medios de tipo 
material, logístico o financiero que le permitan proseguir las actividades de proliferación. 
El artículo 1.7 a) ii) de la Decisión 2012/35/PESC1026 amplió el ámbito del artículo 20.1 
de la Decisión 2010/4131027, en virtud de la cual se produce una ampliación del ámbito 
subjetivo en el caso de la inmovilización de fondos para “otras personas y entidades […] 
que presten apoyo al Gobierno de Irán, así como personas y entidades vinculadas a ellas 
[…]”. Posteriormente, la Decisión 2012/635/PESC amplió aún más el espectro de la 
disposición a “otras personas, entidades u organismos que ofrezcan apoyo, por ejemplo, 
 
1025 CORTÉS MARTÍN, José Manuel, “Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 
Septiembre – diciembre 2009”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, núm.35, 2010, p.311 
1026 Decisión 2012/35/PESC del Consejo, de 23 de enero de 2012, por la que se modifica la Decisión 
2010/413/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº19 de 24 de 
enero de 2012, pp. 22-30. 
1027 Decisión 2010/413/PESC del Consejo, de 26 de julio de 2010, relativa a la adopción de medidas 
restrictivas contra Irán y que deroga la Posición Común 2007/140/PESC. Diario Oficial L nº195 de 27 de 
julio de 2010, p.39. 
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apoyo material, logístico o financiero, al Gobierno de Irán, y las personas y entidades 
asociadas con ellos” 1028.  
Uno de los elementos cuyo análisis merece especial atención en la motivación de 
las medidas restrictivas es el relativo al “apoyo” y las características y tipologías que este 
apoyo debe revestir. En este contexto el concepto de apoyo no es cualquier acción de 
apoyo, solo aquel que, por su importancia cuantitativa o cualitativa, contribuye a la 
continuación de las actividades nucleares iraníes. Para analizar estos conceptos se parte 
de la motivación en el caso de las medidas restrictivas relativas al ámbito financiero, por 
orden cronológico, para observar de este modo la evolución jurisprudencial respecto de 
esta obligación.  
Las medidas restrictivas contra el banco estatal iraní Bank Melli Iran1029 llegaron 
a la apreciación del Tribunal de Justicia. Los motivos en virtud de los cuales la entidad y 
todas sus agencias y sucursales fueron incluidas dentro de las empresas sancionadas 
fueron los siguientes:  
 
 
1028 Decisión 2012/635/PESC del Consejo, de 15 de octubre de 2012, por la que se modifica la Decisión 
2010/413/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 282 de 16 de 
octubre de 2012, pp. 58-69. 
1029 Bank Melli Iran es un banco iraní propiedad del Estado iraní que fue objeto de medidas restrictivas con 
el objetivo de ejercer presión contra la República Islámica de Irán a consecuencia de la proliferación 
nuclear. Se presentó un recurso de anulación frente al Tribunal de Primera Instancia con la finalidad de que 
anulase la inscripción en las listas de sancionados, alegando: un vicio sustancial de forma, vulneración del 
derecho de igualdad, violación del principio de proporcionalidad, conculcación del derecho de propiedad, 
transgresión del derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva, incumplimiento de la obligación de 
motivación, y, finalmente, se alegó la falta de competencia del Consejo para el establecimiento de sanciones 
de carácter penal. El Tribunal desestimó todos los motivos anteriormente expuestos, y, por tanto, el recurso 
en su totalidad en la sentencia T-390/08. Frente a este pronunciamiento, se interpuso un recurso de casación. 
Los motivos de esta nueva acción fueron: la existencia de un error derecho al incumplirse un requisito 
sustancial de forma relación con la obligatoriedad de efectuar una notificación individual; se incurrió en un 
error de derecho al interpretar la base jurídica de la adopción de las medidas restrictivas; la vulneración de 
la obligación de motivar los hechos y, por tanto, la violación del derecho de defensa y el principio a la tutela 
judicial efectiva; y con carácter subsidiario, se alegó que el Tribunal de Primera Instancia había incurrido 
en una contradicción en la interpretación de la disposición 7.2 del Reglamento nº 423/2017 que regula la 
congelación de fondos y recursos económicos, existencia de un error de apreciación respecto del derecho 
de propiedad, y en último lugar, error manifiesto de apreciación en la inclusión y mantenimiento en la lista 
de sancionados. No obstante, el TJUE (Gran Sala) decidió desestimar el recurso de casación al no 
encontrarse fundado ninguno de los motivos alegados por Bank Melli Iran en la sentencia C-548/09P. 
Sentencia del Tribunal de Justicia Bank Melli Iran/Consejo, T-390/08, EU: T:2009:401. En segunda 
instancia, Sentencia del Tribunal de Justicia Bank Melli Iran/Consejo, C-548/09P, EU:C:2011:735.  
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Facilita o intenta facilitar apoyo financiero a empresas que participan o abastecen 
el programa nuclear y el programa de misiles iraní (AIO, SHIG, SBIG, AEOL, 
Novin Energy Company, Mesbah Energy Company, Kalaye Electric Company y 
DIO). Bank Melli sirve de facilitador para las actividades sensibles de Irán. Ha 
facilitado numerosas compras de materiales sensibles para los programas nuclear 
y de misiles de ese país. Facilita una serie de servicios financieros por cuenta de 
entidades vinculadas a la industria nuclear y misilística iraní, en particular la 
apertura de líneas de crédito y la gestión de cuentas. Muchas de las empresas 
enumeradas han sido designadas por las [Resoluciones del Consejo de Seguridad 
1737 y 1747]1030.  
 
El recurso de casación fue desestimado habiendo coincidencia de criterios entre 
la primera y la segunda instancia. La motivación fue considerada adecuada a derecho 
porque el Consejo mencionó, en primer lugar, el tipo de apoyo prestado por la sociedad, 
es decir, la prestación de diversos servicios financieros como la apertura de líneas de 
crédito y la gestión de cuentas; en segundo lugar, las actividades ligadas a la proliferación 
nuclear relacionadas con los servicios, a saber, la compra de materiales sensibles; y, en 
tercer lugar, los beneficiarios del apoyo prestado, es decir, las ocho entidades designadas 
(AIO, SHIG, SBIG, AEOL, Novin Energy Company, Mesbah Energy Company, Kalaye 
Electric Company y DIO)1031. Para que exista satisfacción de la exigencia de motivación 
es necesario que se cumplan los siguientes requisitos: determinación exacta de los 
servicios bancarios o financieros prestados por la entidad, las actividades ligadas a la 
proliferación nuclear relacionadas con los servicios y las entidades o personas receptoras 
de los mismos. 
 
1030 Posición Común 2008/652/PESC del Consejo de 7 de agosto de 2008 por la que se modifica la Posición 
Común 2007/140/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº213 
de 8 de agosto de 2008, p. 58. Anexo II, p. 15.  
1031 Sentencia del Tribunal de Justicia Bank Melli Iran/Consejo, C-548/09P, EU:C:2011:735, apartado 87. 
En relación con Sentencia del Tribunal de Justicia Bank Melli Iran/Consejo, T-390/08, EU: T:2009:401, 
apartados 84 y 85.  
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El Bank Saderat1032 fue otro de los bancos iraníes receptores de medidas 
restrictivas entre las que destacan la inmovilización y congelación de fondos bancarios. 
La decisión de adoptar medidas contra esta entidad financiera se basó en cinco motivos, 
sistematizados del siguiente modo:  
1. Es un banco de propiedad estatal puesto que el Estado iraní tiene una participación 
en el Bank Saderat del 94 %. 
2. Bank Saderat ha prestado servicios financieros a entidades sancionadas por el 
CSNU que realizaban suministros en nombre de los programas de misiles 
nucleares y balísticos iraníes.  
3. La institución sancionada gestionaba pagos y créditos documentarios de la 
Organización de Industrias de Defensa (DIO) y de Iran Electronics Industries 
(IEI). En ambos casos se trataba de instituciones sancionadas.  
4. El banco también gestionó créditos documentarios por cuenta de la sociedad 
Mesbah Energy Company, vinculada al programa nuclear iraní.  
5. Prestación de servicios financieros a Sanam Industria Group1033.  
 
1032 Bank Saderat es un banco estatal iraní considerada una de las entidades más grandes de propiedad iraní 
ya que su la red bancaria incluye más de 2.500 sucursales, incluidas 22 sucursales extranjeras y tres oficinas 
regionales. Tras su inclusión en las listas de sancionados interpuso un recurso frente al Tribunal General 
alegando: un incumplimiento de la obligación de motivación, y con ello una vulneración del derecho de 
defensa y a la tutela judicial efectiva; la existencia de un error de apreciación; y violación del principio de 
proporcionalidad.  El TG en la sentencia T-494/10 declaró que se había incumplido la obligación de 
motivación al no precisarse los servicios financieros que realmente se habían prestado, así como se había 
producido una vulneración del derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva puesto que se habían 
comunicado extemporáneamente la propuesta de adopción de medidas restrictivas. Asimismo, se observó 
un vicio en la Decisión del Consejo al no haberse comprobado la pertinencia y el fundamento de la misma. 
Del examen del segundo motivo se concluyó que ningún motivo invocado por el Consejo justificaba la 
adopción de las medidas, por ende, anulo los actos. Contra esta sentencia se interpuso un recurso de 
casación, al respecto el TJ en la sentencia C-200/13P, por un lado, desestima el recurso de casación 
principal, y, por otro lado, desestima la adhesión al recurso de casación que había solicitado Bnak Saderat. 
Análisis de la sentencia en LESTER, MAYA, “ECJ uphold Bank Saderat judgment & EU amends the 
bank’s re-listing”, European Sanctions Blog, 24 de abril de 2016. Disponible online: 
www.europeansanctions.com/2016/04/ecj-uphold-bank-saderat-judgment-eu-amends-the-banks-re-
listing/ 
1033 Reglamento (UE) n ° 267/2012 del Consejo, de 23 de marzo de 2012, relativo a medidas restrictivas 
contra Irán y por el que se deroga el Reglamento (UE) n ° 961/2010. Diario Oficial L nº88 de 24 de marzo 
2012, p. 1-112. Anexo IX, p.67. Sentencia del Tribunal General Bank Saderat Iran contra Consejo, T-
494/10, EU: T:2013:59, apartado 64 y 66. 
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La demandante alegó frente al TJ la vulneración de su derecho de defensa. El TJ 
analizó si los motivos se consideraban suficientemente precisos y concretos para 
garantizar que la sancionada Bank Saderat fuese plenamente consciente de las razones 
por las cuales se le sancionaba y pudiese plantear las observaciones pertinentes. Según el 
TJ, para que los motivos sean válidos es necesario conocer: los servicios bancarios 
prestados, es decir, el tipo de servicio financiero; las fechas de prestación de los servicios 
y los nombres de las entidades afectadas, es decir, las entidades a las que se ha prestado 
los servicios1034. Además, se planteó la cuestión de si la interpretación de los motivos se 
debe realizar de manera independiente o conjunta. Según el TJ es necesario que 
explícitamente el acto comunitario establezca la necesidad de una interpretación conjunta, 
de lo contrario se trata de motivos independientes1035. Cuando los motivos se sometan a 
estudio por el juez de la Unión, será un examen individual.  
La motivación debe emplear argumentos “suficientes”, “claros” e “inequívocos”. 
Respecto de la vaguedad o concreción de los motivos aportados, no hubo divergencias de 
valoración del juez de la Unión entre la primera y la segunda instancia. Si se analizan 
cada uno de los motivos, el TJ corroboró que el segundo motivo, a saber, que “presta 
servicios financieros a entidades que contratan por cuenta de los programas nucleares y 
de misiles balísticos iraníes, incluidas entidades señaladas por la RCSNU 1737”, fue 
excesivamente vago. Aunque se realizase una lectura combinada con los motivos tercero 
y cuarto no se cumpliría con los requisitos establecidos por el juez comunitario, es decir, 
especificar el tipo de servicio financiero prestado, las fechas de prestación de los servicios 
 
1034 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Saderat Iran, C-200/13 P, EU:C:2016:284, 
apartado 74. En relación con la Sentencia del Tribunal General Consejo contra Bank Saderat Iran, T-494/10, 
EU: T:2013:59, apartado 72. 
1035 Sentencia del Tribunal General Consejo contra Bank Saderat Iran, T-494/10, EU: T:2013:59, apartado 
70.  
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y los nombres de las entidades afectadas1036. En cambio, el primer motivo relativo a la 
propiedad estatal fue considerado suficientemente preciso puesto que la conducta 
reprochada es la participación del Estado iraní (cuantificada en un 94 %) en su capital 
social. Al mismo tiempo, los motivos tercero, cuarto y quinto eran suficientemente 
detallados, ya que indican los nombres de las entidades afectadas, así como el tipo de 
servicio financiero y la fecha en la que el mismo se prestó1037. 
Hubo diferencias de apreciación entre instancias en la valoración de la evaluación 
de la pertinencia y validez de las pruebas presentadas. De este modo, en segunda instancia 
el TJ declaró que: 
  
[…] el Tribunal General incurrió en error de Derecho al afirmar, […] que al adoptar 
un primer acto por el que se deciden medidas restrictivas contra entidades 
presuntamente implicadas en la proliferación nuclear, el Consejo está obligado a 
examinar la pertinencia y el fundamento de los elementos de información y de 
prueba que le son presentados por un Estado miembro o por el Alto Representante 
de la Unión para Asuntos Exteriores y Políticas de Seguridad1038.  
 
La inclusión de Bank Saderat en las listas objeto de medidas restrictivas estuvo 
basada exclusivamente en una propuesta presentada por los Estados miembros. Este 
hecho fue considerado en primera instancia como un elemento constitutivo de un error de 
Derecho. No obstante, en segunda instancia el TJ consideró que no se demostraba la 
medida en que pudiese constituir una de las causas de anulación contempladas en el 
artículo 263 TFUE, así como tampoco quedaba demostrado cómo podría contribuir a un 
incumplimiento de la obligación de motivación, a una violación del derecho de defensa, 
 
1036 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Saderat Iran, C-200/13 P, EU:C:2016:284, 
apartado 74.  
1037 Sentencia del Tribunal General Bank Saderat Iran contra Consejo, T-494/10, EU: T:2013:59, apartado 
70 y 72. 
1038 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Saderat Iran, C-200/13 P, EU:C:2016:284, 
apartado 84.  
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de su derecho a la tutela judicial efectiva, o cualquier otra disposición1039. Esta posición 
era la defendida por la Abogado General Eleanor SHARPSTON que consideró que el 
examen previo de la pertinencia y fundamento de la información o prueba no constituye 
un “requisito sustancial de forma”. De este modo, aunque el TG realice una crítica de 
carácter procedimental que podría calificarse de acertada y necesaria, no puede constituir 
un motivo autónomo para la anulación1040.   
Del presente asunto se concluye que una motivación adecuada, suficiente y de 
acuerdo con el derecho debe contener el comportamiento reprochado en el ámbito 
financiero, que se traduce en determinar exactamente los servicios bancarios o financieros 
prestados, su vinculación con la proliferación nuclear y las entidades o personas a las que 
se presenta el servicio. En este ha habido una evolución en la jurisprudencia, al exigirse 
un requisito adicional relativo a las fechas de prestación de los servicios bancarios o 
financieros.  
Al igual que la entidad anterior, Bank Mellat Iran1041 fue objeto de medidas 
restrictivas obligándole a congelar los fondos y los recursos económicos de determinadas 
categorías de personas y entidades. Los motivos que se alegaron para la adopción de las 
 
1039 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Saderat Iran, C-200/13 P, EU:C:2016:284, 
apartado 81 y 83. 
1040 Conclusiones de la Abogado General Consejo contra Bank Saderat Iran, C-200/13 P, EU:C:2015:134, 
apartado 95 y 98. 
1041 Bank Mellat, banco iraní, interpuso un recurso de anulación alegando tres motivos: en primer lugar, un 
incumplimiento de la obligación de motivación y consecuentemente la violación de su derecho de defensa 
y a la tutela judicial efectiva, la existencia de un error manifiesto de apreciación y la vulneración de su 
derecho de propiedad y del principio de proporcionalidad. Al respecto el TG en la sentencia T-496/10 
estimó que se había incumplido la obligación de motivación por su falta de precisión, con ello se producía 
una vulneración del derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva. Además, la comunicación 
extemporánea de la propuesta de adopción de medidas restrictivas también tenía como resultado la 
vulneración de este derecho. Del examen del segundo motivo se concluyó que ningún motivo invocado por 
el Consejo justificaba la adopción de las medidas, por ende, anulo los actos. Contra esta resolución se 
presentó un recurso de casación por parte del Consejo que fue desestimada por el TJ en la sentencia C-
176/13P.  
Resumen y análisis de la sentencia por LESTER, Maya, “ECJ upholds annulment of Bank Mellat’s Iran 
listing”, European Sanctions Blog, 24 defebrero de 2016. Disponible online: 
www.europeansanctions.com/2016/09/iranian-offshore-engineering-co-loses-its-eu-court-appeal/ 
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medidas restrictivas y que fueron cuestionados por su vaguedad y falta de precisión ante 
el TJUE fueron los siguientes: 
1. Bank Mellat es un banco de propiedad estatal. 
2. La entidad tiene un comportamiento que apoya y facilita los programas nucleares 
y de misiles balísticos de Irán.  
3. Bank Mellat presta servicios bancarios a entidades que figuran en las listas de las 
NU y de la UE, tratándose, o bien de entidades que actúan por cuenta o siguiendo 
instrucciones de estas, o entidades en las que participan o ejercen su control.  
4. La entidad bancaria es una sociedad matriz de First East Export Bank plc (FEE) 
incluida en las resoluciones de las NU.  
5. Bank Mellat presta servicios bancarios a la Organización de la Energía Atómica 
de Irán (AEOI) y a Novin Energy Company, a las que se refieren las medidas 
restrictivas adoptadas por el CSNU.  
6. La entidad gestiona las cuentas de los altos responsables de la Organización de 
Industrias Aeroespaciales y de un responsable de compras iraní1042. 
Respecto del motivo primero, es decir, que Bank Mellat es un banco de propiedad 
estatal, considerado en primera instancia suficientemente preciso y se expuso de manera 
clara la conducta reprochada por el Consejo. El motivo no fue analizado por el TJ en 
segunda instancia1043. Del análisis de los motivos expuestos, el TG y el TJ consideraron, 
por un lado, que el segundo y el tercer motivo eran excesivamente vagos debido a que no 
se podía deducir del mismo ni los servicios prestados, ni las entidades incluidas o que se 
actúe en nombre de las mismas. Asimismo, es necesario que explícitamente el acto 
comunitario establezca la necesidad de una interpretación conjunta de los motivos, de lo 
 
1042 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
56. 
1043 Sentencia del Tribunal General Consejo contra Bank Mellat, T‑496/10, EU: T:2013:39, apartado 72. 
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contrario se entiende que se trata de motivos independientes. Como indicó el TJ, “el 
Consejo no alegó ante dicho Tribunal que esos motivos debieran ponerse en relación entre 
sí”1044. Por otro lado, respecto del cuarto motivo, el TG consideró que se fundamentaba 
en simples alegaciones. Esta interpretación fue reafirmada por el TJ al establecer que el 
hecho de que el Consejo no aportase ningún dato que permitiese al TG comprobar la 
pertinencia del motivo implicó que al juez de la Unión le fuese del todo imposible 
controlar la fundamentación fáctica de los motivos de inclusión teniendo en cuenta las 
observaciones y las pruebas de descargo eventualmente presentadas por la persona 
afectada y la respuesta de la autoridad competente de la Unión. Por ello, no podían servir 
de base para una inclusión en la lista1045. 
Respecto al quinto motivo, ambas instancias dedujeron que en materia de carga y 
de práctica de la prueba las alegaciones relativas al AEOI tampoco justificarían la 
adopción de medidas restrictivas1046. En lo relativo a la segunda parte del mismo motivo, 
el TJ consideró que el TG acertó al señalar que ni los servicios prestados antes de la 
adopción de medidas restrictivas ni las modalidades de cese de la relación comercial 
constituirían apoyos a la proliferación nuclear1047. Se consideró que el sexto motivo no 
era suficientemente preciso debido a que no identificaba a las personas cuyas cuentas 
había gestionado la entidad bancaria sancionada, estando redactada en términos 
demasiado vagos y generales1048. El TJ recalcó que no corresponde a las entidades 
sancionadas en el marco del procedimiento para la adopción de medidas de congelación 
 
1044 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
77. 
1045 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
112.  
1046 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
121 
1047 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
125. En relación con la Sentencia del Tribunal General Consejo contra Bank Mellat, T‑496/10, EU: 
T:2013:39, apartado 137.  
1048 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
79.  
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de fondos comparar, a efectos de su defensa, sus listas de clientes con los nombres de las 
entidades que figuran en las listas de las Naciones Unidas y de la Unión, ni tampoco 
comprobar si uno de sus clientes trabaja para organizaciones o instituciones iraníes 
vinculadas a la proliferación nuclear1049. Lo contrario implicaría exigir un nivel de 
diligencia y un esfuerzo desproporcionado a las entidades sancionadas. En definitiva, de 
acuerdo con la jurisprudencia del TJ, la motivación de las medidas restrictivas debe 
identificar las razones individuales, específicas y concretas por las que las autoridades 
competentes consideran que la persona afectada debe ser objeto de las medidas. 
Indicándose los servicios prestados, las entidades incluidas o que actúan en nombre de 
las mismas: no pueden constituir meras alegaciones; deben indicar los titulares de las 
cuentas que el banco gestiona, etc. En conclusión, deben presentar el mayor detalle y 
precisión posible.  
En este caso existieron divergencias de consideración entre el TG y el TJ respecto 
a la existencia de vicios en el examen realizado por el Consejo. El desacuerdo se sitúo en 
la cuestión de si el Consejo está obligado a examinar la pertinencia y el fundamento de 
los elementos de información y de prueba que son presentados por un Estado miembro o 
por el Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. 
Mientras el TG defendió con carácter general que los actos que deciden medidas 
restrictivas son actos del Consejo y su adopción debe estar justificada. Por consiguiente, 
al adoptar un primer acto por el que se deciden las medidas, el Consejo está obligado a 
examinar la pertinencia y el fundamento de los elementos de información y de prueba que 
le son presentados por un Estado miembro o por el Alto Representante. Cuando adopta 
actos sucesivos sobre la misma entidad, el Consejo está obligado a reexaminar la 
 
1049 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
80. 
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necesidad de mantener esas medidas a la luz de las observaciones presentadas por la 
entidad1050. En segunda instancia el TJ estableció que el TG:  
 
“[…] incurrió en error de Derecho al declarar […], que al adoptar un primer acto por el 
que se deciden medidas restrictivas contra entidades presuntamente implicadas en la 
proliferación nuclear, el Consejo está obligado a examinar la pertinencia y el fundamento 
de los elementos de información y de prueba que le son presentados por un Estado 
miembro o por el AR. Por consiguiente, el TG incurrió en el mismo error de Derecho al 
declarar […] que, […], el Consejo incumplió la obligación de examinar la pertinencia y 
el fundamento de los elementos de información y de prueba respecto a la demandante que 
le fueron presentados, por lo que dichos actos adolecen de ilegalidad”1051.   
 
De la interpretación mantenida por el TJ, si el Consejo no tiene obligación de 
examinar la procedencia y la pertinencia de las medidas y, por ende, no tiene la obligación 
de analizar los elementos de prueba, la adopción de las medidas restrictivas quedaría 
completamente sujeta a la arbitrariedad de los Estados miembros. De hecho, esto se hace 
más flagrante en el asunto Bank Mellat porque según consta en la sentencia  
 
“[…] de los cables diplomáticos, hechos públicos por la organización Wikileaks 
[…], se desprende que los Estados miembros, y en particular el Reino Unido, se 
vieron sometidos a presiones por parte del Gobierno de Estados Unidos para que 
se adoptaran medidas restrictivas respecto a entidades iraníes. Este hecho suscita 
una duda sobre la legalidad de las medidas adoptadas y sobre la del procedimiento 
de su adopción”1052.  
 
Una de las virtualidades del régimen sancionador europeo que lo diferencia del de 
las Naciones Unidas es el rol que juega el Tribunal de Justicia como garante de la 
idoneidad, la legalidad y la adecuación de las medidas restrictivas. Por ello, en el caso 
 
1050 Sentencia del Tribunal General Consejo contra Bank Mellat, T-496/10, EU: T:2013:39, apartado 100. 
1051 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
91. 
1052 Sentencia del Tribunal General Consejo contra Bank Mellat, T-496/10, EU: T:2013:39, apartado 98.  
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Bank Mellat, como ocurrió en el caso Kadi, se produjo un alejamiento del orden 
comunitario respecto del derecho internacional público. El TJ reiteró su consideración de 
que la UE es un sistema legal autónomo completamente separado del derecho 
internacional. El presente asunto fue más rompedor con el sistema de sanciones de la 
ONU que otros asuntos anteriores. El Abogado General y el TJ fueron menos 
comprensivos con los argumentos relativos a la necesidad de comprometer las exigencias 
del debido proceso para salvaguardar la paz y la seguridad internacionales. Ambos se 
negaron explícitamente a respetar la decisión del Consejo de Seguridad sobre la 
participación del Bank Mellat en el programa nuclear de Irán. Esta negativa puede 
interpretarse como la exigencia de una mayor rendición de cuentas en el ámbito 
comunitario, así como subrayar los déficits de debido proceso que adolece el régimen de 
sanciones contra la proliferación nuclear en Irán1053. Este caso volvió a poner de 
manifiesto que las decisiones del CSNU gozan de primacía según el derecho 
internacional, pero no significa que el disfrute de los derechos humanos pueda escapar al 
escrutinio de los tribunales de la UE1054. 
El caso Melli Bank plc1055 es una de las sentencias más importantes en este ámbito. 
La entidad fue sancionada como filial de Melli Bank, siendo las mismas razones las que 
motivaron su inclusión y la adopción de sanciones1056. La motivación fue un elemento 
 
1053 PEIHANI, Maziar, “From Kadi to Bank Mellat …”, op. cit., p. 46. 
1054 PEIHANI, Maziar, “From Kadi to Bank Mellat …”, op. cit., p. 57. 
1055 Melli Bank plc es una filial de Bank Melli Iran establecida en Reino Unido, la cual fue sujeta a medidas 
restrictivas como filial de Melli Bank Iran. Ante esta decisión se presentó un recurso de anulación frente al 
Tribunal de Primera Instancia. Este recurso se fundamentó en varios motivos, en primer lugar, se defendió 
la falta de participación de la entidad matriz en la proliferación nuclear; en segundo lugar, se entendió que 
existía un error de interpretación del artículo del reglamento en virtud del cual se establecía la congelación 
de los fondos; en tercer lugar, se alegaba la vulneración del principio de proporcionalidad; en cuarto lugar, 
se aducía un error de interpretación de los conceptos “propiedad” y “control” del Reglamento controvertido; 
en quinto lugar, la recurrente observaba una vulneración del principio de no discriminación; y, en sexto 
lugar, se alegaba la vulneración de la obligación de motivación. El TG desestimó en la sentencia T-246/08 
y T-332/08 el recurso de anulación. Frente a esta decisión se interpuso recurso de anulación ante el Tribunal 
de Justicia, basado en la existencia de varios errores de Derecho. No obstante, el recurso se desestimó en 
su totalidad en la sentencia C-380/09 P.  
1056 Reglamento (CE) nº 423/2007 del Consejo, de 19 de abril de 2007 sobre la adopción de medidas 
restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 103 de 20 de abril de 2007, p. 1, Anexo V, entidad 4. a), p.96. 
María Vallés González 
 314
controvertido en conexión con los extremos relativos a la propiedad y el control. El TG 
estableció que la motivación es suficiente cuando, por un lado, contiene la mención del 
fundamento jurídico y, por otro, el Consejo motiva la razón por la cual se considera que 
la entidad afectada es propiedad o está bajo control de una entidad sospechosa de 
participar en la proliferación nuclear, siendo necesario mencionar las denominaciones de 
las entidades poseídas o controladas a las que se aplican las medidas de congelación de 
fondos1057. Esta postura fue compartida por el TJ, que en segunda instancia consideró que  
 
“[…] la motivación de manera individual y específica que el Consejo debe aportar 
recae sobre la inclusión en la lista en cuestión de las personas, entidades y 
organismos de que se trate, a saber, según los casos, sobre la participación en las 
actividades nucleares de la República Islámica de Irán o, tratándose de entidades 
que sean propiedad o estén bajo el control de una entidad que se considera que 
participa en la proliferación nuclear, sobre las razones que llevaron al consejo a 
estimar que se cumplía el requisito de ser propiedad o estar bajo control de una 
entidad de aquel tipo”1058. 
 
Finalmente, el Banco Central de Irán (Bank Markazi Iran) fue incluido, en octubre 
de 2010, en las listas de entidades sujetas a medidas restrictivas alegándose que 
participaba en actividades dirigidas a eludir las sanciones1059. El TG anuló está inclusión 
estableciendo que la motivación era insuficiente porque no contenía razones específicas. 
No se proporcionaban detalles de los nombres de las personas, entidades u organismos, 
que figurasen en una lista que impone medidas restrictivas, a quienes el Banco Central de 
Irán ayudase a eludir las sanciones, ni información pertinente a cuándo, dónde y cómo se 
 
1057 Sentencia del Tribunal General Melli Bank contra Consejo, T-246/08 y T-332/08, EU: T:2009:266, 
apartados 146, 148 -150. 
1058 Sentencia del Tribunal de Justicia Melli Bank contra Consejo, C-380/09 P, EU:C:2012:137, apartado 
43.  
1059 Reglamento de Ejecución (UE) nº 54/2012 del Consejo, de 23 de enero de 2012 por el que se aplica el 
Reglamento (UE) nº 961/2010 relativo a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L 
nº281 de 27 de octubre de 2010, p. 1, Anexo I, entidad 1.  
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llevó a cabo esas actividades para ayudar a la elusión de las sanciones. Tampoco contenía 
la motivación ninguna transacción identificable, ninguna actuación del Banco Central 
concreta1060. En octubre de 2012, el Banco Central de Irán volvió a figurar en la lista de 
sancionados, en esta ocasión el Consejo incluyó adicionalmente la siguiente 
consideración: “facilita apoyo al gobierno iraní”1061. El motivo fue considerado suficiente 
tanto por el TG como por el TJ, al considerar que los servicios como la llevanza de la 
contabilidad, la ejecución y celebración de transacciones financieras o la compraventa de 
obligaciones constituyen un apoyo logístico y financiero a ese Estado. Y, por ende, se 
cumple con el requisito jurisprudencial de favorecimiento de la proliferación nuclear, al 
tratarse de servicios revestidos de importancia cuantitativa o cualitativa1062.  
Los últimos pronunciamientos de este asunto implican una regresión en la línea 
jurisprudencia del TJUE con una tendencia a configurar regímenes de sanciones más 
justos y responsables. La imposición de medidas restrictivas contra un banco central 
parece contradecir la idea misma sanción selectiva. La labor de determinar la medida en 
que un banco central apoya financieramente la conducta de cierto Estado, incluida la 
proliferación nuclear, no es fácil. Podría ser equivalente a la imposición de sanciones 
generales, pero con objetivos identificados. Esto no quiere decir que por definición las 
entidades pertenecientes a la administración de un Estado siempre deberían estar exentas 
de sanciones. Si hay razones individualizadas para la designación de un banco central, 
deben enumerarse los motivos. Sin embargo, podría sospecharse que las instituciones de 
la UE utilizan cada vez más formas alternativas de sanciones, en un intento de atenuar el 
 
1060 Sentencia del Tribunal de Justicia Central Bank of Iran/ Council, T-262/12, ECLI:EU:T:2014:777, 
apartado 91. 
1061 Reglamento de Ejecución (UE) n ° 945/2012 del Consejo, de 15 de octubre de 2012, por el que se aplica 
el Reglamento (UE) n ° 267/2012 relativo a medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 282 de 16 
de octubre de 2012, pp. 16-22, Anexo. 
1062 Sentencia del Tribunal de Justicia Central Bank of Iran/Consejo, C-266/15 P, apartado 44 y 45.  
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impacto de los recursos judiciales. En estos casos, los criterios de inclusión 
inevitablemente se amplían y el escrutinio judicial es menos intenso1063. 
De la evolución de la jurisprudencia, en los primeros casos para que una 
motivación fuese adecuada, suficiente y de acuerdo con el derecho debía contener el 
comportamiento reprochado en el ámbito financiero, que se traduce en saber, al menos: 
la determinación exacta de los servicios bancarios o financieros prestados, las actividades 
ligadas a la proliferación nuclear relacionadas con los servicios bancarios y la 
identificación de las entidades o personas receptoras de estos. Posteriormente, se exigió 
adicionalmente que se indicase las fechas de las operaciones. De igual manera, el TJ 
estableció que la motivación identificase las razones individuales, específicas y concretas 
por las que las autoridades competentes consideran que la persona afectada debe ser 
objeto de las medidas restrictivas, indicando los servicios prestados, las entidades 
incluidas o que se actúa en nombre de estas, no pudiendo constituir meras alegaciones e 
indicandose los titulares de las cuentas que el banco gestiona. Además, la llevanza de la 
contabilidad, la ejecución y celebración de transacciones financieras o la compraventa de 
obligaciones son consideradas como un apoyo material, logístico y financiero. 
 
6.2.2. Análisis jurisprudencial de la obligación de motivación en el régimen 
sancionador contra el sector petrolero y gasístico iraní 
 
Al igual que ocurre en el ámbito financiero, una de las cuestiones más 
controvertidas en el sector petrolero y gasístico fue la relativa al contenido de “apoyo”. 
En este ámbito cobran una especial relevancia dos elementos: primero, la necesidad de 
 
1063 PANTALEO, Luca, “Sanctions Cases in the European Courts”, en HAPPOLD, Matthew, y EDEN, 
Paul (eds.), Economic Sanctions and International Law, Bloomsbury, 2016, pp. 195-196. 
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un vínculo directo entre la actividad de la empresa y la proliferación nuclear; segundo, 
dotar de contenido al siguiente inciso de la Decisión 2012/35/PESC1064 que establece 
“otras personas y entidades que [...] facilitan apoyo financiero, logístico o material al 
Gobierno de Irán”. Para analizar el concepto de apoyo se analizan las motivaciones y la 
interpretación del TG y el TJ de las medidas restrictivas contra entidades con actividades 
vinculadas al ámbito petrolero y gasístico.  
En primer lugar, Manufacturing Support & Procurement Kala Naft1065 es una 
sociedad iraní perteneciente a la National Iranian Oil Company (NIOC) que actúa como 
central de compras para las actividades relacionadas con el petróleo, el gas y la industria 
petroquímica desarrolladas por NIOC. Kala Naft fue objeto de medidas restrictivas 
debido a las siguientes razones: “comercia con equipos para el sector del petróleo y el gas 
que pueden ser utilizados para el programa nuclear de Irán. Intentó adquirir material 
(compuertas de aleación de gran inalterabilidad) que no tienen uso fuera de la industria 
nuclear. Tiene vínculos con sociedades implicadas en el programa nuclear iraní”1066.  
El primer motivo es la valoración de esta motivación fue objeto de divergencias 
entre el TG y el TJ. Este motivo establece que Kala Naft “comercia con equipos para el 
sector del petróleo y el gas que pueden ser utilizados para el programa nuclear de Irán”. 
El TG consideró que era insuficiente porque no se basaba en un comportamiento concreto 
que implicase directamente a la entidad en la proliferación nuclear, sino en la constatación 
 
1064 Decisión 2012/35/PESC del Consejo, de 23 de enero de 2012, por la que se modifica la Decisión 
2010/413/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. 
1065 Kala Naft solicitó mediante recurso de anulación frente al TG basada varios motivos, entre los que 
destacan: el incumpliendo de la obligación de motivación, vulneración del derecho de defensa y del derecho 
a una tutela judicial efectiva, violación del principio de proporcionalidad, incompetencia del Consejo para 
la adopción de los actos controvertidos, desviación de poder, error de Derecho en relación con el concepto 
de participación en la proliferación nuclear, error de apreciación de los hechos con respecto a sus 
actividades, error manifiesto de apreciación y en la violación del principio de proporcionalidad. El TG en 
su sentencia T‑509/10 estimó que concurrían varios de los motivos alegados y por ende, anuló en la medida 
que afectaban a la recurrente las decisiones controvertidas, en virtud de las cuales se estaba sancionando a 
la entidad.  
1066 Reglamento de Ejecución (UE) nº 668/2010 del Consejo de 26 de julio de 2010 relativo a la aplicación 
del artículo 7, apartado 2, del Reglamento (CE) nº 423/2007 sobre la adopción de medidas restrictivas 
contra Irán. Diario Oficial L nº195 de 27 de julio de 2010, pp. 25-36, Anexo, entidad 22.  
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de que representaba un riesgo particular de participación debido a su posición como 
central de compras de NIOC1067. El legislador comunitario establece que se debe someter 
a medidas restrictivas a aquellas personas y entidades que “presten apoyo” a la 
proliferación nuclear. El debate se sitúa en acotar y dar contenido a la fórmula “prestar 
apoyo”. El TG consideró que la adopción de las medidas restrictivas contra una entidad, 
por el apoyo que supuestamente ha prestado a la proliferación nuclear, presupone un 
comportamiento previo que se corresponda con ese criterio. A falta de dicho 
comportamiento efectivo, el mero riesgo de que una entidad preste apoyo a la 
proliferación nuclear en el futuro resultaría insuficiente. Se exige un vínculo directo entre 
la actividad de la entidad y la proliferación1068.  
No obstante, en segunda instancia el Tribunal de Justicia consideró que no sería 
necesario demostrar el vínculo directo al cumplirse cuando se participa en la adquisición 
de bienes y de tecnologías prohibidas, es decir, equipos y tecnologías clave destinados a 
los sectores esenciales de la industria del petróleo y del gas natural en Irán. Porque el 
vínculo entre esos bienes y esas tecnologías y la proliferación nuclear es determinado por 
el legislador de la Unión en las normas generales de las disposiciones aplicables. Por ello, 
el concepto de “apoyo” entraña un grado de implicación menor que los conceptos de 
participación y de “colaboración directa” y puede abarcar la adquisición o la 
comercialización de bienes y tecnologías vinculadas a la industria del gas o del 
petróleo1069. El Tribunal entendió que en primera instancia se había incurrido en un error 
de Derecho al entenderse que era necesario que existiese un comportamiento efectivo y 
reprochable. En segunda instancia, el Tribunal consideró que era suficiente el mero riesgo 
 
1067 Sentencia del Tribunal General Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, T-
509/10, EU: T:2012:201, apartado 113. 
1068 Sentencia del Tribunal General Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, T-
509/10, EU: T:2012:201, apartado 115. 
1069 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, 
C-348/12 P, EU:C:2013:776, apartado 80. 
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de que la entidad adoptase un comportamiento con vistas a la proliferación nuclear en el 
futuro. De este modo, la referencia en sus estatutos a una finalidad general bastaría para 
justificar la adopción de medidas restrictivas1070.   
En segundo lugar, la National Iranian Oil Company1071 es una empresa pública 
dependiente del Ministerio de Petróleo de Irán que se dedica a la exploración, producción 
y comercialización de petróleo y gas, además, es la propietaria de las reservas1072. 
Actualmente NIOC es una de las empresas con más peso y con un papel predominante en 
el sector petrolero. Siendo considerada como una de las “nuevas siete hermanas”1073, estas 
empresas controlan cerca de un tercio de la producción mundial de crudo y gas, y más de 
un tercio de las reservas totales1074. La National Iranian Oil Company fue incluida en las 
listas de sanciones por los siguientes motivos: “entidad estatal administrada públicamente 
que facilita recursos financieros a la Administración de Irán. El ministro del Petróleo es 
el director del Consejo de Administración de […] NIOC, y el viceministro del Petróleo 
es el Director General de […] NIOC”1075.  
 
1070 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, 
C-348/12 P, EU:C:2013:776, apartado 84. 
1071 NIOC interpuso recurso de anulación frente al Tribunal General invocando los siguientes motivos: la 
falta de indicación de la base jurídica de la sanción; la carencia de base jurídica adecuada; la ilegalidad del 
criterio jurídico relativo a la prestación de apoyo al Gobierno de Irán; la existencia de errores de Derecho, 
un error de hecho y un error de apreciación; violación de la obligación de motivación, así como el derecho 
de defensa, el principio de buena administración y el derecho a la tutela judicial efectiva; y finalmente, 
vulneración del principio de proporcionalidad y del derecho de propiedad. El mencionado recurso fue 
desestimado en su totalidad en la sentencia T-578/12. Frente a esta decisión se interpuso un recurso de 
casación alegando los mismos motivos que en primera instancia. En esta ocasión el Tribunal de Justicia 
desestimó en la sentencia C-440/14P el recurso al rechazar todos los motivos de casación. 
Análisis de la sentencia en LESTER, Maya, “ECJ dismisses NIOC appeal”, European Sanctions Blog, 4 de 
marzo de 2016. Disponible online: www.europeansanctions.com/2016/03/ecj-dismisses-nioc-appeal/ 
1072 National Iranian Oil Co. Disponible online: www.nioc.ir  
1073 Este concepto fue empleado por la periodista del Financial Times Carola Hoyos. Realizo un símil con 
las “siete hermanas”, empresas anglosajonas líderes del sector del petróleo en los años 50. Las nuevas siete 
empresas son: Aramco, Gazprom, CNPC, NIOC, PDVSA, Petrobrás y Petronas. HOYOS, Carola, “The 
new Seven Sisters: oil and gas giants dwarf western rivals”, Financial Times, 12 de marzo de 2007.   
1074 SEGRELLES, Jorge, “La energía y su relevancia en la geoestrategia de Oriente Medio: el caso de Irán”, 
Cuadernos de estrategia, 2007, p.203 y 207.  
1075 Decisión 2012/635/PESC del Consejo, de 15 de octubre de 2012, por la que se modifica la Decisión 
2010/413/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 282 de 16 de 
octubre de 2012, pp. 58-69, Anexo, entidad 3.  
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En el presente caso hay acuerdo entre el Tribunal General y el Tribunal de Justicia, 
se continúa con la jurisprudencia anterior en virtud de la cual no es necesario que exista 
un vínculo directo o indirecto con la proliferación nuclear. Se desprende así que es 
necesario que con su actuación puedan favorecerla al facilitar los recursos o medios, de 
tipo material, logístico o financiero, que permitan proseguir las actividades de 
proliferación. Por tanto, cualquier apoyo que por su importancia cuantitativa o cualitativa 
puedan contribuir a la proliferación1076. En esta sentencia se realizó un análisis en 
profundidad del considerando 13 de la Decisión 2012/35/PESC que establece:  
 
Las restricciones en materia de admisión y la inmovilización de fondos y recursos 
económicos deben aplicarse a otras personas y entidades que prestan apoyo al 
Gobierno de Irán permitiendo que prosiga sus actividades nucleares estratégicas 
relacionadas con la proliferación o el desarrollo de sistemas vectores de armas 
nucleares, en particular las personas y entidades que facilitan apoyo financiero, 
logístico o material al Gobierno de Irán1077.  
 
El Tribunal estableció que la expresión “en particular” es equivalente a “por 
ejemplo”, y por ello, el apoyo “puede” ser material, logístico o financiero y puede 
implicar otras formas de apoyo de las no contempladas. Por tanto, el criterio actúa como 
un numerus apertus1078.  
En último lugar, la Iranian Offshore Engineering & Construction Co.1079 es una 
empresa de ingeniería y construcción iraní, que se dedica al montaje de instalaciones 
marinas y terrestres para proyectos de petróleo y de gas. La entidad fue incluida en el 
 
1076 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company contra Consejo, C-440/14 P, 
EU:C:2016:128, apartado 80 y 83. 
1077 Decisión 2012/35/PESC del Consejo, de 23 de enero de 2012, por la que se modifica la Decisión 
2010/413/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 19 de 24 
enero de 2012, pp. 22-30. 
1078 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Oil Company contra Consejo, C-440/14 P, 
EU:C:2016:128, apartado 84. 
1079 Análisis de la sentencia por LESTER, Maya, “Iranian Offshore Engineering Co loses its EU court 
appeal”, European Sanctions Blog, 20 de septiembre de 2016.  
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régimen de sanciones alegando lo siguiente: “empresa del sector energético implicada en 
la construcción del centro de enriquecimiento de uranio de Qom/Fordow. Sujeta a 
prohibiciones de exportación del Reino Unido, Italia y España”1080. La virtualidad del 
asunto radica en dar contenido al criterio “apoyo logístico”, el juez de la Unión lo entiende 
del siguiente modo: 
 
 “[…] no se limita a las actividades de transporte de mercancías o personas, ya que 
por lo común se interpreta que abarca cualquier actividad en relación con la 
organización y aplicación de una operación o proceso complejo. Así pues, la 
logística es un concepto transversal que puede incluir distintos tipos de 
operaciones, como el aprovisionamiento de materias primas, la gestión de 
materiales, la entrega de productos o incluso su manipulación. Por consiguiente, 
debe considerarse que […], apoyo logístico es cualquier actividad que, aun cuando 
no tenga por sí misma vínculo directo o indirecto alguno con la proliferación 
nuclear, pueda, por su importancia cuantitativa y cualitativa, potenciarla, al 
permitir que el Gobierno de Irán haga frente a determinadas necesidades 
logísticas, como es el caso en el presente asunto del sector petrolero y gasístico, 
que le genera cuantiosos ingresos”1081.  
 
Dado el concepto extensivo que emplea el Consejo y el TJ, no es necesario que se 
comercialicen los bienes o productos energéticos. Según el TJ lo importante es que “por 
su importancia cualitativa y cuantitativa, las instalaciones y la ejecución de proyectos […] 
son necesarias para hacer frente a las necesidades del sector petrolero y gasístico de Irán, 
que está controlado por el Gobierno del país a través de distintas empresas estatales”1082. 
La inclusión no se apoyó exclusivamente en el nexo potencial de la actividad con la 
 
1080 Decisión 2011/783/PESC del Consejo, de 1 de diciembre de 2011, por la que se modifica la Decisión 
2010/413/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 319 de 2 de 
diciembre de 2011, pp. 71-91, Anexo, entidad 30. 
1081 Sentencia del Tribunal de Justicia Iranian Offshore Engineering & Construction/Consejo, C-459/15 P, 
EU:C:2016:646, apartado 53 y 54. 
1082 Sentencia del Tribunal de Justicia Iranian Offshore Engineering & Construction/Consejo, C-459/15 P, 
EU:C:2016:646, apartado 47. 
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proliferación nuclear, sino que además respondiese a necesidades logísticas específicas 
del Gobierno iraní. En opinión del Tribunal, la aplicación de esa definición no significa 
que prácticamente cualquier empresa del sector energético aporte un apoyo logístico al 
Gobierno iraní, sino que solo aquellas que ofrezcan un apoyo logístico importante desde 
el punto de vista cuantitativo o cualitativo. No obstante, no define, acota o da criterios 
para interpretar el concepto de importancia desde el punto de vista cuantitativo o 
cualitativo.  
 El elenco de pronunciamientos del TG y del TJ muestra el cumplimiento de las 
exigencias del TFUE para la motivación de los actos, es decir, que sea “suficiente”, 
“clara”, “inequívoca” y se identifiquen las razones específicas y concretas de la adopción 
del acto en el ámbito petrolero y gasístico. Así como, sea conforme con los requerimientos 
del TEDH con información detallada, precisa y concreta, considerándose que una 
información excesivamente genérica, imprecisa o que no contiene una descripción 
circunstanciada de los elementos esenciales de la acusación pueden afectar al contenido 
del derecho a ser informado y a la efectividad de la defensa. La utilización de conceptos 
indeterminados en la jurisprudencia del TJUE como “importancia”, suele acotarse a 
términos económicos, es decir, se afecta directamente a una empresa cuya labor favorece 
uno de los sectores más importantes y que reporta mayores beneficios al país. No 
obstante, también se emplea la justificación de que son importantes desde el punto de 
vista cuantitativo o cualitativo, y el TJUE en sus pronunciamientos no ha dotado de 
contenido estos elementos.  
En el ámbito petrolero y gasístico, el problema respecto a la motivación se inserta 
dentro de la conceptualización del término apoyo. En este sector mientras el TG establece 
la necesidad de un comportamiento efectivo vinculado a la proliferación nuclear, es decir, 
que el mero riesgo de que la entidad de que se trata preste apoyo a la proliferación nuclear 
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en el futuro resultaría insuficiente. En segunda instancia, el Tribunal consideró que es 
suficiente el mero riesgo de la entidad adopte un comportamiento con vistas a la 
proliferación nuclear en el futuro. Esta interpretación podría resultar arbitraria porque este 
ámbito es demasiado amplio, incluyéndose cualquier actividad sin tener presente la 
entidad de estas. Además, esta situación se acrecienta admitiéndose otras formas de 
participación que se consideran que ayudan a la proliferación nuclear como, por ejemplo, 
el apoyo logístico. 
 
6.3  El derecho a ser oído y a recibir pruebas. Acceso a los documentos 
 
La satisfacción del derecho a ser oído y a la recepción de pruebas depende en gran 
medida del acceso a los documentos. El acusado debe poder conocer todos los materiales 
de hecho y de derecho susceptibles de ser tenidos en cuenta por el juez al resolver la 
cuestión controvertida. Su fundamento jurídico se encuentra en el artículo 6.3 b) del 
CEDH, entendido como una facilidad necesaria para la preparación de la defensa, 
formando parte del contenido esencial del principio de contradicción1083. En este ámbito 
las materias son altamente sensibles y la preservación del secreto de las comunicaciones 
y de las pruebas puede devenir esencial. La regulación de esta garantía necesita de 
encontrar el equilibrio de los intereses en juego. De igual manera, esta garantía encuentra 
su fundamento jurídico en el artículo 41 de la Carta que constituye una exhortación a las 
instituciones, órganos y organismos de la Unión para garantizar el derecho a una buena 
administración. En su párrafo segundo se establecen diversas garantías entre las que 
destacan “el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una 
medida individual que le afecte desfavorablemente” y el “el derecho de toda persona a 
 
1083 MORENO VIDA, M. Nieves, “El derecho a un proceso equitativo en el Convenio Europeo De Derechos 
Humanos”, Temas Laborales, 2018, p.116. 
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acceder al expediente que le afecte, dentro del respeto de los intereses legítimos de la 
confidencialidad y del secreto profesional y comercial”1084.   
En virtud de la jurisprudencia del TJUE, la finalidad que persigue esta medida es 
que el destinatario de una decisión lesiva pueda formular las observaciones que estime 
convenientes. También implica una garantía para que la autoridad competente pueda tener 
en cuenta eficazmente la totalidad de los elementos pertinentes. De este modo, las 
personas afectadas pueden disponer de una protección efectiva. Este derecho exige a la 
Administración que preste la atención necesaria a las observaciones que se formulen, 
examine minuciosa e imparcialmente todos los elementos relevantes del asunto y motive 
su decisión. La importancia de este derecho es tal que el TJUE impone su respeto incluso 
cuando la normativa aplicable no establezca expresamente la formalidad1085. No obstante, 
el derecho de acceso al expediente no es ilimitado, sino que se dan una serie de 
condiciones consistentes en la evitación de una solicitud de acceso universal o 
indeterminado a documentos del expediente que perjudique la buena actuación 
administrativa. La parte que solicita el acceso al expediente debe identificar los 
documentos solicitados y facilitar al Tribunal cuando menos, un mínimo de elementos 
que acrediten la utilidad de los documentos para el proceso. Además, se debe otorgar un 
plazo razonable para que el sancionado pueda examinar el expediente y preparar 
convenientemente los motivos en su defensa. El expediente se considera un elemento 
integrante de la correcta motivación de los actos administrativos. La consulta del 
expediente es una herramienta al servicio del derecho de defensa, garantizándose de este 
modo el derecho a la tutela judicial efectiva1086.  
 
1084 FUENTETAJA PASTOR, Jesús Ángel, “Del «derecho a la buena administración» al derecho de la 
Administración europea”, Cuadernos Europeos de Deusto, 2014, pp.35-36.  
1085 ORDÓÑEZ SOLÍS, David, “Comentario de Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea”, Cuadernos Europeos de Deusto, p. 19.  
1086 TOMÁS MALLÉN, Beatriz, “El derecho fundamental a una buena administración”, Instituto Nacional 
de Administración Pública, 2004, pp. 196-197.  
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Este derecho no requiere audiencia oral, solo ofrece al interesado el derecho a 
posicionarse. Se podría anular la decisión, si en el supuesto de haber respetado 
escrupulosamente el cauce procedimental, el resultado hubiese sido otro más favorable 
para el interesado o cuando, precisamente por la presencia del defecto de forma, no se 
puede saber si la decisión hubiera sido distinta1087. 
En el ámbito de las medidas restrictivas, se parte de reiterada jurisprudencia del 
TJUE al afirmar que el respeto del derecho de defensa no implica la obligación de la 
institución de permitir espontáneamente el acceso a los documentos incluidos en el 
expediente relativo a las personas y entidades sancionados. Solo cuando lo solicite la parte 
interesada el Consejo se encontrará obligado a facilitar el acceso a todos los documentos 
administrativos no confidenciales1088. De lo contrario, la comunicación espontánea de los 
elementos del expediente supondría una exigencia excesiva, por ejemplo, en el momento 
en que se adopta una medida de congelación de fondos no existe certeza alguna de que la 
entidad afectada tenga la intención de comprobar, mediante el acceso al expediente, los 
hechos en que se basan los cargos que le imputa el Consejo1089. En último lugar, el control 
judicial de las decisiones del Consejo respecto a las solicitudes de acceso a documentos 
elaborados en el seno de la PESC es limitado. La denegación del Consejo estaría motivada 
por una publicación que pueda comprometer las relaciones internacionales con terceros 
Estados o la seguridad pública. Los tribunales de la UE admiten su competencia de control 
judicial sobre el acceso a los documentos, pero reconocen un amplio margen de 
 




1088 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Bank Mellat, C-176/13 P, EU:C:2015:134, apartado 
82. 
1089 Sentencia del Tribunal de Justicia Bank Melli Iran/Consejo, T-390/08, EU: T:2009:401, apartado 97. 
Corroborado por la Sentencia del Tribunal de Justicia Bank Melli Iran/Consejo, C-548/09 P, 
EU:C:2011:735, apartado 92. 
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discrecionalidad que restringe las posibilidades de su control judicial, en el que las 
motivaciones políticas ocupan un papel protagonista1090. 
Para que el derecho de defensa se satisfaga en el ámbito sancionador se exige que 
la persona afectada pueda expresar debidamente su punto de vista sobre los hechos que 
puedan serle imputados en el acto que se adopte. Sin embargo, en el marco de un recurso 
de anulación para que la violación del derecho de defensa entrañe la anulación del acto, 
es necesario, que, de no haberse producido esa supuesta irregularidad, el proceso hubiera 
podido concluir con un resultado diferente1091. Se constatan una serie de particularidades 
en el ámbito sancionador, aunque se reconozca el derecho de acceso a los documentos, 
este no se produce de oficio por parte de las instituciones comunitarias, sino que tiene que 
ir acompañado de una solicitud de la parte interesada. Además, se dará acceso a todos los 
documentos administrativos, siempre y cuando no estén clasificados como 
confidenciales. De lo contrario, la posibilidad de una comunicación espontánea de los 
elementos del expediente supondría una exigencia excesiva, y debe tenerse en cuenta que 
en este ámbito las materias son sensibles y la preservación del secreto de las 
comunicaciones y de las pruebas es esencial en la búsqueda del equilibrio de los intereses.  
 
6.4  La utilización de pruebas secretas y confidenciales en la adopción de medidas 
restrictivas y su impacto en el disfrute de derechos fundamentales  
 
La existencia de pruebas declaradas oficialmente como secretas y confidenciales 
siempre implican un reto para las exigencias derivadas del derecho de defensa. El 
problema es, por un lado, la existencia de un posible menoscabo del derecho de defensa 
 
1090 FERRER LLORET, Jaume, “El control judicial de la Política Exterior de la Unión Europea”, Cursos 
de derecho internacional y relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, 2011, pp. 108-109. 
1091 Sentencia del Tribunal General Georgias y otros contra Consejo y Comisión, T-168/12, EU: 
T:2014:781, apartado 105 y 106. 
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al reservarse cierta información por motivos de confidencialidad. No puede obviarse que 
limitar el acceso a los elementos de prueba encierra un riesgo para los derechos de la parte 
que pretende defenderse. Por otro lado, cuando se emplean pruebas secretas y 
confidenciales el elemento que se está protegiendo es la seguridad nacional. Por ejemplo, 
a los agentes que actúan sobre el terreno que pueden quedarse expuestos si la información 
que se revela contiene indicios sobre su actividad o identidad. De ello se deriva el 
mantenimiento de restricciones efectivas sobre la divulgación de información por parte 
de los Estados miembros que podría derivar en, o bien la identificación de las fuentes, o 
bien en el descubrimiento de técnicas de vigilancia1092.  
En el ámbito de las medidas restrictivas empezó a constituir un problema para el 
TJUE a raíz de los asuntos OMPI, Kadi y ZZ1093 dentro de la lucha antiterrorista de la UE. 
Cuando se actúa dentro de la lucha antiterrorista es usual que se empleen pruebas e 
informes elaborados por los servicios de inteligencia de los Estados, constituye la 
denominada “prueba de inteligencia”. Esta peculiar figura suele beneficiarse de un valor 
pericial y con este se reviste de una presunción de certeza. Se produce un adelantamiento 
de la actuación de la organización ante un riesgo global y se dota de mayores capacidades 
a los servicios de inteligencia1094. Sin embargo, el uso de elementos de prueba de carácter 
reservado debería darse en situaciones excepcionales y no convertirse en una tónica 
habitual de la práctica del Consejo y demás instituciones comunitarias en el ámbito 
sancionador. Estas informaciones, como elemento de prueba, pueden provenir de fuentes 
incorrectas o ser falsas, aunque se hayan obtenido de buena fe por los agentes de 
 
1092 Conclusiones de la Abogado General en el asunto República Francesa contra People’s Mojahedin 
Organization of Iran, C‑27/09 P, EU:C:2011:482, apartados 227 y 228.  
1093 Sentencia del Tribunal de Justicia ZZ, C‑300/11, EU:C:2013:363. 
1094 REVENGA SANCHEZ, Miguel, “El proceso debido y las pruebas de carácter secreto ante el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea: ¿un dilema irresoluble?, en FERRER MAC-GREGOR, Eduardo y 
FLORES PANTOJA, Rogelio, “La Constitución y sus garantías. A 100 años de la Constitución de 
Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuentro Iberoamericano y VIII Congreso Mexicano de Derecho 
Procesal Constitucional”, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de 
México, 2017, pp. 769-770. 
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inteligencia que actúan sobre el terreno. Se constata una tendencia de los órganos 
jurisdiccionales a la aceptación de dicha información como verdadera sin cuestionarla o 
sin efectuar un análisis adecuado. Siendo esencial que, en los supuestos en que los 
elementos de prueba confidencial sean dudosos o ambiguos, se realice una interpretación 
de las mismas a favor de la parte que no ha podido cuestionarlos o pronunciarse sobre los 
mismos. Asimismo, existe una inclinación de los Estados miembros y sus servicios de 
inteligencia a proceder a la clasificación de la información en exceso, de modo que datos 
que deberían ser de conocimiento público son clasificados como secretos1095. 
 
6.4.1. Marco jurídico regulador de la información confidencial y clasificada 
en el ámbito de la adopción de las medidas restrictivas 
 
La confidencialidad de los documentos sensibles por seguridad se basa en la 
restricción de la accesibilidad y en su clasificación. Los documentos que contengan datos 
sensibles en materia de seguridad son sujetos a un régimen especial de clasificaciones y 
marcados, que afectan a su grado de accesibilidad. La competencia sobre la clasificación 
de documentos corresponde al emisor de la información1096. Los documentos sensibles se 
incluyen en los registros y se divulgan únicamente con el consentimiento del emisor1097. 
Dentro del marco jurídico de la Unión Europea se debe diferenciar entre diversos 
instrumentos de regulación de la información confidencial y clasificada en el ámbito de 
la adopción de medidas restrictivas. Por un lado, la Decisión del Consejo de 23 de 
septiembre de 2003, sobre las normas de seguridad para la protección de la información 
 
1095 Conclusiones de la Abogado General en el asunto República Francesa contra People’s Mojahedin 
Organization of Iran, C‑27/09 P, EU:C:2011:482, apartados 231 y 232.  
1096  PÉREZ CARRILLO, Elena F., “Accesibilidad a los documentos en materia de seguridad en Unión 
Europea”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, 2007, p. 847. 
1097 PÉREZ CARRILLO, Elena F., “Accesibilidad a los documentos en materia de seguridad en Unión 
Europea”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, 2007, p. 849. 
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clasificada de la UE1098. Por otro lado, el Acuerdo entre los Estados miembros de la Unión 
Europea, reunidos en el seno del Consejo, sobre la protección de la información 
clasificada intercambiada en interés de la Unión Europea1099. Además, en relación con el 
control judicial, el Reglamento de Procedimiento del Tribunal General contiene tres 
disposiciones que regulan el tratamiento de la información, las piezas de convicción y los 
documentos confidenciales presentados en el marco de las diligencias de prueba, estas 
disposiciones son el artículo 103, 104 y 1051100.  
El artículo 105 del Reglamento consolida el procedimiento y las repercusiones del 
uso de información confidencial relacionada con la seguridad establecida en la 
jurisprudencia del TJUE en asuntos como OMPI, Kadi y ZZ1101.  Esta reforma venía 
siendo exigida por un gran número de expertos, entre los que destaca la Abogado General 
Eleanor SHARPSTON en el caso OMPI1102. La AG1103 dispone en sus Conclusiones: 
“delimitaré el ámbito de aplicación de las modificaciones que tengo en mente”1104. La 
jurisprudencia del TJUE anterior a la modificación del Reglamento de Procedimiento del 
 
1098 Decisión del Consejo 2013/488/UE, del 23 de septiembre de 2003, sobre las normas de seguridad para 
la proyección de la información clasificada de la UE. Diario Oficial L nº 274 de 15 de octubre de 2013, pp. 
1-50. 
1099 Acuerdo 2011/C 202/05 entre los Estados miembros de la Unión Europea, reunidos en el seno del 
Consejo, sobre la protección de la información clasificada intercambiada en interés de la Unión Europea. 
Diario Oficial C nº 202, pp.13-23. 
1100 Reglamento de procedimiento del Tribunal General, 24 de abril de 2015.   
1101 LEPPÄVIRTA, Liisa, “Procedural Rights in the Context of Restrictive Measures: Does the Adversarial 
Principle Survive the Necessities of Secrecy?”, European Papers, 2017, p.665.  
1102 REVENGA SANCHEZ, Miguel, “El proceso debido y las pruebas de carácter secreto ante el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea: ¿un dilema irresoluble?, en FERRER MAC-GREGOR, Eduardo y 
FLORES PANTOJA, Rogelio, “La Constitución y sus garantías. A 100 años de la Constitución de 
Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuentro Iberoamericano y VIII Congreso Mexicano de Derecho 
Procesal Constitucional”, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de 
México, 2017, p. 780. 
1103 En el caso OMPI, la Abogado General Eleanor SHARPSTON realiza un análisis en profundidad de la 
utilización de pruebas secretas y confidenciales. Se plantea cuestiones como: ¿en qué medida debe 
permitirse que una de las partes del litigio insista en que la información aportada ante el Tribunal General 
se trate con carácter confidencial, hasta tal punto que no se pueda comunicar a la otra parte del litigio? 
¿Puede (o debe) tenerse en cuenta por el Tribunal General información tratada con carácter confidencial a 
efectos de la sentencia? Conclusiones de la Abogado General en el asunto República Francesa contra 
People’s Mojahedin Organization of Iran, C‑27/09 P, EU:C:2011:482, apartado 173. 
1104 Conclusiones de la Abogado General en el asunto República Francesa contra People’s Mojahedin 
Organization of Iran, C‑27/09 P, EU:C:2011:482, apartado 222. 
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Tribunal General estableció que en el supuesto de que existan consideraciones imperiosas 
relacionadas con la seguridad de la Unión o de sus Estados miembros o con la gestión de 
sus relaciones internacionales que se opongan a que se comunicasen ciertos datos o 
pruebas a la persona afectada, incumbe al juez de la Unión, a quien no cabe oponer el 
secreto o la confidencialidad de los datos o las pruebas, aplicando técnicas que le 
permitiesen conciliar. La conciliación se produce entre, por una parte, las consideraciones 
legítimas de seguridad en cuanto a la naturaleza y a las fuentes de la información tenida 
en cuenta para adoptar el acto de que se trate y, por otra, la necesidad de garantizar en 
grado suficiente al justiciable el respeto de sus derechos procedimentales, como el 
derecho a ser oído y el principio de contradicción. Incumbe al juez de la UE verificar, 
mediante un examen de todos los datos de hecho y de Derecho aportados por la autoridad 
competente de la Unión, si son fundadas las razones que la autoridad ha invocado para 
oponerse a la comunicación1105. 
En el supuesto de que el juez de la Unión llegue a la conclusión de que esas 
razones no se oponen a la comunicación, al menos parcial, de los datos o pruebas de que 
se trata, ofrecerá a la autoridad competente de la Unión la posibilidad de comunicarlos a 
la persona afectada. Si dicha autoridad se opone a la comunicación total o parcial de esos 
datos o pruebas, el juez de la Unión procede a examinar la legalidad del acto impugnado 
basándose únicamente en los datos que le hayan sido comunicados1106. En caso contrario, 
si quedase de manifiesto que las razones invocadas por la autoridad competente de la 
Unión, por su naturaleza o contenido, se oponen de manera efectiva a la comunicación de 
los datos o pruebas presentados ante el juez de la Unión, será necesario alcanzar un 
equilibrio apropiado entre las exigencias derivadas del derecho a una tutela judicial 
 
1105 Sentencia del Tribunal de Justicia Comisión y otros contra Kadi (Kadi II), C-584/10 P, EU:C:2013:518, 
apartados 125-126. 
1106 Sentencia del Tribunal de Justicia Comisión y otros contra Kadi (Kadi II), C-584/10 P, EU:C:2013:518, 
apartado 127.  
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efectiva, y más concretamente del respeto del principio de contradicción, y de las 
derivadas de la seguridad de la Unión o de los Estados miembros o de la gestión de sus 
relaciones internacionales1107. De manera que para alcanzar ese equilibrio se puede 
recurrir a alternativas como comunicar exclusivamente un resumen del contenido de los 
datos o pruebas en cuestión. Independientemente de ello, correspondería al juez de la 
Unión apreciar si la falta de comunicación de datos o pruebas confidenciales a la persona 
afectada y la consiguiente imposibilidad de que esta formule observaciones sobre los 
mismos tienen entidad suficiente para afectar a la fuerza probatoria de las pruebas 
confidenciales, y de ser así en qué medida1108.  
Tampoco se puede obviar que los Estados miembros pueden tener un interés 
legítimo en mantener la confidencialidad de la información que apoye que alguien es 
sospechoso de terrorismo. Si los Estados miembros no pueden confiar en el tratamiento 
confidencial de información que podría poner en peligro sus intereses nacionales, serían 
menos cooperativos en el momento de compartir esta información. Las consecuencias 
para la exactitud de las sanciones autónomas de la UE podrían ser muy negativas1109.  
Esta jurisprudencia culmina en las modificaciones operadas en el Reglamento de 
Procedimiento del Tribunal General. En virtud del mismo, mientras el TG lleva a cabo el 
examen de las pruebas confidenciales, esa información o esos documentos no se trasladan 
ni se comunican a la otra parte. Si se concluye que estas pruebas son pertinentes para la 
resolución del caso, se pondera su carácter confidencial y las exigencias derivadas del 
derecho a la tutela judicial efectiva, especialmente, el respeto del principio de 
 
1107 Sentencia del Tribunal de Justicia Comisión y otros contra Kadi (Kadi II), C-584/10 P, EU:C:2013:518, 
apartado 128.  
1108 Sentencia del Tribunal de Justicia Comisión y otros contra Kadi (Kadi II), C-584/10 P, EU:C:2013:518, 
apartado 129.  
1109 ECKES, Christina, “Decision-making in the Dark? Autonomous EU Sanctions and National 
Classification”, Amsterdam Centre for European Law and Governance Working Paper Series, 2012-02, p. 
13. Disponible online: papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=2075794. 
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contradicción. Tras la valoración, el TG puede proceder de dos modos, o poniendo en 
conocimiento de la otra parte la información confidencial, pudiendo supeditar su 
divulgación a ciertos condicionamientos; o no comunicando las pruebas, estableciendo 
mediante un auto motivado un método que permita a la otra parte principal exponer sus 
observaciones del mejor modo posible, un ejemplo de esta actuación lo constituiría una 
versión no confidencial o de un resumen no confidencial de esa información que contenga 
los elementos esenciales.  
Se establece un régimen especial en el artículo 105 del Reglamento respecto a los 
supuestos en los que pueda existir un riesgo para la seguridad de la Unión o de uno o 
varios de sus Estados miembros o con la gestión de sus relaciones internacionales. Sin 
duda, en el ámbito sancionador el tratamiento de la información se incardinará en la 
regulación del artículo 105 puesto que las materias en cuestión son altamente sensibles: 
terrorismo internacional, proliferación nuclear, etc. En este supuesto, la presentación de 
las pruebas debe ir acompañada de una solicitud de tratamiento confidencial de la 
información o de los documentos que indiquen las razones imperiosas que justifican que 
se preserve el carácter confidencial y que impiden comunicarlos a la otra parte 
principal1110. El TG puede solicitar, mediante la adopción de una diligencia de prueba, la 
presentación de información o de documentos cuyo carácter confidencial se base en las 
consideraciones imperiosas de seguridad. En caso de respuesta negativa, el Tribunal 
General dejará constancia de ella. El régimen procesal aplicable a esa información o 
documentos tras ser presentados a raíz de una diligencia de prueba será el especial. 
Cuando el TG decide que una información es pertinente para resolver el litigio y 
no presenta carácter confidencial a efectos del procedimiento ante el TG, solicita de la 
parte su autorización para comunicarlos a la otra parte. Si media oposición a la 
 
1110 LEPPÄVIRTA, Liisa, “Procedural Rights in the Context of Restrictive Measures: Does the Adversarial 
Principle Survive the Necessities of Secrecy?”, European Papers, 2017, p.666. 
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comunicación, la información o los documentos le serán devueltos y no se tomarán en 
consideración para la resolución del litigio. En cambio, cuando el TG decide que la 
información es pertinente para resolver el litigio y presentan carácter confidencial, no lo 
comunicará a dicha parte. A continuación, pondera las exigencias derivadas del derecho 
a una tutela judicial efectiva, y en particular del respeto del principio de contradicción, y 
las exigencias que se desprenden de la seguridad de la Unión o de uno o varios de sus 
Estados miembros o de la gestión de sus relaciones internacionales1111. Adoptando un 
auto motivado que establece un método de conciliación de las exigencias derivadas del 
respeto de los derechos fundamentales, como la presentación de una versión no 
confidencial o de un resumen no confidencial de la información, donde se recojan los 
elementos esenciales y que permita la exposición de las observaciones y su punto de vista 
del mejor modo posible. 
En el supuesto de que el TG considere para la resolución del litigio que la 
información es indispensable, pero por su carácter confidencial no se han comunicado a 
la otra parte podrá, con carácter excepcional y limitándose a lo que sea estrictamente 
necesario, basar su fallo en esa información o en esos documentos. Aunque en la 
valoración de esa información, el Tribunal tendrá en cuenta que la otra parte no ha podido 
exponer sus observaciones. El uso del término necesario deja un margen de discreción 
bastante amplio al Tribunal que goza de discreción también con respecto a la 
determinación del modo en cuenta que la parte principal no haya podido dar su opinión 
sobre la información o el material1112. 
La actual legislación en la materia hace mención expresa al necesario respeto de 
las normas de transparencia. El régimen legal de información clasificada debería ser 
 
1111 LEPPÄVIRTA, Liisa, “Procedural Rights in the Context of Restrictive Measures: Does the Adversarial 
Principle Survive the Necessities of Secrecy?”, European Papers, 2017, p.666. 
1112 LEPPÄVIRTA, Liisa, “Procedural Rights in the Context of Restrictive Measures: Does the Adversarial 
Principle Survive the Necessities of Secrecy?”, European Papers, 2017, p.667. 
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contrastado con la regulación en materia de transparencia que tiene como objetivo la 
manera más completa posible de dar efecto al derecho del público acceso a los 
documentos en poder de una institución, incluyendo los documentos elaborados por una 
institución y los documentos revividos de una tercera parte, incluyendo los Estados 
miembros1113. 
De esta regulación se deduce que en ningún caso se puede oponer la 
confidencialidad de las pruebas al juez de la Unión. Este es quien debe conocer todas las 
pruebas para proceder al control judicial y será el competente para valorar tanto su 
confidencialidad como la posibilidad de alcanzar una conciliación entre las pruebas 
secretas y los derechos de defensa de la otra parte interesada. Por tanto, no se puede 
confundir la utilización de pruebas secretas para la adopción y fundamentación de las 
medidas con la aceptación de la admisibilidad de estas frente al juez comunitario. Este 
hecho podría mermar las garantías del derecho de defensa. Con independencia del nivel 
de escrutinio real en el ámbito de la UE, el Consejo debe poseer la información relevante, 
simplemente porque en el caso de una demanda tanto el Tribunal General como el 
Tribunal de Justicia exigen al Consejo que presente la información relevante para que el 
poder judicial de la UE pueda actuar. Ningún tribunal acepta la legalidad de una lista de 




1113 ECKES, Christina, “Decision-making in the Dark? Autonomous EU Sanctions and National 
Classification”, Amsterdam Centre for European Law and Governance Working Paper Series, 2012-02, p. 
14-15. Disponible online: papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=2075794. 
1114 ECKES, Christina, “Decision-making in the Dark? Autonomous EU Sanctions and National 
Classification”, Amsterdam Centre for European Law and Governance Working Paper Series, 2012-02, p. 
9. Disponible online: papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=2075794. 
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6.4.2. Análisis jurisprudencial de la utilización de pruebas confidenciales en 
el régimen sancionador iraní 
 
En el caso de las medidas restrictivas contra Irán por la proliferación nuclear, la 
cuestión del uso de material confidencial se puso en evidencia en el caso Fulmen1115, que 
implicó un alto grado de examen por parte del TJUE siguiendo con la lógica establecida 
en el asunto Kadi1116. Fulmen es una empresa iraní de ingeniería eléctrica que fue 
sometida a medidas restrictivas alegando que “Fulmen ha participado en la instalación de 
equipos eléctricos en el sitio de Qom/Fordoo en un momento en que aún no se había 
revelado la existencia de este sitio1117”. La sociedad y su director, el Sr. Mahmoudian, 
recurrieron las medidas restrictivas contra ellos en base a la existencia de un error de 
apreciación de su participación en la proliferación nuclear. El Consejo alegó, por un lado, 
que los elementos de prueba procedían de fuentes confidenciales y no podían ser 
divulgados. A este razonamiento, el TG defendió que, aunque podría justificar 
restricciones a la comunicación de los elementos a la otra parte, la importancia del control 
jurisdiccional en el contexto de la adopción de las medidas restrictivas provoca que 
Tribunal deba poder controlar la legalidad y la procedencia de las medidas, sin que se le 
puedan oponer el secreto o la confidencialidad de los elementos de prueba y de 
información. Además, el Consejo no puede fundamentar las medidas en informaciones o 
 
1115 La empresa iraní Fulmen y su director, el Sr. Mahmoudian solicitaron frente al TG la anulación de su 
inclusión de las listas de sancionados por la proliferación nuclear en Irán y solicitaron el reconocimiento 
del perjuicio sufrido como consecuencia de la adopción de las medidas restrictivas. La demanda estuvo 
fundamentada, en primer lugar, en el incumplimiento de la obligación de motivación, la violación de su 
derecho de defensa y de su derecho a una tutela judicial efectiva. En segundo lugar, en un error de 
apreciación en cuanto a su participación en la proliferación nuclear. En tercer lugar, en un perjuicio 
económico y moral sufrido. Sentencia del Tribunal General Fulmen contra Consejo, T-439/10, 
EU:T:2012:142; y en segunda instancia, Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Fulmen y 
Mahmoudian, C-280/12 P, EU:C:2013:775.  
1116 MURPHY, Cian C., “Secret Evidence in EU Security Law: Special Advocates before the Court of 
Justice?”, King’s College Working Papers in European Law, 2012, p.14. 
1117 Reglamento (UE) n ° 961/2010 del Consejo, de 25 de octubre de 2010, relativo a medidas restrictivas 
contra Irán y por el que se deroga el Reglamento (CE) n ° 423/2007. Diario Oficial L nº 281 de 27 de 
octubre de 2010, pp. 1-77. Anexo VIII, B, entidad 13. 
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en elementos del expediente comunicados por un Estado miembro, si éste no está 
dispuesto a autorizar su comunicación al juez1118. Por otro lado, el Consejo fundamentó 
su postura en que no se le podía exigir la prueba de la participación de una entidad en la 
proliferación nuclear, dado el carácter clandestino del programa. No obstante, el TG 
consideró que las dificultades asociadas a la carga probatoria en este ámbito podrían tener 
repercusiones en el nivel de prueba. Pero no pueden conllevar una exención total de la 
carga de la prueba que le incumbe1119. 
En segunda instancia, el TJ valoró únicamente los datos que le habían sido 
comunicados ante la negativa del Consejo a presentar los elementos de prueba. El único 
elemento del que disponía el Tribunal era la alegación que figuraba en la motivación, no 
estando apoyada en elementos de información y de prueba, como, por ejemplo, un 
resumen del contenido de la información, mayores precisiones sobre los equipos 
eléctricos supuestamente instalados o las razones que permitían demostrar que era 
Fulmen quien había instalado los equipos1120. Por ello, el TJ concluyó que Fulmen y el 
Sr. Mahmoudian no podían defenderse y que no se pudo verificar la procedencia de los 
motivos alegados. 
La protección de la seguridad nacional o de intereses públicos no debe implicar 
por sí misma la relajación de las garantías de los derechos de defensa de los sancionados. 
Debe alcanzarse un óptimo equilibrio en las salvaguardias en materia de derechos 
fundamentales, el actual artículo 105 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal 
General establece un sistema que permite el control judicial puesto que en ningún caso se 
puede oponer la confidencialidad de las pruebas TJUE. El juez debe conocer todas las 
pruebas para proceder al control judicial y es el competente para valorar tanto su 
 
1118 Sentencia del Tribunal General Fulmen contra Consejo, T-439/10, EU:T:2012:142, apartado 100. 
1119 Sentencia del Tribunal General Fulmen contra Consejo, T-439/10, EU:T:2012:142, apartado 101. 
1120 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Fulmen y Mahmoudian, C-280/12 P, EU:C:2013:775, 
apartados 78 y 79. 
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confidencialidad como la posibilidad de alcanzar una conciliación entre las pruebas 
secretas y los derechos de defensa de la otra parte interesada. El juez de la Unión debe 
conocer todas las pruebas para proceder al control judicial y es el competente para valorar 
tanto su confidencialidad como la posibilidad de alcanzar una conciliación entre las 
pruebas secretas y los derechos de defensa de la otra parte interesada. 
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Capítulo VII. Los aspectos sustantivos en la aplicación de medidas 
restrictivas 
 
Las medidas restrictivas son una herramienta de Política Exterior y de Seguridad 
Común muy empleada por la Unión Europea. Son decisiones individualizadas que 
interfieren directamente en los derechos fundamentales de las personas sancionadas1121. 
Dependiendo de la tipología de la medida restrictiva varía el derecho sustantivo afectado. 
En el presente capítulo se analiza un elenco de derechos sustantivos que usualmente se 
pueden ver afectados cuando se aplican las medidas restrictivas y han sido delimitados 
por el TJUE, a saber: el derecho al honor, el derecho de propiedad y al libre ejercicio de 
una actividad profesional1122. Además, de la posibilidad de solicitar una reparación por 
los daños sufridos. Otros derechos como la libertad de movimiento pueden verse 
afectados cuando se imponen medias restrictivas como la prohibición de visado o de viaje. 
Sin embargo, no han sido objeto de estudio por parte del TJUE, y no se han incluido 
dentro de la investigación.  
El análisis cuenta con el establecimiento del marco jurídico europeo de los 
derechos fundamentales y su estructuración en el ámbito de las medidas restrictivas, 
observándose sus particularidades e implicaciones prácticas en el régimen de sanciones 
contra la República Islámica de Irán.  
 
 
1121 ECKES, Christina, “The Law and Practice of EU Sanctions”, Amsterdam Law School Research Paper, 
2018, p. 208.  
1122 SANTOS VARA, Juan, “El control judicial de las sanciones contra Al-Qaeda y los talibanes en la 
Unión Europea: ¿un desafío a los poderes del Consejo de Seguridad?”, Revista de Derecho Comunitario, 
2009, p.108. 
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7.1 El derecho al honor en relación con la adopción y como límite a la publicación de 
las medidas restrictivas  
 
El honor es un concepto jurídico indeterminado, es decir, no existe una definición 
legal del honor1123. El desarrollo jurisprudencial del concepto y del derecho devienen 
esenciales para su comprensión en el ámbito sancionador. El contexto en el que se 
desarrolla se configura como un elemento esencial para determinar su alcance y sus 
límites y, por ende, la protección de los sujetos a medidas restrictivas. Los supuestos en 
los que el TJUE tuvo que dilucidar sobre la existencia de un perjuicio moral por la 
adopción de medidas restrictivas estaban vinculados a la asociación con la proliferación 
nuclear. 
 
7.1.1. Concepto y fundamentos jurídicos del derecho al honor en el ámbito de 
la adopción de las medidas restrictivas 
 
El derecho al honor se ha configurado en el ámbito comunitario como un derecho 
humano autónomo. Se encuentra regulado, por un lado, en el artículo 7 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, donde queda protegido el respeto a la vida 
privada y familiar; y, por otro lado, en el artículo 8 CEDH donde no se recoge de manera 
expresa sino como manifestación de la vida privada y familiar. El CEDH se separa de 
instrumentos internacionales en materia de derechos fundamentales como el artículo 12 
 
1123 CLIMENT GALLART, Jorge Antonio, “El estatuto jurídico del honor en el convenio europeo de 
derechos humanos: de una restricción legitima de la libertad de expresión a un derecho humano autónomo”, 
Actualidad Jurídica Iberoamericana, 4, 2016, pp. 31-33.  
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de la DUDH y el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos donde 
este derecho no goza de tal autonomía1124.   
El objeto de protección de este articulado es la vida privada, la cual a su vez abarca 
distintos bienes jurídicos dignos de protección, entre los cuales se encuentran el honor y 
la reputación de la persona. Con la protección del honor lo que se está protegiendo es la 
dignidad de la persona que actuará como criterio interpretativo. La primera cuestión a la 
que hay que dar respuesta es el contenido del derecho al honor y las particularidades 
dentro de su disfrute en el ámbito sancionador. La labor de definición es bastante 
compleja por la existencia de conceptos que se suelen confundirse con el honor, como 
fama, prestigio, honra o dignidad, que, aunque son muy cercanos entre sí, no estarían 
realmente refiriéndose al mismo objeto jurídico protegido1125. Por un lado, la fama es 
entendida como la opinión pública sobre algún individuo, normalmente se trata de una 
consideración sobre su profesión o arte. Por otro lado, el prestigio implica la 
consideración social de la que goza una persona, siendo esta un factor decisivo para el 
reconocimiento general de un individuo, de un grupo de personas o de una institución1126. 
En consonancia con esta definición el prestigio profesional es aquel valor que tiene toda 
persona que actúa dentro del área de su actividad laboral, artística, deportiva, científica y 
similar y que tiene repercusión en el ámbito social. Cuando se vulnera el derecho al honor 
se produce un daño en la esfera la íntima del sujeto, mientras que en el prestigio son los 
 
1124 CORDERO ÁLVAREZ, Clara Isabel, “La protección del derecho al honor, a la intimidad y a la propia 
imagen en el tráfico privado internacional”, Madrid, 2012, p. 20. Disponible online: 
eprints.ucm.es/16299/1/T33950.pdf  
1125 CLIMENT GALLART, Jorge Antonio, “El estatuto jurídico del honor en el convenio europeo de 
derechos humanos: de una restricción legitima de la libertad de expresión a un derecho humano autónomo”, 
Actualidad Jurídica Iberoamericana, 4, 2016, p. 33.  
1126 SPIELMANN, Dean, y CARIOLOU, Leto, “The right to protection of reputation under the European 
Convention on Human Rights”, en SPIELMANN, Dean (eds.) The Convention on Human Rights, A Living 
Instrument -Essays in Honor of Christos L. Rozakis, Bruylant, 2011, p.17. 
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intereses de índole profesional y el buen nombre los que resultan dañados, es decir, su 
valía en el desempeño de su profesión1127.  
En cuanto a la conceptualización del honor, la doctrina distingue entre dos 
concepciones del honor, la objetiva o trascedente que se corresponde con la heteroestima, 
y la subjetiva o inmanente, es decir, la autoestima. El honor es entendido como la buena 
y merecida fama, es decir, aquella fama que se corresponde con la realidad siendo solo 
esta merecedora del amparo legal del derecho al honor. Se está ante un concepto jurídico 
indeterminado, donde el contexto histórico-temporal, geográfico, social, cultural y 
jurídico en el que se encuadre es fundamental para la determinación de su significado1128. 
A nivel del contexto jurídico, este elemento cobra un especial interés en cuanto a las 
medidas restrictivas son una materia de la PESC. Además, el derecho al honor no es 
absoluto y su ejercicio puede ser objeto de restricciones justificadas por objetivos de 
interés general perseguidos por la Unión, como lo son las medidas restrictivas en las que 
se pretende alcanzar como objetivo último el “mantenimiento de la paz y seguridad 
internacionales”. En el ámbito sancionador por definición toda medida restrictiva 
económica o financiera produce efectos que colisionan con el derecho al honor y, por 
ende, ocasionan ciertos perjuicios y daños. La incorporación del nombre dentro de las 
“listas negras” implica que se está realizando una actuación contraria a los principios que 
inspiran el ordenamiento internacional, como proporcionar apoyo al terrorismo, a la 
proliferación nuclear o a la represión interna y a la violación de derechos humanos1129.  
 
1127 MORENO MARTÍN, María Dolores, “El daño moral causado a las personas jurídicas”, Dykinson, 
2019, p.324. 
1128 CLIMENT GALLART, Jorge Antonio, “El estatuto jurídico del honor en el convenio europeo de 
derechos humanos: de una restricción legitima de la libertad de expresión a un derecho humano autónomo”, 
Actualidad Jurídica Iberoamericana, 4, 2016, p. 33. 
1129 Sentencia del Tribunal General Central Bank of Iran contra Consejo, T-563/12, EU: T:2015:187, 
apartado 115. 
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Sin embargo, dada la importancia de los objetivos que se persiguen con las 
medidas restrictivas quedarían justificadas dichas consecuencias negativas. Como 
reconoce el TG estas consecuencias adversas pueden ser considerables y de cierta entidad, 
siempre y cuando no resulten desproporcionadas. El Tribunal entiende que:  
 
“[…] los actos impugnados perjudican gravemente al honor del demandante, dado 
que las medidas restrictivas contra él pueden suscitar desconfianza o recelo por 
parte de los operadores con los que mantiene relaciones y de sus clientes. Sin 
embargo, los inconvenientes causados al demandante por los actos impugnados no 
son desproporcionados respecto a la importancia del objetivo de mantener la paz y 
la seguridad internacionales es perseguido por éstos”1130.  
 
Se observa pues, que no toda afectación al honor o a la reputación es suficiente 
para considerar que existe violación de este derecho en atención al objetivo que persiguen. 
Se adecuan a derecho y a la práctica comunitaria mientras no resulten desproporcionadas. 
Se suscita el problema de encontrarse ante un concepto jurídico indeterminado como es 
la “desproporción” para poder deducir la existencia de una violación del derecho al honor. 
Por el momento el TJUE no ha dado pautas ni existe suficiente jurisprudencia para 
establecer una dinámica, desapareciendo la seguridad de saber cuándo se considera que 
el perjuicio es desproporcionado, o de lo contrario se encuentra subsumido en la medida. 
Por ello, primero se va a abordar el principio de proporcionalidad dentro de la 
jurisprudencia del TEDH y del TJUE con relación a los derechos fundamentales para acto 
seguido contextualizarlo dentro del derecho al honor y concretamente en el ámbito 
sancionador.  
El principio de proporcionalidad constituye un principio comunitario de carácter 
general, base del sistema de atribución de competencias, como consta en el artículo 5.4 
 
1130 Sentencia del Tribunal General Central Bank of Iran contra Consejo, T-563/12, EU: T:2015:187, 
apartados 118 y 119. 
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del TUE. Las instituciones de la Unión aplican el principio de proporcionalidad 
establecido en el Protocolo nº2 del TUE sobre la aplicación de los principios de 
subsidiariedad y proporcionalidad1131. Además, de constituir una técnica interpretativa 
para la protección de los derechos fundamentales, actúa como límite de las medidas de 
carácter restrictivo que recaen sobre estos. En el ámbito de protección de los derechos, se 
encuentra previsto en el artículo 49 de la CDFUE y es en esta dimensión donde la 
jurisprudencia lo configura como un principio general del Derecho. El principio de 
proporcionalidad aparece reconocido como principio del derecho comunitario en las 
primeras decisiones del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas1132. Según 
jurisprudencia del TJUE, el principio de proporcionalidad exige que las medidas 
adoptadas por las instituciones de la UE no superen los límites de lo que es apropiado y 
necesario para alcanzar los objetivos legítimamente perseguidos por un acto en cuestión. 
Cuando hay una opción entre varias medidas consideraras apropiadas, se debe recurrir a 
las menos gravosas, y las desventajas causadas no deben ser desproporcionadas para los 
objetivos perseguidos1133.  
El principio de proporcionalidad actúa como límite a la injerencia en los derechos 
fundamentales y como método interpretativo en el plano de los derechos subjetivos y, en 
este caso, en relación con el derecho al honor en la adopción de medidas restrictivas. 
Siendo un instrumento de mesura en las limitaciones que puedan sufrir los derechos y 
libertades. Así es conceptualizado del siguiente modo:  
 
La lógica y fundamentación del concepto se encuentra en que toda restricción de 
un derecho debe obedecer a la razonabilidad de la medida y estar justificada en una 
 
1131 Protocolo (n° 2) sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. Diario 
Oficial C nº115 de 9 de mayo 2008, pp. 206-209.  
1132 CHANO REGAÑA, Lorena, “Igualdad y principio de proporcionalidad en el Derecho Europeo: 
especial referencia a los derechos fundamentales”, Revista Universitaria Europea, núm. 23, 2015, p. 164. 
1133 VON DANWITZ, Thomas “The Rule of Law in the Recent Jurisprudence of the ECJ”, Fordham 
International Law Journal, 2014, p. 1331. 
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serie de criterios objetivos que permitan el sacrificio en aras de una finalidad 
legítima y lo suficientemente relevante como para superar la ponderación de los 
intereses en juego1134.  
 
En la misma línea argumentativa, se entiende que uno de los principales rasgos 
distintivos del principio de proporcionalidad es su relatividad porque de él no se 
desprenden prohibiciones absolutas y genéricas, sino que se circunscribe a situaciones 
jurídicas concretas, y de ahí la importancia de la jurisprudencia europea1135. 
Para ponderar todos los elementos desde el TEDH y el TJUE realizan el 
denominado “test de Estrasburgo”, es decir, un examen o juicio de proporcionalidad para 
evaluar la medida concreta. Este consta de tres puntos de vista diferentes y escalonados. 
Pero, aunque el TJUE siga este esquema, no siempre se respeta la jerarquía escalonada y 
a veces se da prioridad o se antepone el análisis de la necesidad o de la ponderación en 
sentido estricto a la idoneidad o legitimidad de la medida1136. 
En primer lugar, la idoneidad o juicio de adecuación. El juicio de adecuación 
requiere un examen previo acerca de la legitimidad del fin perseguido por la medida y de 
la aptitud de la misma para lograrla. En este caso, los fines perseguidos son los 
enumerados en el artículo 21 del TUE, es decir, los objetivos de la PESC. Entre los que 
destacan: la consolidación y respaldo de la democracia, el Estado de derecho, los derechos 
humanos y los principios del derecho internacional; el mantenimiento de la paz, la 
prevención de los conflictos y el fortalecimiento de la seguridad internacional; etc. Para 
la consecución de estos objetivos se esgrimen las medidas restrictivas concebidas como 
un medio adecuado y óptimo para su consecución.  
 
1134 CHANO REGAÑA, Lorena, “Igualdad y principio de proporcionalidad en el Derecho Europeo: 
especial referencia a los derechos fundamentales”, Revista Universitaria Europea, núm. 23, 2015, p. 157. 
1135 CHANO REGAÑA, Lorena, “Igualdad y principio de proporcionalidad en el Derecho Europeo: 
especial referencia a los derechos fundamentales”, Revista Universitaria Europea, núm. 23, 2015, p. 158.  
1136 CHANO REGAÑA, Lorena, “Igualdad y principio de proporcionalidad en el Derecho Europeo: 
especial referencia a los derechos fundamentales”, Revista Universitaria Europea, núm. 23, 2015, p. 158.  
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En segundo lugar, la necesidad o juicio de indispensabilidad. Cuando la medida implica 
una elección política este juicio, la necesidad supone que no se adoptó de manera 
arbitraria. En otros casos, se lleva a cabo un análisis de la medida respecto de su 
moderación para la consecución del fin, es decir, la constatación de la inexistencia de otra 
medida menos gravosa1137. Como se deriva de la propia definición de las medidas 
restrictivas tienen un carácter preventivo, así como se trata en todo caso de medidas 
temporales. Por ello, no se encuentra en el espectro de instrumentos internacionales otros 
menos gravosos que no impliquen la publicación o identificación de los sancionados, 
además como se verá a continuación la publicación es una condición sine qua non para 
la adopción del régimen sancionador.  
En tercer lugar, la proporcionalidad en sentido estricto es la valoración de los 
intereses en juego y la búsqueda de un equilibrio que suponga la menor restricción para 
los sancionados. En definitiva, realizar una ponderación equitativa con la consecución de 
mayores ventajas y beneficios que perjuicios1138. Los intereses en juego son, por un lado, 
el derecho al honor y, por otro, la consecución de los objetivos PESC.  
En conclusión, el derecho al honor siempre se verá afectado cuando se apliquen 
este tipo de medidas, puesto que intrínsecamente supone vincular a unos individuos o 
entidades con actividades que son perseguibles y desdeñables en el ámbito internacional. 
Por tanto, aunque exista una merma del derecho al honor en la propia medida, la cuestión 
radica en situar los límites del derecho al honor en este ámbito. A este respecto, el 
Tribunal sostiene que en esta área donde se están persiguiendo objetivos de suma 
importancia como es “mantener la paz y seguridad internacional”, no cualquier merma 
 
1137 LIND, Anna-Sara, y STRAND, Magnus, “A New Proportionality Test for Fundamental Rights? The 
Joined Cases C-92/09 and C-93/09 Volker und Markus Schecke GbR (C-92/09) and Hartmut Eifert (C-
93/09) v. Land Hessen”, Swedish Institute for European Policy Studies European Policy Analysis, 2011, 
p.4.  
1138 CHANO REGAÑA, Lorena, “Igualdad y principio de proporcionalidad en el Derecho Europeo: 
especial referencia a los derechos fundamentales”, Revista Universitaria Europea, núm. 23, 2015, p. 158. 
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del derecho, aunque revista de cierta gravedad, será suficiente para entender que se ha 
violado el derecho. El prisma de valoración debe pasar del término “gravedad” a 
“proporcionalidad” con las características de idoneidad y necesidad. 
 
7.1.2. Análisis jurisprudencial del derecho al honor en el régimen 
sancionador iraní 
 
Algunos de los asuntos que ha tenido que dilucidar el TJUE sobre el régimen 
sancionador iraní por proliferación nuclear contenían la posible vulneración del derecho 
al honor y a la reputación de sujetos entidades. En estos pronunciamientos la 
proporcionalidad entre la vulneración del derecho y los fines perseguidos o la gravedad 
de la violación devienen dos elementos esenciales del análisis jurisprudencial.  
En primer lugar, la empresa Safa Nicu Sepahan fue sujeta a medidas restrictivas 
alegándose “Empresa de comunicaciones que suministró equipo para la instalación 
Fordow (Qom), no declarada al OIEA”1139. En su pronunciamiento el Tribunal de General 
consideró que cuando se aplican medidas restrictivas a una persona o entidad por el apoyo 
de actividades que suponen una amenaza grave para la paz y la seguridad internacional, 
se le está vinculando públicamente a estas actividades, sobre todo con la publicación de 
la medida en el Diario Oficial de la Unión Europea1140. Consecuentemente se suscita el 
oprobio y la desconfianza con respecto a la misma e implica una afectación a su honor y 
un perjuicio moral. Se entiende que en estos casos el oprobio y la desconfianza suscitada 
no se refieren a la capacidad económica y comercial de la entidad, sino a su voluntad de 
 
1139 Reglamento de Ejecución (UE) n° 503/2011 del Consejo, de 23 de mayo de 2011, por el que se ejecuta 
el Reglamento (UE) n° 961/2010 relativo a medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 136 de 24 
de mayo de 2011, pp. 26-44, Anexo I, B, entidad 19.  
1140 Sentencia del Tribunal General Safa Nicu Sepahan Co. contra Consejo, T-384/11, EU: T:2014:986, 
apartados 80 y 83. 
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implicarse en actividades que la comunidad internacional considera como condenables. 
De modo que la entidad se ve afectada más allá de la esfera de sus intereses comerciales 
ordinarios1141. La lesión al honor es tanto más grave cuando resulta, no de la expresión 
de una opinión, sino de un pronunciamiento oficial de una institución de la Unión, 
publicado en el DOUE con consecuencias jurídicas obligatorias. Siendo esta publicación 
parte del proceso de adopción de las medidas, que condiciona la entrada en vigor de las 
mismas con respecto a terceros. La publicación no es una circunstancia que pueda romper 
la relación de causalidad entre la adopción o el mantenimiento de las medidas y la lesión 
al honor al demandante1142. En este punto, el Tribunal deja sin efectos los argumentos del 
Consejo cuando sostiene que la lesión al derecho al honor no es consecuencia de que se 
adoptasen las medidas restrictivas, sino de su publicación. Se refuerza así la idea de que 
de la vulneración sería intrínseca a la medida y no vinculada al proceso de adopción que 
requiere de la publicación.  
En segundo lugar, en el asunto Central Bank of Iran, el TJ desestimó la 
vulneración del principio de proporcionalidad y la vulneración del derecho de su 
honor1143. Aunque existe un prejuicio grave al honor, no resulta desproporcionado a tenor 
de la importancia del objetivo de mantener la paz y la seguridad internacionales. Además, 
no se sostiene que se participe en la proliferación nuclear, no se le asocia personalmente 
a comportamientos que entrañan un riesgo para la paz y la seguridad internacionales. El 
grado de desconfianza que se suscita es mínimo1144.  
 
1141 Sentencia del Tribunal General Safa Nicu Sepahan Co. contra Consejo, T-384/11, EU: T:2014:986, 
apartados 83. 
1142 Sentencia del Tribunal General Safa Nicu Sepahan Co. contra Consejo, T-384/11, EU: T:2014:986, 
apartados 84. 
1143 Sentencia del Tribunal de Justicia Central Bank of Iran contra Consejo, C-266/15 P, EU:C:2016:208, 
apartado 54. 
1144 Sentencia del Tribunal General Central Bank of Iran contra Consejo, T-563/12, EU: T:2015:187, 
apartados 118 y 119. 
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 En tercer lugar, el caso más reciente fue el asunto Islamic Republic of Iran 
Shipping Lines (IRISL) y otros. La entidad fue incluida en las listas de sanciones 
aduciendo que había estado implicada en el transporte marítimo de mercancías para usos 
militares, produciéndose claras infracciones que fueron señaladas al Comité de sanciones 
contra Irán del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. La conexión de la IRISL 
con actividades de proliferación nuclear era relevante hasta el punto de motivar que el 
Consejo de Seguridad pidiese a los Estados en sus Resoluciones que inspeccionaran los 
buques de la empresa1145. En este asunto, el TJ consideró que el Consejo no alegaba que 
las entidades estuvieran implicadas en la proliferación nuclear. No existía una asociación 
personal con los comportamientos que entrañaran un riesgo para la paz y la seguridad 
internacional. De este modo, el perjuicio ocasionado no sobrepasaba manifiestamente lo 
necesario, habida cuenta de la importancia primordial del objetivo y de la necesidad de 
establecer, en los criterios generales que determinan la inclusión de personas y entidades 
en las listas de personas y entidades cuyos activos quedan inmovilizados, una definición 
clara y precisa de tales personas y entidades, es decir, de los vínculos con IRISL, que 
justifican como tales dicha inclusión desde el momento en que están acreditados1146. Por 
tanto, se respetaban el principio de proporcionalidad, al estimar, que nada indicaba que el 




1145 Decisión del Consejo 2010/413/PESC, de 26 de julio de 2010, relativa a la adopción de medidas 
restrictivas contra Irán y que deroga la Posición Común 2007/140/PESC. Diario Oficial L nº 195 de 27 de 
julio de 2010, pp. 39-73, Anexo II, B. Entidades, III.  
1146 Sentencia del Tribunal de Justicia Islamic Republic of Iran Shipping Lines y otros contra Consejo, 
C‑225/17 P, EU:C:2019:82, apartado 113.  
1147 Sentencia del Tribunal de Justicia Islamic Republic of Iran Shipping Lines y otros contra Consejo, 
C‑225/17 P, EU:C:2019:82, apartado 114. 
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7.2 La afectación del derecho de propiedad y el libre ejercicio de una actividad 
profesional en la aplicación de las medidas restrictivas 
 
 La imposición de ciertas medidas restrictivas, como la inmovilización de fondos, 
puede poner en peligro el disfrute del derecho de propiedad y al libre ejercicio de una 
actividad profesional. La jurisprudencia del TJUE desde sus primeros pronunciamientos 
ha ido estableciendo sus límites en la casuística de las medidas restrictivas. Además, de 
las particularidades dentro del régimen sancionatorio de Irán y los fenómenos que han 
surgido en este ámbito.  
 
7.2.1. Fundamentos jurídicos de la protección del derecho de propiedad y el 
libre ejercicio de una actividad profesional en el ámbito europeo  
 
El derecho de propiedad se encuentra estrechamente vinculado a la libertad de 
empresa (artículo 16 CDFUE) y la libertad profesional (artículo 15.1 CDFUE). El TJUE 
no ha realizado una clara delimitación y en muchos supuestos derecho de propiedad y 
libertad de empresa se aplican conjuntamente1148. En primer lugar, el derecho de 
propiedad se reconoce en el artículo 17 de la CDFUE, al respecto se establece: 
 
1. Toda persona tiene derecho a disfrutar de la propiedad de los bienes que haya 
adquirido legalmente, a usarlos, a disponer de ellos y a legarlos. Nadie puede ser 
privado de su propiedad más que por causa de utilidad pública, en los casos y 
condiciones previstos en la ley y a cambio, en un tiempo razonable, de una justa 
indemnización por su pérdida. El uso de los bienes podrá regularse por ley en la 
medida en que resulte necesario para el interés general. 
 
 
1148 MANGAS MARTÍN, Araceli, Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Comentario 
artículo por artículo, Fundación BBVA, 2008, p.345. 
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Para determinar su alcance es necesario, como establece la jurisprudencia del TJUE, 
prestar una especial atención al artículo 1 del Protocolo adicional número 1 del CEDH1149. 
El artículo 1 del Protocolo dice así: 
 
Toda persona física o moral tiene derecho al respeto de sus bienes. Nadie podrá ser 
privado de su propiedad más que por causa de utilidad pública y en las condiciones 
previstas por la Ley y los principios generales del derecho internacional. 
Las disposiciones precedentes se entienden sin perjuicio del derecho que poseen 
los Estados de poner en vigor las Leyes que juzguen necesarias para la 
reglamentación del uso de los bienes de acuerdo con el interés general o para 
garantizar el pago de los impuestos u otras contribuciones o de las multas. 
 
Esta disposición no ofrece un concepto o definición de propiedad, exclusivamente 
atribuye el derecho de disfrute de la propiedad al propietario respecto a los bienes que le 
pertenecen. De igual manera, el TJUE tampoco ha establecido una definición, sino que 
ha ido resolviéndolos a través de la casuística, por ejemplo, en el asunto Bosphorus se 
consideró los derechos derivados de un contrato de leasing de una aeronave dentro del 
derecho de propiedad1150. 
En segundo lugar, la libertad de ejercer una actividad económica se encuentra 
contemplada en el artículo 16 CDFUE, cuyo tenor literal establece que “se reconoce la 
libertad de empresa de conformidad con el Derecho comunitario y con las legislaciones 
y prácticas nacionales”. La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
eleva las libertades comunitarias a la categoría de derecho fundamental en un texto 
codificado, aunque las libertades de mercado tienen un encaje difícil en la noción jurídica 
 
1149 Sentencia del Tribunal de Justicia Kadi y Al Barakaat International Foundation contra Consejo y 
Comisón, C-402/05P y C-415/05P, EU:C:2008:461, apartado 356.  
1150 MANGAS MARTÍN, Araceli, Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Comentario 
artículo por artículo, Fundación BBVA, 2008, p.346. 
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de derechos fundamentales1151. La Carta establece una sucinta descripción de esta 
libertad, la cual constituye uno de los pilares fundamentales de la integración y del 
proyecto europeo. En un primer momento las libertades fundamentales comunitarias (la 
libre circulación de mercancías, personas, servicios y capitales) no tenían como fin último 
la atribución a los operadores trasnacionales de derechos subjetivos que gozasen del 
mismo nivel de protección que los derechos fundamentales. Se trata de un proceso 
posterior y paulatino concebido para alcanzar la integración comunitaria1152. 
Como ocurre con todos los derechos reconocidos en la Carta, el derecho de 
propiedad y el de libertad de empresa no constituye una prerrogativa absoluta, sino que 
pueden imponerse restricciones e intervenciones del poder público en atención a los 
objetivos de interés general de la Unión, siempre y cuando la restricción no resulte 
desmesurada e intolerable de tal manera que afecte a la propia esencia del derecho1153. 
Particularmente la libertad de ejercer una actividad económica se diferencia del de las 
demás libertades fundamentales consagradas en el título II de CDFUE y se asemeja al de 
determinadas disposiciones del título IV, por tanto, la libertad de empresa puede quedar 
sometida a un amplio abanico de intervenciones del poder público que establecen 
limitaciones al ejercicio de la actividad económica en favor del interés general1154. 
Toda medida económica o financiera restrictiva produce por definición efectos que 
atañen al derecho de propiedad y al libre ejercicio de actividades profesionales, 
ocasionando perjuicios, en particular a aquellas entidades que ejercen las actividades que 
las medidas restrictivas en cuestión pretenden impedir. Por ejemplo, en las medidas de 
 
1151 LLOBERA-VILA, Mireia, “Aproximación al proceder hermenéutico del TJUE: libertad de empresa, 
libre competencia y constitución del trabajo”, Lex Social, vol. 7, núm. 1, 2017, p. 211. 
1152 LLOBERA-VILA, Mireia, “Aproximación al proceder hermenéutico del TJUE: libertad de empresa, 
libre competencia y constitución del trabajo”, Lex Social, vol. 7, núm. 1, 2017, p. 210. 
1153 Sentencia del Tribunal General Fares Al-Chihabi contra Consejo, T-593/11, EU: T:2015:249, apartado 
98. 
1154 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, 
C-348/12 P, EU:C:2013:776, apartado 123. 
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congelación de fondos, las restricciones a la libertad de ejercer una actividad económica 
y el derecho de propiedad de un establecimiento bancario sufren restricciones. Según la 
jurisprudencia del tribunal la importancia de los objetivos perseguidos puede justificar las 
consecuencias negativas que de ella se deriven para ciertos operadores, aunque sean 
considerables1155. Se admite que el perjuicio pueda ser considerable, pero nunca hasta tal 
punto que resulte desproporcionado. Se parte de la premisa de que la congelación de 
fondos constituye una medida cautelar que no pretende privar de su propiedad, sino solo 
privar del uso de ella1156. Será necesario realizar un juicio de proporcionalidad basado en 
las circunstancias concurrentes del asunto que se presente frente al TJUE.  
Para que la restricción del derecho fundamental se considere legítima tiene que 
servir a objetivos de la Unión, como ocurre en estos casos en los que con su actuación la 
UE está luchando contra las amenazas de la paz y la seguridad internacional. No pueden 
calificarse en sí de restricciones inadecuadas o desproporcionadas. Para dotar de 
contenido al principio de proporcionalidad en el ámbito de las medidas restrictivas el 
Tribunal de Justicia ha establecido la necesidad de tener presente su progresión y el 
contexto en el que han sido adoptadas. No se consideran desproporcionadas si el 
menoscabo de los derechos ha sido progresivo y responde a la falta de efectividad que 
han tenido las anteriores medidas1157. Además, para que la restricción no resulte 
desproporcionada es necesario que el Consejo prevea en el Reglamento un sistema de 
excepciones y exenciones1158 a la medida de congelación de fondos, son las “exenciones 
 
1155 Sentencia del Tribunal General Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, T-
509/10, EU: T:2012:201, apartado 70 y Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Manufacturing 
Support & Procurement Kala Naft, C-348/12 P, EU:C:2013:776, apartado 114. 
1156 Sentencia del Tribunal de Justicia Kadi y Al Barakaat International Foundation contra Consejo y 
Comisón, C-402/05P y C-415/05P, EU:C:2008:461, apartado 358.  
1157 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, 
C-348/12 P, EU:C:2013:776, apartado 126.  
1158 En las Prácticas recomendadas de la UE para la aplicación eficaz de medidas restrictivas de abril de 
2008, se entiende por “excepción” cualquier utilización de los fondos y recursos económicos que los 
reglamentos no prohíban; y por “exención” cualquier utilización que esté prohibida salvo que la autorice 
una autoridad competente.  
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humanitarias”. En estos casos, la medida no se aplicará a los fondos necesarios para 
sufragar gastos básicos de las personas que enumeren los anexos de los Reglamentos y 
de los familiares a su cargo, como son el pago de alimentos, alquileres o hipotecas, 
medicamentos y tratamientos médicos, primas de seguros, impuestos, tasas o servicios 
públicos. Y en todo caso, cuando surja un gasto extraordinario se pueden conceder 
autorizaciones expresas para disponer de los fondos necesarios1159.  
El papel de las autoridades nacionales competentes en la aplicación de las medidas 
restrictivas y en la observación del cumplimiento de este régimen es un aspecto 
fundamental en el régimen de exenciones y excepciones. En materia inmovilización de 
fondos, la autoridad nacional competente puede autorizar la liberalización de los fondos 
cuando se cumplan los requisitos establecidos en la legislación comunitaria, evaluando 
todos los intereses afectados e imponiendo condiciones para garantizar que las exenciones 
no frustren ni eludan el objetivo de la medida restrictiva. En conclusión, el legislador 
comunitario ha establecido que es necesario una apreciación casuística de las 
circunstancias y de los supuestos del régimen sancionador y de exenciones1160.   
Se producen casos particulares que precisan de matizaciones a esta teoría general. 
Por un lado, el supuesto en virtud del cual frente a la autoridad nacional se presente una 
solicitud de exención referente a una actividad prohibida por el Reglamento sancionador 
y que no esté cubierta por una cláusula contractual previa o por una disposición similar 
de exención. En estos casos, la autoridad deberá denegar la exención solicitada. De igual 
manera, se denegará la exención, aunque la disposición de exención no establezca de 
manera expresa la denegación en la mencionada situación de ejercicio de una actividad 
 
1159 Sentencia del Tribunal de Justicia Kadi y Al Barakaat International Foundation contra Consejo y 
Comisón, C-402/05P y C-415/05P, EU:C:2008:461, apartado 364.  
1160 Orientaciones sobre la aplicación y evaluación de las medidas restrictivas (sanciones) en el marco de la 
Política Exterior y de Seguridad Común de la UE. Secretaria General del Consejo de la Unión Europea. 
Versión de junio de 2012. 11205/12. Apartado 24, p. 12. 
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considerada prohibida1161. Por otro lado, puede producirse la situación excepcional por la 
que deba darse cumplimiento a una obligación dimanante de un contrato anterior. En estos 
supuestos se puede otorgar autorización de fondos o recursos económicos de una entidad 
crediticia o financiera, la liberación de fondos procedentes de cuentas de personas o 
entidades que no sean objeto de las medidas y abiertas en la entidad crediticia o financiera 
objeto de las medidas. Ahora bien, va a ser necesario que la cuenta estuviese abierta con 
anterioridad de la fecha de designación de la entidad objeto de las medidas. De este modo, 
las autoridades nacionales competentes deberán imponer las condiciones apropiadas para 
garantizar que las cuentas no sigan utilizándose rutinariamente1162.  
En definitiva, la observación de una violación del derecho de propiedad es difícil 
siempre y cuando, por un lado, dichas limitaciones no son desproporcionadas y no 
impiden disfrutar del resto de derechos fundamentales; y, por otro lado, en el Reglamento 
que establece las limitaciones al derecho se articula un sistema de exenciones, 
excepciones y de autorización para gastos extraordinarios.  
 
7.2.1. Análisis jurisprudencial respecto al derecho de propiedad en el 
régimen sancionar iraní 
 
El control judicial del TJUE de las medidas restrictivas contra sujetos a causa de 
la proliferación nuclear se centran en dos elementos, por un lado, el establecimiento de 
un sistema de exenciones y los problemas que su aplicación puede ocasionar, y por otro 
lado, el respeto al principio de proporcionalidad.  
 
1161 Orientaciones sobre la aplicación y evaluación de las medidas restrictivas (sanciones) en el marco de la 
Política Exterior y de Seguridad Común de la UE. Secretaria General del Consejo de la Unión Europea. 
Versión de junio de 2012. 11205/12. Apartado 25, p. 12. 
1162 Orientaciones sobre la aplicación y evaluación de las medidas restrictivas (sanciones) en el marco de la 
Política Exterior y de Seguridad Común de la UE. Secretaria General del Consejo de la Unión Europea. 
Versión de junio de 2012. 11205/12. Apartado 26, p. 13. 
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En el pronunciamiento del asunto Manufacturing Support & Procurement Kala 
Naft1163, el TJ estableció la legitimidad de las restricciones al libre ejercicio de una 
actividad profesional y al derecho de propiedad, siempre y cuando estas restricciones 
respondan efectivamente a la consecución de objetivos de interés general y no 
constituyan, habida cuenta del objetivo perseguido, una intervención desmesurada e 
intolerable que afecte a la propia esencia de los derechos así garantizados. El objetivo de 
es impedir la proliferación nuclear y, de este modo, ejercer presión sobre la República 
Islámica de Irán a fin de que ésta ponga fin a las actividades. Ese objetivo se inserta en el 
marco más general de los esfuerzos ligados al mantenimiento de la paz y de la seguridad 
internacionales y es, por lo tanto, legítimo1164. Respecto al examen de la proporcionalidad 
de las medidas, el TJ valora que los numerosos informes del OIEA, las resoluciones del 
Consejo de Seguridad y las medidas de la Unión son progresivas y se justifican por la 
falta de éxito de las medidas previas. Se acredita su proporcionalidad porque se ha 
procedido basándose en la progresividad del menoscabo a los derechos en función de la 
efectividad de las medidas1165. 
En segundo lugar, el Tribunal de Justicia se ocupó del papel de las autoridades 
nacionales en la ejecución y funcionamiento de las medidas restrictivas, sobre todo, en 
relación con el régimen de exenciones y al derecho de propiedad. Las autoridades 
nacionales son las responsables de autorizar las exenciones que ante ellas se soliciten. El 
problema se planteó en el asunto Europäisch-Iranische Handelsbank AG1166. Esta entidad 
fue sujeta a medidas restrictivas alegándose que la entidad bancaria “ha desempeñado una 
 
1163 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, 
C‑348/12 P, EU:C:2013:776, apartado 122.   
1164 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, 
C‑348/12 P, EU:C:2013:776, apartado 124. 
1165 Sentencia del Tribunal de Justicia Consejo contra Manufacturing Support & Procurement Kala Naft, 
C‑348/12 P, EU:C:2013:776, apartado 126. 
1166 Sentencia del Tribunal General Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo T-434/11, EU: 
T:2013:405. Sentencia del Tribunal de Justicia Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo, C-
585/13 P, EU:C:2015:145.  
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función clave ofreciendo a diversos bancos iraníes alternativas para realizar operaciones 
dificultadas por las sanciones de la UE contra Irán. Se considera que ha actuado como 
banco asesor y como banco intermediario en operaciones con entidades designadas de 
Irán”1167. En este caso el TG y el TJ tuvieron que dilucidar si la aprobación o las 
autorizaciones concedidas por una autoridad nacional competente, en este caso el 
Bundesbank (Banco Central de Alemania), eran suficientes para proteger a la entidad que 
realizó las actividades financieras cuestionadas y, por ende, el Consejo no podía ejecutar 
las medidas restrictivas. En concreto, se discute acerca de la legitimidad del 
procedimiento denominado como la “tercera vía”. Es un procedimiento que ofrece la 
posibilidad a una entidad designada de pagar una deuda nacida de una obligación anterior 
a su designación frente a un acreedor establecido en el territorio de la Unión, 
transfiriéndole activos a través de una entidad no designada1168. El problema que suscita 
este mecanismo es la posibilidad de que sirva para eludir las medidas restrictivas y, por 
ende, dejarlas sin efecto. En la siguiente imagen se puede observar cómo funciona el 
mencionado procedimiento:  
 
Ilustración nº 5. Funcionamiento del procedimiento de tercera vía 
Fuente: elaboración propia a partir de la sentencia del asunto Europäisch-Iranische Handelsbank AG 
 
1167 Decisión 2011/299/PESC del Consejo, de 23 de mayo de 2011, por la que se modifica la Decisión 
2010/413/PESC relativa a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. Diario Oficial L nº 136 de 24 de 
mayo de 2011, pp. 65-84. Anexo I, B. Entidades, Entidad 1.  
1168 Sentencia del Tribunal General Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo, T-434/11, EU: 
T:2013:405, apartado 50.  
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 En el caso objeto de recurso de casación frente al TJ, la entidad bancaria en todas 
las operaciones en las que operó con bancos iraníes designados solicitó una autorización 
o aprobación de la autoridad nacional competente, así como actúo bajo su supervisión1169. 
El Tribunal General consideró que una operación autorizada da fe de la legalidad de la 
transacción, por tanto, el fundamento en la adopción de una medida restrictiva adoptada 
por el Consejo no puede basarse en las transacciones autorizadas, salvo excepciones, 
siempre y cuando las autorizaciones hayan sido concedidas en plena conformidad. Por el 
contrario, una mera aprobación general no puede obligar al Consejo, a falta de que la 
autorización se haya realizado caso por caso1170. De la anterior afirmación no puede 
desprenderse que se esté ante una garantía absoluta en virtud de la cual no se adoptaría 
una medida restrictiva, puesto que la decisión de una autoridad nacional no tiene 
automáticamente el efecto de atribuir una patente de legalidad. Además, esta actuación 
no resultaría tampoco coherente dada la primordial importancia de los objetivos 
perseguidos y la facultad del Consejo en materia de medidas restrictivas, porque de lo 
contrario, las autoridades nacionales tendrían un peso desmesurado1171.   
 El procedimiento de la “tercera vía” tiene como finalidad la elusión de las medidas 
restrictivas. Como entiende la jurisprudencia del TJUE son actividades constitutivas de 
elusión aquellas respecto a las que se ponga de manifiesto, en virtud de factores objetivos 
que bajo la cobertura de una apariencia formal ajena a los elementos constitutivos de una 
infracción tienen, por sí mismas o por su vínculo potencial con otras actividades, el 
 
1169 Conclusiones del Abogado General en el asunto Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo, 
EU:C:2014:2365, apartado 10. 
1170 Conclusiones del Abogado General en el asunto Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo, 
EU:C:2014:2365, apartado 51. En relación con Sentencia del Tribunal General Europäisch-Iranische 
Handelsbank contra Consejo, T-434/11, EU: T:2013:405, apartado 121. Confirmado en la Sentencia del 
Tribunal de Justicia Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo, C-585/13 P, EU:C:2015:145, 
apartado 76. 
1171 Conclusiones del Abogado General en el asunto Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo, 
EU:C:2014:2365, apartado 58 y 59. 
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objetivo o el resultado, directo o indirecto, de burlar la prohibición constitutiva de la 
medida restrictiva1172.  
En tercer lugar, en el asunto National Iranian Tanker Company (NITC), el TJ 
siguió con la jurisprudencia anterior en virtud del cual la restricción de los derechos 
fundamentales de NITC respondía a un objetivo legítimo perseguido por el Derecho de 
la Unión, a saber, la lucha contra la proliferación nuclear que forma parte del marco más 
general del mantenimiento de la paz y de la seguridad internacional1173. En este caso, se 
subrayó que las restricciones no se refieren más que a una parte de los activos de la entidad 
y que se establecían excepciones. A la vista de estos elementos, el TJ concluyó que las 
restricciones al derecho de propiedad y a la libertad de empresa de NITC no resultaban 
desmesuradas en relación con los objetivos perseguidos1174.  
 
7.3 El derecho de reparación ante los perjuicios ocasionados por las medidas 
restrictivas 
 
Desde el principio, las personas que fueron objeto de medidas restrictivas 
indebidas solicitaron indemnizaciones a la Unión Europea por los daños causados por la 
adopción de las medidas. Inicialmente, los tribunales eran reacios a aceptar estas 
demandas. En una de las primeras sentencias, en el asunto Sison1175, el Tribunal manifestó 
la dificultad de otorgar la responsabilidad extracontractual de la UE, especialmente en las 
situaciones de la PESC. A su juicio, lo más problemático es caracterizar la violación del 
 
1172 Conclusiones del Abogado General en el asunto Europäisch-Iranische Handelsbank contra Consejo, 
EU:C:2014:2365, apartado 63. 
1173 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Tanker Company contra Consejo, C‑600/16 P, 
EU:C:2018:966, apartado 84. 
1174 Sentencia del Tribunal de Justicia National Iranian Tanker Company contra Consejo, C‑600/16 P, 
EU:C:2018:966, apartado 85 y 86.   
1175 Sentencia del Tribunal General Sison contra Consejo, T-341/07, EU:T:2011:687. 
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derecho de la UE como suficientemente grave. El Tribunal en esta sentencia no excluyó 
la posibilidad de una acción por daños, aunque concluía que era muy difícil de lograr1176. 
Paulatinamente el TJUE ha aceptado algunas de estas demandas, en 2014, fue la primera 
vez que el Tribunal General, en el caso Safa Nicu, ordenó el pago de los daños morales a 
una entidad sujeta a medidas restrictivas1177. 
 
7.3.1. Fundamentos jurídicos del derecho de reparación en el ámbito europeo 
 
El derecho de reparación o el derecho a una indemnización como consecuencia 
de la responsabilidad extracontractual de las instituciones comunitarias encuentra su 
amparo legal en el artículo 41 de la Carta de Derechos Fundamentales, es decir, dentro 
del ámbito del derecho a una buena administración. El párrafo tercero de esta disposición 
reconoce expresamente el derecho a la indemnización. El tenor literal de este artículo 
establece que “toda persona tiene derecho a la reparación por la Unión de los daños 
causados por sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus funciones, de 
conformidad con los principios generales comunes a los Derechos de los Estados 
miembros”. El derecho a una buena administración comprende toda una serie de 
“subderechos”, pero no todos son de carácter procesal, este derecho consiste en el recurso 
por responsabilidad extracontractual con petición de indemnización. El recurso por 
responsabilidad extracontractual puede revestir dos modalidades, dependiendo de si la 
responsabilidad es estatal o comunitaria. En el primer caso es objeto del recurso la 
indemnización por los daños causados por los incumplimientos comunitarios de los 
Estados miembros, mientras en el segundo la responsabilidad comunitaria se vincula a la 
 
1176 MISHEVA, Kristina, y DUIĆ, Dunja, “The EU Restrictive Measures – What if the Court of Justice of 
European Union finds them not Being Legal: Cases in Croatia and Republic of Macedonia”, Balkan Social 
Science Review, 2015, p.29.  
1177 PURSIAINEN, Aleksi, “Targeted EU Sanctions and Fundamental Rights”, Solid Plan. Consulting, 
Ministry for Foreign Affairs of Finland, 2017, pp.15-16. 
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reparación por la Unión de los daños causados por sus instituciones o sus agentes en el 
ejercicio de sus funciones1178.  
El artículo 340.2 TFUE regula la responsabilidad extracontractual de la Unión, de 
modo que la Unión deberá reparar los daños causados por sus instituciones o sus agentes 
en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los principios generales comunes a 
los derechos de los Estados miembros. Según reiterada jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia para que nazca la responsabilidad extracontractual de la Unión por el 
comportamiento ilícito de sus órganos es necesaria la concurrencia de los siguientes 
requisitos: ilegalidad del comportamiento imputado a las instituciones, realidad del 
perjuicio y existencia de una relación de causalidad entre el comportamiento alegado y el 
perjuicio. Los requisitos enunciados tienen un carácter acumulativo, es decir, que de no 
cumplirse uno de ellos, deberá desestimarse el recurso de indemnización en su totalidad, 
sin que sea necesario examinar los otros requisitos. El juez de la Unión no está obligado 
a examinar estos requisitos en un orden determinado1179.  
 
7.3.1.1. La ilegalidad del comportamiento imputado a las instituciones 
 
El primer requisito para que se genere la responsabilidad extracontractual de las 
instituciones de la UE, se requiere según la jurisprudencia del Tribunal:  
 
[…] la declaración de ilegalidad de un acto jurídico no basta, por lamentable que 
sea, para considerar que concurra el requisito para generar la responsabilidad de la 
Unión relativa a la ilegalidad de la actuación imputada a las instituciones. […] (Se) 
 
1178 TOMÁS MALLÉN, Beatriz, “El derecho fundamental a una buena administración”, Instituto Nacional 
de Administración Pública, 2004, p. 201. 
1179 Sentencia del Tribunal de Justicia P. Lucaccioni contra Comisión, C-257/98, EU:C:1999: 402, apartado 
13.  
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exige que se demuestre una violación suficiente caracterizada de una norma 
jurídica que tenga por objeto conferir derechos a los particulares1180.  
 
El Tribunal pretende evitar que se menoscabe la capacidad de la institución con 
vistas a la consecución de sus intereses dentro de su ámbito competencial, siempre y 
cuando no recaigan sobre terceros las consecuencias de incumplimientos flagrantes e 
inexcusables. De lo contrario, cualquier ilegalidad imputable a una institución sería 
suficiente para dar cumplimiento a este requisito y supondría mermar en un alto grado la 
capacidad de actuación de la Unión1181. Esto sería especialmente grave en el ámbito en el 
sancionador, donde los principios que inspiran la actuación de la Unión, como la defensa 
de los derechos humanos y la paz y seguridad internacional, son de suma importancia. 
A este respecto es decisivo que exista una violación suficientemente 
caracterizada, es decir, una inobservancia manifiesta y grave de los límites impuestos a 
la facultad de apreciación por parte de la institución comunitaria. De este modo, resulta 
clave determinar el margen de apreciación de la institución que adopta el acto que va a 
considerarse como ilegal. En ningún caso la jurisprudencia del TJUE establece una 
relación automática entre la inexistencia de facultad de apreciación de la institución y la 
calificación de la infracción como violación suficientemente caracterizada del Derecho 
de la Unión, puesto que hay que tener en cuenta especialmente la complejidad de las 
situaciones que deben ser reguladas y las dificultades de aplicación o de interpretación de 
los textos1182. Únicamente la comprobación de una irregularidad que, en circunstancias 
análogas, no habría cometido una administración normalmente, prudente y diligente, 
permite que se genere la responsabilidad de la Unión1183.   
 
1180 Sentencia del Tribunal General Sison contra Consejo, T-341/07, EU:T:2011:687, apartado 31 y 33.  
1181 Sentencia del Tribunal General ATC y otros contra Comisión, T‑333/10, EU:T:2013:451, apartado 65. 
1182 Sentencia del Tribunal de Justicia HTTS contra Consejo, C-123/18P, EU:C:2019:694, apartado 42. 
1183 Sentencia del Tribunal General Georgias y otros contra Consejo y Comisión, T-168/12, EU:T:2014:781, 
apartado 25. Sentencia del Tribunal General Safa Nicu Sepahan Co. contta Consejo, T-384/11, 
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El concepto de violación suficientemente caracterizada es diferente de daño 
puesto que se sitúan en planos temporales diferentes. Mientras el primero es una noción 
estática, vinculada al momento de adopción del acto o del comportamiento contrario a 
Derecho, el daño es dinámico por naturaleza, en la medida en que puede manifestarse con 
posterioridad a la adopción del acto o del comportamiento ilícito y su magnitud puede 
evolucionar con el tiempo1184. 
 
7.3.1.2. La realidad del perjuicio causado por las medidas restrictivas 
 
La generación de responsabilidad de la UE implica la existencia de un daño y que 
este sea imputable a las instituciones comunitarias. Siendo el demandante el que ostenta 
la carga de la prueba, debiendo de demostrar el daño causado. Este requisito ha sido 
interpretado por la jurisprudencia como un perjuicio “real y cierto”, correspondiendo al 
demandante aportar elementos de prueba al juez con el fin de demostrar la existencia y el 
alcance del perjuicio. El perjuicio ocasionado por la adopción de medidas restrictivas 
puede ser moral o material. 
Por un lado, el daño material puede ser muy variado a tenor de la tipología de 
medida restrictiva. En las demandas es común que se alegue como perjuicio la ruptura de 
relaciones con proveedores que afecta negativamente a las actividades de una sociedad. 
Sin embargo, el Tribunal de Justicia entiende que per se la negación a suministrar 
productos no es propiamente un perjuicio, a no ser que repercuta en los resultados 
económicos de la sociedad afectada. Esto ocurriría cuando la sociedad se viera obligada 
a adquirir los mismos productos en condiciones menos favorables a otros proveedores; 
 
EU:T:2014:986, apartados 50-54. Corroborado por la Sentencia del Tribunal de Justicia Safa Nicu Sepahan 
Co. contra Consejo, C-45/15 P, EU:C:2017:402.  
1184 Sentencia del Tribunal de Justicia HTTS contra Consejo, C-123/18P, EU:C:2019:694, apartado 55. 
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cuando la negativa de entrega retrasara la ejecución de contratos y la sociedad sufre una 
sanción de carácter económico; o cuando no se pudiera hallar un proveedor alternativo y 
se viese obligada a resolver los contratos. En supuestos como los expuestos existiría un 
perjuicio real y cierto, no en cambio si solo se acredita la negativa de suministro1185.  
Un ejemplo de daño material causado por una inmovilización de fondos alegado 
frente al TJUE fue la pérdida de los intereses que habría podido percibir una entidad si 
hubiera transferido e invertido los fondos depositados en sus cuentas en la Unión y la 
pérdida de los intereses que podría haber percibido si hubiera transferido e invertido los 
importes que le debían tres compañías de seguros y reaseguros1186. La prueba de estos 
daños materiales admitida por el TJUE son los extractos o contratos de cuentas bancarias 
durante el período de efecto de las medidas restrictivas y la información relativa a posibles 
intereses generados por esos fondos durante el mismo período son información esencial 
para la evaluación de la pérdida de intereses1187. Además, se alegó el daño ocasionado por 
el lucro cesante sufrido por la no suscripción de contratos. Al respecto el TJUE exige que 
se demuestre la existencia de una relación contractual consolidada y duradera1188. 
 Por otro lado, el daño inmaterial o material está vinculado a la vulneración del 




1185 Sentencia del Tribunal de Justicia Safa Nicu Sepahan Co./Consejo, T-384/11, EU:T:2014:986, apartado 
110. Corroborado por la Sentencia del Tribunal de Justicia Safa Nicu Sepahan Co. contra Consejo, C-45/15 
P, EU:C:2017:402. 
1186 Sentencia del Tribunal General Iran Insurance contra Consejo, T-558/15, EU:T:2018:945, apartado 
66.  
1187 Sentencia del Tribunal General Iran Insurance contra Consejo, T-558/15, EU:T:2018:945, apartado 
166. 
1188 Sentencia del Tribunal General Iran Insurance contra Consejo, T-558/15, EU:T:2018:945, apartado 
182. 
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7.3.1.3. La existencia de una relación de causalidad entre el comportamiento 
alegado y el perjuicio invocado  
 
Se requiere de una relación cierta y directa de causa y efecto entre la falta cometida 
por la institución y el perjuicio alegado, incumbiendo a los demandantes el peso de probar 
la relación causal. El perjuicio alegado debe derivarse de forma suficientemente directa 
del comportamiento reprochado, debiendo este último constituir la causa determinante 
del perjuicio, pese a que no hay obligación de reparar toda consecuencia perjudicial, 
incluso la remota, de una situación ilegal1189.   
 
7.3.2. Pretensión de reparación de los perjuicios  
 
La pretensión de reparación de un perjuicio debe precisar la naturaleza del 
perjuicio alegado en relación con la conducta reprochada y evaluar el conjunto de ese 
perjuicio, aunque sea de manera aproximada1190. El artículo 44.1 c) del Reglamento de 
Procedimiento del Tribunal General establece que las demandas deben contener 
necesariamente “la cuestión objeto del litigio y la exposición sumaria de los motivos 
invocados”1191. El Tribunal entiende que la indicación debe ser suficientemente clara y 
precisa para permitir una adecuada defensa, y además debe contener los elementos 
esenciales de hecho y de derecho en los que se basa dicho recurso resulten, al menos de 
forma sumaria, pero de modo coherente y comprensible, del propio texto de la demanda. 
En definitiva, toda demanda que tenga por objeto la reparación de los daños 
supuestamente causados por una institución comunitaria deberá contener los elementos 
 
1189 Sentencia del Tribunal General Georgias y otros contra Consejo y Comisión, T-168/12, EU: 
T:2014:781, apartado 26. 
1190 Sentencia del Tribunal General Hassan contra Consejo, T-572/11; EU: T:2014:682, apartado 107. 
1191 Reglamento de Procedimiento del Tribunal de General de la Unión Europea del 2 de mayo de 1991, 
con la última modificación del 19 de junio de 2013. de 2 de mayo de 1991, con la última modificación de 
19 de junio de 2013. Diario Oficial L 173, de 26 de junio de 2013, p.66. 
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que permitan identificar el comportamiento que la demandante reprocha a la institución, 
las razones por las que estima que existe una relación de causalidad entre dicho 
comportamiento y el perjuicio que alega haber sufrido, así como el carácter y el alcance 
de dicho perjuicio1192.   
La legislación comunitaria prevé una excepción de la regla general del artículo 44. 
El artículo 48.1 del Reglamento del Procedimiento del Tribunal General establece que 
“en la réplica y en la dúplica las partes también podrán proponer prueba en apoyo de sus 
alegaciones. En tal caso deberán motivar el retraso producido en proponerla”. Al respecto 
la jurisprudencia del Tribunal ha entendido que: 
 
Esta obligación implica el reconocimiento al juez del poder de controlar la validez 
del razonamiento de la demora en la producción de estas proposiciones de prueba 
y, en su caso, el contenido de este último y, si la solicitud no tiene derecho a la 
autoridad legal necesaria para despedirlos. Con más razón, lo mismo es cierto con 
respecto a los ofrecimientos de pruebas presentadas después de la presentación de 
la dúplica1193. 
 
Para demostrar la existencia del perjuicio es esencial que se aporten pruebas 
suficientes, a modo de ejemplo, se entenderían pruebas adecuadas la cuantía de los 
ingresos económicos antes y después de la inscripción del nombre en las listas, 
demostrando que el perjuicio nace de la indisponibilidad de los fondos. Sin embargo, ni 
las cartas de los bancos que informan de la congelación de activos ni la anulación de las 
tarjetas bancarias son suficientes1194. En definitiva, hay que demostrar la realidad y el 
 
1192 Sentencia del Tribunal General Syria International Islamic Bank contra Consejo, T-293/12, EU: 
T:2014:439, apartados 72 y 73.  
1193 Sentencia del Tribunal General Syria International Islamic Bank contra Consejo, T-293/12, EU: 
T:2014:439, apartado 79. Sentencia solo disponible en francés. Traducción propia. Versión original: «Une 
telle obligation implique que soit reconnu au juge le pouvoir de contrôler le bien-fondé de la motivation du 
retard apporté à la production de ces offres de preuve et, selon le cas, le contenu de ces dernières ainsi que, 
si la demande n´est pas fondée à suffisance de droit, le pouvoir de les écarter. A fortiori, il en est de même 
en ce qui concerne les offres de preuve présentées postérieurement au dépôt de la duplique». 
1194 Sentencia del Tribunal General Hassan contra Consejo, T-572/11; EU: T:2014:682, apartado 108. 
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importe del perjuicio que se invoca de manera muy detallada y precisa, demostrando 
asimismo que no han existido alternativas viables o suficientes.  
Respecto de la reparación del perjuicio moral, la anulación de los actos impugnados 
puede ser una forma de reparación del perjuicio moral sufrido por la demandante. O en 
determinadas circunstancias la anulación puede reducir el importe de la indemnización 
concedida por no constituir una reparación íntegra del perjuicio sufrido1195. Cuando los 
efectos de las medidas se alargan injustificadamente en el tiempo y son precisamente la 
causa del perjuicio moral sufrido por la demandante, y no pueden ser íntegramente 
contrarrestados afirmando a posteriori la ilegalidad de los actos impugnados. Además, 
no se puede dejar de obviar que la adopción de las medidas restrictivas suele llamar más 
la atención y suscitar más reacciones que su posterior anulación. Y cuando se puede 
probar de manera efectiva la relación de causalidad, en estos supuestos se genera una 
indemnización de carácter monetario. 
La solicitud de la indemnización, en virtud del artículo 46 del Estatuto del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea, se debe realizar dentro de los cinco años desde la 
producción del hecho que motiva la acción contra la Unión. Según reiterada 
jurisprudencia, la finalidad del plazo de prescripción es garantizar la protección de los 
derechos del lesionado, ya que debe disponer de tiempo suficiente para recabar la 
información apropiada para interponer el recurso y evitar que pueda retrasar ad infinitum 
el ejercicio de su derecho a una indemnización por daños y perjuicios1196. 
 Los derechos fundamentales de los sancionados en la ejecución de medidas 
restrictivas se han convertido en una de las piedras angulares de la regulación de los 
regímenes de sanciones. Su importancia ha sido remarcada por el legislador y el juez 
 
1195 Sentencia del Tribunal General Safa Nicu Sepahan Co. contra Consejo, T-384/11, EU:T:2014:986, 
apartado 87. 
1196 Sentencia del Tribunal de Justicia HTTS contra Consejo, C-123/18 P, EU:C:2019:694, apartado 49.  
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comunitario. Sin embargo, los derechos fundamentales de carácter sustantivo no 
constituyen prerrogativas absolutas, por ello son admisibles ciertas limitaciones que 
respondan a consideraciones de seguridad. Las restricciones de derechos deben ser 
“proporcionadas”, es decir, ha de existir una adecuación ponderación entre la limitación 
del derecho fundamental y el fin perseguido con la medida restrictiva. El juicio de 
proporcionalidad se realiza en el análisis del derecho al honor, el derecho de propiedad y 
al libre ejercicio de una actividad profesional, que son los dos derechos sustantivos que 
mayor merma pueden sufrir con la imposición de las sanciones. De este modo, si las 
medidas restrictivas han sido desproporcionadas o ilegales puede darse lugar al derecho 
de reparación y a una indemnización. En los últimos pronunciamientos del TJUE se ha 
reconocido un derecho de reparación, es decir, la concesión de indemnizaciones por daños 
causados por las medidas restrictivas. Al respecto se exige la concurrencia de los 
siguientes requisitos: ilegalidad del comportamiento imputado a las instituciones, realidad 
del perjuicio y existencia de una relación de causalidad entre el comportamiento alegado 
y el perjuicio. Una de las particularidades en el ámbito sancionador son los medios de 
prueba del daño causado, puesto que, ni las cartas de los bancos que informan de la 
congelación de activos ni la anulación de las tarjetas bancarias son suficientes para 
justificar la cantidad reclamada1197. Hay que demostrar la realidad y el importe del 
perjuicio que se invoca de manera muy detallada y precisa, demostrando asimismo que 




1197 Sentencia del Tribunal General Hassan contra Consejo, T-572/11; EU: T:2014:682, apartado 108. 
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7.3.3. Análisis jurisprudencial del derecho de reparación por los perjuicios 
causados en la imposición de medidas restrictivas contra sujetos iranís  
 
 El primer caso en el que el TJUE indemnizó a una entidad a consecuencia de su 
inclusión en la lista de sancionados por proliferación nuclear fue el asunto Safa Nicu 
Sepahan Company. El TG señaló que el Consejo no proporcionó ninguna prueba que 
justificara su declaración de motivos y, por ello, las medidas restrictivas fueron ilegales. 
El TG evalúo la concurrencia de los tres criterios jurisprudenciales. En primer lugar, 
respecto a la ilegalidad del comportamiento imputado a las instituciones, el TG entendió 
que si el Consejo hubiese actuado con prudencia y diligencia habría podido entender en 
el momento de la adopción de las medidas restrictivas que le incumbía recabar los datos 
o elementos de prueba que justificaran las medidas restrictivas. En este caso, el Consejo 
incurrió en una violación suficientemente caracterizada de una norma jurídica que tiene 
por objeto conferir derechos a los particulares1198. En segundo lugar, el TG abordó 
conjuntamente la realidad del perjuicio causado y la existencia de una relación causalidad. 
La entidad solicitó una indemnización, por una parte, un perjuicio moral y, por otra, un 
perjuicio material derivados de la cancelación de algunas de sus cuentas bancarias y de la 
suspensión de sus pagos en euros por los bancos europeos, del cese de las relaciones 
comerciales por parte de sus proveedores europeos y de la imposibilidad de ejecutar total 
o parcialmente cuatro contratos celebrados con sus clientes. Además, solicitó el 
incremento de la indemnización con unos intereses al tipo del 5 % anual1199. El TG 
entendió que no se había probado el prejuicio material, pero sí el perjuicio moral. Se le 
concedió una indemnización de 50.000 euros como consecuencia del perjuicio moral 
 
1198 Sentencia del Tribunal de Justicia Safa Nicu Sepahan Co./Consejo, T-384/11, EU:T:2014:986, apartado 
68 y 69. 
1199 Sentencia del Tribunal de Justicia Safa Nicu Sepahan Co./Consejo, T-384/11, EU:T:2014:986, apartado 
72. 
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sufrido1200. Sin embargo, el TG no especificó el modo de determinar la cantidad específica 
de la indemnización1201. En apelación el TJ confirmó las apreciaciones del Tribunal 
General, al considerar que había motivado suficientemente la decisión indicando los 
criterios en que se basó para determinar el importe de la indemnización1202. 
 Recientemente el TJUE se ha ocupado de un nuevo asunto respecto de las medidas 
restrictivas contra sujetos en Irán por la proliferación nuclear. La sociedad HTTS 
Hanseatic Trade Trust & Shipping GmbH fue sujeta a sanciones alegando la siguiente 
motivación: “Es propiedad o se encuentra bajo control de la IRISL”1203. En este caso hay 
una divergencia de apreciación entre el TG y el TJ. El TG concluyó, por un lado, que en 
la apreciación del comportamiento de la institución se encuentra obligado, en virtud del 
artículo 215.2 TFUE, a tener en cuenta el objetivo fundamental de la política exterior de 
la Unión, salvo que la entidad sancionada pudiese acreditar que el Consejo había 
incumplido flagrante e inexcusablemente sus obligaciones o lesionado del mismo modo 
un derecho fundamental1204. En estas circunstancias y habida cuenta de la evolución 
progresiva durante el período que abarcan los hechos y de la intensidad de las medidas 
restrictivas como respuesta a la actividad de proliferación nuclear no cabía considerar que 
la injerencia en la actividad comercial de HTTS y en la libertad de gestión de sus propios 
recursos económicos generase automáticamente la responsabilidad extracontractual de la 
Unión. Además, el TG entendió que se requería que el juez pudiese declarar la existencia 
 
1200 Sentencia del Tribunal de Justicia Safa Nicu Sepahan Co./Consejo, T-384/11, EU:T:2014:986, apartado 
149. 
1201 PURSIAINEN, Aleksi, “Targeted EU Sanctions and Fundamental Rights”, Solid Plan. Consulting, 
Ministry for Foreign Affairs of Finland, 2017, p.16. 
1202 Sentencia del Tribunal de Justicia Safa Nicu Sepahan Co. contra Consejo, C-45/15 P, EU:C:2017:402, 
apartado 107. 
1203 Reglamento (UE) n ° 961/2010 del Consejo, de 25 de octubre de 2010, relativo a medidas restrictivas 
contra Irán y por el que se deroga el Reglamento (CE) n ° 423/2007. Diario Oficial L nº281 de 27 de octubre 
de 2010, pp. 1-77. Anexo VIII, B, entidad 26.  
1204 Sentencia del Tribunal General HTTS contra Consejo, T-692/15, EU:T:2017:890, apartado 46. 
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de incumplimientos flagrantes e inexcusables o de errores manifiestos de apreciación por 
parte de la institución relativos a la existencia de los vínculos alegados1205.  
Al respecto, el Abogado General señaló que en la apreciación de una violación 
suficientemente caracterizada del Derecho de la Unión que había realizado el TG se 
examinó si los incumplimientos se habían cometido no solo de forma manifiesta y grave, 
como exige una jurisprudencia consolidada, sino también de un modo “flagrante e 
inexcusable”, remitiéndose a una jurisprudencia que nunca ha sido confirmada por el 
Tribunal de Justicia. La aplicación de un criterio reforzado cuando se trata de medidas 
restrictivas no halla fundamento en la jurisprudencia reciente del Tribunal de Justicia1206. 
 Por otro lado, el TG estableció que la institución cuya responsabilidad 
extracontractual se invoca tiene derecho a utilizar todos los elementos pertinentes que 
hubiesen tenido lugar antes de la presentación del recurso, al igual que la parte 
demandante puede acreditar el alcance y la magnitud de su daño recurriendo a pruebas 
posteriores a la producción del daño. La posibilidad de utilizar todos los elementos 
pertinentes que hubiesen tenido lugar antes de la presentación del recurso indemnizatorio 
contra ella responde a la necesidad que tiene el juez de determinar la pertinencia e 
importancia de los hechos alegados para pronunciarse sobre la eventual responsabilidad 
extracontractual. Esta posibilidad está especialmente justificada en el ámbito PESC, que, 
por la naturaleza de sus objetivos y de su contenido está sometido a reglas y 
procedimientos expresamente establecidos por los tratados1207.  
Sin embargo, el TJ concluyó que el TG incurrió en error de Derecho al declarar 
que el Consejo para demostrar que no había cometido una infracción suficientemente 
caracterizada de una norma de Derecho de la Unión que generase la responsabilidad 
 
1205 Sentencia del Tribunal General HTTS contra Consejo, T-692/15, EU:T:2017:890, apartado 47. 
1206 Conclusiones del Abogado General en el asunto HTTS contra Consejo, C-123/18 P, EU:C:2019:173, 
apartado 24. 
1207 Sentencia del Tribunal General HTTS contra Consejo, T-692/15, EU:T:2017:890, apartados 49 y 50. 
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extracontractual estaba habilitado para invocar cualquier elemento pertinente que no se 




1208 Sentencia del Tribunal de Justicia HTTS contra Consejo, C-123/18 P, EU:C:2019:694, apartado 51. 
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 El análisis realizado a lo largo del trabajo ha puesto de manifiesto la notable 
evolución experimentada por el derecho de la Unión Europea y de la jurisprudencia del 
TJUE en materia de imposición de sanciones y medidas restrictivas. En una primera etapa 
la Comunidad Europea tuvo que hacer frente a la dificultad de acomodar entre las 
competencias de la CE la implementación de las sanciones adoptadas por el Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas. En virtud del Tratado de Roma eran los Estados 
Miembros los facultados para aplicar estas sanciones, lo que determinó su falta de 
uniformidad e incluso la posibilidad de que algunos no aplicaran sanciones en absoluto. 
La necesidad de resolver de manera urgente esta falta de homogeneidad en la puesta en 
práctica de las sanciones del Consejo de Seguridad en las situaciones de Irak, la antigua 
Yugoslavia, Libia, Haití y Angola determinó el recurso al artículo 113 TCE como única 
base legal plausible para la adopción e implementación de sanciones desde la óptica 
comunitaria. No obstante, se trataba de un fundamento jurídico débil porque para que la 
CE pudiese actuar era necesario que el mercado comunitario se viese afectado por las 
medidas contempladas por el Consejo de Seguridad. 
 La firma del Tratado de Maastricht trató de solucionar este problema regulando la 
potestad sancionadora de la UE en los artículos 301 TCE y 60 TCE. Este marco jurídico 
permitió no solo la adopción e implementación de sanciones sino también avanzar hacia 
la adopción de sanciones inteligentes. En efecto, la constatación de los daños causados 
por las sanciones económicas generales a la población civil determinó una evolución 
hacia la adopción de medidas restrictivas con la intención de focalizar la sanción sobre 
los verdaderos responsables. A lo largo del trabajo se ha puesto de manifiesto que se trata 
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de una evolución que se ha producido de manera paralela en el ámbito internacional y en 
el comunitario. Las sanciones empezaron a tener como destinatarios personas naturales y 
jurídicas con independencia de que fuesen líderes políticos o militares de la 
administración central o de una subdivisión territorial, o personas y entidades asociadas 
o controladas por el gobierno del país; terroristas y grupos de terroristas; o exlíderes 
políticos y militares. De este modo, los artículos 301 TCE y 60 TCE representaron una 
base jurídica adecuada para la adopción de medidas restrictivas contra personas y 
entidades no gubernamentales, aunque requerían de una vinculación explícita entre el 
territorio y el régimen gobernante del país tercero. Este marco jurídico se demostró 
inadecuado para resolver el problema que se ocasionó en el régimen de sanciones contra 
el gobierno Talibán al desaparecer la vinculación entre dicho gobierno y el territorio 
afgano tras el derrocamiento del régimen Talibán. Para solventar esta dificultad el 
Consejo recurrió a la cláusula de flexibilidad prevista en el artículo 308 del TCE. El 
recurso conjunto a los artículos 60, 301 y 308 TCE como base jurídica para la adopción 
de estas medidas restrictivas fue impugnado ante el TJUE que respaldó su validez. 
 Los regímenes de sanciones adoptados sobre este triple apoyo jurídico fueron los 
primeros en ser objeto de control judicial por parte del Tribunal de Primera Instancia. Las 
cuestiones que se planteaban versaban tanto sobre la correcta base jurídica para la 
adopción de las sanciones como sobre la protección de los derechos fundamentales de los 
sancionados, especialmente cuando la UE implementaba sanciones procedentes de 
Naciones Unidas. Sobre este particular cabe subrayar la relevancia de la jurisprudencia 
del TJUE para dar forma a la potestad sancionadora de la UE y garantizar los derechos 
de los sancionados. Tras resolver las cuestiones relativas a la competencia de la UE en 
materia de sanciones y la posibilidad de control judicial de las sanciones de la ONU por 
el proprio TJUE, el Tribunal pudo centrarse en los derechos fundamentales de los 
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sancionados. A partir de ese momento, el TJUE realizó grandes aportaciones desde la 
perspectiva de la protección y el respeto de los derechos fundamentales. La afirmación 
del respeto de los derechos humanos como un requisito de legalidad de los actos 
comunitarios, rechazando cualquier medida incompatible con su protección constituye 
sin duda una de sus principales aportaciones. El mensaje del TJUE, desde las primeras 
sentencias a principios de los años 2000 hasta sus pronunciamientos más recientes, ha 
sido claro: los actos de la UE no pueden menoscabar la protección y la garantía de los 
derechos fundamentales. Tampoco cuando afecten a materias tan sensibles como la 
seguridad internacional o su adopción venga exigida por las resoluciones del Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas. 
 El Tratado de Lisboa, en vigor desde el 2009, representa un avance cualitativo en 
la medida en que los artículos 75 y 215 TFUE, además de conferir a la UE la competencia 
explicita para la adopción de medidas restrictivas, establecen que cada acto sancionador 
debe incluir las disposiciones necesarias en materia de garantías jurídicas. En particular 
conviene resaltar el artículo 275.2 TFUE que permite al TJUE pronunciarse sobre la 
legalidad de las decisiones del Consejo que establecen medidas restrictivas frente a 
personas físicas o jurídicas, como excepción a su falta de competencia en materia PESC. 
Sin lugar a duda, este control de legalidad por parte del TJUE representó la primera 
garantía jurídica de los derechos fundamentales de los sancionados, diferenciándose del 
sistema de Naciones Unidas que carece de un sistema similar de protección.  
 Las medidas restrictivas se han convertido en un instrumento esencial de la PESC, 
utilizadas dentro de un planteamiento político integrado y global que comprende acciones 
enfocadas al diálogo político. Las sanciones están orientadas a producir un cambio en la 
política o en la conducta de aquellos a los que van dirigidas, con vistas a fomentar los 
objetivos de la PESC. Su uso ha ido aumentado progresivamente en los últimos 15 años 
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alcanzado actualmente a más de 34 países. La tipología y el contenido de las medidas 
restrictivas son muy diversas, desde la interrupción o la reducción, total o parcial, de las 
relaciones económicas y financieras, pasando por la inmovilización de fondos, activos 
financieros o beneficios económicos, cuya propiedad o tenencia esté en manos de 
personas físicas o entidades designadas. Debido a esta diversidad las medidas restrictivas 
se adaptan a las diferentes realidades que motivan su adopción, posibilitando un 
incremento de su efectividad y una disminución de los perjuicios en la población civil. 
Las medidas adoptadas contra el sector gasístico y petrolero de la República Islámica de 
Irán con motivo del programa de proliferación nuclear constituyen un ejemplo en este 
sentido, al limitar el comercio de bienes que pueden destinarse tanto a este sector como a 
la proliferación nuclear. 
El régimen de sanciones adoptado contra la República Islámica de Irán ha sido 
uno de los más controvertidos debido a sus especiales características y objeto de 
numerosos pronunciamientos por parte del TJUE. El compromiso y esfuerzo diplomático 
de la UE con el país persa mediante el empleo del Diálogo Político conlleva la necesidad 
de considerar junto a los Reglamentos y las Decisiones, los intereses geoestratégicos y 
comerciales, las negociaciones y los vaivenes entre ambas partes para tener una visión 
global del funcionamiento de las sanciones. Por esa razón el trabajo ha analizado el Plan 
de Acción Integral Conjunto (PAIC), la actualización del Estatuto del bloqueo y el 
INSTEX (Instrument for Supporting Trade Exchanges). Este análisis integral permite 
concluir que la UE ha mostrado su intención de convertirse en un actor de relevancia en 
el ámbito de la acción exterior en relación con Irán y el problema de la proliferación 
nuclear. La decisión de contar con un discurso propio y defender una estrategia europea 
para solucionar el problema nuclear ha llevado a la UE ha desmarcarse de la posición de 
Estados Unidos e incluso ha ocasionado una cierta tensión entre ambos.  
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El análisis ha constatado que el TJUE confiere un énfasis a aspectos diferentes en 
función del régimen de sanciones sobre el que se está pronunciando. La jurisprudencia 
del TJUE sobre regímenes de sanciones contra particulares iraníes en la lucha 
antiterrorista otorgó un valor preponderante al disfrute de los derechos fundamentales de 
los sancionados. No obstante, la actividad del TJUE se vio sujeta a importantes 
limitaciones al ser la lucha antiterrorista una materia altamente sensible. En estos 
supuestos se empleaban un gran número de pruebas de inteligencia a las que el juez de la 
Unión no tiene en la mayoría de las ocasiones acceso. 
Las medidas restrictivas incardinadas en el marco de la lucha contra la 
proliferación nuclear se han centrado en el sector petrolero y gasístico y el sector 
financiero. Puede resultar llamativa la aparente generalidad con la que el TJUE avala las 
sanciones contra el sector petrolero y gasístico al considerar que cualquier actuación 
relacionada con el comercio de este sector puede implicar un riesgo para la proliferación 
nuclear. Es decir, el Tribunal no exige la participación directa para legitimar las medidas, 
solo un apoyo, debido al vínculo entre los cuantiosos ingresos del sector energético iraní 
y la financiación de la proliferación nuclear. No obstante, requiere que se preste de 
manera efectiva el mencionado apoyo al programa nuclear, es decir, que exista un vínculo 
entre los ingresos procedentes del sector y la financiación de la proliferación. El TJUE ha 
mantenido de manera uniforme esta posición de asumir la existencia de este vínculo como 
garantía.  
A diferencia de la uniformidad manifestada en el sector energético, la 
jurisprudencia del TJUE respecto a las medidas restrictivas contra el sector financiero han 
mostrado ciertos vaivenes. En este ámbito la labor del TJUE se ha centrado en determinar 
la existencia de una relación de causalidad entre el sector bancario y la financiación y el 
apoyo al programa nuclear iraní. En estos casos, el TJUE demanda que los responsables 
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del programa tengan una influencia sobre la actuación ordinaria de sociedades y entidades 
lo que justifica la adopción de medidas restrictivas contra dichas entidades. Los elementos 
determinantes a estos efectos son la propiedad y el control de las sociedades destinatarias 
de las medidas restrictivas. Siendo criterios decisivos para su análisis el nivel de la 
independencia operativa, el porcentaje de propiedad y el sector de la actividad de la 
entidad.  
La propiedad y la independencia operativa de las sociedades han sido los 
fundamentos que han suscitado más controversias interpretativas y han traído un análisis 
en mayor profundidad por parte del TJUE. Respecto al porcentaje de la propiedad, el 
TJUE aplica una presunción iuris tantum de existencia de influencia cuando se ostenta el 
100% de la propiedad. En esos casos interpreta automáticamente que se produce un 
control sobre la entidad, por ejemplo, en el caso de una sociedad filial que pertenece en 
este porcentaje a la matriz. Cuando no se produce la existencia de un 100% de la 
propiedad, el Tribunal considera que solo puede imputar a la matriz la responsabilidad de 
las infracciones de su filial si demuestra que se está produciendo una situación de control 
y acredita que, en ejercicio del mismo, la matriz ha influido decisivamente en el 
comportamiento de la filial. Esta es la conclusión que se impone tras una disparidad de 
apreciaciones entre el TG y el TJ. El primero se ha mostrado más garantista al exigir una 
verificación complementaria del criterio de la propiedad, mientras que el TJ no lo ha 
considerado necesario, en su opinión, actúa de manera automática cuando el mismo 
concurre.  
Por lo que se refiere al criterio de independencia operativa, solo resulta 
determinante para su evaluación el nombramiento del personal. Un análisis exhaustivo 
realizado por la jurisprudencia concluye que el resto de las circunstancias analizas por si 
solas no son influyentes para para concluir que existe o no independencia operativa y, por 
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ende, para acreditar la existencia de influencia. Las situaciones son las siguientes: el 
sancionado posee personalidad jurídica y no hay intervención en su gestión corriente; la 
observancia de las medidas restrictivas, los regímenes de sanciones y otras 
reglamentaciones en vigor que no han sido objeto de medidas disciplinarias en el pasado; 
la existencia de obligaciones de los administradores derivadas del derecho de sociedades; 
y la vigilancia realizada por las autoridades nacionales de los servicios financieros 
respecto a nombramientos de personal.  
La labor interpretativa del TJUE en el ámbito de un régimen de sanciones de 
extraordinaria complejidad como el relativo a la República Islámica de Irán ha permitido 
garantizar un equilibrio adecuado entren los objetivos de la UE, la protección de los 
sancionados, la efectividad de estos instrumentos y la coherencia de su política exterior. 
Si bien, aunque se trate de medidas selectivas que se aplican a un sector determinado, la 
realidad iraní demuestra que la economía se ha visto mermada y esta situación tiene un 
gran impacto en la población, desvirtuándose en algunas ocasiones el concepto de sanción 
inteligente.  
 El TJUE incide en el respeto de los derechos fundamentales de los sancionados 
cuando se aplican medidas restrictivas. Siendo esta una obligación reforzada por el 
carácter vinculante en la Unión Europea de la Carta Europea de Derechos Fundamentales 
y Libertades Públicas. La adopción de medidas restrictivas entraña necesariamente una 
limitación en el disfrute de derecho. La función del TJUE es verificar que los limites son 
necesarios y se encuentran debidamente justificados y motivados. Los derechos 
cardinales en el análisis han sido: el derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva, 
desde el punto de vista procedimental; y derechos de naturaleza sustantiva, como el 
derecho al honor, el derecho de propiedad y al libre ejercicio de una actividad profesional 
y el derecho de reparación.  
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 En efecto, el derecho de defensa y a la tutela judicial efectiva configura los límites 
procedimentales y los derechos de carácter procesal que el TJUE analiza para valorar la 
legalidad en la aplicación de las medidas restrictivas. En primer lugar, la obligación de 
motivación cobra vital importancia. El TJUE obliga a que la motivación sea suficiente. 
Es decir, los sancionados deben de poder comprender los extremos de su inclusión en la 
lista de sanciones y la razón por la que se encuentran en dicha situación. En las medidas 
restrictivas adoptadas contra Irán se ha demostrado que para que una motivación sea 
adecuada, suficiente y conforme a derecho en el sector financiero debe contener el 
comportamiento reprochado.  
Cabe destacar de nuevo la diferencia entre sectores mientras en el sector financiero 
el TJUE ha llevado a cabo una diligente labor determinando todos los extremos para que 
la motivación sea suficiente, en el sector petrolero y gasístico no se ha producido este 
examen pormenorizado creándose inseguridad jurídica. EL TJUE ha establecido que en 
el ámbito financiero la obligación de motivación se traduce en conocer, al menos, cuáles 
son exactamente los servicios bancarios y/o financieros que se prestaron, a qué entidades 
o personas, las fechas de estos, la identificación de las razones individuales, específicas 
y concretas por las que las autoridades competentes consideran que la persona afectada 
debe ser objeto de las mismas e indicación los titulares de las cuentas que el banco 
gestiona, entre otros elementos. En cambio, en el ámbito petrolero y gasístico, el análisis 
judicial de la motivación se ha centrado en la conceptualización del término apoyo. El 
Tribunal de Justicia concluyó que es suficiente el mero riesgo de que la entidad adopte 
un comportamiento con vistas a la proliferación nuclear en el futuro para considerar que 
una determinada actuación constituye apoyo. 
En segundo lugar, en lo referente al respeto del derecho a ser informado que 
interviene en un momento posterior, las medidas para ser efectivas deben producir un 
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efecto sorpresa y aplicarse de inmediato. El TJUE ha entendido que la obligación de 
notificación puede incumplirse la primera vez que se adopta una medida por la necesidad 
de garantizar el efecto sorpresa. El Consejo de la UE, por tanto, está exonerado de 
comunicar a una persona o entidad los motivos de su inclusión inicial en la lista, con el 
fin de no comprometer la eficacia de las medidas.  
El análisis judicial de los aspectos sustantivos de las medidas restrictivas 
contempla elementos muy variados, en función de la medida que se esté aplicando. No 
obstante, cabe destacar la especial atención del TJUE al derecho al honor y el derecho a 
la propiedad, y el lugar central que ocupa el principio de proporcionalidad. En primer 
lugar, el derecho al honor siempre se ve afectado cuando se aplican estas medidas porque 
implican una vinculación con actividades contrarias al derecho internacional y 
susceptibles de persecución. El perjuicio ocasionado por las medidas restrictivas al 
derecho al honor debe ser valorado a la luz del contexto y los fines perseguidos por dichas 
medidas, es decir, el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales. La 
conclusión del TJUE es que en atención al valor del bien jurídico protegido las 
limitaciones son siempre proporcionales y, por lo tanto, resultan justificables las medidas 
impuestas. 
En segundo lugar, se acepta la licitud de limitaciones del derecho de propiedad 
que no resulten desproporcionadas y no impidan disfrutar del resto de derechos 
fundamentales. En el caso de este derecho, es preceptivo un juicio de proporcionalidad y 
que se articule un sistema de exenciones, excepciones y de autorización para gastos 
extraordinarios. 
Por último, se ha observado que el principio de proporcionalidad funciona como 
criterio esencial para la evaluación del perjuicio ocasionado a los derechos fundamentales 
en su dimensión sustantiva. Este principio permite la adaptabilidad al diseño de las 
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medidas restrictivas particulares, a las circunstancias concurrentes del régimen de 
sanciones y a los fines perseguidos. 
Adicionalmente el TJUE ha ido perfilando de modo progresivo todos los 
elementos que pueden entrar en juego colateralmente cuando se aplican medidas 
restrictivas. En esta línea, cabe recalcar el reconocimiento de un derecho de reparación 
que se traduce en la concesión de indemnizaciones por los daños y perjuicios 
injustificados ocasionados por las medidas restrictivas, debidamente probados. El TJUE, 
no obstante, está manteniendo una posición rígida al respecto, concediendo las 
indemnizaciones únicamente en aquellos supuestos muy evidentes y claramente 
fundamentados. 
En definitiva, la evolución del derecho de la UE y de la jurisprudencia de la TJUE 
en materia de las medidas restrictivas ha conducido al reconocimiento de garantías 
jurídicas de los derechos de los sancionados. Sin duda se trata de una aportación al 
Derecho Internacional de enorme relevancia. No obstante, subsisten ámbitos necesitados 
de un mayor desarrollo, sobre todo, en lo relativo a la utilización de conceptos 
jurídicamente indeterminados que el TJUE emplea como criterio esencial para la 
determinación del alcance del disfrute de los derechos de los sancionados y que afecta 
sustancialmente a la seguridad jurídica.  
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ADENDA I. Datos macroeconómicos de la República Islámica de Irán 
 










































































































































ADENDA II. Marco legal sobre la prevención de la proliferación nuclear iraní  
 
Tabla nº 4. Marco legal de Naciones Unidas. Número de resoluciones. 2006-2015 
Resoluciones del Consejo de Seguridad -Comité de sanciones 
Resolución 1696 (2006) - S/RES/1696 (2006) 
Resolución 1737 (2006) - S/RES/1737 (2006) 
Resolución 1747 (2007) - S/RES/1747 (2007) 
Resolución 1803 (2008) - S/RES/1803 (2008) 
Resolución 1835 (2008) - S/RES/1835 (2008) 
Resolución 1929 (2010) - S/RES/1929 (2010) 
Resolución 2231 (2015) - S/RES/2231 (2015) 
 
Tabla nº 5. Marco legal procedente del E3/UE+31209 
Plan de Acción Integral Conjunto (PAIC) 14 de julio de 2015 
 
Tabla nº 6. Marco legal procedente del Organismo Internacional de la Energía Atómica 
Nombre del acuerdo Estado Entrada en vigor 
Tratado sobre la No Proliferación de las 
armas nucleares Firmado: 1 julio 1968 5 de marzo de 1970 
Acuerdos de salvaguardia  
Acuerdo entre Irán y el Organismo para 
la Aplicación de Salvaguardias en 
relación con el Tratado sobre la no 
proliferación de las armas nucleares 
Firmado: 19 de junio de 1973 15 de mayo de 1974 
Protocolo adicional al Acuerdo entre la 
República Islámica del Irán y el OIEA 
para la aplicación de salvaguardias en 
relación con el Tratado sobre la no 
proliferación de las armas nucleares 
Firmado: 18 de diciembre de 
2003 
 
Informes de la Junta de Gobernadores - OIEA 
2003 
Aplicación del Acuerdo de Salvaguardias del TNP en la República 
Islámica del Irán 
6 de junio de 2003 
26 de agosto de 2003 
10 de noviembre de 2003 
2004 
24 de febrero de 2004 
 
1209 Francia, Alemania y el Reino Unido más China, Rusia y los EE. UU. También conocidos como los "P5 
+ 1", es decir, los cinco miembros permanentes del Consejo de Seguridad de la ONU más Alemania. 
Adendas 
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Aplicación del Acuerdo de Salvaguardias del TNP en la República 
Islámica del Irán 
1 de junio de 2004 
1 de septiembre de 2004 
15 de noviembre de 2004 
2005 
Aplicación del Acuerdo de Salvaguardias del TNP en la República Islámica 
del Irán 
2 de septiembre de 2005 
18 de noviembre de 2005 
2006 
Aplicación del Acuerdo de Salvaguardias del TNP en la República 
Islámica del Irán 
27 de febrero de 2006 
28 de abril de 2006 
8 de junio de 2006 
31 de agosto de 2006 
14 de noviembre de 2006 
2007 
Cooperación entre la República Islámica del Irán y el Organismo a la luz 
de la Resolución 1737 (2006) del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas 
9 de febrero de 2007 
 
Aplicación del Acuerdo sobre Salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de la Resolución 1737 (2006) del Consejo de Seguridad en la 
República Islámica del Irán 
22 de febrero de 2007 
Aplicación del Acuerdo sobre Salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones del Consejo de Seguridad en la República 
Islámica del Irán 
23 de mayo de 2007 
Aplicación del Acuerdo de Salvaguardias del TNP en la República Islámica 
del Irán 
30 de agosto de 2007 
Aplicación del Acuerdo sobre Salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones 1737 (2006) y 1747 (2007) del Consejo de 
Seguridad en la República Islámica del Irán 
15 de noviembre de 2007 
2008 
Aplicación del Acuerdo sobre Salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones 1737 (2006) y 1747 (2007) del Consejo de 
Seguridad en la República Islámica del Irán 
22 de febrero 
Aplicación del Acuerdo de salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones 1737 (2006), 1747 (2007) y 1803 (2008) del 
Consejo de Seguridad en la República Islámica del Irán  
26 de mayo 
15 de septiembre 
Aplicación del Acuerdo de salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones 1737 (2006), 1747 (2007), 1803 (2008) y 
1835 (2008) del Consejo de Seguridad en la República Islámica del Irán 
19 de noviembre 
2009 
Aplicación del Acuerdo de salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones 1737 (2006), 1747 (2007), 1803 (2008) y 
1835 (2008) del Consejo de Seguridad en la República Islámica del Irán 
19 de febrero 
5 de junio 
28 de agosto 






Aplicación del Acuerdo de salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones 1737 (2006), 1747 (2007), 1803 (2008) y 
1835 (2008) del Consejo de Seguridad en la República Islámica del Irán 
18 de febrero 
31 de mayo 
Aplicación del Acuerdo sobre Salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones del Consejo de Seguridad en la República 
Islámica del Irán 
6 de septiembre 
23 de noviembre 
2011 
Aplicación del Acuerdo sobre Salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones del Consejo de Seguridad en la República 
Islámica del Irán  
25 de febrero 
24 de mayo 
2 de septiembre 
8 de noviembre 
2012 
Aplicación del Acuerdo sobre Salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones del Consejo de Seguridad en la República 
Islámica del Irán  
24 de febrero 
25 de mayo 
30 de agosto 
16 de noviembre 
2013 
Aplicación del Acuerdo de salvaguardias del TNP y disposiciones 
pertinentes de las resoluciones del Consejo de Seguridad en la República 
Islámica del Irán 
21 de febrero 
22 de mayo 
28 de agosto 
11 de noviembre 
14 de noviembre 
2014 
Actividades de vigilancia y verificación en la República Islámica del Irán 
en relación con el Plan de acción conjunto 
17 de enero 
Situación del programa nuclear de Irán en relación con el Plan de acción 
conjunto 
20 de enero 
21 de marzo 
17 de abril 
20 de junio 
20 de julio 
20 de agosto 
19 de septiembre 
20 de octubre 
24 de noviembre 
19 de diciembre 
Medidas prácticas en relación con el marco de cooperación 9 de febrero 
Aplicación del Acuerdo de salvaguardias en relación con el TNP y de las 
disposiciones pertinentes de las resoluciones del Consejo de Seguridad en 
la República Islámica del Irán 
20 de febrero 
23 de mayo 
5 de septiembre 
7 de noviembre 
Adendas 
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Actividades de vigilancia y verificación en la República Islámica del Irán 
en relación con la prórroga del Plan de Acción Conjunto 
24 de julio 
28 de noviembre 
3 de diciembre 
2015 
Aplicación del acuerdo de salvaguardias en relación con el TNP y de las 
disposiciones pertinentes de las resoluciones del Consejo de Seguridad en 
la República Islámica del Irán 
19 de febrero 
29 de mayo 
27 de agosto 
18 de noviembre 
Situación del programa nuclear de Irán en relación con el Plan de acción 
conjunto 
20 de marzo 
20 de abril 
1 de julio 
20 de julio 
21 de septiembre 
20 de octubre 
Actividades de vigilancia y verificación en la República Islámica del Irán 
en relación con el Plan de Acción Conjunto 
30 de junio 
Hoja de ruta para la aclaración de las cuestiones pendientes pasadas y 
presentes relativas al programa nuclear del Irán 
14 de julio 
21 de septiembre 
Verificación y vigilancia en la República Islámica del Irán a la luz de la 
resolución 2231 (2015) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
14 de agosto 
18 de octubre 
Evaluación final de las cuestiones pendientes pasadas y presentes 
relativas al programa nuclear del Irán 
2 de diciembre 
2016 
Verificación y vigilancia en la República Islámica del Irán a la luz de la 
resolución 2231 (2015) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
16 de enero 
26 de febrero 
27 de mayo 
8 de septiembre 
9 de noviembre 
6 de diciembre 
2017 
Verificación y vigilancia en la República Islámica del Irán a la luz de la 
resolución 2231 (2015) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
24 de febrero 
2 de junio 
31 de agosto 
3 de noviembre 
2018 
Verificación y vigilancia en la República Islámica del Irán a la luz de la 
resolución 2231 (2015) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
22 de febrero 




ADENDA III. Marco jurídico de europeo de medidas restrictivas contra la República Islámica de Irán  





Sanciones de la UE que implementan y/o complementan las de NU/ Regímenes mixtos de sanciones Sanciones de la UE autónomas 
Resolución 1737 
(2006) del CSNU 
Posición Común del Consejo de la 
UE 2007/140/PESC 
Reglamento (CE) nº 423/2007 de 19 de abril de 2007   
Reglamento (CE) nº 441/2007 de la Comisión, de 20 de abril de 2007, 
por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 423/2007 del Consejo 
sobre la adopción de medidas restrictivas contra Irán 
 
 
Reglamento (CE) nº 1100/2009 del Consejo, de 17 de noviembre de 
2009, relativo a la aplicación del artículo 7, apartado 2, del Reglamento 
(CE) nº 423/2007 sobre la adopción de medidas restrictivas contra Irán 
y por el que se deroga la Decisión 2008/475/CE 
 
 
Reglamento (UE) nº 1228/2009 del Consejo, de 15 de diciembre de 
2009, por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 423/2007 sobre la 




(2007) del CSNU 
Posición Común del Consejo 
2007/246/PESC 
Reglamento (CE) nº 618/2007 del Consejo, de 5 de junio de 2007, por 
el que se modifica el Reglamento (CE) nº 423/2007  
 
Reglamento (CE) nº 116/2008 de la Comisión, de 28 de enero de 2008, 
por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 423/2007 del Consejo 




(2008) del CSNU 
Posición Común del Consejo 
2008/652/PESC 
Reglamento (CE) nº 1110/2008 del Consejo, de 10 de noviembre de 
2008, por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 423/2007 relativo a 




(2010) del CSNU 
Decisión del Consejo 
2010/413/PESC, posteriormente 
modificada por la Decisión del 
Consejo 2012/35/PESC, la 
Decisión 20127152/PESC y la 
Decisión 2012/635/PESC 
Reglamento (UE) nº 961/2010 del Consejo, de 25 de octubre de 2010, 
relativo a medidas restrictivas contra Irán y por el que se deroga el 
Reglamento (CE) nº 423/2007 
 
 
Reglamento (UE) n ° 267/2012 del Consejo, de 23 de marzo de 2012, 
relativo a medidas restrictivas contra Irán y por el que se deroga el 
Reglamento (UE) n ° 961/2010 
 
 
Reglamento (UE) n ° 708/2012 del Consejo, de 2 de agosto de 2012, por 
el que se modifica el Reglamento (UE) n ° 267/2012 sobre la adopción 
de medidas restrictivas contra Irán 
 
 
Reglamento (UE) n° 1067/2012 del Consejo, de 14 de noviembre de 
2012, por el que se modifica el Reglamento (CE) n° 267/2012 sobre la 





Reglamento (UE) n° 1263/2012 del Consejo, de 21 de diciembre de 
2012, por el que se modifica el Reglamento (UE) n° 267/2012 relativo 
a la adopción de medidas restrictivas contra Irán 
 
 
Reglamento (UE) nº 971/2013 del Consejo, de 10 de octubre de 2013, 
por el que se modifica el Reglamento (UE) nº 267/2012 relativo a 
medidas restrictivas contra Irán 
 
 
Reglamento (UE) nº 2014/42 del Consejo, de 20 de enero de 2014, por 
el que se modifica el Reglamento (UE) nº 267/2012 relativo a medidas 
restrictivas contra Irán (2014/42/UE) 
 
 
Reglamento (UE) nº 2015/229 del Consejo, de 12 de febrero de 2015, 
por el que se modifica el Reglamento (UE) nº 267/2012 relativo a 
medidas restrictivas contra Irán 
 
 
 Reglamento (UE) nº 2015/1327 del Consejo, de 31 de julio de 2015, por 
el que se modifica el Reglamento (UE) n° 267/2012 relativo a medidas 
restrictivas contra Irán 
 
 
Reglamento (UE) nº 2015/1328 del Consejo, de 31 de julio de 2015, por 
el que se modifica el Reglamento (UE) n° 267/2012 relativo a medidas 
restrictivas contra Irán 
 
 
Reglamento (UE) nº 2015/1861 del Consejo, de 18 de octubre de 2015 
por el que se modifica el Reglamento (UE) nº 267/2012 relativo a 
medidas restrictivas contra Irán 
 
 
Reglamento (UE) nº 2016/31 del Consejo, de 14 de enero de 2016, por 
el que se modifica el Reglamento (UE) n° 267/2012 relativo a medidas 
restrictivas contra Irán 
 
 
Reglamento (UE) nº 2017/964 de 8 de junio de 2017 por el que se 
modifica el Reglamento (UE) nº 267/2012 relativo a medidas 
restrictivas contra Irán 
 
 
 Reglamento (UE) n° 359/2011 del Consejo, de 12 de abril de 2011, 
relativo a las medidas restrictivas dirigidas contra determinadas 
personas, entidades y organismos habida cuenta de la situación en Irán 
 
Decisión del Consejo 2011/235/PESC 
Reglamento (UE) n° 264/2012 del Consejo, de 23 de marzo de 2012, 
por el que se modifica el Reglamento (UE) n ° 359/2011 relativo a las 
medidas restrictivas dirigidas contra determinadas personas, entidades 
y organismos habida cuenta de la situación en Irán 
 
Reglamento (UE) n ° 1245/2012 del Consejo, de 20 de diciembre de 
2012, por el que se modifica el Reglamento (UE) n ° 359/2011 relativo 
a las medidas restrictivas dirigidas contra determinadas personas, 





ADENDA IV. Evolución de los casos frente al TJUE 
 







1210 Tabla: número de casos frente al TJUE. Período 2008-2018 
2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 



















1211 Tabla: número de casos frente al TG y TJ. Período 2008-2018 
 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
TG 4 4 5 3 6 20 25 14 24 13 12 









2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018





Gráfico nº 6. Gráfico comparativo número total de pronunciamientos y los referentes a Irán 







1212 Tabla: Número total de pronunciamientos y los referentes a Irán en el TJUE. Período 2008-2018 
 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Irán 2 2 0 0 7 19 10 8 11 3 5 










2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018




Gráfico nº 7. Gráfico comparativo número total de pronunciamientos y los referentes a Irán del 























1213 Tabla: Número total de pronunciamientos y los referentes a Irán frente al TG y TJUE. Período 2008-
2018 
 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
TG- Irán 2 2 0 1 6 17 10 7 9 2 2 
TG-Total 4 4 5 3 6 20 25 14 24 13 12 
TJ-Irán 0 0 0 1 1 2 0 1 4 1 3 









2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018
Primera Instancia (total) Primera instancia Irán



















1214 Tabla: Evolución de los derechos fundamentales frente al TJUE. Período 2008-2018 
 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Derecho de 
propiedad 
1 4 3 0 2 5 6 7 9 4 6 
Derecho a ser oído 1 3 3 1 0 0 7 0 0 1 0 
Derecho 
a una tutela 
judicial efectiva 
2 5 5 0 3 11 9 9 8 1 8 
Derecho de 
defensa 
1 1 1 1 3 13 13 11 9 8 6 
Obligación de 
motivación 
3 2 2 2 8 18 19 9 12 11 8 
Derecho de 
reparación 
0 0 1 0 0 1 2 1 2 1 1 
Derecho a la vida 
privada y familiar 
0 0 0 0 0 0 2 2 1 0 0 





0 0 0 0 0 0 0 1 2 1 2 
Derecho a una 
buena 
administración 








2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018
Derecho de propiedad Derecho a ser oído
Derecho a una tutela judicial efectiva Derecho de defensa
Obligación de motivación Derecho de reparación
Derecho a la vida privada y familiar Derecho al honor
Derecho a desarrollar una actividad económica Derecho a una buena administración
Adendas 
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ADENDA VI. Ejemplo de notificación 
 
MODELO DE NOTA 
 
Consejo de la Unión Europea 
 
La presente información se pone en conocimiento de las personas, entidades y organismos 
que figuran en el Anexo de la Decisión del Consejo [número] de [fecha]1215. 
 
El Consejo de la Unión Europea ha resuelto que las personas, entidades y organismos que 
figuran en la lista mencionada cumplen los criterios establecidos en el artículo .... del 
Reglamento (CE) del Consejo xxxx/200X, de dd/mm/aaaa, relativo a ...................1216, y 
en consecuencia los ha incluido, por Decisión citada más arriba, en el Anexo XX de dicho 
Reglamento. Dicho Reglamento dispone, entre otras cosas, que sean inmovilizados todos 
los capitales, otros activos financieros y recursos económicos pertenecientes a las 
personas, entidades y organismos afectados, y que estos no puedan disponer, ni directa ni 
indirectamente, de capitales, otros activos financieros y recursos económicos. 
 
Se pone en conocimiento de las personas, entidades y organismos afectados que, para 
obtener la autorización de utilizar los fondos inmovilizados por motivos de necesidades 
básicas o pagos particulares, podrán cursar una solicitud a las autoridades competentes 
de los Estados miembros correspondientes, según se indica en los sitios internet que 
figuran en el Anexo XX del Reglamento. 
 
Las personas, entidades u organismos afectados podrán cursar una solicitud al Consejo, 
junto con la documentación justificativa, con objeto de obtener que se reconsidere la 
decisión de incluirlos en la citada lista. 
 
Toda solicitud deberá́ enviarse a la dirección siguiente: Consejo de la Unión Europea, 
Secretaria General, DG C, Unidad Coordinación, rue de la Loi 175, B-1048 Bruselas. 
 
 
1215 DO L … 




Se comunica asimismo a las personas y entidades interesadas que pueden impugnar la 
decisión del Consejo ante el Tribunal General de la Unión Europea, con arreglo a las 
condiciones establecidas en el artículo 275, párrafo segundo, y en el artículo 263, párrafos 
cuarto y sexto, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 
 
 
 
 
 
 
 
